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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allamand Zavala, Andrés
--Alvear Valenzuela, Soledad

--Arancibia Reyes, Jorge

--Ávila Contreras, Nelson 

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo
--Espina Otero, Alberto

--Flores Labra, Fernando

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo
--García Ruminot, José

--Gazmuri Mujica, Jaime

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos 

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Longueira Montes, Pablo

--Matthei Fornet, Evelyn

--Muñoz Barra, Roberto

--Naranjo Ortiz, Jaime 

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Núñez Muñoz, Ricardo

--Ominami Pascual, Carlos

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez Varela, Victor
--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Romero Pizarro, Sergio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Vásquez Úbeda, Guillermo

--Zaldívar Larraín, Adolfo

Concurrieron, además, los Ministros de Hacienda, señor Andrés Velasco Brañes; Secretario General de la Presidencia, señor José Antonio Viera-Gallo Quesney; del Trabajo y Previsión Social, señora Claudia Serrano Madrid, y la Ministra Presidenta del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, señora Paulina Urrutia Fernández.

Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:19, en presencia de 15 señores Senadores.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Las actas de las sesiones 84ª, ordinaria, en 13 de enero ; 85ª, especial, y 86ª, ordinaria, ambas en 14 de enero, todas del año en curso, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.

IV. CUENTA

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes


Diecinueve de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con el primero inicia un proyecto de ley que crea la Superintendencia de Obras Públicas (boletín N° 6.366-09) (Véase en los Anexos documento 1).


--Pasa a la Comisión de Obras Públicas y a la de Hacienda, en su caso.



Con los tres siguientes retira y hace presente la urgencia, calificada de “discusión inmediata”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que perfecciona el seguro obligatorio de cesantía e introduce cambios a otras normas legales (boletín N° 6.036-13).


2.- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica el decreto con fuerza de ley N° 1 (G), de 1997, y establece normas de ajuste remuneracional para el personal de las Fuerzas Armadas que indica (boletín N° 6.358-05).


3.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del Tratado de Libre Comercio entre los Gobiernos de la República de Chile y de Australia (boletín N° 6.220-10).


Con los catorce siguientes retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto de los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de reforma constitucional, en segundo trámite, en materia de gobierno y administración regional (boletín N° 3.436-07).



2.- Proyecto de reforma constitucional que reconoce a los pueblos indígenas (boletín N° 5.522-07).



3.- Proyecto de ley, iniciado en moción de los Honorables señora Alvear y señores Escalona, Girardi y Gómez, que interpreta el artículo 93 del Código Penal para excluir de la extinción de la responsabilidad penal por amnistía, indulto o prescripción a los crímenes y simples delitos constitutivos de genocidio, crímenes de lesa humanidad y de guerra contemplados en los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentran vigentes (boletín N° 5.918-07).



4.- Proyecto de reforma constitucional, iniciado en moción de los Honorables señores Allamand, Cantero, Espina, García y Romero, que reconoce el aporte de los pueblos originarios a la conformación de la nación chilena (boletín N° 5.324-07).



5.- Proyecto de ley que establece normas sobre la actividad de lobby (boletín N° 6.189-06).


6.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, “Protocolo de San Salvador”, adoptado en San Salvador el 17 de noviembre de 1988 y suscrito por Chile el 5 de junio de 2001 (boletín N° 4.087-10).



7.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del Protocolo Adicional a los Convenios de Ginebra de 12 de agosto de 1949, relativo a la aprobación de un signo distintivo adicional para la Cruz Roja Internacional (boletín N° 5.985-10).


8.- Proyecto de reforma constitucional, en segundo trámite, en materia de transparencia, modernización del Estado y calidad de la política (boletín N° 4.716-07).


9.- Proyecto de reforma constitucional, en segundo trámite, sobre pueblos indígenas (boletín N° 4.069-07).



10.- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que establece la Ley General de Educación (boletín N° 4.970-04).


11.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el artículo 150 del Código del Trabajo, relativo al descanso semanal de las trabajadoras de casa particular (boletín Nº 5.310-13). 



12.- Proyecto, en trámite de Comisión Mixta, que introduce en la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional las adecuaciones necesarias para adaptarla a la ley N° 20.050, que reforma la Carta Fundamental (boletín N° 3.962-07).



13.- Proyecto que introduce perfeccionamientos a la normativa que regula los gobiernos corporativos de las empresas (boletín N° 5.301-05).



14.- Proyecto que fija normas especiales para las empresas de menor tamaño (boletín N° 5.724-26).



Con el último retira y hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto del proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, sobre comercio ilegal (boletín N° 5.069-03).



--Quedan retiradas las urgencias, se tienen presentes las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Tres de la Honorable Cámara de Diputados, con los que comunica que ha prestado su aprobación a las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley que introduce perfeccionamientos a la normativa que regula los gobiernos corporativos de las empresas (boletín N° 5.301-05) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos documento 2).


2.- Proyecto que concede un bono compensatorio para el personal de la Casa de Moneda de Chile y modifica la ley N° 20.309 (boletín N° 6.375-05) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Véase en los Anexos documento 3).


--Pasan a la Comisión de Hacienda.



3.- Proyecto de ley que fija normas especiales para las empresas de menor tamaño (boletín N° 5.724-26) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos documento 4).


--Pasa a la Comisión de Economía y a la de Hacienda, en su caso.



De la señora Ministra de Educación, con el que contesta un oficio remitido en nombre del Honorable señor Zaldívar, atinente a los contratos urbanos y rurales de control y monitoreo de la Tarjeta Nacional Estudiantil (TNE).



Dos del señor Ministro de Obras Públicas:



Con el primero da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable señor Horvath, referido a obras que aseguren la conectividad e integración de la comuna de O’Higgins.



Con el segundo contesta un oficio cursado en nombre del Honorable señor Naranjo, acerca de diversos aspectos relativos al tag.



Del señor Ministro de Salud, con el que responde un oficio remitido en nombre del Honorable señor Horvath, sobre asignación de una ambulancia SAMU a la posta de salud de Puyuhuapi y aumento de la dotación.



De la señora Ministra Presidenta de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, mediante el cual contesta un oficio expedido en nombre del Honorable señor Girardi, tocante a la naturaleza de las obras ejecutadas en la zona de la central Baker 1 y al cumplimiento de las exigencias contempladas en la resolución que declaró la admisibilidad del proyecto Hidroaysén.



Del señor Director General de la Policía de Investigaciones de Chile, con el que contesta un oficio cursado en nombre del Honorable señor Espina, respecto de información que permita conocer la realidad de la Región de La Araucanía en materia policial.



Del señor Presidente del Consejo de Defensa del Estado, mediante el cual responde un oficio expedido en nombre del Senador señor Cantero, en el que se remitieron antecedentes relacionados con la causa ejecutiva caratulada “Quillongo López, Félix, con Fuentes de la Fuente, Héctor”, seguida ante el Tercer Juzgado de Letras de Calama.



De la señora Superintendenta de Pensiones, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable señor Navarro, en cuanto a la difusión de estadísticas relativas a utilidades acumuladas de las administradoras de fondos de pensiones.



Del señor Director subrogante del Servicio de Impuestos Internos, en contestación a un oficio remitido en nombre del Honorable señor Cantero, en cuanto a la denuncia tributaria interpuesta respecto de la adjudicación en remate y posterior venta de acciones de la sociedad anónima cerrada “Sociedad Constructora y de Montajes Industriales Ocegtel S.A.”.



De la señora Tesorera General de la República, en respuesta a un oficio expedido en nombre del Honorable señor Horvath, con relación a la posibilidad de disponer medidas especiales a favor de los sectores afectados por la crisis de la industria salmonera.



Del señor Director General de Aguas, con el que contesta un oficio enviado en nombre del Honorable señor Horvath, sobre la necesidad de proteger las áreas silvestres y evitar la entrega de derechos de agua en caudales ubicados dentro de parques nacionales.



Del señor Secretario General subrogante de Carabineros de Chile, mediante el cual responde un oficio cursado en nombre del Honorable señor Espina, concerniente al aumento de la dotación policial de la comuna de Victoria.



Del señor Director de Vialidad de la Región de Los Lagos, con el que contesta un oficio remitido en nombre del Honorable señor Kuschel, tocante a labores de limpieza y encauzamiento del río Blanco.



Del señor Jefe de Gabinete del Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción, a través del cual contesta un acuerdo adoptado por el Senado a proposición de los Honorables señores Pérez Varela, Ruiz-Esquide, Chadwick, Longueira y Zaldívar, para solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República el envío de un proyecto de ley que permita indemnizar a los ex trabajadores de la Empresa Nacional del Carbón que indican (boletín N° S 1.101-12).



--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Informes


De las Comisiones de Trabajo y Previsión Social y de Hacienda, unidas, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que perfecciona el seguro obligatorio de cesantía e introduce cambios a otras normas legales (boletín N° 6.036-13) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Véase en los Anexos documento 5).


Nuevo informe de la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre sistema de compensación y liquidación de instrumentos financieros (boletín N° 5.407-05) (con urgencia calificada de “simple”) (Véase en los Anexos documento 6).


De la Comisión de Relaciones Exteriores, recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del Acuerdo Marco sobre cooperación en materia de seguridad regional entre los Estados Partes del MERCOSUR y las Repúblicas de Bolivia, Chile, Ecuador, Perú y Bolivariana de Venezuela (boletín N° 5.884-10) (Véase en los Anexos documento 7).


--Quedan para tabla.

Mociones


De los Honorables señores Girardi, Ávila, Muñoz Barra, Navarro y Ominami, con la que inician un proyecto sobre libre acceso a playas y riberas de mar, lago y río (boletín N° 6.367-12) (Véase en los Anexos documento 8).


Del Honorable señor Horvath, mediante la cual inicia un proyecto sobre delimitación con cercos de los predios destinados a la conservación (boletín N° 6.376-12) (Véase en los Anexos documento 9).


--Pasan a la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales.

Proyectos de acuerdo



De los Honorables señor Navarro, señora Alvear y señores Ávila, Bianchi, Gazmuri, Girardi, Horvath, Muñoz Barra, Ominami y Vásquez, por medio del cual solicitan a la Dirección del Trabajo y al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones la implementación de un plan de fiscalización de las irregularidades, en materia de normativa laboral y de transportes, en que incurren las empresas operadoras del Transantiago (boletín Nº 1.140-12) (Véase en los Anexos documento 10).


--Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.



Del Honorable señor Naranjo, relativo a un subsidio adicional destinado a que las personas minusválidas que obtengan el subsidio habitacional puedan cancelar los mayores costos en que deban incurrir para adecuar sus nuevas viviendas a sus necesidades especiales (boletín N° S 1.141-12) (Véase en los Anexos documento 11).


--Pasa a la Comisión de Vivienda y Urbanismo.



De los Honorables señores Zaldívar y Larraín, a través del cual solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República la apertura de un poder comprador de trigo a precios del mercado internacional (boletín N° S 1.142-12) (Véase en los Anexos documento 12).


--Pasa a la Comisión de Agricultura.
El señor ALLIENDE (Prosecretario).- En este momento ha llegado a la Mesa el informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que suspende por cuatro años la aplicación del artículo 3º transitorio de la ley Nº 20.158 (boletín Nº 6.195-04) (Véase en los Anexos documento 13).


--Por acuerdo unánime de Comités, vuelve a la Comisión de Educación.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Terminada la Cuenta.



Tiene la palabra el señor Secretario.

ACUERDOS DE COMITÉS

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Los Comités, en reunión celebrada hoy, acordaron por unanimidad lo siguiente:



1.- En cuanto al proyecto, iniciado en moción de los Senadores señores Letelier y Muñoz Aburto, que regula los actos y contratos que se puedan celebrar respecto de viviendas adquiridas con respaldo de programas habitacionales, abrir un nuevo plazo para formular indicaciones, hasta las 18 de hoy, las cuales deberán ser presentadas en la Secretaría de la Comisión de Vivienda.



2.- Abrir un nuevo plazo para formular indicaciones con relación al proyecto, en segundo trámite constitucional, que incorpora a la ley Nº 20.063 el combustible gas natural licuado y modifica el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1978, del Ministerio de Minería: hasta el lunes próximo, a las 12, en la Secretaría de la Comisión de Hacienda.



3.- Abrir un nuevo plazo para presentar indicaciones con relación al proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que crea el Ministerio de Seguridad Pública y el Servicio Nacional para la Prevención del Consumo y Tráfico de Drogas: hasta hoy, a las 18, en la Secretaría de la Comisión de Constitución.



4.- Designar al Honorable señor Naranjo como representante del Senado en la Comisión Especial del Monumento en Memoria de las Víctimas del Holocausto.



5.- Retirar de la tabla, hasta el mes de marzo, el proyecto de reforma constitucional, en segundo trámite, en materia de gobierno y administración regional, que figura en el segundo lugar del Orden del Día, y



6.- Devolver a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología el proyecto, en segundo trámite constitucional, del cual se dio cuenta en último término, esto es, el que suspende por cuatro años la aplicación del artículo 3º transitorio de la ley Nº 20.158.

)---------------(

El señor NARANJO.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría. 

El señor NARANJO.- Señor Presidente, la Comisión de Vivienda y Urbanismo solicitó, por unanimidad, un nuevo plazo, hasta las 18 de hoy, para la presentación de indicaciones al proyecto que regula los actos y contratos que se puedan celebrar respecto de viviendas adquiridas con respaldo de programas habitacionales estatales, cosa que se obtuvo. Ahora pedimos que se nos permita sesionar en forma paralela a la Sala a partir de esa hora, a fin de terminar de discutirlo y de que, de esa manera, pueda ser visto mañana en la tabla de Fácil Despacho, porque existe consenso acerca del contenido del texto.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se accederá a lo solicitado.



--Así se acuerda.
V. ORDEN DEL DÍA


PERFECCIONAMIENTO DE SEGURO OBLIGATORIO DE CESANTÍA

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En primer término corresponde tratar el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que perfecciona el seguro obligatorio de cesantía e introduce cambios a otras normas legales, con informe de las Comisiones de Hacienda y de Trabajo y Previsión Social, unidas, y urgencia calificada de “discusión inmediata”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (6036-13) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 84ª, en 13 de enero de 2009.


Informe de Comisión:


Hacienda y Trabajo, unidas, sesión 87ª, en 20 de enero de 2009.
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- Los objetivos principales del proyecto se relacionan con la introducción de modificaciones al seguro de cesantía obligatorio establecido por la ley Nº 19.728, para permitir que los trabajadores cesantes dispongan de una más amplia protección social, principalmente a través del mayor acceso al Fondo de Cesantía Solidario; aumentar el número de beneficiarios de dicho Fondo, dado que se incorpora en el régimen general del seguro a trabajadores contratados a plazo para una obra, labor o servicio determinado, y extender el número de causales de término de la relación laboral que permiten acceder al beneficio. Además, se crea una Bolsa Nacional del Empleo, para lograr una mejor y pronta reinserción de los afiliados al seguro.



Las Comisiones unidas de Hacienda y de Trabajo y Previsión Social aprobaron la iniciativa en general por la unanimidad de sus integrantes, Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Escalona, Frei, Letelier y Ominami.



Cabe consignar que tanto la Honorable señora Matthei como los Senadores señores Allamand y Escalona votaron en su calidad de miembros de ambos órganos técnicos.



En lo que respecta a la discusión en particular, las Comisiones unidas efectuaron diversas modificaciones al texto despachado por la Honorable Cámara de Diputados, todas ellas acordadas en forma unánime.



Es necesario tener presente que los números 2) a 10 bis), 12) a 14), 16), 26), 27) y 30) del artículo 1º, el artículo 2º, así como los artículos primero, segundo y octavo transitorios, tienen el carácter de normas de quórum calificado, por lo que requieren el voto conforme de 20 señores Senadores.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En discusión general y particular.



Tiene la palabra la Honorable señora Matthei. 

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, este proyecto de ley contempla una serie de nuevos beneficios en materia de seguro de cesantía. El primero de ellos es que mejora las condiciones bajo las cuales los trabajadores con contrato de plazo indefinido pueden acceder a la cuenta solidaria. Pero, además, por primera vez se da la misma posibilidad a los trabajadores de plazo fijo.



Ha habido bastante discusión sobre este último punto. Mucha gente dice: “Estas personas saben cuándo van a quedar cesantes, porque se hallan enteradas de cuánto demora su proyecto”. La cuestión radica en que, si bien ello es así, no tienen idea de cuándo van a volver a obtener un empleo. Y, por lo tanto, aunque en el caso de estos trabajadores las condiciones de cesantía son muy distintas de las de aquellos que cuentan con un contrato de duración indefinida, estimamos que sí debieran tener acceso a la cuenta solidaria.



Ahora, también es efectivo que muchas veces los contratos a plazo fijo pueden ir adecuándose de tal manera de optimizar el acceso a la cuenta solidaria y, en el fondo, extraer todos los beneficios posibles cada dos años y medio. Por eso, solicitamos -y se obtuvo- que se incorporara una modificación al respecto, de modo que para estos trabajadores se llevara un estudio actuarial separado de aquellos con contratos de duración indefinida, de modo de saber con exactitud cuánto están aportando y cuánto extrayendo de la cuenta solidaria. Porque no queremos que un sector finalmente termine subsidiando al otro.



Entonces, señor Presidente, nos parece razonable que se introduzca la posibilidad de acceder al beneficio, pero con un debido cuidado, de forma de no perjudicar a los trabajadores de duración indefinida, cuyo tipo de contrato, por lo demás, quisiéramos que fuese la norma. Eso es, lejos, lo mejor para el empleo.



Por otra parte, se nos han acercado muchos pequeños y medianos empresarios para señalarnos que, por las dificultades que se viven en este momento en la economía nacional y, sobre todo, la internacional, han experimentado una baja sustancial en la demanda por sus productos o servicios. Y, por lo tanto, tienen que adecuar sus costos a los menores ingresos que van a obtener en el próximo tiempo. 



Una forma de adaptar los costos, por desgracia, es la reducción de las remuneraciones, lo cual en Chile no es posible, o el despido de trabajadores. Pero, en esta última situación, las pymes -que, por lo general, tienen muy poco acceso al crédito- nos señalan que ello es sumamente difícil, porque deben pagar 11 meses cuando se trata de alguien de larga permanencia en la empresa.



Algunas de esas entidades nos han dicho: “¿Cómo va a ser lógico que la mejor manera de adaptarnos a las dificultades económicas que estamos experimentando sea la quiebra? En ese caso, en vez de perder el empleo uno, dos o tres trabajadores, van a perderlo todos, porque, sencillamente, no tenemos de dónde sacar el dinero para pagar 11 meses por cada puesto que debamos reducir”. 



Lo expresamos ayer en la Comisión: cuando uno revisa las cifras, advierte que la indemnización por años de servicio rara vez se paga en forma completa. Las únicas oportunidades en que ello sí ocurre es cuando las grandes empresas echan a altos ejecutivos. En el caso de los trabajadores comunes, por lo general las empresas terminan negociando con ellos y les pagan mucho menos de lo que corresponde. Si el afectado no se conforma, debe recurrir a la justicia para tratar de obtener lo que pueda.



Y esa es una situación que no está mejorando, por lo tanto, la realidad de los trabajadores; que está oponiendo tremendos obstáculos para que la pyme se adapte a condiciones como las de hoy día, de extrema dificultad, y que, en el fondo, está atentando contra el empleo.



Lo ideal sería, en consecuencia, que pudiéramos avanzar hacia un sistema que realmente brindase una protección mucho mejor, mucho más digna, cuando tiene lugar el desempleo. Dios quiera que el año en curso no traiga un aumento de este último, pero ello puede ocurrir. Y si bien creemos que el perfeccionamiento que nos ocupa va en una dirección correcta, en realidad es preciso abordar lo relativo a la indemnización por años de servicio, porque, probablemente, provocará más cesantía en vez de frenar el despido de los trabajadores, que fue lo que en general se perseguía con la legislación original.



Esto afecta especialmente a las pymes. Las empresas grandes siempre tienen el dinero provisionado y no enfrentan ningún problema para pagar la indemnización de un mes por año de servicio.



Otra cuestión que abordamos fue lo concerniente a los cursos de apresto y a cómo lograr que los trabajadores pudieran acceder en forma más rápida a una ocupación o hallar una mejor. En ese sentido, se crea la Bolsa Nacional de Empleo, mecanismo de información electrónica que indicará cuáles son los trabajadores cesantes, qué empleadores están ofreciendo trabajo y cómo lograr un más conveniente encuentro entre ellos. 



El texto fue perfeccionado en ese aspecto y creo que quedó mucho mejor que como había llegado al Senado.



De cualquier modo, se asegura que no podrá gastarse más del 2 por ciento del Fondo en cursos de apresto, los cuales podrán ser realizados por las OMIL o por entidades privadas. Y se hará un seguimiento para ver si ellos logran un acceso más rápido al empleo o a uno mejor.



En resumen, creemos que todas estas materias fueron abordadas en forma impecable.



En general, la nueva normativa contribuirá a una mayor protección de los trabajadores y por eso la Alianza la votará a favor.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, tal como se ha señalado, nos encontramos frente a un proyecto de gran envergadura, en especial considerando la crítica situación económica mundial y los efectos que ella tendrá sobre nuestro país, los cuales han hecho que el Gobierno reaccione -a mi juicio, oportunamente- enviando esta y otras iniciativas legales que permitirán adelantarnos a una situación que esperamos podamos salvar de la mejor manera posible.



Un proyecto como este, que perfecciona el seguro de cesantía, trae, sin duda, tranquilidad a nuestras familias en momentos tan difíciles como cuando el jefe o jefa de hogar cae en situación de desempleo. Sin embargo, debo decir, con mucha franqueza, que me habría gustado -y así lo expresé en las distintas sesiones de las Comisiones unidas de Hacienda y de Trabajo- que hubiese sido algo más ambicioso, tal como lo propusimos hace dos años.



En efecto, en esa ocasión, la bancada de la Democracia Cristiana hizo presente la importancia de contar con un seguro de cesantía similar al que existe hoy en salud con el Plan Auge, por la vía de establecer un conjunto de garantías explícitas en materia de empleo, de tal manera que, cuando una persona quedara cesante, se activaran inmediatamente distintos mecanismos de protección exigibles por el ciudadano. Las garantías podrían ir aumentando en la medida en que el país fuera mejorando sus condiciones económicas, en una forma parecida a como el Plan Auge ha ido incrementando su cobertura.



A nuestro juicio, tales garantías explícitas deberían ser de dos clases: la primera, una garantía explícita de protección contra el desempleo, y la segunda, una garantía explícita de reinserción laboral.



La garantía explícita de protección contra el desempleo debería considerar, en nuestra opinión, lo siguiente:



1.- Una tasa de reemplazo o prestaciones dirigidas a conservar la capacidad de gasto, como las que se contemplan en el proyecto que hoy aprobaremos. Hay ahí un avance muy importante en materia de cobertura del seguro.



2.- Un crédito universitario automático para los hijos de trabajadores que pierdan su empleo. 



Se trata de una de las causas de angustia más grandes que los padres enfrentan: cuando han logrado que un hijo entre en la universidad y mientras este se halla cursando sus estudios, se produce la cesantía y, lamentablemente, muchas veces deben retirarlo de la institución, generándose una situación bastante dramática.



He conversado largamente sobre el punto con las autoridades de Hacienda, las que me han asegurado -ayer lo corroboró el Ministro en la sesión de la Comisión- que si bien esta materia no se encuentra recogida en la presente iniciativa legal, sí lo estará en otra posterior que, a mi modo de ver, constituirá un avance muy significativo.



3.- Mantención de la cobertura en salud, lo cual nos parece algo fundamental.



En ese sentido, valoramos mucho que el punto haya sido recogido en una indicación que el Ejecutivo presentó a las Comisiones unidas de Hacienda y de Trabajo y que dichos órganos aprobaron ayer, de manera tal que los trabajadores puedan acceder a las prestaciones de salud del Fonasa en cualquiera de sus modalidades, incluida la libre elección.



4.- Seguro hipotecario de cesantía, con el fin de evitar ejecuciones de hipotecas causadas por desempleo y de abrir espacios de alivio en el pago de los dividendos.



Creemos que facilitar los costos de transacción de las repactaciones puede ser una medida que tranquilice muchísimo en este ámbito. Ello no se encuentra recogido en el proyecto que nos ocupa, pero esperamos que sea una cuestión que el país aborde en otro momento.



La segunda garantía explícita es la relativa a la reinserción laboral.



En el proyecto que, espero, aprobaremos en el día de hoy, se contempla una capacitación que permitirá a los trabajadores cesantes mejorar sus condiciones para buscar un nuevo empleo.



En el mismo plano, debería haber una intermediación para encontrar un trabajo a través de gestiones determinadas con precisión dirigidas a reinsertar al trabajador en el mercado laboral. Para ello habría que mejorar profundamente nuestro sistema de oficinas municipales de intermediación laboral.



Por último, nos parece fundamental que haya dinero para transporte dirigido a encontrar un nuevo empleo. Un cesante no posee recursos ni siquiera para pagar la locomoción que le permita asistir a entrevistas de trabajo o buscar otras fuentes de ocupación.



Señor Presidente, el proyecto me parece un gran avance y considero muy oportuno aprobarlo en enero, antes de que tengamos mayor cantidad de cesantes. 



Para actuar con realismo y facilitar su despacho, la bancada democratacristiana ha centrado sus planteamientos en algunos de los elementos claves ya mencionados. Uno es el crédito universitario automático, que si bien no viene en esta iniciativa, se incorporará en una posterior, según lo expresó el Ministro de Hacienda. El otro es la mantención del mismo tipo de cobertura en salud que los trabajadores tienen en la actualidad, sin caer en el nivel o letra de Fonasa mientras conserven las prestaciones del sistema de seguro de cesantía.



A pesar de las resistencias iniciales, estas medidas, así como las sugeridas por otros señores Senadores, fueron recogidas.



En esta materia, señor Presidente, es importante que como país seamos capaces de abordar y asegurar otro tipo de prestaciones. Si bien el presente proyecto avanza en esa dirección, nosotros deberíamos plantearnos nuevos objetivos a futuro.



Desde luego, los trabajadores de la Administración Pública están excluidos del sistema, lo que hace que un número considerable de trabajadoras y trabajadores chilenos no cuenten con un instrumento tan relevante como el seguro de cesantía.



Me parece fundamental haber logrado acuerdo sobre la materia; que el tema haya sido tratado con celeridad; que el Ejecutivo se haya abierto a trabajar con los Senadores para mejorar el proyecto, y que, en definitiva, este haya sido aprobado por unanimidad en las Comisiones unidas de Trabajo y de Hacienda, votación que espero se repita aquí en la Sala.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Allamand.

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, quiero hacer algunos comentarios adicionales a lo ya expresado por las Senadoras señoras Matthei y Alvear.



Efectivamente, esta iniciativa fue aprobada por unanimidad en las Comisiones unidas -la Cámara de Diputados la había acogido en la misma forma-, introduciéndole un conjunto de perfeccionamientos, los que fueron concordados por los equipos técnicos del Ejecutivo, de la Concertación y de la Alianza.



La verdad es que las circunstancias en las cuales se debió enviar el proyecto han exigido una tramitación particularmente expedita. Por ello, como se señaló, en esta oportunidad quedaron sin abordar diversas materias, a las que ya se refirieron las Honorables colegas recién mencionadas.



Voy a detenerme muy levemente en un aspecto de especial importancia y que estuvo presente, no tanto en el debate sino más bien en el intercambio de opiniones previo a la aprobación del proyecto: en el de la situación que existe con el actual sistema de indemnizaciones por despido.



Al respecto, señor Presidente, se puede constatar una suerte        de triple paradoja. 



En primer lugar, cabe preguntarse a quién beneficia el sistema vigente. Si uno examina sus requisitos, observa que el universo de personas a las cuales protege es bastante reducido. ¿Por qué digo esto? Porque beneficia únicamente a trabajadores con contrato de duración indefinida, con más de 12 meses de cotizaciones y que sean despedidos por necesidades de la empresa. Los cálculos sobre la materia indican que hoy el universo al cual podría aplicársele no es superior al 6 por ciento de la masa laboral.



Por lo tanto, la primera paradoja es que, desde el punto de vista de los números, la cobertura resulta extremadamente baja.



La segunda -a mi juicio, incluso más significativa que la anterior-, es la siguiente.



Alguien podría decir: “Sí, es un instrumento con baja cobertura que no está cumpliendo su objetivo, pero no perjudica a nadie”.



Bueno, eso es un error. 



El actual esquema tiene, objetivamente, efectos nocivos: genera incentivos en la dirección incorrecta y origina conductas que no van en el sentido que corresponde. 



Tengo aquí una pequeña lista, bastante evidente, que respalda lo que estoy señalando.



El sistema, por la forma en que se encuentra establecido, en los hechos no permite a un trabajador que recibe de otra empresa una mejor oferta de empleo, con mayor remuneración, renunciar al que ya tiene, por una razón muy simple: porque el efecto práctico de esa renuncia es que se desvanece absolutamente su eventual derecho a indemnización.



Ahora bien, desde el punto de vista de los empleadores, cualquier alza de remuneraciones que pueda ser siquiera imaginada trae de la mano de inmediato, en caso de despido, un aumento de las indemnizaciones.



En consecuencia, la normativa vigente desincentiva, por un lado, al  trabajador que pretenda cambiarse a otro empleo donde le pagarían mejor, y por otro, al empleador que se muestre dispuesto a incrementar las remuneraciones.



Naturalmente, con tal criterio, el sistema en su conjunto inhibe la contratación.



Y otra consideración que uno podría hacer es la siguiente.



Supongamos que una empresa cualquiera inicia tareas de expansión, pero los negocios no funcionan y es preciso efectuar una reducción o ajuste de personal.



La lógica de cualquier ajuste -que, por supuesto, a nadie le gusta hacer- debiera ser siempre la de privilegiar la productividad, es decir, que permanezcan en su puesto los trabajadores que efectúen mayores aportes en ese plano. Pero el sistema funciona exactamente en la dirección opuesta, porque no se valora el aporte a la productividad, sino algo que va en sentido inverso, como es la antigüedad.



Por si todo lo anterior fuera poco, es indudable que un mecanismo de esta naturaleza impulsa a que las contrataciones sean a plazo fijo y no a plazo indefinido.



En síntesis, el sistema en vigor conlleva tres paradojas: primera, registra baja cobertura; segunda, no es neutro, ya que produce efectos negativos para el funcionamiento general de la economía y del empleo, y tercera, pese a que existe amplísimo consenso técnico en el sentido de que es necesario hacerlo, no se le ha hincado el diente en profundidad.



Sin ir más lejos, la “Comisión Meller”, nombrada por la propia Presidenta de la República y a la cual nadie podría tildar de no ser suficientemente representativa del conjunto de opiniones que existen sobre la materia, en una parte de su informe concluye: “El Consejo considera que el actual sistema de indemnizaciones por despido ofrece serias deficiencias en la cobertura y por tanto otorga una protección muy limitada.”. Y posteriormente plantea modificaciones de muy distinta naturaleza.



Con todos estos antecedentes, alguien podría preguntarse por qué ni siquiera se aborda el tema. Pues bien, no se aborda porque hay una especie de veto absoluto en términos de tratarlo. Sin embargo, creo que en algún minuto habrá que levantar tal veto, que no se justifica porque no tiene ninguna lógica ni razón de ser. 



Uno casi puede anticipar que es perfectamente posible construir un acuerdo en esta materia sobre la base de tres principios, los que, por lo demás, no constituyen ninguna novedad para quienes han participado en el debate del tema.



En primer lugar, cuando la situación se resuelva, el sistema debería aplicarse hacia el futuro, con el objeto de no afectar lo que algunos pudieran considerar derechos adquiridos.



En segundo término, la nueva normativa debería establecer la posibilidad de opción. Frente a dos sistemas -el actual, que se mantendría, y otro de indemnización a todo evento, con características distintas-, los trabajadores podrían optar entre uno y otro.



Y, en tercer lugar, de todos modos será necesario ensamblar mejor el mecanismo de indemnización con la institución del seguro de cesantía que hoy estamos perfeccionando.



Me ha parecido importante poner arriba de la mesa tales conceptos, pues en algún minuto habrá que abordar el tema, por los motivos que aquí se han indicado.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Barra.

El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, solo deseo manifestar que los dos Senadores del Partido Por la Democracia vamos a respaldar este proyecto de ley, que aumenta el período cubierto por el seguro de desempleo, extiende su cobertura y amplía los beneficios a trabajadores que hasta ahora se encuentran injustamente excluidos.



Al examinar el informe, vemos que el texto perfecciona el sistema vigente permitiendo que las personas contratadas por obra o faena o bien a plazo fijo accedan al Fondo Solidario de Cesantía.



Es importante destacar que las modificaciones fueron rigurosamente estudiadas -como expresó un señor Senador que me antecedió en el uso de la palabra- por una Comisión técnica del Senado, en la cual, felizmente -así debiera ocurrir siempre-, participaron trabajadores y autoridades de Gobierno y en la que no hubo problema para alcanzar altos grados de consenso entre los representantes de diversos referentes políticos.



Adicionalmente, nos asiste la convicción de la conveniencia y oportunidad de la iniciativa, pues beneficia a los trabajadores en momentos de crisis financiera mundial. Ella constituye una respuesta de todos los sectores políticos y una expresión de solidaridad que, por supuesto, nos están exigiendo la ciudadanía y nuestro sentido de responsabilidad. 



En consecuencia, la votaremos de manera favorable. 

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.-
Señor Presidente, en verdad, las observaciones y comentarios realizados sobre la materia por las señoras Senadoras y los señores Senadores me representan plenamente. 



Sin embargo, quiero aprovechar esta oportunidad para hacer una reflexión sobre la cuestión de fondo.



Al final de cuentas, el seguro de cesantía está pensado para la gente con trabajo y no para los desempleados. Esto puede parecer una paradoja, pero tiene una explicación. Se ha hecho sobre la base de la persona con contrato indefinido -es decir, por más de doce meses- y que, por lo tanto, se halla en condiciones de ir construyendo junto a su empleador y al Estado este Fondo Solidario.



No obstante, los cesantes, quienes no han podido ingresar al mundo laboral o llevan mucho tiempo sin trabajo, no se encuentran dentro de la lógica de esta legislación.



Por ejemplo, las temporeras -que son muchas en nuestro país- no tienen cabida en el proyecto, ni siquiera dentro de las modificaciones que ahora se han incorporado y que incluyen, en el artículo 14 y en otro, el caso del trabajador con contrato a plazo fijo o por obra, el cual registra una cuenta individual de a lo menos seis meses seguidos o parcelada en dos períodos de tres meses cada uno. Pero eso no se da. Si uno analiza la forma de las contrataciones de las temporeras, advertirá que, en general, no las toman ni siquiera por tres meses, sino por semanas, por ejemplo, por el período de la primera floración de la frambuesa y después por otro lapso. No hay un continuo que dure tres, cuatro, cinco, seis meses. 



Esas asalariadas, que representan una cantidad importante en el país, más aquellos que no han logrado entrar al mundo laboral, como los jóvenes, no están dentro de la lógica del seguro de cesantía. A mi juicio, es importante recogerlos. 



En tal sentido, en mi opinión, se da un paso adelante al incorporar a los trabajadores con contrato a plazo fijo o por obra, trabajo o servicio determinado, como señala la nueva letra c) del artículo 12. 



Pese a lo anterior, hay una falta de consideración respecto de gran cantidad de personas que hoy día, de acuerdo a las cifras, no deben ser menos de un millón. Y si incorporamos a los cesantes, a los jóvenes, a los temporeros que durante un largo período no tienen trabajo, probablemente quedo corto. A lo mejor son dos millones. Pero no quiero exagerar en el número, sino manifestar que el seguro de cesantía es para los empleados y no para los desempleados o cesantes crónicos, por decirlo de alguna forma. 



Y aquí hay algo respecto de lo cual el país debe responder. En caso contrario estaremos diciendo: “Mire, todos los trabajadores de los sectores rurales, los que realizan labores por temporadas” -el mundo de la pesca, quizás el de la minería, no lo sé exactamente- “nunca van a tener derecho a acceder a un seguro de cesantía”. Es decir, el derecho a este beneficio se entrega a quienes trabajan.



En mi opinión, esa lógica no es exacta ni justa para Chile. 



A mucha gente le cuesta bastante conseguir trabajo y, por lo tanto, sería razonable desarrollar algún sistema de acceso, de bonificación, algo como lo hecho con la medida planteada y que ya es habitual: subsidiar la contratación de nueva mano de obra. Me parece que ello va en esa línea. 



Si no concebimos la situación del desempleo también para los sin trabajo, los seguros de cesantía solo van a estar orientados a una parte del mundo laboral y no a la totalidad. Lo digo pensando en todo el sur del territorio -soy Senador de una zona agrícola-, donde esos trabajadores nunca podrán recurrir en períodos de cesantía a este tipo de beneficios tan importantes y que vamos a aprobar con entusiasmo, pero que -repito- están concebidos con la lógica solamente de la gente que tiene empleo y que es lo normal. Pero, para más de un millón de chilenos no es así, no es lo usual, no se consideran y no hay ningún beneficio que se les pueda dar.



En consecuencia, señor Presidente, voy a apoyar el proyecto, pero dejo planteada esta reflexión, porque me parece que, al final, la sociedad le está fallando a muchos chilenos para los cuales el derecho al trabajo no existe.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.

 

El señor LETELIER.- Señor Presidente, estimados colegas, quiero iniciar mis observaciones rindiendo un homenaje al ex Presidente don Ricardo Lagos, quien, al impulsar el proyecto de ley que creaba un seguro de cesantía, sostuvo que los países que se aprecian como tales van construyendo en forma sucesiva y progresiva una institucionalidad que permite generar ciertas garantías en el mundo del trabajo.



Digo esto porque hoy estamos revisando una ley que muchos de los presentes aprobamos en su momento. Y ella establecía un sistema novedoso, un seguro de cesantía con financiamiento tripartito -distinto al de otros países- con aportes del trabajador y del empleador. En el caso de este último, una parte iría a la cuenta individual y otra a un fondo colectivo. De otro lado, el Estado concurriría en igual forma a dicho fondo colectivo.



Hoy estamos analizando una institucionalidad que, al crearse, sentó las bases que hacen posible este debate.



Estoy convencido de que en ocho o diez años, quizás menos, vamos a revisar esta normativa. ¿Por qué? Porque las leyes referidas a los seguros de cesantía, así como las que se relacionan con los sistemas de pensiones y de previsión, de alguna manera reflejan los niveles de desarrollo y civilización de una nación.



Ellas definen cómo la sociedad se preocupa de sus adultos mayores, de sus viejos, de nuestros padres y abuelos, por un lado, y por otro, cómo entendemos la relación del mundo del trabajo en una sociedad.



En tanto haya seguros de cesantía y sistemas de protección a la cesantía que sean más avanzados, se estará entendiendo que la sociedad en su conjunto sabe que existe una responsabilidad colectiva con el mundo laboral.



Sin duda, vamos evolucionando. Esta reforma permite ampliar beneficios y coberturas.



Hemos planteado en forma insistente que nos gustaría mucho que el paso que estamos dando hoy nos permitiera abrir el Fondo de Cesantía Solidario a mayor cantidad de trabajadores y a quienes tienen contrato a plazo fijo o por obra y faenas. Ello se logra con esta futura ley. Asimismo, establecer -en esto contamos con el apoyo de la CUT y con una negociación que se llevó a cabo-, que se otorguen beneficios adicionales en momentos de emergencia, en situaciones de cesantía excepcionales, como la que se podría vivir este año y que ya se prevé en un punto mayor al promedio de los cuatro años anteriores en cada Región y en todo el país. En cuanto a esto último, se va a activar un aporte extraordinario de dos pagos adicionales de un porcentaje del sueldo, tanto para los trabajadores con contratos indefinidos cuanto para los que tienen contratos a plazo fijo o por obras y faenas.



Este proyecto, sin duda, constituye un avance que se sustenta con la actual fuente de financiamiento. No cabe duda de que se podrían aumentar los beneficios para un rango de trabajadores con niveles de sueldo más altos, por ejemplo, si hubiera una mayor cotización de parte del trabajador, del empleador y más aporte del Estado.



Sin embargo, a pesar de que esta es una reforma más bien modesta, sin duda, conlleva una direccionalidad muy importante. 



Algunos, sin perjuicio de lo anterior, hemos planteado que el actual sistema tiene una cobertura muy baja. Nos gustaría que esta, en la medida que se avance con esta ley, fuera mayor. El Honorable señor Larraín en algo tocó ese punto. Entiendo que Su Señoría va en otra dirección, pero comparto su reflexión, porque junto con el Senador que habla representamos zonas donde la mayor fuente de empleo es temporal. Y no es porque la gente no quiera trabajar más. Ello obedece a la realidad de la producción agrícola y, en particular, a lo que es el motor de nuestras exportaciones agrícolas: el sector hortofrutícola.



Son más de 200 mil -algunos sostienen que llegan a 350 mil- las personas que trabajan por temporadas y que conforme a la ley actual no tienen acceso al Fondo de Cesantía Solidario, sino solo a sus cuentas individuales. ¿Ha sido bueno para ellos acceder a estas últimas? Sin duda. ¿Resulta insuficiente? Indudablemente.



Por desgracia, en esta materia el proyecto avanza de manera muy moderada. Porque establece dos requisitos. En primer término, que una temporera o temporero haya efectuado doce cotizaciones en los últimos 24 meses. Eso resulta impracticable para quienes trabajan en los huertos. Quizás se dé en quienes lo hacen en los packing. Pero para los primeros definitivamente no. Y adicionalmente se les exige que registren cotizaciones los tres meses previos a quedar cesantes -eso no sería el mayor problema-, pero con el mismo empleador. Eso sí resulta imposible. Que sean continuas es una cosa, pero la obligación de que sean con el mismo empleador deja fuera absolutamente a todos quienes laboran en los huertos, donde se realiza por lo menos el trabajo temporal masculino. Es decir, en la ley en proyecto no habrá beneficio alguno para ellos más allá de los existentes. Las mujeres son las más estables, diría yo. Quienes conocemos la actividad sabemos que en la agroindustria hay un grupo permanente de ellas que quizás alcancen las doce cotizaciones en los 24 meses. Pero no así las que entran para la cosecha de la guinda, de la manzana o de la pera, lo que depende de cada Región.



Tenemos pendiente un debate, que no se relaciona con el Seguro de Cesantía, pero sí con la mentalidad consignada en el Código del Trabajo.


Lo que necesitamos lograr para los que se desempeñan en labores agrícolas de temporada son contratos anuales con prestación de servicios temporales, donde se les subsidien las imposiciones y las cotizaciones el resto del año. Es la única forma en que ellos podrán acceder a este tipo de esquema. Porque los temporeros tienen que comer todo el año.



El Estado ya hace su aporte, pues los temporeros, con dos meses de cotización, mantienen su derecho a FONASA durante el año. Por su parte, los trabajadores de la construcción, con cuatro cotizaciones, tienen derecho a salud todo el año. En la ley en proyecto se clarifica que los beneficios de salud no se perderán mientras se esté recibiendo Seguro de Cesantía. Ello constituye un avance.



Sin embargo, en el mercado del trabajo temporal existe un problema grave para acceder al seguro de cesantía. Y no se trata de una dificultad de esta iniciativa en sí. Se relaciona con cómo concebimos los contratos laborales de los obreros agrícolas de temporada.



Quiero subrayar ese punto, por cuanto, al escuchar al Senador señor Larraín -sé que la realidad laboral en su zona es muy parecida a la de la mía-, concuerdo en que necesitamos imaginarnos otros esquemas, que permitan a esos trabajadores acceder al Seguro de Cesantía. La pregunta que sigue es obvia: ¿Quién financia un esquema que haga posible que cuenten con contratos anuales con prestación de servicios temporales para, de esa forma, cumplir requisitos que hoy les son inancalzables, por la naturaleza de la actividad en que se desenvuelven?



Dejo planteado lo anterior. Ayer se lo representamos al Ejecutivo como un hecho real.



Entiendo y valoro mucho a la CUT. Pero -claro- esta se preocupa de los sindicatos. ¡Encuentren un sindicato de temporeros que posea permanencia en nuestro país! Antes no entendía, pero ahora sí, por qué durante el Gobierno del Presidente Frei Montalva se promulgó la ley de sindicación obligatoria campesina. Porque, si no hay una legislación que garantice la existencia de sindicatos, estos no se forman, particularmente en este sector.



En algún momento debemos avanzar hacia un esquema que permita que esos trabajadores tan fundamentales para nuestra industria de exportación puedan ser valorados de otra manera. Hoy, si tratan de organizarse, escuchan la siguiente frase: “Si no te gusta te vas; la puerta es ancha”. No se les deja sindicarse en ningún lado. Yo entiendo que la CUT represente a los sindicatos. Llegó a este acuerdo. Pero hay un segmento de trabajadores que con lo convenido no van a ver los beneficios que muchos queremos.



Señor Presidente, lo expongo con mucha fuerza. Hemos conversado sobre el particular con el Senador señor Ominami. Entendemos que la ley en proyecto significa un avance. Pero como bancada deseábamos uno mucho mayor, porque queremos un sistema con garantías.



Mencionaré solo dos puntos.



Además de garantía en salud y de un mecanismo para la educación superior, necesitamos asegurar algún sistema, a fin de que las personas, en particular las de los sectores medios, no sufran crisis cuando están pagando sus viviendas.



Hoy, gracias a las políticas habitacionales de la Presidenta Bachelet, 40 por ciento de los trabajadores de familias de esfuerzo obtienen subsidio del Estado y quedan con casas sin deuda.



No obstante, el problema es de las familias de sectores medios que deben pagar dividendo, pues cuando quedan cesantes padecen una dificultad grave. Y no siempre cuentan con un mecanismo que garantice sus posibilidades de repactar, de cubrir los intereses y no caer en una situación muy compleja para su bienestar familiar. 


Creemos que el país se encuentra en condiciones de dar señales y avanzar en esta materia.



Lo relativo a salud ya está garantizado por medio de la ley en proyecto.



Esperamos que por lo menos en educación superior se logre progresar este año en un seguro o en un crédito garantizado, para que nadie tenga que abandonar sus estudios por cesantía de sus padres. Y, a la vez, que se pueda explorar un mecanismo de garantías o de seguros, en particular frente a la cesantía, para el pago de los dividendos o para financiar la renegociación que se producirá.



La ley en proyecto sin duda constituye un adelanto. Va a beneficiar a muchas personas en cuanto a cobertura, en particular en este año con perspectivas de ser más complejo. Pero un avance más contundente requiere que miremos el mercado de trabajo de otra manera.



Planteo mi última reserva.



Ojalá la institucionalidad de intermediación laboral funcione. Eso sí, me reconozco un escéptico. Porque creo que el problema para que a las personas las contraten pasa mucho más por incentivos contundentes en ciertas coyunturas que por mecanismos de intermediación. A veces, dudo de que las OMIL de la mayoría de los municipios tengan algún sentido. Prefiero invertir recursos en capacitación y en incentivos a la contratación cuando hay episodios como estos.



Respecto a la flexibilidad laboral -no se incluye en el proyecto en debate-, ya tenemos un Código muy flexible.



A veces se habla de la indemnización por años de servicio. En verdad, son muy pocos los trabajadores que cuentan con el beneficio de una indemnización de un mes por año de servicio. Se trata de una discusión más ideológica que económica en el mercado laboral real.



En cuanto a la cantidad de afiliados al Seguro de Cesantía Obligatorio, la razón de que haya más de los presupuestados radica en que hay muchos más trabajadores con contratos nuevos que con antiguos.



Lo anterior no impide que para las micro y las pequeñas empresas busquemos un mecanismo que evite lo que se va a producir este año; es decir, cuando haya estrechez económica, que la empresa obligada a pagar indemnización de un mes por año con su capital propio y sin acceso a créditos de ningún tipo, use subterfugios en perjuicio de los trabajadores, como el declararse en quiebra. En tal teoría, los asalariados poseen preferencia en la liquidación. Pero existe un vacío legal para que puedan ejercer ese derecho, lo que hace que deban llevar juicios de dos o tres años.



Dejo planteado lo anterior, pues creo que constituye una materia pendiente en nuestro debate.



Votaré que sí.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ominami.

El señor OMINAMI.- Señor Presidente, voy a votar favorablemente el proyecto, como lo hice en las Comisiones de Hacienda y de Trabajo, unidas.



Sin lugar a dudas, significa un avance importante respecto de la realidad actual en materia de cobertura y en cuanto a los beneficios que se entregan.



Un dato importante: las modificaciones que incorpora el proyecto permitirán que el Fondo de Cesantía Solidario pase de 50 mil beneficiarios existentes en la actualidad a 250 mil. 



Ese es un avance que no se puede desconocer, el cual resulta, a mi juicio, de lo que está establecido en el proyecto, en cuanto a reducir de 8 a 6 el número de cotizaciones a las personas con contrato a plazo fijo para acceder a dicho Fondo. Ello permitirá que se amplíe el universo de beneficiarios.



Se rebaja también el margen de desempleo que constituye alta cesantía, de acuerdo al concepto consagrado en la iniciativa, de 1,5 puntos porcentuales por sobre la media de la tasa nacional en los últimos cinco años a 1 punto porcentual en los últimos cuatro, con lo cual también se disminuyen las condiciones de acceso a dicho beneficio.



Además, considero que son interesantes las modificaciones introducidas respecto de la rentabilidad de los fondos acumulados; concretamente, la proposición de separar la administración de los recursos de la Cuenta Individual de Cesantía de la del Fondo de Cesantía Solidario, porque ambos persiguen objetivos diferentes.



A mi juicio, no hay dos opiniones en cuanto a que el proyecto constituye un avance.



Ahora, hago presente que comparto plenamente las intervenciones aquí expresadas que hacen ver las limitaciones que tiene el mecanismo en comento. 



Estoy absolutamente de acuerdo también con lo señalado por el Senador señor Letelier respecto de los trabajadores de temporada. Se discutió el punto en las Comisiones unidas el día de ayer. Tener que cumplir, copulativamente, con las condiciones establecidas en el proyecto (registrar 12 cotizaciones dentro de los últimos 24 meses, siendo las 3 últimas consecutivas y con un mismo empleador) deja fuera del beneficio a una cantidad muy importante de temporeros, particularmente, de trabajadoras. 



Esa es una falencia que debe quedar establecida.



También cabe consignar que miles de empleados que continúan desempeñándose a honorarios en el sector público se encuentran fuera del ámbito de la iniciativa.



Por lo tanto, si bien esta constituye un avance en la protección del trabajador que ha quedado cesante, tengamos conciencia de que no resuelve todos los problemas. En muchos aspectos -como aquí se ha dicho-, el proyecto soluciona más la situación de los trabajadores que están dentro del mercado formal que la de aquellos que enfrentan dificultades permanentes para insertarse en él.



Con todo, me parece importante que se esté legislando sobre esta materia y que, además, se haya generado un acuerdo con la Central Unitaria de Trabajadores, entidad que propuso perfeccionamientos al proyecto original.



En todo caso, es cierto lo que aquí se ha dicho: la tarea de la CUT es más bien representar a los trabajadores permanentes, organizados en sindicatos, quedando un poco fuera del ámbito de sus preocupaciones la realidad de aquellos cuya inserción en el mercado laboral es más precaria.



Quiero también valorar las enmiendas que se introdujeron durante la discusión en el Senado, en particular, la que dice relación con la mantención de los beneficios de salud para los trabajadores que pierdan su fuente laboral.



Por otra parte, habrá que ver cómo funcionan los mecanismos de externalización para trabajos de capacitación. Manifiesto cierto escepticismo respecto de esta medida. Pero veamos cómo opera. Porque el SENCE es básicamente un organismo destinado a financiar los procesos de capacitación, más que un capacitador en sí.



Ahora bien, resulta muy importante legislar sobre este asunto, porque lo que tenemos hasta hoy en materia de protección de los ingresos es un doble sistema. Como aquí se ha indicado, consta de dos componentes: la indemnización por años de servicio y el seguro de desempleo, que estamos tratando de corregir.



Ambos sistemas presentan gravísimos problemas. 



Debiéramos dejar consignado hoy día -y en esto digo al Senador Letelier que quizá 10 años es un plazo demasiado extenso; tratemos de resolver el asunto en menos tiempo- que, entre otras cosas, la crisis internacional va a tener una duración relativamente larga y que será difícil que la economía mundial pueda solucionar en plazos cortos los graves problemas que la aquejan. Por tanto, la realidad del desempleo nos acompañará durante mucho tiempo.



El sistema de indemnizaciones en su momento fue motivo de arduos debates. En lo personal, fui muy criticado por haber planteado que era un mal sistema. Hoy quiero reafirmarlo: no es malo, es pésimo.



Por de pronto, tiene muy baja cobertura. Según los últimos datos de que dispongo, de las personas que obtuvieron algún tipo de beneficio del seguro de desempleo -fueron un poco más de un millón en total, considerando el Fondo Solidario y, particularmente, la Cuenta Individual-, quienes tenían derecho a las indemnizaciones no eran más de 28 mil.



El sistema de indemnizaciones no involucra a más del 6 por ciento de la fuerza activa del país y protege, básicamente -en forma legítima, sin lugar a dudas-, a los trabajadores de las grandes empresas, en particular a sus ejecutivos.



Esa es la realidad.



Para el 50 por ciento de los trabajadores de Chile, que no poseen contrato o que tienen uno por un período inferior a un año, las indemnizaciones son simplemente algo inexistente. Además, estas no existen en el sector público.



En consecuencia, se trata de un mecanismo con muy baja cobertura e incierto, que termina en la mayoría de los casos pleiteándose en los tribunales, donde los trabajadores son obligados a negociar por una cifra menor al tope legal. 



Tal sistema es bastante regresivo, porque en lo esencial los recursos que se pagan por indemnizaciones son cobrados por los titulares de los salarios mayores, que corresponden a los grandes ejecutivos de las compañías.



También es caro para una gran mayoría de empresas. Promueve, en muchos casos, la informalidad en los contratos.



Otro grave problema que presenta es su carácter procíclico. 



Imaginen, Sus Señorías, una empresa hoy día con 20 a 30 trabajadores, que debe ajustar su dotación porque no está en condiciones de responder a las exigencias actuales dado que el mercado se ha restringido. Ese pequeño empresario deberá efectuar un desembolso particularmente oneroso en las peores circunstancias, las que imperan hoy.



¿Qué incentiva eso? Los abusos patronales; que el empresario simplemente quiebre, y que en muchos casos huya o desaparezca, pues no está en condiciones de pagar las indemnizaciones pertinentes.



Además, limita los aumentos de salarios. Porque cada vez que se discuta un incremento de remuneraciones, se deberá pensar también en el monto que se tendrá que pagar por concepto de indemnización en el momento que corresponda. Por lo tanto, la tendencia del empleador será a mantener los salarios bajos en atención al cálculo que hace de lo que terminará cancelando por dicho concepto.



Asimismo, es un mecanismo que promueve comportamientos indebidos en los propios trabajadores. No es raro el caso de quien comienza a hacer mal su pega con el propósito de que lo despidan, y así cobrar su indemnización.



Hago presente que tal sistema está completamente en declinación en el mundo. No es lo que prima en los países más desarrollados. Corresponde más bien a un mecanismo propio de naciones con institucionalidad débil. Como aquí se ha dicho, es un derecho teórico que termina ajustándose en términos prácticos en los tribunales.



Más aún, las indemnizaciones son un concepto bastante antiguo que tenía mucho que ver con la idea del trabajo por día. Cuando una persona se comprometía con su empresa durante 15, 20 ó 25 años, la idea de la indemnización era lógica, porque implicaba una compensación por algo que se había hecho prácticamente durante toda la vida.



Sin embargo, en una economía que funciona con plazos distintos, el concepto del trabajo por día va quedando atrás, igual que el mecanismo que lo protegía.



Desde ese punto de vista, lo que corresponde es ir creando las condiciones para que en nuestro país puedan convergir los diferentes mecanismos de protección a los trabajadores cesantes en un solo buen seguro de desempleo.



Ahora bien, debe ser un seguro de cesantía que sea tal. Porque lo que tenemos hoy día, incluso con los perfeccionamientos que se están incorporando a través de este proyecto, es básicamente un sistema de cuenta individual de ahorro obligatorio, con un complemento patronal. Sin embargo, ello se encuentra bastante lejos de la forma como funcionan los verdaderos seguros de cesantía, esto es, bajo control público y no conforme a la modalidad de cuenta individual, ni menos administrados de la manera en que se realiza en la actualidad: mediante un consorcio de administradoras de fondos previsionales.



Eso es lo que hoy día opera en nuestro país.



Más aún, los supuestos con los cuales se construyó el Seguro de Desempleo -en su momento fue un avance importante bajo el Gobierno del Presidente Lagos- han sido completamente superados, modificados por la realidad. 



Se partía de la base de que el 85 por ciento de los trabajadores tendría contrato indefinido y de que el 15 por ciento restante se ocuparía en labores temporales. Eso fue lo que se dijo, señor Presidente, en la discusión sobre el Seguro de Desempleo hace algunos años. Pues bien, en la realidad nos encontramos con que el 47 por ciento de los contratos son temporales y no el 15 por ciento. 



En consecuencia, el problema de fondo del mercado laboral chileno es su informalidad. Ese es un aspecto muy poderoso que, desgraciadamente, el proyecto en estudio no corrige.



Creo que será muy importante observar y evaluar el funcionamiento de los avances propuestos. 



En las Comisiones unidas el día de ayer, se nos informó que la Presidenta hará algunos anuncios próximamente, en particular con relación a la posibilidad de que las personas desempleadas puedan mantener algún tipo de beneficio para evitar que los hijos que están recibiendo educación sean perjudicados por la pérdida del trabajo del padre. Es un anuncio muy relevante. ¡Qué cosa más injusta que un hijo pierda la oportunidad de estudiar simplemente porque el padre se ha quedado sin su fuente laboral!



En todo caso, cabe recordar -no es el asunto que nos ocupa hoy día- que esa situación está ocurriendo con los pensionados de Chile. En la actualidad, son varios miles los compatriotas que jubilaron bajo la modalidad de retiro programado a los cuales se les ha bajado su pensión. Dichas personas no pueden financiar, entre otras cosas, la educación de sus hijos. 



Eso está ocurriendo hoy día.



Llamo la atención sobre el asunto, porque difícilmente podremos seguir dejándolo de lado, por cuanto es una realidad que se va acumulando, a mi juicio, muy peligrosamente.



Termino señalando, señor Presidente, que estimo importante el compromiso contraído por el Ministro de Hacienda y la Ministra del Trabajo en las Comisiones unidas, en el sentido de que hacia mayo o junio, junto con evaluar cómo han funcionado los perfeccionamientos introducidos, se vea la posibilidad de continuar mejorando el sistema.



En lo personal, considero que la discusión sobre el Seguro Obligatorio de Cesantía debe ser parte de una agenda más vasta, que se base en el concepto que ha puesto en boga -muy legítimamente, a mi juicio- la Organización Internacional del Trabajo: el trabajo decente. A partir de ello podremos perfeccionar dicho seguro; ampliar la negociación colectiva; formalizar los derechos laborales en el sector público; mejorar el acceso a la formación permanente, y optimizar los canales de participación de los trabajadores al interior de las empresas.



En definitiva, se requiere una agenda laboral amplia, abierta, donde el perfeccionamiento del Seguro de Desempleo sea parte importante. Pero eso tiene que ser evaluado con mucha detención, porque lo relativo a la cesantía nos va a penar muy profundamente durante este período.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra la señora Ministra.

La señora SERRANO (Ministra del Trabajo y Previsión Social).- Gracias, señor Presidente.



En nombre del Gobierno, quiero destacar la tremenda importancia que reviste discutir hoy día el proyecto que mejora el Seguro de Desempleo, el cual lleva cinco años en ejercicio. 



Ello pone de manifiesto cómo se pueden implementar buenas políticas públicas en Chile. 



El beneficio data del año 2002 y cuenta con un muy buen sistema de información y registro. Años después es posible conocer en detalle qué cosas ha aportado la prestación de dicho seguro y qué es necesario corregir.



Por eso nos hemos puesto de acuerdo con tanta facilidad en determinar cuáles son los instrumentos, las indicaciones, las especificaciones técnicas que mejoran un beneficio tan trascendente.



Debo señalar que el proyecto en comento no surgió para atender el imperativo que nos traerá el año 2009, aunque evidentemente nos viene a la mano para enfrentar la crisis y los problemas de cesantía que se producirán durante este año. En rigor, fue la Comisión Meller la que trajo a colación la importancia de mejorar el Seguro de Desempleo, instancia que estuvo conformada por un elenco de representantes académicos, políticos y figuras de todos los sectores de la escena nacional.



Llevamos alrededor de seis meses debatiendo esta iniciativa -la mayoría de ellos en la Cámara de Diputados- y hoy día la Sala del Senado deberá pronunciarse acerca de las sugerencias que contiene -probablemente, las aprobará con un enorme consenso-, las cuales surgieron de una discusión en profundidad, informada y son compartidas por los distintos sectores de nuestro país. Tales proposiciones se relacionan con un concepto de protección social del trabajo, que, además, se hace cargo de un año de crisis. 



Pero -repito- este proyecto no fue pensado para hacer frente a las exigencias del 2009, sino a los requisitos que presenta el mercado laboral en Chile.



El beneficio que hoy día estamos mejorando ampliará la cobertura y el monto, y permitirá el acceso de los trabajadores con contrato a plazo fijo al Fondo de Cesantía Solidario.



Además, tal como se ha señalado acá, no solo se entregará una mejor prestación monetaria y se aumentará el ingreso del trabajador en condición de desempleo, sino que también se complementará el beneficio con un diseño más integral de la política. Ello tiene relación con la intermediación laboral, con la administración de una bolsa de empleo y con una iniciativa de apresto, que permitirá ayudar a la persona cesante a incorporarse de nuevo al mercado del trabajo.



Cabe recordar que el diseño original -lo que hay hasta ahora- no contemplaba ninguna norma de excepción para enfrentar una situación como la que justamente tendremos este año, donde es probable que la desocupación nos azote más allá de lo aceptable. Pero, gracias a la iniciativa, cuando la tasa de desempleo sea grave en el país, se contará con una norma que aumentará de manera automática el beneficio en dos meses adicionales para quienes se encuentren en condición de cesantía.



Adicionalmente, en el modelo antiguo, la capitalización individual del trabajador desempleado solo se podía ocupar de una sola vez. Una de las innovaciones importantes que se proponen -espero que sea aprobada- establece que tal capitalización, o sea, el dinero que la persona ha podido ahorrar, sea portátil o utilizable de acuerdo a la estrategia laboral y a la planificación de vida de cada cual. Para ello deberá combinar el uso de ese ahorro, que es su patrimonio, con el acceso al Fondo de Cesantía Solidario.



En consecuencia, las modificaciones que incorpora el proyecto aumentan el monto de los recursos; permiten que los trabajadores con contrato a plazo fijo tengan acceso a dicho Fondo; mejoran el sistema de intermediación, y ofrecen una bolsa de empleo con mayor asertividad en materia de información laboral. 



Quizá en cinco años más, volvamos a examinar el funcionamiento del seguro para ver cómo se ha comportado, a fin de perfeccionarlo, si fuera conveniente.



Señor Presidente, termino señalando que este beneficio se enmarca dentro del concepto de protección social de la política gubernamental definida por la Presidenta Bachelet, y también dentro de lo relativo a empleo y mercado de trabajo. 



Estamos dando cuenta de una trayectoria que se inició el año 2002.



Estamos mejorando un beneficio, pero no en atención a la coyuntura y a la emergencia. Planteamos la iniciativa tan a tiempo que, cuando se nos hizo imperativo el requerimiento dado el año de emergencia que se presenta, tenemos el instrumento, tenemos los consensos, tenemos detrás el prestigio de la Comisión Meller y tenemos una capacidad de diálogo político que nos van a permitir hacer frente a las dificultades del año 2009 con un acuerdo de país que nos debiera enorgullecer.



Muchas gracias.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Vásquez.

El señor VÁSQUEZ.- Señor Presidente, poco queda por decir con relación a lo ya señalado.



Sin embargo, creo que se han olvidado un par de materias que son importantes en estas disposiciones legales.



En primer lugar, debo recordar que la posibilidades surgidas hoy de generar un seguro de cesantía, o de desempleo, para los trabajadores de Chile se dan dentro de un marco de condiciones económicas y financieras distintas de las anteriores en que se encontraba el país, lo cual posibilita al Estado hacer directamente aportes sustanciales a los fondos de cesantía al que pueden acceder los trabajadores.



Además de lo anterior es preciso resaltar que la normativa en estudio contiene una regulación en cuanto a la forma como han de invertirse los fondos de cesantía por la Sociedad Administradora: con bastante más cuidados o precauciones que los existentes con respecto a los fondos regulados y controlados por las administradoras de fondos de pensiones.



Me parece que esta es una buena señal de entender que, en la medida que sea posible, resulta necesario que esos fondos aportados por los trabajadores -en este caso, también por los empleadores y el Estado- tengan un control y un cuidado que impidan una debacle como la producida con los fondos de las AFP, sobre todo acerca de aquellos expuestos a mayor riesgo.



Ese es un punto importante, desde la perspectiva financiera del proyecto, que asegura una suerte de mayor estabilidad. Quizás no de más crecimiento, pero sí garantiza que no haya mayor decrecimiento de los fondos aportados a la Sociedad Administradora.



Ello, a mi juicio, constituye un buen análisis que es preciso  hacer, si no cambiamos el sistema, en torno a cómo concebimos el control de las inversiones en las administradoras de fondos de pensiones.



En segundo término, es preciso destacar que esta iniciativa crea también el Sistema de Información Laboral y la Bolsa Nacional de Empleo, destinados precisamente a otorgar mejor capacitación y a facilitar la búsqueda de empleo a quienes han perdido su fuente laboral. Ello, naturalmente, resulta bastante interesante porque habrá un sistema centralizado de información, tanto de empleadores que necesitan personal calificado como de trabajadores que se hallan cesantes.



Ese es un buen concepto de cómo el Estado debe tender a intermediar entre las necesidades de los trabajadores y las de los empleadores.



En tercer lugar, deseo señalar que el proyecto reviste gran importancia acerca de la aplicación de los costos que experimentan los fondos. Me refiero a que deroga el IVA de las comisiones que pueda cobrar la Sociedad Administradora.



En consecuencia, cada vez que se baje un costo propio del fondo, obviamente este contará con una mayor cantidad destinada precisamente a que el fondo individual del trabajador pueda acceder a un mejor resultado. No nos olvidemos de que el sistema contiene un volumen o monto decreciente de las rentas de los trabajadores, pero al final siempre va a depender del saldo que quede en los fondos de cesantía. Por lo tanto, ese menor costo, por supuesto, va a facilitar al trabajador la posibilidad de acceder a una mejor renta o mayor ingreso cuando se encuentre en el piso o base de la aplicación del fondo.



Por último, señor Presidente, quiero hacer presente una cuestión de forma respecto de la cual sería necesario autorizar a la Secretaría para que efectuara la enmienda correspondiente. 



En relación con el artículo 14 de la ley, se suprimieron las referencias que se hacían a los números 1 y 2 del artículo 159. El texto quedaría redactado de la siguiente forma: “Si el contrato de trabajo termina por aplicación de alguna de las causales señaladas en los números 1”. Pero no hay más números.



En tal sentido, habría que autorizar a la Secretaría para que reparara ese simple error de forma. En el fondo, se trata de reemplazar la frase “los números 1” del artículo 159 por la expresión “el número 1”.



En consecuencia, señor Presidente, le sugiero pedir autorización a la Sala para que, de haber unanimidad, pueda subsanarse una cuestión que constituye un mero error de forma.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Solicito la anuencia de Sus Señorías para acoger lo planteado por el Honorable señor Vásquez -que me parece del todo atingente- y autorizar a la Secretaría para corregir y coordinar las deficiencias de forma que contiene el proyecto de ley.



--Así se acuerda.
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En todo caso, pido al Senador señor Vásquez precisar a Secretaría el error antes mencionado para que esta cumpla con dicha tarea.



Tiene la palabra el Honorable señor Naranjo.

El señor NARANJO.- Señor Presidente, este es el típico proyecto que uno puede analizar desde dos perspectivas: mirando el vaso un tanto lleno o un tanto vacío. Y hay argumentos en una y otra dirección. Porque, lógicamente, nadie puede desconocer que esta iniciativa constituye un avance, ya que significa mejoras importantes para los trabajadores, en términos de más cobertura, de mejores y más beneficios. De ello no existe duda alguna. 



Sin embargo, tengo la impresión de que el proyecto no recoge en toda su dimensión la realidad del mercado laboral en Chile. Más aún, yo diría que se trata de la particular mirada urbana que se da sobre la situación laboral en nuestro país.



Se ha señalado aquí, y con razón, que, si bien es cierto que esta vez se incorpora a trabajadores con inestabilidad laboral -es un avance que hay que reconocer-, el problema estriba en que no se da cuenta de la heterogeneidad y de las especificidades de las actividades productivas en el sector agrícola, por centrarlo en ese trabajo estacional.



Nadie puede desconocer que aproximadamente el 10 por ciento de nuestra fuerza laboral la constituyen trabajadores de temporada. Y, no obstante que el proyecto permite incorporar a esa gente al seguro de cesantía, creo que no va en la dirección correcta. Y voy a poner ejemplos que dan cuenta de la particularidad y especificidad de las labores agrícolas.



Si uno quisiera fijar la mirada en quienes trabajan en la actividad de la fruticultura, vería que existen, por decirlo de alguna manera, cuatro etapas: la poda, que es un trabajo estacional; el raleo, que se caracteriza por ser una labor temporal; la cosecha, y el manejo poscosecha. Sin embargo, cada una de esas fases del proceso productivo no son continuas. 



Entonces, el requisito de que los trabajadores al menos cumplan tres meses de continuidad con el mismo empleador difícilmente tendrá lugar. Por tanto, las exigencias establecidas a los temporeros, que además son los que laboran en condiciones más precarias, los dejan absolutamente al margen de los beneficios de este proyecto.



Quizás -se ha señalado aquí y quiero reiterarlo- quienes se desenvuelven en actividades de poscosecha en packing y frigoríficos alcancen los 3 meses de continuidad. Pero no cumplirán con el otro requisito anterior: completar 12 meses de trabajo dentro de los últimos 24 meses (por ejemplo, 6 meses continuos durante cada año; o 8 meses en uno y 4 en el otro). En la práctica, tal exigencia difícilmente la va a cumplir un trabajador de temporada.



En ese sentido, no obstante reconocer que el proyecto significa un avance, tengo la impresión de que los trabajadores de temporada deberán seguir esperando, dado que no se les está considerando al abordar de esta manera la crisis en el empleo que afectará al país. Porque la iniciativa fue enfocada con una mirada urbana; pensando en los habitantes de las ciudades, en quienes tienen labores estables y contrato de trabajo. Estos, de algún modo, se verán beneficiados con la iniciativa en análisis. 



Sin embargo, muchos de los parlamentarios aquí presentes representamos zonas donde la estructura laboral y la heterogeneidad de las actividades productivas que se desarrollan en ellas, son totalmente distintas de las de los grandes centros urbanos. Y a esas personas no se las considera, por lo menos en este proyecto, para ayudarlas a paliar la crisis por la falta de trabajo. 



Quizás tal situación se puede mirar desde una perspectiva distinta y decir que la gente de Regiones donde la actividad principal es la silvoagropecuaria se halla en mejores condiciones para enfrentar el desempleo porque esta circunstancia la viven anualmente, ya que por la inestabilidad laboral acostumbran a trabajar 3, 4 ó 5 meses en el año. En definitiva, su vida laboral los ha obligado a desarrollar estrategias de subsistencia conforme a los denominados “meses azules”, que corresponden a los del otoño, invierno y parte de la primavera. 



Por lo tanto, en caso de desempleo, esas personas -por ejemplo, de la Séptima Región que represento, de las provincias de Linares y Cauquenes- serán capaces de capear de mejor manera la ola, porque siempre en otoño e invierno quedan sin trabajo. 



Sin embargo, la gracia hubiera sido que este proyecto, por primera vez, considerara la situación de desempleo estacionario que les afecta. 



No tengo duda alguna de que los habitantes de las zonas con actividad productiva centrada principalmente en la silvoagricultura estarán en mejores condiciones para enfrentar el desempleo. Porque, insisto, ellos ya han definido una estrategia de subsistencia y saben lo que deben o no deben hacer en los meses de otoño e invierno. Distinta es la situación en los centros urbanos, donde la gente no sabe qué hacer cuando no tiene trabajo.



Por eso digo que esta iniciativa uno la puede mirar desde el punto de vista del vaso un tanto lleno o un tanto vacío. Nadie puede negar que constituye un avance importante, porque evidencia una mayor cobertura y más beneficios para los trabajadores. 



No obstante, hubiera preferido que esta vez se considerara la real estructura laboral de nuestro país. Si uno ve las cifras actuales de estabilidad en el empleo, estas indican que cada día hay menos gente con trabajo estable o durante todo un año. La mayoría no lo tiene garantizado por 12 meses, y así ocurre a lo largo de su vida laboral.



A lo mejor, algunos dirán que hay que aprobar a como dé lugar este proyecto de ley porque así lo exige el momento económico del país. Pero hubiera esperado mayor flexibilidad de parte del Gobierno y que mirara hacia ese otro mundo laboral, que -insisto- es el que se desenvuelve en condiciones más precarias y recibe las peores remuneraciones, para favorecerlo y no excluirlo. Porque las dos condiciones que se exigen: 12 cotizaciones en 24 meses o 3 meses seguidos, son imposibles de cumplir.



No obstante señalar las deficiencias del proyecto, igual voy a votar a favor de él, porque sé que es necesario para otros trabajadores.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, ante todo, quiero señalar que se ha perdido una oportunidad magnífica para haber incorporado al Seguro Obligatorio de Cesantía a numerosos funcionarios públicos que se desempeñan a contrata y, sobre todo, a honorarios.



Todos sabemos que dichos funcionarios están expuestos a que se ponga término a su contrato de trabajo el 31 de diciembre de cada año o al finalizar la labor por la que fueron requeridos. Y también sabemos que a muchos de ellos les es sumamente difícil, más aún en situaciones de crisis, volver a encontrar empleo. 



Nadie ignora que quienes se hallan contratados a honorarios lo hacen contrariando la ley, puesto que se trata de personas que cumplen tareas de carácter permanente y que, por lo tanto, debieran estar protegidas por un contrato de trabajo, lo cual no ocurre.



Por ello, estimo que aquí estamos dejando al margen del beneficio del Seguro Obligatorio de Cesantía a una cantidad enorme de personas que desempeñan labores temporales. Y, por ese hecho, también los marginamos de los beneficios de la Bolsa Nacional de Empleo, porque a esta se la define como un “instrumento destinado a facilitar la búsqueda y el ofrecimiento de vacantes de empleo para los trabajadores cesantes afiliados al Seguro”.



Por lo tanto, los funcionarios públicos a contrata o a honorarios no solo quedan fuera del Seguro Obligatorio de Cesantía, sino también de la posibilidad de encontrar trabajo a través de la Bolsa Nacional de Empleo.



Me parece que ambas son discriminaciones absolutamente arbitrarias, toda vez que tales trabajadores, al igual que los del sector privado, quedan sin protección durante el tiempo que permanecen sin trabajo y carecen de apoyo para encontrar un nuevo empleo remunerado.



Desde mi punto de vista, es la primera crítica que se le puede hacer al proyecto.



En segundo lugar, tenemos que reconocer que les estamos encareciendo el empleo a las empresas de menor tamaño, particularmente a aquellos pequeños empleadores del sector agrícola, del transporte, del ámbito artesanal, del comercio y de otras tantas actividades económicas. Y, lo que es peor, lo hacemos en época de crisis, cuando el empleo debiera constituir nuestra primera prioridad.



Obviamente, el proyecto de ley tiene beneficios. 



Prolongar los meses en que se pueda impetrar el beneficio del seguro de desempleo e incorporar en él a los trabajadores con contratos de plazo fijo, me parecen avances positivos. 



Y, por esa razón, vamos a concurrir con nuestros votos a la aprobación de estas modificaciones.



Sin embargo, tal como en el informe de las Comisiones unidas de Hacienda y de Trabajo se establecen compromisos, por ejemplo, en cuanto a la atención de salud para quienes quedan cesantes, a la posibilidad de que haya mayor apoyo del Estado para financiar estudios universitarios cuando los padres pierden su trabajo, pienso que también debiera haber uno para los efectos de incorporar en el seguro de desempleo a los trabajadores del sector público. No hay ninguna razón valedera para dejarlos al margen. De modo que es mi deseo que durante los próximos meses, junto con el estudio de las materias señaladas en el informe, se determine en la iniciativa pertinente que el seguro en comento favorezca también a las personas que tienen las ocupaciones más débiles en la Administración del Estado.



He dicho. 

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro. 

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, lo que los trabajadores esperan del Gobierno y de los empresarios es una responsabilidad compartida para que haya empleo y no se deba recurrir al seguro de cesantía. 



El objetivo vital, necesario, es el compromiso tanto del Estado como de los privados en el sentido de que van a utilizar la herramienta legal del despido, del cese laboral, de la vacante, de acuerdo a las necesidades y no con otro objetivo.



Digo lo anterior porque, durante los últimos días y semanas, en diversos conflictos laborales se han registrado, al término de huelgas legales respaldadas por la negociación colectiva, despidos abrazados a una fundamentación que, por más que se la mire, “no tiene por donde”. Empresas que siguen ganando mucho dinero, produciendo de manera adecuada, proceden a despedir, y precisamente a quienes han participado en movimientos legítimos, protegidos por la ley, destinados a defender los derechos laborales. 



Hemos comenzado el año insertos en una crisis económica mundial, tras vivir en la práctica dos trimestres consecutivos de crecimiento negativo del PIB. Y ello es muy importante, porque puede determinar si lo que estamos haciendo ahora es suficiente o no.



El PIB cayó 0,1 por ciento el tercer trimestre de 2008, y todo indica que las cifras serán peores.



Deberemos debatir al respecto con el Ministro de Hacienda. 



Las cifras del IMACEC dadas a conocer indican que en noviembre último hubo un crecimiento marginal de 0,1 por ciento, acumulando en un año 3,7 por ciento. ¡El crecimiento más bajo desde el 2002!



El impacto del empleo se dimensiona mejor si vemos las cantidades entregadas en noviembre.



Producción industrial, -5,7 por ciento; ventas industriales, -6,6 por ciento; producción minera, -5,7 por ciento; exportaciones, -19,2 por ciento; importaciones, -14 por ciento. 



A nivel mundial, las cifras son más alarmantes. Los países presentaron enormes caídas de la producción industrial en noviembre del 2008 con relación a igual mes del año anterior. Por ejemplo, Alemania: -10 por ciento; España: -15 por ciento; Corea del Sur: -14,1 por ciento; Reino Unido: -7,4 por ciento; Rusia: -8,7 por ciento; Brasil: -6,2 por ciento.



Expreso lo anterior porque Chile no será la excepción. Y una de las incógnitas que deberemos despejar es si este proyecto sobre seguro de cesantía se encuentra acorde con las perspectivas de crecimiento y, particularmente, de protección del empleo. Porque si cae la economía, cae la ocupación. 



En tal sentido, quisiera escuchar del Gobierno que, si se requiere otra ley -tengo la convicción de que será necesaria- para establecer mejores condiciones en materia de seguro de desempleo, presentará el proyecto respectivo. 



Ello va a depender del curso de la economía. Y, como ha dicho Paul Krugman -Premio Nobel de Economía, asesor de Obama, quien asumió hoy día, 20 de enero, en una fecha histórica para la Humanidad, y en especial para Estados Unidos-, las cosas van a empeorar antes que mejorar. Eso ha sido sostenido también por el nuevo Presidente de Estados Unidos, quien determinó inyectar desde el Estado a la economía norteamericana 850 mil millones de dólares.



Por lo tanto, en ese contexto discutimos hoy este proyecto sobre seguro de cesantía.



Sobre el particular, me parece indispensable tener presentes al menos cuatro elementos. 



En primer lugar, debemos construir para los cesantes nuevos un sistema que considere los vaivenes que estamos viviendo.



Hoy se requiere, más que nunca, sacar lecciones de la crisis. A mi entender, la gran enseñanza en la actual coyuntura económica -ha sido acogida por todas las naciones del mundo- es que el rol del Estado sigue siendo esencial y que los países requieren mecanismos de protección social fuertes, donde el Estado es imprescindible. 



Aquí debe quedar claro que la alianza estratégica público-privada tiene que funcionar en las buenas y en las malas, en los períodos de vacas gordas y en los de vacas flacas. Cuando hay desarrollo de la economía, alianza público-privada para producir más; cuando existe restricción en la economía, alianza público-privada para hacer frente a flagelos como el de la desocupación.



Frente a ello, estimo indispensable, al discutir este mecanismo de protección al cesante, tener claro que debemos asignar al Estado -un Estado regulador, pero también con restricciones- un rol significativo. 



Eso no ocurre en el proyecto que nos ocupa. En mi opinión, claramente, persiste una desconfianza casi crónica con respecto al Estado.



Creo impostergable que el Estado asuma un rol que le permita otorgar subsidios de cesantía reales. 



Sobre el particular -insisto-, yo habría preferido un subsidio al empleo dentro de la empresa y no un subsidio al desempleo. Es decir, si una empresa va a quebrar porque bajaron las importaciones, subieron los insumos, en fin, lo que podríamos hacer -y creo que vamos a terminar en eso; ojalá me equivoque- sería preguntarle cuánto requiere para no despedir, cómo subsidiamos el sueldo base al interior de ella. Porque al Estado debería convenirle más mantener a los trabajadores dentro de la empresa que subsidiar el proempleo afuera. 



En mi Región hay 14 mil 300 programas proempleo. Se destinan 25 mil millones de pesos anuales, equivalentes a 50 por ciento del FNDR, y no se soluciona el problema. Entonces, se ha arraigado una forma inviable de ofrecer trabajo. No es viable que el Estado otorgue empleos directos. Debe existir protección al empleo dentro de la empresa: alianza estratégica público-privada.



El segundo elemento dice relación a que el actual sistema de manejo de fondos implementados por las AFP es extraordinariamente frágil. El 2008 terminó con pérdidas superiores a los 21 mil millones de dólares para los usuarios. Si consideramos el momento en que los fondos tuvieron su valor más alto, aquellas se acercan a los 50 mil millones de dólares nominales. Y a lo anterior debemos sumar el hecho de que quienes jubilan reciben pensiones muy inferiores a las entregadas por el sistema antiguo, situación que viene ocurriendo desde hace años y no es producto solo de la coyuntura de la actual crisis.



Por ello, creo indispensable darle una vuelta al asunto. 



Si queremos que el Fondo de Cesantía utilice el modelo ineficiente del decreto ley N° 3.500, la permisividad básicamente será la misma, porque se dispone que “El límite máximo para la suma de las inversiones en los instrumentos mencionados (…) no podrá ser inferior al 50% ni superior al 80% del valor del Fondo de Cesantía”. 



En esta materia, a mi entender, los mecanismos de control deben ser extraordinariamente rigurosos. Lo que no podría ocurrir sería que, después de la pérdida de los referidos 50 mil millones de dólares, una crisis de recaída pudiera terminar con grave deterioro para los fondos de cesantía. Eso sería insoportable.



Por ello, las enseñanzas deben extraerse de la crisis. El Banco Central tiene que informar, al igual que la Superintendencia del ramo; el Consejo Técnico de Inversiones debe jugársela. Y alguien ha de responder. 



Por consiguiente, si votamos por la aplicación del decreto ley N° 3.500 y permitimos inversiones accionarias fuera del país, alguien tendrá que responder ante los trabajadores. Y ese alguien será el Estado. 



Es indispensable, pues, acotar las posibilidades de inversión, ya que la historia reciente demuestra la fragilidad del sistema. Ello no puede ocurrir con los fondos de cesantía de todos los chilenos. 



Como tercer elemento, considero correcto ampliar los beneficios del Fondo de Cesantía Solidario a todos los trabajadores, independiente del tipo de contrato que tengan, sean del sector público o del privado. 



Seamos claros. Aquí la cobertura no ha sido superior al 6 por ciento. O sea, el seguro que aprobaremos tiene una bajísima cobertura, no solo en el mundo rural, sino también en el de trabajadores con rentas variables, y particularmente dentro del ámbito industrial.



¿Qué pasa con el trabajador que no cumple los 6 meses de cotizaciones? ¿No tiene derecho a comer? ¿Qué sucede con aquel que reúne 12 cotizaciones pero sin que las últimas tres sean continuas y con el mismo empleador? ¿Con qué mecanismo vamos a ayudar a esos trabajadores?



Eso no lo responde el proyecto. Por cierto, vamos a aprobarlo, porque significa un avance. Pero tiene vacíos que, en definitiva, responden a una elaboración pensada sobre la base de determinada estadística. 



Por otro lado, considero incorrecto aumentar las causales de pérdida del beneficio en comento. 



Si un trabajador no se inscribe en la Bolsa Nacional de Empleo, no lo recibe.



De otro lado, no se cobra el mes siguiente después de haber encontrado empleo.



Todos sabemos que cuando hay desocupación se acumulan deudas, morosidades. Y la verdad es que, aun habiendo conseguido trabajo, el mes que viene de inmediato es muy duro. 



El actual mecanismo, que permite cobrar el mes siguiente a aquel en que se encuentra empleo, otorga más tranquilidad. Pero se elimina esa posibilidad. Y me parece una decisión incorrecta, porque lleva a revivir el mecanismo de la eterna “bicicleta plástica”, con la tarjeta del supermercado, etcétera. 



El pago del mes siguiente a aquel en que se consigue trabajo posibilita cierta estabilidad económica. De modo que la supresión del mecanismo pertinente es, en mi concepto, inadecuada. Y ojalá se corrija el punto, aunque parece difícil, porque el proyecto está a punto de ser despachado. En todo caso creo que la resolución va a “traer cola”, lo cual será negativo.



Pienso, además, que el artículo 28 tiene que ser corregido (ya no alcanzamos a hacerlo).



Por una parte, se deben considerar a lo menos dos meses para la concurrencia de las causales expuestas.



Por otra, hay que restringir el ofrecimiento de una remuneración igual o superior al 50 por ciento de la última devengada. Porque a un trabajador pueden decirle: “Te pago tanto. Esto es igual o superior al 50 por ciento de lo que ganabas”. Por cierto, eso es aceptable, aunque reciba la mitad, pero siempre que no sea inferior al sueldo mínimo. Porque sabemos que existen diferentes remuneraciones. O sea, en el caso de las superiores a la mínima, el ofrecimiento de 50 por ciento del sueldo mínimo en la mayoría de los casos va a transformarse en un abuso.



De otro lado, aspirábamos a que en este proyecto de ley hubiera un bono específico de transporte que permitiera salir a buscar empleo.



Para ese efecto, hay que pagar locomoción dos, tres, cuatro, cinco veces al día. Entonces, si queremos incentivar la búsqueda de ocupación, es necesario un bono de transporte al margen del seguro de cesantía. Porque este es para mantener a la familia, para asegurar su alimentación, no para gastarlo buscando empleo. De modo que aquel bono específico para el efecto indicado debiera adquirir forma. Y si no se halla en esta iniciativa, hay que jugársela para su incorporación en la que vendrá. Porque va a venir otra.



Me parece indispensable que el Estado considere el Fondo de Cesantía Solidario de manera mucho más significativa.



El actual aporte fiscal es poco menos de 13,7 millones de dólares al año. De acuerdo a los antecedentes adjuntos al proyecto en debate, solo 3 por ciento de los beneficios otorgados por el seguro de cesantía es financiado por el Estado. Por lo tanto, son bastante restrictivas las tasas de reemplazo que se han observado en los años de funcionamiento del seguro. Particularmente, queda demostrado el bajo nivel de sustitución del ingreso laboral cuando se trata de financiamiento exclusivo por cuenta individual.



En tal sentido, el aporte estatal sigue siendo bajísimo. La tasa de reemplazo del primer giro de los afiliados que acceden a la prestación es de aproximadamente 45 por ciento de la remuneración líquida. No es que la gente tenga un sueldo completo. Y la mayoría de los trabajadores adscritos al beneficio reciben solo un mes de aquel.



Por eso, me habría gustado que el aumento fuera, no a siete meses (cinco, más dos adicionales), sino hasta un año.



La cifra dada en cuanto a que se está encontrando empleo a los siete meses de haber quedado cesante se desmiente por la realidad, durante la conversa diaria con los sindicatos y con los propios ex trabajadores, quienes dicen tardar hasta un año tres meses en hallar una nueva ocupación.



Sería bueno conocer los ejemplos, porque la determinación del número de meses a pagar tiene que hallarse acorde con datos fehacientes. Y todo indica que la gente está encontrando ocupación real después de 10, 12 o más meses.



Es menester, señor Presidente, hacer claridad sobre el reglamento que se va a aplicar. Porque al final, a no dudarlo, el espíritu de la ley en proyecto debiera ser respetado. Y allí los Ministerios del Trabajo y de Hacienda van a establecer requisitos para ser beneficiario y criterios de elegibilidad.



Al respecto, puede existir más flexibilidad. Y si hay mayor flexibilidad, tiene que ser acorde con los planteamientos aquí formulados acerca de los trabajadores temporeros del campo y de aquellos que están dentro de las empresas, procurando que el mecanismo para la determinación del monto de las remuneraciones no sea excesivamente rígido.



En definitiva, debería tratarse de un reglamento que flexibilizara a favor de los trabajadores.



Espero que, cuando lo dicten, ambos Ministerios tengan a la vista el debate habido en esta Sala, durante el cual han opinado parlamentarios de Gobierno, de la Concertación, y quienes no están en uno ni en otra, para apuntar hacia un mismo objetivo: atenuar el drama de la desocupación mejorando mucho más el seguro de cesantía, que ayuda, es bueno, pero no suficiente.



En todo caso, felicito al Ejecutivo. Y vamos a seguir apoyando este avance. Pero se nos quedan afuera situaciones importantes.



En mi concepto, el compromiso mínimo que debe contraer el Gobierno, por intermedio de los Ministros que nos acompañan, es decir, primero, que el Fisco va a pagar a tiempo para que los subcontratistas de los SERVIU y de numerosas otras dependencias no tengan que eliminar gente (porque los retrasos en los pagos, particularmente en Obras Públicas y en Vivienda, han generado bastantes despidos). Y segundo, que el Estado no va a despedir, que restringirá la salida de trabajadores a contrata o a honorarios. Como lo expresó el Senador García, la mayoría o la totalidad de los Senadores estamos porque aquellos sí se encuentren integrados. Sin duda, hay un problema económico que amerita debate. Pero el Estado no debiera recurrir a la herramienta del despido. Y eso tendría que ser visible y claro, pues se trata de la mejor señal hacia el sector privado. Porque si el Estado despide, no estará en condiciones de pedirles a los particulares que no lo hagan.



Por tanto, confío en que el Gobierno proceda así.



He dicho.



¡Patagonia sin represas!

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- No hay más Senadores inscritos.



Cerrado el debate.



Corresponde pronunciarse sobre la idea de legislar.



En votación general el proyecto.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (36 votos favorables), el que, no habiéndose formulado indicaciones, queda aprobado también en particular y despachado en este trámite.



Votaron las señoras Alvear y Matthei y los señores Allamand, Arancibia, Ávila, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez, Zaldívar.
)-----------------(

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- En este momento han llegado a la Mesa las siguientes comunicaciones:



Oficio de la Honorable Cámara de Diputados con el que informa que aprobó, con las enmiendas que señala, el proyecto de ley que modifica el sistema de otorgamiento de concesiones de radiodifusión sonora (boletín Nº 6.195-04) (Véase en los Anexos documento 14).
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Queda para tabla.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Segundo informe de la Comisión de Vivienda y Urbanismo recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre regulación de los actos y contratos que se pueden celebrar respecto a viviendas adquiridas con el respaldo de programas habitacionales (boletín Nº 5.784-14) (Véase en los Anexos documento 15).


Nuevo informe de la Comisión de Educación, Cultura Ciencia y Tecnología recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que suspende por cuatro años la aplicación del artículo tercero transitorio de la ley N° 20.158 (boletín Nº 6.195) (Véase en los Anexos documento 16).
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Quedan para tabla.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Moción de los Senadores señores Zaldívar, Prokurica, Gómez y Núñez con la que inician un proyecto de ley que autoriza la erección de un monumento en Santiago en memoria de don Pedro León Gallo Goyenechea (boletín Nº 6.377-04) (Véase en los Anexos documento 17).
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.

)--------------(

El señor NARANJO.- Pido la palabra.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- La tiene, Su Señoría.

El señor NARANJO.- Señor Presidente, solo quiero solicitar en nombre de la Comisión de Vivienda, la cual adoptó un acuerdo unánime sobre el particular, que el proyecto a que se acaba de referir el señor Secretario para dar cuenta del segundo informe sea visto mañana en Fácil Despacho, incluso sin discusión.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En Fácil Despacho: dos Senadores y cinco minutos para cada uno.



--Así se acuerda.
)---------------(

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, entiendo que la Mesa está en condición de dar cuenta de un proyecto…

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Ya se dio cuenta, Su Señoría.

El señor LETELIER.- Pido, entonces, que se ponga en la tabla de Fácil Despacho de mañana.



Se trata de una iniciativa acerca de la cual hay consenso. Viene de la Cámara de Diputados, y es importante para las radios AM.



Ya tuvimos el debate acá. Entonces, puede ser incluso sin discusión.

El señor PIZARRO.- ¡Es beneficioso para el Senador Muñoz Barra…!

El señor LETELIER.- No le sirve.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Se podría adoptar un acuerdo en el sentido expuesto. Empero, me informa la Secretaría que la Cámara Baja aprobó el proyecto con modificaciones al texto que despachó el Senado.



Debo hacerlo presente a la Sala.

El señor LETELIER.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, la normativa registró unanimidad en la otra rama del Congreso, y el único cambio sustantivo que se introdujo dice relación al plazo de la llamada a concurso luego de la vigencia de la ley, que pasa a ser de tres años, en vez de indefinido. Y ello resulta absolutamente aceptable.



Por tanto, reitero mi petición en orden a que se trate el asunto en esa parte de la sesión de mañana. Existe consenso respecto de la materia.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Puede intervenir el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Perdón, señor Presidente, pero deseo solicitar que asimismo se agregue a la tabla de Fácil Despacho el proyecto que modifica la ley Nº 18.455, signado con el número 4 en el Orden del Día y con relación al cual igualmente media unanimidad.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- ¿Por qué no resolvemos primero lo planteado por el Senador señor Letelier, Su Señoría? No tengo inconveniente en que se analice luego su petición.



Tiene la palabra el Honorable señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, algunos proyectos se encuentran con urgencia calificada de “discusión inmediata”. El señor Presidente de la Comisión de Hacienda nos mencionó dos de ellos, uno de los cuales se refiere a un bono, y es muy probable que debamos tratarlos mañana.



Entonces, propongo citar a una reunión breve de Comités para después de la sesión especial de mañana o algún otro momento, a fin de ordenar la tabla y ver cómo podemos despachar el mayor número de iniciativas. No conviene recargarse sin tener una visión de conjunto.



Eso nos daría tiempo para analizar mejor el texto sobre el otorgamiento de concesiones de radiodifusión sonora, que, en su oportunidad, estudiamos en la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones. No sabemos qué cambios experimentó -el Senador que habla, por lo menos, los desconoce-, y me gustaría lograr una mayor claridad al respecto.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- La tabla debe formarse con arreglo al Reglamento. El señor Secretario me informa que es preciso resolver el punto con antelación.

El señor PIZARRO.- Antes de la sesión de mañana.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Así es: hoy.

El señor NÚÑEZ.- Pido la palabra sobre otro asunto, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Solicito que nos aboquemos a lo ya planteado, porque no deseo tener dificultades con el Senador señor Letelier…

El señor NÚÑEZ.- Pero las va a tener conmigo, señor Presidente…

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Jamás, Su Señoría.



Es preciso definir si el proyecto queda en el Orden del Día o en la tabla de Fácil Despacho.

El señor NÚÑEZ.- Deseo intervenir respecto a un punto distinto.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- No hay problema, pero primero zanjemos la cuestión que nos ocupa.

El señor NÚÑEZ.- Muy bien.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Romero.

El señor ROMERO.- Señor Presidente, puede que el Senador señor Letelier esté mejor informado que nosotros, pero me parece muy delicado tramitar en Fácil Despacho un proyecto que viene con modificaciones desde la Cámara de Diputados.



Por eso, sin perjuicio de ponerlo en tabla, considero que debemos analizarlo según su mérito, porque no lo conocemos. Y hace mucho tiempo que no firmo cheques en blanco, señor Presidente...

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- La iniciativa se tratará en el Orden del Día de la próxima sesión ordinaria, entonces. Y, por cierto, existe la mayor buena voluntad para su análisis.

)------------------------(

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Núñez.

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, espero que su voluntad sea incluso mejor respecto a lo que voy a proponer.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- La tendré, Su Señoría. Solo intento proceder conforme al buen criterio.

El señor NÚÑEZ.- Se acaba de dar cuenta del informe de la Comisión de Educación sobre el proyecto que suspende por cuatro años la aplicación del artículo 3° transitorio de la ley N° 20.158 y que se refiere a una facultad que puede ejercerse hasta el próximo 28 de febrero. En consecuencia, la única oportunidad para tratar el asunto es la sesión ordinaria de mañana.



Dicho órgano técnico rechazó unánimemente, por ser inconstitucional, la iniciativa proveniente de la Cámara de Diputados. La cuestión no es menor, ya que una vez más se podría generar un problema con esa Corporación por una normativa que, a todas luces, suscita el reparo mencionado, según lo confirmaron los cinco miembros de la Comisión.



La única posibilidad para enviar nuevamente el texto a la otra rama del Congreso y no tener dificultades con los profesores que podrían verse afectados por la ley es discutirlo mañana y, ojalá, aprobar lo determinado por la Comisión de Educación.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Compartimos plenamente su juicio, señor Senador.

)------------------------(

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, como lo expresé hace unos momentos, en medio de otra discusión, no creo que alcancemos a ver hoy la iniciativa que modifica la ley Nº 18.455, sobre Producción, Elaboración y Comercialización de Alcoholes, Bebidas Alcohólicas y Vinagres.



Por ello, tratándose de un proyecto simple, aprobado por unanimidad en la Comisión de Agricultura, solicito que sea incluido en la tabla de Fácil Despacho de la sesión ordinaria de mañana.



El texto tiene por objeto adecuar nuestra legislación al tratado suscrito con la Unión Europea respecto a la denominación de ciertas bebidas alcohólicas y contiene otras disposiciones menores, muy importantes pero de muy fácil tramitación.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se accederá a lo solicitado.



--Así se acuerda.

)------------------------(

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, el punto que mencionó el Honorable señor Núñez, referido a un proyecto de ley iniciado en una moción presentada en la Cámara de Diputados, fue analizado hoy por los Comités.



Ocurre que la Comisión de Educación no pudo haber declarado inconstitucional esa iniciativa, porque ello no está dentro de las facultades del órgano técnico. Tal resolución puede tomarse, en el momento de la Cuenta, en la Cámara de origen.



Ya es discutible que pueda hacerlo la Cámara revisora en esa misma parte de la sesión.



Lo que corresponde -y así lo acordaron los Comités- es que el proyecto vuelva a la Comisión, para los efectos de que esta lo vote en contra, fundada en una inconstitucionalidad.



Me señalan que así se procedió, señor Presidente, pero me pareció que usted había expresado que se enviaría a dicho órgano técnico para que se resolviera la inconstitucionalidad.

El señor CANTERO.- ¡No!

El señor ESPINA.- Quería precisar el punto para evitar que después surgieran dificultades con la Cámara de Diputados, como ocurrió en una oportunidad respecto a un asunto muy parecido.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- La Comisión ya se pronunció, señor Senador, lo que se consigna en el informe incluido en la Cuenta, y la iniciativa quedó en tabla para la sesión ordinaria de mañana.

)------------------------(

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra la señora Ministra.

La señora URRUTIA (Ministra Presidenta del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes).- Señor Presidente, la Comisión de Educación aprobó por unanimidad el proyecto que regula el secreto profesional en las obras audiovisuales, signado con el número 6 en el Orden del Día de la presente sesión. Solicito que se incorpore en la tabla de Fácil Despacho de mañana o que, si es posible, se trate en este momento.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Si le pareciera a la Sala, la iniciativa se podría analizar ahora, como una gentileza a la señora Ministra.

El señor LONGUEIRA.- No hay acuerdo, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En consecuencia, se mantendrá en la tabla de la próxima sesión ordinaria.



Como restan solo tres minutos, terminado el Orden del Día.
VI. TIEMPO DE VOTACIONES

MEJORAMIENTO DE MECANISMOS DE ASIGNACIÓN Y EJECUCIÓN DE PRESUPUESTOS REGIONALES. PROYECTO DE ACUERDO

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Proyecto de acuerdo, presentado por los Senadores señores Navarro y Ávila, mediante el cual se solicita al señor Ministro del Interior y a la señora Ministra de Planificación instruir a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo y a las secretarías regionales ministeriales de Planificación para la elaboración de una propuesta de asignación y ejecución de los presupuestos regionales que permita mayor eficiencia en la ejecución presupuestaria.


--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1083-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 28ª, en 18 de junio de 2008.
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El propósito que se persigue es que se considere el desarrollo de una fórmula de mejoramiento de los mecanismos de asignación y ejecución mencionados, especialmente los correspondientes al Fondo Nacional de Desarrollo Regional y los de decisión regional.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (17 votos afirmativos).



Votaron los señores Coloma, Espina, Frei, García, Gazmuri, Kuschel, Letelier, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Romero, Sabag y Zaldívar.
BONO Y CAPACITACIÓN PARA FUNCIONARIOS DE GOBIERNOS REGIONALES. PROYECTO DE ACUERDO

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Proyecto de acuerdo, presentado por los Honorables señores Bianchi, Flores, García, Kuschel, Longueira, Muñoz Barra, Pérez Varela, Prokurica y Ruiz-Esquide, mediante el cual se solicita a Su Excelencia la Presidenta de la República el otorgamiento de un bono de fiscalización y cursos de capacitación para los funcionarios de los servicios administrativos de los gobiernos regionales.


--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1099-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 44ª, en 13 de agosto de 2008.
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- La finalidad del proyecto de acuerdo es pedir al Ejecutivo la concesión de los beneficios a que se ha hecho referencia, sobre la base del gran esfuerzo y responsabilidad que recaen en dicho personal con motivo de las competencias traspasadas a los gobiernos regionales.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (14 votos a favor y una abstención).



Votaron por la afirmativa los señores Arancibia, García, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Muñoz Barra, Navarro, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Sabag y Zaldívar.



Se abstuvo el señor Pizarro.

VII. INCIDENTES

PETICIONES DE OFICIOS
El señor HOFFMANN (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.
)-------------(



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



Del señor ESPINA:



Al señor Gerente General del BancoEstado, a fin de solicitar ATENCIÓN PREFERENCIAL PARA ADULTOS MAYORES Y PENSIONADOS EN SUCURSALES DE BANCOESTADO EN COMUNAS DE LA ARAUCANÍA.


Del señor GARCÍA:



Al señor Contralor General de la República, con el fin de que se pronuncie sobre POSIBLES IRREGULARIDADES EN TRAMITACIÓN DE DERECHOS DE AGUA EN LA ARAUCANÍA.


Del señor HORVATH:



A los señores Ministro de Obras Públicas y Director de Obras Hidráulicas, con el objeto de que se tomen MEDIDAS CONTRA SOCAVAMIENTO DE RIBERAS DE RÍO SIMPSON, ENTRE COIHAIQUE Y PUERTO AISÉN.


Del señor NARANJO:



Al señor Contralor General de la República, consultándole por ACCIONES PARA DETERMINACIÓN DE RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA EN CONSTRUCCIÓN DE HOSPITAL MILITAR EN LA REINA.


Del señor ROMERO:



Al señor Ministro de Salud, para pedir INFORMACIÓN SOBRE FISCALIZACIÓN DEFICIENTE POR PARTE DE AUTORIDAD SANITARIA DE ACONCAGUA.


Del señor ZALDÍVAR (don Adolfo):



Al señor Ministro del Interior, solicitándole FONDOS DE EMERGENCIA PARA ALCALDÍA ANTE DESEMPLEO POR CESE DE LABORES DE COMPAÑÍA MINERA PUNITAQUI.
)-------------(

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En Incidentes, el Comité Independientes, el Socialista y el Demócrata Cristiano no intervendrán.



En el turno del Comité Mixto, tiene la palabra el Honorable señor Navarro, por ocho minutos.

El señor NAVARRO.- Además, cuento con el tiempo del Comité Radical Social Demócrata, señor Presidente, al cual se lo solicité.

DIFICULTADES DE BECARIOS CHILENOS EN EL EXTRANJERO. REITERACIÓN DE OFICIO
El señor NAVARRO.- Señor Presidente, el 28 de octubre del año pasado me referí en la Sala a la situación que se encontraban viviendo jóvenes que postularon y fueron seleccionados para el programa llamado “Beca Técnicos al Extranjero”, que actualmente forma parte del Sistema Bicentenario de Formación de Capital Humano avanzado, hoy conocido como “Beca Chile”, y especialmente a aquellos que fueron destinados a Canadá.



Entonces expresé que dicho programa estaba dirigido a titulados de carreras técnicas de nivel superior que se encontraran “en condiciones de cursar estudios teóricos y prácticos durante el plazo máximo de un año en el extranjero” y que su objetivo declarado era “promover la formación de calidad de Técnicos de Nivel Superior en Chile”, así como también “exponer a Técnicos chilenos a experiencias de formación integral en culturas en que dicha actividad ha constituido un pilar importante para el desarrollo económico y social del país”.



Entre los requisitos se incluía el de haberse titulado en los últimos diez años y pertenecer a las áreas de estudios especificadas para cada país de destino.



Los estudios -se decía- se impartirían, por un máximo de un año lectivo, en instituciones de excelencia y de reconocida trayectoria internacional en la formación técnica de nivel superior, agregándose que tanto las instituciones como las especialidades en las cuales se desarrollarían las pasantías serían definidas por el Ministerio de Educación.



Para tal efecto, esa Cartera generó un convenio con la ACCC, entidad canadiense que agrupa a los colleges que imparten formación técnica, aparentemente, en las especialidades elegidas en Chile. Sin embargo, los jóvenes verificaron que en Canadá no existían los estudios de postítulo respectivos y que aquellos que se impartían duran como mínimo un año, lo cual, considerando los cuatro meses de aprendizaje del idioma, hacía imposible su exitosa finalización por los becarios chilenos.



Como si esto fuera poco, los estudiantes vivieron también la amarga experiencia de enterarse de que solo para entrar de oyente a clases como Introducción al Turismo o Producción de Eventos se necesitaba un dominio del inglés equivalente al nivel 5 -el mínimo exigido para estudiar en Canadá-, requisito que, por cierto, no cumplían y que ni siquiera el proceso de aprendizaje allá les permitiría alcanzar.



Tras una serie de reclamaciones y del retorno de muchos de esos jóvenes técnicos, el Ministerio ofreció entregarles, por única vez, 500 dólares a cada uno, a cambio de la suscripción de un documento mediante el cual se comprometían a aceptar las condiciones “académicas” y terminar sus “estudios” sí o sí.



En ese momento, algunos de ellos se resistieron a firmar un texto que los inhibía a priori de la formulación de cualquier reparo ante otra situación irregular. Sin embargo, a la postre no hubo problemas, dado que no los hicieron cumplir tal exigencia y les entregaron los recursos necesarios para enfrentar de mejor manera el alto costo de la vida en dicho país, que se traduce, por ejemplo, en el transporte, el complemento de alimentación y, sobre todo, la necesidad de ropa adecuada para enfrentar el frío invierno.



Hoy nos hallamos ante un cuadro similar.



El Ministerio de Educación ha hecho llegar dos documentos a los jóvenes que se encuentran en Canadá. Uno de ellos es el decreto supremo Nº 302, de 2008, que reglamenta el otorgamiento de becas del Programa de Perfeccionamiento en el Extranjero para Técnicos de Nivel Superior. Y el otro es un documento denominado “acta de compromiso”, el cual, a lo largo de diez puntos, establece obligaciones solamente para los becarios y muy pocas para el Estado.



Sinceramente, y en rigor jurídico, dicha acta es más bien un contrato de adhesión que establece cláusulas abusivas para los estudiantes, pues no solo impone obligaciones unilaterales, sino que, por su intermedio, también se condiciona a la firma la posibilidad de extender la permanencia en los lugares de residencia, para poder completar el proceso de estudios.



Para hacerlo aún más claro: si los jóvenes la firman, como dijimos antes, además de hallarse en la imposibilidad de reclamar, deberán volver igual a Chile, por dos razones muy evidentes: el vencimiento de la visa, por una parte, y el hecho de que el contrato del Ministerio dispone, por la otra, que, para extender el programa de nivelación de inglés hasta agosto de 2009 y de ahí optar a otro -¡recién!- de formación académica, deberán lograr los estándares exigidos.



En pocas palabras, eso es irrealizable, porque, para que ocurriera, los estudiantes chilenos no podrían cursar todos los niveles de inglés que requieren y tendrían que saltarse algunos, lo que, claramente, no es pedagógicamente recomendable ni humanamente posible. Por tanto, es casi seguro que, salvo honrosas excepciones, nadie podrá optar a la extensión.



Otros alumnos han manifestado que, objetivamente, no podrían terminar los niveles en agosto, pero que sí estarían en condiciones de hacerlo si su estadía se prolongara hasta diciembre. Sin embargo, esta alternativa no ha sido considerada y varios han firmado sin saber bien cuáles son las consecuencias del incumplimiento del contrato.



Además, no se está entregando el nuevo viático, de 400 dólares, asignado a los becarios que no quieren firmar el contrato, lo cual los mantiene, en muchos casos, en condiciones indignas, más aún si se tiene en cuenta que se les prohíbe realizar cualquier actividad remunerada, que podría servirles para mejorar su mantención.



Por otro lado -digamos las cosas como son, señor Presidente-, la mayoría de quienes ya han firmado solo lo han hecho para recibir el dinero, en atención a sus condiciones actuales de vida, y no por estimar justas las opciones, aparte que no quieren seguir incrementando la tensión que han vivido en este tiempo.



Asimismo, existe algo que no logro comprender, no desde el punto de vista jurídico, sino humano. Si se está solicitando firmar el acta de compromiso antes de la cancelación del “nuevo” viático de 400 dólares, ¿por qué no se pagan las manutenciones correspondientes a la tabla señalada en el artículo 13 del decreto supremo pertinente, que no tiene carácter retroactivo, y que, en el caso de Canadá, alcanzan hasta un monto cercano a los mil 600 dólares mensuales?



Señor Presidente, cuando intervine a fines de octubre del año pasado, solicité que se oficiara, en mi nombre, a la Ministra de Educación, señora Mónica Jiménez, para pedirle que informara detalladamente acerca del proceso de convocatoria, selección y envío de estos 150 jóvenes técnicos a Canadá, Australia y el país vasco; que remitiera un listado con los nombres y títulos de cada uno de ellos, con precisión de la región de origen y el college al que fueron enviados; que señalara la carrera que cada uno fue a estudiar, y que determinara cuáles fueron los criterios de selección de los colleges y los montos invertidos por el Estado en cada caso. Sin embargo, hasta el día hoy -¡tres meses después!-, no hemos recibido esos antecedentes.



¡Al Senado no se le están contestando los oficios en que solicita información, señor Presidente!



Por eso, junto con reiterar mi petición, pido que se oficie al Ministerio de Educación para que nos remita oficialmente copia del contrato de adhesión o “acta de compromiso”, como la llaman, así como también copia del decreto que reglamenta el otorgamiento de becas del Programa de Perfeccionamiento en el Extranjero para Técnicos de Nivel Superior.



Del mismo modo, solicito una nómina del total de becarios que volvieron a Chile anticipadamente, el listado de aquellos que ya suscribieron el contrato de adhesión y la indicación de los procedimientos que adoptará dicha Cartera respecto de quienes no quieran firmarlo. La gente que se encuentra en Canadá requiere los dólares para vivir, pues no tiene ningún medio de sustento.



Y, por último, pido que se aclare cuántos becarios accederán a la fórmula propuesta por el Ministerio de Educación para poder extender su permanencia en Canadá y recibir finalmente los recursos consignados en la denominada “acta de compromiso” que se les envió.



¡Patagonia sin represas, señor Presidente!



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento. 

El señor NAVARRO.- En seguida haré uso de los ocho minutos del Comité Radical Social Demócrata.

CONDICIONES DESFAVORABLES EN CONTRATO CON AGENCIA ESTADOUNIDENSE. OFICIOS

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, el Ministerio de Obras Públicas suscribió el 12 de septiembre de 2008 un Acuerdo de Subvención con la Agencia de los Estados Unidos para el Comercio y el Desarrollo, con el fin de “financiar el costo de los bienes y servicios requeridos para un Estudio de Factibilidad” -escúchese bien- “de la Actualización del Plan Maestro del Aeropuerto Balmaceda”.



Los fondos que serán proporcionados conforme al referido Acuerdo -351 mil 200 dólares- equivalen a una cifra cercana a 218 millones de pesos.



De los 17 puntos que componen el instrumento, quisiera detenerme primero en el número 11, titulado “Nacionalidad, fuente y origen”, el cual establece lo siguiente: 



a) Para los servicios profesionales, el contratista deberá ser un individuo o empresa estadounidense;



b) El contratista puede utilizar subcontratistas estadounidenses, sin limitaciones. Sin embargo, los subcontratistas del país anfitrión no podrán exceder de 20 por ciento del monto de la subvención y solo se podrán usar para servicios específicos, según los términos de referencia identificados en el subcontrato;



c) Los empleados de las empresas estadounidenses, contratistas o subcontratistas, responsables de los servicios profesionales deberán ser ciudadanos estadounidenses, o bien, tener residencia permanente legalmente acreditada en los Estados Unidos.



d) Los bienes adquiridos para la realización del estudio y los servicios de entrega relacionados, como transporte y seguros internacionales, deben tener su nacionalidad, fuente y origen en los Estados Unidos.



e) Los bienes y servicios incidentales relativos al respaldo del estudio -por ejemplo, alojamiento, alimentos, transporte local- en el país anfitrión no están sujetos a las restricciones antes señaladas.



A continuación, el punto Nº 12 señala, a su vez, que los fondos de la Agencia provistos según el Acuerdo de Subvención no se utilizarán para pagar ningún impuesto, tarifa, arancel, honorario u otra sobretasa aplicada bajo las leyes vigentes del país anfitrión. Ni el beneficiario ni el contratista solicitarán reembolso por tales impuestos.



Solo como acotación quiero decir que resulta lamentable que el MOP haya suscrito un convenio de este tipo sin revisar minuciosamente su texto, puesto que en el punto 16, referente a la representación de las partes, se nombra como beneficiario al Alcalde de Chalatenango, que, como sabemos, es una autoridad mexicana y no chilena. 



¡Ese es el contrato que ha suscrito el MOP, donde se establece como beneficiario a un alcalde mexicano!



Respecto de los puntos 11 y 12, deseo solicitar el pronunciamiento tanto de la Dirección del Trabajo como de la Contraloría General de la República, especialmente en lo relativo a las condiciones de contratación exclusiva de empresas contratistas y subcontratistas norteamericanas y a la posibilidad de asignar los estudios a empresas extranjeras sin licitación u otro proceso abierto. 



Esto es raro. Por cierto, si uno va a Estados Unidos, cumple las reglas vigentes en ese país. Si los contratistas norteamericanos vienen a Chile, deben cumplir las nuestras. No parece adecuado firmar contratos con tales limitaciones.



Haré entrega de una copia del citado texto para que sean remitidas a las dos entidades mencionadas.



A su vez, quiero que se solicite al MOP que informe cuáles fueron los criterios técnicos y financieros que le permitieron establecer como la mejor fórmula para realizar el estudio de factibilidad de la actualización del plan maestro del Aeropuerto Balmaceda, en la Región de Aisén, este Acuerdo de Subvención con la agencia norteamericana, en especial considerando que no se trata de un monto demasiado elevado. Estamos hablando de 218 millones de pesos. 



Sería muy bueno aclarar por qué se suscribió el acuerdo, cuando el aporte es más bien mínimo.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

PROTECCIÓN DE EMPLEO ANTE CRISIS MUNDIAL. OFICIOS
El señor NAVARRO.- Señor Presidente, pido además que se oficie al Ministerio del Trabajo y al Gobierno Regional del Biobío, a fin de que nos entreguen las cifras exactas, correspondientes a los últimos meses de noviembre, diciembre y enero, respecto del número de empresas que han realizado despidos masivos.



Hace unos días -dos, para ser más precisos- eso ocurrió en Lozapenco (hoy Coprosa). Más de 200 trabajadores perdieron su fuente de empleo producto del ajuste que ha obligado a efectuar la crisis económica y recesiva mundial.



Yo insisto: claramente los gobiernos regionales debieran tener recursos adicionales para poder hacer frente a estas crisis, evitando los despidos antes de que se produzcan. 



Se han sumado al menos varios miles de ellos y quisiéramos saber exactamente -comuna a comuna, provincia a provincia- de qué empresas se trata y cuáles son las medidas especiales que va a tomar el Gobierno junto con el sector privado. El Intendente señor Jaime Tohá ha lanzado una iniciativa que todos valoramos con miras a unir a los sectores público y privado en la protección del empleo.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

CAPACIDAD DE CONAF Y REINTEGRO DE RECURSOS A BOMBEROS DE CHILE. OFICIOS

El señor NAVARRO.- Del mismo modo, señor Presidente, quiero que se me informe respecto de las condiciones con que cuenta la Conaf para hacer frente a los incendios forestales. 



En las comunas de Penco y Tomé se han vivido situaciones de grave emergencia. Más de 50 casas han tenido que ser evacuadas, a pesar de la resistencia de sus ocupantes. Se han quemado algunas viviendas, así como decenas de hectáreas. 



Por lo tanto, quisiera saber cuál es la real capacidad de la Corporación Nacional Forestal y si el material de que dispone, particularmente aéreo -helicópteros, aviones-, es suficiente para contener emergencias como las vividas en las comunas mencionadas.


Se ha señalado que su capacidad es reducida. De ahí que debiéramos contar con informes técnicos sobre la materia, en especial con relación a los helicópteros de combate, al número de brigadas  disponibles y a las medidas preventivas y de emergencia que se están tomando a la fecha. 



Solo quiero recordar que en temporadas anteriores se le quedó adeudando a Bomberos de Chile una enorme cantidad de recursos por pérdidas de mangueras, carros bomba y gasto de combustible, pues el reintegro posterior resulta bastante dificultoso.



En consecuencia, me gustaría que en esta oportunidad tanto los gobiernos regionales como el central garantizaran a dicha institución el reintegro de todos los fondos utilizados.



Con tal finalidad, pido que se oficie a la Junta Nacional de dicha entidad con el propósito de que nos dé a conocer las pérdidas que sufrió en los últimos incendios forestales registrados en las distintas regiones del país y cuánto de los medios empleados le han sido restituidos por los gobiernos regionales y por el gobierno central para el reemplazo de los elementos deteriorados.



Por último, pido que se nos allegue toda la información respecto al riesgo de incendios forestales que habrá en los próximos días en la Región del Biobío.



He dicho, señor Presidente.



¡Patagonia sin represas!

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Corresponde el tiempo del Comité Partido Unión Demócrata Independiente. 



No hará uso de él.



En el turno del Comité Partido Renovación Nacional, tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

SUSPENSIÓN DE APLICACIÓN DE ARTÍCULO 3° TRANSITORIO DE LEY N° 20.158. OFICIO
El señor PROKURICA.- Señor Presidente, hoy en la Sala se suscitó una discusión a propósito de una iniciativa legal que tuvo su origen en la Cámara de Diputados y que nuestra Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología en un principio declaró inadmisible y, posteriormente, al volver a ella, fruto de un acuerdo de Comités, rechazó.



Me refiero al proyecto que suspende por cuatro años la aplicación del artículo 3º transitorio de la ley Nº 20.158, que permite a los alcaldes declarar vacantes los cargos de un número importante de profesores de los colegios municipalizados.



En mi opinión, hay ahí una discusión de forma y otra de fondo. La de forma, que también es relevante, de alguna manera quedó resuelta hoy. Sin embargo, no puede decirse lo mismo del problema de fondo. Porque si todos los profesores afiliados a una AFP, quienes han perdido cuantiosos recursos de sus cuentas de capitalización, fruto de la grave crisis internacional, son obligados a jubilar, por supuesto que se les va a inferir un daño.





A solicitud de los Comités del Senado, me comuniqué con la señora Ministra de Educación, la que me informó oficialmente que solo 66 docentes se encontrarían en tal situación, que todos estarían en el Fondo E -por tanto, la disminución de su capital sería menor- y que, en definitiva, las normas de la ley, cuya vigencia expira el 28 de febrero, les significa más beneficios que pérdidas.



Señor Presidente, creo que hay que preocuparse de este tema, porque si bien es cierto que hoy son 66 los profesores afectados, de aquí al 28 de febrero el número podría aumentar considerablemente, obligándose a jubilar a maestros que han perdido parte importante de su patrimonio.



A mi juicio, es necesario que se envíe una indicación sustitutiva del proyecto, el cual, aunque considero bien intencionado, presenta un problema de fondo, pues si bien extiende la facultad pertinente, no hace lo mismo con los beneficios, que expiran el 28 de febrero. 



Por eso, señor Presidente, pido que se oficie a la señora Ministra de Educación a fin de que nos informe cuántos son los profesores que se hallan en la situación descrita y que, en caso de ser necesario, se envíe una iniciativa con suma urgencia tendiente a evitar que ellos sean obligados a jubilar en el mediano plazo, para que no pierdan las posibilidades de obtener una pensión digna.



He dicho.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Habiéndose cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 18:43.








Manuel Ocaña Vergara,







Jefe de la Redacción
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MENSAJE DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA CON EL QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE CREA LA SUPERINTENDENCIA DE OBRAS PÚBLICAS
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Honorable Senado:
Tengo el honor de someter a consideración del H. Congreso Nacional, un proyecto de ley que crea la Superintendencia de Obras Públicas.

ANTECEDENTES.
El aumento significativo de la infraestructura pública y las nuevas demandas por mejorar tanto la calidad de vida como el fomento al desarrollo productivo, imponen al Estado la obligación de introducir innovaciones y mejoras sustantivas en los procesos, instrumentos y sistemas de gestión de la obra pública.

1. La continuación de los esfuerzos del Estado por satisfacer las demandas de infraestructura que requiere el país ‑condición indispensable para nuestro desarrollo económico y social‑, hace necesario comprometer niveles de servicio que, a la vez, sean eficiente y efectivamente fiscalizados. 

2. Progresivamente, tanto los usuarios de las obras públicas como la ciudadanía en general, exigen una adecuada calidad del servicio que reciben, razón por la cual es indispensable contar con una institucionalidad que facilite o canalice dicha demanda y les asegure su exigibilidad, y por consiguiente, la calidad del servicio de la obra pública.

3. La presente iniciativa legal se hace cargo de aquellos requerimientos. 

4. Tradicionalmente, la calidad del servicio prestado al usuario por la obra pública durante su explotación, se entendía asegurada al garantizar la calidad de su construcción.

5. No obstante, la experiencia acumulada en Chile y en el extranjero evidencia que si bien los estándares técnicos de la obra constituyen un factor crucial respecto de su calidad, éstos no son suficientes para garantizarla.

6. Por tanto, simultáneamente con asegurar la calidad de la construcción, es necesario profundizar en las exigencias sobre niveles de servicio, pues ambos elementos determinan finalmente la calidad de servicio que prestan las obras públicas.

7. Junto con ello, la existencia de niveles de servicio explícitos de las obras públicas, durante su etapa de explotación, permitirá a sus usuarios exigir la prestación de un servicio de calidad.

8. Para que los usuarios puedan ejercer ese derecho, es indispensable que conozcan en detalle lo que pueden y deben exigir. El proyecto de ley contiene mecanismos de difusión para el conocimiento de los derechos que les competen y la forma en que pueden ser ejercidos.

9. Como contrapartida al reconocimiento de derechos de los usuarios a exigir los niveles explícitos de calidad de servicio de una obra pública, es importante destacar que la protección del patrimonio es una obligación de todos. Los usuarios y la ciudadanía tienen también la obligación de usar las obras de acuerdo con las normas establecidas y evitar comportamientos que puedan dañarlas.

10. Teniendo en cuenta lo anterior, esto es, que la obra pública debe prestar un nivel de servicio adecuado, y considerando los altos costos de transacción que su control impone a los usuarios, es que el Proyecto de Ley crea una Superintendencia de Obras Públicas.

11. Este nuevo organismo se encargará de asegurar el cumplimiento de los niveles de servicio que la obra pública debe mantener durante su etapa de explotación. Para lograr este objetivo, dicha Superintendencia tendrá como principal función fiscalizar, tanto a los concesionarios como al Ministerio de Obras Públicas, en el cumplimiento de aquellos niveles expresamente comprometidos.

12. La creación de la Superintendencia de Obras Públicas, permitirá separar el rol de control de la construcción y explotación de la obra pública —que quedará radicado en el Ministerio de Obras Públicas— del rol de fiscalización de los niveles de servicio explícitos de la misma, en la fase de explotación, radicado en dicha Superintendencia.

13. En este sentido, la fiscalización de los niveles de servicio constituye un cambio paradigmático de primordial importancia.

14. La fiscalización de los niveles de servicio solo podrá efectuarse si estos se hacen explícitos. A partir de esta fiscalización, se generarán resultados que permitirán elaborar estudios mediante los cuales la comunidad podrá evaluar el grado de cumplimiento de aquellos compromisos.

15. En consecuencia, esta modificación legal  asegura al usuario de la obra pública que ésta cumplirá sus fines en el nivel de servicio comprometido. Asimismo, implica un perfeccionamiento de la política pública en materia de infraestructura, que generará un aumento de la productividad del capital invertido en el sector, lo que permitirá velar por el interés fiscal y asegurar el desarrollo en el largo plazo de la infraestructura pública.

LA SUPERINTENDENCIA DE OBRAS PÚBLICAS.

16. Los principales aspectos de la Superintendencia que se crea, son los siguientes:
Objetivos.

17. La entidad cuya creación se propone a través del presente Mensaje, persigue objetivos claramente definidos.

18. Por de pronto, asegurar que los niveles de servicio que presten a los usuarios las obras públicas, concesionadas o no, durante su fase de explotación, sean los comprometidos en los contratos o en los instrumentos respectivos.

19. Del mismo modo, corresponderá a la Superintendencia promover y cautelar el respeto a los derechos tanto de los usuarios de las obras públicas como de quienes se vean afectados por ellas.

20. Finalmente, la Superintendencia velará por que la información relevante sea de fácil acceso y esté disponible de forma oportuna y actualizada.

Fiscalización de la calidad de servicio.
21. Por otra parte, la Superintendencia que se propone representará un sistema autónomo de fiscalización y constituirá un paso importante en la modernización del sector.
22. El modelo de fiscalización propuesto separa la fiscalización de la explotación. De esta forma se busca contraponer los intereses de las unidades ejecutoras, de los concesionarios y de los contratistas, con los de un ente autónomo que vela por el cumplimiento de los niveles de servicio, generando de esta forma un sistema de frenos y contrapesos.

Protección de los usuarios.
23. En relación con los usuarios, corresponderá a la Superintendencia de Obras Públicas velar por el respeto de sus derechos.

24. De esta forma, se confiere a la Superintendencia la facultad de resolver las denuncias que le formulen los usuarios, en caso que las solicitudes de atención, reclamos o consultas presentadas por éstos al prestador, en relación a la prestación de servicios, no sean respondidos oportuna o satisfactoriamente.

25. Se establece, además, la posibilidad de una reparación expedita de daños menores causados a los usuarios. Esto permitirá dar pronta solución a dichos problemas sin tener que esperar largo tiempo.

26. Conviene destacar, por último, que el proyecto de ley contiene un catálogo de derechos de los usuarios que constituirán una base que será objeto de fiscalización por la Superintendencia. Como contrapartida, se enumeran también las obligaciones de los usuarios respecto de las obras públicas.

Transparencia y generación de información.
27. Por otra parte, el proyecto de ley establece la obligación de los sujetos fiscalizados de entregar la información que les sea requerida y por los medios que determine la Superintendencia, para el desarrollo de sus funciones.

28. Estas disposiciones son producto de la convicción que el flujo de información hacia los usuarios, la ciudadanía y los mercados, es el mejor aliado de la fiscalización. Por ello, junto a las obligaciones dirigidas hacia los prestadores, también se establecen funciones específicas de la propia Superintendencia, destinadas a producir información general y analítica, así como para su publicidad y difusión.

29. Por su parte, y respecto de la información a requerir a los prestadores, la Superintendencia, podrá fijar normas de carácter general sobre la forma y oportunidad de presentación de la información. 

30. En el proyecto se ha previsto que la totalidad de los informes emitidos por la Superintendencia, sean publicados en su página Web, contribuyendo así a la transparencia del sector.

La regulación económica de las obras concesionadas y otros contratos.
31. El presente proyecto de ley asigna a la Superintendencia de Obras Públicas un rol en la regulación económica de las obras concesionadas, como una forma de perfeccionar los procedimientos de modificación de contratos cuando no es posible aplicar el mecanismo competitivo de la licitación.

32. Se espera así perfeccionar los procedimientos de modificación de los contratos de concesión, incorporando una perspectiva técnica, especializada e independiente para de ese modo contribuir a fortalecer el mecanismo de concesión de obras públicas.

33. En ese sentido, el proyecto de ley propone que las funciones reguladoras de la Superintendencia de Obras Públicas sean las siguientes.

34. En primer lugar, informar a las autoridades respecto del impacto de la modificación de contratos –tratándose de obras concesionadas- en (i) los niveles de servicio originalmente comprometidos, (ii) la valoración de las inversiones a realizar, y (iii) el respeto de la proporcionalidad y equivalencia de las prestaciones económicas mutuas acordadas y de las estructuras y los niveles tarifarios previstos.
35. Asimismo, la Superintendencia deberá informar al Ministerio sobre los ajustes tarifarios o de cualquier naturaleza que corresponda efectuar a las condiciones establecidas en los contratos, especialmente acerca de si se corresponden con los mecanismos, procedimientos y factores originalmente pactados.
36. Todo lo anterior configura un marco que asegura la intangibilidad de la oferta del concesionario.
37. En segundo lugar, recogiendo la experiencia internacional, la Superintendencia desarrollará estudios comparativos (benchmarking), en especial sobre costos. 
38. La posibilidad de hacer comparaciones y que éstas se hagan públicas, contribuye a proveer información indispensable para la toma de decisiones, haciendo más transparente el mercado.
39. En tercer lugar, le corresponderá informar acerca de las bases de licitación y el reglamento de servicio de la obra.
Aplicación de sanciones.
40. El proyecto de ley establece un régimen de sanciones que podrá aplicar la Superintendencia de Obras Públicas en el cumplimiento de sus funciones.

41. Para este efecto, podrá aplicar sanciones a las personas sujetas a su fiscalización, por el incumplimiento o infracción de lo establecido en la ley, en su reglamento, en sus órdenes e instrucciones, y en los demás instrumentos cuya fiscalización les corresponda.

42. Se sancionará también la falta de respuesta oportuna a los requerimientos de información de la Superintendencia, así como la negativa de entregar información o antecedentes solicitados por esta.

43. El régimen de sanciones distingue entre incumplimientos provenientes del Ministerio de Obras Públicas y los del concesionario. En el primer caso, la Superintendencia podrá requerir a la autoridad competente la instrucción de los procedimientos administrativos que correspondan. Asimismo, informará al Ministerio y representará el incumplimiento al servicio respectivo. En el segundo caso, la Superintendencia podrá aplicar las sanciones previstas en el contrato de concesión, en caso del incumplimiento de los niveles de servicio establecidos en aquel contrato y exigibles durante su etapa de explotación.
44. Tratándose de infracciones o incumplimientos graves, la Superintendencia podrá recomendar al Ministerio para que éste ocurra para ante la comisión conciliadora, a que se refiere el artículo 36 de la Ley de Concesiones, para que ésta así lo declare.

Estructura orgánica.
45. La fiscalización adecuada y eficiente de las obras públicas debe contar con niveles suficientes de autonomía; por ende, la Superintendencia de Obras Públicas se crea como un servicio funcionalmente descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio propio, sujeto a la supervigilancia del Presidente de la República a través del Ministerio de  Obras Públicas. 

46. En este contexto, y con el objetivo de reforzar el carácter técnico de la Superintendencia de Obras Públicas, se crea un Consejo, compuesto por el Superintendente, tres miembros designados por el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, a través de concursos públicos y uno designado por el Ministro de  Obras Públicas.
47. Su rol será asesorar a la Superintendente en la aplicación de las sanciones y formulación de informes.
48. Los consejeros serán designados en forma escalonada en su período de 8 años, de manera de fortalecer la independencia del organismo frente a la Administración  respectiva.
49. Respecto del personal de la Superintendencia se faculta al Presidente de la República para que, mediante uno o más decretos con fuerza de ley, fije la planta y las remuneraciones que les serán aplicables, estableciéndose expresamente el costo máximo de la planta para el primer año de funcionamiento, monto que hacia el futuro podrá ajustarse a las necesidades y evolución del nuevo organismo.
RÉGIMEN TRANSITORIO.
50. Sin perjuicio de la aplicación inmediata de la futura Ley, para los concesionarios actuales, se contempla la posibilidad de acogerse al nuevo régimen si, mediante la respectiva modificación de contrato, incorporaren niveles de servicios explícitos asociados a la explotación de la respectiva obra pública. En todo caso, dichos concesionarios estarán sometidos a la revisión por la Superintendencia de sus estándares técnicos comprometidos en sus contratos de concesión. Si la Superintendencia detectare incumplimiento, ésta deberá informar al Ministerio de Obras Públicas para los efectos que éste determine pertinentes.
51. El Ministerio de Obras Públicas deberá dictar los instrumentos que definen los niveles de servicio de las obras que explota directamente. Dichos niveles serán fiscalizables y exigibles sólo una vez que los Ministerios de Obras Públicas y de Hacienda así lo determinen mediante el acto administrativo respectivo.
52. En consecuencia, tengo el honor de someter a vuestra consideración el siguiente,

PROYECTO DE LEY:
“TÍTULO I

NATURALEZA Y OBJETO

Artículo 1º.-
Naturaleza. La Superintendencia de Obras Públicas es un servicio público descentralizado, dotado de personalidad jurídica y patrimonio propio, sometido a la supervigilancia del Presidente de la República a través del Ministerio de Obras Públicas.


La Superintendencia constituye una institución fiscalizadora en los términos del D.L. Nº 3.551, de 1981, y está regida por el Sistema de Alta Dirección Pública de la ley Nº 19.882.


Su domicilio será la ciudad de Santiago, sin perjuicio de las oficinas regionales que pueda establecer el Superintendente en otras ciudades del país.

Artículo 2º.-
Objeto. La Superintendencia fiscalizará que los niveles de servicio de las obras públicas, durante su fase de explotación, sea al menos igual a los comprometidos en los contratos de concesión de obras públicas o en los instrumentos aplicables a las obras públicas fiscales explotadas por el Ministerio de Obras Públicas.


Del mismo modo, la Superintendencia promoverá y cautelará el respeto a los derechos de los usuarios de las obras públicas establecidos en los contratos de concesión e instrumentos aplicables a las obras públicas fiscales.

Adicionalmente, la Superintendencia emitirá los informes que se le requieran, referidos a las funciones que la ley le asigna y, en general, velará por que exista acceso expedito a información veraz, oportuna y actualizada con relación a las obras públicas, en su fase de explotación.
Artículo 3º.- Reglamento. Para la aplicación de esta Ley, se dictará uno o más Reglamentos expedidos a través del Ministerio de Obras Públicas  y  suscrito además por  el Ministro de Hacienda.

TÍTULO II

DEFINICIONES
Artículo 4º.- Definiciones. Para efectos de la aplicación de esta Ley, se entiende por:

1.
“Concesionario”: La Sociedad Concesionaria definida y regulada en el Decreto Nº 900 del Ministerio de Obras Públicas, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del DFL MOP Nº 164 de 1991, Ley de Concesiones, y su Reglamento. 


2.-
“Contrato de concesión”: aquel celebrado conforme a la Ley de Concesiones.


3.
“Estándares técnicos”: características que deben reunir las obras públicas para asegurar el cumplimiento de un nivel de servicio.


4.
“Fase de explotación”: aquella etapa que se inicia con la puesta en servicio, provisoria o definitiva, de una obra pública, si ella está entregada en concesión, o con la recepción de la obra, si su explotación corresponde directamente al Ministerio.


5.
“Ley”: la presente ley.


6.
“Ley de concesiones”: corresponde al Decreto Nº 900 del Ministerio de Obras Públicas que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del DFL MOP Nº 164 de 1991.


7.
“Ministerio”: el Ministerio de Obras Públicas.


8.
“Niveles de servicio”: conjunto de funcionalidades y prestaciones que una obra pública debe proveer durante su fase de explotación, de conformidad a lo establecido en el Contrato de Concesión o en los instrumentos aplicables a las Obras Públicas explotadas directamente por el Ministerio.


9.
“Obra pública”: cualquier bien inmueble, nacional de uso público o fiscal, que sea construido, ampliado, reparado o conservado  por el Ministerio de Obras Públicas, sea que éste lo explote directamente o a través de una concesión.


10.
“Prestadores”: el concesionario, cuando se trate de una obra pública explotada bajo el régimen de concesiones y el Ministerio cuando sea éste el encargado de la explotación de la obra.


11.
“Reglamento”: aquel establecido en el artículo 3 de esta Ley.


12.
“Superintendencia”: la Superintendencia de Obras Públicas.


13.
“Usuario”: persona natural o jurídica que se beneficia directamente y en común con otras personas, de una obra pública y de sus servicios anexos y complementarios de acuerdo a su objeto y fin.

TÍTULO III

FACULTADES Y OBLIGACIONES

CAPÍTULO I

FISCALIZACIÓN

Artículo 5º.- Fiscalización.  La Superintendencia fiscalizará el cumplimiento de los niveles de servicio comprometidos para las obras públicas, así como el ejercicio de los derechos de los usuarios, y el cumplimiento de las instrucciones que emita con esa finalidad.
Artículo 6º.- Ejercicio de la función de fiscalización de los niveles de servicio. Para efectos de la fiscalización de los Niveles de Servicio, la Superintendencia podrá verificar el cumplimiento de los estándares técnicos vinculados a dichos niveles. 

En caso de incumplimiento de los niveles de servicio establecidos en un contrato de concesión, la Superintendencia aplicará al concesionario las sanciones que correspondan de conformidad con el artículo 27 de esta Ley.

Tratándose de obras públicas explotadas por el MOP, se estará a lo dispuesto en el artículo 26.

Artículo 7°.- Fiscalización de los derechos del usuario. Para resguardar los derechos del usuario, le corresponderá verificar el cumplimiento de las obligaciones establecidas al respecto en la presente Ley y en sus Reglamentos; en los contratos de concesión; en los instrumentos aplicables a las obras públicas explotadas por el Ministerio, y en las instrucciones que al respecto ella emita.

Artículo 8°.- Fiscalización de otras obligaciones. Sin perjuicio de lo establecido en los artículos anteriores, la Superintendencia de Obras Públicas fiscalizará el cumplimiento de:


a) Las estructuras y niveles tarifarios previstos en los Contrato de Concesión, y lo establecido en materia de cobro de tarifas o peajes;


b) El reglamento de servicio de la obra, así como su adecuada publicidad y difusión;


c) Las normas sobre información y difusión contenidas en la presente Ley;


d) Las demás obligaciones y normas cuya fiscalización sea de su competencia.
Artículo 9°.- Facultad de requerir información de personas fiscalizadas. En el ejercicio de las facultades que le son propias, la Superintendencia podrá requerir a los prestadores sometidos a su fiscalización, todo tipo de información, sea que ésta conste de documentos escritos, fotografías, grabaciones, soporte magnético o digital, o en cualquier otro formato, y que fuere necesaria para el ejercicio de sus funciones.

Asimismo, los prestadores deberán informar a la Superintendencia de cualquier hecho esencial relativo a la actividad fiscalizada, inmediatamente después de ocurrido éste, o desde que se tomó conocimiento del mismo, o a más tardar dentro de los tres días siguientes, aun cuando no hubiere mediado requerimiento del citado organismo. En caso que el tercer día corresponda a un sábado, domingo o festivo, la información podrá ser proporcionada el siguiente día hábil.

Para los efectos del inciso anterior, se entenderá como esencial todo hecho que pueda afectar gravemente los niveles de servicio de las obras públicas.
Artículo 10°.- Facultad de fijar normas de carácter general para la presentación de información. La Superintendencia, en el ejercicio de sus facultades legales y reglamentarias, podrá fijar normas de carácter general sobre la forma y modo de presentación de la información que las entidades sujetas a su fiscalización deban proporcionarle de conformidad a las leyes y Reglamentos vigentes.

No obstante lo establecido en el párrafo anterior, las nuevas normas que se dicten no afectarán la validez de las informaciones presentadas con anterioridad a su vigencia, la que en todo caso deberá ser adecuada a las nuevas normas de presentación a requerimiento expreso de la Superintendencia.
Artículo 11°.- Información secreta o reservada. Las normas que establezcan el secreto o reserva sobre determinados asuntos no obstarán a que se proporcione a la Superintendencia la información o antecedente que ella requiera para el ejercicio de su fiscalización, sin perjuicio de que sobre su personal pese igual obligación de guardar tal reserva o secreto. Sin perjuicio de la responsabilidad administrativa, la violación de la obligación de reserva o secreto cometida por el personal de la Superintendencia será sancionada conforme a los artículos 246 y 247 del Código Penal.
Artículo 12°.- Presunción de veracidad. Los documentos u otros mecanismos de información, exhibidos o presentados a la Superintendencia por las sociedades concesionarias o por el Ministerio, tienen el carácter de declaración jurada. La falta de veracidad será sancionada de acuerdo a lo establecido en el artículo 210 del Código Penal.
Artículo 13°.- Facultad de acceso. Los funcionarios de la Superintendencia tendrán libre acceso a las obras, a sus dependencias, y en general a todo inmueble o instalación de los prestadores, destinadas a la explotación de la obra que fiscaliza, a objeto de realizar las funciones que les son propias, procurando no interferir el normal desenvolvimiento de la actividad correspondiente.

La Superintendencia puede exigir la colaboración de los órganos, entidades y personas naturales o jurídicas sujetos a su fiscalización, quienes deberán proporcionarle los datos, documentos, antecedentes o informes que solicite relacionados con el ejercicio de su función fiscalizadora.
Artículo 14°.- Facultad para citar a declarar. La Superintendencia podrá citar a declarar a los representantes, directores, administradores, asesores y dependientes de los prestadores, como asimismo a testigos, respecto de algún hecho cuyo conocimiento estime necesario para el cumplimiento de sus funciones. No estarán obligadas a concurrir a declarar las personas indicadas en el artículo 361 del Código de Procedimiento Civil, a las cuales la Superintendencia deberá pedir declaración por escrito.

La Superintendencia podrá requerir de la justicia ordinaria la aplicación del procedimiento de apremio contemplado en los artículos 93 y 94 del Código Tributario, en contra de las personas que habiendo sido citadas bajo apercibimiento no concurran sin causa justificada a declarar.
Artículo 15°.- Facultad de atender reclamos de los Usuarios. Toda solicitud de atención, consulta o reclamo presentado por un usuario, en relación con la prestación de los servicios, deberá ser atendida por el prestador, dando una respuesta oportuna y fundada. La Superintendencia podrá instruir a los prestadores acerca de los procedimientos y plazos para la atención, registro y respuesta de los diferentes reclamos, solicitudes y consultas que presenten los usuarios.


En caso de falta de respuesta oportuna o de respuesta insatisfactoria, la Superintendencia conocerá de los reclamos que los usuarios presenten en contra del prestador, debiendo pronunciarse sobre aquellos, sin perjuicio del derecho del usuario a ejercer las acciones judiciales que correspondan.

CAPÍTULO 2

OBLIGACIÓN DE INFORMAR
Artículo 16º.- Función de informar. La Superintendencia informará al Ministerio o a las autoridades que corresponda, sobre las materias contenidas en el presente capitulo y en general, respecto de todas aquellas que se establezcan en ésta o en otras leyes.

Artículo 17°.- Obligación de informar sobre bases de licitación. El Ministerio deberá solicitar a la Superintendencia, previo a la aprobación de las bases de licitación de cualquier Obra Pública y en los casos en que se determine en el Reglamento, que informe sobre la existencia de indicadores de niveles de servicio que permitan su fiscalización en la fase de explotación de la obra.
Artículo 18°.- Obligación de informar sobre el reglamento de servicio de la obra. Previo a la aprobación del reglamento de servicio de la obra que proponga el concesionario para la puesta en servicio de la obra concesionada, la Superintendencia deberá informar al Ministerio, al menos, sobre las siguientes materias:

a) La descripción de los derechos y obligaciones de los usuarios; 

b) Los niveles de servicio de la obra pública; y

c) Las normas sobre reclamos de los usuarios;
Artículo 19°.- Obligación de informar sobre modificaciones de contratos de concesiones. El Ministerio deberá solicitar informe a la Superintendencia, previo a la aprobación de modificaciones de contratos de concesiones por obras adicionales que separada o conjuntamente superen el cinco por ciento del presupuesto oficial de la obra. Tales informes deberán referirse al impacto de la modificación en los niveles de servicio originalmente comprometidos, en la valoración de las inversiones a realizar, y en el respeto de la proporcionalidad y equivalencia de las prestaciones económicas mutuas y de las estructuras y niveles tarifarios previstos en el contrato de concesión. 

Asimismo, la Superintendencia deberá informar al Ministerio sobre los ajustes tarifarios o de cualquier naturaleza que corresponda efectuar a las condiciones establecidas en los contratos, especialmente acerca de si se corresponden con los mecanismos, procedimientos y factores originalmente pactados.
Artículo 20°.- Difusión de los informes. Los informes formulados por la Superintendencia en cumplimiento de las obligaciones establecidas en este capítulo, deberán ser publicados en su página Web.
CAPÍTULO 3

TRANSPARENCIA, ESTUDIOS Y DIFUSIÓN

Artículo 21°.- Verificación de Estándares Técnicos. Sólo para fines de estudio y difusión, la Superintendencia podrá revisar otros estándares técnicos de las obras públicas que no estén asociados a niveles de servicio explícitos. Para estos efectos, la Superintendencia podrá ejercer las facultades establecidas en los artículos 9, 13 y 14 de esta Ley.
SECCIÓN 1

Realización de estudios

Artículo 22°.- Función de estudios. La Superintendencia desarrollará análisis y estudios sobre las materias de su competencia y, especialmente, sobre percepción de los usuarios acerca de la calidad de los servicios prestados por las obras públicas en explotación. Los estudios que realice la Superintendencia deberán ser publicados por medios de fácil acceso al público.
Artículo 23°.- Elaboración de estudios. La Superintendencia deberá elaborar estudios comparados sobre las diversas características y factores de la actividad de explotación de las obras públicas, especialmente en relación con los costos.


Del mismo modo, la Superintendencia deberá efectuar, una vez al año, una encuesta representativa de los usuarios, en la que éstos califiquen la calidad del servicio que prestan u otorguen las obras públicas sujetas a su fiscalización, en relación con los niveles de servicio suscritos para cada una de ellas. 


Además, la Superintendencia llevará un índice representativo de la continuidad de servicio de los prestadores.


La Superintendencia, sobre la base de los reclamos interpuestos por los usuarios que sean acogidos favorablemente, de los resultados de las encuestas, y del índice de continuidad de servicio a que se refiere el inciso anterior, elaborará una nómina de prestadores, enumerándolos en orden decreciente, según el resultado de los antecedentes revisados, pero otorgando igual categoría a quienes obtienen el mismo resultado.  Dicha nómina será comunicada a los Prestadores y hecha pública antes del 31 de diciembre de cada año.

SECCIÓN 2

Difusión

Artículo 24°.- Difusión de derechos de los Usuarios y materias relacionadas con la explotación de la Obra Pública. La Superintendencia difundirá el régimen de derechos vigentes de los usuarios respecto de cada tipo de Obra Pública de su competencia.

Para el cumplimiento de las obligaciones establecidas en este artículo, la Superintendencia deberá publicar dicha información en su página Web institucional, sin perjuicio de los otros mecanismos de difusión que ésta establezca.
CAPÍTULO 4

SANCIONES

Artículo 25°.- Facultad para aplicar sanciones. La Superintendencia podrá aplicar sanciones a las personas naturales o jurídicas sujetas a su fiscalización, por el incumplimiento o infracción de lo establecido en la presente Ley, en su Reglamento, en sus órdenes e instrucciones y en los demás instrumentos cuya fiscalización sea de su competencia.

Cuando la ley no haya establecido una sanción o un procedimiento especial, se seguirán las reglas de este capítulo.
Artículo 26°.- Infracciones atribuibles a funcionarios públicos. En caso que la Superintendencia verifique el incumplimiento de niveles de servicio comprometidos en obras explotadas por el Ministerio, informará de este hecho al Ministro de Obras Públicas y representará el incumplimiento al Jefe Superior del Servicio responsable. La Superintendencia podrá solicitar a la autoridad competente la instrucción de los procedimientos administrativos que correspondan, sin perjuicio de las facultades que en esta materia posea la Contraloría General de la República. El resultado y conclusiones de los procedimientos administrativos que se inicien, serán puestos en conocimiento de la Superintendencia para los fines de información que ésta estime pertinentes.
Artículo 27°.- Sanciones aplicables a los concesionarios. Las multas que se establezcan en el contrato de concesión en relación con el incumplimiento de los niveles de servicio durante su etapa de explotación, serán aplicadas por la Superintendencia, en la forma y por los montos que expresamente el contrato establezca. Respecto de las multas, el concesionario tendrá derecho a recurrir al mecanismo a que se refiere el artículo 36° de la Ley de Concesiones.

Tratándose de infracciones o incumplimientos graves establecidos como tales en el contrato de concesión, la Superintendencia recomendará al Ministerio que solicite la declaración de incumplimiento grave de conformidad al artículo 28 de la Ley de Concesiones.
Artículo 28°.- Sanciones asociadas a la negativa de entrega o falsedad de la información. El que se negare a entregar información o antecedentes solicitados por la Superintendencia o el que a sabiendas entregare información falsa, será castigado con las penas del artículo 210 del Código Penal. 
Artículo 29°.- Sanción por entorpecimiento de las labores de fiscalización. Serán sancionados con multa de treinta a ciento cincuenta unidades tributarias mensuales los directores, gerentes y apoderados con facultades de administración que se opongan o impidan las labores de fiscalización de los inspectores o funcionarios de la Superintendencia.

La misma sanción se aplicará a las personas antes referidas que se nieguen a proporcionar la información solicitada por los inspectores o funcionarios, en el cumplimiento de sus facultades fiscalizadoras, u oculten los instrumentos en que conste dicha información.
Artículo 30°.- Sanción por incumplimiento de instrucciones. Se sancionará con una multa de diez a mil unidades tributarias mensuales, cada incumplimiento por parte de los Prestadores de las instrucciones impartidas por la Superintendencia en virtud de lo dispuesto en el artículo 31 de esta Ley, siempre que dicho incumplimiento no configure alguna de las situaciones previstas en el artículo 29, caso en el que se estará a lo allí dispuesto.
CAPÍTULO 5

NORMATIVA

Artículo 31°.- Facultad de impartir órdenes e instrucciones. La Superintendencia podrá impartir órdenes e instrucciones a los prestadores para que éstos adopten las medidas necesarias para el mantenimiento y cumplimiento de los niveles de servicio comprometidos de las obras públicas, así como para asegurar el ejercicio de los derechos de los usuarios y, en general, para el mejor cumplimiento de sus funciones.
Artículo 32°.- Facultad de interpretación. Corresponde a la Superintendencia aplicar e interpretar administrativamente las disposiciones legales y reglamentarias por cuyo cumplimiento le corresponde velar, e impartir instrucciones de carácter general a las empresas y entidades sujetas a su fiscalización.
Artículo 33°.- Determinación de los plazos. Todos los requerimientos e instrucciones que la Superintendencia emita en el ejercicio de sus facultades deberán ser cumplidos dentro de los plazos que la propia ley, el Reglamento respectivo o la misma resolución consignen. 
TÍTULO IV

DERECHOS Y DEBERES DE LOS USUARIOS

Artículo 34°.- Derechos de los Usuarios. Son derechos de los Usuarios de las obras públicas:

a) Utilizar la obra pública de acuerdo con los niveles de servicio comprometidos.

b) Acceder a información integra y oportuna, asociada a la explotación de una obra pública. 


c) Acceder a información, veraz y oportuna sobre el servicio ofrecido y su precio o tarifa.

d) Ser tratado con dignidad y sin discriminación arbitraria por parte de los prestadores.

e) Ser informado sobre los servicios que el prestador otorga, a objeto de tener la opción de utilizarlos integralmente.

f) Ser informado sobre cualquier circunstancia que altere el normal uso de la obra y sus servicios complementarios.

g) Conocer el régimen tarifario aprobado y sus modificaciones.

h) Obtener respuesta oportuna por parte del prestador frente a sus consultas, preguntas o requerimientos.

i) Reclamar ante el prestador el desconocimiento de sus derechos. En caso de respuesta insatisfactoria o silencio, el usuario podrá recurrir ante la Superintendencia, de acuerdo al procedimiento estipulado en el Reglamento.

j) Derecho a formular las sugerencias que estime pertinentes, en términos respetuosos y fundados, que tiendan a mejorar la prestación del servicio.
Artículo 35°.- Deberes del Usuario de Obra Pública. Son deberes del usuario de obras públicas:

a) Pagar la tarifa que corresponda, en su caso. Ningún usuario, organismo e institución pública o privada o de cualquier otra índole podrá solicitar exenciones en el pago del peaje establecido. La infracción a este deber, será sancionada conforme a lo dispuesto en la legislación vigente.

b) Pagar por los servicios complementarios que reciba, cuando corresponda.

c) Utilizar la obra y sus servicios, respetando la legislación vigente.

d) Actuar con debido cuidado y prevención, evitando causar daños a la obra.

e) Pagar los daños que ocasione a la obra y sus instalaciones, por algún hecho que fuere imputable al Usuario.

f) Pagar los daños que cause a terceros, durante el uso de la obra, de sus instalaciones o servicios.
Artículo 36°.- Derecho a reparación de daños menores. Respecto de las personas que como consecuencia del uso de una obra pública sufriesen un daño emergente directo en sus bienes que no excediere de 3 UTM, la Superintendencia podrá ordenar que sean indemnizadas por el prestador cuando éstas lo requiriesen y acreditaren el perjuicio de conformidad al procedimiento que fije el Reglamento.

En ese caso, deberán renunciar a las acciones civiles que pudieren ejercer en contra del Estado y la concesionaria.
TÍTULO V

ORGANIZACIÓN DE LA SUPERINTENDENCIA DE OBRAS PÚBLICAS

CAPÍTULO 1

DEL SUPERINTENDENTE

Artículo 37°.- Superintendente de Obras Públicas. El Superintendente de Obras Públicas será un funcionario de la exclusiva confianza del Presidente de la República, designado por éste como jefe superior de servicio, con el título de Superintendente, conforme al procedimiento establecido en la ley Nº 19.882.
Artículo 38°.- Funciones del Superintendente. Corresponderá al Superintendente:

a) Cumplir y hacer cumplir los acuerdos del Consejo;

b) Proponer al Consejo cualquier materia que requieran de su estudio o resolución;

c) Aplicar las sanciones que corresponda conforme a la Ley;

d) Delegar atribuciones o facultades específicas en funcionarios de la Superintendencia;

e) Encomendar labores operativas de inspección o verificación del cumplimiento de las normas de su competencia, a terceros idóneos debidamente certificados conforme al Reglamento respectivo;

f) Revisar regularmente los procedimientos de la Superintendencia, de modo de asegurar que ellos cumplen con una finalidad de eficiencia y eficacia, y son concordantes con sus políticas vigentes; y 

g) Las demás funciones que establezcan las leyes y Reglamentos.
Artículo 39°.- Convenios. La Superintendencia podrá celebrar convenios de cooperación con otros organismos públicos o entidades privadas sin fines de lucro, tanto con el propósito de recabar información, potenciar la difusión de los derechos de los usuarios de obras públicas, como de ampliar y facilitar las vías de denuncia de eventuales incumplimientos de las prestaciones o vulneraciones de los derechos de los Usuarios.

Artículo 40º.- Organización interna. El Superintendente, con sujeción a la planta y dotación máxima de la Superintendencia, establecerá la organización interna, pudiendo determinar las denominaciones y funciones que correspondan a cada una de las unidades que fije, como asimismo definir el personal adscrito a éstas.

El personal a contrata de la Superintendencia podrá desempeñar funciones de carácter directivo o de jefatura, las que serán asignadas, en cada caso, por el Superintendente. El personal a que se asigne tales funciones no podrá exceder del 7% del personal a contrata de la Superintendencia.

El personal que preste servicios sobre la base de honorarios se considerará comprendido en la disposición del artículo 260 del Código Penal.

Artículo 41°.- Comisión de servicio. El Superintendente podrá solicitar en comisión de servicios a funcionarios especializados de los distintos órganos e instituciones de la administración civil del Estado, sin que rijan las limitaciones establecidas por las disposiciones legales o reglamentarias vigentes.
CAPÍTULO 2

DEL CONSEJO DE LA SUPERINTENDENCIA DE OBRAS PÚBLICAS

Artículo 42°.- Funciones del Consejo. La Superintendencia contará con un Consejo, al que le corresponderá la atribución exclusiva de:

a) Emitir opinión previa y no vinculante sobre la aplicación de sanciones a que se refieren los artículos 26 y 27; y,

b) Emitir opinión no vinculante sobre los informes que deberá emitir la Superintendencia conforme al Capítulo 2 del Título III de esta Ley.
Artículo 43°.- Organización del Consejo. El Consejo estará compuesto por:

a)
El Superintendente de Obras Públicas, quien lo presidirá;


b)
Tres Consejeros designados por el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia sobre la base de ternas elaboradas mediante un concurso público de antecedentes, que permanecerán en su cargo por un período de ocho años, y


c)
Un Consejero designado por el Ministro de  Obras Públicas.

Artículo 44°.- Asignación a los Consejeros. Los Consejero señalados en la letra b) del artículo precedente, percibirán una dieta equivalente a 4 unidades tributarias mensuales por cada sesión a la que asistan, con un máximo de 25 de estas unidades por mes calendario.


Los referidos consejeros cesarán en sus cargos por: 


a)
Expiración del plazo por el que fueron nombrados;

b)
Renuncia;


c)
Incapacidad física o síquica para el desempeño del cargo;

d)
Falta grave en el cumplimiento de las obligaciones como Consejero. Serán faltas graves la inasistencia injustificada a 3 sesiones consecutivas o a 6 sesiones durante un semestre calendario.

Artículo 45°.- Sesiones. Las sesiones ordinarias del Consejo se celebrarán con asistencia de tres de sus miembros, a lo menos, y sus acuerdos se tomarán por la mayoría de los asistentes. En caso de empate, decidirá el voto del que preside. El quórum mínimo para sesionar será de tres miembros.


Un reglamento establecerá las normas necesarias para el funcionamiento del Consejo y para la adecuada ejecución de las funciones que se le encomiendan.

CAPÍTULO 3

NORMAS DE PERSONAL

Artículo 46°.- Normas aplicables. Las relaciones entre la Superintendencia y el personal que se desempeñe en ella, se regularán por las normas de esta Ley y por las de los Reglamentos que de conformidad con ella se dicten.

Supletoriamente, serán aplicables las normas del DFL Nº 29 del 2004, del Ministerio de Hacienda, sobre Estatuto Administrativo.

Artículo 47°.- Cesación del cargo. Sin perjuicio de las causales previstas en el DFL Nº 29 sobre Estatuto Administrativo, se podrá declarar la vacancia de un cargo de carrera, por: 


a) Necesidades de la Superintendencia, determinadas por el Jefe Superior del Servicio una vez al año y fundadas en razones vinculadas al buen, oportuno y eficiente funcionamiento de la Institución. Anualmente, los Altos Directivos Públicos del II nivel jerárquico de la Superintendencia, a más tardar en el mes de diciembre, efectuarán en conjunto, una evaluación sobre la marcha de la institución en función de su misión institucional y los objetivos estratégicos fijados. Dicha evaluación, además de otros efectos, servirá de base para el ejercicio de la mencionada facultad. Un reglamento fijará los procedimientos que adoptarán y la forma y oportunidad en que recepcionarán la información y antecedentes mínimos a considerar.


b) Evaluación de desempeño en lista condicional. 
Artículo 48°.- Indemnización. La aplicación de la causal señalada en la letra a) del artículo anterior, dará derecho al funcionario a la indemnización establecida en el artículo 154 del DFL Nº 29 del 2004, del Ministerio de Hacienda, sobre Estatuto Administrativo. 
CAPITULO 4

NORMAS VARIAS

Artículo 49°.- Fiscalizadores. Los funcionarios a los que el Superintendente asigne la calidad de fiscalizadores tendrán la calidad de ministros de fe respectos de los hechos que consignen en el cumplimiento de sus funciones y, debidamente acreditados, tendrán pleno acceso a las obras públicas fiscalizadas, sin otra limitación que el cumplimiento de las normas de seguridad pertinentes.
Artículo 50°.- Conducción de las relaciones de la Superintendencia con terceros. La Superintendencia debe definir los principios y procedimientos a que deberán ajustarse en sus relaciones con los prestadores y los usuarios, dentro del contexto de la administración del proceso de fiscalización.
CAPITULO 5

DEL PATRIMONIO

Artículo 51°.- Patrimonio. El patrimonio de la Superintendencia estará formado por:


a) Los aportes que anualmente le asigne la Ley de Presupuesto de la Nación y los recursos que le entreguen otras leyes generales o especiales.


b) Los aportes de cooperación internacional que reciba para el desarrollo de sus actividades.


c) El producto de la venta de las publicaciones que realice, cuyo valor será determinado por resolución del Superintendente.


d) Las donaciones que se le hagan y las herencias o legados que acepte, lo que deberá hacer con beneficio de inventario. Dichas donaciones y asignaciones hereditarias estarán exentas de todo tipo de impuestos y de todo gravamen o pago que les afecten. Las donaciones en favor de la Superintendencia estarán exentas del trámite de insinuación judicial a que se refiere el artículo 1401 del Código Civil.


e) Los bienes muebles o inmuebles, corporales o incorporales que se le transfieran o adquiera a cualquier título y los frutos de tales bienes.


f) El producto de la venta de bienes que realice, como asimismo, de las tarifas, derechos e intereses y otros ingresos propios que perciba en el ejercicio de sus funciones.


Las multas que aplique la Superintendencia serán a beneficio fiscal.

TÍTULO VI

NORMAS GENERALES
Artículo 52°.- Notificaciones. Las notificaciones que deba hacer la Superintendencia se efectuarán conforme las normas establecidas en la ley Nº 19.880, sobre bases de los procedimientos administrativos. Asimismo, en los procedimientos que desarrolle o instruya y en la dictación de instrucciones generales o específicas, se podrá considerar la utilización de medios electrónicos, caso en el cual se sujetarán a las normas de las leyes Nº 19.799 y Nº 19.880, en lo que corresponda.
Artículo 53°.- Responsabilidad del Estado. Los órganos de la Administración del Estado encargados de la explotación de obras públicas serán responsables de los daños que causen a particulares por falta de servicio.

El particular deberá acreditar que el daño se produjo por la acción u omisión del órgano, mediando dicha falta de servicio.

Los órganos de la Administración del Estado que en materia de obras públicas sean condenados en juicio, tendrán derecho a repetir en contra del funcionario que haya actuado con imprudencia temeraria o dolo en el ejercicio de sus funciones, y en virtud de cuya actuación el servicio fue condenado. La conducta imprudente o dolosa del funcionario deberá siempre ser acreditada en el juicio en que se ejerce la acción de repetición, la que prescribirá en el plazo de dos años, contado desde la fecha en que la sentencia que condene al órgano quede firme o ejecutoriada.
Artículo 54°.- Obligación de Sumario. En el caso señalado en el inciso final del artículo anterior, los órganos de la Administración del Estado deberán instruir la investigación sumaria o sumario administrativo correspondiente, a más tardar diez días después de notificada la sentencia de término.
ARTÍCULOS TRANSITORIOS
ARTÍCULO PRIMERO TRANSITORIO.-
Esta Ley entrará en vigencia a partir de la fecha de publicación en el Diario Oficial del Decreto con Fuerza de Ley a que se refiere el artículo segundo transitorio.
ARTÍCULO SEGUNDO TRANSITORIO.-
Facúltase al Presidente de la República para que, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por el Ministerio de Obras Públicas,  los que además deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, fije la planta de personal de la Superintendencia de Obras Públicas y las remuneraciones que les serán aplicables.


El costo anual que represente la planta de personal de la Superintendencia no podrá exceder de la cantidad de $1.582.000 miles
.


En el ejercicio de esta facultad, el Presidente de la República deberá dictar todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y operación de las plantas que fije, así como los requisitos para el desempeño de los cargos, sus denominaciones y niveles jerárquicos para efectos de la aplicación de lo dispuesto en el título VI de la Ley Nº 19.882 y en el artículo 8° del Decreto con Fuerza de Ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda. En el mismo acto, fijará la fecha de vigencia de la planta de personal y la dotación máxima de personal para el año.

Mediante igual procedimiento, el Presidente de la República determinará la fecha de inicio de funciones de la Superintendencia de Obras Públicas.
ARTÍCULO TERCERO TRANSITORIO.-
El Presidente de la República nombrará, transitoria y provisionalmente, conforme al artículo quincuagésimo noveno de la ley Nº 19.882, al Superintendente de Obras Públicas quién asumirá de inmediato y en tanto se efectúa el proceso de selección pertinente conforme lo establece la señalada ley en su Título VI.

ARTÍCULO CUARTO TRANSITORIO.-
El Presidente de la República, por decreto expedido por intermedio del Ministro de Hacienda, conformará el primer presupuesto de la Superintendencia de Obras Públicas.
ARTÍCULO QUINTO TRANSITORIO.-
Las normas de esta ley no serán aplicables respecto de los contratos de concesión resultantes de procesos de licitación terminados o iniciados con anterioridad a la entrada en vigencia de esta Ley, salvo a aquellas las sociedades concesionarias, que dentro del plazo de los tres meses siguientes a esa fecha, opten por la aplicación de las normas de esta ley a sus respectivos contratos. Para esos efectos, las sociedades concesionarias y el Ministerio deberán suscribir un convenio complementario que fije Niveles de Servicio explícitos y las sanciones correspondientes en caso de incumplimiento.

Con todo, respecto de las concesiones de aquellas sociedades concesionarias que no ejercieren la opción señalada en el inciso anterior, la Superintendencia podrá revisar los estándares técnicos comprometidos, asociados al servicio. En caso de detectar incumplimientos, deberá informar de ellos al Ministerio, para los efectos que éste determine.
ARTÍCULO SEXTO TRANSITORIO.-
El Ministerio fijará, por medio de un Decreto Supremo, los niveles de servicio exigibles a las distintas tipologías de Obras Públicas explotadas por el Ministerio.

El ingreso de una Obra Pública explotada por el Ministerio al régimen de fiscalización establecido por esta Ley, se determinará mediante un Decreto Supremo, que deberá ser suscrito por los Ministros de Obras Públicas y de Hacienda. 
ARTÍCULO SÉPTIMO TRANSITORIO.-
Los primeros Consejeros de la Superintendencia de Obras Públicas designados por el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia serán nombrados por períodos de cuatro, seis y ocho años, respectivamente.

El llamado a concurso público para llenar estos cargos deberá indicar expresamente la duración del cargo que se ofrece.

El Consejero designado por un primer período de cuatro años, podrán postular a un nuevo período.”.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): MICHELLE BACHELET JERIA, Presidenta de la República.- SERGIO BITAR CHACRA, Ministro de Obras Públicas.- ANDRÉS VELASCO BRAÑES, 
Ministro de Hacienda
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PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE INTRODUCE PERFECCIONAMIENTOS A NORMATIVA QUE REGULA LOS GOBIERNOS CORPORATIVOS DE EMPRESAS

(5301-05)



Con motivo del Mensaje, Informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:


“ARTÍCULO 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 18.045, Ley de Mercado de Valores:


1) Modifícase el artículo 1°, de la siguiente forma:


a) Agrégase en el inciso primero, entre la expresión “valores;” y “los emisores” la frase “las sociedades anónimas abiertas;”.

b) Elimínase el inciso segundo.

2) Elimínanse los incisos tercero y cuarto del artículo 3°.

3) Modifícase el artículo 4°, de la siguiente forma:


a) Sustitúyese el inciso segundo, por el siguiente:


“La Superintendencia establecerá, mediante norma de carácter general, cuáles tipos de ofertas de valores constituyen ofertas públicas y cuáles constituyen ofertas privadas, teniendo en consideración, entre otras materias, el número y tipo de inversionistas a los cuales se destina la oferta, los medios a través de los cuales se comunica o materializa la oferta, y el monto de los valores ofrecidos.”.


b) Sustitúyese en el inciso tercero la palabra “resoluciones” por “normas”.


4) Agrégase la siguiente letra f), en el artículo 4° bis: 


“f) Inversionistas calificados: a los inversionistas institucionales e intermediarios de valores en operaciones de cuenta propia, como también aquellas personas naturales, personas jurídicas o entidades que la Superintendencia determine mediante norma de carácter general.”.

5) Modifícase el artículo 5° de la siguiente forma:


a) Sustitúyese en el inciso segundo la expresión “inscribirán” por la frase “deberán inscribir”.


b) Sustitúyese en la letra c) del inciso segundo la frase que va desde la expresión “a que se refiere el inciso segundo del artículo 1°, y” por la frase “anónimas y sociedades en comandita que tengan 500 o más accionistas o, a lo menos, el 10% de su capital suscrito pertenezca a un mínimo de 100 accionistas, excluidos los que individualmente o a través de otras personas naturales o jurídicas, excedan dicho porcentaje, y”.

c) Agrégase en la letra d) del inciso segundo entre la palabra “sociedades” y la palabra “que”, la expresión “anónimas”, y antes del punto final (.) la frase “o que por obligación legal deban registrarlas”. 


d) Agrégase el siguiente inciso final: “La solicitud de inscripción de un emisor en el registro de valores deberá estar necesariamente acompañada de una solicitud de inscripción de los valores que dicho emisor ofrecerá públicamente.”.

6) Sustitúyese, en el inciso segundo del artículo 6°, la frase “los valores y sociedades” por las palabras “las acciones”; agrégase, entre la expresión “refiere” y la expresión “el”, las expresiones “la letra c)”, y sustitúyese la expresión “el inciso segundo del artículo 1°” por “del artículo 5°”. 


7) Sustitúyese el artículo 7°, por el siguiente: 


“Artículo 7°. Las personas o entidades que por disposición legal deban quedar sometidas a la fiscalización, al control o a la vigilancia de la Superintendencia y no sean de aquellas a que se refiere el inciso primero del artículo 1º, quedarán excluidas de esta ley, salvo mención expresa en contrario, y no estarán obligadas a inscribirse en el Registro de Valores. Sin embargo, las personas antes indicadas deberán ejecutar los actos y cumplir con las obligaciones de información que les impongan las leyes que las rigen.


La Superintendencia establecerá, por norma de carácter general, la información que las entidades indicadas en el inciso anterior y las sociedades anónimas especiales regidas por el Título XIII de la ley N° 18.046, que no sean emisoras de valores, deben proporcionar a la Superintendencia y al público en general. Dicha información deberá ser equivalente en calidad, periodicidad, publicidad y forma a la exigida a los emisores de valores, pero considerando la naturaleza o tipo de entidad y el propósito de la ley que la sometió al control de la Superintendencia. Para el debido control, la Superintendencia podrá determinar que las entidades informantes se inscriban en registros especiales fijando, por norma de carácter general, los requisitos para ello.”.


8) Modifícase el artículo 10, de la siguiente forma:


a) Reemplázase el actual inciso primero del artículo 10, por el siguiente:


“Artículo 10. Las entidades inscritas en el Registro de Valores quedarán sujetas a esta ley y a sus normas complementarias y deberán proporcionar información a la Superintendencia y al público en general con la periodicidad, publicidad y en la forma que la Superintendencia determine por norma de carácter general.”.


b) Agrégase en el inciso segundo, a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser punto seguido, lo siguiente:


“Será responsabilidad del directorio de cada entidad adoptar una política interna que contemple los procedimientos, normas de control interno y responsabilidades que aseguren dicha divulgación. La política respectiva, deberá ajustarse a la norma de carácter general que dicte la Superintendencia.”.


c) Modifícase el inciso cuarto, de la siguiente forma:


i) Elimínase la palabra “hábil”. 


ii) Intercálase entre la palabra “adopción” y el punto final (.), la frase “por los medios tecnológicos que habilite la Superintendencia”.

9) Reemplázanse en el inciso primero del artículo 11, las expresiones “entidades distintas a las sociedades anónimas, pero sujetas a la fiscalización de la Superintendencia de conformidad a la presente ley” por las expresiones “emisores de valores de oferta pública distintos de las sociedades anónimas”.


10) Modifícase el artículo 12, de la siguiente forma: 


a) Reemplázase el actual inciso primero, por el siguiente: 


“Las personas que directamente, o a través de otras personas naturales o jurídicas controlen o posean el 10% o más del capital suscrito de una sociedad anónima abierta, o que a causa de una adquisición de acciones lleguen a tener dicho porcentaje, así como los directores, liquidadores, ejecutivos principales, administradores y gerentes de dichas sociedades, deberán informar a la Superintendencia y a cada una de las bolsas de valores del país en que la sociedad tenga acciones registradas para su cotización, de toda adquisición o enajenación, directa o indirecta, que efectúen de acciones de esa sociedad o de contratos o valores cuyo precio o resultado dependa o esté condicionado, en todo o en parte significativa, a la variación o evolución del precio de dichas acciones, dentro del mismo día en que se ha efectuado la transacción o transacciones respectivas, por los medios tecnológicos que habilite la Superintendencia.”.


b) Agrégase el siguiente inciso tercero: 


“La Superintendencia determinará, mediante norma de carácter general, los medios a través de los cuales se deberá enviar la información que establece este artículo.”.


11) Reemplázanse en el artículo 13 las expresiones “las sociedades fiscalizadas” por las expresiones “los emisores”.

12) Modifícase el artículo 15, de la siguiente forma: 


a) Reemplázase la letra a), por la siguiente: 


“a) En el caso de acciones cuando el emisor no ha reunido los requisitos establecidos en la letra c) del inciso segundo del artículo 5° de la presente ley durante el curso de los 6 meses precedentes;”.


b) En la letra b), reemplázanse las expresiones “un emisor inscrito voluntariamente lo solicite” por las siguientes “los valores hubiesen sido inscritos voluntariamente y así lo solicite su emisor”.


13) Reemplázase el epígrafe del Título IV, por el siguiente:

“TITULO IV

DE LAS TRANSACCIONES SOBRE VALORES DE OFERTA PÚBLICA”.


14) Agréganse los siguientes artículos 16, 17, 18, 19 y 20: 





“Artículo 16. Los emisores de valores de oferta pública, deberán adoptar una política interna que establezca los procedimientos, normas de control interno y responsabilidades, conforme a las cuales los directores, gerentes, administradores y ejecutivos principales, así como las entidades controladas directa o indirectamente por ellos, podrán adquirir o enajenar, directa o indirectamente, valores de la sociedad o valores cuyo precio o resultado dependa o esté condicionado, en todo o en parte significativa, a la variación o evolución del precio de dichos valores.





Dicha política podrá imponer, entre otras, las siguientes limitaciones a las personas indicadas en el inciso anterior: 





a) Una prohibición total y permanente de efectuar cualquiera de las operaciones indicadas en el inciso anterior.




b) Una prohibición transitoria, por períodos definidos por el directorio en atención a las actividades, eventos o procesos de la entidad, durante el cual deberán abstenerse de realizar cualquiera de las operaciones indicadas en el inciso anterior.




c) Una prohibición permanente de adquirir y enajenar, o de enajenar y posteriormente adquirir, los valores indicados en el inciso anterior, si entre tales operaciones no hubiere transcurrido a lo menos un plazo determinado de días hábiles bursátiles. 





En los casos indicados en las letras anteriores, así como en los demás que pueda adoptar la política interna de cada entidad, se podrá establecer que la violación de la prohibición genere para el infractor, además de las responsabilidades funcionarias que correspondan, la obligación de pagar, a la entidad respectiva, una multa equivalente a un porcentaje de la operación o del monto total de la ganancia obtenida, o pérdida evitada, mediante las operaciones realizadas. La aplicación de esta multa no obstará a la aplicación de las sanciones legales que sean procedentes cuando además se haya infringido la ley.  





Será responsabilidad del directorio o administrador de cada entidad adoptar la política indicada en este artículo, la que, debidamente actualizada, deberá ser puesta en conocimiento del público en general, lo que podrá cumplirse mediante su publicación en el sitio en Internet de las entidades que cuenten con tales medios.





Artículo 17. Las personas indicadas en el artículo anterior deberán informar a cada una de las bolsas de valores del país en que el emisor tenga valores registrados para su cotización, su posición en valores del emisor y de las entidades del grupo empresarial de que dicho emisor forme parte, incluyendo aquellos que posean a través de entidades controladas por ellas, sea directa o indirectamente. Esta información deberá proporcionarse cuando las personas asuman su cargo o sean incorporadas al registro público indicado en el artículo 68, cuando abandonen el cargo o sean retiradas de dicho registro, así como cada vez que dicha posición se modifique en forma significativa. 





Artículo 18. Las personas indicadas en el artículo 16 deberán, además, informar mensualmente y en forma reservada, al directorio o administrador del emisor, su posición en valores de los principales proveedores, clientes y competidores del giro de la entidad, incluyendo aquellos valores que posean a través de entidades controladas, directa o indirectamente, por ellas. El directorio o administrador del emisor será responsable de elaborar y mantener debidamente actualizado, un listado reservado que identifique a dichos principales proveedores, clientes y competidores del giro de la entidad. 





Artículo 19. La Superintendencia, mediante norma de carácter general, podrá establecer contenidos y criterios mínimos a los cuales deberá ajustarse la política a que se refiere el artículo 16, definirá casos que puedan eximirse de su aplicación y normas que faciliten el cálculo y la aplicación de la multa indicada en el artículo 16.





Asimismo, la Superintendencia determinará, mediante norma de carácter general, los criterios mínimos y las excepciones que se deberán considerar en la preparación y presentación de la información contemplada en los artículos 17 y 18, la que también deberá ser puesta a disposición de la Superintendencia en la oportunidad y forma que ésta establezca.





Artículo 20. Las sociedades anónimas abiertas informarán a la Superintendencia y a las bolsas de valores en que se transen sus acciones, las transacciones de sus acciones que efectúen sus personas relacionadas, en la forma y con la periodicidad que determine la Superintendencia mediante norma de carácter general.”.


15) En la letra a) del artículo 23, intercálase entre la expresión “inscripción” y el punto seguido (.), la frase “, en la medida que se ajusten a las normas dictadas en conformidad con el artículo 44 letra e)” y agrégase la siguiente oración a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.): “El registro de las acciones en una bolsa de valores deberá solicitarse dentro de los 60 días siguientes a la fecha de la inscripción de dichas acciones en el Registro de Valores.”.



16) Modifícase el artículo 33, de la siguiente forma: 


a) Agrégase en el inciso primero, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), lo siguiente:


“Sin perjuicio de ello, los corredores de bolsa y agentes de valores deberán, además, definir, hacer pública y mantener debidamente actualizada, una política interna que regule los procedimientos, mecanismos de control y responsabilidades que les serán aplicables en el manejo de la información que obtuvieren de las decisiones de adquisición, aceptación o rechazo de ofertas específicas o venta de sus clientes, así como de cualquier estudio, análisis u otro antecedente que pueda incidir en la oferta o demanda de valores en cuya transacción participen. Esta política y sus modificaciones deberán ajustarse a la norma de carácter general que dicte la Superintendencia.”.

b) Modifícase el inciso segundo de la siguiente forma: 


i) Intercálase, entre las palabras “sujeto a” y “los reglamentos”, la expresión “su política interna y a”. 


ii) Intercálase, entre las palabras “respectiva” y “aprobados”, una coma (,).

17) Modifícase el artículo 54, de la siguiente forma: 


a) Intercálase en el inciso primero, entre las expresiones “toda persona” y “que, directa”, la frase “o grupo de personas con acuerdo de actuación conjunta”  y reemplázanse las expresiones “que haga oferta pública de sus acciones” por la expresión “abierta”.

b)  Modifícase el inciso segundo, de la siguiente forma: 


i) Intercálase, entre las palabras “nacional” y el punto seguido (.), la frase “y en el sitio en Internet de las entidades que pretendan obtener el control, de disponer de tales medios”.

ii) Reemplázase la palabra “iniciado” por la expresión “formalizado”. 


iii) Intercálase, entre las palabras “documentación” y “de esa”, la expresión “reservada”. 


18) Reemplázanse en el artículo 54 A,  las expresiones “que haga oferta pública de sus acciones” por la expresión “anónima abierta”.

19) Suprímese el párrafo segundo de la letra f) del artículo 59.


20) Suprímese el inciso final del artículo 60.


21) Sustitúyese el artículo 61 por los dos siguientes:



Artículo 61. El que con el objeto de inducir a error en el mercado de valores difunda información falsa o tendenciosa, aún cuando no persiga con ello obtener ventajas o beneficios para si o terceros, sufrirá la pena de presidio menor en sus grados mínimo a medio.



La pena señalada en el inciso precedente se aumentará en un grado, cuando la conducta descrita la realice el que en razón de su cargo, posición, actividad o relación, en una entidad fiscalizada por la Superintendencia, posea o tenga acceso a información privilegiada.



Artículo 61 bis. En los delitos contemplados en los artículos 59, 60 y 61, además de las penas allí previstas, se podrá imponer la pena accesoria de inhabilitación especial para el ejercicio de la profesión, si el autor ha actuado prevaleciéndose de su condición profesional; o la de inhabilitación especial de cinco a diez años para desempeñarse como gerente, director, liquidador o administrador a cualquier título de una sociedad o entidad sometida a fiscalización de la Superintendencia respectiva.


22) Modifícase el artículo 68, de la siguiente forma:


a) Modifícase el inciso primero, de la siguiente forma: 


i) Intercálase, entre la expresión “efecto,” y “dichas”, la frase “será responsabilidad del directorio de”.

ii) Reemplázase la expresión “dentro del plazo de tercero día hábil de ocurrido el hecho deberán comunicarle todo nombramiento, vacancia o reemplazo que se produzca respecto de esos cargos” por la frase “entregar a la Superintendencia el listado de personas que integrarán el registro público y dar aviso de cualquier modificación que le afecte dentro del plazo de tercero día hábil de ocurrido el hecho”. 


b) Modifícase el inciso segundo, de la siguiente forma: 


i) Intercálase, entre la expresión “persona” y la expresión “que”, la expresión “natural”.

ii) Reemplázase, la frase “facultades relevantes de representación o decisión en la sociedad en materias propias del giro, independientemente de la denominación que se les otorgue” por la oración “la capacidad de planificar, dirigir o controlar la conducción superior de los negocios o la política estratégica de la entidad, ya sea por sí solo o junto con otros. En el desempeño de las actividades precedentemente señaladas no se atenderá a la calidad, forma o modalidad laboral o contractual bajo la cual el ejecutivo principal esté relacionado a la entidad, ni al título o denominación de su cargo o trabajo”.

23) Modifícase la letra a), del artículo 96 de la siguiente forma: 


a) Sustitúyese la conjunción “y” por una coma (,). 


b) Intercálase, entre la palabra “controlador” y el punto y coma (;), la expresión “y los miembros del grupo controlador”. 


24) Modifícase la letra c), del artículo 100 de la siguiente forma: 


a) Intercálase, entre las palabras “administradores” y “o liquidadores”, la expresión “, ejecutivos principales”. 


b) Intercálase, entre la expresión “afinidad,” y la conjunción “y”, la frase “así como toda entidad controlada, directa o indirectamente, por cualquiera de ellos,”.

25) Modifícase el artículo 101, de la siguiente forma: 


a) Suprímese el inciso segundo, pasando el actual inciso tercero, a ser inciso segundo. 


b) Reemplázanse en el actual inciso tercero, que ha pasado a ser inciso segundo, las expresiones “los incisos precedentes” por las expresiones “el inciso precedente”.


26) Modifícase el inciso segundo del artículo 164, de la siguiente forma: 


a) Sustitúyese la palabra “operaciones”, por la expresión “decisiones”. 


b) Intercálase, entre las palabras “adquisición” y “o enajenación” las expresiones “, aceptación o rechazo de ofertas específicas”.

c) Intercálase, entre las palabras “institucional” y “en el” la frase “o controlador de una sociedad”. 


27) Modifícase el artículo 165, de la siguiente forma: 


a) Sustitúyese el inciso primero del artículo 165 por el siguiente:



“Cualquiera persona que de conformidad a lo dispuesto en el artículo 166, o que en razón de su cargo, posición, actividad o relación con el respectivo emisor de valores o con las personas señaladas en el artículo siguiente, posea o tenga acceso a información privilegiada, deberá guardar estricta reserva y no podrá utilizarla en beneficio propio o ajeno, ni adquirir o enajenar, para sí o para terceros, directa o indirectamente, los valores sobre los cuales posea información privilegiada.”.


b) Modifícase el inciso tercero, de la siguiente forma: 


i) Reemplázase la expresión “tengan” por la palabra “posean”. 


ii) Reemplázase la expresión “corredor”, por la frase “intermediario, y la operación se ajuste a su política interna, establecida de conformidad al artículo 33”.

28) Reemplázase el artículo 166 por el siguiente:



“Artículo 166. Se presume que poseen información privilegiada las siguientes personas:





a) Los directores, gerentes, administradores, ejecutivos principales y liquidadores del emisor o del inversionista institucional, en su caso, así como las entidades controladas, directa o indirectamente, por ellos;





b) Las personas indicadas en la letra a) precedente, que se desempeñen en el controlador del emisor o del inversionista institucional, en su caso;





c) Las personas controladoras o sus representantes, que realicen operaciones o negociaciones tendientes a la enajenación del control, y 





d) Los directores, gerentes, administradores, apoderados, ejecutivos principales, asesores financieros u operadores de intermediarios de valores, respecto de la información del inciso segundo del artículo 164 y de aquella relativa a la colocación de valores que les hubiere sido encomendada.





También se presume que tienen información privilegiada, en la medida que puedan tener acceso directo al hecho objeto de la información, las siguientes personas: 




a) Los ejecutivos principales y dependientes de las empresas de auditoría externa del emisor o del inversionista institucional, en su caso;





b) Los socios, gerentes administradores y ejecutivos principales y miembros de los consejos de clasificación de las sociedades clasificadoras de riesgo, que clasifiquen valores del emisor o a este último;





c) Los dependientes que trabajen bajo la dirección o supervisión directa de los directores, gerentes, administradores, ejecutivos principales  o liquidadores del emisor o del inversionista institucional, en su caso;





d) Las personas que presten servicios de asesorías permanente o temporal al emisor o inversionista institucional, en su caso, en la medida que la naturaleza de sus servicios les pueda permitir acceso a dicha información;





e) Los funcionarios públicos dependientes de las instituciones que fiscalicen a emisores de valores de oferta pública o a fondos autorizados por ley, y 





f) Los cónyuges o convivientes de las personas señaladas en la letra a) del inciso primero, así como cualquier persona que habite en su mismo domicilio.”.

29) Sustitúyese el artículo 167 por el siguiente:



“Artículo 167. Las personas que en razón de su cargo o posición, posean, hayan tenido o tengan acceso a información privilegiada, obtenida directamente del emisor o inversionista institucional, en su caso, o a través de las personas indicadas en el artículo anterior, estarán obligadas a dar cumplimiento a las normas de este Título aunque hayan cesado en la relación o posición respectiva.”. 


30) Intercálase en el inciso primero del artículo 168, entre las palabras “gerentes” y “u operadores”, así como entre las expresiones “gerentes” y “o liquidadores”, la expresión “, ejecutivos principales”. 


31) Intercálase en el último inciso del artículo 169, entre las palabras “apoderados,” y “asesores”, la expresión “ejecutivos principales,”.

32) Intercálase en el inciso primero del artículo 170, entre las palabras “Título” y “, como también”, la expresión “y de lo dispuesto en el inciso primero del artículo 33”.

33) Intercálase en el inciso primero del artículo 171, entre las palabras “valores” y “que”, las expresiones “de oferta pública” y elimínanse las expresiones “y los valores de las instituciones y entidades a que se refieren los incisos segundo, tercero y cuarto del artículo 3° de esta ley”.

34) Intercálanse en el artículo 179, los siguientes  incisos tercero y cuarto, pasando los actuales incisos tercero y cuarto a ser incisos quinto y sexto: 



“Las personas antes indicadas podrán ejercer el derecho a voto de los valores bajo su custodia, pero solamente cuando hayan recibido instrucciones expresas en que se identifique claramente la forma en que el dueño desea que sean votados y tal voto se realice de viva voz, dejando constancia de ello en el acta. Para ello, podrán dividir su voto incluso en situaciones distintas de las elecciones de directores y deberán indicar expresamente al votar cada una de las materias sometidas a consideración de los inversionistas, el número total de acciones propias por las que votan y el número total de acciones por cuenta de terceros que votan a favor, en contra o respecto de las que no recibieron instrucciones. Las instrucciones de los dueños deberán constar en un registro reservado, que contendrá la información y deberá conservarse por el tiempo que la Superintendencia determine mediante norma de carácter general.





Los valores que no puedan ser votados conforme a lo dispuesto en el inciso anterior se considerarán, no obstante, en el cálculo del quórum de asistencia en el caso de entidades que no hayan adoptado mecanismos de votación a distancia autorizados por la Superintendencia.”.


35) Modifícase el artículo 198, de la siguiente forma:


a) Reemplázanse, en el inciso primero, las expresiones “que hagan oferta pública de sus acciones” por la expresión “abiertas”.




b) Reemplázanse, en el inciso segundo, las expresiones “que hagan oferta pública de sus acciones” por la expresión “abiertas”.


36) Modifícase el artículo 199, de la siguiente forma: 


a) Reemplázanse, en el inciso primero, las expresiones “que haga oferta pública de las mismas” por la expresión “anónima abierta”.


b) En la letra a), intercálase entre las palabras “persona” y “tomar”, la frase “o grupo de personas con acuerdo de actuación conjunta”.

c) En la letra b), reemplázase la expresión “69 ter de la ley N°18.046” por las palabras “199 bis”. 


d) En la letra c), intercálase entre las palabras “persona” y “pretende”, la expresión “o grupo de personas con acuerdo de actuación conjunta” y reemplázanse las expresiones “que haga oferta pública de sus acciones” por la expresión “sociedad anónima abierta”.

37) Agrégase el siguiente artículo 199 bis:


“Artículo 199 bis. Si como consecuencia de cualquier adquisición, una persona o grupo de personas con acuerdo de actuación conjunta alcanza o supera los dos tercios de las acciones emitidas con derecho a voto de una sociedad anónima abierta, deberá realizar una oferta pública de adquisición por las acciones restantes, dentro del plazo de 30 días, contado desde la fecha de aquella adquisición. 


Dicha oferta deberá hacerse a un precio no inferior al que correspondería en caso de existir derecho a retiro.


De no efectuarse la oferta en el plazo señalado y sin perjuicio de las sanciones aplicables al incumplimiento, nacerá para el resto de los accionistas el derecho a retiro en los términos del artículo 69 de la ley Nº 18.046. En este caso, se tomará como fecha de referencia para calcular el valor a pagar, el día siguiente al vencimiento del plazo indicado en el inciso primero.


No regirá la obligación establecida en el inciso primero, cuando se alcance el porcentaje ahí referido como consecuencia de una reducción de pleno derecho del capital, por no haber sido totalmente suscrito y pagado un aumento dentro del plazo legal, o a causa de una oferta pública de adquisición de acciones válidamente efectuada por la totalidad de las acciones de la sociedad. Tampoco será aplicable en los casos en que el referido porcentaje se alcance a consecuencia de las operaciones indicadas en el inciso segundo del artículo 199.”. 


38) Sustitúyese en el inciso primero del artículo 201, la frase “las hubieren vendido” por la frase “le hubieren vendido antes o en la oferta”. 


39) Intercálase, en el inciso primero del artículo 203, entre la palabra “sociedades” y la expresión “que” las expresiones “anónimas abiertas” y suprímense las expresiones “y que hagan oferta pública de sus acciones”.


40) Intercálase en el inciso primero del artículo 205, entre las palabras “30 días” y el punto final (.) la frase “, sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 206. Tanto el primero como el último día del plazo comenzarán y terminarán, respectivamente, a la apertura y cierre del mercado bursátil en que se encuentren registrados los valores de la oferta”.

41) Intercálase en el inciso segundo del artículo 206, entre las palabras “inicial” y el punto seguido (.) la frase “y tengan, al momento de ser publicadas, la misma fecha de vencimiento de la oferta con que compiten”. 


42) Sustitúyese, en el artículo 217, la frase “Las sociedades anónimas que hagan oferta pública de sus valores estarán autorizadas” por la frase “Los emisores de valores de oferta pública estarán autorizados”.


43) Incorpórase el siguiente Título XXVIII, a continuación del artículo 238:


“TÍTULO XXVIII

DE LAS EMPRESAS DE AUDITORÍA EXTERNA


Artículo 239. Para los efectos de esta ley, las empresas de auditoría externa son sociedades que, dirigidas por sus socios, prestan principalmente los siguientes servicios a sociedades anónimas abiertas y otras entidades regidas por esta ley:

a) Examinan, a base de pruebas, las evidencias que respaldan los importes y las informaciones contenidas en la contabilidad y los estados financieros de las entidades; 


b) Evalúan los principios de contabilidad utilizados y la consistencia de su aplicación con los estándares relevantes, así como las estimaciones significativas hechas por la administración, y


c) Informan sus conclusiones respecto de la presentación general de la contabilidad y los estados financieros, indicando con un razonable grado de seguridad, si ellos están exentos de errores significativos y cumplen con los estándares relevantes en forma cabal, consistente y confiable. 


Las referencias hechas en esta u otras leyes a auditores externos inscritos en el registro de la Superintendencia o a expresiones similares, deberán entenderse efectuadas a las empresas de auditoría externa que se encuentren inscritas en el Registro de Empresas de Auditoría Externa que llevará la Superintendencia de conformidad con el presente Título, en adelante el “Registro”.


Toda empresa de auditoría externa podrá prestar sus servicios a los emisores de valores y a las sociedades anónimas abiertas y especiales, siempre que ella, los socios que suscriban los informes de auditoría, los encargados de dirigir la auditoría y todos los miembros del equipo de auditoría, tengan independencia de juicio respecto de la entidad auditada y cumplan con las disposiciones de este título.


Artículo 240. Las empresas de auditoría externa quedarán sometidas a la fiscalización de la Superintendencia en lo referido a los servicios de auditoría externa, los que sólo podrán prestar cuando se encuentren inscritas en el Registro.


La Superintendencia deberá efectuar la inscripción en el Registro una vez que la empresa de auditoría externa acredite el cumplimiento de los requisitos legales y de reglamentación interna.


Las empresas de auditoría externa, al solicitar su inscripción en el Registro, deberán acompañar copia de su reglamento interno, en el que se establecerá, a lo menos, las siguientes materias relativas a la actividad de la empresa: (i) las políticas de procedimiento, control y análisis de auditoría; (ii) las políticas de confidencialidad, manejo de información privilegiada y solución de conflictos de intereses, y (iii) las políticas de independencia de juicio e idoneidad técnica del personal encargado de la dirección y ejecución de la auditoría externa. La Superintendencia, mediante norma de carácter general, podrá normar los contenidos esenciales de dichas políticas, los estándares mínimos de idoneidad técnica y sus formas de acreditación.


La inscripción a que se refieren los incisos anteriores podrá ser cancelada o suspendida hasta por el plazo de un año, cuando la Superintendencia así lo resuelva, mediante resolución fundada y previa audiencia de la empresa de auditoría externa afectada, por haber incurrido ésta en algunas de las siguientes causales:


a)  Dejar de cumplir con alguno de los requisitos necesarios para la inscripción. La Superintendencia, en casos calificados, podrá otorgar al interesado un plazo para subsanar el incumplimiento, el que en ningún caso podrá exceder de 120 días;


b) Incurrir en infracciones graves o reiteradas a las obligaciones que le imponen esta ley, sus normas complementarias u otras disposiciones que los rijan;


c)  Incurrir en forma culposa o dolosa en transacciones incompatibles con las sanas prácticas de los mercados de valores;


d) Dejar de desempeñar la función de auditoría externa, en los términos señalados en el artículo 239 de esta ley, por más de un año;


e) Incumplir obligaciones resultantes de auditorías relacionadas con transacciones de valores de emisores auditados por ellos, y


f) Encontrarse un socio en alguna de las situaciones señaladas en el artículo 241 y mantenerse en ella por más de noventa días.


Artículo 241. No podrán ser socios de una empresa de auditoría:


a) Quienes sean funcionarios o trabajadores bajo contrato de trabajo o a honorarios del Banco Central de Chile, de la Superintendencia y de las Superintendencias de Bancos e Instituciones Financieras y de Administradoras de Fondos de Pensiones, así como quienes se encuentren afectos a las inhabilidades y prohibiciones establecidas en los artículos 35 y 36 de la ley Nº 18.046, exceptuando las labores docentes o académicas que puedan quedar incluidas en el N° 4 del citado artículo 35;


b) Quien haya sido sancionado grave o reiteradamente por la Superintendencia de conformidad al decreto ley Nº 3.538, de 1980, o al decreto con fuerza de ley Nº 251, del año 1931, del Ministerio de Hacienda; o condenado de conformidad a los artículos 59 a 61 de esta ley o al artículo 134 de la ley Nº 18.046; 


c) Quien haya sido sancionado grave o reiteradamente por la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras o por la Superintendencia de Pensiones;


d) Quien, al tiempo de ejecutarse los hechos, fuera controlador o administrador de una persona jurídica sancionada de conformidad a las normas citadas en las letras b) y c) precedentes, y 


e) Los administradores de bancos e instituciones financieras, bolsas de valores, intermediarios de valores o de cualquier inversionista institucional y las personas que, directamente o a través de otras personas naturales o jurídicas, posean el 5% o más de su capital.


Artículo 242. Las empresas de auditoría externa podrán desarrollar actividades distintas de las señaladas en el artículo 239, siempre que no comprometan su idoneidad técnica o independencia de juicio en la prestación de los servicios de auditoría externa, y previo cumplimiento de su reglamento interno. 


Con todo, las empresas de auditoría externa no podrán prestar simultáneamente y respecto de una misma entidad de las indicadas en el inciso final del artículo 239, servicios de auditoría externa y cualquiera de los servicios indicados a continuación:


a) Auditoría interna;


b) Desarrollo o implementación de sistemas contables y de presentación de estados financieros;


c) Teneduría de libros;


d) Tasaciones, valorizaciones y servicios actuariales que impliquen el cálculo, estimación o análisis de hechos o factores de incidencia económica que sirvan para la determinación de montos de reservas, activos u obligaciones y que conlleven un registro contable en los estados financieros de la entidad auditada;


e) Asesoría para la colocación o intermediación de valores y agencia financiera. Para estos efectos, no se entenderán como asesoría aquellos servicios prestados por exigencia legal o regulatoria en relación con la información exigida para casos de oferta pública de valores;


f) Asesoría en la contratación y administración de personal y recursos humanos, y


g) Patrocinio o representación de la entidad auditada en cualquier tipo de gestión administrativa o procedimiento judicial y arbitral, excepto en juicios tributarios o aduaneros, cuando la primera instancia jurisdiccional se tramite ante el Servicio de Impuestos Internos o el Servicio de Aduanas, y siempre que la cuantía del conjunto de dichos procedimientos no exceda del 5 por ciento del patrimonio contable de la entidad auditada. Las personas que presten tales servicios no podrán intervenir en la auditoría externa de la entidad auditada. Con todo, lo dispuesto en este literal no impedirá que la empresa de auditoría externa pueda declarar en juicio y proveer explicaciones relativas a materias de hecho, correspondientes a los servicios prestados a la entidad, los criterios utilizados o a la manera en que llegó a sus conclusiones.


En las sociedades anónimas abiertas, solamente cuando así lo acuerde el directorio, previo informe del comité de directores, de haberlo, se permitirá la contratación de la empresa de auditoría externa para la prestación de servicios que, no estando incluidos en el listado anterior, no formen parte de la auditoría externa.



Artículo 243. Se presume que carecen de independencia de juicio respecto de una sociedad auditada, las siguientes personas naturales que participen de la auditoría externa:


a) Las relacionadas con la entidad auditada en los términos establecidos en el artículo 100;


b) Las que tengan algún vínculo de subordinación o dependencia, o quienes presten servicios a la entidad auditada o a cualquier otra de su grupo empresarial;


c) Las que posean valores emitidos por la entidad auditada o por cualquier otra entidad de su grupo empresarial o valores cuyo precio o resultado dependa o esté condicionado, en todo o en parte significativa, a la variación o evolución del precio de dichos valores. Se considerará para los efectos de esta letra, los valores que posea el cónyuge y también las promesas, opciones y los que haya recibido éste en garantía;


d) Los trabajadores de un intermediario de valores con contrato vigente de colocación de títulos de la entidad auditada y las personas relacionadas de aquél; 


e) Las que tengan o hayan tenido durante los últimos doce meses una relación laboral o relación de negocios significativa con la entidad auditada o con alguna de las entidades de su grupo empresarial, distinta de la auditoría externa misma o de las otras actividades realizadas por la empresa de auditoría externa de conformidad con la presente ley, y


f) Los socios de la empresa de auditoría externa, cuando conduzcan la auditoría de la entidad por un período que exceda de 5 años consecutivos.


Artículo 244. Se entenderá que una empresa de auditoría externa no tiene independencia de juicio respecto de una entidad auditada en los siguientes casos:


a) Si tiene, directamente o a través de otras personas naturales o jurídicas, una significativa relación contractual o crediticia, activa o pasiva, con la entidad auditada o con alguna de las entidades de su grupo empresarial, distinta de la auditoría externa propiamente tal o de las demás actividades permitidas de conformidad al artículo 242;


b) Si, en forma directa o a través de otras entidades, posee valores emitidos por la entidad auditada o por cualquier otra entidad de su grupo empresarial, o


c) Si 25% o más de sus ingresos operacionales anuales, sumados a los de sus filiales y matrices, provienen del mismo grupo empresarial al que pertenece la entidad auditada. Esta causal de falta de independencia será aplicable solamente respecto de una entidad de las indicadas en el inciso final del artículo 239 y a contar del tercer año de inscrita la empresa de auditoría externa en el Registro.


Artículo 245. En el evento que exista o sobrevenga una causal de falta de independencia de juicio de las que se describen en los artículos precedentes, la empresa de auditoría externa deberá informar de ello al directorio o al órgano de administración de la entidad auditada y no podrá prestar o continuar prestando sus servicios de auditoría externa, salvo en las siguientes circunstancias:


a) En los casos del artículo 243, cuando las personas afectadas sean separadas del equipo de auditoría y se apliquen medidas correctivas que aseguren el reestablecimiento de la independencia de juicio respecto de la sociedad auditada, o


b) En caso que sobrevenga alguna de las causales relativas a falta de independencia del artículo 244, la empresa de auditoría externa podrá seguir prestando los servicios contratados para el ejercicio en curso.


Artículo 246. A las empresas de auditoría externa les corresponde especialmente examinar y expresar su opinión profesional e independiente sobre la contabilidad, inventario, balance y otros estados financieros conforme a las Normas de Auditoría de General Aceptación y las instrucciones que imparta la Superintendencia, en su caso. Adicionalmente a lo señalado en el artículo 239, las empresas de auditoría externa deberán:


a) Señalar a la administración de la entidad auditada y al comité de directores, en su caso, las deficiencias que se detecten dentro del desarrollo de la auditoría externa en la adopción y mantenimiento de prácticas contables, sistemas administrativos y de auditoría interna, identificar las discrepancias entre los criterios contables aplicados en los estados financieros y los criterios relevantes aplicados generalmente en la industria en que dicha entidad desarrolla su actividad, así como, en el cumplimiento de las obligaciones tributarias de la sociedad y la de sus filiales incluidas en la respectiva auditoría;


b) Comunicar a los organismos supervisores pertinentes, cualquier deficiencia grave a que se refiere el literal anterior y que, a juicio de la empresa auditora, no haya sido solucionada oportunamente por la administración de la entidad auditada, en cuanto pueda afectar la adecuada presentación de la posición financiera o de los resultados de las operaciones de la entidad auditada, y


c) Informar a la entidad auditada, dentro de los dos primeros meses de cada año, si los ingresos obtenidos de ella, por si sola o junto a las demás entidades del grupo al que ella pertenece, cualquiera sea el concepto por el cual se hayan recibido tales ingresos, e incluyendo en dicho cálculo aquellos obtenidos a través de sus filiales y matriz, superan el 10% del total de ingresos operacionales de la empresa de auditoría externa correspondientes al año anterior.


Artículo 247. Sólo para los fines de la auditoría externa, la entidad auditada deberá poner a disposición de la empresa de auditoría externa toda la información necesaria para efectuar dicho servicio, incluyendo todos los libros, registros, documentos y antecedentes de la entidad y de sus filiales, en su caso. 


En caso que la información puesta a su disposición sea confidencial o sujeta a reserva, la empresa de auditoría externa deberá mantenerla en secreto y será responsable de la revelación o utilización impropia que sus dependientes hagan respecto de ella.


Artículo 248. Toda opinión, certificación, informe o dictamen de la empresa de auditoría externa deberá fundarse en técnicas y procedimientos de auditoría que otorguen un grado razonable de confiabilidad, proporcionen elementos de juicio suficientes, y su contenido sea veraz, completo y objetivo. 


La empresa de auditoría externa deberá mantener, por a lo menos seis años contados desde la fecha de la emisión de tales opiniones, certificaciones, informes o dictámenes, todos los antecedentes que le sirvieron de base para su elaboración. La Superintendencia, mediante una norma de carácter general, podrá establecer medios y condiciones de archivo y custodia de tales antecedentes. En ningún caso podrán destruirse los documentos que digan relación directa o indirecta con alguna controversia o litigio pendiente.


El informe de auditoría externa de las entidades domiciliadas en Chile deberá ser suscrito a lo menos por el socio con domicilio y residencia en Chile que condujo la auditoría. Cuando sean citados, cualquiera que haya firmado los informes de auditoría deberá concurrir a las juntas de accionistas para responder las consultas que se le formulen respecto de su informe y respecto de las actividades, procedimientos, constataciones, recomendaciones y conclusiones, que sean pertinentes. La Superintendencia podrá autorizar mecanismos que permitan cumplir la obligación antedicha por medios de comunicación que garanticen la fidelidad y simultaneidad de sus opiniones.  


Artículo 249. Las empresas de auditoría externa, en la prestación de sus servicios de auditoría externa, y las personas que en su nombre participen en dicha auditoría, responderán hasta de la culpa leve por los perjuicios que causaren.”.


ARTÍCULO 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 18.046, Ley de Sociedades Anónimas:


1) Sustitúyese el artículo 2°, por el siguiente:



“Artículo 2°. Las sociedades anónimas pueden ser de tres clases: abiertas, especiales o cerradas.


Son sociedades anónimas abiertas aquéllas que inscriban voluntariamente o por obligación legal sus acciones en el Registro de Valores. 


Son sociedades anónimas especiales las indicadas en el Título XIII de esta ley.


Son sociedades anónimas cerradas las que no califican como abiertas o especiales.


Las sociedades anónimas abiertas y las sociedades anónimas especiales, quedarán sometidas a la fiscalización de la Superintendencia de Valores y Seguros, en adelante la Superintendencia, o de otra Superintendencia que determine la ley.


Las sociedades anónimas que dejen de cumplir las condiciones para estar obligadas a inscribir sus acciones en el Registro de Valores, continuarán afectas a las normas que las rigen, mientras la junta extraordinaria de accionistas no acordare lo contrario por los dos tercios de las acciones con derecho a voto. En este caso, el accionista ausente o disidente tendrá derecho a retiro.


Cada vez que las leyes establezcan como requisito que una sociedad se someta a las normas de las sociedades anónimas abiertas o que dichas normas le sean aplicables, o se haga referencia a las sociedades sometidas a la fiscalización, al control o a la vigilancia de la Superintendencia, o se empleen otras expresiones análogas, se entenderá, salvo mención expresa en contrario, que la remisión es a las entidades informantes referidas en el artículo 7° de la Ley de Mercado de Valores y a las normas aplicables a las sociedades anónimas abiertas relativas exclusivamente a las obligaciones de información y publicidad para con los accionistas, la Superintendencia y el público en general. En todo lo demás, se regirán por las disposiciones de las sociedades anónimas cerradas o especiales, según corresponda. Salvo que fueren emisores de valores de oferta pública, las entidades informantes antes referidas no tendrán la obligación de inscribirse en el Registro de Valores.


Las disposiciones de la presente ley primarán sobre las de los estatutos de las sociedades que dejen de ser cerradas, por haber cumplido con algunos de los requisitos establecidos en el inciso segundo del presente artículo. Lo anterior es sin perjuicio de la obligación de estas sociedades de adecuar sus estatutos a las normas de la presente ley, conjuntamente con la primera modificación que en ellos se introduzca.”.

2) Elimínase en el inciso segundo, del artículo 3°, la expresión “generales”.


3) Modifícase el artículo 4°, de la siguiente forma:


a) Elimínase en el número 1), la expresión “, profesión”.

b) Reemplázase en el número 5), la expresión “privilegios” por la expresión “preferencias”.

c) Intercálase, en el número 7), entre la expresión “accionistas” y el punto y coma (;), las siguientes expresiones: “. Si nada se dijere, se entenderá que el ejercicio se cierra al 31 de diciembre y que la junta ordinaria de accionistas debe celebrarse en el primer cuatrimestre de cada año”.

4) Elimínase en el número 1), del artículo 5°, la expresión “, profesión” y en el número 3) del mismo artículo, reemplázase la expresión “privilegios” por la expresión “preferencias”.


5) Elimínase en el inciso segundo del artículo 5° A, la expresión “general”.


6) Modifícase el artículo 7°, de la siguiente forma:


a) Intercálase en el primer inciso, entre las palabras “sucursales” y “a disposición”, la expresión “, así como en su sitio en Internet, en el caso de las sociedades anónimas que dispongan de tales medios,”.


b) Intercálase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser inciso tercero:


“Es de responsabilidad del directorio la custodia de los libros y registros sociales, así como que éstos sean llevados con la vigencia y regularidad exigida por la ley y sus normas complementarias. El directorio podrá delegar esta función, de lo que deberá dejarse constancia en actas.”.


c) Reemplázase, en el que ha pasado a ser inciso tercero, la expresión “el inciso precedente” por la expresión “el inciso primero”. 


7) Modifícase el artículo 12, de la siguiente forma:


a) Intercálase en el tercer inciso, entre las palabras “sociedades” y “abiertas”, la expresión “anónimas”.





b) Sustitúyese en el inciso final, las expresiones “sometidas a su control” por las expresiones “anónimas abiertas”.

8) Modifícase el artículo 14, de la siguiente forma:


a) Sustitúyese el inciso primero por el siguiente:



“Solamente en las sociedades anónimas cerradas, los estatutos podrán estipular disposiciones que limiten la libre disposición de las acciones.”.





b) Sustitúyese en el inciso segundo, las expresiones “se tendrán por no escritos” por las expresiones “serán inoponibles a la sociedad y a terceros”.

9) Modifícase el artículo 16, de la siguiente forma: 


a) Intercálase el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando el actual inciso tercero a ser inciso cuarto: 


“Los pagos parciales del saldo insoluto de las acciones suscritas y no pagadas, se abonarán a las respectivas acciones impagas de acuerdo a su antigüedad de emisión, de una en una, hasta completar el pago de la totalidad de ellas.”.


b) Intercálase, en el actual inciso tercero que ha pasado a ser inciso cuarto, entre las palabras “pagado” y “gozarán”, la expresión “no tendrán derecho a voto, pero”.


10) Modifícase el artículo 20, de la siguiente forma: 


a) En el inciso segundo, sustitúyense las expresiones “que hagan oferta pública de sus acciones” por la palabra “abiertas”.





b) En el inciso segundo, elimínase la expresión “o privilegios”.

11) Modifícase el artículo 24, de la siguiente forma: 


a) Sustitúyese la oración final del inciso primero, por la siguiente: “Vencido el plazo establecido por la junta de accionistas sin que se haya enterado el aumento de capital, el directorio podrá optar porque éste quede reducido a la cantidad efectivamente pagada o continuar con los procedimientos de cobro del saldo insoluto de las acciones suscritas y no pagadas.”.

b) Modifícase el inciso tercero, de la siguiente forma: 


i) Elimínase la palabra “abierta”. 


ii) Agrégase, al final, después del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: “Las acciones destinadas a los planes de compensación mencionados sólo podrán ser ofrecidas a los trabajadores a prorrata de la cantidad de acciones del respectivo aumento de capital, en la parte no reservada para tales fines,  que sean efectivamente suscritas y pagadas.”. 


iii) Suprímese el actual inciso cuarto.


12) Modifícase el inciso segundo del artículo 26, de la siguiente forma:


a) Reemplázase la expresión “nominal si lo tuvieren,” por la oración “que resulte de dividir el capital a enterar por el número de acciones a emitir,”.

b) Reemplázase la expresión “pérdida en los resultados sociales” por las expresiones “una disminución del capital a enterar. Vencido el plazo para el entero del aumento de capital, el mayor valor aumentará de pleno derecho el capital de la sociedad”.


13) Reemplázase en el inciso segundo del artículo 27 A, la expresión “tres” por la palabra “cinco”.


14) Modifícase el artículo 27 C, de la siguiente forma: 


a) Modifícase el inciso segundo, de la siguiente forma:


i) Reemplázase la frase “se trate de cumplir un programa o plan de compensación a trabajadores de la sociedad, o respecto de la venta de una cantidad de acciones que” por la oración “la cantidad total de acciones a ser vendidas”.

ii) Elimínase la frase “en ambos casos se”.


b) Agrégase el siguiente inciso final, nuevo: 


“El plazo previsto en el inciso primero será de 5 años cuando las acciones se hayan adquirido para cumplir un programa o plan de compensación a trabajadores de la sociedad aprobado por la junta de accionistas, caso en el cual tampoco será obligatoria la oferta preferente a los accionistas.”.


15) Modifícase el artículo 28, de la siguiente forma: 


a) Reemplázase en el inciso primero, la expresión “treinta” por el guarismo “15”. 


b) Intercálase en el inciso segundo, entre las palabras “nacional” y “, en el que”, la frase “y en el sitio en Internet de las sociedades anónimas abiertas que dispongan de tales medios”.


16) Reemplázase en el artículo 29, la expresión “73” por “76”.


17) Intercálase en el último inciso del artículo 31, entre las palabras “debiere” y “constituir”, la expresión “designar los directores independientes y”.


18) Agrégase en el inciso final del artículo 32, después del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: 


“En el caso que la referida vacancia corresponda a uno de los directores independientes a que se refiere el artículo 50 bis y su suplente, en su caso, el directorio deberá citar a junta de accionistas para proceder a la renovación total del directorio dentro del plazo máximo de sesenta días contados desde la vacancia.”.


19) Modifícase el artículo 36, de la siguiente forma:


a) En el número 1), reemplázase la expresión “y diputados”, por la expresión “, diputados y alcaldes”.

b) En el número 2), reemplázase las expresiones “y subsecretarios de Estado”, por las expresiones “de Estado, subsecretarios, intendentes, gobernadores, secretarios regionales ministeriales y embajadores”.

c)  Reemplázanse los números 3) y 4), por los siguientes:


“3) Los funcionarios de las Superintendencias que supervisen a la sociedad respectiva o sobre una o más de las sociedades a que el grupo pertenece, y


4)  Los corredores de bolsa y los agentes de valores, así como sus directores, gerentes, ejecutivos principales y administradores. Esta restricción no se aplicará en las bolsas de valores.”.


20) Reemplázase el inciso segundo del artículo 37, por el siguiente: 


“El director que adquiera una calidad que lo inhabilite para desempeñar dicho cargo o que incurriere en incapacidad legal sobreviniente, cesará automáticamente en él. De igual forma cesará en su cargo aquel director que notifique su renuncia indeclinable, mediante ministro de fe, al presidente del directorio.”.


21) Agrégase al artículo 39, el siguiente inciso final, nuevo: 


“No obstante lo dispuesto en el inciso primero, en las sociedades anónimas cerradas el directorio podrá también actuar válidamente a través de acuerdos adoptados fuera de sesiones, los que deberán constar en escrituras públicas firmadas por todos sus miembros titulares. Para ser oponibles respecto de terceros, deberá dejarse constancia de estas escrituras en el libro de actas del directorio, bajo la responsabilidad del presidente, o de quien haga sus veces, y del secretario del directorio, quienes deberán velar por el respeto de lo establecido en el artículo 92.”.


22) Modifícase el artículo 40, de la siguiente forma: 


a) Elimínase en el inciso primero, la palabra “general”. 


b) Intercálase en el inciso segundo, entre las palabras “en los” y “gerentes”, la expresión “ejecutivos principales,”.


23) En el artículo 41 inciso tercero, elimínase la palabra “general” la primera vez que aparece. 


24) Modifícase el artículo 42, de la siguiente forma: 


a) Elimínase en el número 1), la expresión “, sino sus propios intereses o los de terceros relacionados”;


b) Modifícase el número 2), de la siguiente forma:


i) Intercálase, entre las palabras “de los” y “ejecutivos”, la expresión “gerentes, administradores o”.

ii) Intercálase, entre las palabras “ejecutivos” y “en la”, la expresión “principales”.


c) Modifícase el número 3) de la siguiente forma: 


i) Reemplázase la expresión “ejecutivos y dependientes” por la frase “administradores, ejecutivos principales y dependientes,”. 


ii) Intercálase, entre las palabras “auditores” y “, a rendir”, la expresión “externos y a las clasificadoras de riesgo”.


25) Agrégase en el inciso final del artículo 43, después del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración: 


“En el caso de las sociedades anónimas abiertas, esta divulgación se hará de acuerdo al artículo 10 de la ley Nº 18.045.”.


26) Reemplázase el artículo 44, por el siguiente: 


“Artículo 44. A menos que los estatutos establezcan algo distinto, una sociedad anónima cerrada sólo podrá celebrar actos o contratos que involucren montos relevantes en los que uno o más directores tengan interés por sí o como representantes de otra persona, cuando dichas operaciones sean conocidas y aprobadas previamente por el directorio y se ajusten a condiciones de equidad similares a las que habitualmente prevalecen en el mercado.


El directorio deberá pronunciarse con la abstención del director con interés. En el acta de la sesión de directorio correspondiente, deberá dejarse constancia de las deliberaciones para aprobar los términos y condiciones  de los respectivos actos o contratos, y tales acuerdos serán informados en la próxima junta de accionistas por el que la presida, debiendo hacerse mención de esta materia en su citación.
Se presume de derecho que existe interés de un director en toda negociación, acto, contrato u operación en la que deba intervenir en cualquiera de las siguientes situaciones: (i) él mismo, su cónyuge o sus parientes hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad; (ii) las sociedades o empresas en las cuales sea director o dueño, directamente o a través de otras personas naturales o jurídicas, de un 10% o más de su capital; (iii) las sociedades o empresas en las cuales alguna de las personas antes mencionadas sea director o dueño, directo o indirecto, del 10% o más de su capital, y (iv) el controlador de la sociedad o sus personas relacionadas, si el director no hubiera resultado electo sin los votos de aquél o aquéllos.


Para los efectos de este artículo, se entiende que es de monto relevante todo acto o contrato que supere el 1% del patrimonio social, siempre que dicho acto o contrato exceda el equivalente a 2.000 unidades de fomento y, en todo caso, cuando sea superior a 20.000 unidades de fomento. Se presume que constituyen una sola operación todas aquellas que se perfeccionen en un período de 12 meses consecutivos por medio de uno o más actos similares o complementarios, en los que exista identidad de partes, incluidas las personas relacionadas, u objeto.


La infracción a este artículo no afectará la validez de la operación y sin perjuicio de las sanciones que correspondan, otorgará a la sociedad, a los accionistas y a los terceros interesados, el derecho de exigir indemnización por los perjuicios ocasionados. En caso de demandarse los perjuicios ocasionados por la infracción de este artículo, corresponderá a la parte demandada probar que el acto o contrato se ajustó a condiciones de mercado o que las condiciones de negociación reportaron beneficios a la sociedad que justifican su realización.


Con todo, no será aplicable lo establecido en el inciso primero si la operación ha sido aprobada o ratificada por la junta extraordinaria de accionistas con el quórum de 2/3 de la junta.


En el caso de las sociedades anónimas abiertas, se aplicará lo dispuesto en el Título XVI.”.


27) Intercálase en el artículo 46, el siguiente inciso segundo, nuevo: 


“En las sociedades anónimas abiertas, será responsabilidad del directorio que la información referida en el inciso anterior no sea divulgada a una o más personas distintas de aquellas que por su cargo, posición o actividad en la sociedad deban conocer dicha información, antes de ser puesta a disposición de los accionistas y el público. Se entenderá que se cumple con este requisito cuando simultáneamente a dicha divulgación se proporcione la misma documentación o presentaciones al público conforme a la norma de carácter general que dicte la Superintendencia. La obligación de informar prescrita en este inciso, es sin perjuicio de lo establecido en los artículos 9° y 10 de la ley N° 18.045. 


28) Suprímese en el inciso primero del artículo 47, la palabra “titulares”.


29) Modifícase el artículo 48, de la siguiente forma: 


a) Agrégase en el inciso tercero, después del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: 


“Con todo, la unanimidad de los directores que concurrieron a una sesión podrá disponer que los acuerdos adoptados en ella se lleven a efecto sin esperar la aprobación del acta, de lo cual se dejará constancia en un documento firmado por todos ellos que contenga el acuerdo suscrito.”.


b) Agrégase en el inciso quinto, después del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: 


“Salvo acuerdo unánime, las sesiones de directorio de las sociedades anónimas abiertas deberán ser grabadas, por quien haga las veces de secretario, en medios que permitan registrar fielmente el audio de las deliberaciones. Dichas grabaciones deberán ser guardadas en reserva por la sociedad, hasta la aprobación del acta respectiva por todos los directores que deban firmarla, y puestas a disposición de los directores que deseen comprobar la fidelidad de las actas sometidas a su aprobación. En caso que un director estime que existen discrepancias fundamentales y substanciales entre el contenido de las actas y el de las grabaciones, podrá solicitar que a ellas se incorporen, palabra por palabra, el contenido de las grabaciones en los pasajes respectivos. El presidente podrá someter dicha solicitud a la resolución de una reunión de directorio extraordinaria, si estima que las discrepancias no son fundamentales y substanciales.”.


c) Agrégase en el inciso final, después del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: 


“La Superintendencia podrá autorizar, mediante norma de carácter general, que las sociedades bajo su control adopten para tales fines los mecanismos que permitan el uso de firma electrónica u otros medios tecnológicos que permitan comprobar la identidad de la persona que suscribe.”.


30) Suprímese el actual inciso final del artículo 50.


31) Reemplázase el actual artículo 50 bis, por el siguiente: 


“Artículo 50 bis. Las sociedades anónimas abiertas deberán designar los directores independientes y el comité de directores a que se refiere este artículo, cuando tengan un patrimonio bursátil igual o superior al equivalente a 1.000.000 de unidades de fomento y a lo menos un 12,5% de sus acciones emitidas con derecho a voto, se encuentren en poder de accionistas que individualmente controlen o posean menos del 10% de tales acciones.


Si durante el año se alcanzare el patrimonio y el porcentaje accionario a que se refiere el inciso anterior, la sociedad estará obligada a designar los directores y el comité a contar del año siguiente; si se produjere una disminución del patrimonio bursátil a un monto inferior al indicado o se redujere el porcentaje accionario antes referido, la sociedad no estará obligada a mantener los directores ni el comité a contar del año siguiente.


El directorio deberá estar integrado por a lo menos un director independiente. 


Se considerará independiente para estos efectos a quien no mantiene alguna relación con la sociedad, las demás sociedades del grupo del que ella forma parte, su controlador, ni con los ejecutivos principales de cualquiera de ellos, que pueda privar a una persona sensata de un grado razonable de autonomía, interferir con sus posibilidades de realizar un trabajo objetivo y efectivo, generarle un potencial conflicto de interés o entorpecer su independencia de juicio. 


Asimismo, se presumirá que no son independientes aquellas personas que en cualquier momento dentro de los últimos dieciocho meses estuvieren en alguna de las siguientes circunstancias: 


1) Mantuvieren cualquier vinculación, interés o dependencia económica, profesional, crediticia o comercial, de una naturaleza y volumen relevante, con las personas indicadas en el inciso anterior; 


2)  Mantuvieren una relación de parentesco hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad, con las personas indicadas en el inciso anterior; 


3) Hubiesen sido directores, gerentes, administradores o ejecutivos principales de organizaciones sin fines de lucro que hayan recibido aportes, contribuciones o donaciones relevantes de las personas indicadas en el inciso anterior; 


4) Hubiesen sido socios o accionistas que hayan poseído o controlado, directa o indirectamente, 10% o más del capital; directores; gerentes; administradores o ejecutivos principales de entidades que han prestado servicios jurídicos o de consultoría, por montos relevantes, o de auditoría externa, a las personas indicadas en el inciso anterior, o 


5)  Hubiesen sido socios o accionistas que hayan poseído o controlado, directa o indirectamente, 10% o más del capital; directores; gerentes; administradores o ejecutivos principales de los principales competidores, proveedores o clientes de la sociedad. 


La Superintendencia, mediante norma de carácter general, podrá establecer criterios que complementen la calificación de independencia o falta de ella, de conformidad a los numerales del inciso anterior. 


Para poder ser elegidos como directores independientes, los candidatos deberán ser propuestos por accionistas que representen el 1% o más de las acciones de la sociedad, con a lo menos diez días de anticipación a la fecha prevista para la junta de accionistas llamada a efectuar la elección de los directores. Con no menos de dos días de anterioridad a la junta respectiva, el candidato y su respectivo suplente, en su caso, deberán poner a disposición del gerente general una declaración jurada en que señalen que aceptan ser candidato a director independiente, que cumplen con los requisitos de independencia antes indicados y que asumen el compromiso de mantenerse independientes por todo el tiempo en que ejerzan el cargo de director, bajo responsabilidad de responder de los perjuicios que su incumplimiento pueda causar a los accionistas. En caso que una persona no cumpla con alguno de los criterios de independencia indicados en el inciso quinto, podrá igualmente ser candidato si identifica explícitamente y con claridad en su declaración la o las relaciones concretas que configuran tal circunstancia.  


El directorio de la sociedad deberá proponer a la junta de accionistas el rechazo de determinados candidatos, fundadamente e indicando las causales específicas, cuando tenga conocimiento de situaciones que comprometan su independencia que no hayan sido incluidas en la declaración jurada del candidato. Los directores responderán personalmente de los perjuicios que causen a la sociedad o sus accionistas si, conociendo tales situaciones, omitan darlas a conocer en el directorio que deba pronunciarse acerca de los candidatos. 


Serán elegidos como directores independientes aquellos candidatos que, cumpliendo los requisitos anteriores, obtengan una votación tal que, al sustraer de ella los votos provenientes del controlador y de sus personas relacionadas, hubiesen resultado igualmente electos.


El director independiente que adquiera una inhabilidad sobreviniente para desempeñar dicho cargo cesará automáticamente en él, sin perjuicio de su responsabilidad frente a los accionistas. No se considerará inhabilidad sobreviviente aquella circunstancia descrita en el inciso quinto que haya sido dada a conocer por el director en su declaración jurada en conformidad al inciso séptimo. Tampoco se considerará inhabilidad sobreviniente la designación del director independiente como director en una o más filiales de la sociedad, en cuanto los directores de dichas entidades no sean remunerados.


El comité tendrá las siguientes facultades y deberes:


1) Examinar los informes de los auditores externos, el balance y demás estados financieros presentados por los administradores o liquidadores de la sociedad a los accionistas y pronunciarse respecto de éstos en forma previa a su presentación a los accionistas para su aprobación. Asimismo, deberá informar al directorio, en forma previa a la aprobación de los estados financieros que se presentarán a los accionistas, respecto de cualquier cambio relevante en los criterios contables aplicados durante el periodo correspondiente, respecto de las discrepancias entre los criterios contables aplicados en los estados financieros y los criterios relevantes aplicados generalmente en la industria en que dicha sociedad desarrolla su actividad, así como, respecto a las observaciones sobre los mecanismos de control interno y ajustes contables formuladas por la empresa de auditoría externa.


2) Proponer al directorio, los auditores externos y los clasificadores privados de riesgo, en su caso, que serán sugeridos a la junta de accionistas respectiva, así como los principales objetivos, criterios y alcances de su encargo. En caso de desacuerdo con el comité, el directorio podrá formular una sugerencia propia, sometiéndose ambas a consideración de la junta de accionistas.


3)  Examinar los antecedentes relativos a las operaciones a que se refiere el Título XVI y evacuar un informe respecto a esas operaciones.


Una copia del informe será enviada al presidente del directorio, quien deberá dar lectura a éste en la sesión citada para la aprobación o rechazo de la operación respectiva.


4) Examinar los sistemas de remuneraciones y planes de compensación de los directores, gerentes y ejecutivos principales. En caso de desacuerdo con el comité, el directorio podrá formular una sugerencia propia, sometiéndose ambas a consideración de la junta de accionistas.


5) Proponer al directorio una política que contemple criterios y procesos de evaluación del desempeño del directorio.


6) Proponer al directorio que determinadas materias sean incluidas en la tabla de las sesiones del directorio, así como una política que defina criterios de forma y anticipación mínima para la entrega de la información relevante a los directores en forma previa a las sesiones.


7) Preparar un informe anual de su gestión, en que se incluyan sus principales recomendaciones a los accionistas para mejorar el gobierno de la sociedad, que será presentado a los accionistas en la memoria de la sociedad.


8) Proponer al directorio la renovación o reemplazo de la empresa de auditoría externa que haya dado a la sociedad el aviso que señala el artículo 246 letra c) de la ley N° 18.045, así como respecto de la conveniencia de contratar o no a la empresa de auditoría externa para la prestación de servicios que no formen parte de la auditoría externa, cuando ellos no se encuentren prohibidos de conformidad a lo establecido en el artículo 242 de la mencionada ley, en atención a si la naturaleza de tales servicios pueda generar un riesgo de pérdida de independencia.


9) Las demás materias que señale el estatuto social, o que le encomiende una junta de accionistas o el directorio, en su caso.


El comité estará integrado por 3 miembros, la mayoría de los cuales deberán ser independientes al controlador. En caso que hubiere más directores con derecho a integrar el comité, según corresponda, en la primera reunión del directorio después de la junta de accionistas en que se haya efectuado su elección, los mismos directores resolverán, por unanimidad, quiénes lo habrán de integrar. En caso de desacuerdo, se dará preferencia a la integración del comité por aquellos directores que hubiesen sido electos con un mayor porcentaje de votación, sin considerar los votos del controlador y de sus personas relacionadas.


En caso de haber solamente un director independiente en la sociedad, sólo él podrá integrar el comité con derecho a voto. Con todo, los directores que integren el comité deberán siempre dejar constancia en actas de su opinión, respecto de las materias sometidas a votación. 


Si las labores del comité son delegadas en subcomités, la integración de dichos comités se regirá por lo dispuesto en los incisos anteriores. El presidente del directorio no podrá integrar el comité ni sus subcomités, salvo que sea director independiente. 


Las deliberaciones, acuerdos y organización del comité se regirán, en todo lo que les fuere aplicable, por las normas relativas a las sesiones de directorio de la sociedad. El comité comunicará al directorio la forma en que solicitará información, así como también sus acuerdos.


Los directores integrantes del comité serán remunerados. El monto de la remuneración será fijado anualmente en la junta ordinaria de accionistas, acorde a las funciones que les corresponde desarrollar, pero no podrá ser inferior a la remuneración prevista para los directores titulares, más la mitad de la diferencia entre esa suma y la remuneración del presidente del directorio. 


La junta ordinaria de accionistas determinará un presupuesto de gastos de funcionamiento del comité y sus asesores, el que no podrá ser inferior a la suma de las remuneraciones anuales de los miembros del comité, y éste podrá requerir la contratación de la asesoría de profesionales para el desarrollo de sus labores, conforme al referido presupuesto.


Las actividades que desarrolle el comité, su informe de gestión anual y los gastos en que incurra, incluidos los de sus asesores, serán presentados en la memoria anual e informados en la junta ordinaria de accionistas. Las propuestas efectuadas por el comité al directorio que no hubieren sido recogidas por este último, serán informadas a la junta de accionistas previo a la votación de la materia correspondiente.


Los directores que integren el comité en el ejercicio de las funciones que señala este artículo, además de la responsabilidad inherente al cargo de director, responderán solidariamente de los perjuicios que causen a los accionistas y a la sociedad.


Las sociedades anónimas abiertas que no tengan el patrimonio mínimo y porcentaje accionario señalados en el inciso primero, podrán acogerse voluntariamente a las normas precedentes; en ese caso, deberán cumplir estrictamente con las disposiciones de este artículo.”.


32) Modifícase el artículo 51, de la siguiente forma: 


a) Sustitúyese la palabra “deberán” por “podrán”. 


b) Intercálase, entre la palabra “independientes” y “con el”, una coma (,).


33) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 52, la expresión “auditores externos independientes” por la frase “una empresa de auditoría externa regida por el Título XXVIII de la ley N° 18.045”.


34) Reemplázase el actual artículo 53, por el siguiente:  


“Art. 53. El Reglamento determinará los requisitos, derechos, obligaciones, funciones y demás atribuciones relativas a los auditores externos e inspectores de cuentas. 


El informe de los auditores externos e inspectores de cuentas será incorporado en la memoria junto con los estados financieros y éstos podrán concurrir a las juntas generales de accionistas con derecho a voz pero sin derecho a voto.


Los auditores externos e inspectores de cuenta responderán hasta de la culpa leve por los perjuicios que causaren.”.


35) Agrégase al artículo 54, el siguiente inciso final, nuevo: 


“En el caso de las sociedades anónimas abiertas, la memoria, el informe de los auditores externos y los estados financieros auditados de la sociedad, deberán ponerse a disposición de los accionistas en el sitio en Internet de las sociedades que dispongan de tales medios.”.


36) Suprímese en el número 4) del artículo 57, la expresión “, o el 50% o más del pasivo”.


37)  En el artículo 58, sustitúyese el número 4), por el siguiente: 


“4) A junta ordinaria o extraordinaria, según sea el caso, cuando así lo requiera la Superintendencia, con respecto a las sociedades anónimas abiertas o especiales, sin perjuicio de su facultad para convocarlas directamente. En el caso de las sociedades anónimas cerradas, la Superintendencia podrá efectuar la citación a junta ordinaria o extraordinaria, según sea el caso, cuando el directorio no convoque a junta debiendo hacerlo, en los términos indicados en los incisos anteriores, y así se lo requieran accionistas que representen, a lo menos, el 10% de las acciones emitidas con derecho a voto, expresando en la solicitud los asuntos a tratar en la junta.”.


38) Agrégase en el inciso segundo del artículo 59, a continuación de la expresión “tratadas en ella”, la frase “e indicación de la forma de obtener copias íntegras de los documentos que fundamentan las diversas opciones sometidas a su voto, los que deberán además ponerse a disposición de los accionistas en el sitio en Internet de las sociedades que dispongan de tales medios”.


39) Intercálase en el artículo 60, entre las palabras “podrán” y “celebrarse”, la expresión “auto convocarse y”.


40) Modifícase el artículo 62, de la siguiente forma:


a) Intercálase, en el inciso primero, entre la expresión “días” y la expresión “de”, la expresión “hábiles”.


b) Agrégase, en el inciso primero, después del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: 


“Con todo, podrán participar en reemplazo de los accionistas inscritos a tal fecha, los accionistas que producto de una adquisición debidamente registrada con posterioridad al cierre del registro, hubiesen adquirido el control de una sociedad anónima cerrada.”.


c) Suprímese en el inciso segundo, la expresión “generales”.


d) Agrégase el siguiente inciso final, nuevo: 


“Las materias sometidas a decisión de la junta deberán llevarse individualmente a votación, salvo que, por acuerdo unánime de los accionistas presentes con derecho a voto, se permita omitir la votación de una o más materias y se proceda por aclamación. En todas las votaciones que se efectúen en las juntas, el controlador deberá ser siempre el primer accionista en votar y su voto deberá manifestarse de viva voz, debiendo dejar constancia de ello en el acta de la respectiva junta.”.


41) Agrégase al artículo 64, el siguiente inciso final, nuevo: 


“La Superintendencia, mediante norma de carácter general, podrá autorizar a las sociedades anónimas abiertas, para establecer sistemas que permitan el voto a distancia, siempre que dichos sistemas resguarden debidamente los derechos de los accionistas.”.


42) Modifícase el artículo 67, de la siguiente forma: 


a) Intercálase en el número 9), entre las palabras “activo,” y “sea que”, la expresión “o el de una filial, siempre que ésta represente al menos un 20% del activo de la sociedad, en su caso,”. 


b) Reemplázase en el número 11) el punto final por un punto y coma (;).

c) Reemplázase en el número 13), la expresión “, y” por un punto y coma (;).

d) Agréganse los siguientes numerales 15) y 16):



“15) En las sociedades anónimas abiertas, establecer el derecho de compra a que hace referencia el inciso segundo del artículo 71 bis, y 



16) Aprobar o ratificar la celebración de actos o contratos con partes relacionadas, de conformidad a lo establecido en los artículos 44 y 147.”.


e) Intercálase en el inciso final, entre las palabras “modificación” y “o supresión”, la expresión “, prórroga”.


43) Modifícase el artículo 69, de la siguiente forma: 


a) Reemplázase el número 3), por el siguiente: 


“3)  Las enajenaciones a que se refiere el Nº 9) del artículo 67;”.


b) Intercálase en el número 5), entre las palabras “aumento” y “o la reducción”, la expresión “, prórroga”.


44) Elimínase el artículo 69 ter.


45) Intercálase el siguiente artículo 71 bis, nuevo: 


“Artículo 71 bis. También dará derecho a retiro en favor de los accionistas minoritarios, el que un controlador adquiera más del noventa y cinco por ciento de las acciones de una sociedad anónima abierta. Este derecho a retiro deberá ser ejercido dentro del plazo de 30 días contado desde la fecha en que el accionista controlador alcance la participación indicada, lo que se comunicará dentro de los dos días hábiles siguientes a través de un aviso destacado publicado en un diario de circulación nacional y en el sitio en Internet de la sociedad, si ella dispone de tales medios. 


Asimismo, cuando así se haya establecido en los estatutos de la sociedad, dicho controlador podrá exigir que todos los accionistas minoritarios que no opten por ejercer su derecho a retiro le vendan sus acciones, siempre que haya alcanzado el porcentaje indicado en el inciso anterior a consecuencia de una oferta pública de adquisición de acciones, efectuada por la totalidad de las acciones de la sociedad anónima abierta, o de la serie de acciones respectiva, en la que haya adquirido, de accionistas no relacionados, a lo menos un quince por ciento de tales acciones. El precio de la compraventa respectiva será el establecido en dicha oferta, debidamente reajustado y más intereses corrientes.


El controlador deberá notificar que ejercerá su derecho de compra dentro de los quince días siguientes al vencimiento del plazo previsto para el ejercicio del derecho a retiro indicado en el inciso primero, mediante carta certificada enviada al domicilio registrado en la sociedad por los accionistas respectivos, así como a través de un aviso destacado publicado en un diario de circulación nacional y en el sitio en Internet de la sociedad, si ella dispone de tales medios. 


La compraventa se entenderá perfeccionada quince días después de notificado el ejercicio del derecho de compra sin necesidad que las partes firmen el respectivo traspaso, debiendo proceder la sociedad a registrar las acciones a nombre del controlador y poner inmediatamente a disposición de los accionistas el producto de la venta, de la misma forma prevista para el reparto de los dividendos sociales. En el caso de acciones prendadas, la sociedad registrará las acciones a nombre del controlador sin alzar la prenda respectiva, pero retendrá el producto de la venta hasta que ello ocurra. Para estos efectos se aplicará lo dispuesto en el artículo 18 en todo aquello que resulte aplicable.


La Superintendencia, mediante norma de carácter general, podrá establecer los procedimientos y regulaciones que faciliten el legítimo ejercicio de estos derechos.”.


46) Agrégase al artículo 72, el siguiente inciso final: 


“En las sociedades anónimas abiertas, el acta de la más reciente junta de accionistas deberá quedar a disposición de los accionistas en el sitio en Internet de las sociedades que cuenten con tales medios.”.


47) Modifícase el artículo 74, de la siguiente forma: 


a) Modifícase el inciso tercero, de la siguiente forma: 


i) Intercálase entre las expresiones “formulen” y “accionistas que”, la frase “el comité de directores, en su caso, y”. 


ii) Reemplázase, a continuación de la palabra “sociales”, la conjunción “y” por una coma (,).

iii) Intercálase entre las palabras “dichos” y “accionistas así”, la expresión “comité o”.


b) Intercálase en el inciso cuarto, entre las palabras “formulado” y “los accionistas mencionados”, la expresión “el comité y”.


48) Intercálase en el inciso segundo del artículo 76, entre la palabra “determine” y el punto final (.), la frase “, y publicarse en el sitio en Internet de la sociedad, si ella dispone de tales medios”.


49) Modifícase el artículo 89, de la siguiente forma: 


a) Modifícase el inciso primero de la siguiente forma: 


i) Reemplázase la expresión “Las” por las expresiones “En el caso de las sociedades anónimas cerradas, las”. 


ii) Reemplázase la frase “y las que efectúe una sociedad anónima abierta, ya sea directamente o a través de otras entidades pertenecientes a su grupo empresarial,” por las expresiones “y aquellas realizadas”.


b) Reemplázase el actual inciso segundo, por el siguiente: 


“En el caso de las sociedades anónimas abiertas, se aplicará lo dispuesto en el Título XVI.”.


50) Modifícase el artículo 103, de la siguiente forma:


a) Intercálase en el número 2), entre las palabras “reunirse” y “todas”, la frase “, por un período ininterrumpido que exceda de 10 días,”.

b) Elimínase en el número 3), la expresión “general”.


c) En el número 5), sustitúyese las expresiones “no sometida a la fiscalización de la Superintendencia en razón de esta ley o de otras leyes” por las expresiones “anónimas cerradas”.


51) Modifícase el artículo 107 de la siguiente forma:


a) En el inciso primero, sustitúyese las expresiones “sometida al control de la Superintendencia en razón de esta ley o de otras leyes” por la expresión “abierta o especial”.

 
b) Reemplázase, en el inciso primero, la palabra “determine” por la expresión “pueda determinar”.


52) En el inciso primero del artículo 119, sustitúyanse las expresiones “sujetas a su fiscalización” por las expresiones “anónimas abiertas o especiales”.


53) Elimínase en el encabezado del Título XI, la expresión “ANÓNIMAS”.


54) Elimínase en el inciso primero del artículo 121, la palabra “anónima”.


55) Agrégase en el inciso final del artículo 125, después del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: 


“Este derecho no podrá ser ejercido por los directores, gerentes, administradores y ejecutivos principales de la sociedad. Tampoco por aquellos accionistas que individualmente posean, directa o indirectamente, acciones cuyo valor libro o bursátil supere las 5.000 unidades de fomento, de acuerdo al valor de dicha unidad a la fecha de presentación de la demanda.”.


56) En el artículo 129, luego del punto aparte (.) que pasa a ser seguido (.), agrégase el siguiente párrafo: ”Salvo que las sociedades anónimas especiales sean emisores de valores, no deberán inscribirse en el Registro de Valores de la Superintendencia, pero deberán cumplir con las obligaciones de información y publicidad que les impongan las leyes o la superintendencia que las rige, y les será aplicable los dispuesto en el inciso segundo del artículo 7° de la ley N° 18.045.”.


57) Agréganse en el inciso primero del artículo 133 bis, entre las palabras “sociales” y “o” las siguientes expresiones “, las políticas internas definidas por el directorio en conformidad a la ley”.


58) Incorpórase el siguiente Título XVI, nuevo, a continuación del artículo 145, pasando el actual Título XVI a ser Título XVII:


“TITULO XVI

DE LAS OPERACIONES CON PARTES 
RELACIONADAS 
EN LAS SOCIEDADES ANÓNIMAS ABIERTAS Y SUS 
FILIALES


Artículo 146. Son operaciones con partes relacionadas de una sociedad anónima abierta toda negociación, acto, contrato u operación en que deba intervenir la sociedad y, además, alguna de las siguientes personas:





1) Una o más personas relacionadas a la sociedad, conforme al artículo 100 de la ley N° 18.045;





2) Un director, gerente, administrador, ejecutivo principal o liquidador de la sociedad, por sí o en representación de personas distintas de la sociedad, o sus respectivos cónyuges o parientes hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad inclusive;





3) Las sociedades o empresas en las que las personas indicadas en el número anterior sean dueños, directamente o a través de otras personas naturales o jurídicas, de un 10% o más de su capital, o directores, gerentes, administradores, ejecutivos principales, y




4) Aquellas que establezcan los estatutos de la sociedad o fundadamente identifique el comité de directores, en su caso, aun cuando se trate de aquellas indicadas en el inciso final del artículo 147.


Artículo 147. Una sociedad anónima abierta sólo podrá celebrar operaciones con partes relacionadas cuando ellas contribuyan al mejor interés social, se ajusten en precio, términos y condiciones a aquellas que prevalezcan en el mercado al tiempo de su aprobación, y cumplan con los requisitos y procedimientos que se señalan a continuación:

1) Los directores, gerentes, administradores, ejecutivos principales o liquidadores que tengan interés o participen en negociaciones conducentes a la realización de una operación con partes relacionadas de la sociedad anónima, deberán informar inmediatamente de ello al directorio o a quien éste designe. Quienes incumplan esta obligación serán solidariamente responsables de los perjuicios que la operación ocasionare a la sociedad y sus accionistas.


2) Antes que la sociedad otorgue su consentimiento a una operación con parte relacionada, ésta deberá ser aprobada por la mayoría absoluta de los miembros del directorio, con exclusión de los directores o liquidadores involucrados, quienes no obstante deberán hacer público su parecer respecto de la operación si son requeridos por el directorio, debiendo dejarse constancia en el acta de su opinión. Asimismo, deberá dejarse constancia de los fundamentos de la decisión y las razones por las cuales se excluyeron a tales directores.

3) Los acuerdos adoptados por el directorio para aprobar una operación con una parte relacionada serán dados a conocer en la próxima junta de accionistas, debiendo hacerse mención de los directores que la aprobaron. De esta materia se hará indicación expresa en la citación a la correspondiente junta de accionistas.

4) En caso que la mayoría absoluta de los miembros del directorio deba abstenerse en la votación destinada a resolver la operación, ésta sólo podrá llevarse a cabo si es aprobada por la unanimidad de los miembros del directorio no involucrados o, en su defecto, si es aprobada en junta extraordinaria de accionistas con el acuerdo de dos tercios de las acciones emitidas con derecho a voto.

5) Si se convocase a junta extraordinaria de accionistas para aprobar la operación, el directorio designará al menos un evaluador independiente para informar a los accionistas respecto de las condiciones de la operación, sus efectos y su potencial impacto para la sociedad. En su informe, los evaluadores independientes deberán también pronunciarse acerca de los puntos que el comité de directores, en su caso, haya solicitado expresamente que sean evaluados. El comité de directores de la sociedad o, si la sociedad no contare con éste, los directores no involucrados, podrán designar un evaluador independiente adicional, en caso que no estuvieren de acuerdo con la selección efectuada por el directorio.


Los informes de los evaluadores independientes serán puestos por el directorio a disposición de los accionistas al día hábil siguiente de recibidos por la sociedad, en las oficinas sociales y en el sitio en Internet de la sociedad, de contar la sociedad con tales medios, por un plazo mínimo de 15 días hábiles contado desde la fecha en que se recibió el último de esos informes, debiendo comunicar la sociedad tal situación a los accionistas mediante hecho esencial. 


Los directores deberán pronunciarse respecto de la conveniencia de la operación para el interés social, dentro de los 5 días hábiles siguientes desde la fecha en que se recibió el último de los informes de los evaluadores.

6) Cuando los directores de la sociedad deban pronunciarse respecto de operaciones de este Título, deberán explicitar la relación que tuvieran con la contraparte de la operación o el interés que en ella tengan. Deberán también hacerse cargo de la conveniencia de la operación para el interés social, de los reparos u objeciones que hubiese expresado el comité de directores, en su caso, así como de las conclusiones de los informes de los evaluadores o peritos. Estas opiniones de los directores deberán ser puestas a disposición de los accionistas al día siguiente de recibidos por la sociedad, en las oficinas sociales así como en el sitio en Internet de las sociedades que cuenten con tales medios, y dicha situación deberá ser informada por la sociedad mediante hecho esencial. 

7) Sin perjuicio de las sanciones que correspondan, la infracción a este artículo no afectará la validez de la operación, pero otorgará a la sociedad o a los accionistas el derecho de demandar, de la persona relacionada infractora,  el reembolso en beneficio de la sociedad de una suma equivalente a los beneficios que la operación hubiera reportado a la contraparte relacionada, además de la indemnización de los daños correspondientes. En este caso, corresponderá a la parte demandada probar que la operación se ajustó a lo señalado en este artículo.


No obstante lo dispuesto en los números anteriores, las siguientes operaciones con partes relacionadas podrán ejecutarse sin los requisitos y procedimientos establecidos en los números anteriores, previa autorización del directorio:

a) Aquellas operaciones que no sean de monto relevante. Para estos efectos, se entiende que es de monto relevante todo acto o contrato que supere el 1% del patrimonio social, siempre que dicho acto o contrato exceda el equivalente a 2.000 unidades de fomento y, en todo caso, cuando sea superior a 20.000 unidades de fomento. Se presume que constituyen una sola operación todas aquellas que se perfeccionen en un periodo de 12 meses consecutivos por medio de uno o más actos similares o complementarios, en los que exista identidad de partes, incluidas las personas relacionadas, u objeto;

b) Aquellas operaciones que, conforme a políticas generales de habitualidad, determinadas por el directorio de la sociedad, sean ordinarias en consideración al giro social. En este último caso, el acuerdo que establezca dichas políticas o su modificación será informado como hecho esencial y puesto a disposición de los accionistas en las oficinas sociales y en el sitio en Internet de las sociedades que cuenten con tales medios, sin perjuicio de informar las operaciones como hecho esencial cuando corresponda, y 

c) Aquellas operaciones entre personas jurídicas en las cuales la sociedad posea, directa o indirectamente, al menos un 95% de la propiedad de la contraparte.


Artículo 148. Ningún director, gerente, administrador, ejecutivo principal, liquidador, controlador, ni sus personas relacionadas, podrá aprovechar para sí las oportunidades comerciales de la sociedad de que hubiese tenido conocimiento en su calidad de tal. Se entenderá por oportunidad comercial todo plan, proyecto, oportunidad u oferta exclusiva dirigida a la sociedad, para desarrollar una actividad lucrativa en el ámbito de su giro o uno complementario a él.


Los accionistas podrán utilizar para sí tales oportunidades comerciales cuando el directorio de la sociedad las haya previamente desechado, o si hubiere transcurrido un año desde la adopción del acuerdo de postergar o aceptar la oportunidad comercial, sin que se hubiese iniciado su desarrollo. 


Sin perjuicio de las sanciones que correspondan, la infracción a este artículo no afectará la validez de la operación y dará derecho a la sociedad o a los accionistas a pedir el reembolso, a favor de la sociedad, de una suma equivalente a los beneficios que la operación hubiere reportado al infractor y los demás perjuicios que se acrediten.

Artículo 149. Las disposiciones de este título serán aplicables tanto a las sociedades anónimas abiertas como a todas sus filiales, sin importar la naturaleza jurídica de éstas.”.


ARTÍCULO 3°.- Sustitúyese en el artículo 430 del Código de Comercio, las expresiones que van desde “La sociedad” hasta “abierta”, por las siguientes: “La sociedad por acciones que durante más de 90 días seguidos tenga 500 o más accionistas o, a lo menos, el 10% de su capital suscrito pertenezca a un mínimo de 100 accionistas, excluidos los que individualmente o a través de otras personas naturales o jurídicas, excedan dicho porcentaje, por el solo ministerio de la ley se transformará en una sociedad anónima”.


DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo primero transitorio.- Las modificaciones que introduce esta ley regirán a contar del 1 de enero del año siguiente al de su publicación en el Diario Oficial.


Artículo segundo transitorio.- La inscripción de las entidades inscritas en el Registro de Valores que no sean emisores de valores de oferta pública a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley será cancelada, pero pasarán a formar parte y quedarán inscritas, por el solo ministerio de la ley, en el registro especial de otras entidades informantes referido en el artículo 7°, incorporado por esta ley en la de Mercado de Valores, sin que ello genere derecho a retiro en favor de los accionistas de la sociedad. Para todos los efectos legales que correspondan, se considerará como día de inscripción en el referido registro especial de las entidades antes indicadas, el registro al sexagésimo día de la dictación de la norma de carácter general que deberá dictar la Superintendencia de Valores y Seguros para regular la obligación y requisitos de inscripción de las entidades informantes y sus correspondientes obligaciones de información y publicidad.


Artículo tercero transitorio.- Dentro de los 180 días siguientes a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, la Superintendencia de Valores y Seguros deberá dictar una norma de carácter general que constituya el Código del Emisor de Valores de Oferta Pública. Dicha norma de carácter general deberá organizarse por títulos, párrafos y artículos y deberá refundir, sistematizar y reemplazar todos las normas de carácter general y circulares dictadas por la Superintendencia que digan relación con los requisitos de inscripción en el Registro de Valores de emisores de valores y de emisiones de valores y toda información periódica y continua que deban entregar los emisores de valores de oferta pública. Dicho Código deberá, en lo posible, establecer la mayor cantidad de reglas comunes para distintos tipos de emisores y de emisiones de valores, sin perjuicio que deberá también establecer reglas especiales para emisiones de valores considerando las diferentes clases de valores existentes. Cualquier formulario o información específica complementaria de la norma de carácter general, deberá regularse mediante circulares que hagan expresa referencia al artículo correspondiente del Código.


Artículo cuarto transitorio.- Dentro de los 30 días siguientes a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, la Superintendencia de Valores y Seguros deberá dictar la norma de carácter general referida en el artículo 7°, incorporado por esta ley en la de Mercado de Valores, y que constituya el Código de Otras Entidades Informantes. Dicha norma de carácter general deberá organizarse por títulos, párrafos y artículos y deberá refundir, sistematizar y reemplazar todos las normas de carácter general y circulares dictadas por la Superintendencia que digan relación con los requisitos de inscripción en registros especiales de la Superintendencia de Valores y Seguros y toda información periódica y continua que deban entregar dichas entidades.”.

******

Me permito hacer presente a V.E. que el artículo 241 que se incorpora en el número 43) del artículo 1° proyecto de ley fue aprobado en general y en particular con el voto favorable de 91 Diputados, de 117 en ejercicio, dándose cumplimiento a lo preceptuado en el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Francisco Encina Moriamez, Presidente de la Cámara de Diputados.- Carlos Loyola Opazo, Secretario General de la Cámara de Diputados
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PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE CONCEDE UN BONO COMPENSATORIO PARA PERSONAL DE LA CASA DE MONEDA DE CHILE Y MODIFICA LA LEY Nº 20.309

(6375-05)



Con motivo del Mensaje, Certificado y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1º.- Facúltase al Director de Casa de Moneda para conceder, por única vez, un bono a los trabajadores, funcionarios y personal contratado a honorarios del Servicio Público Casa de Moneda de Chile que, a la fecha de publicación de la ley N° 20.309 estuvieran en servicio en dicha Institución, independientemente de la naturaleza de su relación jurídica con dicho Servicio, en la forma y montos que a continuación se indican:

Para el personal que, al 31 de diciembre de 2008, tenga una antigüedad mayor o igual a 30 años de servicio en Casa de Moneda de Chile: $4.000.000.


Para el personal que, al 31 de diciembre de 2008, tenga una antigüedad menor a 30 años de servicio en Casa de Moneda de Chile, pero igual o superior a 20: $3.000.000.

Para el personal que, al 31 de diciembre de 2008, tenga una antigüedad menor a 20 años de servicio en Casa de Moneda de Chile, pero igual o superior a 10: $2.000.000.

Para el personal  que, al 31 de diciembre de 2008, tenga una antigüedad menor a 10 años de servicio en Casa de Moneda de Chile, pero igual o superior a 2: $1.000.000.

Para el personal que, al 31 de diciembre de 2008, tenga una antigüedad menor a 2 años de servicio en Casa de Moneda de Chile: $500.000.

El bono establecido en el inciso anterior se pagará, en una sola cuota, a más tardar el día primero del mes siguiente a la publicación de la presente ley, al personal que cumpliendo las exigencias del inciso precedente, se encuentre en servicio a la fecha del pago. Dicho bono no constituirá remuneración o renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no será imponible ni tributable y no estará afecto a descuento alguno.

Artículo 2º.- Suprímese en el artículo 4º transitorio de la ley Nº 20.309, la frase “en el año 2008”.

Artículo único transitorio.- El mayor gasto que represente la aplicación de la presente ley se financiará con cargo a transferencias del ítem 50-01-03-24-03.104 de la partida del Tesoro Público.”.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Francisco Encina Moriamez, Presidente de la Cámara de Diputados.- Carlos Loyola Opazo, Secretario General de la Cámara de Diputados
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PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE FIJA NORMAS ESPECIALES PARA EMPRESAS DE MENOR TAMAÑO

(5724-26)



Con motivo del Mensaje, Informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:


“ARTÍCULO PRIMERO.- Objetivo. La presente ley tiene por objeto facilitar el desenvolvimiento de las empresas de menor tamaño, mediante la adecuación y creación de normas regulatorias que rijan su iniciación, funcionamiento y término, en atención a su tamaño y grado de desarrollo.

ARTÍCULO SEGUNDO.- Sujeto. Para los efectos de esta ley, se entenderá por empresas de menor tamaño, las microempresas, pequeñas empresas y medianas empresas. Son microempresas, aquellas empresas cuyos ingresos anuales por ventas y servicios del giro no hayan superado las 2.400 unidades de fomento; pequeñas empresas, aquellas cuyos ingresos son superiores a 2.400 unidades de fomento y no exceden de 25.000 unidades de fomento, y medianas empresas, aquellas cuyos ingresos son superiores a 25.000 unidades de fomento y no exceden las 100.000 unidades de fomento.

El valor de los ingresos anuales por ventas y servicios señalado en el inciso anterior se refiere al monto total de éstos, para el año tributario anterior, descontado el valor correspondiente al impuesto al valor agregado y el impuesto específico.

Dentro del rango máximo de 100.000 unidades de fomento establecido en el inciso primero, el Presidente de la República, mediante decreto supremo del Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción y previa consulta o a requerimiento del Consejo Consultivo de la Empresa de Menor Tamaño, podrá modificar la clasificación de las Empresas de Menor Tamaño, o establecer factores o indicadores adicionales para su categorización.

Sin perjuicio de lo previsto en los incisos anteriores y para el solo efecto de esta ley, serán consideradas como empresas de menor tamaño las que tengan por objeto vender o prestar servicios al público en general, no siendo aplicables estas normas a las empresas que tengan un objeto distinto, tales como las sociedades de inversión.

Las clasificaciones de empresas contenidas en otras normas legales, se mantendrán vigentes para los efectos señalados en las disposiciones respectivas.

Asimismo, para efectos de focalización y creación de instrumentos y programas de apoyo a las empresas de menor tamaño, los organismos públicos encargados de su diseño podrán utilizar otros factores o indicadores para determinar las categorías de empresas que puedan acceder a tales instrumentos.

ARTÍCULO TERCERO.- El Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción deberá fomentar e impulsar el desarrollo de las empresas de menor tamaño y facilitarles la utilización de los instrumentos de fomento dispuestos por los órganos del Estado.

Le corresponderá a la Subsecretaría de Economía, Fomento y Reconstrucción generar coordinaciones para que, en conjunto con los ministerios sectoriales, se formulen las políticas y planes de fomento considerando las particularidades de las empresas de menor tamaño.

Asimismo, le corresponderá impulsar con sus servicios dependientes o relacionados una política general para la mejor orientación, coordinación y fomento del desarrollo de las empresas de menor tamaño, así como realizar un seguimiento de las respectivas políticas y programas y generar las condiciones para el acceso de estas empresas a fuentes útiles de información, contribuyendo a la mejor utilización de los instrumentos de fomento disponibles para ellas.

Créase la División de empresas de menor tamaño en la Subsecretaría de Economía, Fomento y Reconstrucción.

Créase e incorpórase a la planta de la Subsecretaría de Economía, Fomento y Reconstrucción, fijada por el decreto con fuerza de ley N° 1-18.834, de 1990, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción el siguiente cargo:

Plantas/Cargo
      Grado E.U.S
    Número de cargos

Jefe División Empresas
 de Menor Tamaño                4
              1


ARTÍCULO CUARTO.- Del Consejo Nacional Consultivo de la Empresa de Menor Tamaño. Créase el Consejo Nacional Consultivo de la Empresa de Menor Tamaño, en adelante y para todos los efectos de esta ley, “el Consejo”, cuya función será asesorar al Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción en la proposición de políticas y coordinación de esfuerzos de los sectores público y privado, destinados a promover una adecuada participación de las empresas de menor tamaño en la economía nacional.

El Consejo estará integrado por los siguientes miembros:

a) El Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción, quien lo presidirá.


b) El Vicepresidente Ejecutivo de la Corporación de Fomento de la Producción. 

c) El Director de la Dirección de Promoción de Exportaciones.


d) El Gerente General del Servicio de Cooperación Técnica.


e) Cuatro representantes de las confederaciones gremiales de las empresas de menor tamaño de sectores productivos relevantes para la economía nacional, al menos uno de los cuales deberá tener su domicilio en alguna región distinta a la Metropolitana.


f) Un representante de las asociaciones gremiales que agrupen a las empresas de menor tamaño que exporten bienes o servicios.


g) Un representante de las instituciones de educación superior, designado por el Presidente de la República.


h) Un representante de organismos o asociaciones no gubernamentales que tengan por objeto promover el desarrollo de las empresas de menor tamaño, designado por el Presidente de la República.


i) Un representante del Consejo Nacional de Innovación.

Un reglamento, que será aprobado por decreto supremo del Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción, establecerá las normas necesarias para la designación de los consejeros signados en las letras e), f), g), h) e i), para el funcionamiento del Consejo y para la adecuada ejecución de las funciones que le son encomendadas.

Los miembros del Consejo a los que se refieren las letras e), f), g), h) e i) durarán dos años en sus cargos y podrán renovarse hasta por dos períodos consecutivos. Estos miembros cesarán en sus cargos por las siguientes causales:

a) Expiración del plazo por el que fueron nombrados.

b) Renuncia aceptada por el Presidente del Consejo.

c) Falta grave al cumplimiento de sus funciones como consejero, así calificada por la mayoría del Consejo.

Los miembros del Consejo desempeñarán sus funciones ad-honorem.

El Consejo celebrará al menos cuatro sesiones al año, las que se convocarán por su Presidente. El Consejo para sesionar y adoptar acuerdos, deberá contar con la mayoría absoluta de sus miembros. En caso de empate, decidirá el voto del Presidente. Una sesión al año se deberá realizar en una región distinta a la Metropolitana, la que tendrá un carácter amplio, con los invitados de los sectores público y privado que el mismo Consejo determine.

El Consejo, por acuerdo de sus miembros, podrá invitar a sus sesiones a representantes regionales de las empresas de menor tamaño. Podrá, asimismo, invitar a los directores o jefes de servicio de los diferentes organismos o instituciones públicas vinculadas al desarrollo económico nacional.

En particular, serán funciones del Consejo las siguientes: 

a) Evacuar consultas, sugerencias, observaciones o proposiciones, respecto de materias de competencia del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción relacionadas con las empresas de menor tamaño, en las cuales éste les solicite su opinión.


b) Proponer al Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, estrategias que permitan potenciar la debida coordinación de las políticas y acciones sectoriales de apoyo a las empresas de menor tamaño.


c) Asesorar al Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción para que, en colaboración con los ministerios sectoriales, se dé cumplimiento a las políticas y planes focalizados en empresas de menor tamaño.


d) Promover la cooperación entre las instituciones del sector público y privado en la ejecución de programas relativos a las empresas de menor tamaño.


e) Promover que la implementación y ejecución de las políticas, planes y programas de emprendimiento del Estado consideren condiciones de igualdad de oportunidades entre hombres y mujeres.

ARTÍCULO QUINTO.- Procedimiento para la Dictación de Reglamentos y Normas de Carácter General. Todos los ministerios u organismos que dicten o modifiquen normas jurídicas generales que afecten a empresas de menor tamaño, con excepción de las ordenanzas municipales, deberán informar previamente de ello al Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción. 

Durante el proceso de elaboración de la normativa señalada, los ministerios u organismos deben contar con los antecedentes preparatorios necesarios que estos estimen pertinentes para su formulación. Los antecedentes deben contener una estimación simple del impacto social y económico que la nueva regulación generará en las empresas de menor tamaño.

Dichos antecedentes preparatorios necesarios podrán ser elaborados por la propia administración.

El Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción deberá publicar en su página web todas las normas vigentes sobre empresas de menor tamaño, sin perjuicio de las obligaciones de publicidad propias de cada órgano de la Administración del Estado.

No se considerarán en esta norma los dictámenes generales que puedan emitir los órganos de la Administración del Estado.

ARTÍCULO SEXTO.- Transparencia en Procedimientos de Fiscalización. Los servicios públicos que realicen procedimientos de fiscalización a empresas de menor tamaño, deberán mantener publicados en sus sitios web institucionales, y disponibles al público en sus oficinas de atención ciudadana, los manuales o resoluciones de carácter interno en los que consten las instrucciones relativas a los procedimientos de fiscalización establecidos para el cumplimiento de su función, así como los criterios establecidos por la autoridad correspondiente que guían a sus funcionarios y fiscalizadores en los actos de inspección y de aplicación de multas y sanciones.

ARTÍCULO SÉPTIMO.- Otorgamiento de Permisos Provisorios de Funcionamiento. Los servicios públicos, que en el ejercicio de sus funciones deban entregar permisos de funcionamiento para desarrollar actividades empresariales podrán, dentro de sus competencias legales, otorgar permisos provisorios a las empresas que por primera vez lo soliciten y cuyo capital declarado no exceda de cinco mil unidades de fomento.

Estos permisos se otorgarán por una sola vez, tendrán una vigencia no superior a un año, y estarán sujetos al cumplimiento de las condiciones que para cada caso indique la autoridad respectiva.

ARTÍCULO OCTAVO.- Normas sanitarias. Establécense las siguientes normas especiales de orden sanitario:

1) Autodenuncia. El titular o representante legal de una empresa de menor tamaño, que cuente con autorización sanitaria o informe sanitario favorable, podrá declarar voluntariamente a la autoridad sanitaria competente, el incumplimiento de una o algunas de las obligaciones contempladas en el Código Sanitario o sus reglamentos.

La autoridad sólo considerará como autodenuncia la primera infracción de una naturaleza determinada cometida por la empresa de menor tamaño.

La autodenuncia que cumpla con los requisitos establecidos en el inciso anterior, obligará a la autoridad a eximir de la aplicación de las multas respectivas.

Sin embargo, en caso que se trate de una infracción cuyo supuesto de hecho pueda causar riesgo grave, sólo podrá rebajar en un 50% la cuantía de la multa o en un grado, nivel o rango de la sanción establecida en la ley.

No obstante, en los casos establecidos en los dos incisos anteriores, la autoridad fijará un plazo razonable para subsanar las infracciones informadas, salvo que el riesgo grave lo sea para la salud o seguridad de las personas o para la conservación del medio ambiente.

2) Régimen de Permiso Inmediato. Las Secretarías Regionales Ministeriales de Salud deberán proceder al otorgamiento de autorizaciones o permisos sanitarios a las microempresas cuyas actividades no presenten un riesgo grave para la salud o seguridad de las personas o para la conservación del medio ambiente, a través de un procedimiento breve, que sólo contemple la presentación de la solicitud, una declaración jurada simple del titular y la acreditación del pago de los derechos respectivos.

La declaración jurada deberá contener la identificación precisa de las actividades que desarrollará, el compromiso de llevarlas a cabo de manera fiel y con respeto en su desempeño a las normas legales y reglamentarias que la regulan.

El mismo procedimiento se podrá aplicar para las autorizaciones o permisos de empresas cuyas actividades cumplan las condiciones señaladas en este número, atendida la envergadura del solicitante, de conformidad a lo que se establezca reglamentariamente.

ARTÍCULO NOVENO.-  Rol de Consumidoras. Establécese la protección a las micro y pequeñas empresas en rol de consumidoras, en los términos que siguen:

1) Ámbito de Aplicación. El presente artículo tiene por objeto normar las relaciones entre micro y pequeñas empresas y sus proveedores, establecer las infracciones en perjuicio de aquellas y señalar el procedimiento aplicable en la materia.

Para los efectos de esta ley se entenderá por proveedores las personas naturales o jurídicas que, definidas de acuerdo con el artículo 1° de la ley N° 19.496, desarrollen las actividades allí señaladas respecto de micro y pequeñas empresas y, a la vez, respecto de consumidores como destinatarios finales de bienes y servicios.

2) Normas Aplicables. Serán aplicables a los actos y contratos celebrados entre micro o pequeñas empresas y sus proveedores, las normas establecidas en favor de los consumidores por la ley N° 19.496 en los párrafos 1°, 3°, 4° y 5° del Título II, y en los párrafos 1°, 2°, 3° y 4° del Título III. En ningún caso serán aplicables las normas relativas al rol del Servicio Nacional del Consumidor.

3) Sanciones. Las infracciones a lo dispuesto en esta ley serán sancionadas con arreglo al artículo 24 de la ley N° 19.496.

4) Juez Competente. Será competente para conocer de las controversias que suscite la aplicación de las normas del presente artículo, el juez de policía local del lugar en que se haya producido la infracción, celebrado el acto o contrato, o en que se encuentre domiciliada la micro o pequeña empresa, a elección del representante legal de ésta.

5) Procedimiento Aplicable. Las acciones que surjan por aplicación de este artículo, incluida la acción civil que se deduzca para la indemnización de los daños causados, se tramitarán de acuerdo a lo dispuesto en las normas del párrafo 1° del Título IV de la ley N° 19.496.

6) Deber de Profesionalidad. Si las infracciones a lo dispuesto en este artículo se refieren a la adquisición o contratación de bienes o servicios que se relacionan directamente con el giro principal de la micro o pequeña empresa, el tribunal deberá considerar en la aplicación de la multa que proceda, que el deber de profesionalidad de la micro o pequeña empresa es equivalente al del proveedor que cometió la infracción.

7) Prevención. Las normas de esta ley en ningún caso restringen o disminuyen la responsabilidad que las micro y pequeñas empresas tengan como proveedores profesionales en sus relaciones con consumidores finales de bienes y servicios.

8) Cláusulas Abusivas por Vincular el Contrato a la Voluntad de la Empresa de Mayor Tamaño. Las cláusulas que vinculen cualquier aspecto del contrato a la voluntad del empresario de mayor tamaño serán abusivas y, en especial las cláusulas que reserven al empresario que contrata con la micro, pequeña y mediana empresa un plazo excesivamente largo o insuficientemente determinado para satisfacer la prestación debida.

Para estos efectos se entiende por empresa de mayor tamaño aquella no comprendida en la clasificación del ARTÍCULO SEGUNDO. Se entenderá como un plazo excesivamente largo aquel que comprende un lapso superior a treinta días.

ARTÍCULO DÉCIMO.- Acuerdos de Producción Limpia.

Créase el marco normativo para los Acuerdos de Producción Limpia y fíjase como su ley la siguiente:

“Artículo 1º. Finalidad  de  los Acuerdos de Producción Limpia. La producción limpia es una estrategia de gestión productiva y ambiental, aplicada a las actividades productivas, con el objeto de incrementar la eficiencia, la productividad, reducir los riesgos y minimizar los impactos para el ser humano y el medio ambiente.

Los Acuerdos de Producción Limpia tienen por finalidad contribuir al desarrollo sustentable de las empresas a través de la definición de metas y acciones específicas de carácter voluntario, no exigidas por el ordenamiento jurídico en materias ambientales, sanitarias, de higiene y seguridad laboral, uso eficiente de la energía y de fomento productivo.

Artículo 2º. Concepto. Para efectos de esta ley, se entenderá por Acuerdo de Producción Limpia el convenio celebrado entre un sector empresarial, empresa o empresas y él o los órganos de la Administración del Estado con competencia en materias ambientales, sanitarias, de higiene y seguridad laboral, uso de la energía y de fomento productivo, cuyo objetivo es aplicar la producción limpia a través de metas y acciones específicas. 

Los Acuerdos de Producción Limpia considerarán las siguientes etapas: diagnóstico general; propuesta del Acuerdo; adhesión; implementación y evaluación final de cumplimiento. Un reglamento dictado por el Ministerio Secretaría General de la Presidencia, definirá los elementos de cada una de estas etapas.

Artículo 3º. Partes que suscriben el Acuerdo. Estos convenios podrán suscribirse voluntariamente entre los órganos de la Administración del Estado que tengan competencias en materias ambientales, sanitarias, de higiene o seguridad laboral, uso de la energía y de fomento productivo, por una parte, y las empresas, ya sea individual o colectivamente, y con las asociaciones gremiales u otras entidades sectoriales o multisectoriales de dichas empresas, si éstas existieren, por la otra parte.

En ningún caso estos acuerdos podrán contener la renuncia al ejercicio de potestades públicas por parte de los organismos públicos que los suscriban.

Artículo 4º. Reglamento. Los Acuerdos de Producción Limpia se regirán por las normas de esta ley y por los términos pactados voluntariamente que se establezcan en el respectivo Acuerdo. 

El reglamento dictado por el Ministerio Secretaría General de la Presidencia determinará, además, los requisitos, características, clasificación, condiciones, efectos, informes de cumplimiento basados en auditorias y las etapas de desarrollo de los Acuerdos de Producción Limpia, incluyendo las de información y consulta pública.

Artículo 5º. Eximir el cumplimiento de nuevas exigencias. Los órganos públicos que tengan la facultad de dictar actos administrativos relativos a las materias contenidas en los Acuerdos de Producción Limpia podrán eximir del cumplimiento de nuevas exigencias a las empresas que hayan suscrito este tipo de acuerdos por un plazo determinado, sujetas a condiciones que no importen discriminaciones entre empresas suscriptoras de los mismos, en la medida que desarrollen actividades similares en cuanto al giro principal, zonas en que se encuentren ubicadas u otros criterios distintivos establecidos en la ley, y siempre que se cumplan los siguientes requisitos:

a.- La nueva normativa, dictada durante la vigencia del Acuerdo de Producción Limpia, aborde exactamente alguna o algunas de las materias contenidas en el Acuerdo de Producción Limpia. Sólo respecto de estas materias regirá la liberación del cumplimiento de las nuevas exigencias; 

b.- Las metas, acciones y compromisos contenidos en el Acuerdo respectivo se cumplan en los plazos fijados en el mismo acuerdo, y

c.- Que la nueva normativa no se haya dictado para facilitar la aplicación de una ley dictada con posterioridad al acuerdo.

Artículo 6º. Incumplimiento del Acuerdo de Producción Limpia. El incumplimiento de las disposiciones contenidas en el Acuerdo de Producción Limpia que no sean exigibles de conformidad con el ordenamiento jurídico vigente, se sujetarán exclusivamente a los efectos derivados del incumplimiento previsto en el respectivo acuerdo.

Artículo 7º. Reducciones voluntarias de emisiones. Al momento de elaborarse un plan de prevención y,o descontaminación, la autoridad competente deberá considerar las reducciones de emisiones de carácter voluntario, que en forma anticipada o por sobre la norma de emisión vigente al dictarse el plan, hayan realizado determinadas fuentes en el marco de un Acuerdo de Producción Limpia, salvaguardando siempre el cumplimiento de las metas fijadas por el respectivo plan de prevención y,o descontaminación. 

Lo anterior, sin perjuicio de otras medidas de incentivo que puedan establecerse en dicho plan, que deberá indicar el tratamiento de las emisiones, la forma y modalidad de su reconocimiento.

Artículo 8º. Programas de Promoción. Además de las metas y acciones específicas de carácter voluntario no exigidas por el ordenamiento jurídico, los Acuerdos de Producción Limpia podrán contemplar programas de promoción del cumplimiento de la normativa en dichas materias, sólo para las empresas de menor tamaño, y que se encuentren en incumplimiento parcial de las exigencias establecidas en las normas.

Para efectos de esta ley, se entenderá por programa de promoción del cumplimiento el plan de acciones y metas, para que en el marco de un Acuerdo de Producción Limpia y dentro de un plazo fijado por los órganos de la Administración del Estado competentes, las empresas cumplan satisfactoriamente con la normativa ambiental, sanitaria y de higiene y seguridad laboral que se indique.

Durante la implementación del acuerdo se identificarán las empresas de menor tamaño que formarán parte del programa de promoción del cumplimiento, para lo cual, el organismo fiscalizador competente emitirá las resoluciones y dictará las instrucciones que estimen necesarias para la formalización de dichos programas, con indicación expresa del plazo dentro del cual deberán dar cumplimiento al mismo, plazo que deberá dar cuenta el Acuerdo de Producción Limpia.

Los organismos públicos competentes en las materias específicas, velarán por el cumplimiento del programa de promoción del cumplimiento de la normativa.

En caso de incumplimiento de este programa, los órganos fiscalizadores competentes en la materia podrán aplicar las sanciones que correspondan a la infracción de dichas normas, de conformidad con sus respectivos procedimientos sancionatorios, aplicándose el doble de la multa correspondiente a la empresa por dicho incumplimiento.

Artículo 9°. Consejo Nacional de Producción Limpia. Corresponde al Consejo Nacional de Producción Limpia de la Corporación de Fomento de la Producción realizar las actividades de coordinación entre los órganos de la Administración del Estado y las empresas o entidades del sector privado que correspondan, en cualesquiera de las etapas de elaboración de los Acuerdos de Producción Limpia.

Asimismo, emitirá las certificaciones de cumplimiento que sean necesarias durante el tiempo de ejecución del respectivo acuerdo, como en su evaluación final. Las empresas que no cumplan las acciones y metas de tipo voluntario, referidas a materias no contenidas en normas obligatorias al momento de suscribir un Acuerdo de Producción Limpia, no podrán optar al certificado de cumplimiento de dichos acuerdos. Lo mismo se aplicará en caso que no se cumpla con el programa de promoción de cumplimiento.

El Consejo tendrá a su cargo los registros que sean necesarios para la correcta aplicación de este artículo, en particular el de los auditores de evaluación de cumplimiento de los Acuerdos de Producción Limpia, de conformidad a lo establecido en el Sistema Nacional de Normalización Técnica. Sin perjuicio de lo anterior, este Consejo podrá desarrollar otro tipo de acciones tendientes a fomentar la producción limpia, en los términos señalados por el reglamento.

El Consejo estará integrado por órganos públicos con competencias ambientales, sanitarias y de fomento productivo, así como por representantes del sector privado, de conformidad a lo señalado en el reglamento dictado por los Ministros de Economía, Fomento y Reconstrucción y Secretario General de la Presidencia.”.

ARTÍCULO DECIMOPRIMERO.- 
De los Asesores Económicos de Insolvencias y sus Actos.

Créase el sistema voluntario para la reorganización o cierre de micro y pequeñas empresas en crisis y fíjase como su ley la siguiente:
“Título Primero

Disposiciones Generales

Artículo 1°.- Ámbito de Aplicación. Las normas de esta ley rigen exclusivamente para las personas naturales o jurídicas, cuyas rentas tributen en primera categoría y que entren en alguno de los supuestos del ARTÍCULO SEGUNDO o de aquéllos que, conforme a la fórmula diseñada por el Consejo Nacional Consultivo de la Empresa de Menor Tamaño, sean susceptibles de ser consideradas como pequeñas o microempresas.

En todo caso, siempre podrán acogerse a estas normas, aquellas personas cuyas ventas durante los doce meses anteriores no excedan la cantidad equivalente en moneda nacional a 25.000 unidades de fomento, descontado el valor correspondiente al impuesto al valor agregado y del impuesto específico que pudiere gravar dichas ventas.

Para el cálculo del monto total de las ventas se estará a la proporción de dicho valor en los meses que corresponda, si ellos fueren menos de doce meses.

Artículo 2°.- Estado de Insolvencia. Para los efectos de esta ley, se entiende que las personas naturales o jurídicas señaladas en el artículo 1°, se encuentran en estado de insolvencia cuando cesan en el pago de una o más de sus obligaciones para con cualquier persona natural o jurídica.

Si la persona a la cual se le aplica esta ley estimare fundadamente que dentro de los tres meses siguientes pudiese encontrarse en estado de insolvencia, podrá someterse voluntariamente a los procedimientos que se establecen en los artículos siguientes, opción que se considerará irrevocable para todos los efectos legales, en cuyo caso se suspenderá el inicio del cómputo del plazo previsto en el artículo 41 de la ley de Quiebras, contenida en el Libro IV del Código de Comercio, reiniciándose al vencimiento del plazo que se determine de acuerdo al artículo 20 de esta ley.

Título Segundo

De los Asesores Económicos de Insolvencias

Artículo 3°.- De los Asesores Económicos de Insolvencias y sus Funciones. La función del asesor económico de insolvencias en adelante e indistintamente, el “asesor”, será la de otorgar el certificado regulado en el artículo 17 de esta ley y llevar a cabo un estudio sobre la situación económica, financiera y contable del deudor.

El asesor cumplirá dichas funciones previo requerimiento de las personas definidas en el artículo 1° de esta ley, las que deben encontrarse en alguno de los supuestos contenido en el artículo precedente.

Artículo 4°.- Requisitos para ser Asesor Económico de Insolvencias. Pueden ser asesores económicos de insolvencias las personas naturales y las sociedades de personas, cuyo único objeto esté constituido por la actividad de asesoría económica de insolvencias, conforme a esta ley.

En el caso de las personas naturales, el asesor deberá cumplir con las exigencias que el artículo 16, inciso primero, del Libro IV del Código de Comercio, establece para los síndicos.


Los postulantes a asesor, que no fueren síndicos, deberán aprobar el examen de conocimientos ante la Superintendencia de Quiebras, en adelante la “Superintendencia”, a que se refiere el inciso anterior, el que a lo menos deberá ser convocado dos veces en cada año calendario. Los exámenes contemplarán exigencias comunes para todos los postulantes que lo rindan conjuntamente en cada oportunidad. El Superintendente deberá señalar en cada oportunidad y con la debida anticipación las materias que incluirán en los exámenes.

En el caso de las sociedades de personas, sólo el representante legal podrá actuar como asesor.

Para ejercer el cargo de asesor, el interesado deberá encontrarse inscrito en el Registro de Asesores Económicos de Insolvencias que deberá mantener actualizado la Superintendencia de Quiebras.

Los asesores registrados, que no hayan tenido actividad de asesoría económica de insolvencias en un período de tres años, deberán rendir nuevamente el examen exigido por esta ley.

Artículo 5°.- Reglamento. Un reglamento suscrito por los Ministros de Hacienda, de Justicia y de Economía, Fomento y Reconstrucción, complementará la regulación sobre el sistema voluntario para la reorganización o cierre de micro y pequeñas empresas en crisis.

Entre otros aspectos, este texto deberá indicar las formalidades del Registro de Asesores Económicos, los mecanismos que se utilizarán para que dicho Registro se mantenga actualizado y los sistemas de comunicación complementarios al sitio de dominio electrónico de la Superintendencia que se consideren necesarios para informar directamente a quienes se encuentren bajo la asesoría económica de insolvencia de un registrado que sea excluido del registro o haya renunciado.

Artículo 6°.- Prohibiciones. No podrán ser asesores económicos de insolvencias las personas que se encuentren en alguna de las situaciones previstas en los números 1, 2, 3 y 4 del artículo 17 de la ley de Quiebras, contenida en el Libro IV del Código de Comercio.

Artículo 7°.- Causales de Exclusión. La Superintendencia excluirá a los asesores del registro, en los siguientes casos:

a) Por haber intervenido en forma directa o indirecta en el año anterior a la emisión de un certificado o intervenir en el siguiente año contado desde dicho acto, a cualquier título, en las actividades o negocios del deudor que hubiere requerido de sus servicios, salvo aquellas derivadas de las funciones propias a su cargo.


b) Por adquirir para sí, en forma directa o indirecta o para terceros, cualquier clase de bienes pertenecientes a la persona natural o jurídica que hubiere formulado el requerimiento de que trata el artículo 12 de esta ley.


c) Por proporcionar u obtener cualquier ventaja en las actividades que ejecute y en que intervenga como asesor.


d) Por reprobar el examen a que se refiere el inciso final del artículo 4°.


e) Por infracciones reiteradas que en su conjunto constituyan una conducta grave, o por infracción grave a las disposiciones legales o reglamentarias o a las instrucciones que imparta la Superintendencia en uso de sus atribuciones. Se deberá dar debida publicidad a la exclusión del registro basadas en esta causal.


f) Por incurrir en las causales 2, 7 o 9, reguladas en el artículo 22 de la ley de Quiebras, en el Libro IV del Código de Comercio.


g) Por muerte.

Artículo 8°.- Procedimiento de Reclamo a la Exclusión. Sin perjuicio de los recursos administrativos que procedan, el asesor afectado por alguna causal de exclusión o por instrucciones particulares que le hubiere impartido la Superintendencia, podrá reclamar de ellas dentro del plazo de cinco días a contar de la fecha en que sea notificada la respectiva resolución administrativa, ante el juez de letras que corresponda a su respectivo domicilio. El juicio de reclamación se tramitará en conformidad a las normas del procedimiento sumario.

En cualquier caso, el asesor excluido del registro, deberá de inmediato y sin más trámite entregar al titular que corresponda todos los antecedentes que le haya aportado para su asesoría. En caso de incumplimiento de esta obligación, la Superintendencia, a requerimiento del interesado, podrá requerir su cumplimiento bajo el apercibimiento señalado en el artículo 238 del Código de Procedimiento Civil, caso en el cual las multas establecidas en dicha disposición podrán alcanzar hasta 60 unidades de fomento.


La Superintendencia dará a conocer inmediatamente al deudor el listado de asesores disponibles para efectos de la nueva designación, la que en todo caso deberá efectuarse por el deudor dentro de los diez días siguientes al requerimiento de la Superintendencia. Transcurrido este plazo sin que se haya materializado la designación, se revocará el certificado y cesarán automáticamente sus efectos.

Artículo 9°.- Renuncia. El asesor económico de insolvencias que renuncie deberá dar estricto cumplimiento a las obligaciones asumidas hasta el término de las mismas, sujetándose a la fiscalización de la Superintendencia hasta que finalicen las asesorías en curso, cesando sus responsabilidades como asesor sólo después que la Superintendencia haya aprobado tales asesorías, sin perjuicio que, desde la renuncia, se comunique tal circunstancia en el registro respectivo según las formalidades que establezca la Superintendencia en normas de carácter general.

La renuncia deberá ser notificada al deudor y acreedores involucrados mediante carta certificada.

Artículo 10.- Garantía de Fiel Cumplimiento. Todo asesor deberá mantener una garantía de fiel desempeño de su actividad depositada en la Superintendencia, cuya naturaleza y monto deberá ser fijada por dicho organismo mediante resolución, las cuales deberán ser publicadas en el Diario Oficial para su entrada en vigor. Dicha garantía deberá permanecer vigente mientras el asesor se encuentre inscrito como tal en el referido organismo.

Artículo 11.- Inhabilidades. Son inhábiles para actuar como asesor el cónyuge y los parientes del deudor por consanguinidad o afinidad hasta el cuarto grado inclusive. Asimismo, son inhábiles quienes en los últimos cinco años, contados desde la fecha del requerimiento hubieren realizado cualquier tipo de negocios o actos jurídicos con el deudor sin distinguir su clase o naturaleza, sea en forma directa o indirecta, a menos que estos sean de común y circunstancial ocurrencia, o con alguno de los socios, dependientes o terceros con relaciones pecuniarias de la sociedad de personas que desempeña la función de asesoría económica de insolvencias.

El asesor no podrá actuar directa o indirectamente en gestiones:

a) Que se encuentren a cargo de otro asesor económico de insolvencias en calidad de tal;


b) En los casos en que tengan o hayan tenido interés él, su cónyuge o sus parientes por consanguinidad o afinidad hasta el cuarto grado inclusive, en los últimos cuatro años, y

c) Si el deudor ha tenido relaciones de negocios con el asesor, su cónyuge o sus parientes por consanguinidad o afinidad hasta el cuarto grado inclusive dentro de los últimos cuatro años.

El acreedor que tuviere relaciones de cualquier clase con el asesor o con alguno de los socios, dependientes o terceros con relaciones pecuniarias de la sociedad de personas que desempeña la función de asesoría económica de insolvencias o de la persona jurídica del acreedor, deberá así declararlo a los demás acreedores con el fin de que cualquiera de éstos puedan requerir la inhabilidad inmediata del asesor.

Si cualquiera de los sujetos mencionados en el inciso anterior, omite declarar sobre la existencia de esas relaciones, dará lugar a las indemnizaciones que en cada caso procedan por el perjuicio derivado de dicha omisión.

Las inhabilidades señaladas en el presente artículo, cuando afecten a los socios de la sociedad asesora económica, se extenderán a esta última.

Artículo 12.- Sanción al Concierto. El asesor persona natural o los socios de la sociedad que actúen en calidad de asesor, y que se concertaren con el deudor o con cualquier acreedor actual o pasado o con un tercero para proporcionar alguna ventaja indebida para sí o para las personas antes indicadas, será penado con presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo, salvo que cualquiera de los actos delictuosos que hubiere cometido en el desempeño de su cargo tuviere asignada mayor pena, pues entonces se aplicará ésta. Será, además, castigado con inhabilidad especial perpetua para ejercer el cargo de asesor económico de insolvencias o de síndico.

Artículo 13.- Responsabilidad del Asesor Económico de Insolvencias. El asesor responderá de culpa levísima. Su responsabilidad será perseguida con arreglo a las normas del procedimiento sumario.

Artículo 14.- Incompatibilidad. El que hubiese ejercido la función de asesor económico de insolvencias para un deudor, no podrá desempeñarse como síndico respecto de la quiebra que posteriormente se declare respecto del mismo deudor. La infracción a esta disposición será la exclusión del registro de síndicos.

Artículo 15.- Funciones de la Superintendencia de Quiebras. En conformidad al número 14 del artículo 8° de la ley N° 18.175, la Superintendencia tendrá, además, las siguientes funciones:

1.- Llevar un registro de asesores, que deberá ser público y de acceso gratuito, y regular su inscripción en el mismo mediante resolución.


2. - Fiscalizar las actuaciones de los asesores en todos los aspectos de su gestión, sean técnicos, jurídicos o financieros, pudiendo interpretar administrativamente las leyes y reglamentos y demás normas que rigen a las personas fiscalizadas, sin perjuicio de las facultades jurisdiccionales que correspondan a los tribunales competentes. Mediante normas de carácter general, la Superintendencia deberá establecer la forma en la cual podrá ejecutar su labor de fiscalización a los asesores y los documentos que deben ser guardados, por los plazos y forma en que lo indique.


3. - Aplicar a los asesores las sanciones indicadas en el número 5 del artículo 8° de la ley N° 18.175, quienes tendrán los derechos que en dicha norma se conceden a los síndicos.


4. - Llevar un registro público de los certificados a que se refiere el artículo 17 de esta ley y otorgar las certificaciones que se le soliciten relativas a la emisión y caducidad de dichos certificados, los que se ajustarán a las formalidades que establezca la Superintendencia mediante resolución.


5.- Recibir las denuncias que los acreedores, los deudores o terceros interesados formulen en contra del desempeño de los asesores y en caso que sea procedente poner en conocimiento del Ministerio Público a la mayor brevedad las irregularidades de carácter penal de que pueda tomar conocimiento. En caso que las denuncias no tengan carácter criminal, pondrá sus conclusiones en un informe dirigido al denunciante y señalará si impuso sanciones al respectivo asesor.
Título Tercero

Del Procedimiento

Artículo 16.- Presentación del Requerimiento al Asesor. La persona que se encuentre en cualquiera de los casos descritos en el artículo 2°, deberá presentar al asesor que elija un requerimiento acompañado de uno o más antecedentes que acrediten haber cesado en el pago de al menos una de sus obligaciones o de la declaración fundada de que estima encontrarse en la situación del segundo inciso del mismo artículo. Si se tratare de una persona jurídica acompañará los antecedentes legales de su constitución, de las modificaciones que se hubieren efectuado a sus estatutos y de los poderes o mandatos vigentes. También deberá señalarse el número de trabajadores que laboran para el deudor.

El monto de las ventas, se podrá acreditar con cualesquiera de los siguientes antecedentes: libros de compras y ventas, facturas y boletas emitidas, sea que se encuentren pagadas o pendientes de pago, declaraciones del impuesto al valor agregado, declaraciones de rentas u otros documentos probatorios que consten por escrito o en forma electrónica.

Artículo 17.- Emisión del Certificado. Recibido que sea por el asesor el requerimiento de un deudor, acompañado de los antecedentes que indica el artículo 16, deberá aceptar la nominación formalmente y comunicarle este hecho a la Superintendencia. Acto seguido, verificará el cumplimiento de los requisitos para acceder a este procedimiento, luego de lo cual y en caso que sea procedente, deberá otorgar un certificado bajo su firma, en el que se indicará quién es el requirente, rut, domicilio y giro o actividad. En el mismo acto de emisión del certificado, el asesor deberá abrir un expediente que dé cuenta del requerimiento y del certificado emitido y, además, comunicar la expedición del certificado a la Superintendencia para su validación, a partir de la cual surtirán todos los efectos descritos en el artículo siguiente para el certificado.

La denegación del certificado deberá ser fundada y sólo procederá en caso que no se presente al asesor los antecedentes requeridos por esta ley para su emisión, o no se corrijan o complementen a requerimiento del señalado asesor.

El expediente tendrá, para todos los efectos legales, el carácter de público.

La Superintendencia podrá dictar normas de carácter general con el objeto de facilitar la aplicación de la presente disposición.

Artículo 18.- Efectos del Certificado. El certificado expedido conforme a lo dispuesto en esta ley validado por la Superintendencia y hecho valer de conformidad al artículo 19 en los procesos judiciales, o siendo presentado ante los órganos de la Administración del Estado, permitirá al deudor que el órgano judicial o administrativo respectivo declare la suspensión de:

a) Los apremios de cualquier clase que provengan del incumplimiento de obligaciones pecuniarias, con excepción de aquellos vinculados a remuneraciones y cotizaciones de seguridad social, adquiridas en el desempeño de las actividades empresariales.


b) Los actos que sean consecuencia directa del protesto de documentos mercantiles del requirente del certificado.


c) Los actos judiciales que impliquen embargos, medidas precautorias de cualquier clase, restituciones en juicios de arrendamiento y solicitudes de quiebra.


d) Los procedimientos o juicios de carácter tributario.

e) Cualquier otra medida de carácter administrativo o judicial, incluso ante juzgados de policía local, que sea procedente proseguir en contra de la persona natural o jurídica a cuyo nombre se hubiere emitido el certificado, con motivo de alguna obligación relativa al giro del deudor.

Con todo, el tribunal respetivo y el órgano administrativo en los casos que correspondiere, no podrá suspender los procedimientos derivados del ejercicio de acciones constitucionales, los derivados de delitos cometidos por la o las personas que fueren el mismo empresario individual o socios o accionistas de la persona jurídica o sus representantes, los derivados del ejercicio de los derechos colectivos del trabajo o del incumplimiento de las normas de higiene y seguridad en materia laboral, los derivados de sus obligaciones de familia y cualquiera que implique una infracción normativa.

Emitido que sea el certificado, el beneficiario no podrá gravar ni enajenar los bienes que a esa fecha formen parte del activo fijo de su patrimonio.

Artículo 19.- Presentación del Certificado. Para que el certificado produzca sus efectos, el deudor deberá presentar al órgano competente una copia del mismo, autorizada por la Superintendencia, según las formalidades que ella establezca, mediante normas de carácter general. 

Si la presentación del certificado es ante un tribunal de justicia, deberá hacerse por intermedio de abogado habilitado para el ejercicio de la profesión y se tramitará según las reglas de las excepciones dilatorias, previstas en el Título VI del Libro II del Código de Procedimiento Civil, salvo lo dispuesto en el artículo 307, tramitándose en consecuencia en el cuaderno principal, y la resolución que las deseche será apelable. 

En aquellos procedimientos judiciales en los cuales ya hubiese transcurrido el término de emplazamiento, el juez de la causa suspenderá el procedimiento si el deudor ejerce el beneficio según lo dispuesto en el artículo 310 del Código de Procedimiento Civil, entendiéndose fundada la suspensión con la copia autorizada por la Superintendencia del certificado respectivo.

Artículo 20.- Período de Suspensión. La suspensión a que se refiere el artículo anterior durará por el plazo que fije el asesor, pero en ningún caso más de noventa días corridos contados desde la fecha de emisión del certificado y no podrá ser objeto de prórroga alguna.

Los plazos de obligaciones de naturaleza patrimonial, relacionados con los asuntos previstos en el primer inciso del artículo anterior, y todos los contenidos en el Código del Trabajo, que estuvieren corriendo y los que debieran iniciarse durante el período de suspensión, continuarán corriendo o se iniciarán, según sea el caso, a partir del día inmediatamente siguiente a la extinción del período de suspensión, que fuere hábil o corrido dependiendo de la naturaleza del plazo. Igual norma se aplicará a los plazos legales, judiciales o administrativos.

El período de suspensión se descontará íntegramente respecto de la prosecución de los juicios que estuvieren en tramitación, a los efectos de considerar un eventual abandono de procedimiento. Los plazos de prescripción que estuvieren corriendo se suspenderán durante el período señalado.

Artículo 21.- Prohibición de Impetrar el Beneficio. La persona que se haya acogido a los beneficios de esta ley no podrá impetrar nuevamente la extensión de un nuevo certificado, sin que haya mediado a lo menos cinco años contados desde la fecha del certificado inmediatamente anterior.

Artículo 22.- Resultado del Estudio Económico. Durante el período de suspensión indicado en el artículo 20, el asesor deberá llevar a cabo un estudio de la situación económica, financiera y contable del deudor, en el cual se establezca la naturaleza y monto de sus obligaciones tanto vencidas como por vencer cualquiera sea el plazo, condición o modo de las mismas, los activos que posee y si éstos son de su dominio y los gravámenes, modos o condiciones a que están sujetos.

El estudio también deberá señalar el giro de los negocios del deudor, las causas que originaron el incumplimiento de las obligaciones y las perspectivas de su actividad en orden a la posibilidad de cumplir razonablemente con sus obligaciones y si ese no fuere el caso deberá señalarlo circunstanciadamente. 

Cualquiera de los acreedores podrá solicitar una copia del estudio al asesor una vez terminado el plazo de suspensión y será obligación de éste proceder a su entrega sin más trámite y sin costo para el solicitante. El asesor dejará constancia de dicho acto en el expediente respectivo. Igualmente, el asesor enviará una copia a la Superintendencia.

El asesor, actuando de consuno, con el deudor podrá efectuar las gestiones que estime pertinentes ante organismos públicos o privados, con el objeto de obtener recursos o asistencia técnica a los fines de llevar a cabo una reorganización de la empresa o establecimiento del deudor y superar su estado.

Artículo 23.- Citación y Notificación de los Acreedores. Durante el período de suspensión, el asesor deberá citar a los acreedores y al deudor a una o más reuniones que se llevarán a cabo con los que asistan, en la o las cuales deberá exponer la situación del deudor y sugerirá las medidas que serían necesarias para resolver las dificultades que motivaron el requerimiento de asesor. Asimismo, podrá, con la anuencia del deudor, proponer a los acreedores el inicio de un convenio.

La citación a la reunión de acreedores se efectuará por cualquier medio legítimo, con el fin de contar con la presencia del mayor número posible de ellos. Se dejará constancia en el expediente de las citaciones y de la forma en que fueron efectuadas. El asesor podrá efectuar reuniones con los acreedores sea en forma individual o colectiva, sea en conjunto con el deudor o en forma separada, todas las veces que lo considere conveniente.

Artículo 24.- Proposiciones y Acuerdos. Las proposiciones del asesor no serán obligatorias para el deudor ni para los acreedores, quienes podrán acordar lo que estimen conveniente a sus respectivos intereses.

Los acuerdos pueden constar en uno o más instrumentos firmados por las partes y el asesor, los que deben ser protocolizados en una notaría del domicilio del deudor dentro del plazo de la suspensión, de lo contrario no producirán ningún efecto legal. Los acuerdos sólo obligan a las partes que los suscriban, las que no podrán sustraerse de las normas legales vigentes. Cualquiera de los acreedores tendrá derecho irrestricto a conocer los acuerdos a que su deudor hubiere llegado con otros acreedores, pudiendo al efecto solicitar al asesor toda la información que sobre dicho particular estime conveniente. Sin perjuicio de lo anterior, de cada uno de los acuerdos adoptados se remitirá copia simple a los acreedores que no hayan participado de él.

Si el deudor hace abandono de bienes a sus acreedores para el pago de sus obligaciones, queda liberado de las que tenga para con los concurrentes al acto y siempre que hayan sido declaradas en el acto del abandono, las que se entienden integralmente extinguidas. El acuerdo debe indicar la o las personas legitimadas para enajenar los bienes y distribuir el producido entre los acreedores, lo que no podrá llevarse a efecto sino una vez extinguido el plazo de diez días que se indica a continuación.

Los acreedores cuyos créditos figuren en la declaración de deudas formulada por el deudor y que no hayan suscrito el acuerdo podrán adherir a él dentro de los diez días corridos siguientes a la extinción del plazo de suspensión. La adhesión deberá constar en documento protocolizado dentro de esos diez días en la misma notaría en la cual se protocolizó el acuerdo de abandono de bienes.

La declaración falsa que formule el deudor acerca de sus acreedores, del monto de las obligaciones o la naturaleza de las mismas, o acerca de la propiedad de los bienes abandonados, será penada en la forma prescrita en el artículo 229 del Libro IV del Código de Comercio y para esos efectos el deudor será considerado como fallido.

Las obligaciones comprendidas en el acuerdo de abandono de bienes deberán ser eliminadas de los registros o bancos de datos personales a que se refiere la ley N° 19.628, a cuyo efecto el deudor deberá presentar copia autorizada del acuerdo a la entidad titular del registro.

Artículo 25.- Extinción de los Efectos del Certificado. Vencido el plazo de la suspensión los acreedores y el deudor podrán ejercer sus derechos libremente, respetando los acuerdos que hubieren suscrito durante la vigencia del referido plazo.

En caso de quiebra del mismo deudor o que éste proponga o sea obligado a proponer un convenio preventivo, los acreedores sujetos a los acuerdos concurrirán con los demás acreedores por la parte de su crédito original que sea proporcional al saldo incumplido del acuerdo. Los créditos de los acreedores sujetos a los acuerdos señalados, serán exigibles para los efectos de que puedan intervenir en dichos procedimientos.

Artículo 26.- Remuneración del asesor. La remuneración del asesor será fijada de común acuerdo entre el solicitante y éste último. En caso de quiebra del solicitante, la remuneración pactada se considerará, hasta un máximo del equivalente a cien unidades de fomento, como un gasto en que se ha debido incurrir para poner a disposición de la masa los bienes del fallido, y en consecuencia tendrá la preferencia establecida en el artículo 2472 N° 4 del Código Civil. En todo caso, la remuneración pactada no podrá exceder del 2% del total del activo de la quiebra.

En caso de quiebra del deudor, el Fisco pagará a través de la Tesorería General de la República, hasta 75 unidades de fomento de la remuneración considerada como gasto y se subrogará por el solo ministerio de la ley en los valores pagados. Será responsabilidad legal del respectivo síndico, cuando corresponda, efectuar la verificación del crédito asumiendo de pleno derecho la representación del Fisco, de todo lo cual informará detalladamente a la Superintendencia.

Artículo 27.- Aviso Municipal de Término de Actividades. El Servicio de Impuestos Internos deberá informar a los municipios, cada 30 de junio, el término del giro de actividades sujetas a patente municipal. Sin perjuicio de ello, cada contribuyente deberá entregar dicha información al municipio que corresponda.”.

ARTÍCULO DECIMOSEGUNDO.- Modificaciones. Modifícanse las disposiciones que a continuación se indican:

1) En el Libro IV del Código de Comercio:


a) Sustitúyese en su artículo 109, el guarismo “1.000” por “2.000”.


b) Agrégase en su artículo 240 el siguiente inciso segundo: 


“A todos los deudores comprendidos en el artículo primero de la ley sobre el “sistema voluntario de reorganización o cierre de micro y pequeñas empresas en crisis” se les aplicará lo dispuesto en este artículo aunque se encuentren comprendidos en el artículo 41 y el plazo de la rehabilitación será de seis meses contados desde que se hubiere declarado la quiebra.”.


2) En el artículo 26 del decreto ley N° 3.063, de 1979: 


a) Trasládase su inciso tercero como inciso quinto, pasando los actuales incisos cuarto y quinto a ser tercero y cuarto, respectivamente.


b) Elimínase en su inciso tercero, que pasa a ser quinto, la expresión inicial “Sin embargo,”, e iníciase con mayúscula la expresión “la” que sigue a continuación.

c) Agrégase, a continuación de su inciso quinto, nuevo, los siguientes incisos:


“Las municipalidades podrán otorgar patente provisoria a las empresas que lo soliciten por primera vez, cuyo capital inicial declarado no exceda de cinco mil unidades de fomento, que acrediten el cumplimiento de los requisitos sanitarios mediante permisos provisorios entregados por la autoridad sanitaria, sin perjuicio del cumplimiento de los requisitos de emplazamiento.


En los casos del inciso anterior, las municipalidades podrán, de modo general, eximir del pago de las patentes provisorias u otorgar plazo para el pago de las mismas, de hasta doce cuotas mensuales reajustables. La exención corresponderá al año que dure la patente provisoria.”. 

3) En el Código del Trabajo:


a) Intercálase a continuación de su artículo 476, el siguiente artículo 476 bis:

“Artículo 476 bis. Para los efectos de este Código y sus leyes complementarias, los empleadores se clasificarán en micro, pequeña, mediana y gran empresa, en función del número de trabajadores.


Se entenderá por micro empresa aquélla que tuviere contratados de 1 a 9 trabajadores, pequeña empresa aquélla que tuviere contratados de 10 a 49 trabajadores, mediana empresa aquélla que tuviere contratados de 50 a 199 trabajadores y gran empresa aquélla que tuviere contratados 200 trabajadores o más.”.

b) Sustitúyese el artículo 477 por el siguiente:

“Artículo 477.  Las infracciones a este Código y sus leyes complementarias, que no tengan señalada una sanción especial, serán sancionadas de conformidad a lo dispuesto en los incisos siguientes, según la gravedad de la infracción.

 
Para la micro empresa y la pequeña empresa, la sanción ascenderá de 1 a 10 unidades tributarias mensuales.


Tratándose de medianas empresas, la sanción ascenderá de 2 a 40 unidades tributarias mensuales.


Asimismo, para la gran empresa, la sanción ascenderá de 10 a 90 unidades tributarias mensuales.

En el caso de las multas especiales que establece este Código, su rango se podrá duplicar y triplicar si se dan las condiciones establecidas en los incisos tercero y cuarto de este artículo.

La infracción a las normas sobre fuero sindical se sancionarán con multa de 14 a 70 unidades tributarias mensuales.”.

c) Intercálanse, a continuación del artículo 477, los siguientes artículos 477 bis y artículo 477 ter:

“Artículo 477 bis. El inspector del trabajo que constate en una micro o pequeña empresa una infracción legal o reglamentaria que no ponga en riesgo inminente la seguridad o la salud de los trabajadores podrá conceder un plazo de, a lo menos, cinco días hábiles para dar cumplimiento a las normas respectivas.

Artículo 477 ter. Tratándose de micro y pequeñas empresas, y en los casos en que el afectado no hubiere recurrido de conformidad a los artículos 474 y 481 de este Código, el inspector del trabajo respectivo autorizará, a solicitud del sancionado, y sólo por una vez en el año respecto de la misma infracción, la sustitución de la multa impuesta por alguna de las modalidades siguientes:

1. Si la multa impuesta es por infracción a normas de higiene y seguridad, por la incorporación en un programa de asistencia al cumplimiento, en el que se acredite la corrección de la o las infracciones que dieron origen a la sanción y la puesta en marcha de un sistema de gestión de seguridad y salud en el trabajo. Dicho programa deberá implementarse con la asistencia técnica del organismo administrador de la ley Nº 16.744, al que se encuentre afiliada o adherida la empresa infractora y deberá ser presentado para su aprobación por la Dirección del Trabajo, debiendo mantenerse permanentemente a su disposición en los lugares de trabajo. La presente disposición será igualmente aplicada por la autoridad sanitaria que corresponda, en aquellos casos en que sea ésta quien aplique la sanción.


2. En el caso de multas no comprendidas en el número anterior, y previa acreditación de la corrección, de la o las infracciones que dieron origen a la sanción, por la asistencia obligatoria a programas de capacitación dictados por la Dirección del Trabajo, los que tendrán una duración máxima de dos semanas.

La solicitud de sustitución deberá presentarse dentro del plazo de treinta días de notificada la resolución de multa administrativa.

Autorizada la sustitución de la multa de conformidad a lo dispuesto precedentemente, si el empleador no cumpliere con su obligación de incorporarse en un programa de asistencia al cumplimiento o de asistencia a programas de capacitación, según corresponda, en el plazo de 60 días, procederá al aumento de la multa original, el que no podrá exceder de un 25% de su valor.”.

d) Sustitúyese el artículo 481, por el siguiente:

“Artículo 481. Facúltase al Director del Trabajo, en los casos en que el afectado no hubiere recurrido de conformidad al artículo 474 y no hubiere solicitado la sustitución del artículo 477 bis de este Código, para reconsiderar las multas administrativas impuestas por funcionarios de su dependencia en la forma siguiente:

1. Dejando sin efecto la multa, cuando aparezca de manifiesto que se ha incurrido en un error de hecho al aplicar la sanción.


2. Rebajando la multa, cuando se acredite fehacientemente haber dado íntegro cumplimiento, a las disposiciones legales, convencionales o arbitrales cuya infracción motivó la sanción.

Si dentro de los quince días siguientes de notificada la multa, el empleador corrigiere la infracción, el monto de la multa se rebajará, a lo menos, en un cincuenta por ciento. Tratándose de la micro y pequeña empresa, la multa se rebajará, a lo menos, en un ochenta por ciento.”.

4) En la ley N° 19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores:

a) Añádese en su artículo 1° N° 1, el siguiente texto, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido: "En ningún caso podrán ser considerados consumidores los que de acuerdo al número siguiente deban entenderse como proveedores.".


b) Reemplázase en el inciso final de su artículo 24, la frase entre comas "el grado de negligencia en que haya incurrido el infractor" por la siguiente: “los parámetros objetivos que definan el deber de profesionalidad del proveedor, el grado de asimetría de información existente entre el infractor y la víctima, el beneficio obtenido con motivo de la infracción".

c) Agrégase la siguiente oración, a continuación del punto aparte de la letra b) de su artículo 53 C, que pasa a ser punto seguido: "La suma de las multas que se apliquen por cada consumidor afectado tomará en consideración en su cálculo los elementos descritos en el artículo 24 y especialmente el daño potencialmente causado a todos los consumidores afectados por la misma situación.".


5) En el artículo 4° de la ley N° 20.169, que regula la competencia desleal, agregánse las siguientes letras h) e i):

“h) La imposición por parte de una empresa a un proveedor, de condiciones de contratación para sí, basadas en aquellas ofrecidas por ese mismo proveedor a empresas competidoras de la primera, para efectos de obtener mejores condiciones que éstas; o, la imposición a un proveedor de condiciones de contratación con empresas competidoras de la empresa en cuestión, basadas en aquellas ofrecidas a ésta. A modo de ejemplo, se incluirá bajo esta figura la presión verbal o escrita, que ejerza una empresa a un proveedor de menor tamaño cuyos ingresos dependen significativamente de las compras de aquélla, para obtener un descuento calculado a partir del precio pactado por ese mismo proveedor con algún competidor de la primera empresa.

i) El incumplimiento sistemático de deberes contractuales con los proveedores, para efectos de obtener rebajas artificiales de costos frente a los competidores.”.

ARTÍCULO DÉCIMO TERCERO.- Cambio de Denominación. Modifícase la denominación dada por el artículo 1° de la ley N° 14.171, a la Subsecretaría de Economía, Fomento y Reconstrucción, la que pasará a denominarse en lo sucesivo “Subsecretaría de Economía y Empresas de Menor Tamaño”.


Todas las menciones que el ordenamiento jurídico haga a la Subsecretaría de Economía, Fomento y Reconstrucción o simplemente “de Economía”, en ambos casos, deberán entenderse referidas a la Subsecretaría de Economía y Empresas de Menor Tamaño.”. 

ARTÍCULO DÉCIMO CUARTO.- Ninguna disposición contenida en esta ley podrá interpretarse en el sentido de dejar sin efecto las normas de la ley N° 19.749, que establece normas para facilitar la creación de micro empresas familiares.


ARTÍCULOS TRANSITORIOS


ARTÍCULO PRIMERO.- Dentro de los dos primeros años de vigencia de la presente ley, la Subsecretaría de Economía y Empresas de Menor Tamaño, hará una revisión de la reglamentación actualmente aplicable a las Empresas de Menor Tamaño, con la finalidad de proponer a los órganos públicos competentes las adecuaciones que sean necesarias para el cumplimiento del objetivo señalado en el ARTÍCULO PRIMERO de la presente ley.

ARTÍCULO SEGUNDO.- Increméntase la dotación máxima vigente de personal de la Superintendencia de Quiebras en siete cupos destinados a garantizar el cumplimiento de las nuevas funciones que se le encargan por esta ley.

ARTÍCULO TERCERO.- El mayor gasto que represente esta ley, durante su primer año de vigencia, se financiará con cargo a recursos de la partida presupuestaria del Tesoro Público. En los años posteriores se financiará con los recursos que para estos efectos contemple la ley de Presupuestos de cada año para las instituciones respectivas.

ARTICULO CUARTO.- El Reglamento establecido en el ARTICULO CUARTO, deberá ser dictado dentro del plazo de seis meses, contado desde la fecha de publicación de esta ley.”.

***


Hago presente a V.E. que el número 4) del ARTÍCULO NOVENO - y el artículo 8º del ARTÍCULO DECIMOPRIMERO del proyecto fueron aprobados en general y en particular con el voto a favor de 81 Diputados, en ambos casos, de 116 en ejercicio, dándose cumplimiento a lo preceptuado en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Francisco Encina Moriamez, Presidente de la Cámara de Diputados.- Carlos Loyola Opazo, Secretario General de la Cámara de Diputados
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INFORME DE LAS COMISIONES DE HACIENDA Y TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL, UNIDAS, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE PERFECCIONA SEGURO OBLIGATORIO DE CESANTÍA E INTRODUCE CAMBIOS A OTRAS NORMAS LEGALES

(6036-13)

HONORABLE SENADO:

Vuestras Comisiones de Hacienda y de Trabajo y Previsión Social, unidas, tienen el honor de informar el proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S. E. la señora Presidenta de la República, con urgencia calificada de “discusión inmediata”.

A las sesiones en que las Comisiones, unidas, consideraron esta iniciativa de ley, concurrieron, además de sus integrantes, los Honorables Senadores señores Antonio Horvath Kiss y Carlos Kuschel Silva.

Asimismo, asistieron, del Ministerio de Hacienda, el Ministro, señor Andrés Velasco; la Subsecretaria, señora María Olivia Recart; el Coordinador de Mercado de Capitales, señor Alejandro Micco; los asesores, señores Cristóbal Huneeus y Felipe Sáez . De la Dirección de Presupuestos, el Director, señor Alberto Arenas; y la asesora del Departamento de Estudios, señora Lorena Flores. 

Del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, la Ministra, señora Claudia Serrano; el asesor, señor Francisco del Río; la Jefa de Gabinete de la Ministra, señora Paula Pacheco; y el asesor legislativo de la Subsecretaria del Trabajo, señor Claudio Fuentes. De la Superintendencia de Pensiones, la Superintendenta, señora Solange Berstein; la Jefa del Departamento de Seguro de Cesantía, señora Pamela Gana; la abogado de la Fiscalía, señora Pía Villalobos; y la Jefa de Gabinete de la Superintendenta, señora Matilde Oliva.

Del Instituto Libertad y Desarrollo, la abogado, señora Rossana Costa; y el asesor, señor Jaime Salas.

De la “Sociedad Administradora de Fondos de Cesantía de Chile S.A.”, el Presidente del Directorio, señor Aldo Simonetti Piani, y el Gerente General, señor Patricio Calvo Ebensperger.

- - -
Cabe hacer presente que por tratarse de un proyecto con urgencia calificada de “discusión inmediata”, y en conformidad con lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, se discutió la iniciativa en general y en particular a la vez.

- - -

En la sesión del día 13 de enero de 2009, la Sala del Senado acordó que el presente proyecto fuera discutido por las Comisiones de Hacienda y de Trabajo y Previsión Social, unidas. 

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Los números 2), 3), 4), 5), 6), 7), 8), 9), 10), 12, 13), 14), 16), 26), 27), y 30) del artículo 1°, y el artículo 2° permanentes, y los artículos primero, segundo, y octavo transitorios, corresponde aprobarlos como normas de quórum calificado, de acuerdo a lo dispuesto en el número 18º del artículo 19 de la Constitución Política, en relación con el artículo 66, inciso tercero, de esa Carta Fundamental.

- - -

OBJETIVOS FUNDAMENTALES DEL PROYECTO DE LEY

Introducir modificaciones al Seguro de Cesantía Obligatorio establecido por la ley Nº 19.728, para permitir que los trabajadores cesantes dispongan de una mayor protección social, principalmente a través del mayor acceso al Fondo de Cesantía Solidario, aumentando el número de beneficiarios de dicho Fondo, dado que incorpora a trabajadores contratados a plazo, para una obra, trabajo o servicio determinado en el régimen general del Seguro, y ampliando el número de causales de término de la relación laboral que permiten acceder al beneficio. Además, se crea una Bolsa Nacional de Empleo para lograr una mejor y pronta reinserción de los afiliados al Seguro.

- - -

ANTECEDENTES

Para la cabal comprensión de esta iniciativa de ley, se ha tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

A.- ANTECEDENTES JURÍDICOS

1.- El Código del Trabajo.


2.- La ley Nº 19.728, que establece un seguro de desempleo.


3.- La ley Nº 19.628, sobre protección de datos de carácter personal.


4.- La ley Nº 19.518, que fija nuevo estatuto de capacitación y empleo.


5.- La ley Nº 18.834, Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado, fue fijado en el decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda.


6.- El decreto ley Nº 3.500, de 1980, que establece nuevo sistema de pensiones.


7.- El decreto ley Nº 824, de 1974, sobre impuesto a la renta.


8.- El decreto ley Nº 825, de 1976, sobre impuestos a las ventas y servicios.


9.- El decreto con fuerza de ley Nº 150, de 1982, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de las normas sobre sistema único de prestaciones familiares y sistema de subsidios de cesantía para los trabajadores de los sectores privado y público, contenidas en los decretos leyes N°s. 307 y 603, ambos de 1974.

B.- ANTECEDENTES DE HECHO

1. El Mensaje de S. E. la señora Presidenta de la República expone que la ley N° 19.728, estableció el Seguro Obligatorio de Cesantía para los trabajadores dependientes regidos por el Código del Trabajo con el objeto de entregar una mayor protección social a este grupo, en momentos en que éstos se encuentren cesantes.

2. Observa que en términos generales, después de 6 años de funcionamiento se estima que existen elementos que pueden y deben ser perfeccionados, visión compartida también por la Comisión de Usuarios del Seguro de Cesantía.

3. Expresa que para ello se aumenta la cobertura de personas protegidas, incorporando a trabajadores contratados a plazo, para una obra, trabajo o servicio determinado en el régimen general del Seguro de Cesantía. En cuanto al financiamiento del beneficio, se incorpora a los empleadores de aquellos trabajadores mencionados precedentemente entre los cotizantes al Fondo de Cesantía Solidario, aportando 0,2% de la remuneración del trabajador

Con relación a las prestaciones, indica que se modifican los requisitos de acceso a la Cuenta Individual de Cesantía, estableciendo 8 cotizaciones continuas o discontinuas para trabajadores con contrato a plazo fijo, para una obra, trabajo o servicio determinado

Del mismo modo, se establecen nuevos requisitos de acceso al Fondo de Cesantía Solidario, iguales para trabajadores con contrato a plazo fijo para una obra, trabajo o servicio determinado y trabajadores con contrato indefinido, 12 cotizaciones en los últimos 24 meses, de las cuales las últimas tres deben ser continuas y con el mismo empleador.​

Además, se amplían las causales de despido que permiten acceder al Fondo de Cesantía Solidario, incorporando las causales establecidas en los números 4 y 5 del artículo 159 del Código del Trabajo, (vencimiento de plazo convenido y conclusión del trabajo o servicio que dio origen al contrato).​

Enseguida, se establecen los beneficios con cargo al Fondo de Cesantía Solidario para los trabajadores con contrato a plazo fijo, obra o servicio determinado equivalente al 35% y 30% de la remuneración imponible de los últimos 12 meses que la persona presentó cotización, para el primer y segundo pago, respectivamente, sujeto a valores mínimos y máximos. Asimismo, se efectúa un reajuste extraordinario del valor superior o inferior del beneficio del Fondo Cesantía Solidario, equivalente a aproximadamente 14%, para recuperar la caída de estos topes en relación al crecimiento de los salarios reales de estos años de funcionamiento del Seguro de Cesantía.​

A continuación, se establecen tasas de reemplazo objetivo para el beneficio del Seguro de Cesantía financiado sólo por Cuenta Individual, las que serán iguales a las del Fondo de Cesantía Solidario (50%; 45%; 40%; 35%, 30%, 25% y constante en 20% desde el séptimo giro en adelante). La duración del beneficio estará determinada por el tiempo que los fondos en Cuenta Individual por Cesantía alcancen a financiar. Por otra parte, se elimina la actual opción de recibir el pago del beneficio del Seguro de Cesantía financiado por la Cuenta Individual por Cesantía en el mes siguiente a haber encontrado empleo, manteniendo el pago en el mismo mes que se encuentra trabajo. ​

4. Concluye lo relativo a las prestaciones señalando que en casos de alto desempleo, se pagará a los trabajadores con contrato indefinido beneficiarios del Fondo de Cesantía Solidario un sexto y séptimo mes de beneficio con tasas de reemplazo de 25%; y 20%, respectivamente. Aquellos trabajadores contratados a plazo o para una obra, trabajo o servicio determinado tendrán derecho a un tercer giro en dichas circunstancias, con tasas de reemplazo de 30%.

5. Manifiesta que, en cuanto a las inversiones de los Fondos, se modifica su régimen permitiendo la utilización  de instrumentos de renta fija y variable, diversificando así la exposición al riesgo.

6. Respecto de los beneficios complementarios, expresa que se establece un Sistema de Información Laboral y se crea la Bolsa Nacional de Empleo. Además, se establece el financiamiento, con cargo al Fondo de Cesantía Solidario, de programas para facilitar la reinserción laboral de los trabajadores cesantes con bajo índice de empleabilidad.

Con relación a otras medidas complementarias, señala que se disminuye de 15 a 10 días el plazo para que el empleador dé aviso de inicio y cese de la relación laboral y se aumenta este plazo en 3 días en caso de realizar este aviso por vía electrónica; se asigna la responsabilidad del estudio actuarial a la Superintendencia de Pensiones y a la Dirección de Presupuestos; se crea un comité compuesto por un representante del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, un representante del Ministerio de Hacienda, un representante de la Superintendencia de Pensiones, un representante de la asociación gremial de economistas que según su número de afiliados posea mayor representatividad y el Presidente de la Comisión de Usuarios, para la autorización a la información innominada de los afiliados al Seguro de Cesantía para la realización de estudios; y se crea un mecanismo de declaración y no pago de cotizaciones automáticas después de un plazo en que el empleador no ha dado aviso de cese de la relación laboral y no se ha recibido el pago o declaración de la cotización, originando para la Sociedad Administradora la obligación de los cobros que procedan

7. Finalmente, manifiesta que el proyecto introduce una modificación al decreto con fuerza de ley Nº 150, de 1982, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, incorporando a la Sociedad Administradora de Fondos de Cesantía como entidad pagadora de asignación familiar.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL

La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Serrano, manifestó que el proyecto tiene que ver, principalmente, con mejorar el acceso al beneficio de los trabajadores con contrato a plazo fijo para optar al Fondo de Cesantía Solidario, con mejorar el monto de las prestaciones que se entregan y extender el número de meses en que se otorga cuando se enfrenten años de alto desempleo. Señaló que, adicionalmente, se mejora el desempeño de la Bolsa de Empleo y la intermediación laboral.

La Superintendenta de Pensiones, señora Berstein, efectuó una presentación en formato power point del siguiente tenor:

Propuesta de Perfeccionamiento del Seguro de Cesantía

Temas.

1.- Funcionamiento General. 

2.- Evolución del Seguro de Cesantía: Principales Estadísticas.

3.- Diagnóstico.

4.- Propuesta de Perfeccionamiento. 

5.- Efectos Esperados de los Cambios Legales.

1.- Funcionamiento General del Seguro de Cesantía.
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2.- Evolución del Seguro de Cesantía: Principales Estadísticas.[image: image2.png]Afiliados al Seguro de Cesantia:
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3.- Diagnóstico del Funcionamiento  del Seguro de Cesantía.
Diagnóstico.

Principales aspectos: 

- Cobertura del Sistema y de Beneficios.

- Calidad de los Beneficios.

- Inversiones.
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Calidad del Beneficiario: Diagnóstico.

Monto de los beneficios.

- La prestación monetaria para beneficios financiados con la CIC (Cuenta Individual de Cesantía) depende del saldo acumulado y no se relaciona estrictamente con el salario (Tasa de Reemplazo).

- El sistema promueve el retiro total de los fondos en CIC por evento de cesantía.

- El número de pagos de beneficio no guarda ninguna relación con la duración del desempleo (tasa nacional de desempleo).

Inversiones: Diagnóstico.

- Actualmente los fondos se invierten en aquellos instrumentos autorizados para el Fondo E de pensiones. 

- No es claro que esta cartera sea la más adecuada para los Fondos de Cesantía. 

- El Fondo de Cesantía Solidario se invierte de la misma forma que los Fondos de Cesantía de las Cuentas Individuales de Cesantía, siendo que los primeros tienen un horizonte de inversión mas largo.

- El sistema de premio/castigo no parece ser el más adecuado para establecer los incentivos en la Sociedad Administradora.

4.- Propuestas de Perfeccionamiento del Seguro de Cesantía.

Objetivo de la Reforma al Seguro de Cesantía.

- Aumento de cobertura y calidad del beneficio, como lo indica el discurso del 21 de mayo de 2008 de S.E. la Presidenta de la República: 

“Y quiero anunciar que durante el mes de julio presentaré al Congreso Nacional un proyecto de ley que introduce reformas al seguro, de manera de ampliarlo, aumentar sus beneficios y extender su cobertura a una mayor cantidad de trabajadores.”.

Propuestas: Aumento de Cobertura.

- Dar acceso a trabajadores con contrato a plazo fijo, obra o servicio determinado al Fondo de Cesantía Solidario.

En caso de contratos a plazo fijo los  trabajadores accederán a 2 pagos.

La tasa de reemplazo será de 35% y 30% para el primer y segundo pago, respectivamente, con el propósito de no afectar una rápida reinserción laboral de estos trabajadores. 

Tasa de cotización global se mantiene en 3%, destinando parte al FCS (0,2). 
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Propuestas: Calidad Beneficios.

- Otorgar giros adicionales de beneficios cuando el desempleo sea superior al promedio de los últimos 4 años más 1 punto porcentual. 

Independiente del tipo de contrato: dos pagos con Tasa de Reemplazo de 25% cada uno.

- Beneficios de Cuenta individual con tasas de reemplazo igual a FCS.  

- Reajuste extraordinario en límites máximos y mínimos del beneficio del FCS.

Propuesta Inversiones Fondos de Cesantía.

- Se propone crear una figura similar a la reforma de pensiones. 
- Establece por ley límites máximos estructurales.  

- Consejo Técnico de Inversiones de Fondos de Pensiones propone límites máximos por instrumento y benchmark.
- Sistema de premio/castigo en base a nuevo portafolio de referencia.
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Propuesta Inversiones Fondos de Cesantía.

- El Consejo Técnico de Inversiones tiene las siguientes atribuciones:

Pronunciarse sobre el contenido del Régimen de Inversiones y sobre sus modificaciones.

Emitir opinión técnica en materias de inversiones de los fondos de cesantía.

Efectuar propuestas y emitir informes para el perfeccionamiento de las inversiones.

Encargar estudios técnicos.

Seguro de Cesantía Después de Cambio Legal.

- Mayor acceso al FCS, independiente del tipo de contrato del trabajador. 

- Mayor nivel de beneficios monetarios, dado por el acceso al FCS.

- Mayor protección cuando se hace más difícil encontrar empleo. 

- Sistema de Reinserción Laboral.

Visión articulada y focalizada.

Nueva Bolsa Nacional de Empleo.

Sistema de Información del Mercado del Trabajo.

- Ejercicio Responsable de los Derechos.

Prestación del Seguro de Cesantía con la participación en prestaciones que mejoren la empleabilidad. 

El Honorable Senador señor Letelier consultó si, en el caso de los trabajadores con contrato a plazo fijo, el pago del beneficio se hace de una sola vez.

La Superintendenta, señora Berstein, señaló que efectivamente, se hace un solo pago del referido beneficio.

Asimismo, respecto de la proporción de afiliados entre personas con contrato indefinido y contrato a plazo fijo, expuso que ésta es, aproximadamente, de 60% y 40%, información con la que no se contaba al momento de crear el Seguro.

Observó que la composición del Fondo de Cesantía Solidario es similar a los Fondos de Pensiones Tipo E, existiendo un premio o castigo para la Administradora de Fondos de Cesantía (AFC) según si la rentabilidad del Fondo es mejor o peor que la de los tres mejores o tres peores Fondos Tipo E de pensiones. Agregó que en los últimos años, la comisión cobrada por la AFC siempre ha estado castigada en 10%, a excepción del período marzo a octubre del año 2008.

La Honorable Senadora señora Matthei comentó que hace poco se enteró de la forma en que se ha aplicado la ley en la materia precedentemente referida, lo que consideró una pésima interpretación, porque lo que se pretendía era que si la diferencia, hacia arriba o abajo, era levemente superior o inferior al promedio de los Fondos Tipo E de pensiones, el premio o castigo no podía ser más del 50% de la diferencia entre la rentabilidad alcanzada por cada Fondo, con la intención de que fueran proporcionales.
La Superintendenta, señora Berstein, indicó que el castigo es de un 10% de la comisión o un 50% de la diferencia de rentabilidad, sin que la norma estipule proporcionalidad en su aplicación, por lo que se compara nivel de rentabilidad con un porcentaje de descuento, lo que lo hace más estricto de lo que se quisiera. Agregó que el proyecto está redactado en los mismos términos actuales, por lo que se requeriría una modificación adicional.

El Honorable Senador señor Letelier consultó cuál es el monto del referido castigo. 

La Superintendenta, señora Berstein, informó que la comisión es de un 0,6% anual, por lo que el castigo es de 0,06%.

El Honorable Senador señor Ominami observó que la AFC está constituida por un consorcio de Administradoras de Fondos de Pensiones (AFP). 

La Superintendenta, señora Berstein, agregó que la diferencia de rentabilidad no ha sido alta, por lo que la experiencia ha demostrado que el castigo debiera ser proporcional y no completo.

La Honorable Senadora señora Matthei expresó que en la historia de la ley quedó claramente establecido que la intención de la norma que disponía un descuento del 50% de la diferencia de rentabilidad era lograr la proporcionalidad del castigo.

En otro orden de cosas, con relación a los beneficios adicionales cuando la cesantía es superior al promedio de los últimos años, consultó cómo se medirá el desempleo y si el concepto del mismo será estable en el tiempo.

El asesor del Ministerio de Hacienda, señor Micco, señaló que el desempleo se refiere al de los últimos 4 años fijado por el Instituto Nacional de Estadísticas.

La Superintendenta, señora Berstein, manifestó que el sistema de premios y castigos se modifica aplicando una cartera de referencia externa, que no es la del Fondo Tipo E, y se determina la distribución de retornos de los últimos seis meses, analizando si se encuentra en la parte final de dicha distribución para aplicar los referidos premios o castigos.

Señaló, con relación al Sistema de Reinserción Laboral, que su financiamiento se hace con cargo al Fondo de Cesantía Solidario con un límite del 2%, lo que no obsta a que el Ejecutivo, por medio del Presupuesto Fiscal, asigne más recursos. Agregó que lo anterior se contempló en un artículo transitorio porque en la actualidad existe un contrato vigente con la AFC y cualquier merma de recursos del Fondo implica una baja en los ingresos de dicho ente.
En la siguiente sesión, el Honorable Senador señor Allamand planteó que, respecto del perfeccionamiento de la iniciativa en discusión, existen varios puntos de coincidencia entre los representantes del Ejecutivo y los Honorables Senadores de la Alianza por lo que se podría elaborar una propuesta para el conocimiento de las Comisiones unidas.
El Honorable Senador señor Ominami manifestó que el proyecto representa un avance en la materia porque mejora el acceso al beneficio y aumenta el tiempo de cobertura y las prestaciones, pero dicho avance es más bien modesto, más dentro de la estructura del beneficio en Chile que responde a un ahorro individual forzado con un aporte patronal y no a un seguro de desempleo propiamente tal, que es universal, con un aporte público y tiempos de cobertura sustancialmente mayores. Agregó saber que también existen seguros con coberturas excesivas que se han prestado para abusos. 

La Honorable Senadora señora Alvear señaló, en la misma línea planteada precedentemente por el Honorable Senador señor Ominami, que valora el proyecto presentado por el Gobierno y destacó que, después de dialogar con la Central Unitaria de Trabajadores, el Ejecutivo haya decidido mejorarlo.

Asimismo, indicó que el Gobierno de S.E. la Presidenta señora Bachelet, se ha destacado por su sistema de protección social, y el seguro de desempleo fue abordado por el programa de gobierno. Agregó que dos años atrás, en conocimiento de que el Ejecutivo preparaba una iniciativa en la materia, los Senadores Democratacristianos hicieron llegar una propuesta sobre lo que debiera ser el seguro de desempleo, con garantías explícitas que pueden ir mejorando de acuerdo al progreso del país, con un doble carácter consistente en, uno, protección explícita en el desempleo y, dos, garantía explícita en la reinserción laboral. 

Respecto de la primera expresó que debiera contemplarse una tasa de reemplazo que mantenga la capacidad de gasto y que tenga adicionales como, por ejemplo, un crédito universitario automático para el hijo de un trabajador que queda desempleado; la mantención de la cobertura de salud en Fonasa en el nivel que corresponde al cotizante o un seguro hipotecario de cesantía para evitar ejecuciones por falta de pago de dividendos.

Con relación al segundo grupo, referido a la reinserción laboral, indicó que además de lo que ya contiene el proyecto, propusieron que se asignara dinero para transporte del desempleado que va a una entrevista de trabajo.

Concluyó que el mecanismo existente, y la modificación que se propone, están pensados más como una estructura financiera de aportes y de retiro, que como un sistema de protección social que permita que la familia de un cesante tenga automáticamente derecho a ciertas garantías, que de acuerdo a las condiciones económicas del país pueden ir ampliándose.
La Honorable Senadora señora Matthei sostuvo que la primera vez que se estudió el Seguro de Cesantía en el Congreso Nacional, una de las mayores preocupaciones fue la posibilidad de que se prestara para fraudes, porque estos beneficios para las personas, si son mal utilizados, se desprestigian y empiezan a restringirse de forma tal que no se cumple el objetivo para el que fueron creados. Observó que, en el sentido expuesto, el hecho de que ya no se requieran doce cotizaciones continuas sino que tres continuas y doce en total durante los últimos 24 meses, aumenta las posibilidades de que exista fraude, porque si se cotiza, por ejemplo, en nueve ocasiones en un año y nueve meses, perfectamente se puede inventar un empleo cotizando los últimos tres meses en forma continua, y si se habla de un sueldo mínimo de 159.000 pesos al mes, resulta que pagando 57.000 pesos se logran 329.000 pesos si se incluyen las cotizaciones previsionales, de salud y de desempleo, y si se paga solamente las cotizaciones de desempleo, que son aproximadamente 4.500 pesos al mes, se puede optar a 329.000 pesos de subsidio.

Solicitó que no se postergue el primer pago, sino que previamente a efectuar el segundo pago se vea si están enteradas las cotizaciones de salud y previsión, y que en los casos en que sólo existan tres cotizaciones continuas se realice una fiscalización aleatoria en que si se detecta algún fraude se sancione a la persona, por ejemplo, dejándola sin acceso a programas sociales por 5 años.

Expuso que diversos estudios internacionales, entre ellos los de Carmen Pagés, demuestran que al comparar un grupo que recibe capacitación y ayuda para colocación de empleo con otro de similares características laborales, pero que no recibe ayuda y capacitación, se comprueba que las diferencias en la trayectoria de empleabilidad son mínimas, demorándose lo mismo en conseguir empleo y con una estabilidad en el mismo de similar duración. Agregó que la mayoría de los cursos no tienen efectos, a excepción del de apresto, que sirve para orientar en cuanto a habilidades y lugares en que se puede conseguir empleo de acuerdo a ellas, y resulta que el seguro funciona como un impuesto al trabajo por lo que se quiere acotar al máximo el porcentaje que se puede sacar del Fondo para capacitación, además que la misma debiera financiarse con Fondos Generales de la Nación y no con el de cesantía. Concluyó indicando que los recursos deben enfocarse en los programas que dan resultados, como bolsas de trabajo o cursos de apresto.

El Honorable Senador señor Letelier señaló que el proyecto es, sin duda, un avance importante, dado que se logra mayor cobertura y mejores beneficios. Asimismo, manifestó compartir la idea de cerrar las vías para que se produzcan fraudes con los recursos públicos.

Planteó que las cuestiones fundamentales son si como país se pueden entregar más beneficios, como los referidos a la educación para que los hijos de los cesantes puedan seguir estudiando, o los asociados a la vivienda en que los costos de renegociación debieran cubrirse con el sistema de seguros.

Expresó que hay casos en que por problemas de sistema no se puede cobrar el seguro porque el pago se difiere del primer mes y si las personas encuentran trabajo en el segundo mes no se le entrega el beneficio. Además, debiera revisarse la tasa de reemplazo que se otorga, de forma que se puedan afrontar los gastos del primer mes y no generar nuevas deudas de las que después es difícil escapar.

Asimismo, se preguntó cómo se va a medir la cesantía en las regiones para entregar los beneficios adicionales, porque ocurre que en la que él representa, el único lugar en que se mide es Rancagua y resulta que los mayores problemas de cesantía están fuera de dicha ciudad.

En la siguiente sesión, la Comisión escuchó a los representantes de la “Sociedad Administradora de Fondos de Cesantía de Chile S.A.” (AFC), quienes expusieron que dicha persona jurídica de derecho privado  se adjudicó la licitación para la administración del seguro de cesantía, a la que convocaron en el año 2001 los Ministerios de Hacienda y de Trabajo y Previsión Social. En razón de lo anterior, se suscribió en el mes de abril de 2002 un contrato de administración del seguro de desempleo, que regula los derechos y obligaciones de las partes y que tiene una duración de diez años, plazo por el cual se adjudicó dicha administración.


AFC Chile, agregaron, ha recibido aportes de capital por UF 629 mil entre los años 2002 y 2007, registrando, al 31 de Diciembre de 2008, pérdidas acumuladas por un total de UF 489 mil. Además, a seis años de su entrada en vigencia, el seguro cuenta con 5,7 millones de afiliados, y ha pagado $443 mil millones en beneficios a 3,8 millones de beneficiarios.


Sobre el proyecto de ley en análisis, sostuvieron  que introduce sustanciales modificaciones a los requisitos para obtener los beneficios del seguro, las que se traducirán en un aumento significativo del número de los beneficios a otorgar, lo que a su vez implicará aumentos sustantivos en los costos de operación y disminución efectiva de los ingresos de la sociedad administradora, más allá de lo que ésta pudo haber previsto al licitar la administración del seguro. De suerte que su aprobación, sin que se considere y regule entre sus normas la solución al impacto que ello significará para la actual sociedad administradora del seguro, significará poner a esta ante una delicada situación, que por cierto nunca estuvo en condiciones de prever al momento de presentarse a la licitación, de formular su oferta y de suscribir el contrato de administración, una vez adjudicada a ella la administración del seguro. En efecto, señalaron, de acuerdo con el resultado que arrojan los estudios preliminares desarrollados, la aprobación del proyecto tendrá un impacto económico estimado en $4.700 millones, lo que equivale a un aumento del 20% de los gastos totales de la compañía entre los años 2009 y 2012. Dicho impacto económico, derivado del aumento de los beneficios que supondrá la modificación legal, queda reflejado en el siguiente cuadro: 
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Situación Con Proyecto Aumento en Disminución  Total

Actual de Ley N° % Costos UF Comisión UF UF

Indefinidos

  Cuenta Individual 276.000 228.000 -48.000 -17%

  Fondo Solidario 40.800 196.800 156.000 382% 23.140 9.483 32.622

  Total con beneficio 316.800 424.800 108.000 34%

Plazo Fijo

  Cuenta Individual 756.000 555.600 -200.400 -27%

  Fondo Solidario 0 200.400 212.400 12.360 9.316 21.676

  Total con beneficio 756.000 768.000 12.000 2%

35.500      18.798      54.298     

6.392        6.392       

5.436        5.436       

? -            

41.892      24.234      66.126     

Efecto en el el período que resta del contrato de administración 139.641    78.968      218.609   

Financiamiento de programas de capacitación

Financiamiento Bolsa Nacional de Empleo

Total anual

Solicitudes de Beneficio por año Efecto Anual 2009-2012

Incremento de Solicitudes

Total Aumento de Beneficios

Modificación del número de retiros de la cuenta de un PF






El mayor aumento en los costos, finalizaron, no es posible financiarlo por la vía de aumentar los ingresos, toda vez que la comisión cobrada a los afiliados es fija y está establecida en el contrato de administración, el que, como ya se señaló, no contiene mecanismos de ajuste a la misma, ni considera fórmulas de compensación que permitan resolver esta situación, de tal forma que no afecte la prestación del servicio que se debe otorgar los afiliados.

El Honorable Senador señor Frei hizo ver a los representantes de AFC, a nombre de la Comisión, que más allá de la conducencia o no del punto de vista manifestado, no corresponde que sólo en la parte final de la tramitación en el Senado del presente proyecto, y luego de haber estado este durante meses en la Cámara de Diputados, soliciten audiencia y expresen sus reparos, por cuanto la posibilidad de analizarlos en profundidad y, eventualmente, efectuar enmiendas, es reducida.

La Honorable Senadora señora Matthei señaló que antecedentes como los expuestos deben ser debidamente ponderados, pues de ser efectivo el incremento de los costos, todos ellos serán traspasados, al momento de la próxima licitación, al valor de la prima del seguro.

El Honorable Senador señor Ominami preguntó cuáles son los supuestos de la licitación que, en la práctica, resultaron no ser del todo ciertos, y que han redundado en el resultado deficitario de la AFC.

Los representantes de la AFC indicaron que durante los primeros seis años de funcionamiento del sistema, el aspecto de mayor preocupación ha sido la forma de calcular el premio y el castigo del sistema, cuestión que en todo caso ha sido convenientemente abordada por el Ejecutivo en el presente proyecto.

El señor Ministro de Hacienda puso de manifiesto que un análisis equilibrado de lo acontecido con el funcionamiento del seguro de cesantía, obliga a considerar que tanto el número de afiliados al sistema como el tamaño del Fondo Solidario han sido superiores a los previstos, lo que ha permitido a la AFC contar con mayores ingresos que los inicialmente proyectados.

La señora Ministra del Trabajo resaltó que, hasta ahora, la interrelación entre la AFC y la Superintendencia de Seguridad Social ha sido bastante fluida, por lo que existirá desde luego toda la atención y disposición para efectuar las correcciones que sean necesarias a partir de las modificaciones que la presente iniciativa introduce.

En este sentido, comprometió la realización, para el mes de mayo del presente año, de un estudio sobre el funcionamiento del seguro de cesantía y los alcances, en términos de costos, del efecto de las modificaciones sobre el sistema y la AFC.

El Honorable Senador señor Ominami solicitó que el estudio antes aludido incluya el análisis de un seguro de cesantía para los trabajadores del sector público que se desempeñan a honorarios, pues no se justifica que se mantengan desprotegidos ante la amenaza del desempleo.

La señora Ministra del Trabajo, por otra parte, hizo presente que, fruto del debate habido en la Comisión de Hacienda, se ha consensuado, entre los señores Senadores y el Ejecutivo una serie de indicaciones que, en términos generales, se hacen cargo de las siguientes materias:

En cuanto a la intermediación, se precisa que los programas de reinserción podrán ser también ejecutados por entidades privadas; se establece un límite al gasto en acciones de intermediación, de un 2% del saldo total del Fondo de Cesantía Solidario; se explicita que el Ministerio del Trabajo y Previsión Social para contratar servicios de evaluación externa de los programas de intermediación laboral; se dispone que el administrador de la bolsa de empleos deberá proporcionar a las oficinas de información laboral y a las entidades privadas que ejecuten labores de intermediación, la información sobre los trabajadores que hayan perdido el empleo; y, a objeto de potenciar el rol de la ciudadanía, deberá efectuarse un análisis sobre los aportes y usos de los fondos de cesantía, diferenciando según se trate de trabajadores con contrato indefinido o a plazo fijo.

En materia de salud, añadió, se consagra que los beneficiarios del seguro de cesantía, sea que reciban prestaciones con cargo a su cuenta de acumulación individual o porque postulan al Fondo de Cesantía Solidario, mantienen su calidad de afiliados al régimen de la ley Nº 18.469, que regula el derecho constitucional a la protección de la salud y crea un régimen de prestaciones de salud, cuyo texto fue refundido, coordinado y sistematizado por el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Salud. De esta forma, podrán acceder a las prestaciones de salud tanto por vía institucional como de libre elección.

Precisó, enseguida, que la intermediación que contrate el SENCE con privados o con las oficinas de información laboral, será pagada en función de la colocación, es decir, de los resultados que tenga. 

La Honorable Senadora señora Alvear valoró la importancia de este beneficio, en el ámbito de la salud, para quienes se encuentren en situación de cesantía, pues viene a satisfacer una necesidad latamente anhelada.

Por otra parte, destacó la necesidad de abordar la situación de aquellos padres y jefes de hogar que, luego de quedar cesantes, se ven imposibilitados de acceder a crédito para poder seguir financiando los estudios universitarios de sus hijos. Señaló que la señora Subsecretaria de Hacienda le comunicó que próximamente la Presidenta de la República hará un anuncio en esta dirección.

La Honorable Senadora señora Matthei manifestó que el acceso al crédito con los fines educacionales recién aludidos, es una problemática que debe sin duda ser analizada, por todas las implicancias que tiene. Sin embargo, hizo ver que el riesgo de establecer una suerte de seguro a esos efectos, es que puede prestarse para abusos muy grandes por parte de algunos beneficiarios.

La Honorable Senadora señora Alvear aclaró que la modalidad pensada para esto es la de un crédito automático y no la de un seguro, de modo que asista al beneficiario la obligación de reembolsar aquello que haya recibido y evitar, así, posibles abusos.

El Honorable Senador señor Escalona indicó que en una discusión como la del acceso al crédito para financiar la educación de los hijos de un trabajador cesante, el foco no debe situarse en quienes tramposamente abusen de la herramienta, sino, por el contrario, en el drama social que una realidad como esa esconde, que obliga muchas veces al trabajador a soportar condiciones de empleo hasta humillantes con tal de no quedar cesante, pues los efectos de tal condición son aún más devastadores.

El Honorable Senador señor Letelier consultó si, en definitiva, el beneficio en materia de salud será asumido por el sistema de seguro de cesantía o por FONASA.

El señor Ministro de Hacienda expresó que lo que se hace es dejar meridianamente claro que mientras un trabajador esté recibiendo beneficios del sistema de seguro de cesantía, tendrá este derecho, el que se financiará de la misma manera que ha hecho hasta ahora, vale decir, a cuenta de FONASA.

La Honorable Senadora señora Matthei, por otra parte, expuso su preocupación por la situación de aquellas pequeñas empresas que, en tiempos de crisis como la que hoy se viven a nivel nacional y mundial, se ven impedidas de tomar medidas para reducir sus costos, como sería la reducción de su personal, y, por el contrario, se ven obligadas a mantener altos estándares de egresos que no se condicen con su realidad. Llamó la atención, en este sentido, sobre la excesiva carga que sobre ellas recae, sin que cuenten con alivios para afrontar sus problemas, configurando una situación que puede llevarlas a la quiebra o incluso a intentos por burlar la ley, cuestión que resultará perjudicial, precisamente, para aquellos a quienes se busca proteger: los trabajadores.

En el mismo sentido, el Honorable Senador señor Allamand señaló que el régimen indemnizatorio consagrado por el Código del Trabajo debe ser tarde o temprano abordado, pues lleva al contrasentido de que precisamente en la época en que una empresa debe reducir sus costos, termina incurriendo en otros superiores, si es que desea prescindir de un trabajador.

Del mismo modo, más coyunturalmente, refirió lo que va a acontecer con la denominada “ley de semana corrida”, próxima a entrar en vigencia y que justamente en medio de una gravísima crisis económica, va a significar un aumento de las remuneraciones que las empresas enfrentadas a una mayor complejidad deberán pagar, en circunstancias que, añadió, se trata de un efecto que nunca fue previsto y que no formaba parte de la idea matriz del proyecto 

El Honorable Senador señor Ominami concordó con que el sistema de indemnización por años de servicio debe ser revisado y, por último, puesto a competir con otro sistema, para que sean, en definitiva, los trabajadores quienes opten por uno u otro. 

Sometido a votación en general el proyecto de ley, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de las Comisiones unidas, Honorables Senadoras señoras Alvear y Matthei (como miembro de ambas Comisiones), y Honorables Senadores señores Allamand (como miembro de ambas Comisiones), Escalona (como miembro de ambas Comisiones), Frei, Letelier y Ominami.

- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR

A continuación se transcriben o reseñan, según el caso, los artículos del proyecto, y se deja constancia de los acuerdos adoptados sobre cada uno de ellos, así como de las indicaciones formuladas a su respecto.

Artículo 1°

Su texto es el siguiente:


“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.728, que estableció el Seguro Obligatorio de Cesantía:

1) Derógase el artículo 3°.

2) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 5°:

a) Agrégase en la letra a) de su inciso primero, a continuación de la palabra “trabajador”, lo siguiente: “con contrato de duración indefinida”.

b) Intercálase en la letra b) de su inciso primero a continuación de las palabras “remuneraciones imponibles,” la frase siguiente: “en el caso de los trabajadores con contrato de duración indefinida y un 3% de las remuneraciones imponibles para los trabajadores con contrato a plazo fijo, o por obra, trabajo o servicio determinado. Ambos,”.

c) Intercálase el siguiente inciso segundo nuevo, pasando los actuales incisos segundo y tercero, a ser tercero y cuarto, respectivamente:

“Con todo, si el contrato a plazo fijo se hubiere trasformado en contrato de duración indefinida, el trabajador quedará afecto a la cotización prevista en la letra a) y el empleador a la establecida en la letra b) de este artículo para los contratos de duración indefinida, a contar de la fecha en que se hubiere producido tal transformación, o a contar del día siguiente al vencimiento del período de quince meses a que alude el N°4 del artículo 159 del Código del Trabajo, según corresponda.”.

d) Reemplazase en su inciso final la expresión “quince” por la palabra “diez” y sustitúyese en la misma frase, el punto (.) por una coma (,) agregándose la siguiente frase “el que aumentará en tres días en los casos en que esta comunicación se efectúe por vía electrónica.”.

3) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 6°:

a) Agrégase a continuación del punto final (.) que pasa a ser seguido, la oración siguiente: “Dicho tope se reajustará anualmente de acuerdo a la variación del Índice de Remuneraciones Reales determinadas por el Instituto Nacional de Estadísticas o el Índice que lo sustituya, entre noviembre del año anteprecedente y noviembre del año precedente al que comenzará a aplicarse el reajuste. El tope imponible así reajustado, comenzará a regir el primer día de cada año.”.

b) Agrégase el siguiente inciso segundo nuevo:

“Con todo, el tope imponible será reajustado siempre que la variación del Índice antes mencionado sea positiva. Si fuese negativa, el tope mantendrá su valor vigente en Unidades de Fomento y sólo se reajustará en la oportunidad en que se produzca una variación positiva que corresponda por aplicación de lo dispuesto en el inciso primero.”.

4) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 9°:

a) Reemplázase en su inciso primero la frase “de la remuneración imponible del trabajador” por la siguiente: “y 2,8%, de la remuneración imponible del trabajador de contrato a plazo indefinido y de contrato a plazo fijo, o por obra, trabajo o servicio determinado, respectivamente”.

b) Agrégase el siguiente párrafo final a su inciso segundo: “No obstante, la cotización de cargo del empleador destinada al Fondo de Cesantía Solidario, deberá enterarse mientras se mantenga vigente la relación laboral.”.

5) Intercálase el siguiente inciso sexto nuevo al artículo 10, pasando el actual a ser inciso séptimo: 

“En caso de no realizar la declaración a que se refiere el inciso cuarto dentro del plazo que corresponda, el empleador tendrá hasta el último día hábil del mes subsiguiente del vencimiento de aquél, para acreditar ante la Sociedad Administradora la extinción de su obligación de enterar las cotizaciones del trabajador, debido al término o suspensión de la relación laboral que mantenían. A su vez, la Sociedad Administradora deberá agotar las gestiones que tengan por objeto aclarar la existencia de cotizaciones impagas y, en su caso, obtener el pago de aquéllas de acuerdo a las normas de carácter general que emita la Superintendencia. Transcurrido el plazo de acreditación de cese o suspensión de la relación laboral, sin que se haya acreditado dicha circunstancia, se presumirá sólo para los efectos de este artículo e inicio de las gestiones de cobranza conforme a las disposiciones del artículo 11, que las respectivas cotizaciones están declaradas y no pagadas.”.

6) Introdúcense en el artículo 12 las modificaciones siguientes:

a) Suprímese en su letra a) la frase “, con excepción de las causales N° 4 ó N° 5 del artículo 159 del mismo Código.”.

b) Intercálase en la letra b), entre las palabras “Que” y “registre” la frase siguiente: “el trabajador con contrato indefinido”.

c) Agréganse las siguientes letras c) y d) nuevas: 

“c) En el caso del trabajador con contrato a plazo fijo o por obra, trabajo o servicio determinado, deberá registrar en la Cuenta Individual por Cesantía un mínimo de 6 cotizaciones mensuales continuas o discontinuas, desde su afiliación al Seguro o desde la fecha en que se devengó el último giro a que hubieren tenido derecho conforme a esta ley, y “.

d) Encontrarse cesante al momento de la solicitud de la prestación.”.

7) Suprímense en el artículo 14 las expresiones “y 4” y la coma (,) que sigue al número “1”. Además intercálase entre los números “1” y “2” la conjunción “y”.

8) Reemplázanse en el artículo 15, los incisos primero al quinto por los siguientes:

“Establécese la siguiente modalidad de retiro de fondos de la Cuenta Individual por Cesantía:

Tratándose de trabajadores que cesan su relación laboral por alguna de las causales señaladas en los números 4, 5 y 6 del artículo 159 y en el artículo 161 del Código del Trabajo, tendrán derecho a realizar tantos giros mensuales de su Cuenta Individual por Cesantía como su saldo de dicha Cuenta les permita financiar, de acuerdo a los porcentajes expresados en la segunda columna de la tabla establecida en el inciso siguiente. 

El monto de la prestación por cesantía durante los meses que se indican en la primera columna, corresponderá al porcentaje indicado en la segunda columna, que se refiere al promedio de las remuneraciones devengadas por el trabajador en los últimos 12 meses, en que se registren cotizaciones anteriores al término de la relación laboral para aquellos que se encuentren contratados con duración indefinida. Tratándose de trabajadores con contrato a plazo fijo o por obra, trabajo o servicio determinado se considerará el promedio de las remuneraciones devengadas por él en los últimos 6 meses en que se registren cotizaciones anteriores al término de la relación laboral.
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El último mes de prestación a que tenga derecho el trabajador podrá ser inferior al porcentaje indicado en la tabla precedente y corresponderá al saldo pendiente de la Cuenta Individual por Cesantía.”.

9) Sustitúyese el artículo 16, por el siguiente: 

“Artículo 16.- El goce del beneficio contemplado en los artículos 14 y 15, se interrumpirá cada vez que se pierda la condición de cesante antes de agotarse la totalidad de los giros a que tenga derecho.

Aquellos trabajadores que habiendo terminado una relación laboral mantengan otra vigente, y aquellos trabajadores que habiendo terminado una relación de trabajo, sean contratados en un nuevo empleo antes de agotarse la totalidad de los giros de su Cuenta Individual por Cesantía a que tengan derecho, tendrán las siguientes opciones:

a) Retirar el monto correspondiente a la prestación a que hubiese tenido derecho en ese mes, en el caso de haber permanecido cesante.

b) Mantener dicho saldo en la cuenta.

En ambos casos, el trabajador mantendrá para un próximo período de cesantía el saldo no utilizado en su cuenta. El saldo mantenido en la respectiva Cuenta Individual por Cesantía, incrementado con las posteriores cotizaciones, será la nueva base de cálculo de la prestación.”.

10) Agréganse en el artículo 19 los siguientes incisos segundo y tercero nuevos: 

“Los trabajadores que se encuentren tramitando su solicitud de pensión podrán traspasar parte o el total del saldo de su Cuenta Individual por Cesantía a su cuenta de capitalización individual que mantenga en una Administradora del Fondos de Pensiones, con el objeto de aumentar el capital para financiar su pensión. En este caso, para los efectos de aplicar el impuesto establecido en el artículo 43 de la Ley de Impuesto a la Renta, los recursos transferidos deberán ser registrados separadamente por la Administradora de Fondos de Pensiones con objeto de rebajar el monto que resulte de aplicar a la pensión el porcentaje que en el total del fondo destinado a la pensión representen los recursos transferidos.

La Sociedad Administradora deberá informar al Servicio de Impuestos Internos los traspasos de los fondos que se efectúen de conformidad al inciso anterior, en la forma y plazo que determine dicho Servicio.”.

11) Derógase el Párrafo 4°, con sus artículos 21 y 22. 

12) Reemplázase en el artículo 23, la frase “0,8% de las remuneraciones imponibles” por la siguiente: “0,8% y 0,2% de las remuneraciones imponibles del trabajador de contrato a plazo indefinido y de contrato a plazo, o para una obra, trabajo o servicio determinado, respectivamente”.

13) Reemplázanse las letras a) y b) del artículo 24 por las siguientes: 

“a) Registrar 12 cotizaciones mensuales en el Fondo de Cesantía Solidario desde su afiliación al Seguro o desde que se devengó el último giro a que hubieren tenido derecho conforme a esta ley, en los últimos 24 meses anteriores contados al mes del término del contrato. Sin embargo, las tres últimas cotizaciones realizadas deben ser continuas y con el mismo empleador.

b) Que el contrato de trabajo termine por alguna de las causales previstas en los números 4, 5 y 6 del artículo 159 o del artículo 161, ambos del Código del Trabajo.”.

14) Introdúcense en el artículo 25, las siguientes modificaciones:

a) Reemplázase en su inciso primero el vocablo “despido” por la expresión “término de la relación laboral”, y reemplázase la tabla contenida en él por la siguiente:
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b) Intercálanse los siguientes incisos segundo, tercero y cuarto nuevos, pasando los actuales a ser quinto, sexto y séptimo: 

“En el caso de los trabajadores contratados a plazo fijo, o para una obra, trabajo o servicio determinado, la prestación por cesantía a que se refiere este artículo se extenderá hasta el segundo mes, con los porcentajes y valores superiores e inferiores señalados para los meses cuarto y quinto en la tabla establecida en el inciso anterior.

Aquellos beneficiarios que estén percibiendo el quinto giro con cargo al Fondo de Cesantía Solidario tendrán derecho a un sexto y séptimo giro de prestación, cada vez que la tasa nacional de desempleo publicada por el Instituto Nacional de Estadísticas exceda en 1 punto porcentual el promedio de dicha tasa, correspondiente a los cuatro años anteriores publicados por ese Instituto, que se pagará de acuerdo a la siguiente tabla:
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En el caso de los trabajadores contratados a plazo fijo, o para una obra, trabajo o servicio determinado, cuando se presenten las condiciones de desempleo señaladas en el inciso anterior y se encuentren percibiendo el segundo giro, tendrán derecho a un tercer y cuarto giro, con un beneficio igual al correspondiente al sexto y séptimo mes que señala la tabla del inciso tercero de este artículo, respectivamente.”.

c) Modifícase el actual inciso segundo, que ha pasado a ser inciso quinto, de la siguiente forma:

“i) Reemplázanse las palabras “el inciso anterior”, por las siguientes: “los incisos primero y tercero”.

ii) Agrégase a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente oración: 

“Además, dichos valores inferiores y superiores se reajustarán en la misma oportunidad antes indicada, en el 100% de la variación que haya experimentado en el año calendario anterior, el Índice de Remuneraciones Reales determinadas por el mencionado Instituto. Dichos valores serán reajustados por el índice de remuneraciones antes indicado, siempre que su variación sea positiva.”.”.

15) Agrégase el siguiente artículo 25 bis nuevo:

“Artículo 25 bis.- El Fondo de Cesantía Solidario podrá financiar programas para facilitar la reinserción laboral de los cesantes que se encuentren percibiendo las prestaciones señaladas en el artículo anterior y que tengan un bajo índice de empleabilidad. El Servicio Nacional de Capacitación y Empleo administrará y fiscalizará los mencionados programas financiados con dicho Fondo, sin perjuicio de las facultades de la Superintendencia de Pensiones en relación con la fiscalización a la Sociedad Administradora respecto de la administración del Fondo de Cesantía Solidario. En el mes de enero de cada año, a través de un decreto “Por orden del Presidente de la República” expedido por el Ministerio de Hacienda y que además deberá ser suscrito por el Ministro del Trabajo y Previsión Social, se fijarán las prestaciones que se otorgarán y el monto total de recursos que el mencionado Fondo podrá destinar para financiar las prestaciones antes señaladas que se otorguen en ese año, considerando la sustentabilidad de dicho Fondo. 

Un reglamento dictado por el Ministerio del Trabajo y Previsión Social y suscrito por el Ministro de Hacienda, establecerá los requisitos que deberán cumplir los beneficiarios antes señalados para cada programa y la forma de acreditarlos; los procedimientos de concesión de los beneficios; los criterios de elegibilidad de los beneficiarios de los programas; las causales de término de los beneficios; el procedimiento de información a la Comisión de Usuarios del Seguro de Cesantía sobre la evaluación de los programas; las compatibilidades e incompatibilidades con los beneficios que contempla la ley N° 19.518; él o los instrumentos técnicos que determinarán el índice de empleabilidad, el cual considerará, entre otros, la vulnerabilidad laboral, y las demás normas que sean necesarias para la ejecución de los programas.”.

16) Agrégase en el artículo 28 el siguiente inciso tercero nuevo: “Asimismo, no habrá derecho a las prestaciones de este párrafo o cesarán las concedidas, si el cesante no se inscribiera en la Bolsa Nacional de Empleo.”.

17) Agrégase al final del inciso cuarto del artículo 30, el siguiente párrafo: “Las referidas comisiones estarán exentas del impuesto al valor agregado, establecido en el Título II del decreto  ley N° 825, de 1974.”.

18) Agrégase, en la frase final del inciso segundo del artículo 34, sustituyendo el punto final (.) por una coma (,) la siguiente frase: “y para la realización de estudios de carácter técnico por parte de la Superintendencia.”.

19) Agréganse los siguientes artículos, a continuación del actual artículo 34:

“Artículo 34 A.- Para el desarrollo de los estudios de carácter técnico del artículo anterior, la Superintendencia podrá requerir la información de la Base de Datos a que se refiere dicho artículo que fuere necesaria para el cumplimiento de los objetivos establecidos en él y con el fin de ejercer el control y fiscalización en las materias de su competencia, pudiendo realizar el tratamiento de datos personales que esta Base contenga.

El personal de la Superintendencia deberá guardar absoluta reserva y secreto de las informaciones de las cuales tome conocimiento en el cumplimiento de sus funciones sin perjuicio de las informaciones y certificaciones que deba proporcionar de conformidad a la ley.

Artículo 34 B.- Las Subsecretarías de Hacienda y del Trabajo y la Dirección de Presupuestos, estarán facultados para exigir los datos personales contenidos en la Base de Datos a que se refiere el artículo 34 y la información que fuere necesaria para el ejercicio de sus funciones a la Sociedad Administradora de Fondos de Cesantía. En tal caso, el tratamiento y uso de los datos personales que efectúen los organismos antes mencionados quedarán dentro del ámbito de control y fiscalización de dichos servicios.

Los organismos públicos antes señalados y su personal deberán guardar absoluta reserva y secreto de la información de que tomen conocimiento y abstenerse de usar dicha información en beneficio propio o de terceros. Para efectos de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 125 de la ley N° 18.834, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, se estimará que los hechos que configuren infracciones a esta disposición vulneran gravemente el principio de probidad administrativa, sin perjuicio de las demás sanciones y responsabilidades que procedan. Asimismo, le serán aplicadas las sanciones establecidas en el inciso sexto del artículo 34 de la presente ley.

Artículo 34 C.- La Superintendencia de Pensiones elaborará una muestra representativa de la Base de Datos del artículo 34, previo proceso de disociación de ésta de acuerdo a lo establecido en le ley N° 19.628, la cual será puesta a disposición de personas naturales o jurídicas, públicas o privadas, tales como universidades y centros de investigación, entre otros, para la realización de investigación y estudios, de acuerdo al procedimiento establecido por dicha Superintendencia. Para la elaboración de dicha muestra la Superintendencia deberá incorporar las propuestas que al efecto realice un comité técnico constituido por un representante del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, un representante del Ministerio de Hacienda, un representante de la Superintendencia de Pensiones, un representante de la asociación gremial de economistas que según su número de afiliados posea mayor representatividad y el Presidente de la Comisión de Usuarios. Con todo, las personas antes indicadas, que requieran antecedentes no contenidos en la muestra, podrán solicitar al mencionado Comité información adicional quien la autorizará previa evaluación de las características de la investigación o estudio que realizará el solicitante.”.

20) Reemplázase el inciso tercero del artículo 37 por el siguiente:

“La Superintendencia de Pensiones y la Dirección de Presupuestos deberán realizar cada tres años un estudio actuarial que permita evaluar la sustentabilidad del Seguro de Cesantía, en especial del Fondo de Cesantía Solidario. Asimismo, este estudio deberá realizarse cada vez que se proponga una modificación a las prestaciones otorgadas por este seguro, exceptuando el reajuste contemplado en el artículo 25 de la presente ley.”.

21) Reemplázase el inciso tercero del artículo 40 por el siguiente: 

“Los recursos que componen los Fondos de Cesantía podrán entregarse en garantía a bancos y cámaras de compensación por operaciones con instrumentos derivados a que se refiere la letra l) del inciso segundo del artículo 45 del decreto  ley Nº 3.500, de 1980.”.

22) Reemplázase el artículo 41, por el siguiente:

“Artículo 41.- Las inversiones que se efectúen con recursos de los Fondos de Cesantía y Fondo de Cesantía Solidario tendrán como único objetivo la obtención de una adecuada rentabilidad y seguridad de conformidad a las disposiciones establecidas en el Párrafo 9° del Título I de la presente ley.”.

23) Reemplázase el artículo 42 por el siguiente:

“Artículo 42.- Cada mes que la rentabilidad real de los Fondos de Cesantía y Cesantía Solidario, de los últimos seis meses, supere la rentabilidad real que determine el Régimen de Inversión de los Fondos de Cesantía conforme a lo dispuesto en el artículo 58 E, observando al efecto el rango entre el percentil 80 y 90 de la distribución de retornos semestrales de la cartera de inversión referencial respectiva, señalada en el párrafo 9° del Título I de esta ley, la comisión cobrada será la comisión base a que se refiere el artículo 30, incrementada en un diez por ciento. En todo caso, el aludido incremento no podrá ser superior al cincuenta por ciento de la diferencia de rentabilidad.

Por su parte, en cada mes en que la rentabilidad real determinada por el citado Régimen, observando al efecto el rango entre el percentil 20 y 10 de la distribución de retornos semestrales de la cartera de inversión referencial respectiva, la comisión cobrada será la comisión base ya referida, reducida en un diez por ciento. En todo caso, esta disminución no podrá ser superior al cincuenta por ciento de la diferencia de rentabilidad.

Cada vez que se inicie un nuevo contrato de administración, el cálculo de la rentabilidad se efectuará a contar del sexto mes de operación de la nueva administración y siempre que este período no sea inferior a tres meses. 

El mencionado Régimen definirá la metodología de los cálculos aludidos en los incisos anteriores.”.

24) Reemplázase en el artículo 46, la expresión “oficina de información laboral de la municipalidad que corresponda o se encuentre más próxima a su domicilio” por la expresión “a la Bolsa Nacional de Empleo a que se refiere el Título III de la presente ley.”.

25) Reemplázase en el último párrafo del artículo 48 el número “11” por el número “10”. 

26) Reemplázase en el inciso primero del artículo 51, el vocablo “o” por una coma (,) y sustitúyese el punto final (.) por una coma (,) y agrégase la siguiente frase: “Acta de Conciliación o Avenimiento o Acta de Comparecencia ante la Inspección del Trabajo respectiva, sentencia judicial ejecutoriada o carta de renuncia ratificada por el trabajador ante alguno de los ministros de fe que establece el artículo 177 del Código del Trabajo.”.

27) Sustitúyese en el inciso primero del artículo 52, el punto final (.) por una coma (,) y agrégase la siguiente frase: “en tanto mantenga su condición de cesante.”.

28) Agrégase en el artículo 56 el siguiente inciso final nuevo: 

“La Comisión estará facultada para conocer y ser informada por la entidad administradora de la Bolsa Nacional de Empleo sobre el funcionamiento de la referida Bolsa.”.

29) Agrégase en el artículo 58, a continuación del punto final (.), que pasa a ser seguido, la oración siguiente: “Además, dicho informe deberá contener una evaluación del funcionamiento de la Bolsa Nacional de Empleo. También, el informe podrá contener recomendaciones sobre el funcionamiento y ejecución de los programas de reinserción financiados de acuerdo a lo establecido en el artículo 25 bis.”.

30) Agrégase el siguiente Párrafo 9°, e incorpóranse los siguientes artículos 58A al 58K: 

“Párrafo 9° De la Inversión de los Fondos de Cesantía y de Cesantía Solidario

Artículo 58A.- Los recursos del Fondo de Cesantía y del Fondo de Cesantía Solidario se invertirán en los instrumentos financieros, operaciones y contratos que el artículo 45 del decreto ley Nº 3.500, de 1980, autoriza para los Fondos de Pensiones y en contratos de promesas de suscripción y pago, de cuotas de fondos de inversión a que hace referencia el inciso sexto del artículo 48 del citado decreto ley.

Artículo 58B.- Las inversiones con recursos de los Fondos de Cesantía deberán sujetarse a los límites máximos que establezca el Banco Central de Chile, dentro de los rangos que se indican en los números siguientes. Las facultades que por esta ley se confieren al Banco Central de Chile, serán ejercidas por éste, previo informe de la Superintendencia. 

1) El límite máximo para la suma de las inversiones en los instrumentos mencionados en la letra a) del inciso segundo del artículo 45 del decreto ley N° 3.500, de 1980, no podrá ser inferior al 50% ni superior al 80% del valor del Fondo de Cesantía y al 35% y 70% del Fondo de Cesantía Solidario, respectivamente. 

2) El límite máximo para la suma de las inversiones en títulos extranjeros no podrá ser inferior a un 30% ni superior a un 80% del valor del Fondo de Cesantía y del Fondo de Cesantía Solidario, respectivamente.

Se entenderá por inversión en el extranjero aquella a la que alude el párrafo tercero del número 2), del inciso decimoctavo del artículo 45 del decreto ley N° 3.500, de 1980. 

3) El límite máximo para la inversión en moneda extranjera sin cobertura cambiaria que podrá mantener la Sociedad Administradora no podrá ser inferior al 10% ni superior al 15% del Fondo de Cesantía y al 25% y 35% del Fondo de Cesantía Solidario, respectivamente. 

4) El límite máximo para la suma de las inversiones en los instrumentos que se señalan en los números 1, 2, 3, 4, 6 y 7 del inciso segundo del artículo 58C de la presente ley y en las letras e), f), g), i) y k) del inciso segundo del artículo 45 del decreto ley N° 3.500, de 1980, cuyo emisor tenga menos de tres años de operación, no podrá ser inferior al diez por ciento ni superior al veinte por ciento del valor del Fondo de Cesantía Solidario. Tratándose del Fondo de Cesantía, el límite máximo para la suma de las inversiones en los instrumentos antes señalados, no podrá superar el 5% del valor del Fondo. La Superintendencia de Pensiones podrá excluir de la determinación de porcentajes máximos de inversión contemplada en este número a los instrumentos de cada tipo señalados en la letra k) del inciso segundo del artículo 45 del decreto ley N° 3.500, de 1980.

El límite máximo para la suma de las inversiones en los instrumentos señalados en las letras g) y h) y los instrumentos de las letras j) y k) cuando sean representativos de capital, señalados en el inciso segundo del artículo 45, más el monto de los aportes comprometidos mediante los contratos a que se refiere el artículo 48, ambos del decreto ley N° 3.500, de 1980, será de un 5% y 30% del valor de los Fondos de Cesantía y Cesantía Solidario, respectivamente. Se excluirá para el cálculo de este límite la inversión en títulos representativos de índices de los instrumentos de la letra j), las cuotas de fondos de inversión y fondos mutuos de las letras h) y j), del mencionado artículo 45, cuando sus carteras de inversiones se encuentren constituidas preferentemente por títulos de deuda.

Los Fondos de Cesantía podrán adquirir títulos de las letras b), c), d), e), f), i), y títulos de deuda de la letra j), señalados en el inciso segundo del artículo 45 del decreto ley N° 3.500, de 1980, cuando cuenten con al menos dos clasificaciones de riesgo iguales o superiores a BBB y nivel N-3, a que se refiere el artículo 105 del citado cuerpo legal, elaboradas por diferentes clasificadoras privadas; y acciones de la letra g) que cumplan con los requisitos a que se refiere el inciso siguiente. Asimismo, podrán adquirir cuotas de fondos de inversión y de fondos mutuos señalados en la letra h), y títulos representativos de capital de la letra j), que estén aprobadas por la Comisión Clasificadora de Riesgo a que se refiere el artículo 99 del mencionado decreto ley. De igual forma podrán adquirir instrumentos de la letra k), autorizados por la Superintendencia de Pensiones y cuando ésta lo requiera, por la Comisión Clasificadora de Riesgo. 

Las acciones a que se refiere la letra g) del inciso segundo del artículo 45 del decreto  ley N° 3.500, de 1980 podrán ser adquiridas por los Fondos de Cesantía cuando el emisor cumpla con los requisitos mínimos que serán determinados en el Régimen de Inversión de los Fondos de Cesantía. Aquellas acciones que no cumplan con los requisitos anteriores podrán ser adquiridas por los Fondos de Cesantía cuando éstas sean clasificadas en primera clase por al menos dos entidades clasificadoras de riesgo a las que se refiere la ley N° 18.045. 

Los Fondos de Cesantía podrán adquirir los títulos de las letras b), c), d), e), f), g), h), i), y j) del inciso segundo del artículo 45 del decreto ley N° 3.500, de 1980, que cumplan con lo establecido en el Régimen de Inversión, aunque no cumplan con los requisitos establecidos en los incisos tercero y cuarto, precedentes, siempre que la inversión se ajuste a los límites especiales que fije el citado Régimen para estos efectos. 

Artículo 58C.- Sin perjuicio de lo señalado en el artículo precedente, el Régimen de Inversión de los Fondos de Cesantía podrá establecer otros límites máximos en función del valor de los Fondos de Cesantía, para los instrumentos, operaciones y contratos del inciso segundo del artículo 45 del decreto ley N° 3.500, de 1980.

Entre otros, corresponderá al Régimen de Inversión establecer límites máximos respecto de los instrumentos u operaciones que se señalan en los números 1) al 9) siguientes:

1) Instrumentos a que se refieren las letras b), c), d), e), f), i), j) y k), estas dos últimas cuando se trate de instrumentos de deuda, del inciso segundo del artículo 45 del decreto ley N° 3.500, de 1980, clasificados en categoría BB, B y nivel N-4 de riesgo, según corresponda, a que se refiere el artículo 105 de dicho decreto ley, que cuenten con sólo una clasificación de riesgo efectuada por una clasificadora privada, la cual en todo caso deberá ser igual o superior a las categorías antes señaladas, o que cuyas clasificaciones hayan sido rechazadas por la Comisión Clasificadora de Riesgo; 

2) Instrumentos a que se refieren las letras b), c), d), e), f), i), j) y k), estas dos últimas cuando se trate de instrumentos de deuda, del inciso segundo del artículo 45 del decreto ley N° 3.500, de 1980, que tengan clasificación inferiores a B y nivel N-4, según corresponda y aquellos que no cuenten con clasificación de riesgo; 

3) Acciones a que se refiere la letra g) del inciso segundo del artículo 45 del decreto ley N° 3.500, de 1980, que no cumplan con los requisitos establecidos en el inciso cuarto del artículo 58B y cuotas de fondos de inversión y cuotas de fondos mutuos a que se refiere la letra h) del citado artículo 45, no aprobadas por la Comisión Clasificadora de Riesgo;

4) Acciones a que se refiere la letra g) del inciso segundo del artículo 45 del decreto ley N° 3.500, de 1980, que sean de baja liquidez; más cuotas de fondos de inversión a que se refiere la letra h) del citado artículo, más el monto de los aportes comprometidos mediante los contratos a que se refiere el inciso sexto del artículo 48 del decreto ley N° 3.500, de 1980, cuando estos instrumentos sean de baja liquidez; 

5) Aportes comprometidos mediante los contratos de promesa y suscripción de pago de cuotas de fondos de inversión; 

6) Acciones, cuotas de fondos de inversión y cuotas de fondos mutuos a que se refiere la letra j) del inciso segundo del artículo 45 del decreto  ley N° 3.500, de 1980, no aprobadas por la Comisión Clasificadora de Riesgo; 

7) Cada tipo de instrumento de oferta pública, a que se refiere la letra k) del inciso segundo del artículo 45 del decreto ley N° 3.500, de 1980;

8) Operaciones con instrumentos derivados a que se refiere la letra l) del inciso segundo del artículo 45 del decreto ley N° 3.500, de 1980, observando las disposiciones que sobre esta materia contempla dicho cuerpo legal;

9) Operaciones o contratos que tengan como objeto el préstamo o mutuo de instrumentos financieros, pertenecientes a los Fondos de Cesantía, a que se refieren las letras j) y m) del inciso segundo del artículo 45 del decreto ley N° 3.500, de 1980.

Artículo 58D.- Los límites establecidos en el artículo 47 del decreto ley N° 3.500, de 1980, relativos a inversión por emisor, serán aplicables en los mismos términos a las inversiones que efectúen los Fondos de Cesantía. Sin embargo, aquellos límites que corresponda fijar al Régimen de Inversión de los Fondos de Pensiones, respecto de los Fondos de Cesantía, serán establecidos en su Régimen de Inversión, teniendo en cuenta al efecto, las clasificaciones y características mencionadas en el citado artículo 47. 

El Régimen de Inversión de los Fondos de Cesantía podrá establecer las mismas normas regulatorias consignadas en el decreto  ley N° 3.500, de 1980, respecto de los fondos de pensiones. 

Artículo 58E.- La Superintendencia de Pensiones establecerá mediante resolución un Régimen de Inversión para los Fondos de Cesantía, previo informe del Consejo Técnico de Inversiones regulado en el Título XVI del decreto  ley N° 3.500, de 1980. La Superintendencia no podrá establecer en el Régimen de Inversión contenidos que hayan sido rechazados por el Consejo Técnico de Inversiones y asimismo, en la mencionada resolución deberá señalar las razones por las cuales no consideró las recomendaciones que sobre esta materia haya efectuado el referido Consejo. Dicha Resolución será dictada previa visación del Ministerio de Hacienda, a través de la Subsecretaría de Hacienda. 

En lo no previsto por el Régimen de Inversión de los Fondos de Cesantía, se estará a lo que disponga el Régimen de Inversión de los Fondos de Pensiones.

En el Régimen de Inversión también se establecerán carteras de inversión referenciales para los Fondos de Cesantía, para cuya elaboración se deberá atender a las siguientes consideraciones:

1) Que las carteras referenciales reflejen criterios de inversión concordantes con los objetivos de protección del Seguro; 

2) Que dichas carteras sean susceptibles de ser replicadas.

3) Que dichas carteras contemplen criterios de estabilidad de las inversiones.

4) Que la información que sustenta las carteras de referencia sea de acceso público y no pueda ser alterada ni manipulada.

5) Que contemple criterios de diversificación en su conformación, respecto de a lo menos, emisores, naturaleza de instrumentos y mercados.

La Superintendencia podrá revisar la composición de las carteras de inversión referenciales cada 36 meses y someterla a la consideración del Consejo Técnico de Inversiones a que se refiere el artículo 58H, si los numerales del inciso anterior experimentan variaciones significativas.

Artículo 58F.‑ La Sociedad Administradora deberá contar con políticas de inversión y de solución de conflictos de interés para los Fondos de Cesantía observando lo dispuesto en el artículo 50 del decreto  ley N° 3.500, de 1980.

Artículo 58G.- El Régimen de Inversión para los Fondos de Cesantía podrá contemplar normas para la regulación de la inversión de los Fondos de Cesantía en función de la medición del riesgo de su cartera de inversión. 

La Superintendencia, mediante norma de carácter general, podrá establecer los procedimientos para que la Sociedad Administradora efectúe la evaluación del riesgo de las carteras de inversión para los Fondos de Cesantía. Esta norma determinará la periodicidad con la cual deberá efectuarse la medición de riesgo y la forma cómo se difundirán los resultados de las mediciones que se realicen.

Artículo 58H.- El Consejo Técnico de Inversiones para los Fondos de Cesantía será el mismo Consejo contemplado en el artículo 167 del decreto  ley N° 3.500, de 1980, respecto de las inversiones de los Fondos de Cesantía.

Específicamente, el Consejo tendrá las siguientes atribuciones y funciones:

1) Pronunciarse sobre el contenido del Régimen de Inversión para los Fondos de Cesantía a que se refiere el artículo 58 C de la presente ley y sobre las modificaciones que la Superintendencia de Pensiones proponga efectuar al mismo. Para estos efectos, el Consejo deberá emitir un informe que contenga su opinión técnica en forma previa a la dictación de la norma de carácter general que apruebe o modifique dicho Régimen;

2) Emitir opinión técnica en todas aquellas materias relativas a inversiones de los Fondos de Cesantía contenidas en el Régimen de Inversión para los Fondos de Cesantía, y en especial respecto de la estructura de límites de inversión de los Fondos de Cesantía, la composición de las carteras de inversión referenciales, de los mecanismos de medición del riesgo de las carteras de inversión y de las operaciones señaladas en la letra l) inciso segundo del artículo 45 del decreto  ley N° 3.500, de 1980, que efectúen los Fondos de Cesantía; 

3) Efectuar propuestas y emitir informes en materia de perfeccionamiento del régimen de inversiones para los Fondos de Cesantía en aquellos casos en que el Consejo lo estime necesario, o cuando así lo solicite la Superintendencia;

4) Pronunciarse sobre las materias relacionadas a inversiones de los Fondos de Cesantía que le sean consultadas por los Ministerios de Hacienda y del Trabajo y Previsión Social; y

6) Encargar la realización de estudios técnicos con relación a las inversiones de los Fondos de Cesantía. 

Artículo 58I.- Los integrantes del Consejo Técnico de Inversiones percibirán una dieta adicional en pesos equivalentes a 17 unidades tributarias mensuales por cada sesión que asistan, con un máximo de 34 unidades tributarias mensuales por cada mes calendario, cuando el Consejo deba tratar en dicha sesión, materias relacionadas exclusivamente con los Fondos de Cesantía. 

Artículo 58J.- La Sociedad Administradora deberá concurrir a las juntas de accionistas de las sociedades señaladas en la letra g), a las juntas de tenedores de bonos de las letras e) y f) y a las asambleas de aportantes de los fondos de inversión señalados en la letra h) del inciso segundo del artículo 45 del decreto  ley N° 3.500, de 1980, cuyas acciones, bonos o cuotas hayan sido adquiridos con recursos del Fondo de Cesantía respectivo, representada por mandatarios designados por su directorio, aplicándosele al efecto a la Sociedad Administradora, todas las disposiciones que sobre la materia se contemplan en el decreto ley N° 3.500, de 1980. 

Artículo 58K.- La Sociedad Administradora deberá observar las disposiciones del Título XIV denominado De la Regulación de Conflictos de Intereses, del decreto  ley N° 3.500, de 1980.”.

31) Modifícase el artículo 59 de la siguiente forma:

a) Agrégase el siguiente inciso segundo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero: 

“Los empleadores que durante los 24 meses inmediatamente anteriores a la respectiva solicitud, hayan pagado dentro del plazo que corresponda las cotizaciones establecidas en esta ley, tendrán prioridad en el otorgamiento de recursos provenientes de instituciones públicas, financiados con cargo a recursos fiscales de fomento productivo. Para efectos de lo anterior, deberán acreditar previamente, ante las instituciones que administren los instrumentos referidos, el cumplimiento del señalado requisito.”.

b) Sustitúyese en el inciso segundo, que pasa a ser tercero, la frase “para el dueño de la obra, empresa o faena en el artículo 64 bis” por la expresión “artículo 183C.” 

32) Incorpórase el siguiente Título III nuevo:

“Título III

Del Sistema de Información Laboral y la Bolsa Nacional de Empleo”

Artículo 61.- Créanse el Sistema de Información Laboral y la Bolsa Nacional de Empleo, a cargo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, cuyos objetivos serán aumentar la empleabilidad y facilitar la reinserción laboral de los trabajadores cesantes afiliados al Seguro de Cesantía.

Artículo 62.- El Sistema de Información Laboral entregará información sobre el mercado laboral y será administrado por la Subsecretaría del Trabajo. 

Artículo 63.- La Bolsa Nacional de Empleo será un instrumento destinado a facilitar la búsqueda y el ofrecimiento de vacantes de empleo para los trabajadores cesantes afiliados al Seguro. 

Los trabajadores cesantes afiliados al Seguro que se inscriban en la Bolsa Nacional de Empleo podrán ofrecer la prestación de servicios laborales y acceder a la base de datos de vacantes de trabajo. A su vez, los empleadores que se registren en la mencionada Bolsa podrán ofrecer vacantes de trabajo y buscar trabajadores para dichos puestos de trabajo.

El administrador de la Bolsa Nacional de Empleo deberá comunicar las oportunidades de capacitación y de trabajos disponibles a los beneficiarios del Fondo de Cesantía Solidario y a aquellos que dejaron de percibir las prestaciones del artículo 25 que se mantengan cesantes, según el orden de prioridad que establezca el índice de empleabilidad, elaborado por la Subsecretaría del Trabajo. 

El administrador de la Bolsa Nacional de Empleo deberá mantener una base de datos de los trabajadores sujetos al seguro, con los registros necesarios para la operación de la mencionada Bolsa que incluirá el registro general de información del trabajador, el índice de empleabilidad del trabajador mencionado en el inciso anterior, el registro de aquellos empleadores que ofrezcan vacantes de trabajo y los demás que determine la Subsecretaría del Trabajo, de acuerdo a lo establecido en las bases de licitación.

El Servicio Nacional de Capacitación y Empleo, las Oficinas de Información Laboral del artículo 73 de la ley Nº 19.518 y otros servicios públicos podrán acceder a las bases de datos del administrador de la Bolsa Nacional de Empleo para el ejercicio de sus funciones.

Artículo 64.- La administración de la Bolsa Nacional de Empleo será adjudicada mediante una licitación pública. La licitación y la adjudicación del servicio se realizarán por los Ministerios del Trabajo y Previsión Social y de Hacienda.

La entidad administradora de la Bolsa Nacional de Empleo tendrá derecho a una retribución de cargo del Fondo de Cesantía Solidario. 

Extinguido el contrato de administración de la Bolsa Nacional de Empleo por las causas establecidas en las bases de licitación, la entidad que estuviere prestando el servicio que ella otorga, deberá transferir a la Subsecretaría del Trabajo o a quién esta determine, dicha Bolsa y las bases de datos que forman parte de ella, permitiendo la continuidad del servicio.

El que, durante el período de vigencia del contrato señalado en el inciso anterior o con posterioridad a él, haga uso de la información incluida en la Bolsa Nacional de Empleo para un fin distinto al establecido en este artículo, será sancionado con las penas que se establecen en el inciso sexto del artículo 34, sin perjuicio de las demás sanciones que establezcan las bases de licitación y el contrato respectivo.

La entidad administradora de la Bolsa Nacional de Empleo que durante el traspaso de la concesión provoque un daño no fortuito a las bases de datos que forman parte de ella, o niegue u obstaculice su entrega o la otorgue en forma incompleta, será sancionado de conformidad a lo que establezcan las bases de licitación y el contrato respectivo.

La supervigilancia, control y fiscalización de la entidad que administre la Bolsa Nacional de Empleo corresponderá al Servicio Nacional de Capacitación y Empleo, sin perjuicio de las facultades de la Superintendencia de Pensiones en relación con la fiscalización a la Sociedad Administradora respecto de la administración del Fondo de Cesantía Solidario.

Artículo 65. Las Oficinas de Información Laboral para el ejercicio de las funciones establecidas en el artículo 78 de la ley N° 19.518 deberán utilizar la información que otorgue la Bolsa Nacional de Empleo.”.

Refiriéndose al contenido del literal a) del numeral 13) del artículo 1º, el Honorable Senador señor Letelier expresó que el hecho de exigir que las tres últimas cotizaciones realizadas sean continuas y con el mismo empleador, tendrá el efecto de excluir del beneficio a los trabajadores del sector agrícola que se desempeñan como temporeros, pues la dinámica propia de dicho empleo es, precisamente, la discontinuidad de los servicios que se prestan y ante quién se prestan, lo que se opone al cierto grado de estabilidad que el proyecto de ley exige. 

El señor Ministro de Hacienda acotó que no debe perderse de vista la ampliación del beneficio que la presente iniciativa legal supone, toda vez que los trabajadores con contrato a plazo fijo, que hasta ahora no acceden al seguro de cesantía, sí podrán hacerlo de ahora en más. En este sentido, agregó, la exigencia de tres cotizaciones continuas no hace sino replicar la exigencia que hoy opera para los trabajadores con contrato de trabajo indefinido. Las simulaciones al efecto desarrolladas por la Superintendencia de Seguridad Social, culminó, demuestran que los más beneficiados con el sistema de seguro de cesantía serán, precisamente, los trabajadores con contrato a plazo fijo.

El Honorable Senador señor Letelier solicitó dividir la votación del literal a) del numeral 13), sometiendo a consideración de las Comisiones, unidas, su contenido sin la frase “y con el mismo empleador”.

La solicitud por dividir la votación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión.

El Honorable Senador señor Letelier dejó expresa constancia de su aprehensión en orden a que los trabajadores agrícolas de temporada no van a acceder al beneficio del seguro de cesantía.

Posteriormente, las Comisiones, unidas, se abocaron al estudio de la indicación número 1, de S.E. la señora Presidenta de la República, para modificar el artículo 1º del siguiente modo:

“a) Modifícase en el numeral 15), el nuevo artículo 25 bis, que se agrega, del modo siguiente: 

i.- Intercálase en su inciso primero entre las palabras “financiar programas” y “para facilitar la reinserción”, la frase siguiente: “de apresto” y agrégase  a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: “Con todo, los recursos que se destinen a esos programas no podrán exceder, para cada año calendario, el 2% del saldo total del Fondo de Cesantía Solidario que registre el año anterior.”.

ii.- Intercálase en el inciso segundo a continuación de la frase “ ley N° 19.518;” las palabras siguientes: “ las condiciones de carácter objetivo que deberán reunir”.
iii.- Agrégase el siguiente inciso final nuevo: “ Los programas señalados en el inciso primero serán ejecutados por las Oficinas de Información Laboral del artículo 73 de la ley N° 19.518 y por entidades privadas, que cumplan con los requisitos que establezca el Reglamento.”.

b) Modifícase en el numeral 20), el inciso tercero del artículo 37 nuevo, de la forma siguiente: Agrégase a continuación del punto final (.) que pasa a ser punto seguido (.) la oración siguiente: “Dicho estudio deberá considerar un análisis sobre los aportes y usos de los Fondos de Cesantía, diferenciado según se trate de trabajadores con contrato indefinido o con contrato a plazo fijo o para una obra, trabajo o servicio determinado. El estudio actuarial será público.”.

c) Modifícase en el numeral 23), el artículo 42, intercalando en la primera oración de dicho artículo, a continuación de la frase “supere la rentabilidad real”, la expresión “respectiva”.

d) Modifícase en el numeral 32), el inciso final del artículo 63 nuevo, reemplazando la segunda conjunción “y” por una coma (,) e intercalando a continuación de las palabras “otros servicios públicos”, la frase “y a las entidades privadas que ejecuten los programas señalados en el artículo 25 bis”.

e) Para agregar el siguiente numeral 33 nuevo.

“33) Reemplázase en la primera oración del inciso primero del artículo 20 el vocablo “por cesantía” por la frase siguiente:” con cargo a la Cuenta Individual de Cesantía o con cargo al Fondo de Cesantía Solidario”.”.

La indicación fue aprobada, con las modificaciones formales que se indicarán en su oportunidad, por la unanimidad de los miembros de las Comisiones unidas, Honorables Senadoras señoras Alvear y Matthei (como miembro de ambas Comisiones), y Honorables Senadores señores Allamand (como miembro de ambas Comisiones), Escalona (como miembro de ambas Comisiones), Frei, Letelier y Ominami.

En particular, se deja constancia que, a objeto de hacer concordante la aprobación de esta indicación con el articulado del proyecto, el numeral 33) propuesto se aprobó como numeral 10 bis).

Enseguida, las Comisiones, unidas, en virtud de los dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado, acordó realizar las siguientes enmiendas formales, a objeto de hacer concordante las disposiciones del proyecto de ley: 

- En el numeral 5), en su encabezado, sustituir las palabras “sexto” y “séptimo”, por “séptimo” y “octavo”, respectivamente. Asimismo, sustituir, en la primera parte del nuevo inciso propuesto, la voz “cuarto” por “quinto”.

- En el numeral 30), en su articulo 58 H, sustituir el numeral “5)” por “6)”. 

- Intercalar un numeral 31) bis, nuevo, para sustituir, en el encabezamiento del Título II de la ley Nº 19.728, la palabra “Finales” por “Generales”.

Las modificaciones precedentemente expuestas fueron acordadas por la unanimidad de los miembros de las Comisiones unidas, Honorables Senadoras señoras Alvear y Matthei (como miembro de ambas Comisiones), y Honorables Senadores señores Allamand (como miembro de ambas Comisiones), Escalona (como miembro de ambas Comisiones), Frei, Letelier y Ominami.

Puesto en votación el resto del artículo 1º, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de las Comisiones unidas, Honorables Senadoras señoras Alvear y Matthei (como miembro de ambas Comisiones), y Honorables Senadores señores Allamand (como miembro de ambas Comisiones), Escalona (como miembro de ambas Comisiones), Frei, Letelier y Ominami.

Artículo 2°

Intercala en el artículo 34 del decreto con fuerza de ley N° 150, de 1982, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, a continuación de la expresión “1980,”, la frase “y a los trabajadores señalados en el inciso segundo del artículo 20 de la ley N° 19.728”, y agrégase a continuación de la expresión “y las Administradoras de Fondos de Pensiones respectivas,” la frase “como también por la Sociedad Administradora de Fondos de Cesantía,”.

En votación este artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de las Comisiones unidas, Honorables Senadoras señoras Alvear y Matthei (como miembro de ambas Comisiones), y Honorables Senadores señores Allamand (como miembro de ambas Comisiones), Escalona (como miembro de ambas Comisiones), Frei, Letelier y Ominami.

- - -

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero

Es del siguiente tenor:

“Artículo primero.- Las modificaciones que los artículos 1° y 2° de la presente ley introducen en la ley N° 19.728 y en el decreto con fuerza de ley. N° 150, de 1982, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, salvo las excepciones que más adelante se indican, entrarán en vigencia el primer día del cuarto mes siguiente al de su publicación en el Diario Oficial.

Las solicitudes de beneficio que se encuentren en tramitación a la entrada en vigencia señalada en el inciso anterior, continuarán rigiéndose por las normas vigentes a la fecha de su presentación.”.

Artículo segundo

Establece que el primer reajuste de los valores superiores e inferiores señalados por la presente ley para las tablas contempladas en el artículo 25, se efectuará el 1 de febrero del año 2010 en la variación que hayan experimentado los índices de remuneraciones reales y de precios al consumidor, determinados por el Instituto Nacional de Estadísticas, en el lapso comprendido entre la fecha de publicación de la presente ley en el Diario Oficial y el 31 de diciembre del año 2009.

Artículo tercero

Su texto es el siguiente:

“Artículo tercero.- Las modificaciones que los números 22) y 30) del artículo 1° de esta ley le introducen a la ley N° 19.728, entrarán en vigencia el primer día del mes siguiente al del inicio del nuevo contrato de administración del Seguro de Cesantía. No obstante, si la actual sociedad administradora del Seguro de Cesantía conviene en la suscripción de una modificación al Título IX del contrato de administración que la rige, dichas modificaciones entrarán en vigencia, a contar del primer día del mes siguiente a que dicha modificación sea totalmente tramitada. Con todo dicho plazo no podrá ser inferior al primer día del séptimo mes de publicada esta ley. 

Las modificaciones relativas al Consejo Técnico de Inversiones entrarán en vigencia el primer día del segundo mes siguiente a la fecha de publicada esta ley en el Diario Oficial, y los nuevos artículos 58F, 58J y 58K incorporados por el párrafo 9° agregado por el número 30) del artículo 1° entrarán en vigencia a la fecha de publicación de la presente ley en el mencionado diario.”.

Artículo cuarto

Dispone que las modificaciones que el número 23) del artículo 1° de esta ley introduce en la ley N° 19.728, entrarán en vigencia a contar del primer día del décimo noveno mes siguiente a la entrada en vigencia de las modificaciones de los números 22) y 30) del artículo 1°, referidas en el inciso primero del artículo tercero precedente. En este caso, durante los dieciocho meses precedentes a la entrada en vigencia de las modificaciones del número 23) del artículo 1° antes referido, no se aplicarán los incrementos y disminuciones a que se refiere el actual artículo 42 de la ley N° 19.728.

Artículo quinto

Establece que durante los doce primeros meses de vigencia de las modificaciones introducidas por el número 30) del artículo 1° de la presente ley, la Sociedad Administradora del Seguro de Cesantía podrá efectuar transferencias de instrumentos entre Fondos, sin recurrir a los mercados formales. Las transferencias tendrán lugar a los precios que se determinen según lo señalado en el artículo 35 del decreto  ley N° 3.500, de 1980.

Artículo sexto

Dispone que la primera emisión de la Resolución que establecerá el Régimen de Inversión a que se refiere el artículo 58E del Párrafo 9° del Título I de la ley N° 19.728, incorporado por el número 30) del artículo 1° de esta ley, no podrá contemplar límites de inversión más restrictivos que los contemplados en los artículos 45 y 47 del decreto  ley N° 3.500, de 1980, para el Fondo de Pensiones Tipo E.

Artículo séptimo

Establece que durante el primer año de vigencia de las modificaciones que el número 30) del artículo 1° de esta ley introduce a la ley N° 19.728, los excesos de inversión que se puedan producir como consecuencia de las disposiciones establecidas en esta ley no se considerarán de responsabilidad de la Sociedad Administradora.

Artículo octavo

Es del siguiente tenor:

“Artículo octavo.- El nuevo Título III que la presente ley introduce en la ley Nº 19.728 entrará en vigencia a partir de la publicación de la presente ley en el Diario Oficial. Lo dispuesto en el inciso tercero nuevo del artículo 28 y las modificaciones al artículo 46, ambos de la ley Nº 19.728, entrarán en vigencia a partir de la fecha en que la Bolsa Nacional de Empleo entre en funcionamiento.

Para aquellos que a la fecha de entrada en funcionamiento de la Bolsa Nacional de Empleo, se encuentren percibiendo prestaciones del Fondo de Cesantía Solidario tendrán un plazo de 30 días para inscribirse en dicha Bolsa. Transcurrido ese plazo, se les aplicará lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 28.”.

Los ocho artículos precedentes fueron aprobados por la unanimidad de los miembros de las Comisiones unidas, Honorables Senadoras señoras Alvear y Matthei (como miembro de ambas Comisiones), y Honorables Senadores señores Allamand (como miembro de ambas Comisiones), Escalona (como miembro de ambas Comisiones), Frei, Letelier y Ominami.

Artículo noveno

Dispone que durante la vigencia del contrato de administración del Seguro de Cesantía por parte de la actual sociedad administradora, el financiamiento de los programas de reinserción a que se refiere el artículo 25 bis de la ley N° 19.728, no podrán exceder, para cada año calendario, el 2% del saldo total del Fondo de Cesantía Solidario que se registre en el año anterior. A contar de la publicación de la presente ley en el Diario Oficial, se podrá dictar el decreto que alude el inciso primero del artículo 25 bis para el financiamiento de los programas de reinserción de ese año calendario. 

Sobre este artículo recayó la indicación número 2, de S.E. la señora Presidenta de la República, para sustituirlo por el siguiente:

“Artículo noveno.- El primer decreto a que se refiere el inciso primero del artículo 25 bis de la ley N° 19.728, se podrá dictar en cualquier mes del año de la publicación de la presente ley en el Diario Oficial, para el financiamiento de los programas de ese año.

El Ministerio del Trabajo y Previsión Social deberá realizar evaluaciones externas de los programas a que se refiere el artículo 25 bis de la ley N° 19.728, dentro de los tres primeros años de implementación de esos programas. Dichas evaluaciones deberán comparar a una muestra representativa de todos los beneficiarios de los mencionados programas con un grupo de control.”.

La indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de las Comisiones unidas, Honorables Senadoras señoras Alvear y Matthei (como miembro de ambas Comisiones), y Honorables Senadores señores Allamand (como miembro de ambas Comisiones), Escalona (como miembro de ambas Comisiones), Frei, Letelier y Ominami.

Artículo décimo

Establece que el mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de esta ley, durante el primer año de su entrada en vigencia, se financiará con cargo al presupuesto vigente del Ministerio del Trabajo y Previsión Social. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la Partida Presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiera financiar con estos recursos.

Este artículo fue aprobado por la unanimidad de los miembros de las Comisiones unidas, Honorables Senadoras señoras Alvear y Matthei (como miembro de ambas Comisiones), y Honorables Senadores señores Allamand (como miembro de ambas Comisiones), Escalona (como miembro de ambas Comisiones), Frei, Letelier y Ominami.

- - -

INFORME FINANCIERO





El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, con fecha 4 de agosto de 2008,  señala, de modo textual, lo siguiente:

“El presente proyecto de ley tiene por objeto perfeccionar el Seguro Obligatorio de Cesantía, establecido en la Ley N° 19.728, y otras normas legales que se indican.

Las modificaciones se orientan, por una parte, a mejorar el acceso y  los beneficios del Fondo de Cesantía Solidario del Seguro y, por otra, a implementar un Sistema de Información Laboral y una Bolsa Nacional de Empleo.

En cuanto a las mejoras de acceso al Fondo de Cesantía Solidario, se facilita la entrada de los trabajadores con contrato indefinido y, por primera vez, se permite el acceso a trabajadores con contrato a plazo fijo o por obra, trabajo o servicio determinado. Por su parte, entre los nuevos beneficios se destaca el establecimiento de pagos adicionales en caso que la tasa de desempleo nacional  supere cierto nivel establecido por la ley. Estas modificaciones  se realizarán con cargo al Fondo de Cesantía Solidario. 
En cuanto al Sistema de Información Laboral, éste será una herramienta que contendrá estadísticas actualizadas del mercado laboral. A su vez, la Bolsa Nacional de Empleo contribuirá a la reinserción en el mercado laboral del cesante afiliado al Seguro, facilitando el encuentro entre la oferta y la demanda de trabajo. Además, la Bolsa actuará como instrumento para informar de otras prestaciones disponibles para facilitar la reinserción laboral de los beneficiarios del Fondo de Cesantía Solidario, las que se priorizarán según un Índice de Empleabilidad. 

La implementación y operación de la Bolsa Nacional de Empleo serán de cargo del Fondo de Cesantía Solidario. El diseño del Índice de Empleabilidad y del Sistema de Información Laboral, así como su posterior operación, serán de cargo fiscal. Para el diseño del Índice de Empleabilidad, se estima un costo de $20 millones, por una sola vez. Para el diseño del Sistema de Información Laboral se estima un costo de $35 millones, por una sola vez, y un costo de operación de $120 millones anuales. 
Los costos fiscales señalados se harán con cargo a la partida presupuestaria de la Subsecretaría del Trabajo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, partida 15, capítulo 01 programa 01.”.

En consecuencia, las normas de la iniciativa legal en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.

- - -

MODIFICACIONES


En conformidad con los acuerdos adoptados, vuestras Comisiones unidas despacharon el texto del proyecto aprobado por la Honorable Cámara de Diputados, con las siguientes modificaciones:

Artículo 1º

Número 5)

· En su encabezado, sustituir las palabras “sexto” y “séptimo”, por “séptimo” y “octavo”, respectivamente. 


- Sustituir, en la primera parte del nuevo inciso propuesto, la voz “cuarto” por “quinto”. (Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

- - -
Intercalar el siguiente numeral 10 bis), nuevo:

“10 bis) Reemplázase, en la primera oración del inciso primero del artículo 20, el vocablo “por cesantía” por la frase siguiente: ”con cargo a la Cuenta Individual de Cesantía o con cargo al Fondo de Cesantía Solidario”.”. (Indicación número 1. Unanimidad 10x0).

Número 15)

Artículo 25 bis

Inciso primero





- Intercalar, entre las palabras “financiar programas” y “para facilitar la reinserción”, la siguiente frase: “de apresto”.

- Agregar, a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: 

“Con todo, los recursos que se destinen a esos programas no podrán exceder, para cada año calendario, el 2% del saldo total del Fondo de Cesantía Solidario que registre el año anterior.”.

Inciso segundo

- Intercalar, a continuación de la frase “ley N° 19.518;” las siguientes palabras: “las condiciones de carácter objetivo que deberán reunir”.

- Eliminar las comillas (“) finales y el punto (.) final, y agregar el siguiente inciso final, nuevo: 

“Los programas señalados en el inciso primero serán ejecutados por las Oficinas de Información Laboral del artículo 73 de la ley N° 19.518 y por entidades privadas, que cumplan con los requisitos que establezca el Reglamento.”.”. (Indicación número 1. Unanimidad 10x0).

Número 20)

Inciso tercero del artículo 37

Agregar, a continuación del punto final (.), que pasa a ser punto seguido (.) la siguiente oración:

 “Dicho estudio deberá considerar un análisis sobre los aportes y usos de los Fondos de Cesantía, diferenciado según se trate de trabajadores con contrato indefinido o con contrato a plazo fijo o para una obra, trabajo o servicio determinado. El estudio actuarial será público.”. (Indicación número 1. Unanimidad 10x0).
Número 23)

Artículo 42





Intercalar, en la primera oración de este artículo, a continuación de la frase “supere la rentabilidad real”, la expresión “respectiva”. (Indicación número 1. Unanimidad 10x0).
Número 30)

Articulo 58 H

 Sustituir, en la enumeración de sus numerales, el dígito “6)” por “5)”. (Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

- - -

Intercalar el siguiente numeral 31) bis, nuevo:

“31 bis) Sustitúyese, en el encabezado del Título II, la palabra “FINALES” por “GENERALES”.”. (Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Número 32)

Artículo 63

Inciso final





- Reemplazar la segunda conjunción “y” por una coma (,).

- Intercalar, a continuación de las palabras “otros servicios públicos”, la frase “y las entidades privadas que ejecuten los programas señalados en el artículo 25 bis,”. (Indicación número 1. Unanimidad 10x0).

Artículo 65




Agregar, a continuación del punto (.) final, comillas (“) y punto (.). (Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

- - -

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo noveno


Sustituirlo por el siguiente:

“Artículo noveno.- El primer decreto a que se refiere el inciso primero del artículo 25 bis de la ley N° 19.728, se podrá dictar en cualquier mes del año de la publicación de la presente ley en el Diario Oficial, para el financiamiento de los programas de ese año.

El Ministerio del Trabajo y Previsión Social deberá realizar evaluaciones externas de los programas a que se refiere el artículo 25 bis de la ley N° 19.728, dentro de los tres primeros años de implementación de esos programas. Dichas evaluaciones deberán comparar a una muestra representativa de todos los beneficiarios de los mencionados programas con un grupo de control.”. (Indicación número 2. Unanimidad 10x0).

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestras Comisiones de Hacienda y de Trabajo y Previsión Social, unidas, tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley en informe, en general y particular, con el siguiente texto:

a. PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.728, que estableció el Seguro Obligatorio de Cesantía:

1) Derógase el artículo 3°.

2) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 5°:

a) Agrégase en la letra a) de su inciso primero, a continuación de la palabra “trabajador”, lo siguiente: “con contrato de duración indefinida”.

b) Intercálase en la letra b) de su inciso primero a continuación de las palabras “remuneraciones imponibles,” la frase siguiente: “en el caso de los trabajadores con contrato de duración indefinida y un 3% de las remuneraciones imponibles para los trabajadores con contrato a plazo fijo, o por obra, trabajo o servicio determinado. Ambos,”.

c) Intercálase el siguiente inciso segundo nuevo, pasando los actuales incisos segundo y tercero, a ser tercero y cuarto, respectivamente:

“Con todo, si el contrato a plazo fijo se hubiere trasformado en contrato de duración indefinida, el trabajador quedará afecto a la cotización prevista en la letra a) y el empleador a la establecida en la letra b) de este artículo para los contratos de duración indefinida, a contar de la fecha en que se hubiere producido tal transformación, o a contar del día siguiente al vencimiento del período de quince meses a que alude el N°4 del artículo 159 del Código del Trabajo, según corresponda.”.

d) Reemplazase en su inciso final la expresión “quince” por la palabra “diez” y sustitúyese en la misma frase, el punto (.) por una coma (,) agregándose la siguiente frase “el que aumentará en tres días en los casos en que esta comunicación se efectúe por vía electrónica.”.

3) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 6°:
a) Agrégase a continuación del punto final (.) que pasa a ser seguido, la oración siguiente: “Dicho tope se reajustará anualmente de acuerdo a la variación del Índice de Remuneraciones Reales determinadas por el Instituto Nacional de Estadísticas o el Índice que lo sustituya, entre noviembre del año anteprecedente y noviembre del año precedente al que comenzará a aplicarse el reajuste. El tope imponible así reajustado, comenzará a regir el primer día de cada año.”.

b) Agrégase el siguiente inciso segundo nuevo:

“Con todo, el tope imponible será reajustado siempre que la variación del Índice antes mencionado sea positiva. Si fuese negativa, el tope mantendrá su valor vigente en Unidades de Fomento y sólo se reajustará en la oportunidad en que se produzca una variación positiva que corresponda por aplicación de lo dispuesto en el inciso primero.”.

4) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 9°:

a) Reemplázase en su inciso primero la frase “de la remuneración imponible del trabajador” por la siguiente: “y 2,8%, de la remuneración imponible del trabajador de contrato a plazo indefinido y de contrato a plazo fijo, o por obra, trabajo o servicio determinado, respectivamente”.

b) Agrégase el siguiente párrafo final a su inciso segundo: “No obstante, la cotización de cargo del empleador destinada al Fondo de Cesantía Solidario, deberá enterarse mientras se mantenga vigente la relación laboral.”.

5) Intercálase el siguiente inciso séptimo nuevo al artículo 10, pasando el actual a ser inciso octavo: 

“En caso de no realizar la declaración a que se refiere el inciso quinto dentro del plazo que corresponda, el empleador tendrá hasta el último día hábil del mes subsiguiente del vencimiento de aquél, para acreditar ante la Sociedad Administradora la extinción de su obligación de enterar las cotizaciones del trabajador, debido al término o suspensión de la relación laboral que mantenían. A su vez, la Sociedad Administradora deberá agotar las gestiones que tengan por objeto aclarar la existencia de cotizaciones impagas y, en su caso, obtener el pago de aquéllas de acuerdo a las normas de carácter general que emita la Superintendencia. Transcurrido el plazo de acreditación de cese o suspensión de la relación laboral, sin que se haya acreditado dicha circunstancia, se presumirá sólo para los efectos de este artículo e inicio de las gestiones de cobranza conforme a las disposiciones del artículo 11, que las respectivas cotizaciones están declaradas y no pagadas.”.

6) Introdúcense en el artículo 12 las modificaciones siguientes:

a) Suprímese en su letra a) la frase “, con excepción de las causales N° 4 ó N° 5 del artículo 159 del mismo Código.”.

b) Intercálase en la letra b), entre las palabras “Que” y “registre” la frase siguiente: “el trabajador con contrato indefinido”.

c) Agréganse las siguientes letras c) y d) nuevas: 

“c) En el caso del trabajador con contrato a plazo fijo o por obra, trabajo o servicio determinado, deberá registrar en la Cuenta Individual por Cesantía un mínimo de 6 cotizaciones mensuales continuas o discontinuas, desde su afiliación al Seguro o desde la fecha en que se devengó el último giro a que hubieren tenido derecho conforme a esta ley, y “.

d) Encontrarse cesante al momento de la solicitud de la prestación.”.

7) Suprímense en el artículo 14 las expresiones “y 4” y la coma (,) que sigue al número “1”. Además intercálase entre los números “1” y “2” la conjunción “y”.

8) Reemplázanse en el artículo 15, los incisos primero al quinto por los siguientes:

“Establécese la siguiente modalidad de retiro de fondos de la Cuenta Individual por Cesantía:

Tratándose de trabajadores que cesan su relación laboral por alguna de las causales señaladas en los números 4, 5 y 6 del artículo 159 y en el artículo 161 del Código del Trabajo, tendrán derecho a realizar tantos giros mensuales de su Cuenta Individual por Cesantía como su saldo de dicha Cuenta les permita financiar, de acuerdo a los porcentajes expresados en la segunda columna de la tabla establecida en el inciso siguiente. 

El monto de la prestación por cesantía durante los meses que se indican en la primera columna, corresponderá al porcentaje indicado en la segunda columna, que se refiere al promedio de las remuneraciones devengadas por el trabajador en los últimos 12 meses, en que se registren cotizaciones anteriores al término de la relación laboral para aquellos que se encuentren contratados con duración indefinida. Tratándose de trabajadores con contrato a plazo fijo o por obra, trabajo o servicio determinado se considerará el promedio de las remuneraciones devengadas por él en los últimos 6 meses en que se registren cotizaciones anteriores al término de la relación laboral.
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El último mes de prestación a que tenga derecho el trabajador podrá ser inferior al porcentaje indicado en la tabla precedente y corresponderá al saldo pendiente de la Cuenta Individual por Cesantía.”.

9) Sustitúyese el artículo 16, por el siguiente: 

“Artículo 16.- El goce del beneficio contemplado en los artículos 14 y 15, se interrumpirá cada vez que se pierda la condición de cesante antes de agotarse la totalidad de los giros a que tenga derecho.

Aquellos trabajadores que habiendo terminado una relación laboral mantengan otra vigente, y aquellos trabajadores que habiendo terminado una relación de trabajo, sean contratados en un nuevo empleo antes de agotarse la totalidad de los giros de su Cuenta Individual por Cesantía a que tengan derecho, tendrán las siguientes opciones:

a) Retirar el monto correspondiente a la prestación a que hubiese tenido derecho en ese mes, en el caso de haber permanecido cesante.

b) Mantener dicho saldo en la cuenta.

En ambos casos, el trabajador mantendrá para un próximo período de cesantía el saldo no utilizado en su cuenta. El saldo mantenido en la respectiva Cuenta Individual por Cesantía, incrementado con las posteriores cotizaciones, será la nueva base de cálculo de la prestación.”.

10) Agréganse en el artículo 19 los siguientes incisos segundo y tercero nuevos: 

“Los trabajadores que se encuentren tramitando su solicitud de pensión podrán traspasar parte o el total del saldo de su Cuenta Individual por Cesantía a su cuenta de capitalización individual que mantenga en una Administradora del Fondos de Pensiones, con el objeto de aumentar el capital para financiar su pensión. En este caso, para los efectos de aplicar el impuesto establecido en el artículo 43 de la Ley de Impuesto a la Renta, los recursos transferidos deberán ser registrados separadamente por la Administradora de Fondos de Pensiones con objeto de rebajar el monto que resulte de aplicar a la pensión el porcentaje que en el total del fondo destinado a la pensión representen los recursos transferidos.

La Sociedad Administradora deberá informar al Servicio de Impuestos Internos los traspasos de los fondos que se efectúen de conformidad al inciso anterior, en la forma y plazo que determine dicho Servicio.”.
10 bis) Reemplázase, en la primera oración del inciso primero del artículo 20, el vocablo “por cesantía” por la frase siguiente: “con cargo a la Cuenta Individual de Cesantía o con cargo al Fondo de Cesantía Solidario”.

11) Derógase el Párrafo 4°, con sus artículos 21 y 22. 

12) Reemplázase en el artículo 23, la frase “0,8% de las remuneraciones imponibles” por la siguiente: “0,8% y 0,2% de las remuneraciones imponibles del trabajador de contrato a plazo indefinido y de contrato a plazo, o para una obra, trabajo o servicio determinado, respectivamente”.

13) Reemplázanse las letras a) y b) del artículo 24 por las siguientes: 

“a) Registrar 12 cotizaciones mensuales en el Fondo de Cesantía Solidario desde su afiliación al Seguro o desde que se devengó el último giro a que hubieren tenido derecho conforme a esta ley, en los últimos 24 meses anteriores contados al mes del término del contrato. Sin embargo, las tres últimas cotizaciones realizadas deben ser continuas y con el mismo empleador.

b) Que el contrato de trabajo termine por alguna de las causales previstas en los números 4, 5 y 6 del artículo 159 o del artículo 161, ambos del Código del Trabajo.”.

14) Introdúcense en el artículo 25, las siguientes modificaciones:

a) Reemplázase en su inciso primero el vocablo “despido” por la expresión “término de la relación laboral”, y reemplázase la tabla contenida en él por la siguiente:
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b) Intercálanse los siguientes incisos segundo, tercero y cuarto nuevos, pasando los actuales a ser quinto, sexto y séptimo: 

“En el caso de los trabajadores contratados a plazo fijo, o para una obra, trabajo o servicio determinado, la prestación por cesantía a que se refiere este artículo se extenderá hasta el segundo mes, con los porcentajes y valores superiores e inferiores señalados para los meses cuarto y quinto en la tabla establecida en el inciso anterior.

Aquellos beneficiarios que estén percibiendo el quinto giro con cargo al Fondo de Cesantía Solidario tendrán derecho a un sexto y séptimo giro de prestación, cada vez que la tasa nacional de desempleo publicada por el Instituto Nacional de Estadísticas exceda en 1 punto porcentual el promedio de dicha tasa, correspondiente a los cuatro años anteriores publicados por ese Instituto, que se pagará de acuerdo a la siguiente tabla:
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En el caso de los trabajadores contratados a plazo fijo, o para una obra, trabajo o servicio determinado, cuando se presenten las condiciones de desempleo señaladas en el inciso anterior y se encuentren percibiendo el segundo giro, tendrán derecho a un tercer y cuarto giro, con un beneficio igual al correspondiente al sexto y séptimo mes que señala la tabla del inciso tercero de este artículo, respectivamente.”.

c) Modifícase el actual inciso segundo, que ha pasado a ser inciso quinto, de la siguiente forma:

“i) Reemplázanse las palabras “el inciso anterior”, por las siguientes: “los incisos primero y tercero”.

ii) Agrégase a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente oración: 

“Además, dichos valores inferiores y superiores se reajustarán en la misma oportunidad antes indicada, en el 100% de la variación que haya experimentado en el año calendario anterior, el Índice de Remuneraciones Reales determinadas por el mencionado Instituto. Dichos valores serán reajustados por el índice de remuneraciones antes indicado, siempre que su variación sea positiva.”.”.

15) Agrégase el siguiente artículo 25 bis nuevo:

“Artículo 25 bis.- El Fondo de Cesantía Solidario podrá financiar programas de apresto para facilitar la reinserción laboral de los cesantes que se encuentren percibiendo las prestaciones señaladas en el artículo anterior y que tengan un bajo índice de empleabilidad. El Servicio Nacional de Capacitación y Empleo administrará y fiscalizará los mencionados programas financiados con dicho Fondo, sin perjuicio de las facultades de la Superintendencia de Pensiones en relación con la fiscalización a la Sociedad Administradora respecto de la administración del Fondo de Cesantía Solidario. En el mes de enero de cada año, a través de un decreto “Por orden del Presidente de la República” expedido por el Ministerio de Hacienda y que además deberá ser suscrito por el Ministro del Trabajo y Previsión Social, se fijarán las prestaciones que se otorgarán y el monto total de recursos que el mencionado Fondo podrá destinar para financiar las prestaciones antes señaladas que se otorguen en ese año, considerando la sustentabilidad de dicho Fondo. Con todo, los recursos que se destinen a esos programas no podrán exceder, para cada año calendario, el 2% del saldo total del Fondo de Cesantía Solidario que registre el año anterior.
Un reglamento dictado por el Ministerio del Trabajo y Previsión Social y suscrito por el Ministro de Hacienda, establecerá los requisitos que deberán cumplir los beneficiarios antes señalados para cada programa y la forma de acreditarlos; los procedimientos de concesión de los beneficios; los criterios de elegibilidad de los beneficiarios de los programas; las causales de término de los beneficios; el procedimiento de información a la Comisión de Usuarios del Seguro de Cesantía sobre la evaluación de los programas; las compatibilidades e incompatibilidades con los beneficios que contempla la ley N° 19.518; las condiciones de carácter objetivo que deberán reunir él o los instrumentos técnicos que determinarán el índice de empleabilidad, el cual considerará, entre otros, la vulnerabilidad laboral, y las demás normas que sean necesarias para la ejecución de los programas.

Los programas señalados en el inciso primero serán ejecutados por las Oficinas de Información Laboral del artículo 73 de la ley N° 19.518 y por entidades privadas, que cumplan con los requisitos que establezca el Reglamento.”.
16) Agrégase en el artículo 28 el siguiente inciso tercero nuevo: “Asimismo, no habrá derecho a las prestaciones de este párrafo o cesarán las concedidas, si el cesante no se inscribiera en la Bolsa Nacional de Empleo.”.

17) Agrégase al final del inciso cuarto del artículo 30, el siguiente párrafo: “Las referidas comisiones estarán exentas del impuesto al valor agregado, establecido en el Título II del decreto  ley N° 825, de 1974.”.

18) Agrégase, en la frase final del inciso segundo del artículo 34, sustituyendo el punto final (.) por una coma (,) la siguiente frase: “y para la realización de estudios de carácter técnico por parte de la Superintendencia.”.

19) Agréganse los siguientes artículos, a continuación del actual artículo 34:

“Artículo 34 A.- Para el desarrollo de los estudios de carácter técnico del artículo anterior, la Superintendencia podrá requerir la información de la Base de Datos a que se refiere dicho artículo que fuere necesaria para el cumplimiento de los objetivos establecidos en él y con el fin de ejercer el control y fiscalización en las materias de su competencia, pudiendo realizar el tratamiento de datos personales que esta Base contenga.

El personal de la Superintendencia deberá guardar absoluta reserva y secreto de las informaciones de las cuales tome conocimiento en el cumplimiento de sus funciones sin perjuicio de las informaciones y certificaciones que deba proporcionar de conformidad a la ley.

Artículo 34 B.- Las Subsecretarías de Hacienda y del Trabajo y la Dirección de Presupuestos, estarán facultados para exigir los datos personales contenidos en la Base de Datos a que se refiere el artículo 34 y la información que fuere necesaria para el ejercicio de sus funciones a la Sociedad Administradora de Fondos de Cesantía. En tal caso, el tratamiento y uso de los datos personales que efectúen los organismos antes mencionados quedarán dentro del ámbito de control y fiscalización de dichos servicios.

Los organismos públicos antes señalados y su personal deberán guardar absoluta reserva y secreto de la información de que tomen conocimiento y abstenerse de usar dicha información en beneficio propio o de terceros. Para efectos de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 125 de la ley N° 18.834, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, se estimará que los hechos que configuren infracciones a esta disposición vulneran gravemente el principio de probidad administrativa, sin perjuicio de las demás sanciones y responsabilidades que procedan. Asimismo, le serán aplicadas las sanciones establecidas en el inciso sexto del artículo 34 de la presente ley.

Artículo 34 C.- La Superintendencia de Pensiones elaborará una muestra representativa de la Base de Datos del artículo 34, previo proceso de disociación de ésta de acuerdo a lo establecido en le ley N° 19.628, la cual será puesta a disposición de personas naturales o jurídicas, públicas o privadas, tales como universidades y centros de investigación, entre otros, para la realización de investigación y estudios, de acuerdo al procedimiento establecido por dicha Superintendencia. Para la elaboración de dicha muestra la Superintendencia deberá incorporar las propuestas que al efecto realice un comité técnico constituido por un representante del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, un representante del Ministerio de Hacienda, un representante de la Superintendencia de Pensiones, un representante de la asociación gremial de economistas que según su número de afiliados posea mayor representatividad y el Presidente de la Comisión de Usuarios. Con todo, las personas antes indicadas, que requieran antecedentes no contenidos en la muestra, podrán solicitar al mencionado Comité información adicional quien la autorizará previa evaluación de las características de la investigación o estudio que realizará el solicitante.”.

20) Reemplázase el inciso tercero del artículo 37 por el siguiente:

“La Superintendencia de Pensiones y la Dirección de Presupuestos deberán realizar cada tres años un estudio actuarial que permita evaluar la sustentabilidad del Seguro de Cesantía, en especial del Fondo de Cesantía Solidario. Asimismo, este estudio deberá realizarse cada vez que se proponga una modificación a las prestaciones otorgadas por este seguro, exceptuando el reajuste contemplado en el artículo 25 de la presente ley. Dicho estudio deberá considerar un análisis sobre los aportes y usos de los Fondos de Cesantía, diferenciado según se trate de trabajadores con contrato indefinido o con contrato a plazo fijo o para una obra, trabajo o servicio determinado. El estudio actuarial será público.”.

21) Reemplázase el inciso tercero del artículo 40 por el siguiente: 

“Los recursos que componen los Fondos de Cesantía podrán entregarse en garantía a bancos y cámaras de compensación por operaciones con instrumentos derivados a que se refiere la letra l) del inciso segundo del artículo 45 del decreto  ley Nº 3.500, de 1980.”.

22) Reemplázase el artículo 41, por el siguiente:

“Artículo 41.- Las inversiones que se efectúen con recursos de los Fondos de Cesantía y Fondo de Cesantía Solidario tendrán como único objetivo la obtención de una adecuada rentabilidad y seguridad de conformidad a las disposiciones establecidas en el Párrafo 9° del Título I de la presente ley.”.

23) Reemplázase el artículo 42 por el siguiente:

“Artículo 42.- Cada mes que la rentabilidad real de los Fondos de Cesantía y Cesantía Solidario, de los últimos seis meses, supere la rentabilidad real respectiva que determine el Régimen de Inversión de los Fondos de Cesantía conforme a lo dispuesto en el artículo 58 E, observando al efecto el rango entre el percentil 80 y 90 de la distribución de retornos semestrales de la cartera de inversión referencial respectiva, señalada en el párrafo 9° del Título I de esta ley, la comisión cobrada será la comisión base a que se refiere el artículo 30, incrementada en un diez por ciento. En todo caso, el aludido incremento no podrá ser superior al cincuenta por ciento de la diferencia de rentabilidad.

Por su parte, en cada mes en que la rentabilidad real determinada por el citado Régimen, observando al efecto el rango entre el percentil 20 y 10 de la distribución de retornos semestrales de la cartera de inversión referencial respectiva, la comisión cobrada será la comisión base ya referida, reducida en un diez por ciento. En todo caso, esta disminución no podrá ser superior al cincuenta por ciento de la diferencia de rentabilidad.

Cada vez que se inicie un nuevo contrato de administración, el cálculo de la rentabilidad se efectuará a contar del sexto mes de operación de la nueva administración y siempre que este período no sea inferior a tres meses. 

El mencionado Régimen definirá la metodología de los cálculos aludidos en los incisos anteriores.”.

24) Reemplázase en el artículo 46, la expresión “oficina de información laboral de la municipalidad que corresponda o se encuentre más próxima a su domicilio” por la expresión “a la Bolsa Nacional de Empleo a que se refiere el Título III de la presente ley.”.

25) Reemplázase en el último párrafo del artículo 48 el número “11” por el número “10”. 

26) Reemplázase en el inciso primero del artículo 51, el vocablo “o” por una coma (,) y sustitúyese el punto final (.) por una coma (,) y agrégase la siguiente frase: “Acta de Conciliación o Avenimiento o Acta de Comparecencia ante la Inspección del Trabajo respectiva, sentencia judicial ejecutoriada o carta de renuncia ratificada por el trabajador ante alguno de los ministros de fe que establece el artículo 177 del Código del Trabajo.”.

27) Sustitúyese en el inciso primero del artículo 52, el punto final (.) por una coma (,) y agrégase la siguiente frase: “en tanto mantenga su condición de cesante.”.

28) Agrégase en el artículo 56 el siguiente inciso final nuevo: 

“La Comisión estará facultada para conocer y ser informada por la entidad administradora de la Bolsa Nacional de Empleo sobre el funcionamiento de la referida Bolsa.”.

29) Agrégase en el artículo 58, a continuación del punto final (.), que pasa a ser seguido, la oración siguiente: “Además, dicho informe deberá contener una evaluación del funcionamiento de la Bolsa Nacional de Empleo. También, el informe podrá contener recomendaciones sobre el funcionamiento y ejecución de los programas de reinserción financiados de acuerdo a lo establecido en el artículo 25 bis.”.
30) Agrégase el siguiente Párrafo 9°, e incorpóranse los siguientes artículos 58A al 58K: 

“Párrafo 9° De la Inversión de los Fondos de Cesantía y de Cesantía Solidario

Artículo 58A.- Los recursos del Fondo de Cesantía y del Fondo de Cesantía Solidario se invertirán en los instrumentos financieros, operaciones y contratos que el artículo 45 del decreto ley Nº 3.500, de 1980, autoriza para los Fondos de Pensiones y en contratos de promesas de suscripción y pago, de cuotas de fondos de inversión a que hace referencia el inciso sexto del artículo 48 del citado decreto ley.

Artículo 58B.- Las inversiones con recursos de los Fondos de Cesantía deberán sujetarse a los límites máximos que establezca el Banco Central de Chile, dentro de los rangos que se indican en los números siguientes. Las facultades que por esta ley se confieren al Banco Central de Chile, serán ejercidas por éste, previo informe de la Superintendencia. 

1) El límite máximo para la suma de las inversiones en los instrumentos mencionados en la letra a) del inciso segundo del artículo 45 del decreto ley N° 3.500, de 1980, no podrá ser inferior al 50% ni superior al 80% del valor del Fondo de Cesantía y al 35% y 70% del Fondo de Cesantía Solidario, respectivamente. 

2) El límite máximo para la suma de las inversiones en títulos extranjeros no podrá ser inferior a un 30% ni superior a un 80% del valor del Fondo de Cesantía y del Fondo de Cesantía Solidario, respectivamente.

Se entenderá por inversión en el extranjero aquella a la que alude el párrafo tercero del número 2), del inciso decimoctavo del artículo 45 del decreto ley N° 3.500, de 1980. 

3) El límite máximo para la inversión en moneda extranjera sin cobertura cambiaria que podrá mantener la Sociedad Administradora no podrá ser inferior al 10% ni superior al 15% del Fondo de Cesantía y al 25% y 35% del Fondo de Cesantía Solidario, respectivamente. 

4) El límite máximo para la suma de las inversiones en los instrumentos que se señalan en los números 1, 2, 3, 4, 6 y 7 del inciso segundo del artículo 58C de la presente ley y en las letras e), f), g), i) y k) del inciso segundo del artículo 45 del decreto ley N° 3.500, de 1980, cuyo emisor tenga menos de tres años de operación, no podrá ser inferior al diez por ciento ni superior al veinte por ciento del valor del Fondo de Cesantía Solidario. Tratándose del Fondo de Cesantía, el límite máximo para la suma de las inversiones en los instrumentos antes señalados, no podrá superar el 5% del valor del Fondo. La Superintendencia de Pensiones podrá excluir de la determinación de porcentajes máximos de inversión contemplada en este número a los instrumentos de cada tipo señalados en la letra k) del inciso segundo del artículo 45 del decreto ley N° 3.500, de 1980.

El límite máximo para la suma de las inversiones en los instrumentos señalados en las letras g) y h) y los instrumentos de las letras j) y k) cuando sean representativos de capital, señalados en el inciso segundo del artículo 45, más el monto de los aportes comprometidos mediante los contratos a que se refiere el artículo 48, ambos del decreto ley N° 3.500, de 1980, será de un 5% y 30% del valor de los Fondos de Cesantía y Cesantía Solidario, respectivamente. Se excluirá para el cálculo de este límite la inversión en títulos representativos de índices de los instrumentos de la letra j), las cuotas de fondos de inversión y fondos mutuos de las letras h) y j), del mencionado artículo 45, cuando sus carteras de inversiones se encuentren constituidas preferentemente por títulos de deuda.

Los Fondos de Cesantía podrán adquirir títulos de las letras b), c), d), e), f), i), y títulos de deuda de la letra j), señalados en el inciso segundo del artículo 45 del decreto ley N° 3.500, de 1980, cuando cuenten con al menos dos clasificaciones de riesgo iguales o superiores a BBB y nivel N-3, a que se refiere el artículo 105 del citado cuerpo legal, elaboradas por diferentes clasificadoras privadas; y acciones de la letra g) que cumplan con los requisitos a que se refiere el inciso siguiente. Asimismo, podrán adquirir cuotas de fondos de inversión y de fondos mutuos señalados en la letra h), y títulos representativos de capital de la letra j), que estén aprobadas por la Comisión Clasificadora de Riesgo a que se refiere el artículo 99 del mencionado decreto ley. De igual forma podrán adquirir instrumentos de la letra k), autorizados por la Superintendencia de Pensiones y cuando ésta lo requiera, por la Comisión Clasificadora de Riesgo. 

Las acciones a que se refiere la letra g) del inciso segundo del artículo 45 del decreto  ley N° 3.500, de 1980 podrán ser adquiridas por los Fondos de Cesantía cuando el emisor cumpla con los requisitos mínimos que serán determinados en el Régimen de Inversión de los Fondos de Cesantía. Aquellas acciones que no cumplan con los requisitos anteriores podrán ser adquiridas por los Fondos de Cesantía cuando éstas sean clasificadas en primera clase por al menos dos entidades clasificadoras de riesgo a las que se refiere la ley N° 18.045. 

Los Fondos de Cesantía podrán adquirir los títulos de las letras b), c), d), e), f), g), h), i), y j) del inciso segundo del artículo 45 del decreto ley N° 3.500, de 1980, que cumplan con lo establecido en el Régimen de Inversión, aunque no cumplan con los requisitos establecidos en los incisos tercero y cuarto, precedentes, siempre que la inversión se ajuste a los límites especiales que fije el citado Régimen para estos efectos. 

Artículo 58C.- Sin perjuicio de lo señalado en el artículo precedente, el Régimen de Inversión de los Fondos de Cesantía podrá establecer otros límites máximos en función del valor de los Fondos de Cesantía, para los instrumentos, operaciones y contratos del inciso segundo del artículo 45 del decreto ley N° 3.500, de 1980.

Entre otros, corresponderá al Régimen de Inversión establecer límites máximos respecto de los instrumentos u operaciones que se señalan en los números 1) al 9) siguientes:

1) Instrumentos a que se refieren las letras b), c), d), e), f), i), j) y k), estas dos últimas cuando se trate de instrumentos de deuda, del inciso segundo del artículo 45 del decreto ley N° 3.500, de 1980, clasificados en categoría BB, B y nivel N-4 de riesgo, según corresponda, a que se refiere el artículo 105 de dicho decreto ley, que cuenten con sólo una clasificación de riesgo efectuada por una clasificadora privada, la cual en todo caso deberá ser igual o superior a las categorías antes señaladas, o que cuyas clasificaciones hayan sido rechazadas por la Comisión Clasificadora de Riesgo; 

2) Instrumentos a que se refieren las letras b), c), d), e), f), i), j) y k), estas dos últimas cuando se trate de instrumentos de deuda, del inciso segundo del artículo 45 del decreto ley N° 3.500, de 1980, que tengan clasificación inferiores a B y nivel N-4, según corresponda y aquellos que no cuenten con clasificación de riesgo; 

3) Acciones a que se refiere la letra g) del inciso segundo del artículo 45 del decreto ley N° 3.500, de 1980, que no cumplan con los requisitos establecidos en el inciso cuarto del artículo 58B y cuotas de fondos de inversión y cuotas de fondos mutuos a que se refiere la letra h) del citado artículo 45, no aprobadas por la Comisión Clasificadora de Riesgo;

4) Acciones a que se refiere la letra g) del inciso segundo del artículo 45 del decreto ley N° 3.500, de 1980, que sean de baja liquidez; más cuotas de fondos de inversión a que se refiere la letra h) del citado artículo, más el monto de los aportes comprometidos mediante los contratos a que se refiere el inciso sexto del artículo 48 del decreto ley N° 3.500, de 1980, cuando estos instrumentos sean de baja liquidez; 

5) Aportes comprometidos mediante los contratos de promesa y suscripción de pago de cuotas de fondos de inversión; 

6) Acciones, cuotas de fondos de inversión y cuotas de fondos mutuos a que se refiere la letra j) del inciso segundo del artículo 45 del decreto  ley N° 3.500, de 1980, no aprobadas por la Comisión Clasificadora de Riesgo; 

7) Cada tipo de instrumento de oferta pública, a que se refiere la letra k) del inciso segundo del artículo 45 del decreto ley N° 3.500, de 1980;

8) Operaciones con instrumentos derivados a que se refiere la letra l) del inciso segundo del artículo 45 del decreto ley N° 3.500, de 1980, observando las disposiciones que sobre esta materia contempla dicho cuerpo legal;

9) Operaciones o contratos que tengan como objeto el préstamo o mutuo de instrumentos financieros, pertenecientes a los Fondos de Cesantía, a que se refieren las letras j) y m) del inciso segundo del artículo 45 del decreto ley N° 3.500, de 1980.

Artículo 58D.- Los límites establecidos en el artículo 47 del decreto ley N° 3.500, de 1980, relativos a inversión por emisor, serán aplicables en los mismos términos a las inversiones que efectúen los Fondos de Cesantía. Sin embargo, aquellos límites que corresponda fijar al Régimen de Inversión de los Fondos de Pensiones, respecto de los Fondos de Cesantía, serán establecidos en su Régimen de Inversión, teniendo en cuenta al efecto, las clasificaciones y características mencionadas en el citado artículo 47. 

El Régimen de Inversión de los Fondos de Cesantía podrá establecer las mismas normas regulatorias consignadas en el decreto  ley N° 3.500, de 1980, respecto de los fondos de pensiones. 

Artículo 58E.- La Superintendencia de Pensiones establecerá mediante resolución un Régimen de Inversión para los Fondos de Cesantía, previo informe del Consejo Técnico de Inversiones regulado en el Título XVI del decreto  ley N° 3.500, de 1980. La Superintendencia no podrá establecer en el Régimen de Inversión contenidos que hayan sido rechazados por el Consejo Técnico de Inversiones y asimismo, en la mencionada resolución deberá señalar las razones por las cuales no consideró las recomendaciones que sobre esta materia haya efectuado el referido Consejo. Dicha Resolución será dictada previa visación del Ministerio de Hacienda, a través de la Subsecretaría de Hacienda. 

En lo no previsto por el Régimen de Inversión de los Fondos de Cesantía, se estará a lo que disponga el Régimen de Inversión de los Fondos de Pensiones.

En el Régimen de Inversión también se establecerán carteras de inversión referenciales para los Fondos de Cesantía, para cuya elaboración se deberá atender a las siguientes consideraciones:

1) Que las carteras referenciales reflejen criterios de inversión concordantes con los objetivos de protección del Seguro; 
2) Que dichas carteras sean susceptibles de ser replicadas.

3) Que dichas carteras contemplen criterios de estabilidad de las inversiones.

4) Que la información que sustenta las carteras de referencia sea de acceso público y no pueda ser alterada ni manipulada.

5) Que contemple criterios de diversificación en su conformación, respecto de a lo menos, emisores, naturaleza de instrumentos y mercados.

La Superintendencia podrá revisar la composición de las carteras de inversión referenciales cada 36 meses y someterla a la consideración del Consejo Técnico de Inversiones a que se refiere el artículo 58H, si los numerales del inciso anterior experimentan variaciones significativas.

Artículo 58F.‑ La Sociedad Administradora deberá contar con políticas de inversión y de solución de conflictos de interés para los Fondos de Cesantía observando lo dispuesto en el artículo 50 del decreto  ley N° 3.500, de 1980.

Artículo 58G.- El Régimen de Inversión para los Fondos de Cesantía podrá contemplar normas para la regulación de la inversión de los Fondos de Cesantía en función de la medición del riesgo de su cartera de inversión. 

La Superintendencia, mediante norma de carácter general, podrá establecer los procedimientos para que la Sociedad Administradora efectúe la evaluación del riesgo de las carteras de inversión para los Fondos de Cesantía. Esta norma determinará la periodicidad con la cual deberá efectuarse la medición de riesgo y la forma cómo se difundirán los resultados de las mediciones que se realicen.

Artículo 58H.- El Consejo Técnico de Inversiones para los Fondos de Cesantía será el mismo Consejo contemplado en el artículo 167 del decreto  ley N° 3.500, de 1980, respecto de las inversiones de los Fondos de Cesantía.

Específicamente, el Consejo tendrá las siguientes atribuciones y funciones:

1) Pronunciarse sobre el contenido del Régimen de Inversión para los Fondos de Cesantía a que se refiere el artículo 58 C de la presente ley y sobre las modificaciones que la Superintendencia de Pensiones proponga efectuar al mismo. Para estos efectos, el Consejo deberá emitir un informe que contenga su opinión técnica en forma previa a la dictación de la norma de carácter general que apruebe o modifique dicho Régimen;

2) Emitir opinión técnica en todas aquellas materias relativas a inversiones de los Fondos de Cesantía contenidas en el Régimen de Inversión para los Fondos de Cesantía, y en especial respecto de la estructura de límites de inversión de los Fondos de Cesantía, la composición de las carteras de inversión referenciales, de los mecanismos de medición del riesgo de las carteras de inversión y de las operaciones señaladas en la letra l) inciso segundo del artículo 45 del decreto  ley N° 3.500, de 1980, que efectúen los Fondos de Cesantía; 

3) Efectuar propuestas y emitir informes en materia de perfeccionamiento del régimen de inversiones para los Fondos de Cesantía en aquellos casos en que el Consejo lo estime necesario, o cuando así lo solicite la Superintendencia;

4) Pronunciarse sobre las materias relacionadas a inversiones de los Fondos de Cesantía que le sean consultadas por los Ministerios de Hacienda y del Trabajo y Previsión Social; y

5) Encargar la realización de estudios técnicos con relación a las inversiones de los Fondos de Cesantía. 

Artículo 58I.- Los integrantes del Consejo Técnico de Inversiones percibirán una dieta adicional en pesos equivalentes a 17 unidades tributarias mensuales por cada sesión que asistan, con un máximo de 34 unidades tributarias mensuales por cada mes calendario, cuando el Consejo deba tratar en dicha sesión, materias relacionadas exclusivamente con los Fondos de Cesantía. 

Artículo 58J.- La Sociedad Administradora deberá concurrir a las juntas de accionistas de las sociedades señaladas en la letra g), a las juntas de tenedores de bonos de las letras e) y f) y a las asambleas de aportantes de los fondos de inversión señalados en la letra h) del inciso segundo del artículo 45 del decreto  ley N° 3.500, de 1980, cuyas acciones, bonos o cuotas hayan sido adquiridos con recursos del Fondo de Cesantía respectivo, representada por mandatarios designados por su directorio, aplicándosele al efecto a la Sociedad Administradora, todas las disposiciones que sobre la materia se contemplan en el decreto ley N° 3.500, de 1980. 

Artículo 58K.- La Sociedad Administradora deberá observar las disposiciones del Título XIV denominado De la Regulación de Conflictos de Intereses, del decreto  ley N° 3.500, de 1980.”.

31) Modifícase el artículo 59 de la siguiente forma:

a) Agrégase el siguiente inciso segundo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero: 

“Los empleadores que durante los 24 meses inmediatamente anteriores a la respectiva solicitud, hayan pagado dentro del plazo que corresponda las cotizaciones establecidas en esta ley, tendrán prioridad en el otorgamiento de recursos provenientes de instituciones públicas, financiados con cargo a recursos fiscales de fomento productivo. Para efectos de lo anterior, deberán acreditar previamente, ante las instituciones que administren los instrumentos referidos, el cumplimiento del señalado requisito.”.

b) Sustitúyese en el inciso segundo, que pasa a ser tercero, la frase “para el dueño de la obra, empresa o faena en el artículo 64 bis” por la expresión “artículo 183C.” 

31 bis) Sustitúyese, en el encabezado del Título II, la palabra “FINALES” por “GENERALES”.

32) Incorpórase el siguiente Título III nuevo:

“Título III

Del Sistema de Información Laboral y la Bolsa Nacional de Empleo”

Artículo 61.- Créanse el Sistema de Información Laboral y la Bolsa Nacional de Empleo, a cargo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, cuyos objetivos serán aumentar la empleabilidad y facilitar la reinserción laboral de los trabajadores cesantes afiliados al Seguro de Cesantía.

Artículo 62.- El Sistema de Información Laboral entregará información sobre el mercado laboral y será administrado por la Subsecretaría del Trabajo. 

Artículo 63.- La Bolsa Nacional de Empleo será un instrumento destinado a facilitar la búsqueda y el ofrecimiento de vacantes de empleo para los trabajadores cesantes afiliados al Seguro. 

Los trabajadores cesantes afiliados al Seguro que se inscriban en la Bolsa Nacional de Empleo podrán ofrecer la prestación de servicios laborales y acceder a la base de datos de vacantes de trabajo. A su vez, los empleadores que se registren en la mencionada Bolsa podrán ofrecer vacantes de trabajo y buscar trabajadores para dichos puestos de trabajo.

El administrador de la Bolsa Nacional de Empleo deberá comunicar las oportunidades de capacitación y de trabajos disponibles a los beneficiarios del Fondo de Cesantía Solidario y a aquellos que dejaron de percibir las prestaciones del artículo 25 que se mantengan cesantes, según el orden de prioridad que establezca el índice de empleabilidad, elaborado por la Subsecretaría del Trabajo. 

El administrador de la Bolsa Nacional de Empleo deberá mantener una base de datos de los trabajadores sujetos al seguro, con los registros necesarios para la operación de la mencionada Bolsa que incluirá el registro general de información del trabajador, el índice de empleabilidad del trabajador mencionado en el inciso anterior, el registro de aquellos empleadores que ofrezcan vacantes de trabajo y los demás que determine la Subsecretaría del Trabajo, de acuerdo a lo establecido en las bases de licitación.

El Servicio Nacional de Capacitación y Empleo, las Oficinas de Información Laboral del artículo 73 de la ley Nº 19.518, otros servicios públicos y las entidades privadas que ejecuten los programas señalados en el artículo 25 bis, podrán acceder a las bases de datos del administrador de la Bolsa Nacional de Empleo para el ejercicio de sus funciones.

Artículo 64.- La administración de la Bolsa Nacional de Empleo será adjudicada mediante una licitación pública. La licitación y la adjudicación del servicio se realizarán por los Ministerios del Trabajo y Previsión Social y de Hacienda.

La entidad administradora de la Bolsa Nacional de Empleo tendrá derecho a una retribución de cargo del Fondo de Cesantía Solidario. 

Extinguido el contrato de administración de la Bolsa Nacional de Empleo por las causas establecidas en las bases de licitación, la entidad que estuviere prestando el servicio que ella otorga, deberá transferir a la Subsecretaría del Trabajo o a quién esta determine, dicha Bolsa y las bases de datos que forman parte de ella, permitiendo la continuidad del servicio.

El que, durante el período de vigencia del contrato señalado en el inciso anterior o con posterioridad a él, haga uso de la información incluida en la Bolsa Nacional de Empleo para un fin distinto al establecido en este artículo, será sancionado con las penas que se establecen en el inciso sexto del artículo 34, sin perjuicio de las demás sanciones que establezcan las bases de licitación y el contrato respectivo.

La entidad administradora de la Bolsa Nacional de Empleo que durante el traspaso de la concesión provoque un daño no fortuito a las bases de datos que forman parte de ella, o niegue u obstaculice su entrega o la otorgue en forma incompleta, será sancionado de conformidad a lo que establezcan las bases de licitación y el contrato respectivo.

La supervigilancia, control y fiscalización de la entidad que administre la Bolsa Nacional de Empleo corresponderá al Servicio Nacional de Capacitación y Empleo, sin perjuicio de las facultades de la Superintendencia de Pensiones en relación con la fiscalización a la Sociedad Administradora respecto de la administración del Fondo de Cesantía Solidario.

Artículo 65. Las Oficinas de Información Laboral para el ejercicio de las funciones establecidas en el artículo 78 de la ley N° 19.518 deberán utilizar la información que otorgue la Bolsa Nacional de Empleo.”.
Artículo 2º.- Intercálase en el artículo 34 del decreto con fuerza de ley N° 150, de 1982, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, a continuación de la expresión “1980,”, la frase “y a los trabajadores señalados en el inciso segundo del artículo 20 de la ley N° 19.728”, y agrégase a continuación de la expresión “y las Administradoras de Fondos de Pensiones respectivas,” la frase “como también por la Sociedad Administradora de Fondos de Cesantía,”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero.- Las modificaciones que los artículos 1° y 2° de la presente ley introducen en la ley N° 19.728 y en el decreto con fuerza de ley. N° 150, de 1982, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, salvo las excepciones que más adelante se indican, entrarán en vigencia el primer día del cuarto mes siguiente al de su publicación en el Diario Oficial.

Las solicitudes de beneficio que se encuentren en tramitación a la entrada en vigencia señalada en el inciso anterior, continuarán rigiéndose por las normas vigentes a la fecha de su presentación.

Artículo segundo.- El primer reajuste de los valores superiores e inferiores señalados por la presente ley para las tablas contempladas en el artículo 25, se efectuará el 1 de febrero del año 2010 en la variación que hayan experimentado los índices de remuneraciones reales y de precios al consumidor, determinados por el Instituto Nacional de Estadísticas, en el lapso comprendido entre la fecha de publicación de la presente ley en el Diario Oficial y el 31 de diciembre del año 2009.

Artículo tercero.- Las modificaciones que los números 22) y 30) del artículo 1° de esta ley le introducen a la ley N° 19.728, entrarán en vigencia el primer día del mes siguiente al del inicio del nuevo contrato de administración del Seguro de Cesantía. No obstante, si la actual sociedad administradora del Seguro de Cesantía conviene en la suscripción de una modificación al Título IX del contrato de administración que la rige, dichas modificaciones entrarán en vigencia, a contar del primer día del mes siguiente a que dicha modificación sea totalmente tramitada. Con todo dicho plazo no podrá ser inferior al primer día del séptimo mes de publicada esta ley. 

Las modificaciones relativas al Consejo Técnico de Inversiones entrarán en vigencia el primer día del segundo mes siguiente a la fecha de publicada esta ley en el Diario Oficial, y los nuevos artículos 58F, 58J y 58K incorporados por el párrafo 9° agregado por el número 30) del artículo 1° entrarán en vigencia a la fecha de publicación de la presente ley en el mencionado diario.

Artículo cuarto.- Las modificaciones que el número 23) del artículo 1° de esta ley introduce en la ley N° 19.728, entrarán en vigencia a contar del primer día del décimo noveno mes siguiente a la entrada en vigencia de las modificaciones de los números 22) y 30) del artículo 1°, referidas en el inciso primero del artículo tercero precedente. En este caso, durante los dieciocho meses precedentes a la entrada en vigencia de las modificaciones del número 23) del artículo 1° antes referido, no se aplicarán los incrementos y disminuciones a que se refiere el actual artículo 42 de la ley N° 19.728.

Artículo quinto.- Durante los doce primeros meses de vigencia de las modificaciones introducidas por el número 30) del artículo 1° de la presente ley, la Sociedad Administradora del Seguro de Cesantía podrá efectuar transferencias de instrumentos entre Fondos, sin recurrir a los mercados formales. Las transferencias tendrán lugar a los precios que se determinen según lo señalado en el artículo 35 del decreto  ley N° 3.500, de 1980.

Artículo sexto.- La primera emisión de la Resolución que establecerá el Régimen de Inversión a que se refiere el artículo 58E del Párrafo 9° del Título I de la ley N° 19.728, incorporado por el número 30) del artículo 1° de esta ley, no podrá contemplar límites de inversión más restrictivos que los contemplados en los artículos 45 y 47 del decreto  ley N° 3.500, de 1980, para el Fondo de Pensiones Tipo E.

Artículo séptimo.- Durante el primer año de vigencia de las modificaciones que el número 30) del artículo 1° de esta ley introduce a la ley N° 19.728, los excesos de inversión que se puedan producir como consecuencia de las disposiciones establecidas en esta ley no se considerarán de responsabilidad de la Sociedad Administradora.

Artículo octavo.- El nuevo Título III que la presente ley introduce en la ley Nº 19.728 entrará en vigencia a partir de la publicación de la presente ley en el Diario Oficial. Lo dispuesto en el inciso tercero nuevo del artículo 28 y las modificaciones al artículo 46, ambos de la ley Nº 19.728, entrarán en vigencia a partir de la fecha en que la Bolsa Nacional de Empleo entre en funcionamiento.

Para aquellos que a la fecha de entrada en funcionamiento de la Bolsa Nacional de Empleo, se encuentren percibiendo prestaciones del Fondo de Cesantía Solidario tendrán un plazo de 30 días para inscribirse en dicha Bolsa. Transcurrido ese plazo, se les aplicará lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 28.

Artículo noveno.- El primer decreto a que se refiere el inciso primero del artículo 25 bis de la ley N° 19.728, se podrá dictar en cualquier mes del año de la publicación de la presente ley en el Diario Oficial, para el financiamiento de los programas de ese año.

El Ministerio del Trabajo y Previsión Social deberá realizar evaluaciones externas de los programas a que se refiere el artículo 25 bis de la ley N° 19.728, dentro de los tres primeros años de implementación de esos programas. Dichas evaluaciones deberán comparar a una muestra representativa de todos los beneficiarios de los mencionados programas con un grupo de control.

Artículo décimo.- El mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de esta ley, durante el primer año de su entrada en vigencia, se financiará con cargo al presupuesto vigente del Ministerio del Trabajo y Previsión Social. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la Partida Presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiera financiar con estos recursos.”.

- - - 

Acordado en sesiones celebradas los días 13, 14 y 19 de enero de 2009, con asistencia de los Honorables Senadores señor Eduardo Frei Ruiz-Tagle (Presidente), señoras Soledad Alvear Valenzuela y Evelyn Matthei Fornet, y señores Andrés Allamand Zavala, Camilo Escalona Medina, José García Ruminot, Juan Pablo Letelier Morel, Carlos Ominami Pascual y Víctor Pérez Varela (Pablo Longueira Montes). 


Sala de la Comisión, a 20 de enero de 2009.

(Fdo.): ROBERTO BUSTOS LATORRE, Secretario de las Comisiones unidas
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NUEVO PRIMER INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS SOBRE SISTEMA DE COMPENSACIÓN Y LIQUIDACIÓN DE INSTRUMENTOS FINANCIEROS

(5407-05)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de informar el proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S. E. la señora Presidenta de la República, con urgencia calificada de “simple”.

Con fecha 5 de agosto de 2008 la Sala del Senado acordó que el proyecto volviera a la Comisión para un nuevo primer informe, autorizándola para discutirlo en general y en particular.
A una o más de las sesiones en que la Comisión estudió esta iniciativa de ley asistieron, en calidad de invitados, del Ministerio de Hacienda, el Ministro, señor Andrés Velasco; la Subsecretaria, señora María Olivia Recart; el asesor legislativo del Ministro, señor Rodrigo González; y los asesores, señora Leticia Celador Izquierdo, señores Sebastián Bustos, Javier Díaz y Alejandro Micco. De la Superintendencia de Valores y Seguros, el Jefe de la División Custodia y Liquidación, señor Vicente Lazen y los Analistas de la misma División, señores Renzo Dapueto y Víctor Zapata. 
Además, concurrió el asesor del Instituto Libertad y Desarrollo, señor Jaime Salas.

De igual modo, asistieron, especialmente invitadas a exponer sus puntos de vista sobre el proyecto de ley en informe, las entidades que se indican a continuación, representadas del siguiente modo:
La Asociación de Bancos e Instituciones Financieras, encabezada por su Gerente General, señor Alejandro Alarcón; acompañado por el Asesor de la Gerencia General, señor Enrique Hasbún.

El Depósito Central de Valores, encabezado por su Presidente, señor Sergio Baeza; acompañado por el Gerente General, señor Fernando Yáñez.

La Bolsa de Productos de Chile, encabezada por su Presidente, señor César Barros.

La Bolsa Electrónica, encabezada por su Gerente General, señor Juan Carlos Spencer.

La Bolsa de Comercio de Santiago, encabezada por su Gerente General, señor José Antonio Martínez; acompañado por el Gerente de Planificación, señor Gonzalo Ugarte.

La Asociación de Administradoras de Fondos de Pensiones, encabezada por su Gerente de Estudios, señor Roberto Fuentes; acompañado por el Subgerente de Operaciones Financieras de AFP Capital S.A., señor Raúl Avello.

La Asociación de Administradoras de Fondos Mutuos, encabezada por su Gerente General, señora Mónica Cavallini; acompañada por el Presidente del Comité Operaciones, señor Américo Becerra; y la abogado, señora Evelyn Aubele.

- - -
NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL
El inciso tercero del artículo 3°, nuevo, y el artículo 10 de esta iniciativa requieren quórum de aprobación de ley orgánica constitucional, como lo indican el artículo 108 de la Constitución Política de la República en relación con el inciso segundo del artículo 66 de ese texto fundamental, ya que se amplían las facultades que el artículo 55 de su ley orgánica constitucional confiere al Banco Central. 
- - -
OBJETIVOS FUNDAMENTALES DEL PROYECTO DE LEY

8. Perfeccionar el actual sistema de compensación y liquidación de instrumentos financieros, estableciendo el marco legal necesario para permitir la creación y operación por parte del sector privado de una o varias cámaras de compensación de instrumentos financieros o entidades de contraparte central.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL
La Comisión recibió a la Asociación de Bancos e Instituciones Financieras, representada por su Gerente General, señor Alejandro Alarcón, quien efectuó una exposición del siguiente tenor:


DOCUMENTO DE COMENTARIOS AL PROYECTO DE LEY DE SISTEMAS DE COMPENSACIÓN Y LIQUIDACIÓN DE INSTRUMENTOS FINANCIEROS.
I.- Compensación y Liquidación de Valores: esquema actualmente vigente y características principales de una Contraparte Centralizada.
En la actualidad, la forma de operar de los agentes para efectos de compensación y liquidación, es a través del otorgamiento de líneas bilaterales que se otorgan entre los diversos agentes económicos, no existiendo una real administración del riesgo a través de garantías u otros, por lo que es dable inferir que el riesgo sistémico de operar en el mercado de valores puede ser eficientemente reducido y minimizado. Para ello, en las economías desarrolladas se creó lo que se denomina Contraparte Centralizada (CCP).

Una CCP tiene la misión de administrar y concentrar el riesgo con que se opera en un mercado de valores, siendo esta el interlocutor para todos los actores del mercado, mitigando los riesgos, administrándolos y haciendo más eficiente el uso de líneas. Para esto se exigen garantías a los partícipes del mercado que honren sus compromisos y que permitan el fluido funcionamiento del mercado de valores, aún en caso en que hubiese incumplimientos. Esto, permite minimizar la probabilidad que al caer en falencia un operador, contagie al resto del mercado. Adicionalmente, cabe destacar que en el mundo en general, las CCP administran también las líneas y riesgos de las cámaras de compensación de derivados, siendo esta una antigua aspiración de la banca, pues en ese mercado somos actores relevantes, quedando aún mucho por avanzar.

En este contexto y dada la relevancia de las modificaciones que se implementarán en el corto plazo, resulta oportuno analizar el impacto que la constitución de una CCP generará en la industria financiera.
II.- Comentarios al Proyecto de Ley.
Cabe destacar que los comentarios que a continuación se señalan, han sido acogidos en la tramitación del proyecto de ley en lo sustancial, por lo que este documento tiene como objetivo reafirmar la relevancia de mantenerlos dentro del proyecto de ley, así como manifestar que la Asociación apoya la aprobación de la presente iniciativa, no obstante se puedan introducir ciertas modificaciones por la vía reglamentaria.
1. Los Bancos y la experiencia internacional. En Europa y América, la experiencia indica una participación importante de los bancos comerciales como miembros liquidadores en sistemas de Contrapartes Centralizadas (CCP).

Lo anterior se fundamenta en que los bancos comerciales son expertos en administración de riesgos, siendo de la esencia misma de su negocio la administración de éstos. Adicionalmente, como la experiencia internacional lo demuestra, los bancos son participantes principales de los mercados de valores y de los sistemas de pago.

Un aspecto relevante a tener en consideración, es el hecho que existen mercados que fundamentalmente operan los bancos, y que por tanto sin su presencia y participación difícilmente estos podrían haberse desarrollado. En este sentido es muy relevante que los bancos estén explícitamente autorizados para participar en una CCP en sus diversas categorías, con el fin que esos mercados puedan en el futuro incorporarse a este sistema, con la consiguiente ganancia de eficiencia para la CCP y para la economía como un todo. 

Este hecho cobra mayor relevancia si se considera que el mercado interbancario representa un porcentaje relevante del total transado. En efecto, un estudio de la Superintendencia de Valores y Seguros (SVS) indica que un 65% de las transacciones del mercado de renta fija son interbancarias y el resto corresponde a los mercados bursátiles, mientras que el 28% de las transacciones del mercado de intermediación financiera son interbancarias y el remanente se realiza por las Bolsas. Cabe señalar que las transacciones de renta fija representan dos veces y media las transacciones del mercado de intermediación financiera, lo que resalta aún más la relevancia de los bancos en este mercado. 

Las cifras anteriores no consideran como transacciones bancarias a las transacciones que realizan las corredoras filiales de bancos que predominan en los mercados bursátiles, por lo que de considerarse, se incrementaría sustancialmente la real participación de la banca a nivel consolidado en dichos mercados. De hecho a la misma fecha del estudio de la SVS, los corredores de bolsa filiales de bancos representaban un 95% de las transacciones de renta fija en la Bolsa de Comercio de Santiago. 

Por lo anteriormente expuesto, valoramos la autorización explícita realizada a los bancos como participantes de las CCP y Cámaras de Compensación de Instrumentos Financieros, lo que permite que exista simetría con otros intermediarios financieros que se autorizan explícitamente como participantes de dichos sistemas.

1. Tipos de Partícipes en una CCP. La evidencia internacional, muestra que por lo general se consideran tres tipos distintos de participantes en las CCP: 

a. Miembros compensadores generales (compensan y liquidan posiciones propias y de terceros).
b. Miembros compensadores directos (compensan y liquidan posiciones propias). 
c. Participantes indirectos que requieren usar los servicios de los miembros compensadores generales para acceder a los servicios de una CCP.

Internacionalmente, a los miembros mencionados en los puntos a. y b.,  la mayoría de las veces se les exige un estatus de banco, o al menos, se les exige una serie de requisitos que les permitan cumplir a cabalidad con ese rol (por ejemplo distintos requisitos de garantías, dar flexibilidad al reglamento de cámaras para determinar distintos requisitos según la operatoria, etc). 

Por lo anterior, se sugiere establecer distintas categorías de miembros, según su naturaleza, y cuyos requisitos puedan ser diferentes en función del rol que desempeñen en la liquidación del sistema y en la absorción de riesgos. Esto último, está en función del nivel de riesgo que asumen quiénes participan en cada categoría, y el nivel de garantías/solvencia que se les exige para ello. 

2. Operación de una CCP. Consideramos relevante otorgar la facultad al administrador de una CCP para operar varios sistemas simultáneamente para distintos tipos de instrumentos financieros y mercados (por ejemplo, Instrumentos de Intermediación Financiera, Derivados, Instrumentos de Renta Fija, OTC, etc.). 

Lo anterior, cobra especial relevancia si el objetivo es que la mayoría de los mercados e instrumentos, sean potencialmente susceptibles de ingresar a una CCP (según determine el mercado), y por tanto otorgar los mejores estándares de seguridad que hoy se conocen. Esto adicionalmente, permite una gestión más eficiente de los riesgos que deben  administrar las CCP y que deben enfrentar los usuarios de los mismos.

Finalmente, esto contribuye a generar sinergias y economías de escala en la operación de estas sub-cámaras, haciendo más eficiente la CCP.

3. Transparencia y Buenas Prácticas de Mercado. Nos parece que otorgar acceso a los agentes económicos interesados al estudio tarifario va en el sentido correcto, pues aporta a la transparencia y buenas prácticas de mercado. Sin embargo, con el fin de cautelar la eficiencia y buen uso de la información, es que se sugiere establecer que sólo aquéllos que tienen un interés directo en este mercado accedan al mencionado estudio. En ese sentido creemos que son los miembros de la Contraparte Central, sean estos accionistas o partícipes, los que deben tener acceso al mencionado estudio. 

4. Liquidación de las Transacciones de la CCP. En la actualidad, la experiencia internacional y la tecnología, hacen posible que existan diversas alternativas para la liquidación de las transacciones de la CCP. En ese sentido, con el fin de seguir la tendencia internacional y asegurar la eficiencia en la asignación de recursos, consideramos prudente agregar otras opciones adicionales de liquidación, ya sea con Bancos Comerciales y/o con otras Cámaras de Compensación de Pagos de Alto valor.

5. Ley de Firmeza. De conformidad con los principios de Basilea, para los sistemas de liquidación monetaria resulta fundamental determinar en qué momento se consideran firmes las transferencias de fondos entre las cuentas de la cámara de compensación de instrumentos financieros (CCIF) o la CCP  y las cuentas de sus partícipes en los sistemas de pagos utilizados a tal efecto.

Por lo anterior, debe necesariamente existir simetría entre la protección a las instrucciones de transferencia dadas a un sistema como la CCP y las ordenes de pagos cursadas a través de un Sistema de Pago autorizado por el Banco Central de Chile, como lo es ComBanc y el Sistema de Liquidación Bruta de Pagos en Tiempo Real (LBTR).

Al respecto la protección que se requiere para los sistemas de pagos autorizados por el Banco Central de Chile debe cubrir tanto las instrucciones de pago debidamente cursadas y compensadas, como asimismo la garantías enteradas por los participantes a los sistemas para dar fiel cumplimiento a sus obligaciones, de la misma forma que el proyecto pretende resguardar las garantías y Fondos de Garantías de los Participantes de una CCIF o CCP .
Es fundamental a nuestro entender que exista una ley  que consagre y regule la firmeza tanto de los pagos de alto valor como de la compensación y liquidación de instrumentos financieros de nuestra economía, ya que en este punto estamos distantes de los estándares internacionalmente existentes. 

6. Préstamo de valores. En el tema de préstamo de valores, consideramos que puede resultar una exigencia muy elevada el monto mínimo a garantizar que se establece en el proyecto. En esta materia se sugiere ser flexible y considerar la nueva normativa del Banco Central al respecto, con el objeto de no generar diferencias regulatorias importantes en distintos segmentos del mercado.  
Finalmente, reiteró el apoyo de su Asociación a la presente iniciativa y adelantó que ya inició conversaciones con otros actores del sistema tendientes a formar una Entidad de Contraparte Central.

A continuación la Comisión recibió a los representantes del Depósito Central de Valores, encabezado por su Presidente, señor Baeza, quien efectuó consideraciones del siguiente tenor:

Señaló que la Institución que representa apoya decididamente la presente iniciativa, dado que tener un mercado de capitales con contraparte central y con ley de firmeza eleva el estándar de dicho mercado a uno muy parecido al de países desarrollados, por lo que esperan que pronto el proyecto se convierta en ley.

Realizó dos observaciones, una, de fondo, relativa a que se establece que las instituciones de compensación y de contraparte central deban tener personalidad jurídica distintas, siendo más adecuado, por la forma de operar de los mercados, que una sola institución pueda desempeñar ambas funciones; y la otra, de forma, referidas a que los artículos 2º y 3º utilizan el termino “contrapartida” para referirse a las entidades de contraparte central por lo cual el término correcto es “contraparte”.

A continuación, la Comisión recibió a los representantes de la Bolsa de Productos de Chile, encabezada por su Presidente, señor Barros, quien efectuó consideraciones del siguiente tenor:

Manifestó que para la Bolsa que representa es particularmente importante la presente iniciativa, dado que sin cámara de compensación y contraparte central los mercados de derivados, que son la extensión natural de su institución, no pueden ser abordados. Informó que la referida Bolsa se acaba de desmutualizar previendo la posibilidad de formar ella misma una entidad de compensación de contraparte central. Indicó que puede formarse una sola entidad, como en España, en que un departamento o cámara administra la compensación y otro administra distintos tipos de derivados, que es lo ideal.

Agregó que sería deseable incorporar en la iniciativa una norma que indique que, a un año de entrar en vigencia, se revise la ley de acuerdo a su funcionamiento, para introducir las modificaciones que aparezcan como necesarias.

A continuación, la Comisión recibió a los representantes de la Bolsa Electrónica de Chile (BEC), encabezada por su Gerente General, señor Spencer, quien efectuó una presentación en formato power pont del siguiente tenor:

COMENTARIOS AL PROYECTO DE LEY SOBRE SISTEMA DE COMPENSACION Y LIQUIDACION DE INSTRUMENTOS FINANCIEROS.
FORTALEZAS DEL PROYECTO:

- Significativo avance para el Mercado de Capitales.

- Permite la convivencia armónica, tanto del modelo de Cámara de Compensación, como del modelo de Contraparte Central.
- Permite la existencia de una o varias cámaras de compensación. 
- Reconoce la conveniencia de separar la transacción de valores, de las funciones de compensación y de las funciones de transferencia de propiedad de los valores y de las transferencias de dinero o pago que son necesarias para finalizarlas.

- Es decir, reconoce los diferentes riesgos asociados a estos distintos procesos.
- Permite, en el proceso de compensación, disminuir la exposición al riesgo de los agentes y optimiza los requerimientos de garantías, lo que se refleja en montos inferiores al total transado.

- Exige garantías a los agentes liquidadores en función de su exposición al riesgo que asumen.

- Acepta el hecho que los valores que han sido entregados como garantías no puedan ser embargados, hasta que haya finalizado el ciclo de liquidación.

- Establece el principio de irrevocabilidad y firmeza de las transacciones.

- Permite la compensación de obligaciones en caso de quiebra.
PROPUESTAS DE LA BEC AL PROYECTO.
- Para el caso de las Contrapartes Centrales: 

Se establece como requisito un patrimonio mínimo permanente de UF 150.000.

Los requerimientos de los fondos de contingencia deberían quedar estipulados en la propia ley.

- Para el caso de las Cámaras de Compensación de Instrumentos Financieros:

Se establece como requisito un patrimonio mínimo permanente de UF 100.000.

La cifra resulta excesiva. Iniciativa del sector privado (BCS, DCV y BEC) estipula como máximo UF 30.000. La importancia radica en la disponibilidad de líneas de crédito.

- Respecto de los comités que da cuenta el artículo 7º del proyecto, a saber: comité de auditoría; comité disciplinario; y comité de riesgo.

Estos debieran dar cuenta de su gestión a la junta ordinaria de accionistas.
Expresó que el presente proyecto es de vital importancia para el mercado de capitales chileno, dado que una de las falencias que presenta es la ausencia de las cámaras de compensación y de la contraparte central, lo que ha incidido en la falta de desarrollo del mercado de derivados para cubrir los riesgos.

A continuación, la Comisión recibió a los representantes de la Bolsa de Comercio de Chile, encabezada por su Gerente General, señor Martínez, quien efectuó una presentación en formato power point del siguiente tenor:

CÁMARA DE COMPENSACIÓN Y LIQUIDACIÓN PARA OPERACIONES BURSÁTILES.
Temario.

- Mercado Bursátil.
- Objetivos de un Sistema de Compensación y Liquidación.
- Características Sistema actual de Compensación y Liquidación de Operaciones Bursátiles (SCL).

- Estadísticas año 2007 del SCL.

- Comentarios al proyecto de ley.
- Conclusiones.
Principales características del Mercado Bursátil.

- Negociación de Valores de Oferta Pública: Acciones, Cuotas de Fondos de Inversión, Instrumentos de Renta Fija, Instrumentos de Intermediación Financiera y Operaciones Simultáneas.

- Mercado Abierto y Multilateral: no discrimina contrapartes, todos operan contra todos.

- Mercado Regulado: Ley del Mercado de Valores, Normas de la SVS y Reglamento Interno de la Bolsa.
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Objetivos de un SCL.

- Reducir el riesgo de incumplimiento en las transacciones bursátiles.

- Liquidar las operaciones, asegurando la entrega contra pago.

- Reducir los costos transaccionales a través de la compensación de las operaciones (de instrumentos y de dineros). 
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Características Principales del SCL Actual.

- Sistema de Compensación y Liquidación Multilateral con garantías.

- Sistema incorporado al Reglamento de la Bolsa de Comercio (Reglamentación aprobada por la SVS).

- No es una Contraparte Central (CCP).

- Liquidación mediante Entrega contra Pago (DVP).
- Se mantiene la obligatoriedad legal de los corredores de ser responsables por la liquidación de todas sus operaciones (propias, de clientes y de inversionistas institucionales).

- Permite la incorporación de operaciones de otras bolsas. El SCL liquida las transacciones de la Bolsa de Comercio y de la Bolsa Electrónica.

- Se registran y liquidan todas las operaciones realizadas en Bolsa: acciones, cuotas de fondos de inversión, instrumentos de renta fija, instrumentos de intermediación financiera y operaciones simultáneas.

- Incorpora estándares internacionales.

1.- Garantías: requiere garantías proporcionales por posiciones netas pendientes de liquidación.

2.- Compensación multilateral en línea de las operaciones.

3.- Liquidación centralizada por posiciones netas.

4.- Entrega contra Pago (DVP).

5.- Administración de riesgos.
- Liquidación física: entrega y recepción de títulos y garantías en DCV.

- Liquidación financiera: entrega y recepción de dineros a través de dos bancos liquidadores.

- Garantías diseñadas para evitar pérdidas financieras y costo de reemplazo en caso de incumplimientos.
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SCL Actual: Comentarios Finales.

Beneficios del SCL:

- Sistema de compensación y liquidación para todas las operaciones bursátiles.

- Seguro (administración de riesgos de acuerdo a estándares internacionales).

- Flexible.

- Bajo costo de operación.

Que le falta al SCL:

- Marco jurídico para la compensación y liquidación de operaciones.
Proyecto de Ley: Comentarios Generales.

Beneficios del Proyecto:

- Define marco jurídico para la compensación y liquidación de operaciones financieras: novación, principio de firmeza y liquidación de garantías.

Observaciones al Proyecto:

- No se justifica crear dos entidades jurídicas separadas según el modelo de liquidación a utilizar. 

- Potenciales mayores costos de operación, por mayores requerimientos de infraestructura y una organización más compleja.

- Establece en la ley procedimientos operativos y detallados de la administración del sistema, limitando su flexibilidad, por lo que estiman debiera ser materia de un reglamento.

Proyecto de Ley: Comentarios Específicos.

- Proyecto considera a la cámara de compensación y a la contraparte central con objeto exclusivo, obligando a crear dos entidades jurídicas distintas.
- El principio de firmeza no considera excepciones de mercado, como anulaciones, condiciones suspensivas y errores de registro, entre otras, siendo preferible que el propio sistema, y no la ley, el que fije la firmeza.

- Las resoluciones judiciales no deben excluir automáticamente a un operador (bancos e intermediarios), por sus efectos en la continuidad del negocio. Existen diversas clases de resoluciones judiciales y debiera distinguirse entre ellas para que opere la referida exclusión. 
- El sistema debería considerar y facilitar la integración con los mercados internacionales, permitiendo la constitución de garantías en el exterior, cuestión especialmente relevante respecto del mercado de derivados.

- Debiera incorporar la posibilidad que para determinadas operaciones, previamente definidas, la aceptación de la transacción quede a firme días después de la transacción.

- La cámara de compensación no debiera quedar restringida a sólo compensar, sino que debería estar habilitada para compensar y liquidar.

- El número de directores debería ser el mismo que para las Sociedades Anónimas Abiertas, en tanto que las inhabilidades planteadas excluyen la participación de ejecutivos de entidades del mercado financiero, en lugar de exigir un manejo adecuado de los conflictos de interés (en los distintos Comités si participan).
Proyecto de Ley: Conclusiones.

- Es necesario un marco legal y normativo para la compensación y liquidación de operaciones de valores, y eso está bien recogido en el proyecto de ley.

- El proyecto debería permitir que una sola entidad integre distintos sistemas de compensación y liquidación, con el objeto de lograr una gestión integral de los riesgos, alcanzar economías de escala y reducir costos operacionales.

- Temas operativos y administrativos debieran definirse a nivel de normativa, permitiendo mayor flexibilidad ante cambios en los mercados.
La Honorable Senadora señora Matthei planteó que en el Sistema van a participar diversos agentes, como Bancos y Aseguradoras, con distintos tipos de riesgos y que participan de varios mercados, por lo que consultó cuál es la política de precios del Sistema; quién puede ser dueño de una empresa dedicada a la compensación y liquidación; y qué ocurre con la compensación de riesgos cuando se trata de derivados, en los que a veces se transan valores que se encuentran en el extranjero.

El Gerente General de la Asociación de Bancos e Instituciones Financieras, señor Alarcón, señaló que la estructura que está planteada en la ley podría ser similar a la de las sociedades de apoyo al giro, que son empresas creadas en 1987 con el objeto de que se integraran verticalmente con la reforma posterior a la crisis de los años 1982-1983, por lo que la propiedad de la nueva entidad debiera ser similar, agregando el Depósito Central de Valores que es la única empresa de propiedad interindustrial. Aclaró que las sociedades de apoyo al giro son propiedad de los Bancos y les prestan servicios a ellos. 

Observó que las reglas aplicables debieran ser similares a las utilizadas en el caso del DCV, e indicó que la administración de estas sociedades ha sido beneficiosa para los miembros de la industria y para el público en general porque bajaron los costos.

La Honorable Senadora señora Matthei preguntó quienes son los dueños del Depósito Central de Valores (DCV).

El Gerente de la Asociación, señor Alarcón, sostuvo que, mediante una decisión del sector privado que ponderó la participación de los actores en el mercado de valores, la propiedad se entera con un 30% de los Bancos, 30% de las Administradoras de Fondos de Pensiones, 30% las Bolsas y 10% las Compañías de Seguros.

Asimismo, las tarifas son propias de un mercado donde existe un monopolio natural, por lo que normalmente se fijan de acuerdo al costo marginal y son supervisadas por la autoridad. Agregó que las inversiones se deciden por un directorio integrado por los diferentes partícipes.

El Presidente del Depósito Central de Valores, señor Baeza, manifestó que los posibles conflictos de interés existentes al interior de la institución que representa, se solucionaron en sus orígenes, al constituirse la sociedad, porque la repartición de la propiedad precedentemente descrita responde a los aportes que cada institución hace a los ingresos del Depósito, por lo que las tarifas resultan equilibradas y autorreguladas. 

La Honorable Senadora señora Matthei consultó si en la referida sociedad existe el derecho a veto por parte de alguno de los dueños. Además, inquirió acerca de los actores del mercado que no forman parte del DCV.

El Presidente del Depósito, señor Baeza, expresó que no existe el derecho a veto, salvo en el caso de los movimientos de dinero que requieren para su aprobación del voto conforme de los Bancos.
El Presidente de la Bolsa de Productos de Chile, señor Barros, informó que la entidad que representa no forma parte del DCV. Además, señaló que históricamente las cámaras de compensación fueron creadas por las Bolsas, y la competencia surgió por la integración de las Bolsas y la aparición de las Bolsas internacionales, como en el caso chileno podría suceder, por ejemplo, si se instalara la cámara de compensación del sistema de Chicago. Observó que si la mencionada competencia no existe deberá existir un sistema autorregulado o regulado por el sector público, lo que presenta variados problemas. Agregó que es la competencia lo que evita el riesgo de comportamientos monopólicos.
El Gerente General de la Bolsa Electrónica de Chile (BEC), señor Spencer, señaló que durante la vigencia de un contrato el usuario se encuentra atado a la cámara que dé el servicio de compensación requerido en Chile, si llegara una cámara externa lo que puede hacer el usuario es tomar una posición contraria en la cámara chilena y pasar a la otra cámara con otro contrato. Destacó que lo más importante es que, en la medida que se encuentren representados en la propiedad de la entidad los grandes usuarios del sistema, se producirá un equilibrio como ocurre en el DCV actualmente.

La Honorable Senadora señora Matthei preguntó, con relación a lo expresado precedentemente, de qué forma puede haber competencia si se ha señalado que para que el sistema funcione se requiere que todos los actores estén agrupados en una sola entidad de compensación y liquidación.

El Presidente de la Bolsa de Productos, señor Barros, expresó que en el mundo existen  tres o cuatro grandes cámaras, la principal manejada por Euronext, o sistemas de compensación centrales en los que participan casi todas las Bolsas del mundo, e indicó que hacia ese estado se dirige el mercado chileno, por lo que lo más probable es que este nuevo sistema sea un paso intermedio de Chile hacia la integración completa en el sistema internacional, y la nueva cámara sea adquirida o se fusione con Euronext u otra.
La Honorable Senadora señora Matthei inquirió si la referida integración en el sistema internacional no se puede realizar ahora.

El Presidente de la Bolsa de Productos, señor Barros, manifestó que la base para integrar los sistemas bursátiles son las cámaras de compensación de contraparte central, porque es la entidad con la que se opera y da las garantías, constituyéndose en un paso previo del proceso de internacionalización. 

El Gerente General de la Bolsa de Comercio de Chile, señor Martínez, indicó que la propiedad de las cámaras es el gran tema de discusión hoy en el mundo, además de discutirse si son instituciones de apoyo o compañías en sí mismas que desarrollan un negocio.

Respecto de la competencia, planteó que la compensación es una de las etapas dentro del proceso de valor agregado de una transacción, pero la persona que toma la decisión final es el inversionista, que puede comprar el instrumento en Chile o cualquier otro país, y ahí es donde se produce la referida competencia, porque el inversionista analiza en que lugar obtiene mejores costos y mayor rentabilidad para su cartera, siendo cada vez menores los costos asociados al país de residencia del inversionista si es distinto al país de la transacción, por lo que hoy los mercados compiten por liquidez y costos de las transacciones para atraer la mayor cantidad de inversionistas posibles. Añadió que el costo de referencia de transar en Bolsa en Chile es de alrededor de $ 35 por millón transado en acciones y en Brasil es alrededor de $ 150 por millón transado. Señaló que el costo para un intermediario por hacer una colocación de acciones es alrededor de un 1%, en Brasil es alrededor de 5% y en Estados Unidos aproximadamente 3%, lo que demuestra que el mercado chileno es muy competitivo y que ha privilegiado el factor costos.

La Honorable Senadora señora Matthei consultó cuáles son los entes que no participan del DCV y debieran incorporarse al sistema de cámaras de compensación. 

El Gerente General de la Bolsa de Comercio de Chile, señor Martínez, sostuvo que en la actualidad las cámaras de compensación están formadas por las Bolsas porque son esenciales para liquidar las transacciones efectuadas ante dichos entes. En cambio, el DCV tiene otros componentes dados porque los grandes custodios son las Administradoras de Fondos de Pensiones, participando de su propiedad las referidas Administradoras y las Compañías de Seguro. Agregó que en el resto de los países son los intermediarios los que crean estas entidades de infraestructura de mercado, por lo que son dichos agentes con sus costos finales los que compiten con el resto de los mercados para ofrecer el producto más barato.
El Gerente General de la Asociación de Bancos e Instituciones Financieras, señor Alarcón, expresó, respecto de la compensación y liquidación de derivados, que la importancia de las cámaras es que ponen en el sistema sólo los montos netos o saldos, por lo que disminuye el riesgo de cualquier posición que se tome, y la liquidación compromete a los actores que se encuentran en este tipo de administración a aportar garantías, lo que también mitiga los riesgos involucrados en las transacciones.

El Gerente General de la Bolsa Electrónica de Chile, señor Spencer, planteó que en el mundo existe una integración vertical de este tipo de empresas, lo que se traduce en que las Bolsas son dueñas de los Depósitos y de las Contrapartes Centrales, y a su vez los Bancos o las Corredoras son dueños de las Bolsas. En nuestro país es un poco diverso porque en el DCV está representada toda la industria de valores y las AFP, por lo que varía un poco el factor riesgo, además de que en este sistema participarán los mercados fuera de Bolsa (Over The Counter, OTC), como la renta fija.

El representante de la Bolsa de Comercio de Chile, señor Martínez, manifestó, respecto de la administración de riesgos, que es el mercado el que define los riesgos que está dispuesto a correr, dado que existe una relación costo-riesgo, en que los riesgos se mitigan a través capas de protección, entre las cuales se encuentran las garantías asociadas a las transacciones, que se definen de acuerdo a la medición de riesgos que está asociada a la volatilidad del instrumento que se transe y su plazo, calculándose diariamente cuál es el diferencial de precio y cuál es el nivel de garantía requerido.

Asimismo, señaló que es el intermediario quien va colocando la garantía, aunque es el cliente final quien a la larga la asume porque es quien realiza la transacción. Indicó que un segundo nivel de garantía está asociado a fondos que cubren los casos en que falla algún intermediario o un participante. Estas garantías son aportadas por los propios participantes y operan como un seguro. Finalmente, el tercer nivel de garantía está dado por el patrimonio de esta Contraparte Central que también asume riesgos, existiendo barreras a la entrada que disminuyen los riesgos de los intermediarios, asegurando la solvencia de los actores.
La Honorable Senadora señora Matthei expresó que se había mencionado la posibilidad de que existiesen distintas entidades de liquidación de acuerdo al mercado al que se refirieran, y pidió una mayor explicación al respecto.  

El Presidente de la Bolsa de Productos, señor Barros, expuso que es un negocio diferente liquidar los pagos de compraventa de acciones o de depósitos a plazo respecto del que implica operar en futuros y derivados, en el que lo que ocurre es que la Contraparte Central es la única opción, por ejemplo, sobre las acciones de trigo del mercado de Chicago, por lo cual la entidad que se crea debiera tener distintos departamentos, con diferentes tecnologías y garantías.

El representante de la Bolsa de Comercio de Chile, señor Martínez, agregó que habitualmente no todos los participantes lo son de varios productos, existiendo especialistas, y así se verifica en la Bolsa en que existen cuatro cámaras dependiendo de la naturaleza del producto, como son acciones, renta fija de corto y de mediano plazo, etc., siendo independientes entre sí, por lo que las compensaciones sólo se producen dentro de la respectiva cámara.

La Honorable Senadora señora Matthei consultó cómo se manejan los posibles conflictos de interés al interior de las entidades descritas.

El representante de la Bolsa de Comercio, señor Martínez, manifestó que las reglas son objetivas y existen en función del tipo de instrumento y el riesgo que tiene asociado, por lo que se exige una garantía similar a todos los actores. Además, las reglas son fijadas por consenso entre los actores, así como las sanciones son fijadas objetivamente por el mercado.

El representante de la Bolsa Electrónica de Chile, señor Spencer, planteó que existen varios comités y sería deseable que rindan cuenta también ante la Junta de Accionistas, y no sólo al Directorio, porque si algún comité hace una recomendación de aumentar ciertas garantías es mejor que lo sepan los dueños.

En otro orden de cosas, señaló que en el tema de los capitales mínimos exigidos, puede darse que no todos los corredores puedan ser liquidadores en la cámara o en la contraparte central y contraten los servicios con corredores más grandes, posibilidad que se abre con este proyecto.

La Honorable Senadora señora Matthei comentó que en la Bolsa ha habido corredores que han quebrado, y consultó si ha habido pérdidas para los usuarios a raíz de este hecho y en qué lugar se conservan los títulos de las acciones e instrumentos. 

El representante de la Asociación de Bancos e Instituciones Financieras, señor Alarcón, manifestó que las mencionadas reglas objetivas ya existen en la cámara de compensación en moneda doméstica, donde existe el llamado principio de Lamfalussy, que plantea que las garantías aportadas por los constituyentes de las cámaras de compensación no pueden ser menores a los tres mayores saldos deudores de los bancos que están operando, lo que genera un respaldo automático al funcionamiento del sistema, pudiendo aportarse criterios similares, adecuados al sistema que se implementará. 

El representante de la Bolsa Electrónica de Chile, señor Spencer, manifestó que, en el caso de la corredora Alfa, las dos Bolsas coordinadamente actuaron y liquidaron todas las operaciones que estaban pendientes y a los clientes se les entregaron las custodias de los títulos, evitando la sustracción de las mismas. Además, se han establecido nuevos controles y perfeccionamientos de normativas, especialmente relativas a las unidades de auditoría.

El Honorable Senador señor García manifestó que de las exposiciones se desprendía que una opción para el sistema que se crea es permitir el funcionamiento de las que tienen reconocimiento internacional, y consultó si eso es efectivo o no.

El Presidente de la Bolsa de Productos, señor Barros, planteó que ha sido un ferviente partidario de la competencia, más que de la regulación o la autorregulación, que presentan varios defectos, por lo que el proyecto de ley debe permitir la participación de entidades distintas a las que está estableciendo, además porque a futuro cree que dicha participación se producirá inevitablemente.

A continuación, la Comisión recibió a la Asociación de Administradoras de Fondos de Pensiones (AFP), encabezada por su Gerente de Estudios, señor Fuentes, quien efectuó una exposición, acompañado por el Subgerente de Operaciones Financieras de AFP Capital S.A., señor Avello, del siguiente tenor:

COMENTARIOS ASOCIACIÓN DE AFP AL PROYECTO DE LEY SOBRE SISTEMA DE COMPENSACIÓN Y LIQUIDACIÓN DE INSTRUMENTOS FINANCIEROS.
(BOLETÍN N° 5.407-05)

Comentarios Generales:

Este proyecto es muy positivo para las AFP, ya que incorpora los cambios legales necesarios para hacer más seguro el actual sistema de compensación y liquidación de instrumentos financieros.

Los procesos de compensación y liquidación, que hoy se realizan al interior de la Bolsa de Comercio de Santiago, y en consecuencia aparecen integrados en la misma empresa con el sistema de transacciones, se separarán para ser realizados por una nueva sociedad de giro exclusivo, que será una Cámara de Compensación y Liquidación o una Entidad de Contraparte Central.

Los participantes de los sistemas de compensación y liquidación serán los agentes liquidadores. Les parece positivo que estos se responsabilicen por la liquidación de las órdenes de sus clientes (los corredores y/o AFP). 

Ven como muy positivo la sustitución del banco liquidador por un sistema de pagos autorizado por el Banco Central de Chile para la ejecución de las transferencias de dinero correspondientes a las órdenes calzadas que se liquiden en el sistema de compensación y liquidación. Con esto se evitan los riesgos de liquidez que enfrentan en algunas ocasiones los bancos.

Otro elemento positivo del proyecto son los aspectos que permiten una buena gestión de los riesgos de la actividad de compensación y liquidación. Los riesgos se mitigan a través de:

a) La exigencia de garantías a los agentes liquidadores de acuerdo a su exposición. 

b) La conformación de una garantía mutual en el caso que se constituya una entidad de contraparte central.

c) La conformación de un comité de riesgos integrado por los participantes y el administrador en función de las garantías que cada uno de ellos ponga a disposición del sistema. Creen que los Fondos de Pensiones podrían tener una participación destacada en este comité.
Comentarios particulares:

1. El proyecto de ley incorpora la alternativa de que existan dos modelos: 

a. Una contraparte única y central de todas las operaciones, mediante la novación de las obligaciones, interponiéndose entre los involucrados en una transacción de valores y garantizando así el perfeccionamiento de la operación. Esta alternativa se ve muy positiva, ya que al reemplazar el riesgo de crédito de cada contraparte por el riesgo de crédito de la cámara, este riesgo se reduce porque en lugar de analizar a cada contraparte basta con estudiar a la cámara.

b. Varias cámaras de compensación de instrumentos financieros, que administrarán sistemas que efectúen la compensación de órdenes sin constituirse en contraparte central de las mismas. Estas cámaras podrán gestionar la liquidación de los saldos netos derivados de la compensación de órdenes de compensación a través del DCV o BCCH. Sólo a través de este mecanismo podrán gestionar el cumplimiento o incumplimiento de la liquidación.

En términos generales, consideran que una contraparte única y central es preferible por el mayor nivel de seguridad que entregaría a los inversionistas, pero sin duda se trata de una modalidad más cara por las garantías exigidas a los participantes. La conformación de ésta cámara central requerirá de importantes respaldos financieros.

Pero es muy factible que se constituyan varias cámaras de compensación de instrumentos financieros, donde el nivel de garantías exigidas es menor y es posible que se genere un alto costo para los inversionistas si termina siendo controlado sólo por un sector, además de múltiples tarifas en el proceso.

Dado lo anterior, vemos con buenos ojos la opción que entrega este proyecto de ley en su artículo 47 de que las AFP puedan participar en la propiedad de una cámara de compensación de instrumentos financieros, lo que permitiría tratar de controlar en parte las tarifas hacia los inversionistas como son los Fondos de Pensiones.

2. Comentarios al artículo 47 del proyecto.

El artículo señala lo siguiente:

Artículo 47.- Agrégase, en el artículo 23 del decreto ley N° 3.500, de 1980, sobre el sistema de pensiones, en su inciso vigésimo, después del punto aparte (.) que pasa a ser seguido (.), el siguiente texto:

“Asimismo, cada Administradora podrá adquirir directa o indirectamente hasta un cuatro por ciento de las acciones suscritas de una sociedad anónima que tenga como giro la liquidación y compensación de instrumentos financieros, y que cumpla con los requisitos que establezca la Superintendencia mediante una norma de carácter general.”.

Comentarios:

Es deseable que el porcentaje de propiedad que pueda adquirir cada AFP de las acciones suscritas de una sociedad anónima que tenga como giro la liquidación y compensación de instrumentos financieros, sea al menos igual a lo que establece el artículo 146 del decreto ley Nº 3.500 para participar en el DCV, el cual es un 7%.
Lo anterior para que los Fondos de Pensiones tengan los derechos políticos necesarios para velar por una buena gestión de estas sociedad y el resguardo de la confidencialidad de la información y los conflictos de interés que se dan en estos sistemas.

3. Adquisición y enajenación de instrumentos para los Fondos de Pensiones, transferencia de fondos y liquidación de transacciones en el mercado local con transferencia electrónica de fondos.

El proyecto de ley establece que será la Superintendencia de Valores y Seguros la encargada de emitir las normas complementarias de este proyecto de ley.

Al respecto, cabe dejar presente que tiene alta importancia, para la participación de los Fondos de Pensiones en este sistema, que esas normas complementarias tomen en cuenta la normativa vigente para las AFP para participar en estos sistemas (Circular N° 1.216 de la Superintendencia de Pensiones).

4. Agrupación de operaciones y confidencialidad (Conflictos de Interés).

Un elemento importante en el diseño de estos sistemas para los Fondos de Pensiones, es el que cuenten con la posibilidad de efectuar con antelación las operaciones, las cuales son muy numerosas (ejemplo: Bonos de Reconocimiento), y poder agruparlas sólo en una transacción.

Lo anterior tiene como ventaja facilitar y hacer expedita la compra y venta de títulos, ya que de lo contrario, ante la necesidad de transar títulos de bajo monto, el digitar uno a uno estos instrumentos en los sistemas es impracticable.

Adicionalmente, la confidencialidad de las operaciones de los Fondos de Pensiones es clave para no ocasionar perjuicios a los recursos de los trabajadores. Lo anterior es importante que se tome en cuenta en el diseño de estos sistemas.
5. Prestamos de activos:

En este tema, sería importante que el sistema sea lo más parecido a los estándares internacionales, donde las garantías van entre un 102% y 105%. Hoy en nuestro mercado se establece en la normativa que las garantías son de un 125%, lo que lo hace muy caro, restando liquidez al mercado. 

En el extranjero los prestatarios pueden incluso entregar garantías en dinero las que son reinvertidas por los prestamistas y se comparte la ganancia que genere esta reinversión. Debe quedar claro además, que estas operaciones en dinero deberán quedar exentas del impuesto de timbres y estampillas puesto que no corresponde a una operación de crédito, ni a ningún otro impuesto.

En la actualidad, el sistema que tiene la Bolsa de Comercio para establecer las garantías no es el mejor. Las garantías no están en función de los instrumentos que se entregan en préstamo, sino que en relación a las ventas cortas efectuadas por cada operador prestatario. 
Dado lo anterior, debe establecerse que las garantías deben efectuarse en función del préstamo de activos.

La Honorable Senadora señora Matthei solicitó una explicación acerca del punto referido a la agrupación de operaciones y el caso referido de los bonos de reconocimiento.
El Subgerente de Operaciones Financieras de AFP Capital S.A., señor Avello, manifestó que existen bonos de reconocimiento que son transados en los mercados y pueden ser comprados como parte de la cartera de inversión de renta fija de los fondos de pensiones, y como hoy son títulos únicos e individuales, a veces de bajo monto, deben ser ingresados uno a uno al sistema, por lo que sería conveniente estandarizarlos y desmaterializarlos, con la consecuente ventaja de la eliminación del costo de transacción y la tasa de descuento. Agregó que los bonos son emitidos por el Instituto de Normalización Previsional, que por su normativa lo hace de forma material.

La Honorable Senadora señora Matthei consultó  por el contenido de los mencionados préstamos de activos.

El señor Avello explicó que son activos que tienen los fondos de pensiones y que se pueden entregar en préstamo o arriendo, a cambio del cual las AFP reciben una prima, además existe una cámara de compensación para estos efectos, que presenta la debilidad de que la cámara, perteneciente a la Bolsa de Comercio, tiene las garantías sin tener un sistema ad hoc para los fondos de pensiones.

Agregó que físicamente las acciones se encuentran en el Depósito, pero marcadas a nombre de quien fueron prestadas, por lo que las AFP ya no tienen el respectivo derecho a voto. Asimismo, en la contabilidad aparece que la AFP tiene un activo entregado en arriendo, y que sigue valorizándose a precio de mercado, activos que pueden llegar hasta un 5% del total.

A continuación, la Comisión recibió a la Asociación de Administradoras de Fondos Mutuos, encabezada por su Gerente General, señora Mónica Cavallini, quien, acompañada por el Presidente del Comité Operaciones, señor Américo Becerra, efectuó una exposición, del siguiente tenor:

I). Consideraciones.

Los sistemas de liquidación de instrumentos financieros, junto a los sistemas de pagos, constituyen piezas básicas que aseguran el buen fin de las transacciones que se formalizan en los  mercados financieros, lo que contribuye a controlar el riego sistémico inherente a la participación en transacciones financieras, asegurando a su vez, la estabilidad económica y financiera de un país. 
Si bien, gracias al Banco Central, nuestro país cuenta con un sistema de liquidación de pagos de primer nivel dado por el sistema de liquidación bruta en tiempo real (LBTR), teniendo, a su vez, el actual modelo de compensación y liquidación un buen desempeño, esta Industria entiende la necesidad de introducir mejoras al sistema, disminuyendo los riesgos jurídicos y operativos del mismo. 

Por ello, la Industria de Fondos Mutuos valora el proyecto de ley en comento, que permite al sector privado constituir Cámaras de Compensación y Entidades de Contraparte Central, considerando entre otras modificaciones legales la novación de transacciones, el concepto de irrevocabilidad de las órdenes de transferencia, la firmeza del procedimiento de compensación y la rápida ejecución de las garantías enteradas en el sistema. Adicionalmente, se propone un marco para el préstamo de valores, asegurando la continuidad de las operaciones. 

Sin duda, la aprobación de este proyecto fortalecerá la estabilidad del sistema financiero, incrementando la eficiencia de nuestro mercado, lo que permitirá atraer más inversionistas nacionales e internacionales. 

II). Observaciones Generales al Proyecto.

- Reglamentación de la ley. Dada la relegación de determinadas materias del proyecto al reglamento de la ley, se hace presente la importancia de asegurar reglamentación y normativa en línea al proyecto, asegurando a su vez, alineamiento con observaciones y propuestas de entidades involucradas. En este sentido, se solicita participación activa de esta Asociación en el estudio y redacción del reglamento y normas respectivas.

- Nivel de garantías exigidas. Un elemento fundamental del sistema está constituido por garantías individuales y mutuales exigidas a los participantes del sistema, en razón de lo cual, hacemos presente la importancia de los niveles de las mismas, exigencias y modelo a aplicar.  Esto en consideración a las características de los participantes y de sus implicancias en el sistema financiero.

- Requisitos de los participantes del sistema. En este punto se destaca la importancia del nivel y calidad de los requisitos exigidos a los participantes, especialmente en lo que dice relación con los agentes de valores e intermediarios, regulación a cargo de resolución conjunta de las Superintendencias de Valores y Seguros y de Bancos e Instituciones Financieras. Hacemos presente lo relevante de que esta Asociación sea consultada en la redacción de estas normas.

III). Observaciones Particulares al Proyecto.
- Es fundamental la forma que se reglamente la ley, de tal modo que permita abarcar operaciones tanto dentro como fuera de la Bolsa (Operaciones OTC). 
- Es fundamental la descripción de los productos que puedan ser objeto de compensación, además de los señalados en la ley, incluiyéndose los instrumentos derivados. 
- Artículo 5° N° 3. Se debe considerar un modelo debidamente certificado, bajo estándares internacionales, tales como ISO 27000 de Seguridad y Norma 25999, de Continuidad de Negocios.
- Artículo 6º Nº 1. Aparentemente, existe una incongruencia de este numeral en relación al inciso segundo del artículo 21, ya que el texto de ambas disposiciones señalan quien establecerá los requisitos que deben cumplir los participantes del sistema, en el primer caso entrega dicha facultad al Administrador y en el segundo, a las Superintendencias, de Valores y Seguros y de Bancos e Instituciones Financieras, mediante norma de carácter general.
- Artículo 6° N° 2. Se deben incluir medios consecuentes con las políticas gubernamentales de Chile País Digital, para que se encuentren bajo STP (procesos en línea) y con firmas digitalizadas.
- Art. 7º. Se estima conveniente considerar la existencia de un menor número de comités, con el objeto de disminuir burocracia y costos asociados a la existencia de los mismos, teniendo en cuenta, además, que la función de auditoría puede ser ejercida por el comité de riesgos. 

La Honorable Senadora señora Matthei consultó que garantías existen cuando se trata de operaciones fuera de Bolsa (OTC).

 El Presidente del Comité Operaciones, señor Becerra, indicó que el proyecto establece que se tratan de garantías para la contraparte central, pudiendo liquidarse tanto operaciones que pasen por Bolsa como las que no pasen por Bolsa. Agregó que estas últimas son todas aquellas operaciones que no tienen que ver con acciones, como letras hipotecarias y bonos.

El Jefe de la División Custodia y Liquidación de la Superintendencia de Valores y Seguros, señor Lazen, expresó  que si no existe la necesidad de formar un precio porque los instrumentos presentan una gran liquidez, como ocurre con los bonos del Banco Central de Chile o las letras hipotecarias, cuyas tasas de interés son conocidas por todos, lo único que se requiere es un sistema que centralice las órdenes y no un mercado como el accionario.

Finalmente se aclaró que el proyecto de ley no prohíbe las operaciones OTC.
Asimismo, la Comisión recibió un documento enviado por el Gerente General de la Asociación de Aseguradores de Chile A.G., señor Jorge Claude, en el que agradece la invitación a exponer sobre el proyecto y señala que la Asociación comparte el objetivo del mismo y no tiene observaciones que efectuar.

En la siguiente sesión, el Ministro de Hacienda, señor Velasco, expresó que el proyecto de ley busca dar más seguridad y fortalecer ciertas instituciones básicas del sector financiero  y que busca que no se repitan episodios como los del llamado caso Inverlink. Además, como antecedentes se consideraron estudios del Fondo Monetario Internacional que en sus Evaluaciones del Sector Financiero plantean que el mercado financiero chileno es desarrollado, pero que uno de los puntos en que no se encuentra en el nivel de los mejores mercados es en el sistema de compensación y liquidación de instrumentos financieros, que es el mecanismo mediante el cual se asegura que cuando se hacen transacciones de documentos esa acción se complete, tratando de eliminar los riesgos involucrados para los intervinientes en la operación.

Manifestó que las exposiciones de las instituciones que asistieron en la sesión anterior dan cuenta de un amplio acuerdo en torno al contenido de proyecto, y el único punto en que sería necesaria una mayor precisión es respecto del rol del Banco Central en el Sistema, específicamente en cuanto a las normas que los participantes deben cumplir para tener cuenta corriente con el referido organismo, y en cuanto a las facultades del Banco para revisar y aprobar las normas de funcionamiento de los mismos participantes.

La Honorable Senadora señora Matthei señaló que debiera invitarse al Banco Central para escuchar su opinión sobre las normas referidas por el señor Ministro, ya que su contenido es vago y no asigna responsabilidad ni resolución al organismo respecto de las mencionadas normas.

El Ministro de Hacienda, señor Velasco,  indicó que el Gobierno ha elaborado una propuesta respecto de la materia señalada precedentemente y la harán llegar próximamente para que la conozcan los Honorables Senadores. Agregó que la misma ha sido concordada con el Banco Central.

Asimismo, sostuvo que más allá del punto en discusión sobre el rol del Banco Central, existe un amplio acuerdo respecto de la conveniencia de la iniciativa legal, como lo han manifestado las instituciones relacionadas con el futuro Sistema.

El Honorable Senador señor Frei planteó que el Depósito Central de Valores realizó una observación relativa a que en el proyecto se establece que las instituciones de compensación y de contraparte central deban tener personalidad jurídica distintas, siendo más adecuado, por la forma de operar de los mercados, que una sola institución pueda desempeñar las dos funciones.

El Honorable Senador señor Ominami consultó, a la luz de la situación económica actual, cuáles son, en opinión del Ejecutivo, los aspectos más importantes que involucra el proyecto de ley.

El asesor del Ministro, señor Micco, indicó que es fundamental el principio de firmeza que se consagra para las operaciones que ingresan a una cámara de compensación y liquidación, debido a la certeza jurídica que otorga, y que permite un mejor manejo de los riesgos de los participantes.

El Ministro de Hacienda, señor Velasco, agregó que debía considerarse que en el escenario actual, con mercados con alta volatilidad, existe más espacio para operaciones que no se completen, y el problema de certeza jurídica, que parecía muy teórico con los mercados en calma, cobra un alto valor.

La Honorable Senadora señora Matthei expresó que en el artículo 2º del proyecto, además de las situaciones precedentemente planteadas respecto del Banco Central, no queda claro porqué las cámaras compensadoras autorizadas por el Banco Central de conformidad a su ley orgánica quedan excluidas de la aplicación de esta ley, ni cómo se relacionarán con las otras cámaras de compensación. 

El Ministro de Hacienda, señor Velasco, planteó que, respecto del Banco Central, entienden que se debe precisar lo relativo a la autorización de las cuentas corrientes a las cámaras, y lo que se pretende es que el mecanismo sea idéntico al que se usa para que los Bancos abran cuentas corrientes con el instituto emisor. Además, se debe precisar si el pronunciamiento del Banco Central respecto de las normas de funcionamiento de las cámaras, al que se refiere el artículo 9º, es vinculante o no, y del mismo modo si el hecho de pronunciarse por parte del Banco Central es obligatorio o puede abstenerse de emitir juicio.

El asesor del Ministro, señor Micco, sostuvo que, respecto de la situación planteada por la Honorable Senadora señora Matthei, con relación a las cámaras de compensación ya existentes, la norma del artículo 2º del proyecto se refiere a las cámaras del sistema de pagos, como por ejemplo, las de compensación de cheques, entre otras, que no se relacionan con la compensación de instrumentos financieros.

Sometido a votación en general el proyecto de ley, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, Frei, García y Ominami.
- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR

Previo al análisis específico de las indicaciones el asesor del Ministerio de Hacienda, señor Micco, señaló que las mismas se hacen cargo de las observaciones planteadas en la sesión anterior, especialmente respecto del rol del Banco Central.
TÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES
Artículo 1º

Su texto es el siguiente:

“Artículo 1°.- Para efectos de lo dispuesto en la presente ley, se entenderá por:

1. Sistema de compensación y liquidación de instrumentos financieros, en lo sucesivo “sistema”: el conjunto de actividades, acuerdos, participantes, normas, procedimientos y mecanismos que tengan por objeto compensar y liquidar órdenes de compensación.

2. Normas de funcionamiento: las normas que regulan la adhesión a cada sistema y la operación del mismo, dictadas por su administrador y aprobadas por la Superintendencia de Valores y Seguros, en adelante la Superintendencia, en conformidad a la presente ley.

3. Administrador: persona jurídica a cargo de la dirección y operación de un sistema, cuya constitución y operación se rige por la presente ley y por las normas del mismo.

4. Participantes: personas jurídicas autorizadas por ley o por la Superintendencia para ser miembros de un sistema.

5. Orden de compensación: instrucción comunicada a un sistema, de acuerdo a sus normas de funcionamiento, para la compensación de obligaciones emanadas de transacciones sobre instrumentos financieros.

6. Instrumentos Financieros: valores de conformidad a lo establecido en el artículo 3° de la ley Nº 18.045, sobre Mercado de Valores y, en general, cualquier título, derecho, acto, contrato, factura, producto o moneda extranjera, negociables en mercados nacionales o extranjeros. En todo caso, se excluye la moneda nacional.

7. Compensación: procedimiento efectuado de acuerdo a las normas de funcionamiento de un sistema, por el cual se determinan los saldos acreedores netos y deudores netos respecto de las órdenes de compensación aceptadas por dicho sistema dentro de un período determinado por éste.

8. Liquidación: procedimiento efectuado de acuerdo a las normas de funcionamiento de un sistema, por el cual se extinguen definitivamente los saldos acreedores y deudores netos resultantes de la compensación, a través de:

a) pagos en dinero efectuados mediante transferencias de fondos depositados en cuentas abiertas en el Banco Central de Chile o en empresas bancarias, y

b) transferencias de instrumentos financieros, cuando así lo requieran las transacciones que hubieren dado origen a las órdenes de compensación.

9. Procedimiento concursal: procedimiento judicial o administrativo incoado en virtud de una declaración de quiebra, liquidación forzosa o presentación de proposiciones de convenio judicial preventivo y, en general, cualquier procedimiento ejecutivo patrimonial de carácter universal y colectivo que regule la administración y, o liquidación de los bienes de un deudor insolvente, así como el pago a los acreedores, conforme a la prelación legal.

Las expresiones anteriores tendrán el significado que se les asigna en el presente artículo sea que se expresen en singular o en plural.”.

En este artículo recayó la indicación número 1, de Su Excelencia el señor Vicepresidente de la República, para introducirle las siguientes modificaciones:

9. “a) Reemplázase el numeral dos por el siguiente:
10. “2. Normas de funcionamiento: las normas que regulan la incorporación de participantes a un sistema y su operación.”.
11. b) Sustitúyese, en el numeral 3, la expresión “Administrador” por “Sociedad Administradora”.

12. c) Intercálanse los siguientes numerales 4 y 5, nuevos, modificando correlativamente la numeración posterior:

13. “4. Entidad de contraparte central: sociedad administradora que compensa órdenes de compensación constituyéndose en acreedora y deudora de los derechos y obligaciones que deriven de tales órdenes.

14. 5. Cámara de compensación de instrumentos financieros: sociedad administradora que compensa órdenes de compensación sin constituirse en contraparte central de las mismas. ajuste sus tarifas, o a requerimiento de la Superintendencia.”.

15. d) Reemplázanse los actuales numerales 7 y 8, que han pasado a ser 9 y 10, por los siguientes: 

16. “9. Compensación financiera, en adelante compensación: procedimiento de cálculo, de carácter bilateral o multilateral, por el cual se determinan los saldos acreedores netos y deudores netos respecto de las órdenes de compensación aceptadas por dicho sistema dentro de un período determinado por éste, y que resulta en la extinción, hasta la concurrencia de los saldos, de las obligaciones emanadas de las transacciones sobre instrumentos financieros que dieron lugar a dichas órdenes, sin que sea necesaria la concurrencia de los requisitos de la compensación del Código Civil.

17. 10. Liquidación: procedimiento por el cual se extinguen los saldos acreedores netos y deudores netos resultantes de la compensación, como consecuencia de:

18. a) el pago en dinero efectuado a través de transferencias de fondos depositados en cuentas abiertas en el Banco Central de Chile o en empresas bancarias, y

19. b) La transferencia de instrumentos financieros, cuando así lo requieran las transacciones que hubieren dado origen a las órdenes de compensación.”.

20. e) Elimínase el inciso final.

Respecto del numeral 2, el asesor del Ministerio de Hacienda, señor Micco, acotó que se saca la parte referida a la Superintendencia porque la misma aparece más adelante en el texto del proyecto.

Con relación al numeral 3, el Honorable Senador señor García consultó a qué se hace referencia con la frase “las normas del mismo”.

La asesora del Ministerio de Hacienda, señora Celador, sostuvo que la mencionada frase se refiere a las normas del sistema.

La Honorable Senadora señora Matthei planteó que sería mejor cambiar la frase por la expresión “sus normas”.

La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, concordó con lo precedentemente expuesto.
Refiriéndose a los numerales 4 y 5, nuevos, que introduce la indicación, la Honorable Senadora señora Matthei consultó si en una operación efectuada con una entidad de contraparte central quien asume los roles de acreedor y deudor es la misma entidad. 
El asesor, señor Micco, manifestó que en las operaciones con una entidad de contraparte central se produce una novación de las obligaciones en que la entidad se obliga con cada uno de los participantes, cumpliendo un rol en cada una de las nuevas obligaciones.  Asimismo, señaló que este mecanismo aumenta la eficiencia del proceso lo que tiene como contracara el que los riesgos de la entidad de contraparte central son mayores.

Agregó que el mencionado sistema se usa generalmente con instrumentos más riesgosos y con mayor volatilidad de precios.

La asesora, señora Celador, indicó que dentro de los sistemas la entidad de contraparte central es la forma más perfecta de constituirse y requiere de un capital mayor para hacerlo.

Respecto del actual numeral 4 que pasaría a ser 6, la Honorable Senadora señora Matthei preguntó si la SVS puede autorizar a una entidad a ser miembro del sistema.

El asesor, señor Micco, explicó que la SVS puede autorizar a una persona jurídica ser parte del sistema en la medida que cumpla todos los requisitos que establecerá la ley respecto de los participantes.
Con relación al actual numeral 6 que pasaría a ser 8, el asesor, señor Micco, indicó que la última oración se refiere a dejar en el ámbito del Banco Central todo lo que se refiere a la compensación de dinero.

El Honorable Senador señor García consultó si se excluye sólo la moneda nacional o también los instrumentos en moneda nacional.

El asesor, señor Micco, manifestó que efectivamente se excluye sólo la moneda nacional.

La Honorable Senadora señora Matthei inquirió si existe algún pronunciamiento respecto de qué es exactamente moneda nacional.

El asesor, señor Micco, sostuvo que la finalidad de la norma es separar de las materias reguladas por el proyecto todo lo que se refiere al sistema de pagos, que queda dentro de las atribuciones del Banco Central.

Refiriéndose al actual numeral 7 que pasaría a ser 9, el asesor, señor Micco, señaló que se quiere distinguir la compensación de la iniciativa en comento de la que consagra el Código Civil, dado que presenta varias diferencias, la principal, que es la posibilidad de efectuar compensaciones multilaterales. Agregó que si se compensan operaciones entre participantes, se tiene la ventaja que, por ejemplo, en el caso de una quiebra lo que ya ha sido compensado no entre en el proceso aunque todavía el saldo de las operaciones no se haya liquidado.

Respecto del actual numeral 8 que pasaría a ser 10, el Honorable Senador señor García consultó porqué no se dejaba como tercera posibilidad de dar origen a una liquidación, el pago con instrumentos financieros.

El asesor, señor Micco, expresó que el saldo que resulta de compensar operaciones requiere ser liquidado y existen estas dos opciones que consisten en dinero o instrumentos.

La asesora, señora Celador, señaló que en ciertos contratos de derivados no se entrega directamente dinero, sino que sólo se ajustan cantidades al momento de concluir la vigencia de la operación.

- En votación, la indicación Nº 1 fue aprobada, con enmiendas, según se consignará más adelante, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Frei, García y Ominami.
- En votación, los numerales 1, 2, 3, 4, 5 y 6, fueron aprobados, con las modificaciones introducidas en ellos por la indicación Nº 1, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Frei y García.

- En votación, los numerales 7, 8 y 9, fueron aprobados, con las modificaciones introducidas en ellos por la indicación Nº 1, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Frei, García y Ominami.

Artículo 2º
Es del siguiente tenor:

“Artículo 2°.- Las disposiciones de la presente ley se aplicarán a los sistemas de compensación y liquidación de instrumentos financieros y, asimismo, a sus administradores y participantes, a las garantías otorgadas por estos últimos y a las órdenes de compensación comunicadas de conformidad con las normas de funcionamiento de dichos sistemas. No obstante lo anterior, las cámaras compensadoras autorizadas por el Banco Central de Chile de conformidad con el número 8 del artículo 35 de la ley N° 18.840, quedarán excluidas de la aplicación de esta ley.

La compensación podrá efectuarse a través de procedimientos bilaterales o multilaterales, los cuales se sujetarán a las disposiciones de la presente ley y a las normas de funcionamiento del sistema respectivo.

La liquidación de los saldos acreedores y deudores netos de instrumentos financieros se perfeccionará mediante anotaciones en cuenta en el registro correspondiente en caso de valores emitidos desmaterializadamente, o bien de conformidad con las normas que resulten aplicables a los instrumentos financieros de que se trate.

Toda liquidación consistente en el pago de sumas de dinero deberá realizarse con el menor riesgo de crédito o liquidez posible, de conformidad con las normas de funcionamiento del sistema. Asimismo, toda liquidación de sumas de dinero que, de conformidad con las normas de funcionamiento del respectivo sistema, deba efectuarse a través de cualquier sistema de pagos regulado por el Banco Central de Chile, se sujetará a la correspondiente reglamentación dictada o que dicte dicho organismo en el ejercicio de sus potestades legales. Sin perjuicio de lo anterior, y con el exclusivo objeto de permitir que dichas liquidaciones se efectúen mediante transferencias de fondos entre cuentas mantenidas en el Banco Central de Chile, este organismo estará facultado para abrir una o más cuentas corrientes a las entidades de contrapartida central o cámaras de compensación de instrumentos financieros a que se refiere la presente ley, actuando de conformidad con los términos y condiciones establecidos por el artículo 55 de su ley orgánica constitucional. Lo anterior no implicará, en ningún caso, el otorgamiento de facilidades de financiamiento o refinanciamiento, ni la garantía del Banco Central de Chile, respecto de las obligaciones a liquidar.

Corresponderá a la Superintendencia velar por el cumplimiento de esta ley y de las normas que la complementen, y fiscalizar a los administradores, para lo cual se estará a las normas de la presente ley y a lo previsto en el decreto ley Nº 3.538, de 1980, que crea la Superintendencia de Valores y Seguros.”.

En este artículo recayó la indicación número 2, de Su Excelencia el señor Vicepresidente de la República, para introducirle las siguientes modificaciones:

21. “a) Reemplázase el inciso primero, por el siguiente: 

22. “Artículo 2°.- La presente ley se aplicará a los sistemas de compensación y liquidación de instrumentos financieros, a las sociedades administradoras y sus participantes, a las garantías otorgadas por estos últimos y a las órdenes de compensación comunicadas de conformidad con las normas de funcionamiento de dichos sistemas. No se aplicará esta ley a las cámaras compensadoras autorizadas por el Banco Central de Chile de conformidad con el número 8 del artículo 35 de su ley orgánica, cuyo funcionamiento se regirá por la reglamentación que éste imparta.”.

23. b) Elimínanse los incisos segundo, tercero y cuarto.

24. c) Sustitúyese el inciso final, que ha pasado a ser segundo, por el siguiente, nuevo: 

25. “Corresponderá a la Superintendencia velar por el cumplimiento de esta ley y de las normas que la complementen, y fiscalizar a las sociedades administradoras, de acuerdo a las facultades que se le confieren en la presente ley y en el decreto ley Nº 3.538, de 1980, que crea la Superintendencia de Valores y Seguros.”. 

26. d) Intercálase el siguiente inciso final, nuevo:

27. “Para efectos de esta ley, los días sábado no serán considerados hábiles.”.”.

28. El Honorable Senador señor García planteó que quizás sería mejor que el artículo 2º ocupara el lugar del artículo 1º y viceversa.
El asesor, señor Micco, manifestó que la intención de comenzar con las definiciones es facilitar la comprensión del resto de proyecto.
La asesora, señora Celador, señaló que lo usual es que las leyes partan señalando su ámbito de aplicación y continúen con las definiciones, pero el proyecto en discusión es tan técnico y complejo que se prefirió partir por los conceptos fundamentales.

El asesor legislativo del Ministro, señor González, observó que debiera especificarse que la referencia a la Superintendencia en el inciso segundo, es a la de Valores y Seguros, dado que se borró la parte del numeral 2. del artículo 1º en que se establecía que se trataba de dicha repartición.

La Comisión concordó con lo expresado precedentemente y además ordenó eliminar en la parte final del mismo inciso la frase “, que crea la Superintendencia de Valores y Seguros”.
- En votación, la indicación Nº 2 fue aprobada, con las modificaciones señaladas precedentemente, según se consignará más adelante, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Frei, García y Ominami.

---

TÍTULO II

DE LOS ADMINISTRADORES Y PARTICIPANTES

29. La indicación número 3, de Su Excelencia el señor Vicepresidente de la República, respecto del Título II, para reemplazar su enunciado por el siguiente:

30. “TÍTULO II

31. DE LAS SOCIEDADES ADMINISTRADORAS Y PARTICIPANTES”.

- En votación, la indicación Nº 3 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei, y señores Frei y García.

Capítulo I

Normas Generales sobre los Administradores

32. La indicación número 4, de Su Excelencia el señor Vicepresidente de la República, respecto del Capítulo I del Título II, para reemplazar su enunciado por el siguiente:

33. “Capítulo I

34. Normas Generales sobre las Sociedades Administradoras”
- En votación, la indicación Nº 4 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei, y señores Frei y García.

---

Artículo 3º
Establece que los administradores tendrán como giro  exclusivo la dirección y operación de sistemas y podrán desarrollar las demás actividades complementarias que autorice esta ley o la Superintendencia por norma de carácter general.

 Además, dispone que sólo podrán ejercer las funciones de administrador las entidades de contraparte central y las cámaras de compensación de instrumentos financieros constituidas de conformidad a las normas de la presente ley.

35. En este artículo recayó la indicación número 5, de Su Excelencia el señor Vicepresidente de la República, para reemplazarlo por el siguiente: 

36. “Artículo 3°.- La liquidación de los saldos acreedores y deudores netos de instrumentos financieros se perfeccionará mediante anotaciones en cuenta en el registro correspondiente en caso de valores emitidos desmaterializadamente, o bien de conformidad con las normas que resulten aplicables a los instrumentos financieros de que se trate.

37. Toda liquidación deberá realizarse de acuerdo a niveles de riesgo generalmente aceptados, de acuerdo a las mejores prácticas y recomendaciones internacionales en la materia. 

38. Cuando la liquidación de sumas de dinero deba efectuarse a través de cualquier sistema de pagos regulado o autorizado por el Banco Central de Chile para esta finalidad, sujetándose a la normativa dictada por dicho organismo. Con este objeto, el Banco Central de Chile estará facultado para abrir cuentas corrientes a las sociedades administradoras de conformidad con lo establecido en el artículo 55 de su ley orgánica constitucional. Lo anterior no implicará, en ningún caso, el otorgamiento de facilidades de financiamiento o refinanciamiento, ni la garantía del Banco Central de Chile, respecto de las obligaciones a liquidar.”.
39. El asesor, señor Micco, señaló que lo que se hace en esta norma es autorizar especialmente el lugar donde se realizará la liquidación, y para estos efectos, permitir al Banco Central a abrir cuentas a nuevas instituciones, no sólo bancarias, como son las cámaras y entidades de contraparte central.
40. La Honorable Senadora señora Matthei consultó, respecto del inciso segundo, si en alguna parte queda explícitamente definido cuáles son las mejores prácticas y recomendaciones internacionales en la materia a las que se hace referencia.

41. El asesor, señor Micco, manifestó que la intención es dar un lineamiento general, y el otro elemento a considerar es que son varios organismos internacionales los que proveen los referidos lineamientos, que cambian y evolucionan constantemente, por lo que conviene dejarlo como una guía en términos generales.
42. El Honorable Senador señor García propuso que en el inciso segundo de la indicación se cambiara la expresión “de acuerdo”, la segunda vez que aparece, por el término “conforme”.

43. El Ejecutivo y el resto de los miembros presentes de la Comisión concordaron con la propuesta señalada precedentemente.

44. Asimismo, estuvieron de acuerdo en reemplazar, en el inciso tercero, la palabra “sujetándose” por la expresión “se sujetará”  y en eliminar el término “constitucional”.
- En votación, la indicación Nº 5 fue aprobada, con modificaciones, según se consignará más adelante, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei, y señores Frei y García.

Artículo 4º
Establece que el administrador de un sistema podrá hacerse cargo de la dirección y operación de otros sistemas, debiendo en todo caso observar las instrucciones que imparta la Superintendencia con la finalidad de propender a la mejor gestión de riesgos y a la eficiencia de los sistemas respectivos.

45. En este artículo recayó la indicación número 6, de Su Excelencia el señor Vicepresidente de la República, para reemplazarlo por el siguiente: 

46. “Artículo 4°.- La administración de sistemas de compensación y liquidación de instrumentos financieros sólo podrá ser ejercida por sociedades administradoras constituidas como entidades de contraparte central o cámaras de compensación de instrumentos financieros de conformidad a la presente ley. 

47. Sin perjuicio de lo anterior, las sociedades administradoras podrán además administrar otros sistemas, siempre que en ellos no se constituya en acreedora y deudora de los saldos netos derivados de las órdenes de compensación aceptadas por tales sistemas. 

48. Las infracciones a este artículo se sancionarán con las penas contempladas en el artículo 60 de la ley N° 18.045, de mercado de valores.”.

49. El asesor, señor Micco, indicó que lo que se hace en esta disposición es definir quiénes pueden ser administradores de los sistemas, estableciéndose que deben tener giro exclusivo. Asimismo, se aclara que las sociedades administradoras podrán administrar más de un sistema que fue una de las sugerencias efectuadas durante las audiencias que realizó la Comisión para recibir comentarios sobre el proyecto.

50. La Honorable Senadora señora Matthei manifestó que de la redacción propuesta en la indicación no queda muy claro que el giro de las sociedades sea exclusivo y excluyente, y que lo que debe exigirse es que tengan patrimonios separados cuando actúan como cámara o como entidad de contraparte central.

51.  El asesor, señor Micco, expuso que lo que se pretende es que quede claro que una entidad de contraparte central puede constituirse también como una cámara de compensación.

52. La Honorable Senadora señora Matthei planteó que debiera indicarse, cuando se dice que las sociedades pueden administrar otros sistemas, que esos sistemas son de los que contempla el proyecto de ley en discusión.

53. Los representantes del Ejecutivo concordaron con lo precedentemente expresado.

54. La Honorable Senadora señora Matthei señaló que debiera buscarse una redacción más general cuando se establece que las sociedades administradoras no pueden constituirse en acreedoras y deudoras de los saldos netos derivados de las órdenes de compensación aceptadas, disponiendo que no se mezclen tipos de riesgos de las distintas operaciones o algo similar.

55. El asesor, señor Micco, indicó que más adelante se incorpora el que deben existir patrimonios separados entre los distintos sistemas para evitar el traspaso de riesgos.

El Honorable Senador señor García manifestó entender que una entidad de contraparte central puede tener cámaras de compensación, pero que una cámara de compensación no puede constituirse en entidad de contraparte central, y si es así le parece que la redacción está correcta.

La asesora, señora Celador, expresó que, efectivamente, una entidad de contraparte central puede tener cámaras de compensación, y además una cámara de compensación puede constituir otras cámaras del mismo tipo.

La Honorable Senadora señora Matthei consultó si una entidad de contraparte central puede tener la propiedad de otras entidades de contraparte central.

El asesor, señor Micco, explicó que no es posible la situación planteada precedentemente porque no se quiere mezclar riesgos asumidos.

La Honorable Senadora señora Matthei planteó que sería mejor especificar y explicitar las situaciones señaladas precedentemente.

El asesor, señor Micco, sostuvo que la redacción propuesta por la indicación refleja lo planteado por la Honorable Senadora señora Matthei, y fue concordada con asesores de varias instituciones técnicas.

El Honorable Senador señor García expuso que la indicación debiera aprobarse con el agregado propuesto más atrás por la Honorable Senadora señora Matthei para que a continuación de la palabra “sistemas”, la primera vez que aparece en el inciso segundo de la indicación, se incorpore la frase “de los definidos en esta ley”.

La Honorable Senadora señora Matthei consideró bajas las sanciones contempladas por la indicación en discusión, comentó que los castigos para quienes juegan con dineros ajenos debieran comenzar a aumentarse y propuso que la referencia al artículo 60 de la ley Nº 18.045 se cambie al artículo 59 de la misma ley que contempla sanciones más altas.

- En votación, la indicación Nº 6 fue aprobada, con las modificaciones indicadas anteriormente, como se consignará en su oportunidad, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei, y señores Frei y García.

Artículo 5º
Su texto es el siguiente:

“Artículo 5°.- Los administradores se constituirán como sociedades anónimas especiales, de conformidad a lo establecido en el artículo 126 de la ley N° 18.046, sobre sociedades anónimas, y se regirán por las normas aplicables a las sociedades anónimas abiertas en lo que no fuere contrario a la presente ley.

Las solicitudes de autorización de existencia de los administradores deberán acompañar los siguientes antecedentes:

1. Copia autorizada de su escritura de constitución.

2. Copia de los antecedentes que den cuenta del capital pagado mínimo.

3. Plan general de funcionamiento, describiendo los elementos operacionales del sistema o sistemas a administrar.

4. Modelo de contrato de adhesión al sistema que pretenda celebrar con sus participantes.

5. Un estudio tarifario de conformidad con lo señalado en el inciso siguiente.

6. Los demás que determine la Superintendencia a través de normas de carácter general.

Para pronunciarse sobre la autorización de existencia de un administrador, la Superintendencia dispondrá del plazo de 90 días hábiles bancarios contado desde la fecha de la presentación de los documentos señalados. Dicho plazo se suspenderá si la Superintendencia solicita información adicional, realiza observaciones o instruye alguna modificación por no ajustarse a las disposiciones legales o administrativas aplicables, reanudándose el transcurso del plazo cuando se haya cumplido dicho trámite. Vencido el plazo de 90 días anterior sin que la Superintendencia hubiere rechazado la solicitud presentada, y subsanados los defectos o atendidas las observaciones formuladas, en su caso, se podrá requerir la aplicación del silencio administrativo positivo en la forma señalada en la ley N° 19.880, que establece bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los órganos de la Administración del Estado.”.

En este artículo recayó la indicación número 7, de Su Excelencia el señor Vicepresidente de la República, para introducirle las siguientes modificaciones:

56. “a) Reemplázanse las expresiones “los administradores” por “las sociedades administradoras” en todas las ocasiones en que aparece.

57. b) Sustitúyense los numerales 1 y 2, por el siguiente número 1, nuevo, pasando el actual número 3, a ser número 2:

58. “1. Antecedentes que den cuenta de su constitución y del capital pagado mínimo.”.

59. c) Elimínanse los números 4 a 6.
d) Reemplázase, en el inciso final, la expresión “90 días hábiles bancarios” por “30 días hábiles” las dos ocasiones en que aparece y para intercalar la frase “los antecedentes acompañados” entre las expresiones “por no ajustarse” y “a las disposiciones legales”.”.

El asesor, señor Micco, señaló que la norma indica cuáles antecedentes deben presentarse al efectuarse la solicitud de autorización de existencia, y la indicación traspasa algunos documentos que se pedían con la solicitud al momento de presentar las normas generales de funcionamiento.

- En votación, la indicación Nº 7 fue aprobada, con modificaciones, según se consignará en su oportunidad, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei, y señores Frei y García.
---

Artículo 6º, nuevo
60. La indicación número 7 bis, de Su Excelencia el señor Vicepresidente de la República, para intercalar el siguiente artículo 6°, nuevo, modificando correlativamente la numeración de los artículos siguientes:

61. “Artículo 6°.- Los accionistas que, en cualquier momento, adquieran una participación igual o superior al 10% de las acciones emitidas con derecho a voto de la sociedad administradora deberán cumplir los siguientes requisitos:

62. a) No haber incurrido en conductas graves o reiteradas que puedan poner en riesgo la estabilidad de la entidad que se proponen constituir o la seguridad de sus operaciones.

63. b) No haber tomado parte en actuaciones, negociaciones o actos jurídicos de cualquier clase, contrarios a las leyes, normas o sanas prácticas financieras o mercantiles que imperan en Chile o en el extranjero. 

64. c) No encontrarse en alguna de las situaciones siguientes: 

65. i) Que se trate de un fallido no rehabilitado; 

66. ii) Que en los últimos quince años, contados desde la fecha de solicitud de la autorización, haya sido director, gerente, ejecutivo principal o accionista mayoritario directamente o a través de terceros, de una entidad bancaria, de una compañía de seguros del segundo grupo o de una Administradora de Fondos de Pensiones que haya sido declarada en liquidación forzosa o quiebra, según corresponda, o sometida a administración provisional, respecto de la cual el Fisco o el Banco Central de Chile hayan incurrido en considerables pérdidas. No se considerará para estos efectos la participación de una persona por un plazo inferior a un año;

67. iii) Que registre protestos de documentos no aclarados en los últimos cinco años en número o cantidad considerable; 

68. iv) Que haya sido condenado o se encuentre bajo acusación formulada en su contra por cualquiera de los siguientes delitos: 

69. (1) contra la propiedad o contra la fe pública; 

70. (2) contra la probidad administrativa, contra la seguridad nacional, delitos tributarios, aduaneros, y los contemplados en las leyes contra el terrorismo y el lavado de activos; 

71. (3) los contemplados en la ley N° 18.045, ley N° 18.046, decreto ley N° 3.500, de 1980, ley N° 18.092, ley N° 18.840, decreto con fuerza de ley N° 707, de 1982, ley N° 4.287, ley N° 5.687, ley N° 18.175, ley N° 18.690, ley N° 4.097, ley N° 18.112, decreto con fuerza de ley N° 251, de 1931, las leyes sobre Prenda, y en esta ley; 

72. v) Que haya sido condenado a pena aflictiva o de inhabilitación para desempeñar cargos u oficios públicos, y

73. vi) Que se le haya aplicado, directamente o a través de personas jurídicas, cualquiera de las siguientes medidas, siempre que los plazos de reclamación hubieren vencido o los recursos interpuestos en contra de ellas hubiesen sido rechazados por sentencia ejecutoriada:

74. (1) que se haya declarado su liquidación forzosa o se hayan sometido sus actividades comerciales a administración provisional, o 

75. (2) que se le haya cancelado su autorización de operación o existencia, o su inscripción en cualquier registro requerido para operar o para realizar oferta pública de valores, por infracción legal.

Tratándose de una persona jurídica, los requisitos establecidos en este artículo se considerarán respecto de sus controladores, socios o accionistas mayoritarios, directores, administradores, gerentes y ejecutivos principales, a la fecha de la solicitud.

76. La Superintendencia verificará el cumplimiento de estos requisitos, para lo cual podrá solicitar que se le proporcionen los antecedentes que señale; y en caso de rechazo, deberá justificarlo por resolución fundada.”.
El asesor, señor Micco, manifestó que la intención del nuevo artículo es establecer, respecto de los accionistas con más del 10% de la propiedad, las mismas exigencias requeridas para personas en la misma condición respecto de Bancos o Compañías de Seguros.

- En votación, la indicación Nº 7 bis fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei, y señores Frei y García.

---

Artículo 7º
(Artículo 6º del texto aprobado por la Honorable Cámara de Diputados)
Es del siguiente tenor:

“Artículo 6°.- Una vez obtenida la autorización de existencia a que se refiere el artículo anterior, el administrador deberá contar con normas de funcionamiento para cada sistema, que establezcan los resguardos necesarios para que la compensación y liquidación se efectúen oportunamente. Tales normas serán aprobadas por la Superintendencia de conformidad a lo establecido en los incisos siguientes y deberán regular, a lo menos, las siguientes materias:

1. Los requisitos que deberán cumplir los participantes del sistema, los que deberán ser de carácter general, objetivo y no discriminatorio, no pudiendo establecer diferencias en el tratamiento de los participantes según sean o no accionistas del administrador.

2. Los medios y sistemas de comunicación que permitan la interconexión del sistema con sus participantes, con el sistema de pagos y en general con cualquier persona, natural o jurídica, nacional o extranjera, a fin de hacer expedita y segura la ejecución de las órdenes de compensación.

3. Los instrumentos financieros que podrán ser objeto de compensación en el sistema.

4. El momento, requisitos y condiciones conforme a los cuales se comunicarán y se entenderán aceptadas las órdenes de compensación ingresadas al sistema. Dicha aceptación no podrá tener lugar después de la fecha de la transacción.

5. Los plazos y procedimientos a través de los cuales se llevará a cabo la compensación por parte del sistema y la posterior liquidación.

6. La política de gestión de riesgos operacionales, financieros o de cualquier tipo.

7. Los procedimientos necesarios para asegurar que la liquidación final de los resultados netos de cada ciclo de compensación pueda llevarse a cabo de forma oportuna.

8. Las garantías que deberán ser proporcionadas por los participantes, las que serán fácilmente liquidables; así como la forma y casos en que se procederá a la asignación y realización de dichas garantías.

Las garantías referidas en los artículos 28 a 35 siguientes, más los fondos de reserva definidos en el artículo 11, deben ser los adecuados para mitigar los riesgos del sistema. El reglamento de esta ley establecerá normas mínimas sobre los bienes susceptibles de ser otorgados en garantía y su valorización.

9. Las medidas que se adoptarán en caso de incumplimiento de las obligaciones por parte de los participantes, incluyendo las sanciones que serán aplicadas en caso de infracción de las normas de funcionamiento y el procedimiento para aplicarlas.

10. La organización y funcionamiento de los comités señalados en el artículo 7°.

11. La forma en que se resguardará la continuidad operacional del sistema.

12. Las demás que establece la presente ley o que determine la Superintendencia a través de normas de carácter general.”.

77. En este artículo recayó la indicación número 8, de Su Excelencia el señor Vicepresidente de la República, para reemplazar el actual artículo 6°, que ha pasado a ser 7°, por el siguiente:

78. “Artículo 7°.- Las sociedades administradoras deberán presentar a la aprobación de la Superintendencia las normas de funcionamiento y un estudio tarifario de cada uno de los sistemas que administren.

79. Todo sistema deberá contar con normas de funcionamiento que contemplen, a lo menos, las siguientes materias:

80. 1. El contrato tipo para la adhesión de un participante al sistema y los requisitos para ser partícipe, los que deberán ser de carácter general, objetivo y sin discriminación arbitraria, no pudiendo establecer diferencias según sean o no accionistas del administrador. 

81. 2. Los medios y sistemas de comunicación que aseguren la interconexión del sistema con sus participantes, con el sistema de pagos y en general con cualquier persona jurídica, nacional o extranjera, a fin de hacer expedita y segura la ejecución de las órdenes de compensación.

82. 3. Los instrumentos financieros que podrán ser objeto de compensación en el sistema.

83. 4. El momento, requisitos y condiciones conforme a los cuales se comunicarán y se entenderán aceptadas las órdenes de compensación ingresadas al sistema. 

84. 5. Los plazos y procedimientos a través de los cuales se llevará a cabo la compensación y la posterior liquidación.

85. 6. La política y los procedimientos de gestión de riesgos.

86. 7. Los procedimientos necesarios para asegurar que la liquidación final de los resultados netos de cada ciclo de compensación, pueda llevarse a cabo de forma íntegra y oportuna.

87. 8. Las garantías que deberán ser proporcionadas por los participantes, así como la forma y casos en que se procederá a la asignación y realización de dichas garantías. La Superintendencia autorizará los bienes susceptibles de ser otorgados en garantía y la forma de valorizarlos.

88. 9. Las medidas que se adoptarán en caso de incumplimiento de las obligaciones por parte de los participantes, incluyendo las sanciones que serán aplicadas en caso de infracción de las normas de funcionamiento y el procedimiento para su aplicación.

89. 10. La organización y funcionamiento de los comités señalados en el artículo 8°.

90. 11. Las medidas que se adoptarán para resguardar la continuidad operacional del sistema.

91. Lo anterior es sin perjuicio de la facultad de la Superintendencia para impartir las instrucciones y normas que estime necesarias para el cumplimiento de los objetivos de la presente ley.

92. Asimismo, las sociedades administradoras deberán proporcionar un estudio tarifario, los que serán de conocimiento público. La estructura de tarifas que serán cobradas por los servicios que presten se respaldarán en el mencionado estudio tarifario. Las tarifas deberán fundamentarse en los ingresos y costos relevantes proyectados por la sociedad administradora para su normal funcionamiento, el cual deberá tener en consideración los principios de equilibrio financiero de la empresa y de equidad entre los participantes. Los contenidos mínimos para la elaboración del estudio serán establecidos por la Superintendencia a través de norma de carácter general. El referido estudio deberá ser actualizado a lo menos cada dos años y cada vez que la entidad ajuste sus tarifas, o a requerimiento de la Superintendencia.”.

- La indicación número 8 fue retirada por el Ejecutivo.
93. Posteriormente, se presentó la indicación número 8 bis, de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, para reemplazar el actual artículo 6°, que ha pasado a ser 7°, por el siguiente:

94. “Artículo 7°.- Las sociedades administradoras deberán presentar a la Superintendencia las normas de funcionamiento y un estudio tarifario de cada uno de los sistemas que administren.

95. Todo sistema deberá contar con normas de funcionamiento que contemplen, a lo menos, las siguientes materias:

96. 1. El contrato tipo para la adhesión de un participante al sistema y los requisitos para ser partícipe, los que deberán ser de carácter general, objetivo y sin discriminación arbitraria, no pudiendo diferenciar según sean o no accionistas del administrador. 

97. 2. Los medios y sistemas de comunicación que aseguren la interconexión del sistema con sus participantes, con el sistema de pagos y en general con cualquier persona jurídica, nacional o extranjera, a fin de hacer expedita y segura la ejecución de las órdenes de compensación.

98. 3. Los instrumentos financieros que podrán ser objeto de compensación en el sistema.

99. 4. El momento, requisitos y condiciones conforme a los cuales se comunicarán y se entenderán aceptadas las órdenes de compensación ingresadas al sistema, así como los casos excepcionales y la forma en que las partes podrán resciliar o modificar de mutuo acuerdo tales órdenes. 

100. 5. Los plazos y procedimientos a través de los cuales se llevará a cabo la compensación y la posterior liquidación.

101. 6. Los procedimientos de gestión de riesgos.

102. 7. Los procedimientos necesarios para asegurar que la liquidación final de los resultados netos de cada ciclo de compensación, pueda llevarse a cabo de forma íntegra y oportuna.

103. 8. Las garantías que deberán ser proporcionadas por los participantes, así como la forma y casos en que se procederá a la asignación y realización de dichas garantías. La Superintendencia autorizará los bienes susceptibles de ser otorgados en garantía y la forma de valorizarlos.

104. 9. Las medidas que se adoptarán en caso de incumplimiento de las obligaciones por parte de los participantes, incluyendo las sanciones que serán aplicadas en caso de infracción de las normas de funcionamiento y el procedimiento para su aplicación.

105. 10. La organización y funcionamiento de los comités señalados en el artículo 8°.

106. 11. Las medidas que se adoptarán para resguardar la continuidad operacional del sistema.

107. Lo anterior es sin perjuicio de la facultad de la Superintendencia para impartir las instrucciones y normas que estime necesarias para el cumplimiento de los objetivos de la presente ley.

108. Las sociedades administradoras deberán proporcionar un estudio tarifario, el que será de conocimiento público. Las tarifas deberán fundamentarse en los ingresos y costos relevantes proyectados por la sociedad administradora y tener en consideración los principios de equilibrio financiero de la empresa y de equidad entre los participantes. Los contenidos mínimos para la elaboración del estudio serán establecidos por la Superintendencia a través de norma de carácter general. El referido estudio deberá ser actualizado a lo menos cada dos años y cada vez que la entidad ajuste sus tarifas, o a petición fundada de la Superintendencia.”.

La Honorable Senadora señora Matthei consultó, con relación al inciso primero de la norma propuesta por la indicación, si el estudio tarifario se refiere a los precios que se cobrarán a los usuarios, y si el mismo contemplará la reajustabilidad y cómo se podrá modificar el mismo.

El asesor del Ministerio de Hacienda, señor Micco, manifestó que el mencionado estudio dice relación con las tarifas que se cobrarán a los participantes y que contemplará la reajustabilidad de las mismas. Además, señaló que si se quiere modificar las tarifas se debe presentar un nuevo estudio que justifique dicho cambio ante la Superintendencia de Valores y Seguros. 

La Honorable Senadora señora Matthei inquirió, respecto al número 2 de la norma propuesta por la indicación, si las sociedades administradoras deberán asegurar la interconexión con cualquier y con toda persona jurídica.

El asesor, señor Micco, expresó que la idea es que en forma previa se establezcan condiciones objetivas de capacidad de conexión que también son reguladas por la Superintendencia.

La Honorable Senadora señora Matthei planteó que la forma en que está redactado el referido numeral hace pensar que existe una obligación del sistema de poder conectarse con cualquier persona jurídica nacional o extranjera. 

El asesor, señor Micco, indicó que se trata de establecer condiciones mínimas de interconexión que son reguladas por la Superintendencia, de forma que no quede entregado al arbitrio de cada sistema su conexión con los diferentes participantes.

La Honorable Senadora señora Matthei sostuvo que la explicación precedente es satisfactoria pero que debe cambiarse la redacción del numeral porque da a entender algo distinto.

El asesor, señor Micco, propuso mantener el término original “permitan”, excluyendo la palabra “aseguren” de la referida indicación.

La Comisión concordó con la propuesta precedentemente señalada por la unanimidad de sus miembros presentes.

El Honorable Senador señor García expuso que la frase final del numeral 8 propuesto por la indicación podría estar de más, dado que la Superintendencia tiene que aprobar todo lo relativo a las normas de funcionamiento de las sociedades administradoras y, por consiguiente, lo referido a las garantías y los bienes que las constituyen.

El asesor, señor Micco, manifestó que la intención de la norma es que se entreguen garantías con un cierto grado de liquidez y que sea la Superintendencia la que vele por el cumplimiento de dicho objetivo.
La Honorable Senadora señora Matthei recordó que pueden haber accionistas que al mismo tiempo sean dueños de las sociedades y participantes del sistema, por lo que si realmente se quiere garantizar que accionistas y no accionistas serán tratados de la misma forma, sin sesgos respecto de los riesgos, es necesario que existan normas como las que se discute.

El Honorable Senador señor García señaló estar de acuerdo con que exista una norma como la del numeral 8, sólo que piensa que debería incluirse dentro de las facultades de la SVS y no en esta parte del articulado.

El asesor legislativo del Ministerio, señor González, expresó que la facultad genérica de la SVS se encuentra a continuación del numeral 11 del presente artículo, pero que por tratarse de una materia especial como las garantías, se prefirió dejarla expresamente establecida en el referido numeral.

El asesor, señor Micco, indicó que la norma en cuestión da más flexibilidad para poder cambiar las garantías o su valorización en el tiempo, para lo que bastará la autorización de la SVS sin tener que cambiar toda la normativa del sistema.

La Honorable Senadora señora Matthei señaló, con relación al inciso final del artículo en discusión, que cuando se trata de tarifas el concepto de equidad entre los participantes no es relevante, sino que lo fundamental son los costos que cada participante genera.

El asesor, señor Micco, sostuvo que la intención de la norma es el que expresó la Honorable Senadora, que implica que a participantes que incurren en los mismos costos no se los discrimine.

La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, acordó sustituir en el inciso final de la indicación la frase “equidad entre los participantes” por “no discriminación arbitraria”.

- En votación, la indicación Nº 8 bis fue aprobada, con enmiendas, según se consignará más adelante, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Frei, García y Muñoz Aburto.
- En votación, los numerales 1, 2, 3, 4, 5 y 6, fueron aprobados, con las modificaciones introducidas en ellos por la indicación Nº 8 bis, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Frei, García y Muñoz Aburto.

- En votación, los numerales 7, 8, 9, 10 y 11 fueron aprobados, con las modificaciones introducidas en ellos por la indicación Nº 8 bis, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Frei y García.
Artículo 8º
(Artículo 7º del texto aprobado por la Honorable Cámara de Diputados)
Su texto es el siguiente:

“Artículo 7°.- Las normas de funcionamiento deberán contemplar, a lo menos, la organización y funcionamiento de los siguientes comités:

1. Un comité de auditoría, encargado de supervisar el cumplimiento de las normas de funcionamiento en sus aspectos operativos;

2. Un comité disciplinario, encargado de proponer o aplicar las sanciones por las infracciones a las normas de funcionamiento, el que estará integrado por personas que ofrezcan garantía de imparcialidad;

3. Un comité de riesgos, encargado de evaluar y proponer mejoras a las políticas de gestión y control de riesgos del sistema. Este comité estará integrado mayoritariamente por representantes designados por los participantes, sean o no accionistas del mismo. El derecho de los participantes a elegir a sus representantes se otorgará según los riesgos en que aquéllos incurran por la liquidación en el sistema. El procedimiento de elección se determinará en las normas de funcionamiento.

Los comités estarán integrados por un mínimo de 3 miembros cada uno y presentarán sus propuestas, evaluaciones e informes al directorio. Las normas de funcionamiento contemplarán los requisitos de independencia, idoneidad y experiencia profesional que deberán cumplir los miembros de cada comité, además de precisar su número y si serán o no directores.

El directorio del administrador determinará un presupuesto de gastos de funcionamiento de los comités, que será aprobado por la junta ordinaria de accionistas del administrador. Los comités podrán requerir la contratación de asesorías de profesionales externos para el desarrollo de sus labores, conforme al referido presupuesto.”.
En este artículo recayó la indicación número 9, de Su Excelencia el señor Vicepresidente de la República, para introducirle las siguientes modificaciones al actual artículo 7°, que ha pasado a ser 8°:
Elimínase, en el número 1, la expresión “en sus aspectos operativos”.

Suprímese, en el número 2, la expresión “o participar” y para agregar la expresión “a los participantes” a continuación de la palabra “sanciones”. 

Elimínase, en el número 3, la expresión “del mismo” y reemplazar la expresión “los riesgos en que aquéllos incurran por la liquidación en el sistema” por la expresión “los riesgos a que aquéllos estén expuestos en el sistema”.

Suprímese, en el inciso segundo, la expresión “propuestas, evaluaciones e” y para intercalar la expresión “de la sociedad administradora” a continuación de las expresiones “al directorio” y “directores”.

109.                                                 Elimínase el inciso final.
- La indicación número 9 fue retirada por el Ejecutivo.
110. Posteriormente, se presentó la indicación número 9 bis, de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, para introducirle las siguientes modificaciones al actual artículo 7°, que ha pasado a ser 8°:
Elimínase, en el número 1, la expresión “en sus aspectos operativos”.

Suprímense, en el número 2, la expresión “o aplicar” y la frase “, el que estará integrado por personas que ofrezcan garantía de imparcialidad” y para agregar la expresión “a los participantes” a continuación de la palabra “sanciones”. 

Elimínase, en el número 3, la expresión “del mismo” y reemplazar la expresión “los riesgos en que aquéllos incurran por la liquidación en el sistema” por la expresión “los riesgos a que aquéllos estén expuestos en el sistema”.

Suprímense, en el inciso segundo, las expresiones “cada uno” y “propuestas, evaluaciones e” y para intercalar la expresión “de la sociedad administradora” a continuación de las expresiones “al directorio” y “directores”.

Elimínase el inciso final.

La Honorable Senadora señora Matthei expresó que el más complejo de los comités es el de riesgos y, en su opinión, en forma correcta se les da derecho de elección a los participantes, aunque debiera distinguirse entre las sociedades administradoras que toman riesgos y las que no, porque cuando se trata de una entidad de contraparte central la mayoría de los representantes debieran ser designados por los representantes de la entidad.

El asesor, señor Micco, sostuvo que la idea es que en el referido comité estén representados quienes ponen en juego su patrimonio, y por eso deben estar los participantes, dado que parte importante de la seguridad de estos sistemas se basa en las garantías que coloca cada participante, por lo que si no se exigen muchas garantías el peso de los participantes en el comité será menor. Además, recordó que las normas de funcionamiento deberán ser aprobadas por la SVS y el Banco Central, de forma que podrán balancear la representación en el comité de acuerdo a los riesgos que tome cada uno. 

La Honorable Senadora señora Matthei planteó que, a pesar de considerar correcto lo señalado por el señor Micco, cuando se trata de una entidad de contraparte central se presentan conflictos de interés porque es la sociedad administradora la que se constituye en deudora y acreedora, tomando los riesgos, por lo que necesitará la mayor cantidad posible de garantías y a los participantes les convendrá otorgar la menor cantidad posible de las mismas, y en ese caso no le parece correcto asegurar la mayoría de los representantes a los participantes.

El asesor, señor Micco, manifestó estar completamente de acuerdo con lo planteado precedentemente, y observó que el referido comité estará encargado de evaluar y proponer mejoras, las que siempre requerirán de la aprobación de la sociedad administradora que es la que toma las decisiones.

El Honorable Senador señor García consultó qué significa que el derecho de los participantes a elegir sus representantes se otorgará según los riesgos a que aquéllos estén expuestos en el sistema. 

El asesor, señor Micco, indicó que el comité puede estar integrado tanto por liquidadores como por quienes participan en la administración del sistema, y podría darse el caso, por ejemplo, que los Bancos participen de un sistema como liquidadores y como administradores del mismo. Añadió que lo fundamental es que la representación en el comité esté equilibrada en relación a los riesgos del mismo.

El Honorable Senador señor García preguntó si existirá una ponderación de los votos en relación a los riesgos para efectos de elegir a los representantes en el comité.

El asesor, señor Micco, expuso que existirá una ponderación de los riesgos a efectos de determinar la integración del comité, y que la misma estará establecida en las normas de funcionamiento del sistema las que siempre deben ser aprobadas por los administradores, lo que balancea el poder de determinación de unos y otros.

En la sesión siguiente, se presentó la indicación número 9 ter, de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, para reemplazar, en el numeral 3 del actual artículo 7°, que ha pasado a ser 8°,  las oraciones “El derecho de los participantes a elegir a sus representantes se otorgará según los riesgos en que aquéllos incurran por la liquidación en el sistema. El procedimiento de elección se determinará en las normas de funcionamiento.” por la siguiente oración: “Su composición y procedimiento de elección se determinará en las normas de funcionamiento”.

- En votación, la indicación Nº 9 bis fue aprobada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Frei y García, a excepción de la parte que reemplaza la expresión “los riesgos en que aquéllos incurran por la liquidación en el sistema” por la expresión “los riesgos a que aquéllos estén expuestos en el sistema”, la que fue rechazada con igual votación.
- En votación, la indicación Nº 9 ter fue aprobada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, Frei y García.
Artículo 9º
(Artículo 8º del texto aprobado por la Honorable Cámara de Diputados)
Dispone que la política de gestión de riesgos de cada sistema será establecida por el directorio del administrador, considerando la propuesta del comité de riesgos señalado en el artículo anterior, la que será pública. El directorio deberá enviar al comité de riesgos respuesta escrita a la propuesta de éste.

111. En este artículo recayó la indicación número 10, de Su Excelencia el señor Vicepresidente de la República, para reemplazar, en el actual artículo 8°, que ha pasado a ser 9°, la expresión “del administrador” por “de la sociedad administradora” y la expresión “, la que será pública” por la frase “.Dicha política se hará pública en la forma que señale la Superintendencia mediante norma de carácter general.”.

La Honorable Senadora señora Matthei consultó que pasa cuando hay conflictos de intereses claros entre el directorio de la sociedad administradora y el comité de riesgos.
El asesor, señor Micco, señaló que los participantes, si ven que una sociedad está actuando alejada de las normas de seguridad del sistema, pueden abstenerse de operar en el mismo, dado que la liquidación de las garantías es diaria. Estimó que existe un sano equilibrio porque los liquidadores pueden proponer medidas a la administradora, a la que le será difícil oponerse salvo que tenga fundadas razones, caso contrario los liquidadores todavía tienen el resguardo de abstenerse de operar en el sistema.

El Honorable Senador señor García consultó si no debiera disponerse que al inicio de la operación de una sociedad administradora la política de gestión de riegos será establecida por una norma de carácter general de la SVS, dado que el comité de riesgos sólo comenzará a funcionar una vez que la sociedad administradora esté operando.

El asesor, señor Micco, expresó que debe distinguirse cuando se constituye la sociedad del momento en que comienza a operar, puesto que son momentos separados y requieren del cumplimiento de requisitos diferentes, por lo que en el intertanto se puede elaborar la referida política de gestión de riesgos.

- En votación, la indicación Nº 10 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Frei y García.
Artículos 10 y 11
(Artículos 9º y 10 del texto aprobado por la Honorable Cámara de Diputados)
Sus textos son los siguientes:

“Artículo 9°.- La Superintendencia aprobará las normas de funcionamiento y sus modificaciones, en forma previa a su entrada en vigencia. Para efectos de lo anterior, la Superintendencia consultará al Banco Central de Chile y a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, quienes podrán informar respecto de los efectos que las normas de funcionamiento puedan producir para el normal funcionamiento de los pagos internos y externos o la estabilidad del sistema financiero, o para la estabilidad y solvencia de los bancos e instituciones financieras, respectivamente, conforme al plazo que para este efecto determine la Superintendencia, el cual no podrá ser inferior a 30 días hábiles bancarios.

Para pronunciarse sobre las normas de funcionamiento, la Superintendencia dispondrá del plazo de 90 días hábiles bancarios contado desde la fecha de la presentación de los documentos señalados. Dicho plazo se suspenderá si la Superintendencia solicita información adicional, realiza observaciones o instruye alguna modificación por no ajustarse a las disposiciones legales o administrativas aplicables, reanudándose el transcurso del plazo cuando se haya cumplido dicho trámite. Vencido el plazo de 90 días anterior sin que la Superintendencia hubiere rechazado la solicitud presentada, y subsanados los defectos o atendidas las observaciones formuladas, en su caso, se podrá requerir la aplicación del silencio administrativo positivo en la forma señalada en la ley N° 19.880, que establece bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los órganos de la Administración del Estado.

Artículo 10.- Obtenida la autorización de existencia y la aprobación de las normas de funcionamiento a que se refieren los artículos anteriores, la Superintendencia comprobará si el administrador se encuentra preparado para iniciar sus actividades y, especialmente, si cuenta con las instalaciones, los recursos profesionales y tecnológicos, y con los procedimientos y controles necesarios para emprender adecuadamente sus funciones.

La Superintendencia deberá pronunciarse respecto de la solicitud de que trata este artículo, en la forma y dentro del plazo de 90 días establecido en el artículo 9° de la presente ley, procediendo, en iguales términos y condiciones, lo señalado en relación con el Banco Central de Chile y la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras.

Cumplidos los requisitos señalados en el inciso anterior, la Superintendencia, dentro de un plazo de 30 días, concederá la autorización de funcionamiento y podrá fijar un plazo no superior a 180 días para que el administrador inicie sus actividades, lo que lo habilitará para dar comienzo a sus operaciones y le conferirá las facultades e impondrá las obligaciones establecidas en esta ley.”.
112. En estos artículos recayó la indicación número 11, de Su Excelencia el señor Vicepresidente de la República, para reemplazar los actuales artículos 9° y 10, que han pasado a ser 10 y 11, por los siguientes, nuevos:

113. “Artículo 10.- La Superintendencia, previo acuerdo favorable del Consejo del Banco Central de Chile, aprobará las normas de funcionamiento y sus modificaciones, en forma previa a su entrada en vigencia. Para efectos de lo anterior, una vez recibida la solicitud de aprobación de las normas de funcionamiento o sus modificaciones, en su caso, la Superintendencia remitirá copia de tales antecedentes al Banco Central de Chile, quien deberán pronunciarse respecto de los efectos que las normas de funcionamiento o sus modificaciones, en su caso, puedan producir para el normal funcionamiento de los pagos internos y externos, la estabilidad del sistema financiero, la estabilidad y solvencia de las empresas bancarias y, en general, para cualquier materia de su competencia.

114. Artículo 11.- Las sociedades administradoras deberán cumplir las siguientes normas:

115. 1. Deberán llevar su contabilidad separadamente de la que lleven respecto de los fondos de garantía y fondos de reserva que administren, en la forma que determine la Superintendencia mediante norma de carácter general.

116. 2. Deberán llevar registro de todas las operaciones realizadas por los sistemas que administren y la demás información que determine la Superintendencia;

117. 3. Su directorio estará integrado por un número mínimo de siete miembros.

118. 4. Deberán constituir fondos de reserva por cada sistema que administren, para responder a los participantes del correcto y cabal cumplimiento de sus obligaciones. Los bienes que integren dichos fondos de reserva constituirán patrimonios de afectación exclusiva para la garantía de tales obligaciones y no serán susceptibles de reivindicación, embargo, medida prejudicial o precautoria u otras limitaciones al dominio por causa alguna, ni podrán estar sujetos a otros gravámenes o prohibiciones que los establecidos por las normas de funcionamiento, las que determinarán asimismo los casos y forma en que tales bienes serán ejecutados para cumplir las obligaciones que garanticen. La Superintendencia, mediante norma de carácter general, determinará la forma de constitución y los montos de los fondos de reserva en relación a los riesgos asumidos por las sociedades administradoras, los que no podrán superar el equivalente al mayor saldo deudor neto de los participantes del sistema, de acuerdo a las prácticas y principios de gestión de riesgos de aceptación general en Chile y el extranjero. 

119. 5. Deberán cumplir y hacer cumplir a los participantes del sistema, la presente ley y las demás disposiciones que sean dictadas conforme a ésta, así como las normas de funcionamiento respectivas.

120. 6. Proporcionarán a la Superintendencia toda la información que ésta solicite en ejercicio de sus funciones de supervigilancia y fiscalización. 

121. 7. Responderán hasta de la culpa leve por los perjuicios que causaren a los participantes por incumplimiento de cualquiera de sus obligaciones.”.

- La indicación número 11 fue retirada por el Ejecutivo.
122. Posteriormente, se presentó la indicación número 11 bis, de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, para refundir los actuales artículos 9° y 10, en el siguiente artículo 10, nuevo:

123. “Artículo 10.- La Superintendencia, previo acuerdo favorable del Consejo del Banco Central de Chile, aprobará las normas de funcionamiento y sus modificaciones. Para efectos de lo anterior, una vez recibida la solicitud de aprobación de las normas de funcionamiento o sus modificaciones, en su caso, la Superintendencia remitirá copia de tales antecedentes al Banco Central de Chile, quien deberá pronunciarse respecto de las materias de su competencia.

124. Asimismo, en forma previa a la aprobación de las normas de funcionamiento o sus modificaciones, la Superintendencia consultará a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras.

125. El Banco Central de Chile y la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras dispondrán de un plazo de 60 días hábiles para manifestar sus observaciones a la Superintendencia.

126. Para la aprobación a que se refiere el inciso primero de este artículo, se dispondrá de un plazo de 90 días hábiles, el que se suspenderá si la Superintendencia solicita información adicional, realiza observaciones o instruye alguna modificación por no ajustarse a las disposiciones legales o administrativas aplicables, reanudándose el transcurso del plazo cuando se haya cumplido dicho trámite.

127. Vencido el plazo de 90 días anterior sin que la Superintendencia hubiere rechazado la solicitud presentada, y subsanados los defectos o atendidas las observaciones formuladas, en su caso, se podrá requerir la aplicación del silencio administrativo positivo en la forma señalada en la ley N° 19.880, que establece bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los órganos de la Administración del Estado.

128. Obtenida la aprobación de las normas de funcionamiento, la Superintendencia comprobará si la sociedad administradora se encuentra preparada para iniciar sus actividades, y especialmente si cuenta con las instalaciones, los recursos profesionales y tecnológicos, y los procedimientos y controles necesarios para desempeñar adecuadamente sus funciones. La Superintendencia deberá pronunciarse sobre el cumplimiento de estas obligaciones en el plazo de 30 días hábiles siguientes a la aprobación de las normas de funcionamiento, a través de resolución fundada. A partir de esa fecha, la sociedad administradora se encontrará facultada para dar inicio a sus actividades.”.

La Honorable Senadora señora Matthei observó que el plazo de 60 días hábiles para que el Banco Central y la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras (SBIF) se pronuncien sobre si están de acuerdo con las normas de funcionamiento, quizás podría ser de días corridos y no hábiles, porque el plazo propuesto podría ser excesivo. 

El asesor, señor Micco, planteó que dada la importancia que tiene la creación de una cámara de compensación y los riesgos involucrados en la misma el plazo de 60 días hábiles es razonable, más aún con la estructura de funcionamiento del Banco Central. Agregó que la creación de cámaras no es algo que ocurrirá con frecuencia por lo que conviene estudiar todo lo relativo a su funcionamiento con calma.

Asimismo, señaló que el referido plazo fue comunicado al Banco Central quien manifestó su acuerdo con el mismo. 
El Honorable Senador señor García propuso que se haga una consulta formal al Banco Central acerca de si les parece más conveniente el plazo propuesto en la indicación o el de 60 días corridos, de forma que se considere su opinión en algo que los afecta directamente.

La Honorable Senadora señora Matthei agregó que en los casos que se suspende el plazo de 90 días hábiles con que contará la SVS para pronunciarse sobre las normas de funcionamiento por haber  solicitado información adicional, realizar observaciones o instruir alguna modificación, también debería suspenderse el plazo de 60 días hábiles o corrido de que dispondrá el Banco Central para pronunciarse.

El asesor, señor Micco, consideró un punto válido el planteado precedentemente, por lo que cabe estudiar una adecuación.

La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, acordó oficiar al Banco Central de Chile en el sentido señalado precedentemente, dejando pendiente la votación de la indicación del Ejecutivo.
Con fecha 19 de enero de 2009, fue recibida la respuesta del organismo autónomo mediante Oficio Ordinario Nº 2892, que indica lo siguiente:

“1. Me refiero a su Oficio citado en el Antecedente, por el que se solicita la opinión del Banco Central de Chile sobre el artículo 9° del proyecto de ley de la referencia, en relación con la posibilidad de que el plazo de que dispondría la Institución que represento para resolver respecto de las materias de su competencia sea de 60 días corridos, considerando que si el plazo de que dispone la Superintendencia de Valores y Seguros (SVS) para pronunciarse respecto de la pertinente solicitud de aprobación de las normas de funcionamiento de un sistema de compensación y liquidación de instrumentos financieros o su modificación, se suspende por intervención de dicho Organismo Fiscalizador, igual cosa ocurrirá respecto del plazo de 60 días corridos que se establecería al Banco Central de Chile para efectos de emitir su informe.
2. Al respecto, me permito manifestar a VS. que el artículo 9° del proyecto de ley, establece en relación con las administradoras de sistemas de compensación y liquidación de instrumentos financieros, que la ley faculta a la SVS para aprobar las normas de funcionamiento de las mismas y sus modificaciones en forma previa a su entrada en vigencia. Para este efecto, y en lo que interesa a su consulta, el proyecto de ley original dispone que la SVS consultará al Banco Central de Chile, quien podrá informar acerca de los efectos que tales normas o su modificación puedan producir para el normal funcionamiento de los pagos internos y externos, conforme al plazo que establezca la SVS, el cual no podrá ser inferior a 30 días hábiles bancarios; es decir, para el cómputo del transcurso de dicho plazo no se considerarían los días sábado, festivos y el 31 de diciembre.

A diferencia de lo indicado, se observa que en la indicación del Poder Ejecutivo de fecha 23 de diciembre de 2008, y que VS. acompaña a su Oficio, se refunden los artículos 9° y 10° del proyecto de ley, expresándose, en lo que interesa, que ahora se requerirá para que la SVS otorgue dicha aprobación, del informe previo favorable del Banco Central de Chile, quien deberá pronunciarse respecto de las materias de su competencia, para lo cual dispondrá de un plazo de 60 días hábiles para manifestar sus observaciones a esa Superintendencia. Con ello, el plazo correría también los días sábado interrumpiéndose únicamente durante los días festivos.

3. Ahora bien, en opinión del Banco Central de Chile en el eventual establecimiento de un plazo expresado en días corridos, como se sugiere en el Oficio de VS., se estima que si bien el mismo resultaría plausible, en términos que involucraría un plazo mayor que el otorgado en el proyecto de ley en su redacción original, correspondería tener presente que dicha forma de determinación no concordaría con otros plazos que el mismo artículo 9°, que pasa a ser 10°, considera, como en el caso de los términos otorgados a la SVS para resolver la solicitud de aprobación de normas de funcionamiento o su modificación que se le presente; y, para otorgar la autorización de inicio de actividades a la sociedad administradora solicitante, correspondientes a 90 y 30 días hábiles, respectivamente.

4. Conforme a lo anterior, se estima que también convendría considerar a este respecto que en la legislación especial que rige en materia de mercado de capitales y sistema financiero, cuando se requiere el informe, la opinión o consulta previa del Banco Central de Chile, sobre una determinada materia o decisión que corresponde adoptar a otra autoridad, en general, se ha optado por no imponer al Instituto Emisor un plazo perentorio para que dicho informe u opinión se emita, además de redactar la pertinente norma en términos facultativos (v.gr. “podrá informar”, etc.), considerando la autonomía constitucional que se confiere al Instituto Emisor, lo que es sin perjuicio del hecho que a éste corresponda efectivamente ejercer dicha atribución, en la forma y condiciones que fije la ley.

Para este efecto, entenderemos que el legislador ha tenido presente tanto la condición del Banco como organismo constitucionalmente autónomo y de carácter técnico, como la eventual complejidad y los alcances que el referido informe u opinión puedan involucrar para el cumplimiento del objeto asignado al Banco por su Ley Orgánica Constitucional (LOC) como también el propósito técnico, de política económica o prudencial específico con el cual pueda requerirse dicho informe u opinión.

Esto, sucede respecto de lo dispuesto por los artículos 67 inciso 4°, 83 inciso final y 130 inciso primero de la Ley General de Bancos; el artículo 25 de la Ley 19.396; el artículo 21 N° 3 del D.F.L. 251, de 1931, sobre Compañías de Seguros; artículo 189 de la Ley N° 18.045, sobre Marcado de Valores; y el artículo 45 del DL 3.500, de 1980, sobre Administradoras de Fondos de Pensiones.

Por el contrario, y a vía de excepción, se contempla que cuando el legislador ha considerado imponer al Banco Central de Chile un plazo determinado para evacuar su gestión, éste se ha establecido en términos de días hábiles, como en el caso de lo dispuesto por el artículo 35 bis de Ley General del Bancos, contemplándose, adicionalmente la prórroga automática del mismo, si el señor Ministro de Hacienda ejerce el derecho de suspensión del respectivo acuerdo que adopte el Consejo sobre el particular, en los términos del artículo 19 de la LOC, inciso tercero.

En tal sentido, y en el entendido que el requisito de informe previo favorable que se contempla incorporar en este proyecto de ley, por vía de la indicación analizada, redundaría en conferir al Banco Central de Chile una atribución legal vinculada directamente con su objeto, se sugiere a VS. que se considere en el texto del inciso primero del artículo 10° del proyecto, la expresión “se pronunciará”, en reemplazo de la frase “deberá pronunciarse”, de manera de evitar alguna controversia eventual sobre esta materia.

5. Por otra parte, y en cuanto al planteamiento expresado por VS. en su Oficio, relativo a que el plazo de 60 días corridos que se establecería para que el Banco Central de Chile formule sus observaciones, se interrumpiría como consecuencia de haberse interrumpido, a su vez, el plazo de que dispone la SVS para emitir su pronunciamiento, hacemos presente a VS., que tal aseveración en nuestro parecer, no se contiene ni desprende claramente del texto de la referida indicación, por lo que si esa fuese la intención del legislador habría que expresarla en esos términos en el texto de la norma, máximo si se trata de plazos diversos para efectos independientes; o, en su defecto, indicar que la suspensión del plazo otorgado al Banco Central de Chile para otorgar su informe previo favorable, se suspenderá en caso de ejercerse el derecho de suspensión antedicho.

6. Adicionalmente, y teniendo presente que la indicación en comento considera el requisito de contar con el informe previo favorable del Banco Central de Chile para que la Superintendencia apruebe las normas de funcionamiento o su modificación, cabría precisar, en relación con los incisos cuarto y quinto del artículo 10° que se incorporaría en virtud de la indicación del Ejecutivo, que de proceder la aplicación del silencio administrativo positivo respecto de la resolución que corresponda adoptar a la SVS, la aprobación que por esta vía se otorgue al solicitante deberá sujetarse a los términos y condiciones que el referido informe favorable del Banco pueda contemplar.

7. Por último, el Banco Central de Chile reitera su disposición a continuar colaborando con VS. en el análisis y perfeccionamiento de esta iniciativa legal que se requiera, dada la relevancia que la misma reviste para el funcionamiento del sistema de pagos del país.”.

- En votación, la indicación Nº 11 bis fue aprobada, con una modificación, según se consignará más adelante, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Frei y García.
Artículo 11
Su texto es el siguiente:

“Artículo 11.- Los administradores deberán cumplir con las siguientes normas especiales:

1. Contabilizarán las operaciones relativas a su patrimonio separadamente de las que efectúen con los patrimonios de los sistemas que administren, en la forma que determine la Superintendencia mediante norma de carácter general.

2. Los estatutos sociales determinarán libremente la forma en que se distribuirán los dividendos, aplicándose en su silencio las normas establecidas para las sociedades anónimas abiertas.

3. Su directorio estará integrado por un número mínimo de nueve miembros.

4. Sin perjuicio de las inhabilidades e incapacidades generales, no podrán ser directores de un administrador los gerentes o ejecutivos principales de sociedades que sean accionistas de la entidad o de sus personas relacionadas; de bolsas de valores, de bolsas de productos, de agentes de valores o corredores de bolsas de productos o de valores, de empresas de depósito de valores, o de otros administradores.

5. Deberán mantener las normas de funcionamiento actualizadas y en conformidad con la normativa vigente. Asimismo, mediante resolución fundada, la Superintendencia podrá instruir la modificación de las normas de funcionamiento.

6. Deberán constituir, por cada sistema que administren, fondos de reserva para responder frente a los participantes del o los sistemas por el correcto y cabal cumplimiento de sus obligaciones. El reglamento de esta ley determinará la forma de constitución y los montos de los fondos de reserva en relación con los riesgos asumidos por los administradores, los que como máximo equivaldrán al mayor saldo deudor neto de los participantes del sistema.

7. Deberán cumplir, y hacer cumplir a los participantes del sistema, la presente ley y las demás disposiciones que sean dictadas conforme a ésta, así como las normas de funcionamiento respectivas.

8. Informarán a la Superintendencia, en la forma y plazo que ésta determine mediante norma de carácter general, de cualquier incumplimiento de las disposiciones señaladas en el número anterior o de cualquier situación anómala que se produzca en las operaciones de las cámaras.

9. Responderán hasta de la culpa leve por los perjuicios que causaren a los participantes por incumplimiento de cualquiera de sus obligaciones.”.

129. En este artículo recayó la indicación número 12, de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, para reemplazarlo, por el siguiente:

130. “Artículo 11.- Las sociedades administradoras estarán sujetas a las siguientes normas:

131. 1. Serán instituciones de funcionamiento obligatorio y no podrán iniciar, suspender o poner término a sus operaciones sin previa autorización de la Superintendencia.

132. 2. Deberán llevar separadamente su contabilidad de aquella de los fondos de garantía y fondos de reserva que administren, en la forma que determine la Superintendencia mediante norma de carácter general.

133. 3. Deberán llevar registro de todas las operaciones realizadas por los sistemas que administren y la demás información que determine la Superintendencia;

134. 4. Su directorio estará integrado por un número mínimo de siete miembros.

135. 5. Deberán constituir fondos de reserva por cada sistema que administren, para responder a los participantes del cumplimiento de sus obligaciones. Los bienes que integren dichos fondos de reserva constituirán patrimonios de afectación para la garantía de tales obligaciones y no serán susceptibles de reivindicación, embargo, medida prejudicial o precautoria u otras limitaciones al dominio por causa alguna, ni podrán estar sujetos a otros gravámenes o prohibiciones que los establecidos por las normas de funcionamiento, las que determinarán asimismo los casos y forma en que tales bienes serán ejecutados para cumplir las obligaciones que garanticen. La Superintendencia, mediante norma de carácter general, determinará la forma de constitución y los montos de los fondos de reserva en relación a los riesgos asumidos por las sociedades administradoras, los que no podrán superar el equivalente al mayor saldo deudor neto diario de los participantes del sistema, de acuerdo a las prácticas y principios de gestión de riesgos de general aceptación. 

136. 6. Deberán velar por el cumplimiento de las normas de funcionamiento.

137. 7. Deberán establecer las condiciones generales y objetivas, bajo las cuales se producirá la interconexión de los sistemas que administren, con otros sistemas o entidades, nacionales o extranjeros, e informarlas a la Superintendencia.

138. 8. Proporcionarán a la Superintendencia toda la información que ésta solicite en ejercicio de sus funciones de supervigilancia y fiscalización. 

139. 9. Responderán hasta de la culpa leve por los perjuicios que causaren a los participantes por incumplimiento de cualquiera de sus obligaciones.”.

La Honorable Senadora señora Matthei inquirió acerca de si cuando se establece, en el numeral 1 del artículo 11 propuesto por la indicación, que no se puede iniciar, suspender o poner término a sus operaciones sin previa autorización de la SVS, significa que no puede suspender ni siquiera una parte de sus operaciones, como ocurriría, por ejemplo, si no hay acuerdo entre los participantes y la entidad de contraparte central respecto del riesgo.  

El asesor, señor Micco, señaló que se requiere autorización de la SVS para suspender una operación, debido a que son servicios fundamentales como los de los Bancos, por lo que no se puede permitir la suspensión unilateral de operaciones.

La Honorable Senadora señora Matthei sugirió agregar la frase “, en forma total o parcial,” a continuación de la palabra “suspender”.

El asesor, señor Micco, manifestó su acuerdo con la propuesta efectuada precedentemente.

Respecto del numeral 2 del mismo artículo 11, la Honorable Senadora señora Matthei consultó si basta con llevar contabilidad separada de los fondos que administren las sociedades o si no sería mejor que existiera una separación patrimonial.

El asesor, señor Micco, expresó que más adelante en el proyecto se considera la separación patrimonial de los fondos que se administran.

La Honorable Senadora señora Matthei consultó, con relación al numeral 5, en qué plazo se constituyen los fondos de reserva después de la determinación del saldo deudor neto diario.

El asesor, señor Micco, sostuvo que dichos fondos deben constituirse con anterioridad a la operación de cada sistema.

- En votación, la indicación Nº 12 fue aprobada, con enmiendas, según se consignará más adelante, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Frei y García.
Capítulo II

De las Entidades de Contraparte Central

§ 2. 1. De su definición, objeto y constitución
140. La indicación número 13, de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, respecto del Capítulo II, para eliminar en su enunciado la expresión “definición,”.

- En votación, la indicación Nº 13 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei, y señores Frei y García.

Artículo 12
Es del siguiente tenor:

“Artículo 12.- Las entidades de contraparte central, en adelante las contrapartes centrales, tendrán como objeto exclusivo administrar sistemas, efectuar la compensación como contraparte central de las órdenes de compensación aceptadas por un sistema y la liquidación de dichas órdenes y desarrollar las demás actividades complementarias que autorice esta ley o la Superintendencia por norma de carácter general.

Una vez producida la aceptación de las órdenes de compensación de conformidad a las normas de funcionamiento de un sistema, las contrapartes centrales se constituirán irrevocablemente en acreedoras y deudoras de los derechos y obligaciones que deriven de tales órdenes, tanto frente a terceros como respecto de las partes de las transacciones que las hubieren originado, quienes a partir de ese momento dejarán de estar jurídicamente vinculadas entre sí. Lo anterior no regirá para los efectos de la aplicación de los impuestos que graven las transacciones respectivas y las obligaciones tributarias de las partes, sin perjuicio de que la entidad deba informar al Servicio de Impuestos Internos, en la forma que éste determine, las transacciones en que intervenga en calidad de entidad de contraparte central.”.
141. En este artículo recayó la indicación número 14, de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, para introducirle las siguientes modificaciones:

142. Elimínanse, en el inciso primero, las expresiones “, en adelante las contrapartes centrales,” y “efectuar la compensación como contraparte central de las órdenes de compensación aceptadas por un sistema y la liquidación de dichas órdenes,”.

143. Reemplazáse, en el inciso segundo, la expresión “, sin perjuicio de que la entidad deba informar al Servicio de Impuestos Internos, en la forma que éste determine, las transacciones en que intervenga en calidad de entidad de contraparte central.” por la expresión “. El Servicio de Impuestos Internos podrá solicitar información de las mencionadas transacciones.”.

El Honorable Senador señor García observó tener dudas si la facultad del Servicio de Impuestos Internos (SII) que contempla la parte final de la indicación, ya existe y se contendría en el Código Tributario.
El asesor, señor Micco, manifestó que se quiso dejar expresamente contemplada la facultad de pedir información para que el SII pueda solicitarla respecto de las novaciones y transacciones.

- En votación, la indicación Nº 14 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei, y señores Frei y García.

Artículo 13
Su texto es el siguiente:

“Artículo 13.- Para el desarrollo de su objeto, las contrapartes centrales podrán realizar las siguientes actividades:

1. Administrar sistemas de acuerdo a las normas de funcionamiento.

2. Requerir, recibir, administrar y realizar garantías para asegurar el cumplimiento de las obligaciones de los participantes, de conformidad a esta ley y a las normas de funcionamiento del sistema.

3. Efectuar la liquidación de los saldos netos resultantes de la compensación en la forma establecida en las normas de funcionamiento y en el contrato de adhesión al sistema.

4. Efectuar aquellas operaciones de compraventa de instrumentos financieros, de préstamo de valores y de financiamiento, que sean necesarias para el cumplimiento de sus funciones.

5. Certificar los actos que realicen en el ejercicio de sus funciones, el incumplimiento de las obligaciones resultantes de la compensación efectuada por el sistema que administren, y los demás hechos, actos o contratos que se realicen en el cumplimiento de esta ley y las normas de funcionamiento del sistema.

6. Establecer acuerdos con otras entidades nacionales o extranjeras, así como con otro tipo de administradores de sistemas, o adquirir participación en la propiedad de ellos. La Superintendencia podrá establecer, mediante norma de carácter general, criterios que deberán cumplir los mencionados acuerdos o las contrapartes de los mismos.

7. Las demás que autorice la Superintendencia a través de normas de carácter general.

Los apoderados de los administradores que den certificaciones falsas sufrirán las penas establecidas en el artículo 59 de la ley N° 18.045, sobre Mercado de Valores.”.
144. En este artículo recayó la indicación número 15, de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, para introducirle las siguientes enmiendas:

145. Reemplázase, en el primer inciso, la expresión “podrán realizar” por la palabra “realizarán”.

146. Reemplázase el número 5 por el siguiente, nuevo:

147. 5. “Emitir las certificaciones establecidas en esta ley y en las normas de funcionamiento.”

148. Elimínase el número 7.

- En votación, la indicación Nº 15 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei, y señores Frei y García.

Artículo 14
Es del siguiente tenor:

“Artículo 14.- Las contrapartes centrales estarán sujetas a las siguientes reglas especiales:

1. En su nombre deberán incluir la expresión “Contraparte Central”. Se reserva el uso de la expresión “Contraparte Central” a aquellas sociedades constituidas de conformidad a las normas del presente Capítulo.

2. Deberán tener como objeto exclusivo el señalado en el artículo precedente.

3. Deberán constituirse con un capital pagado mínimo equivalente a 150.000 unidades de fomento, y mantener permanentemente un patrimonio mínimo no inferior al monto mencionado, el que se incrementará en razón del volumen y la naturaleza de las operaciones de la contraparte central y los riesgos involucrados en éstas, de conformidad a las normas de carácter general que establezca la Superintendencia. Asimismo, la Superintendencia establecerá la forma de determinación del patrimonio correspondiente.

4. Deberán contemplar la existencia de uno o más fondos de garantía de los referidos en el Título IV de la presente ley.”.
En este artículo recayó la indicación número 16, de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, para eliminar su número 2, modificando correlativamente los numerales posteriores.
La Honorable Senadora señora Matthei consultó, en relación con el numeral 2 de la indicación, si los fondos de reserva vistos con anterioridad son, en definitiva, patrimonio de la sociedad.

El asesor, señor Micco, expresó que los fondos de reserva constituyen patrimonio de afectación y pueden exigirse adicionalmente al capital pagado.

La Honorable Senadora señora Matthei preguntó como opera el fondo de reserva, contemplado por el numeral 5 del artículo 11, en relación al capital pagado mínimo. 

El asesor, señor Micco, indicó que cuando se trata de entidad de contraparte central, en relación a las garantías, la entidad para cumplir con sus obligaciones puede utilizar diferentes opciones de distintos niveles, como garantías puestas en forma individual por los liquidadores, garantías comunes de los liquidadores, fondos de reserva y finalmente el patrimonio mínimo. Asimismo, señaló que estas diferentes garantías se relacionan, porque si exijo mayores garantías a los liquidadores seguramente se exigirá un patrimonio o un fondo de reserva menor.

La Honorable Senadora señora Matthei manifestó que con los mencionados fondos de reserva ya se encuentran garantizadas todas las operaciones.

El asesor, señor Micco, expresó que los fondos de reserva garantizan el mayor saldo deudor de uno de los sistemas y puede haber más de un operador. Agregó que los fondos de reserva están hecho a nivel de sistema y en esta parte se habla a nivel de administrador, que a su vez puede tener varios sistemas.

La Honorable Senadora señora Matthei expuso que cuando se habla del mayor saldo deudor neto diario lo lógico es pensar que se trata de la suma de los participantes.

El asesor, señor Micco, señaló que se trata del mayor saldo deudor de uno de los participantes y no de todos, y responde a un estándar internacionalmente aceptado.

Agregó que este es uno de los mecanismos de salvaguardia, lo primero que se toma son las garantías individuales del operador que tiene problemas, después el fondo de reserva del sistema y finalmente los fondos adicionales que se piden para la administradora del sistema.

La Honorable Senadora señora Matthei consultó cómo han resistido las administradoras en el extranjero la crisis financiera.

El asesor, señor Micco, expuso que estos sistemas operan hace unos veinte años  y han funcionado bien durante la crisis lo que las ha validado aun más.

La Honorable Senadora señora Matthei expresó que no puede quedar al arbitrio de la SVS cambiar sólo con una norma de carácter general el patrimonio mínimo que debe tener cada contraparte central.

- En votación, la indicación Nº 16 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei, y señores Frei y García.

149. En la siguiente sesión, se presentó la indicación número 16 bis, de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, para introducirle las siguientes modificaciones:

150. Reemplázase el número 3, que ha pasado a ser 2, por el siguiente, nuevo: 

151. 2. Deberán constituirse con un capital pagado mínimo equivalente a 150.000 unidades de fomento y mantener un patrimonio no inferior al monto mencionado. Asimismo, su endeudamiento no superará en ningún momento el doble de su patrimonio. La Superintendencia, por norma de carácter general, podrá establecer la forma calcular el endeudamiento y el patrimonio para estos efectos.

152. Reemplácese, en el número 4, que ha pasado a ser 3, la expresión “contemplar la existencia de” por “constituir”.

- En votación, la indicación Nº 16 bis fue aprobada, con una enmienda formal, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei, y señores Escalona, Frei, García y Ominami.

Artículo 15
Su texto es el siguiente:

“Artículo 15.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 6° de esta ley, las normas de funcionamiento de las contrapartes centrales podrán establecer los casos en los cuales la contraparte central podrá determinar unilateralmente el cese de sus operaciones como tal respecto de ciertos participantes, y la forma de notificar dicha decisión a los demás participantes.

La decisión adoptada de conformidad a lo establecido en el inciso anterior deberá ser comunicada en forma inmediata a la Superintendencia, además de informarse en carácter de hecho esencial. A partir de ese momento se entenderá que son actualmente exigibles todas las obligaciones recíprocas de plazo pendiente entre la contraparte central y el participante afectado por dicha decisión.”.
153. En este artículo recayó la indicación número 17, de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, para reemplazarlo por el siguiente, nuevo:
154. “Artículo 15.- Las normas de funcionamiento establecerán los casos en que la contraparte central podrá determinar unilateralmente excluir de sus operaciones a uno o más participantes o instrumentos financieros determinados. No obstante, podrá resolver fundadamente seguir funcionando como cámara de compensación en tales casos.

155. La decisión adoptada de conformidad a lo establecido en el inciso anterior deberá ser comunicada en carácter de hecho esencial. 

156. Las normas de funcionamiento podrán establecer los casos calificados en los cuales, a partir del momento señalado en el inciso anterior, se entenderá además que son actualmente exigibles todas las obligaciones recíprocas de plazo pendiente entre la contraparte central y el participante afectado por dicha decisión.”.

La Honorable Senadora señora Matthei manifestó que le preocupa el que se incluya en las normas de funcionamiento los casos en que se puede determinar no actuar como contraparte central, y que ello se mezcle con la posibilidad de seguir funcionando como cámara de compensación. Agregó que quizás la redacción es complicada y debieran dejarse todas las situaciones descritas para ser reguladas por las normas de funcionamiento, porque parecieran confundirse dos momentos diversos. 
El asesor del Ministerio de Hacienda, señor Bustos, señaló que lo que busca la norma en discusión es excluir en ciertos casos a un participante cuando no ha cumplido todos los requisitos, y dada la importancia de su contenido se pensó que era importante consagrar la facultad y sus requisitos en la ley y no sólo en las normas de funcionamiento.

La Honorable Senadora señora Matthei indicó que la dificultad de la norma se puede salvar intercambiando de posición el segundo y el tercer inciso, y colocando en plural los términos del segundo inciso que pasa a ser tercero.

El Honorable Senador señor García expuso tener dudas porque le parece que se quiso establecer que la decisión de seguir funcionando como cámara de compensación es la única que debe comunicarse como hecho esencial.

El asesor, señor Bustos, expresó que también debe comunicarse como hecho esencial la exclusión de las operaciones de uno de los participantes o de un instrumento financiero, para que el resto del mercado conozca el hecho.

La Honorable Senadora señora Matthei planteó que con el cambio, además deberá comunicarse como hecho esencial el que sean actualmente exigibles todas las obligaciones recíprocas pendientes entre la contraparte central y el participante afectado.

La Comisión, por la unanimidad de sus miembros, concordó en intercambiar el orden de los incisos segundo y tercero, y colocando en plural las expresiones del primero de ellos según se consignará más adelante.
- En votación, la indicación Nº 17 fue aprobada, con modificaciones, según se consignará en su oportunidad, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei, y señores Escalona, Frei, García y Ominami.

§ 2. 2. De su regularización
Artículo 16
Es del siguiente tenor:

“Artículo 16.- Si durante su existencia el patrimonio de la contraparte central se redujere a cifras inferiores al mínimo señalado en el número 3 del artículo 14 precedente, el Gerente General de la entidad, o quien haga sus veces, deberá informar a la Superintendencia tan pronto como tenga conocimiento de este hecho. Dentro de los 2 días hábiles siguientes de efectuada tal comunicación, deberá acompañar un informe de las razones que dieron lugar a la situación descrita y de las medidas dispuestas para subsanar el déficit producido en un plazo no superior a 20 días hábiles contado desde el día en que se tuvo o debió tener conocimiento de éstos.

Transcurrido el plazo establecido en el inciso anterior sin que se hubiere regularizado el déficit patrimonial, el directorio de la sociedad deberá convocar en única citación a una junta extraordinaria de accionistas para aprobar el aumento de capital necesario para cumplir el requerimiento legal. La junta, que deberá celebrarse dentro de los 50 días hábiles de producido el déficit, se constituirá con las acciones que se encuentren presentes o representadas, cualquiera sea su número, y los acuerdos se adoptarán por la mayoría absoluta de las acciones presentes o representadas con derecho a voto. En caso de aprobarse el aumento de capital, éste deberá enterarse en dinero efectivo y en un plazo no superior a 20 días hábiles contado desde la fecha del acuerdo.”.
157. En este artículo recayó la indicación número 18, de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, para introducirle las siguientes modificaciones:

158. Reemplázanse, en el inciso primero, la expresión “número 3” por “numero 2” y la expresión “precedente, el Gerente General” por “, el gerente”.

159. Intercálase, en el inciso primero, la expresión “o su endeudamiento sea superior al límite establecido en el mismo número” a continuación de la expresión “artículo 14”.

160. Reemplázase, en el inciso primero, la palabra “producido” por la expresión “patrimonial o el exceso de endeudamiento”.

161. Reemplázase, en el inciso primero, la expresión “20 días hábiles contado desde el día en que se tuvo o debió tener conocimiento de éstos” por la expresión “20 días hábiles siguientes”.

162. Reemplázanse, en el inciso segundo, la expresión “Transcurrido el plazo establecido en el inciso anterior” por la expresión “Transcurrido este último plazo”.

163. Intercálase, en el inciso segundo, a continuación de la expresión “déficit patrimonial” la expresión “o el exceso de endeudamiento”.

164. Reemplázanse, en el inciso segundo, la expresión “dentro de los 50 días hábiles de producido el déficit” por “dentro de los 50 días hábiles siguientes contados desde la comunicación establecida en el inciso precedente”, y la expresión “En caso de aprobarse el aumento de capital, éste deberá” por “El aumento de capital deberá”.

La Honorable Senadora señora Matthei consultó qué ocurre si no se aprueba el aumento de capital referido en el inciso segundo. 
El asesor, señor Bustos, expresó que esa posibilidad se encuentra regulada en los siguientes artículos. 

Asimismo, a propósito de la discusión de los artículos 17 y 18, se consideró que el plazo de 50 días hábiles para que se realice la junta extraordinaria para aprobar el aumento de capital necesario es insuficiente, por lo que se estimó necesario que dicho plazo se cuente cumplidos los 20 días hábiles que establece el inciso primero. 
La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, acordó eliminar en el inciso segundo la referencia a que los 50 días hábiles se cuentan desde la comunicación establecida en el inciso precedente.
- En votación, la indicación Nº 18 fue aprobada, con modificaciones, según se consignará en su oportunidad, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei, y señores Escalona, Frei, García y Ominami.

Artículo 17
Su texto es el siguiente:

“Artículo 17.- A partir del momento en que tome conocimiento del déficit patrimonial en que hubiere incurrido una contraparte central, la Superintendencia podrá ordenar, mediante resolución fundada, que aquélla no actúe en calidad de contraparte central sino como cámara de compensación de instrumentos financieros.

La resolución que al efecto dicte la Superintendencia será comunicada a todos los participantes del sistema respectivo a través de los medios que al efecto establezcan las normas de funcionamiento.

Mientras dicha resolución se mantenga vigente, para el desarrollo de su giro la contraparte central deberá utilizar la expresión “Contraparte Central en Regularización”.”.
165. En este artículo recayó la indicación número 19, de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, para introducirle las siguientes modificaciones:

166. Intercálase, en el inciso primero, a continuación de la expresión “déficit patrimonial” la expresión “o del exceso de endeudamiento”.

167. Reemplázase el inciso segundo por el siguiente, nuevo:

168. “La resolución que al efecto dicte la Superintendencia será comunicada por la sociedad administradora en carácter de hecho esencial.”.

- En votación, la indicación Nº 19 fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei, y señores Escalona, Frei, García y Ominami.
Artículo 18
Es del siguiente tenor:

“Artículo 18.- Vencidos los plazos establecidos en los artículos anteriores sin que se haya subsanado el déficit patrimonial, la Superintendencia podrá disponer que la contraparte central continúe operando en calidad de cámara de compensación de instrumentos financieros por un plazo no superior a un año.

Durante dicho período, la administración de la contraparte central será realizada por el Superintendente o por la o las personas que éste determine.”.
169. En este artículo recayó la indicación número 20, de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, para introducirle las siguientes modificaciones:

170. Intercálase, en el inciso primero, a continuación de la expresión “déficit patrimonial” la expresión “o el exceso de endeudamiento”.

171. Reemplázase, en el inciso primero, la palabra “disponer” por la expresión “autorizar, mediante resolución fundada”.

172. Intercálase, en el inciso primero, la palabra “sólo” entre las expresiones “continúe operando” y “en calidad de cámara”.

173. Agrégase, en el inciso primero, a continuación del punto final, que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración: “Mientras dicha resolución se mantenga vigente, para el desarrollo de su giro la contraparte central deberá utilizar la expresión “Contraparte Central en Intervención”.”.

174. Reemplázase, en el inciso final, la expresión “o por la o las personas que éste determine” por la expresión “por la persona que éste designe al efecto, quien tendrá las facultades y deberes del giro ordinario que la ley y los estatutos señalan al directorio y al gerente”.

La Honorable Senadora señora Matthei planteó que las denominaciones diferentes no aportan mucho y tienden a confundir, por lo que preferiría un único nombre que indique que la entidad tiene problemas de funcionamiento. 
El asesor, señor Bustos, expresó que no habría problema en utilizar la misma expresión de “contraparte central en regularización” en vez de “contraparte central en intervención” que se utiliza en el artículo 18 propuesto por la indicación.

La Honorable Senadora señora Matthei propuso que en el artículo 17 se modifique el inciso final  para que se haga una referencia genérica a la resolución de la SVS y pueda referirse a ella también el artículo 18.

El asesor, señor Bustos, señaló que el inciso tercero del artículo 17 podría decir ”a partir de dicha resolución y mientras la Superintendencia no determine lo contrario”

El Honorable Senador señor García indicó entender que lo anteriormente planteado se refiere a dos situaciones diferentes y separadas, porque en el artículo 17 se refiere al tiempo en que la sociedad puede completar su capital o hacer un aumento del mismo, y en el artículo 18 pasó el período anterior y no logró regularizar su situación por lo que se justifica la distinción en la denominación.

La Honorable Senadora señora Matthei expresó entender que en la situación regulada por el artículo 18 la entidad todavía puede subsanar la situación y subsistir como tal.

La asesora, señora Celador, sostuvo que en la situación del artículo 18 la entidad ya no puede subsistir y sólo es un período para finiquitar sus operaciones.

La Honorable Senadora señora Matthei observó  que entonces si la entidad no soluciona sus problemas en 50 días hábiles no podrá subsistir, lo que en su opinión resulta absurdo, más pensando que la situación que se regula probablemente ocurra en épocas de crisis en las que es más difícil encontrar capital.

El asesor del Ministerio de Hacienda, señor Díaz, propuso que en el inciso segundo del artículo 16 se elimine la referencia a que los 50 días hábiles se cuentan desde la comunicación establecida en el inciso precedente.

El asesor, señor Bustos, destacó que lo que se regula en estas normas es un hecho gravísimo y por lo mismo debe restringirse la posibilidad de endeudarse, al igual como ocurre en otras legislaciones.
Se hizo presente que el artículo 19 dispone que en caso que la Superintendencia no otorgue la autorización establecida en el artículo anterior, o una vez vencido el plazo otorgado, ésta decretará la revocación de la autorización de existencia de la contraparte central y se procederá a su liquidación.

- En votación, la indicación Nº 20 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei, y señores Escalona, Frei y García.

Artículo 19
Establece que en caso que la Superintendencia no otorgue la autorización establecida en el artículo anterior, o una vez vencido el plazo otorgado, ésta decretará la revocación de la autorización de existencia de la contraparte central y se procederá a su liquidación de acuerdo a lo establecido en el Título V de esta ley.

Puesto en votación el artículo fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei, y señores Escalona, Frei y García.

Capítulo III

De las Cámaras de Compensación de Instrumentos Financieros

Artículo 20
Su texto es el siguiente:

“Artículo 20.- Las cámaras de compensación de instrumentos financieros, en adelante las cámaras de compensación, tendrán como objeto exclusivo administrar sistemas que efectúen la compensación de órdenes de compensación sin constituirse en contraparte central de las mismas, y desarrollar las demás actividades complementarias que autorice esta ley o la Superintendencia mediante norma de carácter general.

A las cámaras de compensación les serán aplicables las normas establecidas en esta ley para las  contrapartes centrales, salvo por lo siguiente:

1. En su nombre deberán incluir la expresión “Cámara de Compensación de Instrumentos Financieros”. Se reserva el uso de la expresión “Cámara de Compensación de Instrumentos Financieros” a aquellas sociedades constituidas de conformidad a las normas del presente Capítulo.

2. Deberán constituirse con un capital pagado mínimo equivalente a 100.000 unidades de fomento, y mantener permanentemente un patrimonio mínimo no inferior al monto mencionado, determinado de conformidad a las normas que establezca la Superintendencia al efecto.

3. Las normas de funcionamiento del sistema que administren podrán contemplar la existencia de los fondos de garantía referidos en el Título IV de la presente ley.

4. Si las normas de funcionamiento del sistema así lo establecieran, podrán gestionar la liquidación de los saldos netos derivados de la compensación de órdenes de compensación. En tal caso, podrán presentar una solicitud para liquidar en las empresas de depósito de valores, o ante el Banco Central de Chile de conformidad con lo dispuesto en el artículo 2° de esta ley, según corresponda.

5. Sólo en caso que las normas de funcionamiento contemplen que la cámara de compensación gestionará la liquidación de conformidad a lo establecido en el número 4 anterior, podrán certificar el cumplimiento o incumplimiento de la liquidación.”.
175. En este artículo recayó la indicación número 21, de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, para introducirle las siguientes modificaciones:

176. Reemplázase su inciso primero por el siguiente, nuevo:

177. “Artículo 20.- Las cámaras de compensación de instrumentos financieros tendrán como objeto exclusivo administrar sistemas de compensación de instrumentos financieros sin constituirse en acreedoras o deudoras de los derechos y obligaciones que surjan de las órdenes de compensación de los mismos, y desarrollar las demás actividades complementarias que autorice esta ley o la Superintendencia mediante norma de carácter general.”.

178. Reemplácese, en el inciso segundo, la expresión “salvo por lo siguiente” por “con las siguientes excepciones”. 

179. Elimínanse, en el número 2, las palabras “permanentemente” y “mínimo”, y reemplázase la expresión “, determinado de conformidad a las normas que establezca la Superintendencia al efecto” por la siguiente oración: “La Superintendencia, por norma de carácter general, podrá establecer la forma calcular el patrimonio para estos efectos”.

180. Reemplázanse los números 3, 4 y 5 por los siguientes números 3 y 4, nuevos: 

181. “3. Podrán constituir fondos de garantía de los referidos en el Título IV de la presente ley.

182. 4. Podrán gestionar la liquidación de los saldos netos resultantes de la compensación, de acuerdo a lo señalado en las normas de funcionamiento. En tal caso, podrán además presentar una solicitud en las empresas de depósito de valores, o ante el Banco Central de Chile de conformidad con lo dispuesto en el artículo 3° de esta ley, según corresponda. En estos casos, podrán certificar el cumplimiento o incumplimiento de la liquidación.”.

La Honorable Senadora señora Matthei consultó si se trata de las mismas normas de endeudamiento del numeral 2 del artículo 14, dado que no le queda claro cuál es la interpretación correcta.
El asesor, señor Bustos, señaló que en la próxima sesión ofrecerían una solución para que exista una interpretación clara del precepto propuesto.
La Honorable Senadora señora Matthei preguntó porqué en un caso deben constituir los fondos de garantía y en éste es facultativo.
El asesor, señor Bustos, indicó que en un caso la contraparte central asume el riesgo y existe una forma de mutualizar pérdidas, y en la que ahora se discute, se calcula la compensación utilizando sólo las garantías de la operación pero sin que la sociedad administradora asuma los riesgos. Agregó que es una buena práctica pero no es absolutamente necesaria.

- En votación, la indicación Nº 21 fue aprobada, con modificaciones, según se consignará más adelante, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei, y señores Escalona, Frei y García.
Posteriormente, se presentó la indicación número 21 bis, de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, para agregar, en el número 2, a continuación de la expresión “al monto mencionado.” la siguiente oración: “Asimismo, su endeudamiento no superará en ningún momento el doble de su patrimonio.”, la palabra “de” entre las expresiones “la forma” y “calcular”, y la expresión “el endeudamiento y” entre “calcular” y “el patrimonio”.

- En votación, la indicación Nº 21 bis fue aprobada, con modificaciones, según se consignará más adelante, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei, y señores Frei y García.
Capítulo IV

De los Participantes

Artículo 21
Es del siguiente tenor:

“Artículo 21.- Podrán ser participantes de un sistema los agentes de valores, los corredores de bolsas de valores, los corredores de bolsas de productos, los bancos y las demás personas o entidades que autorice la Superintendencia a través de normas de carácter general.

Adicionalmente, para poder ser participantes, las entidades anteriormente citadas deberán cumplir los requisitos o estándares mínimos patrimoniales, financieros, tecnológicos o de recursos humanos que se establezcan mediante norma de carácter general adoptada conjuntamente por la Superintendencia y la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, en relación a los volúmenes transados y a los riesgos que asuman en el sistema.”.
183. En este artículo recayó la indicación número 22, de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, para introducirle las siguientes modificaciones:

184. En el inciso primero, elimínanse la palabra “los” que precede dos veces a la palabra “corredores” y una vez a la palabra “bancos”; la palabra “las” que precede a la expresión “demás personas”, y la expresión “o entidades”.

185. Reemplázase el inciso final por el siguiente: 

186. “Una norma de carácter general adoptada conjuntamente por la Superintendencia y la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras establecerá los requisitos patrimoniales, financieros, tecnológicos o de recursos humanos que deberán cumplir los participantes en relación a los volúmenes transados y a los riesgos que asuman en el sistema.”.

La Honorable Senadora señora Matthei planteó que si se explicitan algunos  participantes, lo mejor sería colocarlos a todos o aprobar una norma genérica. Asimismo,  señaló que la expresión “participantes de un sistema” debiera corregirse por “participantes de estos sistemas”, dado que pareciera limitar su alcance. 

El asesor, señor Bustos, manifestó el acuerdo del Ejecutivo en que se cambie la expresión “participantes de un sistema” en la forma propuesta por la Honorable Senadora. Respecto del primer alcance realizado precedentemente, expresó que se colocan esos intermediarios de valores para que no quede duda de que pueden participar, y no se incluye a Administradoras de Fondos de Pensiones o Compañías de Seguros porque no están reconocidas como intermediarios.

La Comisión acordó, por la unanimidad de sus miembros presentes, sustituir en el inciso primero la expresión “participantes de un sistema” por “participantes de estos sistemas”.
- En votación, la indicación Nº 22 fue aprobada, con modificaciones, según se consignará en su oportunidad, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei, y señores Escalona, Frei y García.

Artículo 22
Dispone que los participantes presentarán las órdenes de compensación al sistema a nombre propio, aun cuando éstas sean por cuenta ajena.

187. En este artículo recayó la indicación número 23, de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, para intercalar el siguiente inciso final, nuevo:

188. “Los participantes quedan personalmente obligados a pagar el precio o hacer la entrega de los instrumentos financieros resultantes de la liquidación de las órdenes de compensación que hayan sido aceptadas por el sistema y en caso alguno se admitirá la excepción de falta de provisión.”.

- En votación, la indicación Nº 23 fue aprobada, con una modificación, consistente en la sustitución de la frase “resultantes de la liquidación de las órdenes de compensación que hayan sido aceptadas por el sistema” por “que corresponda”, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei, y señores Escalona, Frei y García.

Artículo 23
Establece que las obligaciones que contraiga una empresa bancaria, en su calidad de participante de un sistema, se considerarán como obligaciones a plazo para efectos de lo dispuesto en los artículos 65, 123 y 132 de la Ley General de Bancos.

Puesto en votación el artículo fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei, y señores Escalona, Frei y García.

Artículo 24
Dispone que los participantes de todo sistema quedarán sujetos a las normas de funcionamiento del mismo, así como, a las disposiciones de la presente ley y sus normas complementarias.

189. En este artículo recayó la indicación número 24, de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, para eliminarlo, modificando correlativamente la numeración posterior.

- En votación, la indicación Nº 24 fue aprobada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei, y señores Escalona, Frei y García.

TÍTULO III

DEL PRINCIPIO DE FIRMEZA

Artículo 24
(Artículo 25 del texto aprobado por la Honorable Cámara de Diputados)
Su texto es el siguiente:

“Artículo 25.- El ingreso de una orden de compensación a un sistema implicará su sujeción a las normas de funcionamiento del mismo, a las normas de la presente ley y a las instrucciones de carácter general que al efecto imparta la Superintendencia.

A partir del momento en que sean aceptadas por un sistema de acuerdo a sus normas de funcionamiento, las órdenes de compensación ingresadas a dicho sistema serán irrevocables, y no podrán ser dejadas sin efecto o modificadas por las partes de las transacciones que las hubieren originado.

Asimismo, una vez aceptada una orden de compensación, tanto la mencionada orden como su compensación y las obligaciones a que ésta diere lugar serán firmes, esto es, legalmente exigibles y oponibles frente a terceros, y no podrán ser declaradas nulas, inoponibles o ineficaces, impugnadas, suspendidas o dejadas sin efecto a consecuencia de un procedimiento concursal o por cualquier otra causa,  pudiendo los acreedores del participante afectado ejercer sus derechos sobre el resultado de la liquidación.

En todo caso, lo establecido en el inciso anterior debe entenderse sin perjuicio de las indemnizaciones a que pudiere haber lugar y que se originaren en cualquier hecho, omisión, acto o contrato contrario a la ley o a derechos de terceros.”.
190. En este artículo recayó la indicación número 25, de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, para introducir las siguientes modificaciones al actual artículo 25, que ha pasado a ser 24:

191. Reemplázase, en el inciso primero, la expresión “instrucciones de carácter general” por “normas de carácter general”.

192. Elimínanse, en el inciso segundo, las expresiones “de acuerdo a sus normas de funcionamiento” y “ingresadas a dicho sistema” e intercálase, entre la palabra “originado” y el punto aparte, la siguiente frase “, sino en los casos calificados y en la forma que señalen las normas de funcionamiento”.

193. Reemplázanse los incisos tercero y final por los siguientes, nuevos:

194. “Asimismo, una vez aceptada una orden de compensación, tanto ésta como las obligaciones a que diere lugar, serán firmes, esto es, legalmente exigibles y oponibles a terceros, y serán siempre objeto de compensación y liquidación. Cualquier medida prejudicial o precautoria, prohibición o embargo, acción reivindicatoria u otra limitación al dominio no obstará a la compensación y liquidación y sus efectos podrán radicarse en los resultados de la liquidación, si los hubiere.

195. Ninguna declaración de nulidad, inoponibilidad, ineficacia, impugnación o suspensión a consecuencia de un procedimiento concursal o por cualquier otra causa, afectará a la firmeza de la compensación y liquidación efectuadas por un sistema y sus efectos se resolverán en la obligación de indemnizar los perjuicios, los que se podrán perseguir en los resultados de la liquidación.”.

El asesor, señor Bustos, expuso que éste es un artículo fundamental del proyecto, porque lo importante en este tipo de sistemas es que la liquidación y compensación se pueda efectuar sin que existan solicitudes que puedan anular o revocar lo que se ha ordenado, y de eso se trata la firmeza que está constituida por cuatro partes, la primera, que una vez aceptada una orden por el sistema ésta no puede ser dejada sin efecto ni por las partes ni por terceros; la segunda, que una vez compensada una orden, pero pendiente su liquidación, también está protegida por esta irrevocabilidad, incluso en el caso de quiebra; la tercera, que una vez liquidada tampoco se pueda revertir la operación, y el interesado en dejarla sin efecto sólo se puede dirigir contra los resultados de la liquidación y solicitar la reparación de daños y perjuicios; y la cuarta, es que las garantías involucradas, mientras estén cubriendo las obligaciones del sistema pendientes de liquidación, se encuentren sólo afectas a tal fin y no puedan ser utilizadas para otros efectos por las partes o terceros.

La Honorable Senadora señora Matthei consultó que pasa si se decreta una medida prejudicial o judicial que afecte algún instrumento de la operación, en relación a si se hace efectivo sobre el dinero que queda después de ejecutada.

El asesor, señor Díaz, expresó que cualquier medida judicial, como un embargo, o prejudicial, se hace efectivo en lo que queda de la operación ya liquidada, y esa es la finalidad del presente artículo.
La Honorable Senadora señora Matthei observó que lo anterior debía equilibrarse con evitar que las personas pudieran burlar las acciones judiciales.

El asesor, señor Bustos, señaló que la norma establece que los perjuicios se podrán perseguir en los resultados de la liquidación por lo que no debiera ocurrir que desaparezcan los recursos.

El Honorable Senador señor García solicitó que se revise el inciso primero del artículo en discusión porque contiene la palabra “normas” tres veces en cuatro líneas y, además, debiera cambiarse el orden de las fuentes normativas a las que se refiere, ajustándolo a la jerarquía de las mismas.

El asesor, señor Bustos, expresó la conformidad del Ejecutivo con lo precedentemente expuesto.

La Comisión acordó, por la unanimidad de sus miembros presentes, hacer los ajustes planteados precedentemente en el inciso primero de la indicación Nº 25. 

Artículo 25.- El ingreso de una orden de compensación a un sistema implicará su sujeción a las normas de la presente ley, a las de carácter general que al efecto imparta la Superintendencia y a las de funcionamiento del mismo.
- El Ejecutivo retiró la indicación número 25.

196. Posteriormente, se presentó la indicación número 25 bis, de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, para introducir las siguientes modificaciones al artículo 25, que ha pasado a ser 24:
197. Reemplácese, en el inciso primero, la expresión “instrucciones de carácter general” por “normas de carácter general”.
198. Elimínanse, en el inciso segundo, las expresiones “de acuerdo a sus normas de funcionamiento” y “ingresadas a dicho sistema” e intercálase, entre la palabra “originado” y el punto aparte, la siguiente frase “, sino en los casos calificados y en la forma que señalen las normas de funcionamiento”.
199. Reemplázanse los incisos tercero y final, por los siguientes:

200. “Asimismo, una vez aceptada una orden de compensación, tanto ésta como las obligaciones a que diere lugar, serán firmes, esto es, legalmente exigibles y oponibles a terceros, y serán siempre objeto de compensación y liquidación. Cualquier medida prejudicial o precautoria, prohibición o embargo, acción reivindicatoria u otra limitación al dominio no obstará a la compensación y liquidación y sus efectos se radicarán en los resultados de la liquidación, si los hubiere.

Ninguna declaración de nulidad, inoponibilidad, ineficacia, impugnación o suspensión a consecuencia de un procedimiento concursal o por cualquier otra causa, afectará a la firmeza de la compensación y liquidación efectuadas por un sistema y sus efectos se resolverán en la obligación de indemnizar los perjuicios, los que se podrán perseguir en los resultados de la liquidación.”.
- En votación, la indicación Nº 25 bis fue aprobada, con modificaciones, según se consignará más adelante, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei, y señores Frei y García.

Artículo 25
(Artículo 26 del texto aprobado por la Honorable Cámara de Diputados)
Es del siguiente tenor:

“Artículo 26.- Las resoluciones judiciales, arbitrales o actos administrativos que tengan por finalidad o efecto declarar el desasimiento, nulidad, inoponibilidad o ineficacia, o imponer cualquier tipo de embargo, medida prejudicial o precautoria u otras limitaciones al dominio respecto de las órdenes de compensación o de los bienes a los cuales éstas se refieren, deberán ser notificadas personalmente al representante legal del administrador del sistema respectivo, y sólo podrán producir los efectos correspondientes sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo precedente, sobre las órdenes de compensación ingresadas a partir del día hábil siguiente a la fecha en que tales resoluciones hubieren sido notificadas de conformidad a lo anterior.

Una vez efectuada la notificación a que se refiere el inciso anterior, el sistema quedará impedido de aceptar cualquier orden de compensación impartida por el participante afectado por dicha notificación así como cualquier constitución, modificación o retiro de garantías por el mismo. El administrador será responsable civilmente de los perjuicios causados a terceros por el incumplimiento de lo establecido en este inciso, sin perjuicio de las responsabilidades administrativas y penales que pudieren caberle al respecto.

El administrador deberá informar inmediatamente a los participantes del sistema, acerca de las notificaciones que reciba de conformidad a lo señalado en el presente artículo, a través de los medios previstos al efecto en las normas de funcionamiento.  Asimismo, y dentro del mismo plazo, deberá informar de ello a la Superintendencia, por los medios que ésta determine a través de norma de carácter general.”.
201. En este artículo recayó la indicación número 26, de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, para reemplazar el actual artículo 26, que ha pasado a ser 25, por el siguiente, nuevo:

202. “Artículo 25.- Las resoluciones judiciales, arbitrales o actos administrativos que tengan por finalidad o efecto imponer cualquier medida prejudicial o precautoria, embargo, acción reivindicatoria u otra limitación al dominio o declarar la nulidad, inoponibilidad, ineficacia, impugnación o suspensión de órdenes de compensación aún no aceptadas por un sistema o de las transacciones que hayan dado origen a dichas órdenes, a consecuencia de un procedimiento concursal o por cualquier otra causa, sólo producirán tales efectos una vez que hayan sido notificadas personalmente a la sociedad administradora del sistema.

203. Asimismo, las resoluciones judiciales, arbitrales o actos administrativos que tengan por finalidad o efecto declarar el desasimiento de un participante o la prohibición para éste de celebrar actos y contratos, deberán ser notificadas en la misma forma señalada en el inciso anterior, y sólo serán oponibles al sistema y sus participantes a partir del día hábil siguiente. Sin perjuicio de lo anterior, una vez efectuada la notificación a que se refiere este inciso, el sistema quedará impedido de aceptar cualquier orden de compensación impartida por el participante afectado por dicha notificación así como cualquier constitución, modificación o retiro de garantías por el mismo.

204. La sociedad administradora deberá informar inmediatamente a la Superintendencia y a los participantes del sistema, por los medios previstos en las normas de funcionamiento, acerca de las notificaciones que reciba de conformidad a lo señalado en este artículo.  

205. La sociedad administradora será responsable civilmente de los perjuicios causados a terceros por el incumplimiento de lo establecido en este artículo, sin perjuicio de las responsabilidades administrativas y penales que correspondan.”.
El Honorable Senador señor Escalona solicitó mayores antecedentes sobre la notificación personal a la que se refiere la parte final del inciso primero del artículo propuesto por la indicación.
El asesor, señor Díaz, señaló que se refiere a la actuación judicial por la que se comunica una resolución al representante legal de la empresa.

La Honorable Senadora señora Matthei consultó que ocurre si el representante legal no es habido. 

El asesor, señor Díaz, expresó que por norma legal que regula a las sociedades anónimas siempre tiene que haber alguien que reemplace o subrogue al representante legal titular.

El Honorable Senador señor García consultó, respecto del inciso tercero propuesto,  cuál es la razón de estipular que se informará “por los medios previstos en las normas de funcionamiento”.

El asesor, señor Díaz, manifestó que se refiere a que se puede dar comunicación por diversas vías, las que deberán estar reguladas por las normas de funcionamiento, como ocurriría, por ejemplo, si se informara por correo electrónico enviado de inmediato a todos los participantes.
La Honorable Senadora señora Matthei inquirió sobre si, no obstante lo dispuesto en el artículo 24, podrían existir resoluciones judiciales que paralicen una operación.

El asesor, señor Díaz, sostuvo que lo anterior sólo puede ocurrir tratándose de órdenes no aceptadas.

La Honorable Senadora señora Matthei preguntó si, respecto de las materias procesales en discusión, no hay normas que se opongan a lo que establecen los artículos 24 y 25, porque le preocupa que  no se apliquen las normas especiales que contiene la iniciativa en discusión. 

El asesor, señor Díaz, planteó que debe primar la norma especial contenida en el proyecto y es la que tienen que aplicar los jueces que conozcan estos casos. Lo importante es esperar que se dé una adecuada divulgación y conocimiento de las normas de esta ley. En este caso, es de esperar que las partes interesadas se refieran a estas disposiciones para hacer valer sus derechos.

El asesor, señor Bustos, señaló que estos artículos fueron discutidos con el Ministerio de Justicia y la Superintendencia de Quiebras, quienes aportaron su opinión para lograr la redacción actual de los mismos. 

El Honorable Senador señor Escalona observó que, por la configuración del sistema judicial chileno, siempre será posible que un juez resuelva una cosa opuesta a la que mandata la norma especial, y eso no se puede evitar.

La Honorable Senadora señora Matthei planteó que tampoco se puede pasar al otro extremo, y debe resguardarse el derecho de los particulares al cumplimiento de las obligaciones o a la indemnización de los perjuicios sufridos, en el sentido que un participante reciba el dinero o los instrumentos una vez liquidada una operación y logre sustraerlos u ocultarlos de la acción de los tribunales chilenos.

El asesor, señor Bustos, destacó que la protección de las órdenes de compensación no liquidadas tendrá una duración máxima de dos días, porque ese es el tiempo más largo que actualmente puede pasar desde que ingresa una orden hasta que se liquida.

- En votación, la indicación Nº 26 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei, y señores Frei y García.

TÍTULO IV

DE LAS GARANTIAS Y LOS FONDOS DE GARANTÍA

Capítulo I

De las garantías

Artículo 26
(Artículo 27 del texto aprobado por la Honorable Cámara de Diputados)
Su texto es el siguiente:

“Artículo 27.- Los administradores deberán requerir garantías a los participantes para asegurar el cumplimiento de las obligaciones que éstos asuman o que deriven del ingreso de órdenes de compensación al sistema, de conformidad a esta ley y a las normas de funcionamiento del sistema que administren.

Las garantías se constituirán mediante contratos de prenda, de venta de instrumentos financieros con pacto de retrocompra, la que en ningún caso podrá ser considerada como una prenda, o a través de los demás actos o contratos establecidos en las normas de funcionamiento.

La constitución, alzamiento o modificación de dichas garantías podrá efectuarse de conformidad con el artículo 14 de la ley N° 18.876, que establece el marco legal para la constitución y operación de entidades privadas de depósito y  custodia de valores. Las prendas sobre valores depositados en empresas de depósito de valores regidas por la citada ley, se entenderán irrevocablemente constituidas con el solo mérito de las comunicaciones electrónicas que al efecto el administrador del sistema realice por cuenta de los participantes respectivos, a la empresa de depósito de valores correspondiente. Las empresas de depósito de valores no tendrán responsabilidad por las anotaciones de garantía que realizaren en virtud de lo dispuesto en este inciso, las cuales sólo podrán ser alzadas por el propio administrador del sistema o por resolución judicial ejecutoriada.”.
206. En este artículo recayó la indicación número 27, de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, para introducir las siguientes modificaciones al actual artículo 27, que ha pasado a ser 26:

Reemplázase, en el inciso primero, la expresión “Los administradores” por “Las sociedades administradoras”; intercálase la palabra “se” entre las palabras “que” y “deriven”, y elimínase la frase “, de conformidad a esta ley y a las normas de funcionamiento del sistema que administren”.

Reemplázase los incisos segundo y final por los siguientes incisos segundo, tercero y final, nuevos:

“Las normas de funcionamiento determinarán el tipo de garantías que se podrá utilizar, el cálculo del monto que deberán cubrir y la oportunidad en que serán exigibles a los participantes. 

Asimismo, para estos efectos también se podrán utilizar como garantía operaciones que se perfeccionen mediante la transferencia de la titularidad de activos. En este caso, las garantías no serán consideradas para ningún efecto como cauciones prendarias. 

Tratándose de instrumentos financieros depositados en una empresa de depósito y  custodia de valores, la constitución, alzamiento o modificación de dichas garantías se efectuará de conformidad con el artículo 14 de la ley N° 18.876. Las prendas  se entenderán irrevocablemente constituidas con el solo mérito de las comunicaciones electrónicas que la sociedad administradora realice por cuenta de los participantes a la empresa de depósito de valores, quien no tendrá responsabilidad por las anotaciones que se realizaren en virtud de lo dispuesto en este inciso. Estas prendas sólo podrán ser alzadas por la sociedad administradora, de acuerdo al procedimiento anterior, o por resolución judicial ejecutoriada.”.
- En votación, la indicación Nº 27 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei, y señores Frei y García.

Artículo 27
(Artículo 28 del texto aprobado por la Honorable Cámara de Diputados)
Es del siguiente tenor:
“Artículo 28.- Los actos o contratos en virtud de los cuales se constituyan, acepten, modifiquen o sustituyan garantías para asegurar el cumplimiento de las órdenes de compensación aceptadas por un sistema, de los saldos deudores netos resultantes de la compensación, así como de otras obligaciones previstas por las normas de funcionamiento del sistema para asegurar el cumplimiento de las órdenes de compensación aceptadas, serán irrevocables desde el momento en que así lo determinen las normas de funcionamiento de dicho sistema, y, a partir de entonces, no podrán ser declarados nulos, inoponibles o ineficaces, resciliados, revertidos, modificados, resueltos, impugnados, suspendidos o dejados sin efecto a consecuencia de un procedimiento concursal o por cualquier otra causa.

Los bienes que hayan sido dados en garantía para asegurar el cumplimiento de las obligaciones referidas en el inciso anterior constituirán un patrimonio de afectación exclusiva para tales fines, y no serán susceptibles de reivindicación, embargo, medida prejudicial o precautoria u otras limitaciones al dominio por causa alguna ni podrán estar sujetos a otros gravámenes o prohibiciones que los establecidos por las normas de funcionamiento del sistema.”.

207. En este artículo recayó la indicación número 28, de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, para introducir las siguientes modificaciones al actual artículo 28, que ha pasado a ser 27:

208. Elimínase, en el inciso primero, la expresión” para asegurar el cumplimiento de las órdenes de compensación aceptadas” la segunda ocasión en que aparece.

209. Reemplázase, en el inciso primero, la expresión “, y, a partir de entonces, no podrán ser declarados nulos, inoponibles o ineficaces, resciliados, revertidos, modificados, resueltos, impugnados, suspendidos o dejados sin efecto a consecuencia de un procedimiento concursal o por cualquier otra causa.” Por la siguiente oración: “. A partir de entonces, ninguna declaración de nulidad, inoponibilidad, ineficacia, impugnación o suspensión, a consecuencia de un procedimiento concursal o por cualquier otra causa, afectará la posibilidad de realizar las garantías y los efectos de tales declaraciones se resolverán en la obligación de indemnizar los perjuicios.

210. Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión “un patrimonio” por la palabra “patrimonios”.

- En votación, la indicación Nº 28 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei, y señores Frei y García.

Artículo 28
(Artículo 29 del texto aprobado por la Honorable Cámara de Diputados)
Su texto es el siguiente:

“Artículo 29.- El administrador del sistema deberá llevar un registro de los actos o contratos referentes a las garantías y a los bienes otorgados en garantía en la forma establecida en las normas de funcionamiento.

Para efectos de lo dispuesto en el artículo precedente, todo certificado emitido al efecto por el administrador constituirá plena prueba, tanto entre las partes como frente a terceros, respecto de los bienes dados en garantía, su fecha de constitución, las obligaciones que garantizan así como el monto de las mismas.”.
211. En este artículo recayó la indicación número 29, de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, para introducir las siguientes modificaciones al actual artículo 29, que ha pasado a ser 28: 

212. Reemplázase, en el inciso primero, la expresión “El administrador” por “La sociedad administradora” y elimínanse, en el inciso primero, las expresiones “los actos o contratos referentes a” y “y a los bienes otorgados en garantía”.

213. Elimínase, en el inciso segundo, la expresión “al efecto” y reemplázase la expresión “respecto de los bienes dados en garantía, su fecha de constitución, las obligaciones que garantizan así como el monto de las mismas” por “respecto de la existencia de la garantía, de los bienes comprendidos en ella, la fecha de su constitución, y las obligaciones y montos que garantiza”.

- En votación, la indicación Nº 29 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei, y señores Frei y García.

Artículo 29
(Artículo 30 del texto aprobado por la Honorable Cámara de Diputados)
Es del siguiente tenor:
“Artículo 30.- Una vez emitido el certificado a que se refiere el artículo anterior, el administrador procederá a realizar las garantías respectivas en la forma que establezcan las normas de funcionamiento, sin necesidad de trámite judicial alguno.

En lo demás, y en lo que no resulte incompatible con lo establecido en las normas precedentes, las garantías a que se refiere este artículo se sujetarán al Título XXII de la ley Nº 18.045, sobre Mercado de Valores.

En caso que de la realización de las garantías a que se refiere este artículo resultare algún remanente, éste será puesto a disposición del síndico o de quien corresponda.”.
En este artículo recayó la indicación número 30, de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, para introducir las siguientes modificaciones al actual artículo 30, que ha pasado a ser 29: 

Reemplázanse, en el inciso primero, las expresiones “el administrador” por “la sociedad administradora” y “trámite judicial alguno” por “intervención judicial”. 

Reemplázase, en el inciso segundo, la palabra “artículo” por “capítulo”.

Elimínase, en el inciso final, la expresión “a que se refiere este artículo”.

- En votación, la indicación Nº 30 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei, y señores Frei y García.

Capítulo II

De los fondos de garantía

Artículo 30
(Artículo 31 del texto aprobado por la Honorable Cámara de Diputados)
Su texto es el siguiente:

“Artículo 31.- Los fondos de garantía tendrán por finalidad cubrir las obligaciones de los participantes, de acuerdo a lo establecido en las normas de funcionamiento, cuando las garantías otorgadas individualmente por aquellos resulten insuficientes. Las entidades de contraparte central deberán constituir al menos un fondo de garantía, lo que será facultativo para las cámaras de compensación de instrumentos financieros.

Los fondos de garantía serán patrimonios integrados por los aportes que, de conformidad a las normas de funcionamiento, efectúen los participantes o el administrador del sistema, por el producto de la rentabilidad que genere la inversión de los recursos de los fondos y por los demás bienes que determinen las normas de funcionamiento.

Las normas de funcionamiento deberán establecer un nivel mínimo que los fondos de garantía mantendrán permanentemente y la forma en que los participantes efectuarán los aportes a los fondos que fueren necesarios para restituir dicho nivel cuando éste se redujere por debajo del mínimo. En caso de producirse un déficit en el nivel de los fondos de garantía, los administradores informarán a la Superintendencia tan pronto como tengan conocimiento de este hecho.”.

En este artículo recayó la indicación número 31, de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, para introducir las siguientes modificaciones al actual artículo 31, que ha pasado a ser 30: 

Reemplázase, en el inciso primero, la palabra “cuando” por la expresión “siempre que” y elimínense la expresión “por aquellos” y la oración “Las entidades de contraparte central deberán constituir al menos un fondo de garantía, lo que será facultativo para las cámaras de compensación de instrumentos financieros.”.

Reemplázanse, en el inciso segundo, la expresión “el administrador del sistema” por “la sociedad administradora” y la expresión “las normas de funcionamiento” por “dichas normas” la segunda ocasión en que aparece.

Reemplázanse, en el inciso tercero, la expresión “los participantes” por “se” y “los administradores” por “las sociedades administradoras”.

- En votación, la indicación Nº 31 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei, y señores Frei y García.

Artículo 31
(Artículo 32 del texto aprobado por la Honorable Cámara de Diputados)
Es del siguiente tenor:
“Artículo 32.- Estos fondos constituirán patrimonios separados del de los administradores respectivos y las operaciones de cada uno serán efectuadas por el administrador a nombre y por cuenta y riesgo de aquéllos, los que serán los titulares de los bienes e inversiones a ellos aportados.

La inversión de los recursos que integren los fondos de garantía será realizada de conformidad a las normas de funcionamiento. En todo caso, sólo podrá realizarse en los bienes señalados en el reglamento referido en el número 8. del artículo 6°, de la presente ley.

Los bienes que integren el fondo de garantía serán custodiados en una empresa de depósito de valores de las regidas por la ley Nº 18.876 que establece el marco legal para la constitución y operación de entidades privadas de depósito y custodia de valores, ya sea directamente o a través de entidades reguladas que autorice la Superintendencia mediante norma de carácter general.”.

En este artículo recayó la indicación número 32, de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, para introducir las siguientes modificaciones al actual artículo 32, que ha pasado a ser 31: 

Reemplázase el inciso primero por el siguiente, nuevo:

“Artículo 31.- Estos fondos constituirán patrimonios separados de las sociedades administradoras y sus operaciones serán efectuadas por éstas a nombre y por cuenta de aquéllos, los que serán los titulares de los bienes que les fueren aportados y de las inversiones que realicen.”.

Reemplázase, en el inciso segundo, la frase “. En todo caso, sólo podrá realizarse en los bienes señalados en el reglamento referido en el número 8. del artículo 6°, de la presente ley” por la siguiente “y en los bienes autorizados de conformidad con el número 8 del artículo 7° de esta ley”.

Elimínase, en el inciso final, la expresión “que establece el marco legal para la constitución y operación de entidades privadas de depósito y custodia de valores, ya sea directamente o a través de entidades reguladas que autorice la Superintendencia mediante norma de carácter general”.

- En votación, la indicación Nº 32 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei, y señores Frei y García.

Artículo 32
(Artículo 33 del texto aprobado por la Honorable Cámara de Diputados)
Dispone que los administradores deberán llevar contabilidad separada por cada uno de los fondos de garantía que estuvieren bajo su gestión, de conformidad a las normas que determine la Superintendencia.

En este artículo recayó la indicación número 33, de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, para eliminar el actual artículo 33, modificando correlativamente la numeración de los artículos siguientes.
- En votación, la indicación Nº 33 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei, y señores Frei y García.

Artículo 32
(Artículo 34 del texto aprobado por la Honorable Cámara de Diputados)
Establece que, mientras integren fondos de garantía, los bienes respectivos formarán patrimonios de afectación exclusivamente destinados a asegurar el cumplimiento de las obligaciones de los participantes establecidas en las normas de funcionamiento, y no serán susceptibles de medida cautelar, embargo, prohibición o gravamen alguno, ni reconocerán privilegios o preferencias de ninguna especie a favor de terceros.

En este artículo recayó la indicación número 34, de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, para reemplazar el actual artículo 34, que ha pasado a ser 32, por el siguiente, nuevo:

“Artículo 32.- Los fondos de garantía constituirán patrimonios de afectación que estarán exclusivamente destinados a asegurar el cumplimiento de las obligaciones de los participantes establecidas en las normas de funcionamiento, y no serán susceptibles de reivindicación, embargo, medida prejudicial o precautoria u otras limitaciones al dominio por causa alguna ni podrán estar sujetos a otros gravámenes o prohibiciones que los establecidos por las normas de funcionamiento del sistema.

Los actos o contratos en virtud de los cuales se constituyan, acepten, modifiquen o sustituyan los aportes a los fondos de garantía serán irrevocables desde el momento en que así lo determine las normas de funcionamiento de dicho sistema. A partir de entonces, ninguna declaración de nulidad, inoponibilidad, ineficacia, impugnación o suspensión, a consecuencia de un procedimiento concursal o por cualquier otra causa, afectará la posibilidad de realizar los fondos de garantías y los efectos de tales declaraciones se resolverán en la obligación de indemnizar los perjuicios.”.

- En votación, la indicación Nº 34 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei, y señores Frei y García.

---
TÍTULO V

DE LA LIQUIDACIÓN Y QUIEBRA DE LOS ADMINISTRADORES
La indicación número 35, de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, relativa al Título V, para reemplazar su enunciado por el siguiente: 

“TÍTULO V

DE LA LIQUIDACIÓN Y QUIEBRA DE LAS SOCIEDADES ADMINISTRADORAS”

- En votación, la indicación Nº 35 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei, y señores Frei y García.

---
Artículo 33
(Artículo 35 del texto aprobado por la Honorable Cámara de Diputados)
Su texto es el siguiente:

“Artículo 35.- Disuelto un administrador por cualquier causa, la liquidación del administrador, y de los fondos de garantía que éste gestione, será practicada por el Superintendente o por la o las personas que éste designe.

Para tales efectos, el Superintendente, o la persona que éste designe, contarán con todas las facultades y deberes que la ley N° 18.046, de sociedades anónimas, les confiere a los directores y gerentes de tales sociedades.

Los gastos de liquidación serán de cuenta del administrador en liquidación.”.
En este artículo recayó la indicación número 36, de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, para introducir las siguientes modificaciones al actual artículo 35, que ha pasado a ser 33: 

Reemplázanse, en el inciso primero, las expresiones “Disuelto un administrador” por “Disuelta una sociedad administradora” y “del administrador” por “de la sociedad administradora”.

Reemplázase, en el inciso final, la expresión “del administrador” por “de la sociedad administradora”.

Intercálase el siguiente inciso final, nuevo: 

“Sin embargo, la Superintendencia podrá autorizar a la sociedad administradora a practicar o continuar la liquidación de acuerdo a las reglas generales.”.
- En votación, la indicación Nº 36 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei, y señores Frei y García.

Artículo 34
(Artículo 36 del texto aprobado por la Honorable Cámara de Diputados)
Es del siguiente tenor:
“Artículo 36.- En caso que algún acreedor solicitare la quiebra de un administrador, el juzgado competente deberá dar aviso a la Superintendencia, a fin que ésta informe acerca de la solvencia de aquél. Si la Superintendencia comprobare que el administrador puede responder a sus obligaciones, propondrá las medidas conducentes para que prosiga sus operaciones. En caso contrario, así lo informará al tribunal dentro de un plazo de veinte días hábiles, contado desde la fecha de la notificación de la resolución. Si transcurrido este plazo la Superintendencia no hubiere informado al tribunal, éste continuará con el procedimiento de acuerdo a las normas generales.

Si el tribunal que conociere de la solicitud de quiebra resolviere que la entidad se encuentra en condiciones de continuar con sus operaciones, durante los 180 días siguientes a la resolución que así lo determinare, ningún tribunal podrá acoger a tramitación demanda alguna en contra de la entidad y quedarán suspendidas todas las tramitaciones judiciales de la quiebra. Vencido el plazo anterior, el tribunal determinará la continuación del procedimiento respectivo, de conformidad a las normas generales que resulten aplicables al efecto.”.
En este artículo recayó la indicación número 37, de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, para reemplazar el actual artículo 36, que ha pasado a ser 34 por el siguiente, nuevo: 

“Artículo 34.- En caso que un acreedor solicitare la quiebra de una sociedad administradora, el juez competente deberá dar aviso a la Superintendencia, a fin que ésta informe acerca de la solvencia de aquél. Si la Superintendencia comprobare que el administrador no es solvente, así lo informará al tribunal dentro de un plazo de veinte días hábiles, contado desde la fecha de la notificación de la resolución. En caso contrario, podrá proponer las medidas conducentes para que prosiga sus operaciones. Si transcurrido este plazo la Superintendencia no hubiere informado al tribunal, éste continuará con el procedimiento de acuerdo a las normas generales.

Si el tribunal que conociere de la solicitud de quiebra resolviere que la sociedad administradora se encuentra en condiciones de continuar con sus operaciones, durante los 180 días siguientes a la resolución que así lo determinare, quedará suspendida toda ejecución forzada de las obligaciones de la sociedad administradora, sea ante el mismo tribunal o cualquier otro, como asimismo todas las tramitaciones de la quiebra. Vencido el plazo anterior, el tribunal declarará la quiebra o la rechazará.”.

- La indicación número 37 fue retirada por el Ejecutivo.
214. Posteriormente, se presentó la indicación número 37 bis, de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, para reemplazar el artículo 36, que ha pasado a ser 34, por el siguiente:

215. “Artículo 34.- En caso que un acreedor solicitare la quiebra de una sociedad administradora, el juez competente deberá dar aviso a la Superintendencia, a fin que ésta informe acerca de la solvencia de aquélla dentro de los diez días hábiles siguientes. Dicho plazo podrá ser prorrogado por el juez  una sola vez y por el mismo lapso. Si la Superintendencia comprobare que la sociedad administradora no es solvente, así lo informará al tribunal. En caso contrario, podrá proponer las medidas conducentes para que prosiga sus operaciones. Si transcurrido este plazo la Superintendencia no hubiere informado al tribunal, éste continuará con el procedimiento de acuerdo a las normas generales.  

216. Si el tribunal que conociere de la solicitud de quiebra resolviere que la sociedad administradora se encuentra en condiciones de continuar con sus operaciones, durante los 180 días siguientes a la resolución que así lo determinare, quedará suspendida toda ejecución forzada de las obligaciones de la sociedad administradora, sea ante el mismo tribunal o cualquier otro, como asimismo todas las tramitaciones de la quiebra. Vencido el plazo anterior, el tribunal declarará la quiebra o la rechazará.”.

- En votación, la indicación Nº 37 bis fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei, y señores Frei y García.

Artículo 35
(Artículo 37 del texto aprobado por la Honorable Cámara de Diputados)
Su texto es el siguiente:

“Artículo 37.- Toda proposición de convenio sujeto a las normas del Libro IV, Título XII del Código de Comercio, en que el administrador sea el deudor deberá contar con la aprobación de la Superintendencia con anterioridad a su aprobación por los acreedores. Para tales efectos, una vez que sea solicitada su aprobación, la Superintendencia contará con un plazo de 20 días hábiles contado desde la recepción de la mencionada solicitud. Si al vencimiento de dicho plazo la Superintendencia no se hubiere pronunciado, se entenderá que ha sido aceptada.

La celebración de la junta de acreedores respectiva se efectuará ante Notario y en ella podrá hacerse representar la Superintendencia. El convenio se considerará acordado si cuenta con la aprobación del deudor y de la mayoría de los acreedores concurrentes que representen a lo menos el sesenta por ciento del pasivo total. El convenio así acordado será obligatorio para todos los acreedores.

Propuesto un convenio el Superintendente, o la persona que éste designe, actuará en calidad de administrador con todas las facultades que le confiera el convenio o, en su caso, el mencionado Libro IV, en todo lo que no fueren incompatibles con las disposiciones de la presente ley.”.
En este artículo recayó la indicación número 38, de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, para introducir las siguientes modificaciones en el actual artículo 37, que ha pasado a ser 35:

Reemplázase, en el inciso primero, la expresión “, en que el administrador sea el deudor deberá contar con la aprobación de la Superintendencia con anterioridad a su aprobación por los acreedores. Para tales efectos, una vez que sea solicitada su aprobación, la Superintendencia contará con un plazo de 20 días hábiles contado desde la recepción de la mencionada solicitud. Si al vencimiento de dicho plazo la Superintendencia no se hubiere pronunciado, se entenderá que ha sido aceptada” por “deberá contar con la aprobación de los acreedores y de la Superintendencia”.

Intercálase, en el inciso segundo, la expresión “de la Superintendencia,” entre las palabras “aprobación” y “del deudor”.

Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión “con todas las facultades que le confiera el convenio o, en su caso,” por la expresión “con todas las facultades y deberes que le confiera”, y agréguese, a continuación del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración: “Sin embargo, la Superintendencia podrá autorizar a la sociedad a continuar su administración de acuerdo a las reglas generales.”.

Intercálase el siguiente inciso final, nuevo: 

“El convenio podrá contemplar que la deudora quede sujeta a intervención, en cuyo caso la administración quedará conferida al Superintendente o a la persona que éste designe, en los términos indicados en el inciso precedente.”.

- La indicación número 38 fue retirada por el Ejecutivo.
217. Posteriormente, se presentó la indicación número 38 bis, de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, para introducir las siguientes modificaciones en el artículo 37, que ha pasado a ser 35:

218. Reemplázase el inciso primero, por el siguiente: 

219. “Toda proposición de convenio se sujetará a las normas del Libro IV, Título XII del Código de Comercio.”.

220. Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión “La celebración de la junta de acreedores respectiva se efectuará ante Notario y en ella podrá” por “Sin embargo, en la junta de acreedores respectiva podrá”, e intercálase la expresión “de la Superintendencia,” entre las palabras “aprobación” y “del deudor”.

221. Reemplázase el inciso final por los siguientes incisos tercero y final, nuevos:

222. “Propuesto un convenio y hasta su aprobación o la declaración de la quiebra, el Superintendente, o la persona que éste designe, actuará en calidad de administrador con todas las facultades y deberes que le confiera el mencionado Libro IV, en todo lo que no fueren incompatibles con las disposiciones de la presente ley. Sin embargo, la Superintendencia podrá autorizar que la sociedad continúe su administración de acuerdo a las reglas generales.

223. El convenio podrá establecer que la sociedad administradora quede sujeta a intervención, la que podrá ser ejercida por el Superintendente o la persona que éste designe. El administrador tendrá las facultades y deberes que le confiera el convenio, en todo lo que no fueren incompatibles con las disposiciones de la presente ley.”.

- En votación, la indicación Nº 38 bis fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei, y señores Frei y García.

Artículo 36
(Artículo 38 del texto aprobado por la Honorable Cámara de Diputados)
Es del siguiente tenor:
“Artículo 38.- Declarada la quiebra, el Superintendente, o la persona que éste designe, actuará en calidad de síndico, pudiendo citar a junta de acreedores, cuando lo estime necesario, para informar sobre el estado de los negocios del administrador fallido, sobre sus activos y pasivos, sobre la marcha del proceso de quiebra, y, en general, para proponer a la junta cualquier acuerdo que estime necesario para el más adecuado cumplimiento de las funciones que le competen.

En la realización del activo de la quiebra, el síndico dispondrá de las facultades previstas en el artículo 109 del Libro IV del Código de Comercio, sin sujeción a los límites que éste establece. La forma de realización de los bienes de la masa y las modalidades de la misma podrá ser propuesta por el síndico al tribunal de la quiebra, ateniéndose a la proposición efectuada o a lo que se resuelva en definitiva, en caso de objeción fundada del fallido o de cualquiera de los acreedores. Sobre esta objeción el tribunal resolverá a más tardar dentro del quinto día. En contra de la resolución que se pronuncie, no procederá recurso alguno.”.
En este artículo recayó la indicación número 39, de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, para intercalar, en el actual artículo 38, que ha pasado a ser 36, el siguiente inciso segundo, nuevo: 

“En cualquier momento, la Superintendencia podrá determinar que la liquidación de los bienes de la fallida pase a un síndico de la nómina nacional de síndicos, lo que comunicará al tribunal de la quiebra para que se proceda a su designación en conformidad a las reglas generales.”.

- La indicación número 39 fue retirada por el Ejecutivo.
224. Posteriormente, se presentó la indicación número 39 bis, de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, para introducir las siguientes modificaciones en el artículo 38, que ha pasado a ser 36:

225. Reemplácese, en su inciso primero, la expresión “el administrador fallido” por “la sociedad administradora fallida”.

226. Intercálese el siguiente inciso segundo:

227. “En cualquier momento, la Superintendencia podrá determinar que la liquidación de los bienes de la fallida pase a un síndico de la nómina nacional de síndicos, lo que comunicará al tribunal de la quiebra para que se proceda a su designación en conformidad a las reglas generales.”.

228. Reemplácese el inciso final por el siguiente: 

229. “En la realización del activo de la quiebra, el síndico dispondrá de las facultades previstas en el artículo 109 del Libro IV del Código de Comercio, cualquiera que sea el monto de los activos comprometidos, para la realización sumaria de los activos que sean necesarios para el pago oportuno de las obligaciones de la sociedad cuya demora o impago pudiere causar un grave efecto en el sistema de pagos o en el funcionamiento del mercado de valores. Para el resto de los activos, el síndico propondrá al juez la forma de realización de los bienes de la masa y las modalidades de la misma. De la proposición se dará traslado por 10 días a la fallida y a los acreedores; y con lo que estos expongan o en su silencio, el juez resolverá aprobando, rechazando o modificando la proposición. En contra de la resolución que se pronuncie, no procederá recurso alguno.”.

- En votación, la indicación Nº 39 bis fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei, y señores Frei y García.

Artículo 37
(Artículo 39 del texto aprobado por la Honorable Cámara de Diputados)
Establece que en todo lo no previsto por los artículos precedentes, y en lo que no fuere incompatible con las normas establecidas en la presente ley, se aplicará el Libro IV del Código de Comercio.

Puesto en votación el artículo fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei, y señores Frei y García.

TÍTULO VI

DEL PRÉSTAMO DE VALORES

Artículo 38
(Artículo 40 del texto aprobado por la Honorable Cámara de Diputados)
Dispone que con el objeto de asegurar el correcto funcionamiento del sistema, las Cámaras de Compensación o de Contrapartes Centrales y las empresas de depósito de valores reguladas por la ley N° 18.876, podrán establecer un registro de préstamo de valores en el cual se anotarán los valores disponibles para ser prestados y las operaciones de préstamo de valores celebradas. Además, los administradores podrán encargar a las empresas de depósito de valores regidas por la ley Nº 18.876, el registro establecido en el inciso anterior.

Puesto en votación el artículo fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei, y señores Frei y García.

Artículo 39
(Artículo 41 del texto aprobado por la Honorable Cámara de Diputados)
Establece que para los efectos de esta ley, el préstamo de valores es un contrato en virtud del cual una persona, llamada prestamista, transfiere valores de su propiedad a otra, llamada prestatario, quien asume la obligación de restituir al primero, al vencimiento del plazo pactado, valores del mismo emisor, género, cantidad, clase y serie y de pagar una suma de dinero, denominada premio.

En este artículo recayó la indicación número 40, de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, para eliminar en el artículo 41, que ha pasado a ser 39, la expresión “de su propiedad”.
- En votación, la indicación Nº 40 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei, y señores Frei y García.

Artículo 40
(Artículo 42 del texto aprobado por la Honorable Cámara de Diputados)
Su texto es el siguiente:

“Artículo 42.- Los sistemas establecerán normas para la realización de operaciones de préstamo de valores, las cuales contendrán a lo menos las siguientes materias:

1. Los valores que podrán ser objeto de tales operaciones, los cuales deberán encontrarse libres de todo tipo de gravamen, carga, embargo o prohibición.

2. El plazo máximo para la restitución de los valores prestados, el cual no podrá ser superior al día hábil anterior a la fecha de vencimiento de los valores respectivos.

3. Las garantías que serán exigidas para asegurar el cumplimiento de la obligación de restitución de los valores prestados; así como, las demás obligaciones que resulten de estas operaciones, el monto mínimo de aquellas y la forma en que las mismas serán valorizadas. En todo caso, el monto mínimo a garantizar en ningún momento podrá ser inferior a la suma del precio de los valores dados en préstamo y del premio pactado. Asimismo, sólo podrán ser objeto de tales garantías los bienes señalados en el reglamento referido en el número 8 del artículo 6° de la presente ley.

4. La forma y plazo en que el prestatario rembolsará al prestamista, el monto de los intereses, dividendos o cualesquiera otros derechos económicos que se hayan devengado en dicho lapso.

5. Los derechos políticos que puedan emanar de los valores objeto de préstamo no podrán ser ejercidos por ninguna de las partes.

Sólo podrán prestar valores u otorgar garantías respecto de tales operaciones quienes sean los titulares de los valores respectivos.”.

En este artículo recayó la indicación número 41, de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, para introducirle las siguientes modificaciones al actual artículo 42, que ha pasado a ser 40:

Elimínase, en el número 3, la expresión “el reglamento referido en” y reemplazáse la expresión “artículo 6°” por “artículo 7°”.

Reemplázase el número 5 por el siguiente, nuevo:

“5. La parte que ejercerá los derechos políticos que puedan emanar de los valores objeto de préstamo.

Sólo podrán prestar valores u otorgar garantías respecto de tales operaciones quienes sean los dueños de los valores respectivos o sus representantes.”.

- La indicación número 41 fue retirada por el Ejecutivo.
230. Posteriormente, se presentó la indicación número 41 bis, de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, para introducirle las siguientes modificaciones al actual artículo 42, que ha pasado a ser 40:

231. Elimínanse, en el número 3, las expresiones “el reglamento referido en” y “que serán exigidas”, y reemplazáse la expresión “artículo 6°” por “artículo 7°”.

232. Reemplázase el número 5 por el siguiente:

233. “5. La parte que ejercerá los derechos políticos que puedan emanar de los valores objeto de préstamo.

234. Sólo podrán prestar valores u otorgar garantías respecto de tales operaciones quienes sean los dueños de los valores respectivos o sus representantes.”.

- En votación, la indicación Nº 41 bis fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei, y señores Frei y García.

---
TÍTULO VII

DISPOSICIONES ADICIONALES
La indicación número 42, de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, relativa al Título VII, para reemplazar en su enunciado la palabra “Adicionales” por “Varias”.

- En votación, la indicación Nº 42 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei, y señores Frei y García.

---
Artículo 41
(Artículo 43 del texto aprobado por la Honorable Cámara de Diputados)
Dispone que la Superintendencia podrá suspender el funcionamiento de un sistema cuando su administrador no cumpla con las disposiciones de esta ley, la normativa o las normas de funcionamiento o cuando el funcionamiento del sistema ponga en riesgo  el correcto funcionamiento del mercado de valores.

En este artículo recayó la indicación número 43, de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, para intercalar en el actual artículo 43, que ha pasado a ser 41, los siguientes incisos segundo y final, nuevos:

“Si una sociedad administradora dejare de cumplir con uno o más de los requisitos señalados en esta ley o en sus normas complementarias, la Superintendencia podrá determinar la limitación de sus funciones a aquellas que no se ven afectadas por la falta de cumplimiento.

La Superintendencia podrá revocar la autorización de existencia de una sociedad administradora cuando incurra en graves violaciones a las obligaciones que le imponen esta ley, sus normas complementarias y otras disposiciones que las rijan. En este caso la interposición del recursos de ilegalidad a que se refiere el artículo 46 del decreto ley N° 3.538, de 1980, suspenderá los efectos del acto reclamado.”.

- La indicación número 43 fue retirada por el Ejecutivo.
235. Posteriormente, se presentó la indicación número 43 bis, de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, para introducirle las siguientes modificaciones al artículo 43, que ha pasado a ser 41:

236. Reemplázase, en el inciso primero, la expresión “su administrador” por “la sociedad administradora” y agréguese, a continuación del punto final, que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “Sin embargo, la Superintendencia podrá determinar que las funciones de la sociedad administradora queden limitadas a aquellas que no se vean afectadas por la falta de cumplimiento.”.

237. Intercálase el siguiente inciso final, nuevo:

238. “La Superintendencia podrá revocar la autorización de existencia de una sociedad administradora cuando incurra en graves violaciones a las obligaciones que le imponen esta ley, sus normas complementarias y otras disposiciones que las rijan. En este caso la interposición del recursos de ilegalidad a que se refiere el artículo 46 del Decreto Ley N° 3.538, de 1980, suspenderá los efectos del acto reclamado.”.

- En votación, la indicación Nº 43 bis fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei, y señores Frei y García.

Artículo 42
(Artículo 44 del texto aprobado por la Honorable Cámara de Diputados)
Establece que para efectos de la aplicación del inciso primero del artículo 69 del Título IV del Código de Comercio, serán conexas las obligaciones derivadas de la aceptación de transacciones por un sistema  así como las demás obligaciones originadas al amparo de las normas de funcionamiento correspondientes. Para tales efectos, una vez notificada, de conformidad a lo previsto en el artículo 27 de esta ley, la resolución que dé inicio a un procedimiento concursal respecto de un participante, el administrador del sistema respectivo determinará el saldo neto acreedor o deudor que el fallido tenga con cada uno de los participantes del sistema, y eventualmente con el propio administrador, como consecuencia de las órdenes de compensación de dicho participante que hayan sido aceptadas por el sistema con anterioridad a dicha notificación, y lo informará al síndico, detallando las obligaciones que hubieren sido compensadas. Las certificaciones que al efecto emita el administrador del sistema harán plena fe para todos los efectos legales a que hubiere lugar.

En este artículo recayó la indicación número 44, de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, para reemplazar en el actual artículo 44, que ha pasado a ser 42, la palabra “transacciones” por “órdenes de compensación”; la expresión “artículo 27” por “artículo 25”; la expresión “del sistema, y eventualmente con el propio administrador, como consecuencia de las órdenes de compensación de dicho participante que hayan sido aceptadas por el sistema” por “o con la propia sociedad administradora del sistema”, y la expresión “plena fe” por “plena prueba”.

- En votación, la indicación Nº 44 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei, y señores Frei y García.

Artículo 43
(Artículo 45 del texto aprobado por la Honorable Cámara de Diputados)
Deroga el Título XIX, de la Cámara de Compensación, de la ley Nº 18.045, sobre Mercado de Valores.

Puesto en votación el artículo fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei, y señores Frei y García.

Artículo 44
(Artículo 46 del texto aprobado por la Honorable Cámara de Diputados)
Deroga el Título IV, de la cámara de compensación, de la ley Nº 19.220, que regula establecimiento de bolsas de productos agropecuarios.

Puesto en votación el artículo fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei, y señores Frei y García.

Artículo 45
(Artículo 47 del texto aprobado por la Honorable Cámara de Diputados)
Agrega, en el artículo 23 del decreto ley N° 3.500, de 1980, sobre el sistema de pensiones, en su inciso vigésimo, después del punto aparte (.) que pasa a ser seguido (.), el siguiente texto:

“Asimismo, cada Administradora podrá adquirir directa o indirectamente hasta un cuatro por ciento de las acciones suscritas de una sociedad anónima que tenga como giro la liquidación y compensación de instrumentos financieros, y que cumpla con los requisitos que establezca la Superintendencia mediante una norma de carácter general.”.

En este artículo recayó la indicación número 45, de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, para reemplazar, en el actual artículo 47, que ha pasado a ser 45, la expresión “cuatro por ciento” por “siete por ciento”.

- En votación, la indicación Nº 45 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei, y señores Frei y García.

Artículo 46
(Artículo 48 del texto aprobado por la Honorable Cámara de Diputados)
Introduce las siguientes modificaciones en la ley N° 18.876, que establece el marco legal para la constitución y operación de entidades privadas de depósito y custodia de valores:

1) Incorpórase el siguiente inciso final en el artículo 5°:

“Cualquier embargo, medida prejudicial o precautoria u otra limitación al dominio sólo tendrá lugar respecto de valores depositados en la empresa, en la medida que afecte directamente al depositante, sólo por los valores que éste detente por cuenta propia, o bien a sus mandantes, sólo por los valores que éstos mantengan en cuentas de valores identificadas por la empresa a nombre de éstos. En los demás casos, el solicitante del embargo o medida respectiva deberá dirigirse a los depositantes correspondientes.”.

2) Agrégase en el artículo 14, a continuación de su inciso final, los siguientes incisos:

“Para constituir, alzar o modificar prendas o derechos reales sobre los valores depositados en el contexto de un sistema de compensación y liquidación de instrumentos financieros, el depositante a cuyo nombre se encuentren abonados los valores respectivos enviará una solicitud a la empresa a través de los medios previstos en el reglamento interno de la misma. Dicha solicitud podrá estar referida a todos los valores que mantenga en depósito o sólo a una parte de ellos. Con el solo mérito de tal solicitud, la empresa efectuará una anotación en cuenta que, de conformidad al reglamento interno, dé cuenta de la constitución de la prenda o derecho real sobre los valores respectivos, y a partir de ese momento se entenderán constituidos tales derechos para todos los efectos legales. Las garantías así constituidas se regirán por el Título XXII de la ley N° 18.045, aun cuando se trate de prendas sin desplazamiento.

Las anotaciones que la empresa realice de conformidad a lo señalado en el inciso anterior podrán ser realizadas por cuenta del depositante, o bien, de sus mandantes, según éste le indique. Para efectos de constituir válidamente prendas u otros derechos reales por cuenta de estos últimos, el depositante deberá contar con una autorización general o especial al efecto, la cual deberá constar por escrito y ser entregada a la empresa. Cualquier modificación o revocación de tales autorizaciones será inoponible a la empresa mientras no le fuere comunicada por escrito. Las autorizaciones, así como sus modificaciones o revocaciones, deberán cumplir los requisitos establecidos en el reglamento interno.

La empresa, a solicitud de cualquier interesado, deberá certificar la constitución de los derechos referidos en este artículo, especificando los valores sobre los cuales recayeren, la fecha en que hubieren sido constituidos, el titular de los valores respectivos, así como el derecho de que se tratare.”.

3) Intercálase en el artículo 17, entre las palabras “mantenga en la empresa” y el punto final, la siguiente frase, precedida por una coma (,): “de conformidad al inciso final del artículo 5°, de esta ley".

En este artículo recayó la indicación número 46, de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, para introducir las siguientes modificaciones en el actual artículo 48, que ha pasado a ser 46:

Intercálase el siguiente numeral 1), nuevo, modificando correlativamente la numeración posterior:

“1) Intercálase, en el artículo 2°, la siguiente letra m) nueva, pasado la actual letra m) a ser n) y eliminado la expresión “, y” de la letra “l”:

“m) las sociedades administradoras de sistemas de compensación y liquidación de instrumentos financieros, y”.”.

Reemplázase los actuales numerales 1) y 2), que han pasado a ser 2) y 3), por los siguientes, nuevos: 

“2) Reemplázase el inciso final del artículo 5° por el siguiente, nuevo: “Cualquier embargo, medida prejudicial o precautoria u otra limitación al dominio sólo tendrá lugar respecto de valores depositados en la empresa en la medida que afecte directamente al depositante, sólo por los valores que éste detente por cuenta propia, o bien a sus mandantes, sólo por los valores que éstos mantengan en cuentas de valores identificadas por la empresa a nombre de éstos, debiendo la empresa proceder a registrarlos en la forma que establece el artículo anterior. No siendo identificable la cuenta del mandante, cuando el depositante detente los valores a nombre propio y por cuenta ajena, en cuentas identificadas sólo a nombre de él, el solicitante del embargo o medida respectiva deberá dirigirse al depositante correspondiente. 

3) Agrégase en el artículo 14, a continuación de su inciso final, los siguientes incisos:

Para constituir, alzar o modificar prendas o derechos reales en el contexto de un sistema de compensación y liquidación de instrumentos financieros, la sociedad administradora del sistema podrá enviar una solicitud a la empresa por cuenta de los participantes respectivos a cuyo nombre se encuentren depositados los valores de que se trate. Dicha solicitud podrá estar referida a todos los valores que tal participante mantenga en depósito o sólo a una parte de ellos. Con el solo mérito de tal solicitud, la empresa efectuará una anotación en cuenta que, de conformidad al reglamento interno, dé cuenta de la constitución, modificación o alzamiento de la prenda o derecho real sobre los valores respectivos, y a partir de ese momento se entenderán constituidos tales derechos para todos los efectos legales. Las garantías así constituidas se regirán por el Título XXII de la ley N° 18.045, aun cuando se trate de prendas sin desplazamiento.

Las anotaciones que la empresa realice de conformidad a lo señalado en el inciso anterior podrán ser realizadas por cuenta del depositante, o bien, de sus mandantes, en las cuentas identificadas a nombre de éstos, según lo indique el depositante. Para efectos de constituir, modificar o alzar válidamente prendas u otros derechos reales por cuenta de estos últimos, el depositante deberá contar con una autorización general o especial dada por sus mandantes para proceder en tal sentido.

La empresa, a solicitud de cualquier interesado, deberá certificar la constitución de los derechos referidos en este artículo, especificando los valores sobre los cuales recayeren, la fecha en que hubieren sido constituidos, el titular de los valores respectivos, así como el derecho de que se tratare.”.”.
- La indicación número 46 fue retirada por el Ejecutivo.
239. Posteriormente, se presentó la indicación número 46 bis, de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, para introducir las siguientes modificaciones en el actual artículo 48, que ha pasado a ser 46:
240. Intercálese el siguiente numeral 1), modificando correlativamente la numeración posterior:

241. “1) Intercálese, en el artículo 2°, la siguiente letra m), pasado la actual letra m) a ser n) y eliminado la expresión “, y” de la letra “l”:

242. “m) las sociedades administradoras de sistemas de compensación y liquidación de instrumentos financieros, y”.

243. Reemplázase los actuales numerales 1) y 2), que han pasado a ser 2) y 3), por los siguientes: 

244. “2) Reemplázase el inciso final del artículo 5° por el siguiente, nuevo: 

245. “Los valores que se encuentren depositados en la empresa, sólo podrán ser objeto de embargos, medidas prejudiciales o precautorias u otras limitaciones al dominio por obligaciones personales del depositante, cuando fueren de su propiedad y así lo identificare la cuenta respectiva. Si los valores se encontraren depositados por encargo de terceros en cuentas que identifiquen el nombre del mandante, sólo podrán ser objeto de las resoluciones antes señaladas por obligaciones contraídas por los señalados mandantes. Tratándose de valores depositados por el depositante a nombre propio pero por cuenta de terceros no identificados frente a la empresa, tales embargos o medidas sólo podrán hacerse efectivas en el registro que dicho depositante lleve de conformidad al artículo 179 de la Ley N° 18.045, de Mercado de Valores.”.
246. 3) Agrégase en el artículo 14, a continuación de su inciso final, los siguientes incisos:

247. “Para constituir, alzar o modificar prendas o derechos reales en  un sistema de compensación y liquidación de instrumentos financieros, la sociedad administradora del sistema enviará una solicitud a la empresa por cuenta de los participantes  a cuyo nombre se encuentren depositados los valores de que se trate.  Con el solo mérito de tal solicitud, la empresa efectuará una anotación en cuenta que, de conformidad al reglamento interno, refleje la constitución, modificación o alzamiento de la prenda o derecho real sobre los valores respectivos, y a partir de ese momento se entenderán constituidos tales derechos para todos los efectos legales. Las garantías así constituidas se regirán por el Título XXII de la ley N° 18.045, aun cuando se trate de prendas sin desplazamiento.

248. Las anotaciones que la empresa realice de conformidad a lo señalado en el inciso anterior podrán ser realizadas por cuenta del depositante, o bien, de sus mandantes, en las cuentas identificadas a nombre de éstos, según lo indique el depositante. Para efectos de constituir, modificar o alzar válidamente prendas u otros derechos reales por cuenta de estos últimos, el depositante deberá contar con una autorización general o especial dada por sus mandantes para proceder en tal sentido.

249. La empresa, a solicitud de cualquier interesado, deberá certificar la constitución de los derechos referidos en este artículo, especificando los valores sobre los cuales recayeren, la fecha en que hubieren sido constituidos, el titular de los valores respectivos, así como el derecho de que se tratare.”.

- En votación, la indicación Nº 46 bis fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei, y señores Frei y García.

Artículo 47
(Artículo 49 del texto aprobado por la Honorable Cámara de Diputados)
Establece que lo dispuesto en esta ley no alterará la facultad concedida a las empresas bancarias para compensar obligaciones de pago de conformidad con las normas impartidas o que imparta el Banco Central de Chile de acuerdo a lo dispuesto en el número 8 del artículo 35 de su ley orgánica constitucional.
En este artículo recayó la indicación número 45, de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, para reemplazar el actual artículo 49, que ha pasado a ser 47, por el siguiente, nuevo:

“Artículo 47.- En todo lo no previsto por los artículos precedentes, y en lo que fuere compatible con las normas establecidas en la presente ley, se aplicarán las normas contenidas en la ley N° 18.045, sobre Mercado de Valores, y las relativas a las sociedades anónimas abiertas.”.

- La indicación número 47 fue retirada por el Ejecutivo.
250. Posteriormente, se presentó la indicación número 47 bis, de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, para reemplazar el actual artículo 49, que ha pasado a ser 47, por el siguiente:

251. “Artículo 47.- En todo lo no previsto por los artículos precedentes, y en lo que fuere compatible con las normas establecidas en la presente ley, se aplicarán las normas contenidas en la ley N° 18.045, sobre Mercado de Valores, y las relativas a las sociedades anónimas abiertas, contenidas en la ley N° 18.046.”.

- En votación, la indicación Nº 47 bis fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei, y señores Frei y García.

Artículo 48
(Artículo 50 del texto aprobado por la Honorable Cámara de Diputados)
Agrega en la letra c) del inciso primero del artículo 14 del decreto ley N° 3.538, de 1980, que crea la Superintendencia de Valores y Seguros, entre la expresión “custodia de valores” y el punto aparte (.), la siguiente oración “y por aprobación de normas de funcionamiento de sistemas de compensación y liquidación de instrumentos financieros y sus modificaciones”.

Puesto en votación el artículo fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei, y señores Frei y García.

---

TÍTULO VIII

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo único

(Artículos primero y segundo transitorios del texto aprobado por la Honorable Cámara de Diputados)
El artículo primero dispone que el sistema establecido en esta ley entrará en vigencia el día primero del mes siguiente a aquél en que se dicte el reglamento mencionado en el número 8 de su artículo 6°.

El artículo segundo establece que sin perjuicio de lo anterior, lo dispuesto en los artículos 45 y 46 de esta ley, entrará en vigencia después de un año contado desde la fecha de su publicación en el Diario Oficial.
En este artículo recayó la indicación número 48, de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, para reemplazar los actuales artículos primero y segundo transitorios por los siguientes, nuevos:

“Artículo primero.- Las entidades que, a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, efectúen la compensación y liquidación de instrumentos financieros, tendrán un plazo de quince meses, contado desde la publicación de esta ley, para adecuarse a la misma.

Artículo segundo.- Lo dispuesto en los artículos 43 y 44 de esta ley entrará en vigencia después de quince meses contados desde la fecha de su publicación en el Diario Oficial.”.
- La indicación número 48 fue retirada por el Ejecutivo.
Posteriormente, se presentó la indicación número 48 bis, de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, para reemplazar los actuales artículos primero y segundo transitorios por el siguiente artículo, nuevo:

“Artículo único.- Esta ley entrará en vigencia a contar de su publicación en el Diario Oficial. 

Sin embargo, las entidades que a la fecha de entrada en vigencia efectúen la compensación y liquidación de instrumentos financieros, tendrán un plazo de quince meses contados desde tal fecha para adecuarse a las disposiciones de esta ley. Asimismo, lo dispuesto en los artículos 43 y 44 de esta ley entrará en vigencia después de quince meses contados desde la fecha de su publicación en el Diario Oficial.”.

- En votación, la indicación Nº 48 bis fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei, y señores Frei y García.

- - -
INFORME FINANCIERO

El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, con fecha 4 de octubre de 2007,  señala, de modo textual, lo siguiente:

“El presente proyecto de ley regula los administradores de sistemas de compensación y liquidación y los participantes de los mismos, normando las garantías que deben constituir estos últimos y a lo relativo a la liquidación y quiebra de los primeros. Establece, además, el principio de irrevocabilidad y firmeza de las transacciones y dispone un régimen legal para los préstamos de valores comúnmente utilizados para asegurar el cumplimiento de las transacciones en este tipo de sistemas.

Este proyecto de ley no irroga mayor gasto fiscal.”.

En consecuencia, las normas de la iniciativa legal en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.
- - -
MODIFICACIONES:

En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Hacienda, tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley despachado por la Honorable Cámara de Diputados, con las siguientes modificaciones:
Artículo 1º

252. Reemplázase el numeral dos por el siguiente:
253. “2. Normas de funcionamiento: las normas que regulan la incorporación de participantes a un sistema y su operación.”.
254. Sustitúyese, en el numeral 3, la expresión “Administrador” por “Sociedad Administradora” y la frase “las normas del mismo” por “sus normas”.

255. ---

256. Intercálanse los siguientes numerales 4 y 5, nuevos, modificando correlativamente la numeración posterior:

257. “4. Entidad de contraparte central: sociedad administradora que compensa órdenes de compensación constituyéndose en acreedora y deudora de los derechos y obligaciones que deriven de tales órdenes.

258. 5. Cámara de compensación de instrumentos financieros: sociedad administradora que compensa órdenes de compensación sin constituirse en contraparte central de las mismas.”.
259. ---

Los numerales “4”, “5” y “6” pasan a ser “6”, “7” y “8”, respectivamente, sin enmiendas. (Unanimidad 3x0. Indicación Nº 1).
260. Reemplázanse los actuales numerales 7 y 8, que pasan a ser 9 y 10, respectivamente,  por los siguientes: 

261. “9. Compensación financiera, en adelante compensación: procedimiento de cálculo, de carácter bilateral o multilateral, por el cual se determinan los saldos acreedores netos y deudores netos respecto de las órdenes de compensación aceptadas por dicho sistema dentro de un período determinado por éste, y que resulta en la extinción, hasta la concurrencia de los saldos, de las obligaciones emanadas de las transacciones sobre instrumentos financieros que dieron lugar a dichas órdenes, sin que sea necesaria la concurrencia de los requisitos de la compensación del Código Civil.

262. 10. Liquidación: procedimiento por el cual se extinguen los saldos acreedores netos y deudores netos resultantes de la compensación, como consecuencia de:

263. a) el pago en dinero efectuado a través de transferencias de fondos depositados en cuentas abiertas en el Banco Central de Chile o en empresas bancarias, y

264. b) la transferencia de instrumentos financieros, cuando así lo requieran las transacciones que hubieren dado origen a las órdenes de compensación.”.

265. El numeral “9” pasa a ser “11” sin enmiendas.

266. Elimínase el inciso final. (Unanimidad 4x0. Indicación Nº 1).
Artículo 2º

267. Reemplázase el inciso primero, por el siguiente: 

268. “Artículo 2°.- La presente ley se aplicará a los sistemas de compensación y liquidación de instrumentos financieros, a las sociedades administradoras y sus participantes, a las garantías otorgadas por estos últimos y a las órdenes de compensación comunicadas de conformidad con las normas de funcionamiento de dichos sistemas. No se aplicará esta ley a las cámaras compensadoras autorizadas por el Banco Central de Chile de conformidad con el número 8 del artículo 35 de su ley orgánica, cuyo funcionamiento se regirá por la reglamentación que éste imparta.”.

269. Elimínanse los incisos segundo, tercero y cuarto.

270. Sustitúyese el inciso final, que pasa a ser segundo, por el siguiente, nuevo: 

271. “Corresponderá a la Superintendencia de Valores y Seguros, en adelante la Superintendencia, velar por el cumplimiento de esta ley y de las normas que la complementen, y fiscalizar a las sociedades administradoras, de acuerdo a las facultades que se le confieren en la presente ley y en el decreto ley Nº 3.538, de 1980.”. 

272. Incorpórase el siguiente inciso final, nuevo:

273. “Para efectos de esta ley, los días sábado no serán considerados hábiles.”. (Unanimidad 4x0. Indicación Nº 2).
274. ---

Reemplazar el enunciado del Título II por el siguiente:

275. “TÍTULO II

DE LAS SOCIEDADES ADMINISTRADORAS Y PARTICIPANTES”. (Unanimidad 3x0. Indicación Nº 3).
276. ---

Sustituir el enunciado del Capítulo I por el siguiente:

277. “Capítulo I

Normas Generales sobre las Sociedades Administradoras”. (Unanimidad 3x0. Indicación Nº 4).
278. ---

Artículo 3º

279. Reemplazarlo por el siguiente: 

280. “Artículo 3°.- La liquidación de los saldos acreedores y deudores netos de instrumentos financieros se perfeccionará mediante anotaciones en cuenta en el registro correspondiente en caso de valores emitidos desmaterializadamente, o bien de conformidad con las normas que resulten aplicables a los instrumentos financieros de que se trate.

281. Toda liquidación deberá realizarse de acuerdo a niveles de riesgo generalmente aceptados, conforme a las mejores prácticas y recomendaciones internacionales en la materia. 

282. Cuando la liquidación de sumas de dinero deba efectuarse a través de cualquier sistema de pagos regulado o autorizado por el Banco Central de Chile para esta finalidad, se sujetará a la normativa dictada por dicho organismo. Con este objeto, el Banco Central de Chile estará facultado para abrir cuentas corrientes a las sociedades administradoras de conformidad con lo establecido en el artículo 55 de su ley orgánica. Lo anterior no implicará, en ningún caso, el otorgamiento de facilidades de financiamiento o refinanciamiento, ni la garantía del Banco Central de Chile, respecto de las obligaciones a liquidar.”. (Unanimidad 3x0. Indicación Nº 5).
Artículo 4º

283. Sustituirlo por el siguiente: 

284. “Artículo 4°.- La administración de sistemas de compensación y liquidación de instrumentos financieros sólo podrá ser ejercida por sociedades administradoras constituidas como entidades de contraparte central o cámaras de compensación de instrumentos financieros de conformidad a la presente ley. 

285. Sin perjuicio de lo anterior, las sociedades administradoras podrán además administrar otros sistemas de los definidos en esta ley, siempre que en ellos no se constituya en acreedora y deudora de los saldos netos derivados de las órdenes de compensación aceptadas por tales sistemas. 

286. Las infracciones a este artículo se sancionarán con las penas contempladas en el artículo 60 de la ley N° 18.045, de mercado de valores.”. (Unanimidad 3x0. Indicación Nº 6).
Artículo 5º

287. Reemplázase las expresiones “los administradores” por “las sociedades administradoras” en todas las ocasiones en que aparece.

288. Sustitúyese los numerales 1 y 2, por el siguiente número 1, nuevo, pasando el actual número 3, a ser número 2:

289. “1. Antecedentes que den cuenta de su constitución y del capital pagado mínimo.”.

290. Elimínase los números 4 a 6.
291. Reemplázase, en el inciso final, las palabras “un administrador” por “una sociedad administradora”, la expresión “90 días hábiles bancarios” por “30 días hábiles”; intercálase la frase “los antecedentes acompañados” entre las expresiones “por no ajustarse” y “a las disposiciones legales” y sustitúyese el numeral “90” por “30”, la segunda vez que aparece. (Unanimidad 3x0. Indicación Nº 7).
---

Artículo 6º, nuevo
292. Intercalar el siguiente artículo 6°, nuevo, modificando correlativamente la numeración de los artículos siguientes:

293. “Artículo 6°.- Los accionistas que, en cualquier momento, adquieran una participación igual o superior al 10% de las acciones emitidas con derecho a voto de la sociedad administradora deberán cumplir los siguientes requisitos:

294. a) No haber incurrido en conductas graves o reiteradas que puedan poner en riesgo la estabilidad de la entidad que se proponen constituir o la seguridad de sus operaciones.

295. b) No haber tomado parte en actuaciones, negociaciones o actos jurídicos de cualquier clase, contrarios a las leyes, normas o sanas prácticas financieras o mercantiles que imperan en Chile o en el extranjero. 

296. c) No encontrarse en alguna de las situaciones siguientes: 

297. i) Que se trate de un fallido no rehabilitado; 

298. ii) Que en los últimos quince años, contados desde la fecha de solicitud de la autorización, haya sido director, gerente, ejecutivo principal o accionista mayoritario directamente o a través de terceros, de una entidad bancaria, de una compañía de seguros del segundo grupo o de una Administradora de Fondos de Pensiones que haya sido declarada en liquidación forzosa o quiebra, según corresponda, o sometida a administración provisional, respecto de la cual el Fisco o el Banco Central de Chile hayan incurrido en considerables pérdidas. No se considerará para estos efectos la participación de una persona por un plazo inferior a un año;

299. iii) Que registre protestos de documentos no aclarados en los últimos cinco años en número o cantidad considerable; 

300. iv) Que haya sido condenado o se encuentre bajo acusación formulada en su contra por cualquiera de los siguientes delitos: 

301. (1) contra la propiedad o contra la fe pública; 

302. (2) contra la probidad administrativa, contra la seguridad nacional, delitos tributarios, aduaneros, y los contemplados en las leyes contra el terrorismo y el lavado de activos; 

303. (3) los contemplados en la ley N° 18.045, ley N° 18.046, decreto ley N° 3.500, de 1980, ley N° 18.092, ley N° 18.840, decreto con fuerza de ley N° 707, de 1982, ley N° 4.287, ley N° 5.687, ley N° 18.175, ley N° 18.690, ley N° 4.097, ley N° 18.112, decreto con fuerza de ley N° 251, de 1931, las leyes sobre Prenda, y en esta ley; 

304. v) Que haya sido condenado a pena aflictiva o de inhabilitación para desempeñar cargos u oficios públicos, y

305. vi) Que se le haya aplicado, directamente o a través de personas jurídicas, cualquiera de las siguientes medidas, siempre que los plazos de reclamación hubieren vencido o los recursos interpuestos en contra de ellas hubiesen sido rechazados por sentencia ejecutoriada:

306. (1) que se haya declarado su liquidación forzosa o se hayan sometido sus actividades comerciales a administración provisional, o 

307. (2) que se le haya cancelado su autorización de operación o existencia, o su inscripción en cualquier registro requerido para operar o para realizar oferta pública de valores, por infracción legal.

Tratándose de una persona jurídica, los requisitos establecidos en este artículo se considerarán respecto de sus controladores, socios o accionistas mayoritarios, directores, administradores, gerentes y ejecutivos principales, a la fecha de la solicitud.

308. La Superintendencia verificará el cumplimiento de estos requisitos, para lo cual podrá solicitar que se le proporcionen los antecedentes que señale; y en caso de rechazo, deberá justificarlo por resolución fundada.”. (Unanimidad 3x0. Indicación Nº 7 bis).
---

Artículo 6º

309. Pasa a ser artículo 7º, reemplazado por el siguiente:

310. “Artículo 7°.- Las sociedades administradoras deberán presentar a la Superintendencia las normas de funcionamiento y un estudio tarifario de cada uno de los sistemas que administren.

311. Todo sistema deberá contar con normas de funcionamiento que contemplen, a lo menos, las siguientes materias:

312. 1. El contrato tipo para la adhesión de un participante al sistema y los requisitos para ser partícipe, los que deberán ser de carácter general, objetivo y sin discriminación arbitraria, no pudiendo diferenciar según sean o no accionistas del administrador. 

313. 2. Los medios y sistemas de comunicación que permitan la interconexión del sistema con sus participantes, con el sistema de pagos y en general con cualquier persona jurídica, nacional o extranjera, a fin de hacer expedita y segura la ejecución de las órdenes de compensación.

314. 3. Los instrumentos financieros que podrán ser objeto de compensación en el sistema.

315. 4. El momento, requisitos y condiciones conforme a los cuales se comunicarán y se entenderán aceptadas las órdenes de compensación ingresadas al sistema, así como los casos excepcionales y la forma en que las partes podrán resciliar o modificar de mutuo acuerdo tales órdenes. 

316. 5. Los plazos y procedimientos a través de los cuales se llevará a cabo la compensación y la posterior liquidación.

317. 6. Los procedimientos de gestión de riesgos.

318. 7. Los procedimientos necesarios para asegurar que la liquidación final de los resultados netos de cada ciclo de compensación, pueda llevarse a cabo de forma íntegra y oportuna.

319. 8. Las garantías que deberán ser proporcionadas por los participantes, así como la forma y casos en que se procederá a la asignación y realización de dichas garantías. La Superintendencia autorizará los bienes susceptibles de ser otorgados en garantía y la forma de valorizarlos.

320. 9. Las medidas que se adoptarán en caso de incumplimiento de las obligaciones por parte de los participantes, incluyendo las sanciones que serán aplicadas en caso de infracción de las normas de funcionamiento y el procedimiento para su aplicación.

321. 10. La organización y funcionamiento de los comités señalados en el artículo 8°.

322. 11. Las medidas que se adoptarán para resguardar la continuidad operacional del sistema.

323. Lo anterior es sin perjuicio de la facultad de la Superintendencia para impartir las instrucciones y normas que estime necesarias para el cumplimiento de los objetivos de la presente ley.

Las sociedades administradoras deberán proporcionar un estudio tarifario, el que será de conocimiento público. Las tarifas deberán fundamentarse en los ingresos y costos relevantes proyectados por la sociedad administradora y tener en consideración los principios de equilibrio financiero de la empresa y de no discriminación arbitraria. Los contenidos mínimos para la elaboración del estudio serán establecidos por la Superintendencia a través de norma de carácter general. El referido estudio deberá ser actualizado a lo menos cada dos años y cada vez que la entidad ajuste sus tarifas, o a petición fundada de la Superintendencia.”. (Unanimidad 4x0. Indicación Nº 8 bis).
Artículo 7º

Pasa a ser artículo 8º, con las siguientes enmiendas:
Elimínase, en el número 1, la expresión “en sus aspectos operativos”.

Suprímese, en el número 2, la expresión “o aplicar”, agrégase la expresión “a los participantes” a continuación de la palabra “sanciones”, y elimínase la frase “, el que estará integrado por personas que ofrezcan garantía de imparcialidad” . 

Elimínase, en el número 3, la expresión “del mismo” (Unanimidad 3x0. Indicación Nº 9 bis), y reemplázase las oraciones “El derecho de los participantes a elegir a sus representantes se otorgará según los riesgos en que aquéllos incurran por la liquidación en el sistema. El procedimiento de elección se determinará en las normas de funcionamiento” por la siguiente oración: “Su composición y procedimiento de elección se determinará en las normas de funcionamiento”. (Unanimidad 4x0. Indicación Nº 9 ter).
Suprímese, en el inciso segundo, las expresiones “cada uno” y “propuestas, evaluaciones e” e para intercálase la expresión “de la sociedad administradora” a continuación de las expresiones “al directorio” y “directores”.

Elimínase el inciso final. (Unanimidad 3x0. Indicación Nº 9 bis).
Artículo 8º

Pasa a ser artículo 9º, reemplazando la expresión “del administrador” por “de la sociedad administradora” y la expresión “, la que será pública” por la frase “. Dicha política se hará pública en la forma que señale la Superintendencia mediante norma de carácter general.”. (Unanimidad 3x0. Indicación Nº 10).
Artículos 9º y 10
Sustituirlos por el siguiente artículo 10, nuevo:
324. “Artículo 10.- La Superintendencia, previo acuerdo favorable del Consejo del Banco Central de Chile, aprobará las normas de funcionamiento y sus modificaciones. Para efectos de lo anterior, una vez recibida la solicitud de aprobación de las normas de funcionamiento o sus modificaciones, en su caso, la Superintendencia remitirá copia de tales antecedentes al Banco Central de Chile, quien se pronunciará respecto de las materias de su competencia.

325. Asimismo, en forma previa a la aprobación de las normas de funcionamiento o sus modificaciones, la Superintendencia consultará a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras.

326. El Banco Central de Chile y la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras dispondrán de un plazo de 60 días hábiles para manifestar sus observaciones a la Superintendencia.

327. Para la aprobación a que se refiere el inciso primero de este artículo, se dispondrá de un plazo de 90 días hábiles, el que se suspenderá si la Superintendencia solicita información adicional, realiza observaciones o instruye alguna modificación por no ajustarse a las disposiciones legales o administrativas aplicables, reanudándose el transcurso del plazo cuando se haya cumplido dicho trámite.

328. Vencido el plazo de 90 días anterior sin que la Superintendencia hubiere rechazado la solicitud presentada, y subsanados los defectos o atendidas las observaciones formuladas, en su caso, se podrá requerir la aplicación del silencio administrativo positivo en la forma señalada en la ley N° 19.880, que establece bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los órganos de la Administración del Estado.

Obtenida la aprobación de las normas de funcionamiento, la Superintendencia comprobará si la sociedad administradora se encuentra preparada para iniciar sus actividades, y especialmente si cuenta con las instalaciones, los recursos profesionales y tecnológicos, y los procedimientos y controles necesarios para desempeñar adecuadamente sus funciones. La Superintendencia deberá pronunciarse sobre el cumplimiento de estas obligaciones en el plazo de 30 días hábiles siguientes a la aprobación de las normas de funcionamiento, a través de resolución fundada. A partir de esa fecha, la sociedad administradora se encontrará facultada para dar inicio a sus actividades.”. (Unanimidad 3x0. Indicación Nº 11 bis).
Artículo 11

329. Reemplazarlo, por el siguiente:

330. “Artículo 11.- Las sociedades administradoras estarán sujetas a las siguientes normas:

331. 1. Serán instituciones de funcionamiento obligatorio y no podrán iniciar, suspender, en forma total o parcial, o poner término a sus operaciones sin previa autorización de la Superintendencia.

332. 2. Deberán llevar separadamente su contabilidad de aquella de los fondos de garantía y fondos de reserva que administren, en la forma que determine la Superintendencia mediante norma de carácter general.

333. 3. Deberán llevar registro de todas las operaciones realizadas por los sistemas que administren y la demás información que determine la Superintendencia;

334. 4. Su directorio estará integrado por un número mínimo de siete miembros.

335. 5. Deberán constituir fondos de reserva por cada sistema que administren, para responder a los participantes del cumplimiento de sus obligaciones. Los bienes que integren dichos fondos de reserva constituirán patrimonios de afectación para la garantía de tales obligaciones y no serán susceptibles de reivindicación, embargo, medida prejudicial o precautoria u otras limitaciones al dominio por causa alguna, ni podrán estar sujetos a otros gravámenes o prohibiciones que los establecidos por las normas de funcionamiento, las que determinarán asimismo los casos y forma en que tales bienes serán ejecutados para cumplir las obligaciones que garanticen. La Superintendencia, mediante norma de carácter general, determinará la forma de constitución y los montos de los fondos de reserva en relación a los riesgos asumidos por las sociedades administradoras, los que no podrán superar el equivalente al mayor saldo deudor neto diario de los participantes del sistema, de acuerdo a las prácticas y principios de gestión de riesgos de general aceptación. 

336. 6. Deberán velar por el cumplimiento de las normas de funcionamiento.

337. 7. Deberán establecer las condiciones generales y objetivas, bajo las cuales se producirá la interconexión de los sistemas que administren, con otros sistemas o entidades, nacionales o extranjeros, e informarlas a la Superintendencia.

338. 8. Proporcionarán a la Superintendencia toda la información que ésta solicite en ejercicio de sus funciones de supervigilancia y fiscalización. 

339. 9. Responderán hasta de la culpa leve por los perjuicios que causaren a los participantes por incumplimiento de cualquiera de sus obligaciones.”. (Unanimidad 3x0. Indicación Nº 12).
---

Capítulo II

340. Eliminar en su enunciado la expresión “definición,”. (Unanimidad 3x0. Indicación Nº 13).
---

Artículo 12

341. Introducirle las siguientes modificaciones:

342. Elimínase, en el inciso primero, las expresiones “, en adelante las contrapartes centrales,” y “efectuar la compensación como contraparte central de las órdenes de compensación aceptadas por un sistema y la liquidación de dichas órdenes,”.

343. Reemplazáse, en el inciso segundo, la expresión “, sin perjuicio de que la entidad deba informar al Servicio de Impuestos Internos, en la forma que éste determine, las transacciones en que intervenga en calidad de entidad de contraparte central.” por la expresión “. El Servicio de Impuestos Internos podrá solicitar información de las mencionadas transacciones.”. (Unanimidad 3x0. Indicación Nº 14).
Artículo 13

344. Reemplázase, en el encabezamiento, la expresión “podrán realizar” por la palabra “realizarán”.

345. Reemplázase el número 5, por el siguiente:

346. 5. “Emitir las certificaciones establecidas en esta ley y en las normas de funcionamiento.”

347. Elimínase el número 7. (Unanimidad 3x0. Indicación Nº 15).
Reemplazar en su inciso final la expresión “los administradores” por “las sociedades administradoras”. (Unanimidad 3x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado). 
Artículo 14

Eliminar su número 2, modificando correlativamente los numerales posteriores. (Unanimidad 3x0. Indicación Nº 16).
348. Reemplázase el número 3, que pasa a ser 2, por el siguiente, nuevo: 

349. 2. Deberán constituirse con un capital pagado mínimo equivalente a 150.000 unidades de fomento y mantener un patrimonio no inferior al monto mencionado. Asimismo, su endeudamiento no superará en ningún momento el doble de su patrimonio. La Superintendencia, por norma de carácter general, podrá establecer la forma de calcular el endeudamiento y el patrimonio para estos efectos.

Reemplázase, en el número 4, que ha pasado a ser 3, la expresión “contemplar la existencia de” por “constituir”. (Unanimidad 5x0. Indicación Nº 16 bis).
Artículo 15

Reemplazarlo por el siguiente:
350. “Artículo 15.- Las normas de funcionamiento establecerán los casos en que la contraparte central podrá determinar unilateralmente excluir de sus operaciones a uno o más participantes o instrumentos financieros determinados. No obstante, podrá resolver fundadamente seguir funcionando como cámara de compensación en tales casos.

Las normas de funcionamiento podrán establecer los casos calificados en los cuales, a partir del momento señalado en el inciso anterior, se entenderá además que son actualmente exigibles todas las obligaciones recíprocas de plazo pendiente entre la contraparte central y el participante afectado por dicha decisión.  
351. Las decisiones adoptadas de conformidad a lo establecido en los incisos anteriores deberán ser comunicadas en carácter de hecho esencial.”. (Unanimidad 5x0. Indicación Nº 17).
Artículo 16
352. Introducirle las siguientes modificaciones:

353. Reemplázase, en el inciso primero, la expresión “número 3” por “número 2”, intercálase la expresión “o su endeudamiento sea superior al límite establecido en el mismo número” a continuación de la expresión “artículo 14”,  y sustitúyense la expresión “precedente, el Gerente General” por “, el gerente” y la expresión “subsanar el déficit producido en un plazo no superior a 20 días hábiles contado desde el día en que se tuvo o debió tener conocimiento de éstos” por la expresión “subsanar, en un plazo no superior a 20 días hábiles desde la presentación del informe, el déficit patrimonial o el exceso de endeudamiento”. 
354. Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión “Transcurrido el plazo establecido en el inciso anterior” por la expresión “Transcurrido este último plazo”; intercálase a continuación de la expresión “déficit patrimonial” la expresión “o el exceso de endeudamiento”, y sustitúyese la expresión “dentro de los 50 días hábiles de producido el déficit” por “dentro de los 50 días hábiles siguientes a la convocatoria”, y la expresión “En caso de aprobarse el aumento de capital, éste deberá” por “El aumento de capital deberá”. (Unanimidad 5x0. Indicación Nº 18).
Artículo 17
355. Introducir las siguientes modificaciones:

356. Intercálase, en el inciso primero, a continuación de la expresión “déficit patrimonial” la expresión “o del exceso de endeudamiento”.

357. Reemplázase el inciso segundo, por el siguiente:

358. “La resolución que al efecto dicte la Superintendencia será comunicada por la sociedad administradora en carácter de hecho esencial.”. (Unanimidad 5x0. Indicación Nº 19).
Artículo 18
359. Introducir las siguientes modificaciones:

360. Intercálase, en el inciso primero, a continuación de la expresión “déficit patrimonial” la expresión “o el exceso de endeudamiento”; reemplázase la palabra “disponer” por la expresión “autorizar, mediante resolución fundada,”; intercálase la palabra “sólo” entre las expresiones “continúe operando” y “en calidad de cámara”; y agrégase a continuación del punto final (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: “Mientras dicha resolución se mantenga vigente, para el desarrollo de su giro la contraparte central deberá utilizar la expresión “Contraparte Central en Intervención”.”.

361. Reemplázase, en el inciso final, la expresión “por la o las personas que éste determine” por la expresión “por la persona que éste designe al efecto, quien tendrá las facultades y deberes del giro ordinario que la ley y los estatutos señalan al directorio y al gerente”. (Unanimidad 4x0. Indicación Nº 20).
Artículo 20
362. Introducirle las siguientes modificaciones:

363. Reemplázase su inciso primero, por el siguiente:

364. “Artículo 20.- Las cámaras de compensación de instrumentos financieros tendrán como objeto exclusivo administrar sistemas de compensación de instrumentos financieros sin constituirse en acreedoras o deudoras de los derechos y obligaciones que surjan de las órdenes de compensación de los mismos, y desarrollar las demás actividades complementarias que autorice esta ley o la Superintendencia mediante norma de carácter general.”.

365. Sustitúyese, en el encabezamiento del inciso segundo, la expresión “salvo por lo siguiente” por “con las siguientes excepciones”. 

366. Reemplazáse el número 2, por el siguiente:

“2. Deberán constituirse con un capital pagado mínimo equivalente a 100.000 unidades de fomento, y mantener un patrimonio no inferior al monto mencionado. Asimismo, su endeudamiento no superará en ningún momento el doble de su patrimonio. La Superintendencia, por norma de carácter general, podrá establecer la forma de calcular el endeudamiento y el patrimonio para estos efectos.”. (Unanimidad 4x0. Indicación Nº 21, y unanimidad 3x0. Indicación Nº 21 bis).
367. Reemplazáse los números 3, 4 y 5, por los siguientes números 3 y 4: 

368. “3. Podrán constituir fondos de garantía de los referidos en el Título IV de la presente ley.

369. 4. Podrán gestionar la liquidación de los saldos netos resultantes de la compensación, de acuerdo a lo señalado en las normas de funcionamiento. En tal caso, podrán además presentar una solicitud en las empresas de depósito de valores, o ante el Banco Central de Chile de conformidad con lo dispuesto en el artículo 3° de esta ley, según corresponda. En estos casos, podrán certificar el cumplimiento o incumplimiento de la liquidación.”. (Unanimidad 4x0. Indicación Nº 21).
Artículo 21
370. Introducir las siguientes modificaciones:

371. En el inciso primero, sustitúyese la expresión “participantes de un sistema” por “participantes de estos sistemas”; y elimínanse la palabra “los” que precede dos veces a la palabra “corredores” y una vez a la palabra “bancos”; la palabra “las” que precede a la expresión “demás personas”, y la expresión “o entidades”.

372. Reemplázase el inciso final, por el siguiente: 

373. “Una norma de carácter general adoptada conjuntamente por la Superintendencia y la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras establecerá los requisitos patrimoniales, financieros, tecnológicos o de recursos humanos que deberán cumplir los participantes en relación a los volúmenes transados y a los riesgos que asuman en el sistema.”. (Unanimidad 4x0. Indicación Nº 22).
Artículo 22
374. Agrégase el siguiente inciso final, nuevo:

375. “Los participantes quedan personalmente obligados a pagar el precio o hacer la entrega de los instrumentos financieros que corresponda y en caso alguno se admitirá la excepción de falta de provisión.”. (Unanimidad 4x0. Indicación Nº 23).
Artículo 24
376. Suprimirlo.
Artículo 25
377. Pasa a ser artículo 24, con las siguientes modificaciones:
378. Reemplázase el inciso primero, por el siguiente:
“Artículo 24.- El ingreso de una orden de compensación a un sistema implicará su sujeción a las normas de la presente ley, a las de carácter general que al efecto imparta la Superintendencia y a las de funcionamiento del mismo.”.
379. Eliminar, en el inciso segundo, las expresiones “de acuerdo a sus normas de funcionamiento” y “ingresadas a dicho sistema” e intercálase, entre la palabra “originado” y el punto aparte, la siguiente frase “, sino en los casos calificados y en la forma que señalen las normas de funcionamiento”.
380. Reemplázase los incisos tercero y final, por los siguientes:

381. “Asimismo, una vez aceptada una orden de compensación, tanto ésta como las obligaciones a que diere lugar, serán firmes, esto es, legalmente exigibles y oponibles a terceros, y serán siempre objeto de compensación y liquidación. Cualquier medida prejudicial o precautoria, prohibición o embargo, acción reivindicatoria u otra limitación al dominio no obstará a la compensación y liquidación y sus efectos se radicarán en los resultados de la liquidación, si los hubiere.

Ninguna declaración de nulidad, inoponibilidad, ineficacia, impugnación o suspensión a consecuencia de un procedimiento concursal o por cualquier otra causa, afectará a la firmeza de la compensación y liquidación efectuadas por un sistema y sus efectos se resolverán en la obligación de indemnizar los perjuicios, los que se podrán perseguir en los resultados de la liquidación.”. (Unanimidad 3x0. Indicación Nº 25 bis).
Artículo 26
382. Pasa a ser artículo  25, sustituido por el siguiente:

383. “Artículo 25.- Las resoluciones judiciales, arbitrales o actos administrativos que tengan por finalidad o efecto imponer cualquier medida prejudicial o precautoria, embargo, acción reivindicatoria u otra limitación al dominio o declarar la nulidad, inoponibilidad, ineficacia, impugnación o suspensión de órdenes de compensación aún no aceptadas por un sistema o de las transacciones que hayan dado origen a dichas órdenes, a consecuencia de un procedimiento concursal o por cualquier otra causa, sólo producirán tales efectos una vez que hayan sido notificadas personalmente a la sociedad administradora del sistema.

384. Asimismo, las resoluciones judiciales, arbitrales o actos administrativos que tengan por finalidad o efecto declarar el desasimiento de un participante o la prohibición para éste de celebrar actos y contratos, deberán ser notificadas en la misma forma señalada en el inciso anterior, y sólo serán oponibles al sistema y sus participantes a partir del día hábil siguiente. Sin perjuicio de lo anterior, una vez efectuada la notificación a que se refiere este inciso, el sistema quedará impedido de aceptar cualquier orden de compensación impartida por el participante afectado por dicha notificación así como cualquier constitución, modificación o retiro de garantías por el mismo.

385. La sociedad administradora deberá informar inmediatamente a la Superintendencia y a los participantes del sistema, por los medios previstos en las normas de funcionamiento, acerca de las notificaciones que reciba de conformidad a lo señalado en este artículo.  

La sociedad administradora será responsable civilmente de los perjuicios causados a terceros por el incumplimiento de lo establecido en este artículo, sin perjuicio de las responsabilidades administrativas y penales que correspondan.”. (Unanimidad 3x0. Indicación Nº 26).
Artículo 27
386. Pasa a ser artículo 26, con las siguientes enmiendas:
Reemplázase, en el inciso primero, la expresión “Los administradores” por “Las sociedades administradoras”; intercálase la palabra “se” entre las palabras “que” y “deriven”, y elimínase la frase “, de conformidad a esta ley y a las normas de funcionamiento del sistema que administren”.

Reemplázase los incisos segundo y final, por los siguientes incisos segundo, tercero y final:

“Las normas de funcionamiento determinarán el tipo de garantías que se podrá utilizar, el cálculo del monto que deberán cubrir y la oportunidad en que serán exigibles a los participantes. 

Asimismo, para estos efectos también se podrán utilizar como garantía operaciones que se perfeccionen mediante la transferencia de la titularidad de activos. En este caso, las garantías no serán consideradas para ningún efecto como cauciones prendarias. 

Tratándose de instrumentos financieros depositados en una empresa de depósito y  custodia de valores, la constitución, alzamiento o modificación de dichas garantías se efectuará de conformidad con el artículo 14 de la ley N° 18.876. Las prendas  se entenderán irrevocablemente constituidas con el solo mérito de las comunicaciones electrónicas que la sociedad administradora realice por cuenta de los participantes a la empresa de depósito de valores, quien no tendrá responsabilidad por las anotaciones que se realizaren en virtud de lo dispuesto en este inciso. Estas prendas sólo podrán ser alzadas por la sociedad administradora, de acuerdo al procedimiento anterior, o por resolución judicial ejecutoriada.”. (Unanimidad 3x0. Indicación Nº 27).
Artículo 28
387. Pasa a ser artículo 27, con las siguientes modificaciones:
388. Elimínase, en el inciso primero, la expresión ”para asegurar el cumplimiento de las órdenes de compensación aceptadas” la segunda ocasión en que aparece, y reemplázase la expresión “, y, a partir de entonces, no podrán ser declarados nulos, inoponibles o ineficaces, resciliados, revertidos, modificados, resueltos, impugnados, suspendidos o dejados sin efecto a consecuencia de un procedimiento concursal o por cualquier otra causa.” Por la siguiente oración: “. A partir de entonces, ninguna declaración de nulidad, inoponibilidad, ineficacia, impugnación o suspensión, a consecuencia de un procedimiento concursal o por cualquier otra causa, afectará la posibilidad de realizar las garantías y los efectos de tales declaraciones se resolverán en la obligación de indemnizar los perjuicios.”.
389. Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión “un patrimonio” por la palabra “patrimonios”. (Unanimidad 3x0. Indicación Nº 28).
Artículo 29
390. Pasa a ser artículo  28, con las siguientes enmiendas: 

391. Reemplázase, en el inciso primero, la expresión “El administrador” por “La sociedad administradora” y elimínanse, en el inciso primero, las expresiones “los actos o contratos referentes a” y “y a los bienes otorgados en garantía”.

392. Elimínase, en el inciso segundo, la expresión “al efecto” y reemplázanse las palabras “el administrador” por “la sociedad administradora” y la expresión “respecto de los bienes dados en garantía, su fecha de constitución, las obligaciones que garantizan así como el monto de las mismas” por “respecto de la existencia de la garantía, de los bienes comprendidos en ella, la fecha de su constitución, y las obligaciones y montos que garantiza”. (Unanimidad 3x0. Indicación Nº 29).
Artículo 30
Pasa a ser artículo 29, introduciéndole las siguientes enmiendas: 

Reemplázanse, en el inciso primero, las expresiones “el administrador” por “la sociedad administradora” y “trámite judicial alguno” por “intervención judicial”. 

Reemplázase, en el inciso segundo, la palabra “artículo” por “capítulo”.

Elimínase, en el inciso final, la expresión “a que se refiere este artículo”. (Unanimidad 3x0. Indicación Nº 30).
Artículo 31
Pasa a ser artículo 30, con las siguientes modificaciones: 

Reemplázase, en el inciso primero, la palabra “cuando” por la expresión “siempre que” y elimínense la expresión “por aquellos” y la oración “Las entidades de contraparte central deberán constituir al menos un fondo de garantía, lo que será facultativo para las cámaras de compensación de instrumentos financieros.”.

Reemplázanse, en el inciso segundo, la expresión “el administrador del sistema” por “la sociedad administradora” y la expresión “las normas de funcionamiento” por “dichas normas” la segunda ocasión en que aparece.

Reemplázanse, en el inciso tercero, la expresión “los participantes” por “se” y “los administradores” por “las sociedades administradoras”. (Unanimidad 3x0. Indicación Nº 31).
Artículo 32
Pasa a ser artículo 31, introduciéndole las siguientes enmiendas: 

Reemplázase el inciso primero por el siguiente, nuevo:

“Artículo 31.- Estos fondos constituirán patrimonios separados de las sociedades administradoras y sus operaciones serán efectuadas por éstas a nombre y por cuenta de aquéllos, los que serán los titulares de los bienes que les fueren aportados y de las inversiones que realicen.”.

Reemplázase, en el inciso segundo, la frase “. En todo caso, sólo podrá realizarse en los bienes señalados en el reglamento referido en el número 8. del artículo 6°, de la presente ley” por la siguiente “y en los bienes autorizados de conformidad con el número 8 del artículo 7° de esta ley”.

Elimínase, en el inciso final, la expresión “que establece el marco legal para la constitución y operación de entidades privadas de depósito y custodia de valores, ya sea directamente o a través de entidades reguladas que autorice la Superintendencia mediante norma de carácter general”. (Unanimidad 3x0. Indicación Nº 32).
Artículo 33
Suprimirlo, modificando correlativamente la numeración de los artículos siguientes. (Unanimidad 3x0. Indicación Nº 33).
Artículo 34
Pasa a ser artículo 32, reemplazado por el siguiente:

“Artículo 32.- Los fondos de garantía constituirán patrimonios de afectación que estarán exclusivamente destinados a asegurar el cumplimiento de las obligaciones de los participantes establecidas en las normas de funcionamiento, y no serán susceptibles de reivindicación, embargo, medida prejudicial o precautoria u otras limitaciones al dominio por causa alguna ni podrán estar sujetos a otros gravámenes o prohibiciones que los establecidos por las normas de funcionamiento del sistema.

Los actos o contratos en virtud de los cuales se constituyan, acepten, modifiquen o sustituyan los aportes a los fondos de garantía serán irrevocables desde el momento en que así lo determine las normas de funcionamiento de dicho sistema. A partir de entonces, ninguna declaración de nulidad, inoponibilidad, ineficacia, impugnación o suspensión, a consecuencia de un procedimiento concursal o por cualquier otra causa, afectará la posibilidad de realizar los fondos de garantías y los efectos de tales declaraciones se resolverán en la obligación de indemnizar los perjuicios.”. (Unanimidad 3x0. Indicación Nº 34).
---

Reemplazar el enunciado del Título V por el siguiente: 

“TÍTULO V

DE LA LIQUIDACIÓN Y QUIEBRA DE LAS SOCIEDADES ADMINISTRADORAS” (Unanimidad 3x0. Indicación Nº 35).
---

Artículo 35
Pasa a ser artículo 33, con las siguientes enmiendas: 

Reemplázanse, en el inciso primero, las expresiones “Disuelto un administrador” por “Disuelta una sociedad administradora” y “del administrador” por “de la sociedad administradora”.

Reemplázase, en el inciso final, la expresión “del administrador” por “de la sociedad administradora”.

Intercálase el siguiente inciso final, nuevo: 

“Sin embargo, la Superintendencia podrá autorizar a la sociedad administradora a practicar o continuar la liquidación de acuerdo a las reglas generales.”. (Unanimidad 3x0. Indicación Nº 36).
Artículo 36
393. Pasa a ser artículo 34, reemplazado por el siguiente:

394. “Artículo 34.- En caso que un acreedor solicitare la quiebra de una sociedad administradora, el juez competente deberá dar aviso a la Superintendencia, a fin que ésta informe acerca de la solvencia de aquélla dentro de los diez días hábiles siguientes. Dicho plazo podrá ser prorrogado por el juez  una sola vez y por el mismo lapso. Si la Superintendencia comprobare que la sociedad administradora no es solvente, así lo informará al tribunal. En caso contrario, podrá proponer las medidas conducentes para que prosiga sus operaciones. Si transcurrido este plazo la Superintendencia no hubiere informado al tribunal, éste continuará con el procedimiento de acuerdo a las normas generales.  

Si el tribunal que conociere de la solicitud de quiebra resolviere que la sociedad administradora se encuentra en condiciones de continuar con sus operaciones, durante los 180 días siguientes a la resolución que así lo determinare, quedará suspendida toda ejecución forzada de las obligaciones de la sociedad administradora, sea ante el mismo tribunal o cualquier otro, como asimismo todas las tramitaciones de la quiebra. Vencido el plazo anterior, el tribunal declarará la quiebra o la rechazará.”. (Unanimidad 3x0. Indicación Nº 37 bis).
Artículo 37
395. Pasa a ser artículo 35, introduciéndole las siguientes enmiendas:

396. Reemplázase el inciso primero, por el siguiente: 

397. “Artículo 35.- Toda proposición de convenio se sujetará a las normas del Libro IV, Título XII del Código de Comercio.”.

398. Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión “La celebración de la junta de acreedores respectiva se efectuará ante Notario y en ella podrá” por “Sin embargo, en la junta de acreedores respectiva podrá”, e intercálase la expresión “de la Superintendencia,” entre las palabras “aprobación” y “del deudor”.

399. Reemplázase el inciso final por los siguientes incisos tercero y final, nuevos:

400. “Propuesto un convenio y hasta su aprobación o la declaración de la quiebra, el Superintendente, o la persona que éste designe, actuará en calidad de administrador con todas las facultades y deberes que le confiera el mencionado Libro IV, en todo lo que no fueren incompatibles con las disposiciones de la presente ley. Sin embargo, la Superintendencia podrá autorizar que la sociedad continúe su administración de acuerdo a las reglas generales.

El convenio podrá establecer que la sociedad administradora quede sujeta a intervención, la que podrá ser ejercida por el Superintendente o la persona que éste designe. El administrador tendrá las facultades y deberes que le confiera el convenio, en todo lo que no fueren incompatibles con las disposiciones de la presente ley.”. (Unanimidad 3x0. Indicación Nº 38 bis).
Artículo 38
401. Pasa a ser 36, con las siguientes enmiendas:

402. Reemplázase, en su inciso primero, la expresión “del administrador fallido” por “de la sociedad administradora fallida”.

403. Intercálase el siguiente inciso segundo:

404. “En cualquier momento, la Superintendencia podrá determinar que la liquidación de los bienes de la fallida pase a un síndico de la nómina nacional de síndicos, lo que comunicará al tribunal de la quiebra para que se proceda a su designación en conformidad a las reglas generales.”.

405. Reemplázase el inciso final por el siguiente: 

“En la realización del activo de la quiebra, el síndico dispondrá de las facultades previstas en el artículo 109 del Libro IV del Código de Comercio, cualquiera que sea el monto de los activos comprometidos, para la realización sumaria de los activos que sean necesarios para el pago oportuno de las obligaciones de la sociedad cuya demora o impago pudiere causar un grave efecto en el sistema de pagos o en el funcionamiento del mercado de valores. Para el resto de los activos, el síndico propondrá al juez la forma de realización de los bienes de la masa y las modalidades de la misma. De la proposición se dará traslado por 10 días a la fallida y a los acreedores; y con lo que estos expongan o en su silencio, el juez resolverá aprobando, rechazando o modificando la proposición. En contra de la resolución que se pronuncie, no procederá recurso alguno.”. (Unanimidad 3x0. Indicación Nº 39 bis).
Artículo 39
Pasa a ser artículo 37, sin modificaciones. 
Artículo 40
Pasa a ser artículo 38, reemplazando, en su inciso segundo, la expresión “Los administradores” por “Las sociedades administradoras”. (Unanimidad 3x0, artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).
Artículo 41
Pasa a ser artículo 39, eliminando la expresión “de su propiedad”. (Unanimidad 3x0. Indicación Nº 40).
Artículo 42
406. Pasa a ser artículo 40, con las siguientes modificaciones:

407. Elimínanse, en el número 3, las expresiones “que serán exigidas” y “el reglamento referido en”, y reemplazáse la expresión “artículo 6°” por “artículo 7°”.

408. Reemplázanse el número 5 y su inciso final por el siguiente:

409. “5. La parte que ejercerá los derechos políticos que puedan emanar de los valores objeto de préstamo.

410. Sólo podrán prestar valores u otorgar garantías respecto de tales operaciones quienes sean los dueños de los valores respectivos o sus representantes.”. (Unanimidad 3x0. Indicación Nº 41 bis).
---

Reemplázase en el enunciado del Título VII la palabra “ADICIONALES” por “VARIAS”. (Unanimidad 3x0. Indicación Nº 42).
---

Artículo 43
411. Pasa a ser artículo 41, introduciéndole las siguientes enmiendas:

412. Reemplázase, en el inciso primero, la expresión “su administrador” por “la sociedad administradora” y agréguese, a continuación del punto final (.), que pasa a ser seguido (.), la siguiente oración: “Sin embargo, la Superintendencia podrá determinar que las funciones de la sociedad administradora queden limitadas a aquellas que no se vean afectadas por la falta de cumplimiento.”.

413. Agrégase el siguiente inciso final, nuevo:

“La Superintendencia podrá revocar la autorización de existencia de una sociedad administradora cuando incurra en graves violaciones a las obligaciones que le imponen esta ley, sus normas complementarias y otras disposiciones que las rijan. En este caso la interposición del recurso de ilegalidad a que se refiere el artículo 46 del decreto ley N° 3.538, de 1980, suspenderá los efectos del acto reclamado.”. (Unanimidad 3x0. Indicación Nº 43 bis).
Artículo 44
Pasa a ser artículo 42, reemplazando la palabra “transacciones” por “órdenes de compensación”; las expresiones “artículo 27” por “artículo 25” y “el administrador” por “la sociedad administradora”, las dos veces que aparece; la expresión “del sistema, y eventualmente con el propio administrador, como consecuencia de las órdenes de compensación de dicho participante que hayan sido aceptadas por el sistema” por “o con la propia sociedad administradora del sistema”, y la expresión “plena fe” por “plena prueba”. (Unanimidad 3x0. Indicación Nº 44 bis).
Artículo 45
Pasa a ser artículo 43 sin modificaciones. 
Artículo 46
Pasa a ser artículo 44, sin enmiendas. 
Artículo 47
Pasa a ser artículo 45, reemplazando la expresión “cuatro por ciento” por “siete por ciento”. (Unanimidad 3x0. Indicación Nº 45).
Artículo 48
414. Pasa a ser artículo 46, con las siguientes enmiendas:
415. Intercálase el siguiente numeral 1), modificando correlativamente la numeración posterior:

416. “1) Intercálase, en el artículo 2°, la siguiente letra m), pasando la actual letra m) a ser n) y eliminando la expresión “, y” de la letra “l”:

417. “m) las sociedades administradoras de sistemas de compensación y liquidación de instrumentos financieros, y”.

418. Reemplázase los actuales numerales 1) y 2), que pasan a ser 2) y 3), por los siguientes: 

419. “2) Reemplázase el inciso final del artículo 5° por el siguiente, nuevo: 

420. “Los valores que se encuentren depositados en la empresa, sólo podrán ser objeto de embargos, medidas prejudiciales o precautorias u otras limitaciones al dominio por obligaciones personales del depositante, cuando fueren de su propiedad y así lo identificare la cuenta respectiva. Si los valores se encontraren depositados por encargo de terceros en cuentas que identifiquen el nombre del mandante, sólo podrán ser objeto de las resoluciones antes señaladas por obligaciones contraídas por los señalados mandantes. Tratándose de valores depositados por el depositante a nombre propio pero por cuenta de terceros no identificados frente a la empresa, tales embargos o medidas sólo podrán hacerse efectivas en el registro que dicho depositante lleve de conformidad al artículo 179 de la Ley N° 18.045, de Mercado de Valores.”.
421. 3) Agrégase en el artículo 14, a continuación de su inciso final, los siguientes incisos:

422. “Para constituir, alzar o modificar prendas o derechos reales en  un sistema de compensación y liquidación de instrumentos financieros, la sociedad administradora del sistema enviará una solicitud a la empresa por cuenta de los participantes  a cuyo nombre se encuentren depositados los valores de que se trate.  Con el solo mérito de tal solicitud, la empresa efectuará una anotación en cuenta que, de conformidad al reglamento interno, refleje la constitución, modificación o alzamiento de la prenda o derecho real sobre los valores respectivos, y a partir de ese momento se entenderán constituidos tales derechos para todos los efectos legales. Las garantías así constituidas se regirán por el Título XXII de la ley N° 18.045, aun cuando se trate de prendas sin desplazamiento.

423. Las anotaciones que la empresa realice de conformidad a lo señalado en el inciso anterior podrán ser realizadas por cuenta del depositante, o bien, de sus mandantes, en las cuentas identificadas a nombre de éstos, según lo indique el depositante. Para efectos de constituir, modificar o alzar válidamente prendas u otros derechos reales por cuenta de estos últimos, el depositante deberá contar con una autorización general o especial dada por sus mandantes para proceder en tal sentido.

La empresa, a solicitud de cualquier interesado, deberá certificar la constitución de los derechos referidos en este artículo, especificando los valores sobre los cuales recayeren, la fecha en que hubieren sido constituidos, el titular de los valores respectivos, así como el derecho de que se tratare.”. (Unanimidad 3x0. Indicación Nº 46 bis).
424. El numeral 3) pasa a ser 4), sin enmiendas.

Artículo 49
425. Pasa a ser artículo 47, sustituido por el siguiente:

“Artículo 47.- En todo lo no previsto por los artículos precedentes, y en lo que fuere compatible con las normas establecidas en la presente ley, se aplicarán las normas contenidas en la ley N° 18.045, sobre Mercado de Valores, y las relativas a las sociedades anónimas abiertas, contenidas en la ley N° 18.046.”. (Unanimidad 3x0. Indicación Nº 47 bis).
Artículo 50
Pasa a ser artículo 48 sin otra modificación. 
---
Disposiciones transitorias
Artículos primero y segundo 
Reemplazarlos por el siguiente:

“Artículo único.- Esta ley entrará en vigencia a contar de su publicación en el Diario Oficial. 

Sin embargo, las entidades que a la fecha de entrada en vigencia efectúen la compensación y liquidación de instrumentos financieros, tendrán un plazo de quince meses contados desde tal fecha para adecuarse a las disposiciones de esta ley. Asimismo, lo dispuesto en los artículos 43 y 44 de esta ley entrará en vigencia después de quince meses contados desde la fecha de su publicación en el Diario Oficial.”. (Unanimidad 3x0. Indicación Nº 48 bis).
- - -
TEXTO DEL PROYECTO
En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley en informe, en general y particular, con el siguiente texto:

b. PROYECTO DE LEY

“TÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1°.- Para efectos de lo dispuesto en la presente ley, se entenderá por:

1. Sistema de compensación y liquidación de instrumentos financieros, en lo sucesivo “sistema”: el conjunto de actividades, acuerdos, participantes, normas, procedimientos y mecanismos que tengan por objeto compensar y liquidar órdenes de compensación.

2. Normas de funcionamiento: las normas que regulan la incorporación de participantes a un sistema y su operación.

3. Sociedad Administradora: persona jurídica a cargo de la dirección y operación de un sistema, cuya constitución y operación se rige por la presente ley y por sus normas.

426. 4. Entidad de contraparte central: sociedad administradora que compensa órdenes de compensación constituyéndose en acreedora y deudora de los derechos y obligaciones que deriven de tales órdenes.

5. Cámara de compensación de instrumentos financieros: sociedad administradora que compensa órdenes de compensación sin constituirse en contraparte central de las mismas.
6. Participantes: personas jurídicas autorizadas por ley o por la Superintendencia para ser miembros de un sistema.

7. Orden de compensación: instrucción comunicada a un sistema, de acuerdo a sus normas de funcionamiento, para la compensación de obligaciones emanadas de transacciones sobre instrumentos financieros.

8. Instrumentos Financieros: valores de conformidad a lo establecido en el artículo 3° de la ley Nº 18.045, sobre Mercado de Valores y, en general, cualquier título, derecho, acto, contrato, factura, producto o moneda extranjera, negociables en mercados nacionales o extranjeros. En todo caso, se excluye la moneda nacional.

427. 9. Compensación financiera, en adelante compensación: procedimiento de cálculo, de carácter bilateral o multilateral, por el cual se determinan los saldos acreedores netos y deudores netos respecto de las órdenes de compensación aceptadas por dicho sistema dentro de un período determinado por éste, y que resulta en la extinción, hasta la concurrencia de los saldos, de las obligaciones emanadas de las transacciones sobre instrumentos financieros que dieron lugar a dichas órdenes, sin que sea necesaria la concurrencia de los requisitos de la compensación del Código Civil.

428. 10. Liquidación: procedimiento por el cual se extinguen los saldos acreedores netos y deudores netos resultantes de la compensación, como consecuencia de:

429. a) el pago en dinero efectuado a través de transferencias de fondos depositados en cuentas abiertas en el Banco Central de Chile o en empresas bancarias, y

b) la transferencia de instrumentos financieros, cuando así lo requieran las transacciones que hubieren dado origen a las órdenes de compensación.

11. Procedimiento concursal: procedimiento judicial o administrativo incoado en virtud de una declaración de quiebra, liquidación forzosa o presentación de proposiciones de convenio judicial preventivo y, en general, cualquier procedimiento ejecutivo patrimonial de carácter universal y colectivo que regule la administración y, o liquidación de los bienes de un deudor insolvente, así como el pago a los acreedores, conforme a la prelación legal.

Artículo 2°.- La presente ley se aplicará a los sistemas de compensación y liquidación de instrumentos financieros, a las sociedades administradoras y sus participantes, a las garantías otorgadas por estos últimos y a las órdenes de compensación comunicadas de conformidad con las normas de funcionamiento de dichos sistemas. No se aplicará esta ley a las cámaras compensadoras autorizadas por el Banco Central de Chile de conformidad con el número 8 del artículo 35 de su ley orgánica, cuyo funcionamiento se regirá por la reglamentación que éste imparta.

Corresponderá a la Superintendencia de Valores y Seguros, en adelante la Superintendencia, velar por el cumplimiento de esta ley y de las normas que la complementen, y fiscalizar a las sociedades administradoras, de acuerdo a las facultades que se le confieren en la presente ley y en el decreto ley Nº 3.538, de 1980.

Para efectos de esta ley, los días sábado no serán considerados hábiles.
430. TÍTULO II

DE LAS SOCIEDADES ADMINISTRADORAS Y PARTICIPANTES
431. Capítulo I

Normas Generales sobre las Sociedades Administradoras

432. Artículo 3°.- La liquidación de los saldos acreedores y deudores netos de instrumentos financieros se perfeccionará mediante anotaciones en cuenta en el registro correspondiente en caso de valores emitidos desmaterializadamente, o bien de conformidad con las normas que resulten aplicables a los instrumentos financieros de que se trate.

433. Toda liquidación deberá realizarse de acuerdo a niveles de riesgo generalmente aceptados, conforme a las mejores prácticas y recomendaciones internacionales en la materia. 

Cuando la liquidación de sumas de dinero deba efectuarse a través de cualquier sistema de pagos regulado o autorizado por el Banco Central de Chile para esta finalidad, se sujetará a la normativa dictada por dicho organismo. Con este objeto, el Banco Central de Chile estará facultado para abrir cuentas corrientes a las sociedades administradoras de conformidad con lo establecido en el artículo 55 de su ley orgánica. Lo anterior no implicará, en ningún caso, el otorgamiento de facilidades de financiamiento o refinanciamiento, ni la garantía del Banco Central de Chile, respecto de las obligaciones a liquidar.
434. Artículo 4°.- La administración de sistemas de compensación y liquidación de instrumentos financieros sólo podrá ser ejercida por sociedades administradoras constituidas como entidades de contraparte central o cámaras de compensación de instrumentos financieros de conformidad a la presente ley. 

435. Sin perjuicio de lo anterior, las sociedades administradoras podrán además administrar otros sistemas de los definidos en esta ley, siempre que en ellos no se constituya en acreedora y deudora de los saldos netos derivados de las órdenes de compensación aceptadas por tales sistemas. 

Las infracciones a este artículo se sancionarán con las penas contempladas en el artículo 60 de la ley N° 18.045, de mercado de valores.
Artículo 5°.- Las sociedades administradoras se constituirán como sociedades anónimas especiales, de conformidad a lo establecido en el artículo 126 de la ley N° 18.046, sobre sociedades anónimas, y se regirán por las normas aplicables a las sociedades anónimas abiertas en lo que no fuere contrario a la presente ley.

Las solicitudes de autorización de existencia de las sociedades administradoras deberán acompañar los siguientes antecedentes:

1. Antecedentes que den cuenta de su constitución y del capital pagado mínimo.

2. Plan general de funcionamiento, describiendo los elementos operacionales del sistema o sistemas a administrar.

Para pronunciarse sobre la autorización de existencia de una sociedad administradora, la Superintendencia dispondrá del plazo de 30 días hábiles contado desde la fecha de la presentación de los documentos señalados. Dicho plazo se suspenderá si la Superintendencia solicita información adicional, realiza observaciones o instruye alguna modificación por no ajustarse los antecedentes acompañados a las disposiciones legales o administrativas aplicables, reanudándose el transcurso del plazo cuando se haya cumplido dicho trámite. Vencido el plazo de 30 días anterior sin que la Superintendencia hubiere rechazado la solicitud presentada, y subsanados los defectos o atendidas las observaciones formuladas, en su caso, se podrá requerir la aplicación del silencio administrativo positivo en la forma señalada en la ley N° 19.880, que establece bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los órganos de la Administración del Estado.

436. Artículo 6°.- Los accionistas que, en cualquier momento, adquieran una participación igual o superior al 10% de las acciones emitidas con derecho a voto de la sociedad administradora deberán cumplir los siguientes requisitos:

437. a) No haber incurrido en conductas graves o reiteradas que puedan poner en riesgo la estabilidad de la entidad que se proponen constituir o la seguridad de sus operaciones.

438. b) No haber tomado parte en actuaciones, negociaciones o actos jurídicos de cualquier clase, contrarios a las leyes, normas o sanas prácticas financieras o mercantiles que imperan en Chile o en el extranjero. 

439. c) No encontrarse en alguna de las situaciones siguientes: 

440. i) Que se trate de un fallido no rehabilitado; 

441. ii) Que en los últimos quince años, contados desde la fecha de solicitud de la autorización, haya sido director, gerente, ejecutivo principal o accionista mayoritario directamente o a través de terceros, de una entidad bancaria, de una compañía de seguros del segundo grupo o de una Administradora de Fondos de Pensiones que haya sido declarada en liquidación forzosa o quiebra, según corresponda, o sometida a administración provisional, respecto de la cual el Fisco o el Banco Central de Chile hayan incurrido en considerables pérdidas. No se considerará para estos efectos la participación de una persona por un plazo inferior a un año;

442. iii) Que registre protestos de documentos no aclarados en los últimos cinco años en número o cantidad considerable; 

443. iv) Que haya sido condenado o se encuentre bajo acusación formulada en su contra por cualquiera de los siguientes delitos: 

444. (1) contra la propiedad o contra la fe pública; 

445. (2) contra la probidad administrativa, contra la seguridad nacional, delitos tributarios, aduaneros, y los contemplados en las leyes contra el terrorismo y el lavado de activos; 

446. (3) los contemplados en la ley N° 18.045, ley N° 18.046, decreto ley N° 3.500, de 1980, ley N° 18.092, ley N° 18.840, decreto con fuerza de ley N° 707, de 1982, ley N° 4.287, ley N° 5.687, ley N° 18.175, ley N° 18.690, ley N° 4.097, ley N° 18.112, decreto con fuerza de ley N° 251, de 1931, las leyes sobre Prenda, y en esta ley; 

447. v) Que haya sido condenado a pena aflictiva o de inhabilitación para desempeñar cargos u oficios públicos, y

448. vi) Que se le haya aplicado, directamente o a través de personas jurídicas, cualquiera de las siguientes medidas, siempre que los plazos de reclamación hubieren vencido o los recursos interpuestos en contra de ellas hubiesen sido rechazados por sentencia ejecutoriada:

449. (1) que se haya declarado su liquidación forzosa o se hayan sometido sus actividades comerciales a administración provisional, o 

450. (2) que se le haya cancelado su autorización de operación o existencia, o su inscripción en cualquier registro requerido para operar o para realizar oferta pública de valores, por infracción legal.

Tratándose de una persona jurídica, los requisitos establecidos en este artículo se considerarán respecto de sus controladores, socios o accionistas mayoritarios, directores, administradores, gerentes y ejecutivos principales, a la fecha de la solicitud.

La Superintendencia verificará el cumplimiento de estos requisitos, para lo cual podrá solicitar que se le proporcionen los antecedentes que señale; y en caso de rechazo, deberá justificarlo por resolución fundada.
451. Artículo 7°.- Las sociedades administradoras deberán presentar a la Superintendencia las normas de funcionamiento y un estudio tarifario de cada uno de los sistemas que administren.

452. Todo sistema deberá contar con normas de funcionamiento que contemplen, a lo menos, las siguientes materias:

453. 1. El contrato tipo para la adhesión de un participante al sistema y los requisitos para ser partícipe, los que deberán ser de carácter general, objetivo y sin discriminación arbitraria, no pudiendo diferenciar según sean o no accionistas del administrador. 

454. 2. Los medios y sistemas de comunicación que permitan la interconexión del sistema con sus participantes, con el sistema de pagos y en general con cualquier persona jurídica, nacional o extranjera, a fin de hacer expedita y segura la ejecución de las órdenes de compensación.

455. 3. Los instrumentos financieros que podrán ser objeto de compensación en el sistema.

456. 4. El momento, requisitos y condiciones conforme a los cuales se comunicarán y se entenderán aceptadas las órdenes de compensación ingresadas al sistema, así como los casos excepcionales y la forma en que las partes podrán resciliar o modificar de mutuo acuerdo tales órdenes. 

457. 5. Los plazos y procedimientos a través de los cuales se llevará a cabo la compensación y la posterior liquidación.

458. 6. Los procedimientos de gestión de riesgos.

459. 7. Los procedimientos necesarios para asegurar que la liquidación final de los resultados netos de cada ciclo de compensación, pueda llevarse a cabo de forma íntegra y oportuna.

460. 8. Las garantías que deberán ser proporcionadas por los participantes, así como la forma y casos en que se procederá a la asignación y realización de dichas garantías. La Superintendencia autorizará los bienes susceptibles de ser otorgados en garantía y la forma de valorizarlos.

461. 9. Las medidas que se adoptarán en caso de incumplimiento de las obligaciones por parte de los participantes, incluyendo las sanciones que serán aplicadas en caso de infracción de las normas de funcionamiento y el procedimiento para su aplicación.

462. 10. La organización y funcionamiento de los comités señalados en el artículo 8°.

463. 11. Las medidas que se adoptarán para resguardar la continuidad operacional del sistema.

464. Lo anterior es sin perjuicio de la facultad de la Superintendencia para impartir las instrucciones y normas que estime necesarias para el cumplimiento de los objetivos de la presente ley.

Las sociedades administradoras deberán proporcionar un estudio tarifario, el que será de conocimiento público. Las tarifas deberán fundamentarse en los ingresos y costos relevantes proyectados por la sociedad administradora y tener en consideración los principios de equilibrio financiero de la empresa y de no discriminación arbitraria. Los contenidos mínimos para la elaboración del estudio serán establecidos por la Superintendencia a través de norma de carácter general. El referido estudio deberá ser actualizado a lo menos cada dos años y cada vez que la entidad ajuste sus tarifas, o a petición fundada de la Superintendencia.
Artículo 8°.- Las normas de funcionamiento deberán contemplar, a lo menos, la organización y funcionamiento de los siguientes comités:

1. Un comité de auditoría, encargado de supervisar el cumplimiento de las normas de funcionamiento;

2. Un comité disciplinario, encargado de proponer las sanciones a los participantes por las infracciones a las normas de funcionamiento;

3. Un comité de riesgos, encargado de evaluar y proponer mejoras a las políticas de gestión y control de riesgos del sistema. Este comité estará integrado mayoritariamente por representantes designados por los participantes, sean o no accionistas. Su composición y procedimiento de elección se determinará en las normas de funcionamiento.

Los comités estarán integrados por un mínimo de 3 miembros y presentarán sus informes al directorio de la sociedad administradora. Las normas de funcionamiento contemplarán los requisitos de independencia, idoneidad y experiencia profesional que deberán cumplir los miembros de cada comité, además de precisar su número y si serán o no directores de la sociedad administradora.
Artículo 9°.- La política de gestión de riesgos de cada sistema será establecida por el directorio de la sociedad administradora, considerando la propuesta del comité de riesgos señalado en el artículo anterior. Dicha política se hará pública en la forma que señale la Superintendencia mediante norma de carácter general. El directorio deberá enviar al comité de riesgos respuesta escrita a la propuesta de éste.
465. Artículo 10.- La Superintendencia, previo acuerdo favorable del Consejo del Banco Central de Chile, aprobará las normas de funcionamiento y sus modificaciones. Para efectos de lo anterior, una vez recibida la solicitud de aprobación de las normas de funcionamiento o sus modificaciones, en su caso, la Superintendencia remitirá copia de tales antecedentes al Banco Central de Chile, quien se pronunciará respecto de las materias de su competencia.

466. Asimismo, en forma previa a la aprobación de las normas de funcionamiento o sus modificaciones, la Superintendencia consultará a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras.

467. El Banco Central de Chile y la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras dispondrán de un plazo de 60 días hábiles para manifestar sus observaciones a la Superintendencia.

468. Para la aprobación a que se refiere el inciso primero de este artículo, se dispondrá de un plazo de 90 días hábiles, el que se suspenderá si la Superintendencia solicita información adicional, realiza observaciones o instruye alguna modificación por no ajustarse a las disposiciones legales o administrativas aplicables, reanudándose el transcurso del plazo cuando se haya cumplido dicho trámite.

469. Vencido el plazo de 90 días anterior sin que la Superintendencia hubiere rechazado la solicitud presentada, y subsanados los defectos o atendidas las observaciones formuladas, en su caso, se podrá requerir la aplicación del silencio administrativo positivo en la forma señalada en la ley N° 19.880, que establece bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los órganos de la Administración del Estado.

Obtenida la aprobación de las normas de funcionamiento, la Superintendencia comprobará si la sociedad administradora se encuentra preparada para iniciar sus actividades, y especialmente si cuenta con las instalaciones, los recursos profesionales y tecnológicos, y los procedimientos y controles necesarios para desempeñar adecuadamente sus funciones. La Superintendencia deberá pronunciarse sobre el cumplimiento de estas obligaciones en el plazo de 30 días hábiles siguientes a la aprobación de las normas de funcionamiento, a través de resolución fundada. A partir de esa fecha, la sociedad administradora se encontrará facultada para dar inicio a sus actividades.

470. Artículo 11.- Las sociedades administradoras estarán sujetas a las siguientes normas:

471. 1. Serán instituciones de funcionamiento obligatorio y no podrán iniciar, suspender, en forma total o parcial, o poner término a sus operaciones sin previa autorización de la Superintendencia.

472. 2. Deberán llevar separadamente su contabilidad de aquella de los fondos de garantía y fondos de reserva que administren, en la forma que determine la Superintendencia mediante norma de carácter general.

473. 3. Deberán llevar registro de todas las operaciones realizadas por los sistemas que administren y la demás información que determine la Superintendencia;

474. 4. Su directorio estará integrado por un número mínimo de siete miembros.

475. 5. Deberán constituir fondos de reserva por cada sistema que administren, para responder a los participantes del cumplimiento de sus obligaciones. Los bienes que integren dichos fondos de reserva constituirán patrimonios de afectación para la garantía de tales obligaciones y no serán susceptibles de reivindicación, embargo, medida prejudicial o precautoria u otras limitaciones al dominio por causa alguna, ni podrán estar sujetos a otros gravámenes o prohibiciones que los establecidos por las normas de funcionamiento, las que determinarán asimismo los casos y forma en que tales bienes serán ejecutados para cumplir las obligaciones que garanticen. La Superintendencia, mediante norma de carácter general, determinará la forma de constitución y los montos de los fondos de reserva en relación a los riesgos asumidos por las sociedades administradoras, los que no podrán superar el equivalente al mayor saldo deudor neto diario de los participantes del sistema, de acuerdo a las prácticas y principios de gestión de riesgos de general aceptación. 

476. 6. Deberán velar por el cumplimiento de las normas de funcionamiento.

477. 7. Deberán establecer las condiciones generales y objetivas, bajo las cuales se producirá la interconexión de los sistemas que administren, con otros sistemas o entidades, nacionales o extranjeros, e informarlas a la Superintendencia.

478. 8. Proporcionarán a la Superintendencia toda la información que ésta solicite en ejercicio de sus funciones de supervigilancia y fiscalización. 

9. Responderán hasta de la culpa leve por los perjuicios que causaren a los participantes por incumplimiento de cualquiera de sus obligaciones.
Capítulo II

De las Entidades de Contraparte Central

§ 2. 1. De su objeto y constitución

Artículo 12.- Las entidades de contraparte central tendrán como objeto exclusivo administrar sistemas, y desarrollar las demás actividades complementarias que autorice esta ley o la Superintendencia por norma de carácter general.

Una vez producida la aceptación de las órdenes de compensación de conformidad a las normas de funcionamiento de un sistema, las contrapartes centrales se constituirán irrevocablemente en acreedoras y deudoras de los derechos y obligaciones que deriven de tales órdenes, tanto frente a terceros como respecto de las partes de las transacciones que las hubieren originado, quienes a partir de ese momento dejarán de estar jurídicamente vinculadas entre sí. Lo anterior no regirá para los efectos de la aplicación de los impuestos que graven las transacciones respectivas y las obligaciones tributarias de las partes. El Servicio de Impuestos Internos podrá solicitar información de las mencionadas transacciones.
Artículo 13.- Para el desarrollo de su objeto, las contrapartes centrales realizarán las siguientes actividades:

1. Administrar sistemas de acuerdo a las normas de funcionamiento.

2. Requerir, recibir, administrar y realizar garantías para asegurar el cumplimiento de las obligaciones de los participantes, de conformidad a esta ley y a las normas de funcionamiento del sistema.

3. Efectuar la liquidación de los saldos netos resultantes de la compensación en la forma establecida en las normas de funcionamiento y en el contrato de adhesión al sistema.

4. Efectuar aquellas operaciones de compraventa de instrumentos financieros, de préstamo de valores y de financiamiento, que sean necesarias para el cumplimiento de sus funciones.

5. Emitir las certificaciones establecidas en esta ley y en las normas de funcionamiento.
6. Establecer acuerdos con otras entidades nacionales o extranjeras, así como con otro tipo de administradores de sistemas, o adquirir participación en la propiedad de ellos. La Superintendencia podrá establecer, mediante norma de carácter general, criterios que deberán cumplir los mencionados acuerdos o las contrapartes de los mismos.

Los apoderados de las sociedades administradoras que den certificaciones falsas sufrirán las penas establecidas en el artículo 59 de la ley N° 18.045, sobre Mercado de Valores.

Artículo 14.- Las contrapartes centrales estarán sujetas a las siguientes reglas especiales:

1. En su nombre deberán incluir la expresión “Contraparte Central”. Se reserva el uso de la expresión “Contraparte Central” a aquellas sociedades constituidas de conformidad a las normas del presente Capítulo.

479. 2. Deberán constituirse con un capital pagado mínimo equivalente a 150.000 unidades de fomento y mantener un patrimonio no inferior al monto mencionado. Asimismo, su endeudamiento no superará en ningún momento el doble de su patrimonio. La Superintendencia, por norma de carácter general, podrá establecer la forma de calcular el endeudamiento y el patrimonio para estos efectos.

3. Deberán constituir uno o más fondos de garantía de los referidos en el Título IV de la presente ley.

480. Artículo 15.- Las normas de funcionamiento establecerán los casos en que la contraparte central podrá determinar unilateralmente excluir de sus operaciones a uno o más participantes o instrumentos financieros determinados. No obstante, podrá resolver fundadamente seguir funcionando como cámara de compensación en tales casos.

Las normas de funcionamiento podrán establecer los casos calificados en los cuales, a partir del momento señalado en el inciso anterior, se entenderá además que son actualmente exigibles todas las obligaciones recíprocas de plazo pendiente entre la contraparte central y el participante afectado por dicha decisión.
Las decisiones adoptadas de conformidad a lo establecido en los incisos anteriores deberán ser comunicadas en carácter de hecho esencial.

§ 2. 2. De su regularización

Artículo 16.- Si durante su existencia el patrimonio de la contraparte central se redujere a cifras inferiores al mínimo señalado en el número 2 del artículo 14 o su endeudamiento sea superior al límite establecido en el mismo número, el gerente de la entidad, o quien haga sus veces, deberá informar a la Superintendencia tan pronto como tenga conocimiento de este hecho. Dentro de los 2 días hábiles siguientes de efectuada tal comunicación, deberá acompañar un informe de las razones que dieron lugar a la situación descrita y de las medidas dispuestas para subsanar, en un plazo no superior a 20 días hábiles desde la presentación del informe, el déficit patrimonial o el exceso de endeudamiento.

Transcurrido este último plazo sin que se hubiere regularizado el déficit patrimonial o el exceso de endeudamiento, el directorio de la sociedad deberá convocar en única citación a una junta extraordinaria de accionistas para aprobar el aumento de capital necesario para cumplir el requerimiento legal. La junta, que deberá celebrarse dentro de los 50 días hábiles siguientes a la convocatoria, se constituirá con las acciones que se encuentren presentes o representadas, cualquiera sea su número, y los acuerdos se adoptarán por la mayoría absoluta de las acciones presentes o representadas con derecho a voto. El aumento de capital deberá enterarse en dinero efectivo y en un plazo no superior a 20 días hábiles contado desde la fecha del acuerdo.

Artículo 17.- A partir del momento en que tome conocimiento del déficit patrimonial o del exceso de endeudamiento en que hubiere incurrido una contraparte central, la Superintendencia podrá ordenar, mediante resolución fundada, que aquélla no actúe en calidad de contraparte central sino como cámara de compensación de instrumentos financieros.

La resolución que al efecto dicte la Superintendencia será comunicada por la sociedad administradora en carácter de hecho esencial.
Mientras dicha resolución se mantenga vigente, para el desarrollo de su giro la contraparte central deberá utilizar la expresión “Contraparte Central en Regularización”.

Artículo 18.- Vencidos los plazos establecidos en los artículos anteriores sin que se haya subsanado el déficit patrimonial o el exceso de endeudamiento, la Superintendencia podrá autorizar, mediante resolución fundada, que la contraparte central continúe operando sólo en calidad de cámara de compensación de instrumentos financieros por un plazo no superior a un año. Mientras dicha resolución se mantenga vigente, para el desarrollo de su giro la contraparte central deberá utilizar la expresión “Contraparte Central en Intervención”.
Durante dicho período, la administración de la contraparte central será realizada por el Superintendente o por la persona que éste designe al efecto, quien tendrá las facultades y deberes del giro ordinario que la ley y los estatutos señalan al directorio y al gerente.

Artículo 19.- En caso que la Superintendencia no otorgue la autorización establecida en el artículo anterior, o una vez vencido el plazo otorgado, ésta decretará la revocación de la autorización de existencia de la contraparte central y se procederá a su liquidación de acuerdo a lo establecido en el Título V de esta ley.

Capítulo III

De las Cámaras de Compensación de Instrumentos Financieros

Artículo 20.- Las cámaras de compensación de instrumentos financieros tendrán como objeto exclusivo administrar sistemas de compensación de instrumentos financieros sin constituirse en acreedoras o deudoras de los derechos y obligaciones que surjan de las órdenes de compensación de los mismos, y desarrollar las demás actividades complementarias que autorice esta ley o la Superintendencia mediante norma de carácter general.
A las cámaras de compensación les serán aplicables las normas establecidas en esta ley para las  contrapartes centrales, con las siguientes excepciones:

1. En su nombre deberán incluir la expresión “Cámara de Compensación de Instrumentos Financieros”. Se reserva el uso de la expresión “Cámara de Compensación de Instrumentos Financieros” a aquellas sociedades constituidas de conformidad a las normas del presente Capítulo.

2. Deberán constituirse con un capital pagado mínimo equivalente a 100.000 unidades de fomento, y mantener un patrimonio no inferior al monto mencionado. Asimismo, su endeudamiento no superará en ningún momento el doble de su patrimonio. La Superintendencia, por norma de carácter general, podrá establecer la forma de calcular el endeudamiento y el patrimonio para estos efectos.

481. 3. Podrán constituir fondos de garantía de los referidos en el Título IV de la presente ley.

4. Podrán gestionar la liquidación de los saldos netos resultantes de la compensación, de acuerdo a lo señalado en las normas de funcionamiento. En tal caso, podrán además presentar una solicitud en las empresas de depósito de valores, o ante el Banco Central de Chile de conformidad con lo dispuesto en el artículo 3° de esta ley, según corresponda. En estos casos, podrán certificar el cumplimiento o incumplimiento de la liquidación.
Capítulo IV

De los Participantes

Artículo 21.- Podrán ser participantes de estos sistemas los agentes de valores, corredores de bolsas de valores, corredores de bolsas de productos, bancos y demás personas que autorice la Superintendencia a través de normas de carácter general.

Una norma de carácter general adoptada conjuntamente por la Superintendencia y la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras establecerá los requisitos patrimoniales, financieros, tecnológicos o de recursos humanos que deberán cumplir los participantes en relación a los volúmenes transados y a los riesgos que asuman en el sistema.
Artículo 22.- Los participantes presentarán las órdenes de compensación al sistema a nombre propio, aun cuando éstas sean por cuenta ajena.

Los participantes quedan personalmente obligados a pagar el precio o hacer la entrega de los instrumentos financieros que corresponda y en caso alguno se admitirá la excepción de falta de provisión.

Artículo 23.- Las obligaciones que contraiga una empresa bancaria, en su calidad de participante de un sistema, se considerarán como obligaciones a plazo para efectos de lo dispuesto en los artículos 65, 123 y 132 de la Ley General de Bancos.

TÍTULO III

DEL PRINCIPIO DE FIRMEZA

Artículo 24.- El ingreso de una orden de compensación a un sistema implicará su sujeción a las normas de la presente ley, a las de carácter general que al efecto imparta la Superintendencia y a las de funcionamiento del mismo.
A partir del momento en que sean aceptadas por un sistema, las órdenes de compensación serán irrevocables, y no podrán ser dejadas sin efecto o modificadas por las partes de las transacciones que las hubieren originado, sino en los casos calificados y en la forma que señalen las normas de funcionamiento.

482. Asimismo, una vez aceptada una orden de compensación, tanto ésta como las obligaciones a que diere lugar, serán firmes, esto es, legalmente exigibles y oponibles a terceros, y serán siempre objeto de compensación y liquidación. Cualquier medida prejudicial o precautoria, prohibición o embargo, acción reivindicatoria u otra limitación al dominio no obstará a la compensación y liquidación y sus efectos se radicarán en los resultados de la liquidación, si los hubiere.

Ninguna declaración de nulidad, inoponibilidad, ineficacia, impugnación o suspensión a consecuencia de un procedimiento concursal o por cualquier otra causa, afectará a la firmeza de la compensación y liquidación efectuadas por un sistema y sus efectos se resolverán en la obligación de indemnizar los perjuicios, los que se podrán perseguir en los resultados de la liquidación.
483. Artículo 25.- Las resoluciones judiciales, arbitrales o actos administrativos que tengan por finalidad o efecto imponer cualquier medida prejudicial o precautoria, embargo, acción reivindicatoria u otra limitación al dominio o declarar la nulidad, inoponibilidad, ineficacia, impugnación o suspensión de órdenes de compensación aún no aceptadas por un sistema o de las transacciones que hayan dado origen a dichas órdenes, a consecuencia de un procedimiento concursal o por cualquier otra causa, sólo producirán tales efectos una vez que hayan sido notificadas personalmente a la sociedad administradora del sistema.

484. Asimismo, las resoluciones judiciales, arbitrales o actos administrativos que tengan por finalidad o efecto declarar el desasimiento de un participante o la prohibición para éste de celebrar actos y contratos, deberán ser notificadas en la misma forma señalada en el inciso anterior, y sólo serán oponibles al sistema y sus participantes a partir del día hábil siguiente. Sin perjuicio de lo anterior, una vez efectuada la notificación a que se refiere este inciso, el sistema quedará impedido de aceptar cualquier orden de compensación impartida por el participante afectado por dicha notificación así como cualquier constitución, modificación o retiro de garantías por el mismo.

485. La sociedad administradora deberá informar inmediatamente a la Superintendencia y a los participantes del sistema, por los medios previstos en las normas de funcionamiento, acerca de las notificaciones que reciba de conformidad a lo señalado en este artículo.  

La sociedad administradora será responsable civilmente de los perjuicios causados a terceros por el incumplimiento de lo establecido en este artículo, sin perjuicio de las responsabilidades administrativas y penales que correspondan.

TÍTULO IV

DE LAS GARANTIAS Y LOS FONDOS DE GARANTÍA

Capítulo I

De las garantías

Artículo 26.- Las sociedades administradoras deberán requerir garantías a los participantes para asegurar el cumplimiento de las obligaciones que éstos asuman o que se deriven del ingreso de órdenes de compensación al sistema.

Las normas de funcionamiento determinarán el tipo de garantías que se podrá utilizar, el cálculo del monto que deberán cubrir y la oportunidad en que serán exigibles a los participantes. 

Asimismo, para estos efectos también se podrán utilizar como garantía operaciones que se perfeccionen mediante la transferencia de la titularidad de activos. En este caso, las garantías no serán consideradas para ningún efecto como cauciones prendarias. 

Tratándose de instrumentos financieros depositados en una empresa de depósito y  custodia de valores, la constitución, alzamiento o modificación de dichas garantías se efectuará de conformidad con el artículo 14 de la ley N° 18.876. Las prendas  se entenderán irrevocablemente constituidas con el solo mérito de las comunicaciones electrónicas que la sociedad administradora realice por cuenta de los participantes a la empresa de depósito de valores, quien no tendrá responsabilidad por las anotaciones que se realizaren en virtud de lo dispuesto en este inciso. Estas prendas sólo podrán ser alzadas por la sociedad administradora, de acuerdo al procedimiento anterior, o por resolución judicial ejecutoriada.
486. Artículo 27.- Los actos o contratos en virtud de los cuales se constituyan, acepten, modifiquen o sustituyan garantías para asegurar el cumplimiento de las órdenes de compensación aceptadas por un sistema, de los saldos deudores netos resultantes de la compensación, así como de otras obligaciones previstas por las normas de funcionamiento del sistema, serán irrevocables desde el momento en que así lo determinen las normas de funcionamiento de dicho sistema. A partir de entonces, ninguna declaración de nulidad, inoponibilidad, ineficacia, impugnación o suspensión, a consecuencia de un procedimiento concursal o por cualquier otra causa, afectará la posibilidad de realizar las garantías y los efectos de tales declaraciones se resolverán en la obligación de indemnizar los perjuicios.

Los bienes que hayan sido dados en garantía para asegurar el cumplimiento de las obligaciones referidas en el inciso anterior constituirán patrimonios de afectación exclusiva para tales fines, y no serán susceptibles de reivindicación, embargo, medida prejudicial o precautoria u otras limitaciones al dominio por causa alguna ni podrán estar sujetos a otros gravámenes o prohibiciones que los establecidos por las normas de funcionamiento del sistema.

Artículo 28.- La sociedad administradora del sistema deberá llevar un registro de las garantías en la forma establecida en las normas de funcionamiento.

Para efectos de lo dispuesto en el artículo precedente, todo certificado emitido por la sociedad administradora constituirá plena prueba, tanto entre las partes como frente a terceros, respecto de la existencia de la garantía, de los bienes comprendidos en ella, la fecha de su constitución, y las obligaciones y montos que garantiza.

Artículo 29.- Una vez emitido el certificado a que se refiere el artículo anterior, la sociedad administradora procederá a realizar las garantías respectivas en la forma que establezcan las normas de funcionamiento, sin necesidad de intervención judicial.

En lo demás, y en lo que no resulte incompatible con lo establecido en las normas precedentes, las garantías a que se refiere este capítulo se sujetarán al Título XXII de la ley Nº 18.045, sobre Mercado de Valores.

En caso que de la realización de las garantías resultare algún remanente, éste será puesto a disposición del síndico o de quien corresponda.

Capítulo II

De los fondos de garantía

Artículo 30.- Los fondos de garantía tendrán por finalidad cubrir las obligaciones de los participantes, de acuerdo a lo establecido en las normas de funcionamiento, siempre que las garantías otorgadas individualmente resulten insuficientes. 
Los fondos de garantía serán patrimonios integrados por los aportes que, de conformidad a las normas de funcionamiento, efectúen los participantes o la sociedad administradora, por el producto de la rentabilidad que genere la inversión de los recursos de los fondos y por los demás bienes que determinen dichas normas.

Las normas de funcionamiento deberán establecer un nivel mínimo que los fondos de garantía mantendrán permanentemente y la forma en que se efectuarán los aportes a los fondos que fueren necesarios para restituir dicho nivel cuando éste se redujere por debajo del mínimo. En caso de producirse un déficit en el nivel de los fondos de garantía, las sociedades administradoras informarán a la Superintendencia tan pronto como tengan conocimiento de este hecho.

Artículo 31.- Estos fondos constituirán patrimonios separados de las sociedades administradoras y sus operaciones serán efectuadas por éstas a nombre y por cuenta de aquéllos, los que serán los titulares de los bienes que les fueren aportados y de las inversiones que realicen.
La inversión de los recursos que integren los fondos de garantía será realizada de conformidad a las normas de funcionamiento y en los bienes autorizados de conformidad con el número 8 del artículo 7° de esta ley.

Los bienes que integren el fondo de garantía serán custodiados en una empresa de depósito de valores de las regidas por la ley Nº 18.876.

Artículo 32.- Los fondos de garantía constituirán patrimonios de afectación que estarán exclusivamente destinados a asegurar el cumplimiento de las obligaciones de los participantes establecidas en las normas de funcionamiento, y no serán susceptibles de reivindicación, embargo, medida prejudicial o precautoria u otras limitaciones al dominio por causa alguna ni podrán estar sujetos a otros gravámenes o prohibiciones que los establecidos por las normas de funcionamiento del sistema.

Los actos o contratos en virtud de los cuales se constituyan, acepten, modifiquen o sustituyan los aportes a los fondos de garantía serán irrevocables desde el momento en que así lo determine las normas de funcionamiento de dicho sistema. A partir de entonces, ninguna declaración de nulidad, inoponibilidad, ineficacia, impugnación o suspensión, a consecuencia de un procedimiento concursal o por cualquier otra causa, afectará la posibilidad de realizar los fondos de garantías y los efectos de tales declaraciones se resolverán en la obligación de indemnizar los perjuicios.
TÍTULO V

DE LA LIQUIDACIÓN Y QUIEBRA DE LAS SOCIEDADES ADMINISTRADORAS

Artículo 33.- Disuelta una sociedad administradora por cualquier causa, la liquidación de la sociedad administradora, y de los fondos de garantía que éste gestione, será practicada por el Superintendente o por la o las personas que éste designe.

Para tales efectos, el Superintendente, o la persona que éste designe, contarán con todas las facultades y deberes que la ley N° 18.046, de sociedades anónimas, les confiere a los directores y gerentes de tales sociedades.

Los gastos de liquidación serán de cuenta de la sociedad administradora en liquidación.

Sin embargo, la Superintendencia podrá autorizar a la sociedad administradora a practicar o continuar la liquidación de acuerdo a las reglas generales.
487. Artículo 34.- En caso que un acreedor solicitare la quiebra de una sociedad administradora, el juez competente deberá dar aviso a la Superintendencia, a fin que ésta informe acerca de la solvencia de aquélla dentro de los diez días hábiles siguientes. Dicho plazo podrá ser prorrogado por el juez  una sola vez y por el mismo lapso. Si la Superintendencia comprobare que la sociedad administradora no es solvente, así lo informará al tribunal. En caso contrario, podrá proponer las medidas conducentes para que prosiga sus operaciones. Si transcurrido este plazo la Superintendencia no hubiere informado al tribunal, éste continuará con el procedimiento de acuerdo a las normas generales.  

Si el tribunal que conociere de la solicitud de quiebra resolviere que la sociedad administradora se encuentra en condiciones de continuar con sus operaciones, durante los 180 días siguientes a la resolución que así lo determinare, quedará suspendida toda ejecución forzada de las obligaciones de la sociedad administradora, sea ante el mismo tribunal o cualquier otro, como asimismo todas las tramitaciones de la quiebra. Vencido el plazo anterior, el tribunal declarará la quiebra o la rechazará.

Artículo 35.- Toda proposición de convenio se sujetará a las normas del Libro IV, Título XII del Código de Comercio.
Sin embargo, en la junta de acreedores respectiva podrá hacerse representar la Superintendencia. El convenio se considerará acordado si cuenta con la aprobación de la Superintendencia, del deudor y de la mayoría de los acreedores concurrentes que representen a lo menos el sesenta por ciento del pasivo total. El convenio así acordado será obligatorio para todos los acreedores.

488. Propuesto un convenio y hasta su aprobación o la declaración de la quiebra, el Superintendente, o la persona que éste designe, actuará en calidad de administrador con todas las facultades y deberes que le confiera el mencionado Libro IV, en todo lo que no fueren incompatibles con las disposiciones de la presente ley. Sin embargo, la Superintendencia podrá autorizar que la sociedad continúe su administración de acuerdo a las reglas generales.

El convenio podrá establecer que la sociedad administradora quede sujeta a intervención, la que podrá ser ejercida por el Superintendente o la persona que éste designe. El administrador tendrá las facultades y deberes que le confiera el convenio, en todo lo que no fueren incompatibles con las disposiciones de la presente ley.
Artículo 36.- Declarada la quiebra, el Superintendente, o la persona que éste designe, actuará en calidad de síndico, pudiendo citar a junta de acreedores, cuando lo estime necesario, para informar sobre el estado de los negocios de la sociedad administradora fallida, sobre sus activos y pasivos, sobre la marcha del proceso de quiebra, y, en general, para proponer a la junta cualquier acuerdo que estime necesario para el más adecuado cumplimiento de las funciones que le competen.

En cualquier momento, la Superintendencia podrá determinar que la liquidación de los bienes de la fallida pase a un síndico de la nómina nacional de síndicos, lo que comunicará al tribunal de la quiebra para que se proceda a su designación en conformidad a las reglas generales.
En la realización del activo de la quiebra, el síndico dispondrá de las facultades previstas en el artículo 109 del Libro IV del Código de Comercio, cualquiera que sea el monto de los activos comprometidos, para la realización sumaria de los activos que sean necesarios para el pago oportuno de las obligaciones de la sociedad cuya demora o impago pudiere causar un grave efecto en el sistema de pagos o en el funcionamiento del mercado de valores. Para el resto de los activos, el síndico propondrá al juez la forma de realización de los bienes de la masa y las modalidades de la misma. De la proposición se dará traslado por 10 días a la fallida y a los acreedores; y con lo que estos expongan o en su silencio, el juez resolverá aprobando, rechazando o modificando la proposición. En contra de la resolución que se pronuncie, no procederá recurso alguno.
Artículo 37.- En todo lo no previsto por los artículos precedentes, y en lo que no fuere incompatible con las normas establecidas en la presente ley, se aplicará el Libro IV del Código de Comercio.

TÍTULO VI

DEL PRÉSTAMO DE VALORES

Artículo 38.- Con el objeto de asegurar el correcto funcionamiento del sistema, las Cámaras de Compensación o de Contrapartes Centrales y las empresas de depósito de valores reguladas por la ley N° 18.876, podrán establecer un registro de préstamo de valores en el cual se anotarán los valores disponibles para ser prestados y las operaciones de préstamo de valores celebradas.

Las sociedades administradoras podrán encargar a las empresas de depósito de valores regidas por la ley Nº 18.876, el registro establecido en el inciso anterior.

Artículo 39.- Para los efectos de esta ley, el préstamo de valores es un contrato en virtud del cual una persona, llamada prestamista, transfiere valores a otra, llamada prestatario, quien asume la obligación de restituir al primero, al vencimiento del plazo pactado, valores del mismo emisor, género, cantidad, clase y serie y de pagar una suma de dinero, denominada premio.

Artículo 40.- Los sistemas establecerán normas para la realización de operaciones de préstamo de valores, las cuales contendrán a lo menos las siguientes materias:

1. Los valores que podrán ser objeto de tales operaciones, los cuales deberán encontrarse libres de todo tipo de gravamen, carga, embargo o prohibición.

2. El plazo máximo para la restitución de los valores prestados, el cual no podrá ser superior al día hábil anterior a la fecha de vencimiento de los valores respectivos.

3. Las garantías para asegurar el cumplimiento de la obligación de restitución de los valores prestados; así como, las demás obligaciones que resulten de estas operaciones, el monto mínimo de aquellas y la forma en que las mismas serán valorizadas. En todo caso, el monto mínimo a garantizar en ningún momento podrá ser inferior a la suma del precio de los valores dados en préstamo y del premio pactado. Asimismo, sólo podrán ser objeto de tales garantías los bienes señalados en el número 8 del artículo 7° de la presente ley.

4. La forma y plazo en que el prestatario rembolsará al prestamista, el monto de los intereses, dividendos o cualesquiera otros derechos económicos que se hayan devengado en dicho lapso.

489. 5. La parte que ejercerá los derechos políticos que puedan emanar de los valores objeto de préstamo.

Sólo podrán prestar valores u otorgar garantías respecto de tales operaciones quienes sean los dueños de los valores respectivos o sus representantes.
TÍTULO VII

DISPOSICIONES VARIAS
Artículo 41.- La Superintendencia podrá suspender el funcionamiento de un sistema cuando la sociedad administradora no cumpla con las disposiciones de esta ley, la normativa o las normas de funcionamiento o cuando el funcionamiento del sistema ponga en riesgo  el correcto funcionamiento del mercado de valores. Sin embargo, la Superintendencia podrá determinar que las funciones de la sociedad administradora queden limitadas a aquellas que no se vean afectadas por la falta de cumplimiento.
La Superintendencia podrá revocar la autorización de existencia de una sociedad administradora cuando incurra en graves violaciones a las obligaciones que le imponen esta ley, sus normas complementarias y otras disposiciones que las rijan. En este caso la interposición del recurso de ilegalidad a que se refiere el artículo 46 del decreto ley N° 3.538, de 1980, suspenderá los efectos del acto reclamado.
Artículo 42.- Para efectos de la aplicación  del inciso primero del artículo 69 del Título IV del Código de Comercio, serán conexas las obligaciones derivadas de la aceptación de órdenes de compensación por un sistema  así como las demás obligaciones originadas al amparo de las normas de funcionamiento correspondientes. Para tales efectos, una vez notificada, de conformidad a lo previsto en el artículo 25 de esta ley, la resolución que dé inicio a un procedimiento concursal respecto de un participante, la sociedad administradora del sistema respectivo determinará el saldo neto acreedor o deudor que el fallido tenga con cada uno de los participantes o con la propia sociedad administradora del sistema con anterioridad a dicha notificación, y lo informará al síndico, detallando las obligaciones que hubieren sido compensadas. Las certificaciones que al efecto emita la sociedad administradora del sistema harán plena prueba para todos los efectos legales a que hubiere lugar.

Artículo 43.- Derógase el Título XIX, de la Cámara de Compensación, de la ley Nº 18.045, sobre Mercado de Valores.

Artículo 44.- Derógase el Título IV, de la cámara de compensación, de la ley Nº 19.220, que regula establecimiento de bolsas de productos agropecuarios.

Artículo 45.- Agrégase, en el artículo 23 del decreto ley N° 3.500, de 1980, sobre el sistema de pensiones, en su inciso vigésimo, después del punto aparte (.) que pasa a ser seguido (.), el siguiente texto:

“Asimismo, cada Administradora podrá adquirir directa o indirectamente hasta un siete por ciento de las acciones suscritas de una sociedad anónima que tenga como giro la liquidación y compensación de instrumentos financieros, y que cumpla con los requisitos que establezca la Superintendencia mediante una norma de carácter general.”.

Artículo 46.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 18.876, que establece el marco legal para la constitución y operación de entidades privadas de depósito y custodia de valores:

490. 1) Intercálese, en el artículo 2°, la siguiente letra m), pasando la actual letra m) a ser n) y eliminando la expresión “, y” de la letra “l”:

“m) las sociedades administradoras de sistemas de compensación y liquidación de instrumentos financieros, y”.
491. 2) Reemplázase el inciso final del artículo 5° por el siguiente, nuevo: 

492. “Los valores que se encuentren depositados en la empresa, sólo podrán ser objeto de embargos, medidas prejudiciales o precautorias u otras limitaciones al dominio por obligaciones personales del depositante, cuando fueren de su propiedad y así lo identificare la cuenta respectiva. Si los valores se encontraren depositados por encargo de terceros en cuentas que identifiquen el nombre del mandante, sólo podrán ser objeto de las resoluciones antes señaladas por obligaciones contraídas por los señalados mandantes. Tratándose de valores depositados por el depositante a nombre propio pero por cuenta de terceros no identificados frente a la empresa, tales embargos o medidas sólo podrán hacerse efectivas en el registro que dicho depositante lleve de conformidad al artículo 179 de la Ley N° 18.045, de Mercado de Valores.”.
493. 3) Agrégase en el artículo 14, a continuación de su inciso final, los siguientes incisos:

494. “Para constituir, alzar o modificar prendas o derechos reales en  un sistema de compensación y liquidación de instrumentos financieros, la sociedad administradora del sistema enviará una solicitud a la empresa por cuenta de los participantes  a cuyo nombre se encuentren depositados los valores de que se trate.  Con el solo mérito de tal solicitud, la empresa efectuará una anotación en cuenta que, de conformidad al reglamento interno, refleje la constitución, modificación o alzamiento de la prenda o derecho real sobre los valores respectivos, y a partir de ese momento se entenderán constituidos tales derechos para todos los efectos legales. Las garantías así constituidas se regirán por el Título XXII de la ley N° 18.045, aun cuando se trate de prendas sin desplazamiento.

495. Las anotaciones que la empresa realice de conformidad a lo señalado en el inciso anterior podrán ser realizadas por cuenta del depositante, o bien, de sus mandantes, en las cuentas identificadas a nombre de éstos, según lo indique el depositante. Para efectos de constituir, modificar o alzar válidamente prendas u otros derechos reales por cuenta de estos últimos, el depositante deberá contar con una autorización general o especial dada por sus mandantes para proceder en tal sentido.

La empresa, a solicitud de cualquier interesado, deberá certificar la constitución de los derechos referidos en este artículo, especificando los valores sobre los cuales recayeren, la fecha en que hubieren sido constituidos, el titular de los valores respectivos, así como el derecho de que se tratare.”.
4) Intercálase en el artículo 17, entre las palabras “mantenga en la empresa” y el punto final, la siguiente frase, precedida por una coma (,): “de conformidad al inciso final del artículo 5°, de esta ley".

Artículo 47.- En todo lo no previsto por los artículos precedentes, y en lo que fuere compatible con las normas establecidas en la presente ley, se aplicarán las normas contenidas en la ley N° 18.045, sobre Mercado de Valores, y las relativas a las sociedades anónimas abiertas, contenidas en la ley N° 18.046.

Artículo 48.- Agrégase en la letra c) del inciso primero del artículo 14 del decreto ley N° 3.538, de 1980, que crea la Superintendencia de Valores y Seguros, entre la expresión “custodia de valores” y el punto aparte (.), la siguiente oración “y por aprobación de normas de funcionamiento de sistemas de compensación y liquidación de instrumentos financieros y sus modificaciones”.

TÍTULO VIII

DISPOSICIONES TRANSITORIAS
Artículo único.- Esta ley entrará en vigencia a contar de su publicación en el Diario Oficial. 

Sin embargo, las entidades que a la fecha de entrada en vigencia efectúen la compensación y liquidación de instrumentos financieros, tendrán un plazo de quince meses contados desde tal fecha para adecuarse a las disposiciones de esta ley. Asimismo, lo dispuesto en los artículos 43 y 44 de esta ley entrará en vigencia después de quince meses contados desde la fecha de su publicación en el Diario Oficial.”.

- - - 

Acordado en sesiones celebradas los días 18 de agosto, 10 y 17 de diciembre de 2008, y 7,  14 y 20 de enero de 2009 con asistencia de los Honorables Senadores señor Eduardo Frei Ruiz-Tagle (Presidente), señora Evelyn Matthei Fornet y señores Camilo Escalona Medina, José García Ruminot y Carlos Ominami Pascual. 

Sala de la Comisión, a 20 de enero de 2009.

(Fdo.): ROBERTO BUSTOS LATORRE, Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE APRUEBA EL ACUERDO MARCO SOBRE COOPERACIÓN EN MATERIA DE SEGURIDAD REGIONAL ENTRE ESTADOS PARTES DEL MERCOSUR Y BOLIVIA, CHILE, ECUADOR, PERÚ Y VENEZUELA

(5884-10)

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. la Presidenta de la República, de fecha 15 de mayo de 2008.





Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 15 de julio de 2008, donde se dispuso su estudio por la Comisión de Relaciones Exteriores.




A la sesión en que se analizó el proyecto de acuerdo en informe asistieron, especialmente invitados, el Ministro del Interior subrogante, señor Patricio Rosende; el Asesor Jurídico y Legislativo de dicha Cartera de Estado, señor Tomás Jordán, y el Asesor del Ministro, señor Leonardo Cid. Asimismo, concurrió el Director Jurídico del Ministerio de Relaciones Exteriores, señor Claudio Troncoso.
- - -





Asimismo, cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular a la vez.

- - -





La Comisión deja constancia que el artículo 8 del Anexo del Tratado requiere de quórum calificado, por cuanto regula el carácter confidencial de las informaciones provenientes de la cooperación policial, situación que de conformidad a los artículos 54, N° 1), 8°, inciso segundo, y 66, inciso tercero, de la Constitución Política de la República, debe aprobarse con dicho quórum.
- - -

ANTECEDENTES GENERALES





1.- Antecedentes Jurídicos.- Para un adecuado estudio de esta iniciativa, se tuvieron presentes las siguientes disposiciones constitucionales y legales:





a) Constitución Política de la República. En su artículo 54, Nº 1), entre las atribuciones exclusivas del Congreso Nacional, el constituyente establece la de "Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación.".





b) Convención de Viena sobre Derecho de los Tratados, promulgada por decreto supremo Nº 381, de 5 de mayo de 1981, del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial del 22 de junio de 1981.





2.- Mensaje de S.E. la señora Presidenta de la República.- El Mensaje señala que los países del Mercado Común del Sur y aquellos que tienen la categoría de asociados estimaron necesario avanzar hacia la definición de una política común de seguridad, a fin de articular de mejor manera la cooperación y asistencia recíproca en la prevención y control de las acciones ilícitas transnacionales. Lo anterior, con el objeto de ejecutar el compromiso de tales Estados con el modelo democrático, reafirmando que la coordinación a nivel estadual en materia de seguridad permite reforzar y desarrollar tal régimen político.




Señala el Ejecutivo que en diciembre de 2004, los Estados Partes del MERCOSUR y las Repúblicas de Chile y de Bolivia suscribieron en Belo Horizonte, República Federativa del Brasil, el “Acuerdo Marco sobre Cooperación en Materia de Seguridad Regional entre los Estados Partes del MERCOSUR, Bolivia y Chile”, instrumento internacional que no entró en vigor internacional.




Agrega el Mensaje que una versión revisada de ese acuerdo es la que se somete a trámite al Congreso. Añade que fue suscrita, además de los países originarios, por la República del Ecuador y la República Bolivariana de Venezuela.




Precisa el Gobierno que en el "Comunicado Conjunto de los Presidentes del MERCOSUR y Estados Asociados", emitido con ocasión de la XXX Reunión Del Consejo del Mercado Común en julio de 2006, éstos consignaron la relevancia que le asignan a dicho instrumento internacional, toda vez que “persigue optimizar los niveles de seguridad de la región, promoviendo la más amplia cooperación y asistencia recíproca en la prevención y represión de las actividades ilícitas, especialmente las transnacionales, tales como: el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas, el terrorismo internacional, el lavado de activos, el tráfico ilícito de armas de fuego, municiones y explosivos, el tráfico ilícito de personas, el contrabando de vehículos y los delitos ambientales".





3.- Tramitación ante la Honorable Cámara de Diputados.- Se dio cuenta del Mensaje Presidencial, en sesión de la Honorable Cámara de Diputados, el 3 de junio de 2008, donde se dispuso su análisis por parte de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana.





Dicha Comisión estudió la materia en sesión efectuada el día 10 de junio de 2008 y aprobó, por unanimidad de los presentes, el proyecto en informe.




Finalmente, la Sala de la Honorable Cámara de Diputados, en sesión realizada el día 14 de julio de este año, aprobó el proyecto, en general y en particular, por 76 votos a favor y 2 abstenciones.





4.- Instrumento Internacional.- El instrumento internacional en informe consta de un Preámbulo, 17 artículos, un Anexo y un Apéndice, que se reseñan  a continuación.





En el Preámbulo las Partes reiteran, entre otras consideraciones, que la consolidación de las democracias en la región presupone la construcción de un espacio común donde prevalezcan el orden, la seguridad y el respeto a las libertades individuales y, asimismo, la necesidad de optimizar los instrumentos de prevención y represión de todas las formas de crimen organizado y actos delictivos, donde la dimensión transnacional de la acción criminal requiere acciones simultáneas, coordinadas o complementarias en toda la Región con el objeto de disminuir al máximo el impacto negativo de los delitos sobre la población.




Finalmente, las Partes reconocen los avances logrados a la fecha en materia de cooperación y coordinación en el ámbito de la seguridad e, igualmente, la conveniencia de disponer de un marco institucional adecuado en materia de seguridad.




El artículo 1 consigna el objetivo del Acuerdo, cual es optimizar los niveles de seguridad de la región, promoviendo la más amplia cooperación y asistencia recíproca en la prevención y represión de las actividades ilícitas, especialmente las transnacionales, tales como el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas, el terrorismo internacional, el lavado de activos, el tráfico ilícito de armas de fuego, municiones y explosivos, el tráfico ilícito de personas, el contrabando de vehículos y los daños ambientales, entre otras.




A su vez, el artículo 2 dispone que la cooperación y asistencia se prestará a través de los organismos competentes de cada Estado que diseñen e implementen políticas o participen en el mantenimiento de la seguridad pública y la seguridad de las personas y sus bienes, a fin de hacer más eficientes las acciones de prevención y represión de las actividades ilícitas en todas sus formas.




El artículo 3 señala que la cooperación comprenderá, a los efectos del presente Acuerdo, el intercambio de información, de análisis y de apreciaciones, la realización de actividades operativas coordinadas, simultáneas o complementarias; la capacitación y la generación de mecanismos e instancias para materializar esfuerzos comunes en el campo de la seguridad pública y la seguridad de las personas y sus bienes, pudiendo extenderse a otras formas que las Partes acuerden.





Por su parte, el artículo 4 indica que para el intercambio de información que regula el Acuerdo se adopta el Sistema de Intercambio de Información de Seguridad del MERCOSUR (SISME).





Agrega que dicho Sistema se utilizará para procesar información relacionada con acontecimientos operacionales policiales, personas, vehículos y otros elementos que oportunamente se determinen para tal fin.





Igualmente, el artículo dispone que la reunión de Ministros del Interior del MERCOSUR elevará a la aprobación del Consejo del Mercado Común una propuesta de diseño del SISME.





El artículo 5 enuncia que las Partes, a los efectos de la implementación de este instrumento, suscribirán acuerdos adicionales, en los cuales se establezcan los planes de acción específicos o se definan prioridades para la actuación coordinada, simultánea o complementaria.




Luego, el artículo 6 estipula que cada una de las Partes será responsable de los recursos necesarios para la ejecución del Acuerdo y para lograr su objetivo, sin perjuicio de la facultad de acordar otras formas de asumir los gastos.





El artículo 7 establece que las propuestas de acuerdos adicionales o de modificaciones del presente Acuerdo o sus respectivos instrumentos adicionales deberán contar con la conformidad de la reunión de Ministros del Interior del MERCOSUR o funcionarios de una jerarquía equivalente, cuyo texto será sometido posteriormente a la aprobación del Consejo del Mercado Común.




A continuación, el artículo 8 dispone que la supervisión de la implementación de los planes de acción adoptados en el marco de este Acuerdo recaerá en la reunión de Ministros del Interior, por sí o por medio de sus órganos dependientes.





El artículo 9 estatuye que la reunión de Ministros del Interior podrá convocar a encuentros extraordinarios para tratar asuntos relacionados con el Acuerdo que se suscribe, a petición fundada de cualquiera de las Partes.




Después, el artículo 10 faculta a la reunión de Ministros del Interior para trabajar coordinadamente con otros foros u órganos del MERCOSUR en aquellos temas de seguridad regional que estuvieran vinculados con materias de competencia de tales foros u órganos.




El artículo 11 aprueba la incorporación del Anexo “Estructura General de Cooperación: Cooperación policial en la prevención y acción efectiva ante hechos delictivos entre los Estados Parte del MERCOSUR, la República de Bolivia, la República de Chile, la República del Ecuador, la República del Perú y la República Bolivariana de Venezuela”.




A su vez, el artículo 12 precisa que el presente acuerdo no restringirá la aplicación total o parcial de otros instrumentos que sobre la misma materia hayan sido suscritos o puedan ser suscritos entre las partes, en tanto las cláusulas sean más favorables para fortalecer la cooperación mutua en asuntos vinculados con la seguridad.





El artículo 13 establece que las controversias que surjan sobre la interpretación, la aplicación o el incumplimiento de las disposiciones contenidas en el presente Acuerdo entre los Estados Parte se resolverá por el sistema de solución de controversias vigente en el MERCOSUR, y entre uno o más estados Parte y uno o más Estados Asociados se resolverán de acuerdo a los mecanismos de solución de controversias establecidos por el Derecho Internacional.




Por su parte, el artículo 14 establece que el Acuerdo entrará en vigor treinta días después del depósito del instrumento de ratificación por el cuarto Estado Parte del MERCOSUR. En igual fecha entrará en vigencia para los Estados Asociados que lo hubieran ratificado anteriormente. Se indica que para aquellos Estados Asociados que no lo hubieren ratificado con anterioridad a dicha fecha, el Acuerdo entrará en vigor el mismo día en que se deposite el respectivo instrumento de ratificación.




El texto afirma que los derechos y obligaciones del Acuerdo se aplican a los Estados que lo hayan ratificado.




Asimismo, dispone que la República de Paraguay será la depositaria del Acuerdo y de los respectivos instrumentos de ratificación, debiendo notificar a las Partes la fecha de los depósitos de tales instrumentos y de la entrada en vigor del Acuerdo.




El artículo 15 señala que el Acuerdo queda abierto a la adhesión de otros Estados Asociados.




El artículo 16 estatuye que las Partes podrán en cualquier momento denunciar el presente Acuerdo mediante notificación escrita, dirigida al Depositario, quien notificará a las demás partes. Enuncia, además, que la denuncia producirá efectos ciento ochenta días después de notificadas estas últimas.




Finalmente, el artículo 17 señala que el presente Acuerdo sustituye a todo efecto al “Acuerdo Marco sobre Cooperación en materia de Seguridad Regional entre los Estados Partes del MERCOSUR” y al “Acuerdo Marco sobre cooperación en materia de Seguridad regional entre los Estados Partes del MERCOSUR, la República de Bolivia y la República de Chile.




El Anexo, sobre “Cooperación policial en la prevención y acción efectiva ante hechos delictivos entre los Estados Parte del MERCOSUR, la República de Bolivia, la República de Chile, la República del Ecuador, la República del Perú y la República Bolivariana de Venezuela”, consta de 14 artículos divididos en 4 Capítulos.





El Capítulo I, bajo el título “Alcance”, expresa que las Partes del presente Acuerdo prestarán colaboración a través de las autoridades de ejecución para prevenir o tomar acción efectiva ante hechos delictivos, siempre que tales actividades no sean competencia de otra autoridad y no viole la legislación procesal o de fondo. Se señala que se entiende por autoridades de ejecución las Fuerzas de Seguridad o Policiales que el Apéndice señala.




Indica además dicho Capítulo que la cooperación comprenderá todas la situaciones de interés mutuo vinculadas a las tareas de policía comprendidas en los artículos 1 y 3 del Acuerdo Marco, sin perjuicio de las tipificaciones jurídico-penales internas de las Partes. Además, la cooperación será prestada conforme lo permita la legislación interna y el presente Acuerdo, refiriéndose al intercambio de información sobre la preparación o perpetración de delitos que puedan interesar a las demás partes y a la ejecución de actividades investigativas y diligencias sobre situaciones o personas imputadas o presumiblemente ligadas a hechos delictivos.




El Capítulo II, relativo al “Intercambio de Información”, manifiesta que las solicitudes de información contempladas en el Acuerdo se efectuarán en forma directa entre las respectivas Secciones Nacionales de la Reunión, a través del Sistema de intercambio de Información del MERCOSUR (SISME), debiendo ser ratificadas dentro de los diez días siguientes de la formulación inicial. Tal procedimiento regirá hasta que se implemente en el SISME un procedimiento de validación que garantice la autenticidad de las solicitudes.




Se dispone que la Sección Nacional requerida tramitará la solicitud imprimiéndole carácter de urgente. Así, la información solicitada será suministrada por la Parte requerida, conforme a las respectivas legislaciones, en iguales condiciones en que se proporciona para sus propias autoridades. Sin perjuicio de lo anterior, la Parte requerida podrá aplazar el cumplimiento de la solicitud en el caso que ésta interfiera en una investigación en curso en el ámbito de su jurisdicción. Se establece que la solicitud y su tramitación tendrán el carácter de confidencial, y de igual manera la parte requerida podrá solicitar que la información entregada tenga tal carácter. En caso que no se pueda guardará la confidencialidad se deberá dar cuenta a la Parte afectada. Se fija como obligación que la Parte requerida debe informar lo más rápido posible sobre el estado de cumplimiento de la solicitud y únicamente se podrá utilizar la información en la investigación o procedimiento indicado en la solicitud, salvo consentimiento previo de la Parte requirente.




El Capítulo III, denominado “Persecución de Criminales”, instituye que los funcionarios de las Fuerzas de Seguridad o Policiales de las Partes que, en su propio territorio, persigan una o más personas que para eludir la acción de la autoridad crucen el límite fronterizo, podrán entrar al territorio de la otra Parte solamente para informar y solicitar a la autoridad policial más próxima a quien ejerza dicha función, el auxilio inmediato del caso. De lo actuado, cada Parte deberá redactar un acta y comunicarlo a sus autoridades judiciales competentes de conformidad con su legislación interna.




El Capítulo IV, titulado “Disposiciones Finales”, señala que una vez que las autoridades judiciales competentes tomaren parte en las causas originadas por el accionar de las Fuerzas de Seguridad y/o Policiales, la cooperación proseguirá conforme lo dispongan los instrumentos de cooperación internacional en materia penal que se encontraren vigentes entre las Partes involucradas. Igualmente, las Partes, a través de las autoridades de ejecución, se comprometen a establecer y mantener, especialmente en las áreas de frontera, los sistemas de comunicaciones más adecuados a los fines del presente acuerdo.




Por último, el Apéndice da cuenta de la nómina de las Fuerzas de Seguridad o Policiales comprometidas en los términos del presente acuerdo.
----------

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR





El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Gazmuri, colocó en discusión el proyecto.





El Director Jurídico de la Cancillería, señor Troncoso, señaló que este es un acuerdo en el marco del MERCOSUR orientado hacia los Ministerios del Interior de los países signatarios. Añadió que pretende reprimir las actividades criminales, especialmente las relacionadas con el tráfico ilícito de estupefacientes, armas de fuego, daño ambiental, etc.





Destacó que básicamente se trata de intercambiar información entre los Ministerios del Interior. Además de activar operaciones conjuntas y capacitar a los funcionarios policiales. Añadió que para ello se crea un sistema de inteligencia denominado SISME que requerirá de acciones adicionales para implementarlo.





A su vez, el Ministro del Interior subrogante, señor Rosende, expresó que, mediante este Convenio, se genera una interesante forma de enfrentar el combate a la delincuencia, especialmente en algunas zonas fronterizas que son permeables. Agregó que Chile tiene una labor de inteligencia en esta área, la que se vería reforzada eficientemente con la colaboración de otros Estados.





El Honorable Senador señor Gazmuri consultó acerca de los países con los que actualmente existe cooperación entre las policías.





El Ministro del Interior subrogante, señor Rosende contestó que existe cooperación con Argentina, Bolivia y Perú, por ser países fronterizos. Agregó que ella se da, preferentemente, en los controles integrados fronterizos.





Por su parte, el Honorable Senador señor Larraín observó que la colaboración entre las policías es un tema antiguo, además está la Interpol, que tiene larga data. Al respecto, preguntó cuál es la ventaja adicional que presenta el Acuerdo.





Señaló también que la colaboración de los otros países ha sido dispar, a vía de ejemplo mencionó que Brasil demoró la entrega de Zacarach, mientras Argentina, en el caso de Schaeffer, fue muy expedita. A su vez, resaltó que Argentina no ha avanzado en la entrega del señor Apablaza, requerido por la justicia chilena, pues se ha visto mezclado con factores políticos. Agregó que hay países que son verdaderos paraísos en donde se refugian los delincuentes para no ser alcanzados.





Finalmente señaló su preocupación por el tráfico de estupefacientes. Indicó que originalmente Chile era un corredor para la droga, pero ahora se ha convertido en consumidor, lo que no parece haberse revertido.





El Ministro del Interior subrogante, señor Rosende, respondió que lo planteado escapa un poco a lo regulado por el Acuerdo, por cuanto éste no interviene en el ámbito jurisdiccional de cada país, sino que apunta a una colaboración policial. Destaco que lo anterior es muy importante, porque no importa la eficiencia policial que exista en un país, ya que siempre será permeable por la criminalidad que pueda existir en los países cercanos, pero en la medida que todas las naciones enfrenten el problema coordinadamente, habrá más posibilidades de éxito.





Indicó que la droga, uno de los principales problemas delictuales que enfrenta Chile, entra por los pasos fronterizos. En ese sentido, destacó que el SISME permitirá obtener información sobre esos envíos. Asimismo se profundizarán los lazos entre las distintas policías y el intercambio de información de sus fuentes de inteligencia.





Puesto en votación, el proyecto de acuerdo fue aprobado en general y en particular por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Gazmuri, Kuschel, Larraín, Muñoz Barra y Pizarro.
----------





En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO





“Artículo único.- Apruébase el “Acuerdo Marco sobre Cooperación en Materia de Seguridad Regional entre los Estados Partes del MERCOSUR y la República de Bolivia, la República de Chile, la República del Ecuador, la República del Perú y la República Bolivariana de Venezuela, firmado en la ciudad de Córdoba, República Argentina, el 20 de julio de 2006.”.”.
----------





Acordado en sesión celebrada el día 13 de enero de 2009, con asistencia de los Honorables Senadores señores Jaime Gazmuri Mujica (Presidente), Carlos Ignacio Kuschel Silva, Hernán Larraín Fernández, Roberto Muñoz Barra y Jorge Pizarro Soto.




Sala de la Comisión, a 13 de enero de 2009.
(Fdo.): JULIO CÁMARA OYARZO, Secretario 
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES GIRARDI, ÁVILA, MUÑOZ BARRA, NAVARRO Y OMINAMI, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY SOBRE LIBRE ACCESO A PLAYAS Y RIBERAS DE MAR, LAGOS Y RÍOS

(6367-12)

Honorable Senado:



Desde antiguo, en la historia de la humanidad, se han distinguido los bienes según sean ellos susceptibles de dominio o apropiación. Esta distinción fue recogida por nuestro Código Civil, donde se establece -en su artículo 585- que las cosas que la naturaleza ha hecho comunes a todos los hombres, como la alta mar, no son susceptibles de dominio y ninguna nación, corporación o individuo tiene derecho a apropiárselas.



Luego, encontramos otro tipo de bienes –apropiables- cuyo dominio pertenece a todos los habitantes de un Estado, que son los denominados bienes fiscales, como lo es, por ejemplo, el Edificio del Congreso Nacional. Ahora, si el  uso de estos bienes pertenece a todos los habitantes de la nación, se denominan bienes nacionales de uso público, que es la categoría donde cabe clasificar, por expresa disposición legal, a las calles, plazas, puentes, caminos, el mar adyacente y sus playas.



La protección del derecho que consagran las normas del Código Civil, en cuanto al uso de los bienes nacionales, se reguló en el Decreto Ley 1939 sobre adquisición, administración y disposición de los bienes del Estado, donde se consagra el acceso libre y gratuito a las playas y riberas de mar, lagos y ríos, estableciéndose la obligación de servidumbres de paso, en los casos donde fuere necesario, para acceder a las playas, mediante un procedimiento administrativo a cargo del Intendente, a requerimiento del propietario.



El problema, es que ni el Código Civil ni el Decreto Ley 1939 consultan normas de protección para los afectados, es decir, para las personas que, teniendo el derecho a acceder en forma gratuita a las playas, no pueden ejercer este derecho porque el propietario no ha solicitado ante el Intendente que se fije una servidumbre de paso. 



Tanto o más grave, es la situación en aquellos casos donde los propietarios de predios ribereños cobran por el acceso a las playas, invocando una serie de normas –que no existen- conforme a las cuales exigen el pago de distintas tarifas dependiendo del medio de transporte.


Tenemos la convicción de la necesidad de establecer, no ya normas que consagren un derecho que ya existe, sino normas que aseguren el ejercicio del derecho, por una parte.


POR TANTO, y visto lo dispuesto en los artículos 63 y 65 de la Constitución Política de la República; lo prevenido por la Ley 18.918 Orgánica Constitucional del Congreso Nacional y lo establecido por el Reglamento del H. Senado


Los Senadores que suscriben vienen en someter a la consideración del H. Senado de la República, el siguiente 

PROYECTO DE LEY

Art. 1.º Los predios ribereños a playas y riberas de mar, lagos y ríos estarán gravados, por el sólo ministerio de la ley, con un derecho  de paso consistente en poder acceder a través de ellos en forma libre, pública y gratuita a los territorios comprendidos por playas y riberas de mar, lagos y ríos, para fines turísticos, recreacionales y de pesca.

Art. 2.º Los dueños de los terrenos adyacentes a las playas o riberas no podrán poner cercas, ni hacer edificios, construcciones y cultivos en la zona señalada en el artículo anterior. Tampoco podrán cobrar entrada, derechos por concepto de estacionamiento o estadía, ni solicitar pagos de ninguna naturaleza, salvo las concesiones constituidas de conformidad a la ley.

Art. 3.º Todo proyecto inmobiliario, loteo o subdivisión predial colindante con playas, riberas de mar, río o lago deberá contar, para su aprobación e inscripción, con un acceso público peatonal y vehicular, debidamente señalizado, para los fines señalados en esta ley. 

Art. 4.º Las infracciones a la presente ley, atendida su gravedad, serán sancionadas con multa, a beneficio municipal, de 1 hasta 1.000 U.T.M, aplicada por la justicia ordinaria competente.
En caso de reincidencia, las multas se podrán elevar al doble.

Se concede acción popular para denunciar las infracciones a la presente ley.

(Fdo.): Guido Girardi Lavín, Senador.- Nelson Ávila Contreras, Senador.- Roberto Muñoz Barra, Senador.- Alejandro Navarro Brain, Senador.- Carlos Ominami Pascual, Senador
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MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR HORVATH, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY SOBRE DELIMITACIÓN CON CERCOS DE PREDIOS DESTINADOS A CONSERVACIÓN

(6376-12)

Honorable Senado:

Considerando:

1.-
Que en el país, y en especial en las Zonas Sur y Austral, cada vez más personas naturales, organizaciones y empresas adquieren predios con el fin de conservarlos en su estado natural, y dejando porciones importantes sin ningún tipo de intervención productiva.

2.-
Que en estos predios, además de la flora nativa, se desarrollan especies de animales de la fauna silvestre, como guanacos, pumas y zorros.

3.-
Que los cercos tradicionales del campo están diseñados para impedir el paso de animales domesticados, como bovinos, ovinos y caballos, y no impiden el paso de la fauna silvestre que depreda al ganado, causando un perjuicio económico grave a sus propietarios, que se suma a las especies introducidas como el visón y el castor, que afectan tanto a predios productivos como a los destinados a la conservación.

4.-
Que las actividades ganaderas juegan un importante rol en las tradiciones y en la cultura y diversidad en cada una de las regiones del país.

5.-
El que por instrumentos de planificación participativa, como el Ordenamiento Territorial, el Manejo Integrado de Cuencas y la Zonificación del Borde Costero, se definen armónicamente o mediante acuerdos los usos preferentes del territorio de manera de compatibilizar actividades, incluyendo la conservación.

6.-
El que debido a proyectos de conservación han aumentado las denuncias por daños al ganado ovino, bovino, caballos y aves, especialmente en ejemplares en época de parición y crías de animales domésticos.

7.-
El que para los pequeños proyectos de conservación resulta conveniente establecer barreras para posibles enfermedades que pueden transmitir los animales domésticos, así como de otras especies “liberadas” -que resultan ser plagas-, como el visón.

Vengo en presentar la siguiente 

MOCIÓN DE LEY

DISPONE INSTALACIÓN DE CERCOS ENTRE PREDIOS
DESTINADOS A LA CONSERVACIÓN Y LOS PRODUCTIVOS
Artículo 1°.-

Todos los predios destinados a la conservación deberán ser delimitados con cercos que impidan el paso -en uno u otro sentido-, de animales domésticos y silvestres que depreden a los domésticos o dañen a los silvestres.

Artículo 2°.-

Los costos de construcción de estos cercos serán de cargo de quien modifique el uso tradicional-histórico del valle o suelo, respetando el Ordenamiento Territorial participativo que se dé la región, provincia o comuna, en caso de que exista este instrumento de planificación territorial.

Artículo 3°.-

La contravención a lo establecido en el Artículo 1° se multará con 50 UTM más 0,25 UF por metro lineal de cerco. En caso de reincidencia estos valores se duplicarán.

Artículo Transitorio.-

Los predios que a la fecha de promulgación de la presente ley no tengan  instalados dichos cercos, tendrán un plazo de 180 días para hacerlo.


(Fdo.): Antonio Horvath Kiss, Senador
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS HONORABLES SENADORES SEÑOR NAVARRO, SEÑORA ALVEAR Y SEÑORES ÁVILA, BIANCHI, GAZMURI, GIRARDI, HORVATH, MUÑOZ BARRA, OMINAMI Y VÁSQUEZ, MEDIANTE EL CUAL SOLICITAN A LA DIRECCIÓN DEL TRABAJO Y AL MINISTERIO DE TRANSPORTES Y TELECOMUNICACIONES LA IMPLEMENTACIÓN DE UN PLAN DE FISCALIZACIÓN DE IRREGULARIDADES EN MATERIA DE NORMATIVA LABORAL Y DE TRANSPORTES EN QUE INCURREN EMPRESAS OPERADORAS DEL TRANSANTIAGO

(S 1140-12)

Honorable Senado:

1. Que los trabajadores de las diez empresas que componen el sistema de transporte Transantiago, especialmente los cerca de 16.000 operadores de las máquinas, han venido progresivamente denunciando algunas situaciones de conflictividad laboral, dentro de las cuales se encuentran: prácticas antisindicales; no respeto a los tiempos de conducción y de espera; efectividad en el cobro de las multas a las empresas de buses; quebrantamiento de la legislación vigente por parte de las empresas; accidentes y enfermedades laborales; persecuciones, detenciones y secuestros y despidos injustificados y masivos.

2. Que respecto de las horas continuas de trabajo y el tiempo de espera, el artículo 26 del Código del Trabajo es absolutamente claro: “Si en el servicio de transporte urbano colectivo de pasajeros, las partes acordaren cumplir en turnos la jornada ordinaria semanal, éstos no excederán de ocho horas de trabajo, con un descanso mínimo de diez horas entre turno y turno. En todo caso, los choferes no podrán manejar más de cuatro horas continuas”.
3. Que pese a lo expresado por la norma y a la existencia de dictámenes de la Dirección del Trabajo al respecto, estas cuatro horas continuas máximas no son respetadas, existiendo turnos de hasta ocho horas para los conductores, no respetándose tampoco los tiempos de descanso, especialmente considerando que muchos de los conductores deben salir y volver a sus casas varias horas antes de iniciar y terminar los recorridos, lo que reduce al mínimo el tiempo de descanso efectivo.

4. Que ante estas denuncias que trasgreden la normativa vigente, que no respetan los derechos de los trabajadores y que ponen en riesgo la seguridad de los pasajeros por el aumento proporcional de accidentes debido al cansancio y stress de los operadores, es indispensable que la Dirección del Trabajo y el Ministerio de Transportes extremen las labores de fiscalización de aquellos empleadores que no cumplen la normativa. 

5. Que de constatarse estas denuncias ambas carteras debieran implementar un Plan de Fiscalización, para evitar que sigan ocurriendo. Además, debiera garantizarse que se hagan efectivas las multas en contra de las empresas. La necesidad de superar los innumerables problemas que se han presentado en la implementación del Transantiago no pueden servir de excusa para no respetar y cumplir la normativa laboral vigente. El mejoramiento necesario de este plan de transporte no puede ser a costa de aquellos trabajadores que le dan vida y lo ponen en funcionamiento. 

6. Que hasta ahora no se hayan hecho efectivas muchas de las multas cursadas a las empresas del Transantiago, plantea la necesidad que tanto la Dirección del Trabajo como la Tesorería General de la República ejerzan las funciones que la normativa legal vigente les confiere en esta materia, como sería fiscalizar todas aquellas denuncias que han sido presentadas en contra de cada una de las 10 empresas de transporte y hacer efectivas las multas que le han sido aplicadas a éstas por el quebrantamiento de la ley.

7. Que además existe, comprobadamente, un alto porcentaje de los trabajadores del Transantiago que se encuentra aquejado de enfermedades psicológicas producidas por su extenuante jornada laboral. Otro gran porcentaje ha sufrido agresiones físicas por parte de los usuarios de este servicio, sin embargo los servicios de salud no constatan estos hechos y muchas veces hacen pasar las agresiones como riñas, para así evitarse el pago de las licencias médicas.

8. Que existe un proyecto de acuerdo aprobado por la Cámara de Diputados, en junio del 2008, que fuera presentado por parlamentarios de todas las bancadas en que denuncian falta de seguridad en las condiciones de trabajo e higiene para los trabajadores del Transantiago, especialmente porque muchos vehículos trabajan con revisiones técnicas vencidas y frenos en mal estado.

9. Que el mejoramiento del Transantiago no pasa sólo por mejorar las frecuencias, mallas de recorridos o reducir los tiempos de espera, sino por un perfeccionamiento integral del plan. El fracaso e impacto social en el diseño e implementación de esta política pública de transporte requiere de medidas radicales y profundas, dentro de las cuales necesariamente deben ir incluidas aquellas que aboguen por el respeto irrestricto de los derechos y condiciones laborales de los trabajadores y velar porque exista una verdadera fiscalización para que las empresas cumplan con sus obligaciones laborales. Es por esto que, la seguridad de los pasajeros, el buen estado de las máquinas, pero sobre todo las condiciones físicas y sicológicas de los operadores de las máquinas, son esenciales en esta tarea.

El Senado acuerda:

Solicitar a la Dirección del Trabajo y al Ministerio de Transportes la implementación de un plan de fiscalización dirigido a verificar, detectar y sancionar las irregularidades y trasgresiones a la normativa laboral y de transportes que se cometerían por parte de las empresas operadoras del Transantiago y que han sido denunciadas por los trabajadores y sus organizaciones sindicales, especialmente en todo lo que tiene que ver con normas de seguridad e higiene, tiempos de conducción y descanso, pago efectivo de multas, accidentes y enfermedades laborales y la existencia de prácticas antisindicales. 

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.- Soledad Alvear Valenzuela, Senadora.- Nelson Ávila Contreras, Senador.- Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Jaime Gazmuri Mujica, Senador.- Guido Girardi Lavín, Senador Antonio Horvath Kiss, Senador.- Roberto Muñoz Barra, Senador.- Carlos Ominami Pascual, Senador.- Guillermo Vásquez Úbeda, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DEL HONORABLE SENADOR NARANJO RELATIVO A SUBSIDIO ADICIONAL DESTINADO A QUE PERSONAS MINUSVÁLIDAS QUE OBTENGAN SUBSIDIO HABITACIONAL PUEDAN CANCELAR LOS MAYORES COSTOS EN QUE DEBAN INCURRIR PARA ADECUAR SUS NUEVAS VIVIENDAS A SUS NECESIDADES ESPECIALES

(S 1141-12)

Honorable Senado:

Considerando:

1.-  Que cada año miles de chilenos y chilenas acceden a los diferentes Subsidios Habitacionales que otorga  el Estado con el fin de que puedan construir o comprar  una vivienda.

2.- Que dentro de estos chilenos se encuentran  numerosas personas minusválidas, que por tener escasa movilidad o utilizar sillas de ruedas,   requieren de adecuaciones especiales para sus viviendas.

3.- Que debido a esto, el costo de la construcción de sus viviendas es mayor. Situación similar sucede cuando compran una vivienda usada ya que deben  realizar diversos arreglos.

4.- Que por tal motivo, este tipo de minusválidos cuando  construyen sus casas mediante el Subsidio Habitacional, para realizar las adecuaciones  necesarias, deben sacrificar  los metros cuadrados de éstas, es decir, construir una vivienda  más chica. Y de no aceptar esta solución, deben habitar en casas donde su desplazamiento  es muy dificultoso.

5.-  Que desde 1990 las diversas autoridades de gobierno  han venido desarrollando diversas iniciativas con el fin de lograr la plena integración de los minusválidos a nuestra sociedad, de tal forma que puedan llevar una vida más digna y normal.

6.- Que, por tanto, es necesario que al Subsidio Habitacional que obtengan las personas minusválidas con escasa movilidad o que utilicen sillas de ruedas, se agregue un  subsidio adicional  destinado a   cancelar los mayores costos en que deben incurrir para adecuar sus viviendas a sus necesidades especiales. 

7.- Que por los motivos anteriormente expuestos, los Senadores  firmantes venimos en solicitar  a este Honrable Senado que apruebe el siguiente Proyecto de Acuerdo:

PROYECTO DE ACUERDO

“Solicitar a Su  Excelencia, la Presidenta de la República señora Michelle Bachelet,  para que instruya, si lo tiene a bien,  al Ministro de Hacienda, señor Andrés Velasco, y a la Ministra de Vivienda y Urbanismo, señora  Patricia Poblete, con el fin de que estudien la implementación de un Subsidio Adicional destinado a que las personas minusválidas – con escasa movilidad o que se desplacen en sillas de ruedas -  que obtengan el Subsidio Habitacional, puedan cancelar los mayores costos  en que deben incurrir para adecuar sus nuevas viviendas a sus necesidades especiales”.

(Fdo.): Jaime Naranjo Ortiz, Senador
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS HONORABLES SENADORES ZALDÍVAR Y LARRAÍN, MEDIANTE EL CUAL SOLICITAN A SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA LA APERTURA DE UN PODER COMPRADOR DE TRIGO A PRECIOS DEL MERCADO INTERNACIONAL

(S 1142-12)

Honorable Senado:

1.- La situación que afecta a los productores de trigo es grave y crecientemente angustiosa. La temporada de cosecha se inició en diciembre pasado en la VI y VII regiones y gradualmente se va extendiendo hacia el sur, donde se encuentra la mayor parte de la producción nacional. Los productores van entregando su cosecha a los precios que les pagan los molinos, sin capacidad de guarda ni de negociación. Hasta la fecha, esta cifra ha sido inferior a lo que correspondería, causando graves perjuicios a quienes han debido entregar su trigo y amenazando a los que aún están por cosechar, que son la gran mayoría.

El problema es de la mayor significación, considerando que el trigo congrega a la mayor cantidad de productores agrícolas en un solo rubro. Alcanza en esta temporada 2008-2009 a más de 50 mil productores, siendo más del 80% de ellos pequeños agricultores. 
2.- De acuerdo a los antecedentes públicos conocidos, el problema concreto que afecta a los trigueros es fácil de comprender. Los precios que se están pagando por quintal de trigo son inferiores a los que costaría importar ese mismo producto desde el extranjero. En consecuencia, los productores nacionales, que han debido pagar altos costos de producción en este período debido a la alza de los fertilizantes, están sufriendo un grave perjuicio económico. Las cifras oficiales son las siguientes: 

	Semana del 4 al 9 de enero 2009

	Región
	Rango de precios Molinos
(Fuente: COTRISA)
	Costo de internación
(Fuente: ODEPA)

	RM
	$15.000 - $15.500
	Precios Base Santiago
$14.623 - $18.687

	VIa.
	$14.300 - $14.800
	

	VIIa.
	$13.000 -$14.400
	

	VIIa.
	$13.000 -$14.400
	Precios Base Chillán
$16.023 - $20.087

	VIIIa.
	$13.000 - $14.000
	

	IXa.
	$13.500 - $15.500
	


3.- El mencionado problema se inscribe en las habituales distorsiones que afectan a la agricultura en el mundo. Las profundas y complejas alteraciones de los mercados que existen en el ámbito agrícola, promovidas principalmente por los países de mayor desarrollo económico, han obligado a nuestro país a reaccionar. Por ello, Chile ha creado diversos mecanismos legales para corregir o evitar que ellas se produzcan en nuestro territorio. Para las distorsiones que provienen del exterior existe la Comisión de Distorsiones que puede adoptar distintas medidas para evitarlas. De hecho, para el caso del trigo, a requerimiento del Gobierno, esta Comisión ha determinado medidas antidumping definitivas en resolución tomada hace dos semanas atrás. Por su parte, en lo que se refiere a las distorsiones del mercado interno, existen a su vez diversas alternativas. Una de ellas es la de recurrir a la Fiscalía Económica Nacional para que investigue toda posible concertación de precios en el poder comprador, porque ello contradice las reglas del juego. En esta oportunidad, nuestras autoridades también han solicitado al mencionado Fiscal que investigue la situación que afecta al mercado del trigo por las denuncias de colusión que se han hecho. Adicionalmente, para el caso específico del trigo, existe otro instrumento que la autoridad puede utilizar para evitar las deformaciones del mercado. Esta se realiza a través de Cotrisa S. A.

4.-De acuerdo a lo señalado, en nuestro país se creó la Empresa Comercializadora de Trigo S. A., de propiedad de CORFO en un 97,24%. 

En el sitio web de Cotrisa, se resume la misión y objetivos de esta empresa, lo que permite entender en forma clara y precisa su propósito:

	Misión y Objetivos de la Empresa

La misión de la empresa es intervenir en el mercado triguero en momentos en que el precio de las transacciones es inferior al precio que existiría en un mercado competitivo, y donde el costo de intervención sea menor que los beneficios, además de otorgar servicios de acondicionamiento y almacenamiento de granos a agentes sectoriales que requieren responder a los actuales requerimientos de sanidad y calidad establecidos por la industria alimentaria. Los objetivos estratégicos son los siguientes:
	 
	


	· Constituir un instrumento de estabilización de mercados que optimice los costos de presencia del Estado en el ejercicio de su rol subsidiario en el mercado interno de granos;

· Colaborar al funcionamiento transparente del mercado interno de granos, y

· Contribuir al mejoramiento de las condiciones de comercialización del segmento productivo, en especial, de los pequeños y medianos productores de granos.


Principio del formulario

Final del formulario

En consecuencia, tal cual lo hemos demostrado previamente, al existir una situación de distorsión del precio del trigo por el no pago del valor correspondiente al mercado actual, consideramos que Cotrisa debe actuar, cumpliendo su rol estabilizador del mercado para el cual fue creado. Esta no constituye propiamente una figura de subsidio ya que ese trigo que compra luego lo vende, recuperando sus gastos, y sólo eventualmente sufriendo pérdidas mínimas.

5.- Lamentablemente, tal como lo evidencian las diferencias de los precios ofrecidos  por la molinería, COTRISA no ha cumplido su rol: no ha hecho nada. Dirigentes del rubro y en general, dirigentes agrícolas nacionales de todos los sectores, campesinos, pequeños, medianos y grandes agricultores, así como parlamentarios de todo el espectro, a través de las Comisiones de Agricultura del Senado y de la Cámara de Diputados, le han solicitado al Gobierno -a través de la Ministra de Agricultura- que actúe en consecuencia. Las autoridades tienen la obligación, los medios legales y los recursos para intervenir. Sin embargo, se han negado a hacerlo. No existe hasta la fecha un poder comprador de Cotrisa, lo que deja en evidencia que no ha existido voluntad para apoyar al sector triguero.

6.- El trato que recibe la agricultura no es el mismo que reciben otros sectores productivos. En estos días se ha apoyado a los productores de salmón, de la pequeña minería y de la construcción. Este Senado ha apoyado siempre esas intervenciones, ya que las circunstancias así lo han recomendado. Sin embargo, no podemos entender que en este caso no se haga nada, menos aún cuando lo que se pide no es un subsidio sino que actuar como poder comprador, sin que ello represente necesariamente una pérdida para el Fisco que, de haberla, sería mínima, en todo caso muy pequeña en comparación con todo lo que se le aporta a otros sectores de la economía nacional en condiciones apremiantes. 

Por todo lo anterior, proponemos el siguiente

PROYECTO DE ACUERDO:

El Senado acuerda solicitar a S E la Presidenta de la República, Señora Michelle Bachelet Jeria que, en atención a las graves dificultades que afectan a los productores nacionales de trigo, tenga a bien disponer las medidas conducentes para que Cotrisa –órgano de propiedad de CORFO- intervenga de acuerdo a su misión societaria, abriendo a la brevedad un poder comprador de trigo a los precios del mercado internacional, equiparando el precio de importación, de manera de evitar las distorsiones del mercado por la baja oferta de los poderes compradores, asegurando con ello la retribución económica que corresponde a los miles de productores de trigo que existen en el país.

(Fdo.): Adolfo Zaldívar Larraín, Senador.- Hernán Larraín Fernández, Senador
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INFORME DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN, CULTURA, CIENCIA Y TECNOLOGÍA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE SUSPENDE POR CUATRO AÑOS APLICACIÓN DEL ARTÍCULO 3º TRANSITORIO DE LA LEY Nº 20.158

(6195-04)

Honorable Senado:


La Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología tiene el honor de informar respecto del proyecto de ley individualizado en el rubro, en segundo trámite constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Diputados señora Marta Isasi Barbieri y señores Mario Bertolino Rendic, Roberto Delmastro Naso, Pablo Galilea Carrillo, René García García, Alfonso Vargas Lyng y Germán Verdugo Soto.


A la sesión en que se analizó esta iniciativa de ley asistieron, en representación del Ministerio de Educación: la Ministra, señora Mónica Jiménez de la Jara; el Jefe de la Unidad de Currículum y Evaluación, señor Pedro Montt; la Jefa de la División Jurídica, señora Regina Clark; el Jefe del Departamento Jurídico de la División de Educación Superior, señor Cristián Inzulza, y la Asesora de la Ministra, señora Ana Labra Welden.



Del Ministerio de Hacienda, el Abogado de la Dirección de Presupuestos, señor Patricio Espinoza.

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO

En lo fundamental, esta iniciativa de ley busca suspender por cuatro años, la facultad otorgada en el artículo 3° transitorio de la ley N° 20.158, a los sostenedores de los establecimientos educacionales del sector municipal, para declarar la vacancia del total de horas servidas por los profesionales de la educación, que cumpliendo con los requisitos señalados en la ley, no hayan presentado su renuncia voluntaria en el plazo indicado en el mencionado cuerpo legal.

- - -

ANTECEDENTES

Para la cabal comprensión de esta iniciativa de ley, se ha tenido en consideración, entre otros, lo siguiente:

A.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


a) Los numerales 10º y 11º del artículo 19 de la Constitución Política, que consagran, respectivamente, las garantías del derecho a la educación y la libertad de enseñanza;


b) La ley N° 20.158 que establece diversos beneficios para profesionales de la educación y modifica distintos cuerpos legales.

B.- ANTECEDENTES DE HECHO

La Moción que inició este proyecto de ley, aprobado por la Honorable Cámara de Diputados, en lo fundamental, destaca que la ley N° 20.158, que establece diversos beneficios para profesionales de la educación y modifica distintos cuerpos legales, publicada el 29 de diciembre de 2006, dispuso en su artículo 2° transitorio una bonificación por retiro voluntario para los profesionales de la educación a la fecha de publicación de la ley que estuvieren prestando servicios en establecimientos educacionales del sector municipal, y que al 31 de diciembre de 2006 tuvieren sesenta o más años de edad si son mujeres, o sesenta y cinco o más años de edad si son hombres, y que renunciaren a la dotación docente del sector municipal a que pertenecen, respecto del total de horas que sirven.

La misma ley en su artículo 3° transitorio facultó a los sostenedores de establecimientos educacionales del sector municipal, administrados directamente por las municipalidades o a través de corporaciones municipales, para que dentro del plazo comprendido entre el 1° de noviembre del año 2007 hasta el 28 de febrero de 2009 declaren la vacancia del total de horas servidas por los profesionales de la educación que, cumpliendo con los requisitos establecidos en el artículo 2° transitorio, no hayan presentado su renuncia voluntaria a la dotación docente en el plazo y en la forma señalada en éste.

Sobre este mismo punto, explica que el citado artículo 3° transitorio, establece un mecanismo que obliga a los profesores a jubilar ya que los sostenedores están facultados para declarar vacantes las horas de los profesionales que, teniendo 60 años las mujeres y 65 años los hombres no se hayan acogido al beneficio de la jubilación voluntaria.

En los fundamentos de esta Moción, se recuerda que en el Senado de la República, durante la discusión del proyecto de ley que otorga beneficios a los profesionales de la educación que indica (Boletín N° 4.742-04), hoy día ley N° 20.158, la señora Ministra de Educación de la época, señaló que esta iniciativa legal materializaba un acuerdo político entre los sectores involucrados por una vigencia de cuatro años, lo cual constituía una expresión de confianza en la estabilidad económica, política y social de Chile, y, por cierto, de confianza mutua entre las partes.

Luego, indica que la grave crisis económica que afecta a todos los países del mundo está teniendo serias repercusiones en nuestro país, perjudicando también la estabilidad económica de nuestro país. En este contexto, sostiene que es necesario aminorar los efectos de esta crisis, implementando medidas que ayuden a los sectores más vulnerables, a superar este difícil momento económico. 

Bajo este escenario, considera que los profesores que se verán obligados a dejar sus puestos de trabajo, percibirán una pensión disminuída por la pérdida que han experimentado los montos acumulados en sus fondos de pensiones.

Por estas razones, proponen suspender la facultad otorgada por el artículo 3° transitorio de la ley N° 20.158 hasta el año 2012, puesto que estiman que en dicha fecha la economía puede haber superado la actual crisis.

A continuación, proponen el proyecto de ley que se transcribe a continuación y que fuera aprobado por la Honorable Cámara de Diputados:

PROYECYO DE LEY





Artículo único.- Incorpórase en la ley N° 20.158, el siguiente artículo 8° transitorio:

“Artículo 8°.- Suspéndese por 4 años la facultad otorgada en el artículo 3° transitorio.”.”.

-.-.-.


El Ejecutivo, por su parte, presente en la sesión, a través de la Jefa de la División Jurídica del Ministerio de Educación, señora Regina Clark, hizo presente que, sin perjuicio del cuestionamiento de admisibilidad de esta la iniciativa, adolece, además, de reparos en los ámbitos de constitucionalidad y eficacia en su aplicación. 


Desde el punto de vista de la constitucionalidad se podría invocar infracción al principio de igualdad ante la ley, por parte de los profesionales de la educación a quienes sí se les declaró la vacancia en el cargo, atendido que respecto de ellos los sostenedores del sector municipal ya ejercieron su facultad, dentro del término legal.


En relación a su eficacia señaló que, como es sabido, se trata de una facultad que tiene una vigencia temporal limitada por la propia ley, la que le ha fijado una fecha de inicio y de término, correspondiendo, este último al 28 de feberero de 2009. Siendo así, la suspensión de la vigencia del plazo, hace que una vez que se cumplan los cuatro años que propone la Moción, ésta se deba comenzar a computar nuevamente por el término restante, desde el día inmediatamente siguiente al fin del período de suspensión. En términos prácticos, esto se traduce en que luego de finalizada la suspensión, la facultad de los sostenedores sólo se mantendrá por el plazo que le reste de vigencia determinado por la diferencia entre el día de la publicación de esta ley y el 29 de febrero de 2009. 


Por otra parte, y en el mismo sentido de la ineficacia de la iniciativa, hizo presente que en el caso de ejercer la facultad de declarar la vacancia de las horas servidas, que se pretende suspender, las horas que queden vacantes se deben ajustar de acuerdo a los artículos 22 y siguientes del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, que establece el Estatuto Docente. En tal circunstancia, habrá que distinguir las siguientes situaciones: 

En el caso de las comunas sin sobre dotación, según el Plan Anual de Desarrollo de la Educación Municipal del año 2009 (PADEM 2009), los docentes a quienes se les aplique la medida, reciben una bonificación entre $10.393.000 y $13.450.000, dependiendo de la jornada de contrato promedio que sirvieron en el año 2006, debiendo la comuna proceder a contratar nuevos docentes para su reemplazo.


En aquellas comunas con sobre dotación, según el Plan Anual (PADEM 2009), además del ejercicio de la facultad y pago de la respectiva bonificación a los docentes afectos, la comuna podrá continuar con el retiro necesario de docentes de su dotación hasta su debido ajuste con aquella declarada en el PADEM, aplicando el resto del orden de prelación establecido en el artículo 73 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación.

A estos últimos docentes el sostenedor debe aplicarles la causal de término de la relación laboral contemplada en la letra j) del artículo 72 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, que establece el Estatuto Docente, que da derecho a una indemnización de cargo del empleador, equivalente al total de las remuneraciones devengadas en el último mes que correspondan al número de horas suprimidas, por cada año de servicio en la respectiva Municipalidad o Corporación, o fracción superior a seis meses, con un máximo de once meses, monto que es inferior al beneficio adscrito a la facultad de declarar la vacancia, que se viene analizando.

Por consiguiente, la comuna con sobre dotación según el PADEM 2009 que decide no aplicar la declaración de vacancia de las horas servidas por los docentes que cuenten con la edad para jubilar, - situación que ocurriría en el caso de suspenderse la facultad en cuestión -, igualmente debe ajustar la dotación de acuerdo al Plan Anual respectivo, aplicando el orden de prelación establecido en el artículo 73 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, procediendo, en primer lugar, con el despido de quienes tengan la calidad de contratados y tengan sesenta o más años si son mujeres o sesenta y cinco o más años si son hombres; y, en segundo lugar, con los titulares que tengan sesenta o más años si son mujeres o sesenta y cinco o más años si son hombres y así sucesivamente. Ahora bien, los docentes despedidos perciben una indemnización de cargo del empleador, equivalente al total de las remuneraciones devengadas en el último mes que corresponda al número de horas suprimidas, por cada año de servicio en la respectiva Municipalidad o Corporación, o fracción superior a seis meses, con un máximo de once meses. 


De lo anterior de desprende que, en este último caso, los docentes que hubieren cumplido la edad de jubilar igualmente deben abandonar la dotación docente pero con una indemnización menor a la bonificación establecida en el artículo 3° transitorio de la ley 20.158. 


En consecuencia, de suspenderse la facultad establecida en el artículo 3° transitorio de la ley 20.158, se impide que los docentes de una comuna con sobre dotación, según el Plan Anual de Desarrollo de Educación Municipal, perciban una bonificación mayor a la indemnización establecida en el artículo 73 del Estatuto Docente.

- - -

Cabe hacer presente que la materia de este proyecto de ley, es de iniciativa exclusiva del Ejecutivo y que requiere trámite de Hacienda. 





Es de iniciativa exclusiva por cuanto se refiere a materias de previsión social, suprime funciones o atribuciones de órganos públicos e incide en la administración financiera o presupuestaria del Estado.




En consecuencia, el Presidente de la Comisión, declaró inadmisible este proyecto de ley, por corresponder a una materia de iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad con lo dispuesto en los incisos tercero y cuarto, números 2° y 4° del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

- - -





Acordado en la sesión celebrada el día 14 de enero de 2009, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Ricardo Núñez Muñoz (Presidente), Carlos Cantero Ojeda, Andrés Chadwick Piñera, Juan Pablo Letelier Morel y Mariano Ruiz-Esquide Jara.


Sala de la Comisión, a 15 de enero de 2009.

(Fdo.): María Isabel Damilano Padilla, Secretario
14

PROYECTO DE LEY, EN TERCER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA SISTEMA DE OTORGAMIENTO DE CONCESIONES DE RADIODIFUSIÓN SONORA, CON LAS ENMIENDAS QUE SEÑALA

(4740-15)




La Cámara de Diputados, en sesión de esta fecha, ha dado su aprobación al proyecto de ley de ese H. Senado que modifica la ley N° 18.168 General de Telecomunicaciones, respecto del otorgamiento de concesiones de radiodifusión sonora, boletín N° 4740-15 (S), con las siguientes enmiendas:
Artículo único


Ha introducido una nueva letra a), del siguiente tenor:


“a) Reemplázase el encabezado del inciso cuarto del artículo 13 por el siguiente:


“A partir de ese momento, pero nunca después de 250 días luego de expirado el periodo de la concesión, se procederá según los incisos segundo y tercero de este artículo. En el caso que a la fecha de expiración del período de la concesión, no hubiese acontecido aún ninguna de las dos circunstancias señaladas en el inciso anterior, la concesión permanecerá vigente, según los siguientes casos:”.”.

Letra a)


Ha pasado a ser b), reemplazada por la siguiente:


“b) En el inciso quinto del artículo 13, sustitúyese la expresión “licitación” por la expresión “sorteo público” y agrégase el siguiente inciso sexto, nuevo, pasando el actual sexto a ser séptimo:


“En todo caso, una misma empresa y sus empresas filiales, coligadas o relacionadas no podrán presentar más de una solicitud para una misma localidad, en un mismo concurso. De hacerlo, ninguna de las solicitudes será considerada en el concurso.”.”
Letra b)


Ha pasado a ser c), reemplazada por la siguiente:


“c) En el inciso sexto del artículo 13 A, sustitúyense las expresiones “licitación” por “sorteo público” y “la licitación” por “el sorteo público”.
Letra c)


Ha pasado a ser d)

Letra d)


Ha pasado a ser e)

Artículo nuevo


A continuación, ha incorporado el siguiente artículo transitorio, nuevo:


“Artículo transitorio.  En todos los concursos de radiodifusión sonora en la banda de frecuencia modulada que se hayan llamado o se llamen hasta tres años luego de la entrada en vigencia de esta ley, cada vez que dos o más concursantes ofrezcan similares condiciones, y siempre que no se aplique el derecho preferente que corresponde a quien renueva, la concesión se asignará a aquel postulante que acredite contar con una mayor antigüedad en la plaza.


Se entenderá que se encuentra en la situación señalada, el postulante que al momento del llamado a concurso de radiodifusión sonora en la banda de frecuencia modulada, sea titular de una concesión de radiodifusión, a lo menos por cinco años, para la misma plaza en la banda de amplitud modulada, y no sea titular ni opere ninguna otra concesión en la banda de frecuencia modulada en dicha plaza.


La identidad de plaza entre la concesión del postulante y la sometida a concurso público se producirá cuando la ciudad o localidad con mayor número de habitantes comprendida dentro de la zona de servicio de ambas, sea la misma.


De no poder aplicarse los criterios anteriores, o de subsistir la igualdad una vez aplicados, el concurso se resolverá por sorteo público entre los postulantes que lleguen en igualdad.


Los concursos cuyo llamado sea posterior a los tres años señalados en el inciso primero del presente artículo, no se someterán a éste, sino que exclusivamente a lo señalado en los artículos 13 y 13 A de la ley N° 18.168.”.”.
*****

Lo que tengo a honra comunicar a V.E., en respuesta a vuestro oficio N° 955/SEC/07, de fecha 1 de agosto de 2007.


Acompaño la totalidad de los antecedentes.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Francisco Encina Moriamez, Presidente de la Cámara de Diputados.- Carlos Loyola Opazo, Secretario General de la Cámara de Diputados
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE VIVIENDA Y URBANISMO RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES LETELIER Y MUÑOZ ABURTO, QUE REGULA ACTOS Y CONTRATOS QUE SE PUEDEN CELEBRAR RESPECTO DE VIVIENDAS ADQUIRIDAS CON RESPALDO DE PROGRAMAS HABITACIONALES ESTATALES

(5784-14)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Vivienda y Urbanismo tiene el honor de presentaros su segundo informe sobre el proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Juan Pablo Letelier Morel y Pedro Muñoz Aburto. 
A la sesión celebrada por la Comisión para considerar esta iniciativa asistió el Honorable Senador señor  Letelier.
Concurrieron al estudio de este asunto, especialmente invitados, la asesora jurídica del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, señora Jeannette Tapia y, en representación del BancoEstado, el Fiscal Pablo Lagos, y el abogado Jefe de Grupo, señor Víctor Labra.

Se deja constancia que la Sala autorizó a la Comisión, con fecha 3 de junio de 2008, para discutir el proyecto de ley, en general y en particular.

Posteriormente, el Senado aprobó la iniciativa sólo en general, en sesión celebrada el 7 de enero de 2009, por 19 votos a favor, y acordó como plazo para presentar indicaciones el día 19 de enero del mismo año. Luego, la Corporación amplió dicho lapso hasta el martes 20 de enero, a las 18 horas.

- - - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:

1.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones: no hay.

2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: indicaciones 1 y 2.

3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: no hay.

4.- Indicaciones rechazadas: no hay.

5.- Indicaciones retiradas: no hay.

6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: no hay.

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


Previo al estudio de las indicaciones presentadas al proyecto, la Comisión escuchó al Fiscal del BancoEstado, quien explicó que la renegociación establecida a favor de los beneficiarios del subsidio habitacional del decreto supremo Nº 235, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, de 1985, se ha efectuado mediante el otorgamiento de un nuevo crédito hipotecario, a una tasa menor que la original, destinado al pago de este último.


Sostuvo que dicho mecanismo ha experimentado diversos inconvenientes para su formalización, a raíz de lo cual el beneficio dispuesto para los deudores PET no se ha concretado para un número significativo de deudores habitacionales.


Indicó que las dificultades aludidas son las siguientes:


- Deudores beneficiarios que no son habidos y en que el cónyuge que habita la vivienda, generalmente la mujer, paga los dividendos del préstamo hipotecario. En estos casos, el cónyuge carece de personería para renegociar por el deudor y, con ello, para acceder a mejores condiciones financieras.


- Operaciones con situaciones de orden legal de diversa índole,- por ejemplo un deudor beneficiario compró siendo soltero (a) y actualmente esta casado (a); beneficiario compró siendo casado (a) y actualmente está viudo (a); beneficiario compró siendo casado (a) y actualmente está anulado (a) o divorciado (a)-. En mucho de estos casos, acotó, el estudio de los antecedentes determina que la autorización del otro cónyuge, generalmente el marido, es legalmente inevitable, pero éste no es habido (a) o se rehúsa comparecer al acto.


Manifestó que estas situaciones muestran una realidad social que excede, incluso, el ámbito de los deudores PET y cuya solución puede lograrse mediante el proyecto de ley en estudio. Sin embargo, propuso realizar ciertas modificaciones al texto de la iniciativa con el objeto de perfeccionarla.
- - -


A continuación, se efectúa, en el orden del articulado del proyecto -que se transcribe-, una relación de las indicaciones presentadas al texto aprobado en general por el Honorable Senado, así como de los acuerdos adoptados al respecto.

Artículo 1º

 


Dispone lo siguiente:

“Cualquiera de los cónyuges, sin importar el régimen patrimonial del matrimonio, estará facultado para renegociar los créditos obtenidos para el financiamiento de las viviendas cuya adquisición y/o construcción haya sido financiada, en todo o en parte, por el Estado mediante sus programas habitacionales. Para estos efectos, no se requerirá la comparecencia del otro cónyuge, ni su autorización ni la de la justicia, para la constitución o extinción de hipotecas y gravámenes destinados a caucionar las obligaciones que se convengan en virtud de la renegociación.”.
 
La indicación número 1, de los Honorables Senadores señores Horvath, Letelier, Naranjo, Pérez Varela y Sabag, propone lo siguiente:

 
a) Sustituir “Cualquiera de los cónyuges, sin importar el régimen patrimonial del matrimonio, estará facultado para renegociar” por “Cualquiera de los cónyuges, sin importar el régimen patrimonial del matrimonio, estará facultado para representar al cónyuge deudor en la ejecución de todos los actos y en la celebración de todos los contratos que procedan para renegociar, repactar o novar”.


b) Agregar, a continuación del vocablo “constitución”, la palabra “reserva”, precedida de una coma (,).


c) Agregar, luego de la expresión final “de la renegociación”, lo siguiente: “, repactación o novación”.




El Fiscal del BacoEstado explicó que la indicación tiene por objeto eliminar cualquier tipo de duda sobre el tipo de actos y contratos que comprende el vocablo “negociar” o “negociación” de los créditos.

 



Precisó que dichos conceptos, de acuerdo a la opinión del BancoEstado, comprenden las repactaciones de plazos, de montos, de tasa de interés, de pago anticipado del crédito, la contratación de un nuevo crédito en su reemplazo y, eventualmente, la novación por cambio de deudor.


 


Planteó la necesidad de que la norma otorgue al cónyuge no dueño o no administrador de la sociedad conyugal, la representación legal para negociar el crédito.

 



Manifestó que el cónyuge, normalmente la mujer, cuando no es la deudora ni la titular del dominio, para negociar necesita tener la representación legal del cónyuge deudor-propietario del inmueble, ya que de otro modo no puede acceder al beneficio estatal cuando este último no está, o no quiere, o no lo interesa renegociar la deuda.

 



Añadió que la representación legal es importante, de lo contrario, si negociara a nombre y por cuenta propia quedaría como deudora y no como propietaria. Enfatizó que mediante la representación legal, el deudor original mantiene esa calidad y está en condiciones más favorables a sus intereses.


 


Finalmente, connotó la importancia de que la norma no se preste para negociaciones que impliquen un daño para el deudor, porque fueron realizadas con negligencia o mala fe por el otro cónyuge. Afirmó que, dada la excepcionalidad del precepto, debe aplicarse únicamente cuando opere un beneficio de carácter estatal regulado por ley o decreto supremo, o en relación con créditos complementarios a tales beneficios.



 

- Puesta en votación la indicación número 1, se aprobó por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Horvath, Orpis, Naranjo, Pérez Varela y Sabag.

Artículo 2°

Su texto es el que se indica a continuación:

“La inscripción de los gravámenes que se constituyan en tales actos o contratos, no requerirá que se consignen las menciones a que se refiere el número 3° del artículo 2.432 del Código Civil, el número 4° del artículo 78 y el número 3° del artículo 81, ambas normas del Reglamento del Registro Conservatorio de Bienes Raíces, supliéndose la referencia a los deslindes del inmueble por la cita del número o letra con que se singularice la vivienda o sitio de que se trata en el plano de loteo o subdivisión respectivo, que se encuentre debidamente archivado en el Conservador de Bienes Raíces correspondiente.

El Conservador de Bienes Raíces practicará las inscripciones a que se refiere este artículo o agregará al registro respectivo copia del acto o contrato que de cuenta de la renegociación y de la constitución de los gravámenes y prohibiciones aludidos, efectuando las anotaciones pertinentes al final o al reverso de los mismos.”.
 



La indicación número 2, de los Honorables Senadores señores Horvath, Letelier, Naranjo, Pérez Varela y Sabag, propone lo siguiente:

  
En su inciso primero, sustituir “La inscripción de los gravámenes que se constituyan en tales actos o contratos, no requerirá que se consignen las menciones a que se refiere” por “Cuando la inscripción vigente no los contuviere, la inscripción de los gravámenes que se constituyan o reserven en tales actos o contratos, no requerirá que se consignen las menciones a que se refieren”.


En su inciso segundo:


a) Reemplazar la conjunción disyuntiva “o”, la primera vez que aparece, por la conjunción copulativa “y”.


b) Sustituir “de la renegociación y de la constitución de los gravámenes y prohibiciones aludidos, efectuando las anotaciones pertinentes al final o al reverso de los mismos” por “, de la renegociación, repactación o novación y de la constitución o reserva de los gravámenes y prohibiciones aludidos, efectuando las anotaciones pertinentes al final o al reverso de los mismos”.


 

- Puesta en votación la indicación número 2, se aprobó por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Horvath, Orpis, Naranjo, Pérez Varela y Sabag.

- - -

MODIFICACIONES



 En conformidad con los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Vivienda y Urbanismo tiene a honra proponeros las siguientes modificaciones al proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado:

Artículo 1º


- Sustituir “Cualquiera de los cónyuges, sin importar el régimen patrimonial del matrimonio, estará facultado para renegociar” por “Cualquiera de los cónyuges, sin importar el régimen patrimonial del matrimonio, estará facultado para representar al cónyuge deudor en la ejecución de todos los actos y en la celebración de todos los contratos que procedan para renegociar, repactar o novar”.


- Agregar, a continuación del vocablo “constitución”, la palabra “reserva”, precedida de una coma (,).


- Agregar, luego de la expresión final “de la renegociación”, lo siguiente: “, repactación o novación”.

(Unanimidad 5x0. Indicación número 1).

Artículo 2º

Inciso primero


Sustituir “La inscripción de los gravámenes que se constituyan en tales actos o contratos, no requerirá que se consignen las menciones a que se refiere” por “Cuando la inscripción vigente no los contuviere, la inscripción de los gravámenes que se constituyan o reserven en tales actos o contratos, no requerirá que se consignen las menciones a que se refieren”.

Inciso segundo


- Reemplazar la conjunción disyuntiva “o”, la primera vez que aparece, por la conjunción copulativa “y”.


- Sustituir “de la renegociación y de la constitución de los gravámenes y prohibiciones aludidos, efectuando las anotaciones pertinentes al final o al reverso de los mismos” por “, de la renegociación, repactación o novación y de la constitución o reserva de los gravámenes y prohibiciones aludidos, efectuando las anotaciones pertinentes al final o al reverso de los mismos”.

(Unanimidad 5x0. Indicación número 2).
- - -

TEXTO DEL PROYECTO DE LEY


En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:

c. PROYECTO DE LEY:





“Artículo 1°.- Cualquiera de los cónyuges, sin importar el régimen patrimonial del matrimonio, estará facultado para representar al cónyuge deudor en la ejecución de todos los actos y en la celebración de todos los contratos que procedan para renegociar, repactar o novar los créditos obtenidos para el financiamiento de las viviendas cuya adquisición o construcción haya sido financiada, en todo o en parte, por el Estado mediante sus programas habitacionales. Para estos efectos, no se requerirá la comparecencia del otro cónyuge, ni su autorización ni la de la justicia, para la constitución, reserva o extinción de hipotecas y gravámenes destinados a caucionar las obligaciones que se convengan en virtud de la renegociación, repactación o novación.




Artículo 2°.- Cuando la inscripción vigente no los contuviere, la inscripción de los gravámenes que se constituyan o reserven en tales actos o contratos, no requerirá que se consignen las menciones a que se refieren el número 3° del artículo 2.432 del Código Civil, el número 4° del artículo 78 y el número 3° del artículo 81, ambas normas del Reglamento del Registro Conservatorio de Bienes Raíces, supliéndose la referencia a los deslindes del inmueble por la cita del número o letra con que se singularice la vivienda o sitio de que se trata en el plano de loteo o subdivisión respectivo, que se encuentre debidamente archivado en el Conservador de Bienes Raíces correspondiente.


El Conservador de Bienes Raíces practicará las inscripciones a que se refiere este artículo y agregará al registro respectivo copia del acto o contrato que de cuenta de la renegociación, repactación o novación y de la constitución o reserva de los gravámenes y prohibiciones aludidos, efectuando las anotaciones pertinentes al final o al reverso de los mismos.”.
- - - 

Acordado en sesión celebrada el día 20 de enero de 2009, con asistencia de los Honorables Senadores señores Jaime Naranjo Ortiz (Presidente), Antonio Horvath Kiss, Jaime Orpis Bouchon, Víctor Pérez Varela y Hosaín Sabag Castillo.




Valparaíso,  20 de enero 2009.

(Fdo.): Milena Karelovic Ríos, Secretario de la Comisión 
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NUEVO INFORME DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN, CULTURA, CIENCIA Y TECNOLOGÍA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE SUSPENDE POR CUATRO AÑOS LA APLICACIÓN DEL ARTÍCULO 3º TRANSITORIO DE LA LEY Nº 20.158

(6195-04)

Honorable Senado:


La Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología tiene el honor de informar respecto del proyecto de ley individualizado en el rubro, en segundo trámite constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Diputados señora Marta Isasi Barbieri y señores Mario Bertolino Rendic, Roberto Delmastro Naso, Pablo Galilea Carrillo, René García García, Alfonso Vargas Lyng y Germán Verdugo Soto.

Cabe hacer presente que, por acuerdo unánime de los Comités, el día 20 de enero del año en curso, se envió a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, el presente proyecto de ley para un nuevo informe.



A la sesión en que se analizó esta iniciativa de ley asistieron, en representación del Ministerio de Educación: la Ministra, señora Mónica Jiménez de la Jara; el Jefe de la Unidad de Currículum y Evaluación, señor Pedro Montt; la Jefa de la División Jurídica, señora Regina Clark; el Jefe del Departamento Jurídico de la División de Educación Superior, señor Cristián Inzulza, y la Asesora de la Ministra, señora Ana Labra Welden.



Del Ministerio de Hacienda, el Abogado de la Dirección de Presupuestos, señor Patricio Espinoza.

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO

En lo fundamental, esta iniciativa de ley busca suspender por cuatro años, la facultad otorgada en el artículo 3° transitorio de la ley N° 20.158, a los sostenedores de los establecimientos educacionales del sector municipal, para declarar la vacancia del total de horas servidas por los profesionales de la educación, que cumpliendo con los requisitos señalados en la ley, no hayan presentado su renuncia voluntaria en el plazo indicado en el mencionado cuerpo legal.

- - -

ANTECEDENTES

Para la cabal comprensión de esta iniciativa de ley, se ha tenido en consideración, entre otros, lo siguiente:

A.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


a) Los numerales 10º y 11º del artículo 19 de la Constitución Política, que consagran, respectivamente, las garantías del derecho a la educación y la libertad de enseñanza;


b) La ley N° 20.158 que establece diversos beneficios para profesionales de la educación y modifica distintos cuerpos legales.

B.- ANTECEDENTES DE HECHO

La Moción que inició este proyecto de ley, aprobado por la Honorable Cámara de Diputados, en lo fundamental, destaca que la ley N° 20.158, que establece diversos beneficios para profesionales de la educación y modifica distintos cuerpos legales, publicada el 29 de diciembre de 2006, dispuso en su artículo 2° transitorio una bonificación por retiro voluntario para los profesionales de la educación a la fecha de publicación de la ley que estuvieren prestando servicios en establecimientos educacionales del sector municipal, y que al 31 de diciembre de 2006 tuvieren sesenta o más años de edad si son mujeres, o sesenta y cinco o más años de edad si son hombres, y que renunciaren a la dotación docente del sector municipal a que pertenecen, respecto del total de horas que sirven.

La misma ley en su artículo 3° transitorio facultó a los sostenedores de establecimientos educacionales del sector municipal, administrados directamente por las municipalidades o a través de corporaciones municipales, para que dentro del plazo comprendido entre el 1° de noviembre del año 2007 hasta el 28 de febrero de 2009 declaren la vacancia del total de horas servidas por los profesionales de la educación que, cumpliendo con los requisitos establecidos en el artículo 2° transitorio, no hayan presentado su renuncia voluntaria a la dotación docente en el plazo y en la forma señalada en éste.

Sobre este mismo punto, explica que el citado artículo 3° transitorio, establece un mecanismo que obliga a los profesores a jubilar ya que los sostenedores están facultados para declarar vacantes las horas de los profesionales que, teniendo 60 años las mujeres y 65 años los hombres no se hayan acogido al beneficio de la jubilación voluntaria.

En los fundamentos de esta Moción, se recuerda que en el Senado de la República, durante la discusión del proyecto de ley que otorga beneficios a los profesionales de la educación que indica (Boletín N° 4.742-04), hoy día ley N° 20.158, la señora Ministra de Educación de la época, señaló que esta iniciativa legal materializaba un acuerdo político entre los sectores involucrados por una vigencia de cuatro años, lo cual constituía una expresión de confianza en la estabilidad económica, política y social de Chile, y, por cierto, de confianza mutua entre las partes.

Luego, indica que la grave crisis económica que afecta a todos los países del mundo está teniendo serias repercusiones en nuestro país, perjudicando también la estabilidad económica de nuestro país. En este contexto, sostiene que es necesario aminorar los efectos de esta crisis, implementando medidas que ayuden a los sectores más vulnerables, a superar este difícil momento económico. 

Bajo este escenario, considera que los profesores que se verán obligados a dejar sus puestos de trabajo, percibirán una pensión disminuída por la pérdida que han experimentado los montos acumulados en sus fondos de pensiones.

Por estas razones, proponen suspender la facultad otorgada por el artículo 3° transitorio de la ley N° 20.158 hasta el año 2012, puesto que estiman que en dicha fecha la economía puede haber superado la actual crisis.

A continuación, proponen el proyecto de ley que se transcribe a continuación y que fuera aprobado por la Honorable Cámara de Diputados:

PROYECYO DE LEY





Artículo único.- Incorpórase en la ley N° 20.158, el siguiente artículo 8° transitorio:

“Artículo 8°.- Suspéndese por 4 años la facultad otorgada en el artículo 3° transitorio.”.”.

-.-.-.


El Ejecutivo, por su parte, presente en la sesión, a través de la Jefa de la División Jurídica del Ministerio de Educación, señora Regina Clark, hizo presente que, sin perjuicio del cuestionamiento de admisibilidad de esta la iniciativa, adolece, además, de reparos en los ámbitos de constitucionalidad y eficacia en su aplicación. 


Desde el punto de vista de la constitucionalidad se podría invocar infracción al principio de igualdad ante la ley, por parte de los profesionales de la educación a quienes sí se les declaró la vacancia en el cargo, atendido que respecto de ellos los sostenedores del sector municipal ya ejercieron su facultad, dentro del término legal.


En relación a su eficacia señaló que, como es sabido, se trata de una facultad que tiene una vigencia temporal limitada por la propia ley, la que le ha fijado una fecha de inicio y de término, correspondiendo, este último al 28 de feberero de 2009. Siendo así, la suspensión de la vigencia del plazo, hace que una vez que se cumplan los cuatro años que propone la Moción, ésta se deba comenzar a computar nuevamente por el término restante, desde el día inmediatamente siguiente al fin del período de suspensión. En términos prácticos, esto se traduce en que luego de finalizada la suspensión, la facultad de los sostenedores sólo se mantendrá por el plazo que le reste de vigencia determinado por la diferencia entre el día de la publicación de esta ley y el 29 de febrero de 2009. 


Por otra parte, y en el mismo sentido de la ineficacia de la iniciativa, hizo presente que en el caso de ejercer la facultad de declarar la vacancia de las horas servidas, que se pretende suspender, las horas que queden vacantes se deben ajustar de acuerdo a los artículos 22 y siguientes del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, que establece el Estatuto Docente. En tal circunstancia, habrá que distinguir las siguientes situaciones: 

En el caso de las comunas sin sobre dotación, según el Plan Anual de Desarrollo de la Educación Municipal del año 2009 (PADEM 2009), los docentes a quienes se les aplique la medida, reciben una bonificación entre $10.393.000 y $13.450.000, dependiendo de la jornada de contrato promedio que sirvieron en el año 2006, debiendo la comuna proceder a contratar nuevos docentes para su reemplazo.


En aquellas comunas con sobre dotación, según el Plan Anual (PADEM 2009), además del ejercicio de la facultad y pago de la respectiva bonificación a los docentes afectos, la comuna podrá continuar con el retiro necesario de docentes de su dotación hasta su debido ajuste con aquella declarada en el PADEM, aplicando el resto del orden de prelación establecido en el artículo 73 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación.

A estos últimos docentes el sostenedor debe aplicarles la causal de término de la relación laboral contemplada en la letra j) del artículo 72 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, que establece el Estatuto Docente, que da derecho a una indemnización de cargo del empleador, equivalente al total de las remuneraciones devengadas en el último mes que correspondan al número de horas suprimidas, por cada año de servicio en la respectiva Municipalidad o Corporación, o fracción superior a seis meses, con un máximo de once meses, monto que es inferior al beneficio adscrito a la facultad de declarar la vacancia, que se viene analizando.

Por consiguiente, la comuna con sobre dotación según el PADEM 2009 que decide no aplicar la declaración de vacancia de las horas servidas por los docentes que cuenten con la edad para jubilar, - situación que ocurriría en el caso de suspenderse la facultad en cuestión -, igualmente debe ajustar la dotación de acuerdo al Plan Anual respectivo, aplicando el orden de prelación establecido en el artículo 73 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, procediendo, en primer lugar, con el despido de quienes tengan la calidad de contratados y tengan sesenta o más años si son mujeres o sesenta y cinco o más años si son hombres; y, en segundo lugar, con los titulares que tengan sesenta o más años si son mujeres o sesenta y cinco o más años si son hombres y así sucesivamente. Ahora bien, los docentes despedidos perciben una indemnización de cargo del empleador, equivalente al total de las remuneraciones devengadas en el último mes que corresponda al número de horas suprimidas, por cada año de servicio en la respectiva Municipalidad o Corporación, o fracción superior a seis meses, con un máximo de once meses. 


De lo anterior de desprende que, en este último caso, los docentes que hubieren cumplido la edad de jubilar igualmente deben abandonar la dotación docente pero con una indemnización menor a la bonificación establecida en el artículo 3° transitorio de la ley 20.158. 


En consecuencia, de suspenderse la facultad establecida en el artículo 3° transitorio de la ley 20.158, se impide que los docentes de una comuna con sobre dotación, según el Plan Anual de Desarrollo de Educación Municipal, perciban una bonificación mayor a la indemnización establecida en el artículo 73 del Estatuto Docente.

- - -

Cabe hacer presente que la materia de este proyecto de ley, es de iniciativa exclusiva del Ejecutivo y que requiere trámite de Hacienda. 





Es de iniciativa exclusiva por cuanto se refiere a materias de previsión social, suprime funciones o atribuciones de órganos públicos e incide en la administración financiera o presupuestaria del Estado.




En consecuencia, la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Letelier, Núñez y Ruiz-Esquide, acordaron rechazar este proyecto de ley, por corresponder a una materia de iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad con lo dispuesto en los incisos tercero y cuarto, números 2° y 4° del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

- - -





Acordado en la sesión celebrada el día 20 de enero de 2009, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Ricardo Núñez Muñoz (Presidente), Carlos Cantero Ojeda, Andrés Chadwick Piñera, Juan Pablo Letelier Morel y Mariano Ruiz-Esquide Jara.


Sala de la Comisión, a 20 de enero de 2009.

(Fdo.): María Isabel Damilano Padilla, Secretario
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES ZALDÍVAR, PROKURICA, GÓMEZ Y NÚÑEZ, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE AUTORIZA LA ERECCIÓN DE MONUMENTOS EN SANTIAGO EN MEMORIA DE DON PEDRO LEÓN GALLO GOYENECHEA

(6377-04)

Honorable Senado:

Honorable Senado:
El 12 de febrero de 1830, en Copiapó, nació Pedro León Gallo Goyenechea, político, militar y empresario chileno.  Fue el tercero y el más apasionado y versátil de los tres hijos que tuvo el matrimonio formado por Miguel Gallo Vergara, acaudalado minero de la plata de Chañarcillo, y Candelaria Goyenechea y de la Sierra.

Hizo sus primeros estudios en el Colegio de La Merced de Copiapó, matriculándose más tarde en el Instituto Nacional.  En 1848, se incorporó a la Guardia Nacional en calidad de oficial de ésta.  


En 1850 comenzó a escribir sus primeros artículos políticos en el periódico “La Tribuna” de Santiago, sosteniendo la idea del orden público, pero con ciertas reformas.  


El 20 de abril de 1851, ya como oficial de la Guardia Nacional, combatió contra la revolución del Coronel Urriola y en defensa del Presidente Montt.


En 1853, regresó a Copiapó con el objeto de colaborar en los negocios mineros familiares.  Pero también, en otra de sus admirables facetas, se dedicó al estudio y a la poesía.  En esos años surgió su incuestionable vocación política, la que lo llevó a ser elegido Regidor de la ciudad.  No mucho tiempo después, fue destituido de su cargo por orden del Intendente, por haber censurado al Jefe de la Policía de su ciudad natal, quien fue el protagonista de un incidente. 


Todas estas circunstancias hicieron que Pedro León Gallo cambiara su percepción acerca del Gobierno de Manuel Montt, comenzando a frecuentar reuniones de opositores, tanto en el Norte como en Santiago.   Siguió colaborando en las páginas del periódico “El copiapino”, dando a conocer sus opiniones políticas.


En 1989 organizó una Junta Política para enfrentar al Gobierno, agrupando a todos aquellos ciudadanos descontentos; organizó un ejército y se apoderó de la ciudad de Copiapó.  Además, creó una Casa de Moneda y una Fundición para armas y cañones.  Con dicho ejército de fuerzas revolucionarias enfrentó a las tropas del Gobierno en tres batallas, triunfando en Los Loros, el 14 de marzo de 1859 y siendo derrotado en Cerro Grande, el 29 de abril del mismo año, y, en Petorca, el 14 de octubre siguiente. 


Posteriormente, debió exiliarse durante casi 4 años, permaneciendo en Argentina, Estados Unidos y Europa.


Regresó al país en 1863, después de que el Presidente don José Joaquín Pérez dictara una Ley de Amnistía.  


Tuvo una activa vida parlamentaria, siendo elegido primeramente Diputado Suplente por Copiapó y Caldera, en el período 1886 – 1887; en 1886 fue candidato a la Presidencia de la República.  Luego fue elegido Diputado Propietario por Copiapó en el período 1867 - 1870, siendo reelecto por los períodos 1870 – 1873 y 1873 – 1876.


Luego, fue elegido Senador Propietario por Atacama, en el período 1876 – 1882; fue Senador Reemplazante en la Comisión Permanente de Hacienda e Industria y continuó integrando la Comisión Permanente de Guerra y Marina. 


Falleció el 16 de diciembre de 1877, en forma repentina, en Santiago de Chile. 


Mirado con la perspectiva adecuada, Pedro León Gallo fue verdaderamente un ciudadano excepcional que tuvo la agudeza y la sensibilidad necesarias para darse cuenta de que el progreso de las regiones era indispensable para el robustecimiento de Chile como país independiente.  En ese sentido, podemos decir categóricamente que él fue uno de los visionarios que sembró la semilla del regionalismo, que habría permitido hacer crecer y prosperar con mucha mayor rapidez a nuestro país, si se hubiera continuado desarrollando esta idea.   En efecto, las regiones son tan chilenas como nuestra capital,  y es absolutamente necesario que nuestro régimen político estimule el progreso de las regiones, entregándoles una parte importante de las riquezas que producen, todo lo cual redundaría en un Chile más digno, próspero y justo. 


El otro legado trascendente que dejó Pedro León Gallo fue la fundación del Partido Radical en Copiapó, conjuntamente con Manuel Antonio Matta.  


Durante el período de la República Liberal, Pedro León Gallo fue el promotor de los denominados “Liberales Rojos”, los que fueron la base del Partido Radical.  


Así pues, en Copiapó se fundó la primera asamblea radical que dio origen al Partido Político del mismo nombre y, asimismo, se fundó el periódico “El Constituyente”, desde cuyas páginas se llevó a cabo una campaña para obtener la reforma de la Constitución Política de 1833, la enseñanza laica, la descentralización administrativa y la libertad electoral. 


A la luz de todos estos postulados, Pedro León Gallo y Manuel Antonio Matta fueron los fundadores e impulsores del Partido Radical, que, a través de sus luchas políticas y sociales, permitió el afianzamiento de la democracia chilena y que dio tres Presidentes de Chile, salidos de sus filas.  


Por todas estas razones y por la trascendencia histórica y política de la vida de Pedro León Gallo, venimos en proponer el siguiente 
      PROYECTO DE LEY:
"Articulo 1º.- Autorízase erigir dos  monumentos en la ciudad de Santiago, en memoria de don Pedro León Gallo Goyenechea.

Artículo 2º.- Las obras se financiarán mediante erogaciones populares, obtenidas a través de colectas públicas, donaciones y otros aportes privados, las que serán depositadas en una cuenta especial que se abrirá para estos efectos en el BancoEstado.

Las colectas públicas mencionadas en el inciso anterior se efectuarán en las fechas que determine una comisión especial que se creará para el efecto, en coordinación con el Ministerio del Interior.

Artículo 3º.- Créase un fondo destinado a recibir las erogaciones, donaciones y demás aportes señalados en el artículo precedente.

Artículo 4º.- Créase una comisión especial, integrada por diez miembros ad honorem, encargada de ejecutar los objetivos de esta ley, la que estará constituida por:

· Los Senadores de la Región Metropolitana;
· Un Representante del Capítulo Metropolitano de la Asociación Chilena de Municipalidades;

· El Alcalde de la Municipalidad de Santiago;

· Un representante del Consejo de Monumentos Nacionales, y 

· Un representante del Colegio de Arquitectos de Chile.  


La Comisión elegirá un presidente de entre sus miembros; funcionará en la ciudad de Santiago, y el quórum para sesionar y adoptar acuerdos será el de la mayoría de sus miembros.


Artículo 5º.- La comisión tendrá las siguientes funciones:

a) Determinar la fecha y la forma en que se efectuarán las colectas públicas a que se refiere el artículo 2º, así como realizar todas las gestiones pertinentes para su concreción;


b) Determinar la ubicación de los monumentos, en coordinación con la municipalidad de Santiago, conjuntamente con el Consejo de Monumentos Nacionales, y disponer y supervigilar sus construcciones, previo cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 18 de la ley Nº 17.288, sobre Monumentos Nacionales;


c) Llamar a concurso público de proyectos para la ejecución de las obras, fijar sus bases y resolverlos, y

d) Administrar la cuenta y el fondo especiales establecidos en los artículos 2° y 3° respectivamente. 

Artículo 6º.- Si una vez construidos los monumentos quedaren excedentes de las erogaciones recibidas, éstos serán destinados al fin que la Comisión Especial determine.".

(Fdo.): Adolfo Zaldívar Larraín, Senador.- Baldo Prokurica Prokurica Senador.- José Antonio Gómez Urrutia, Senador.- Ricardo Núñez Muñoz, Senador 
A S.E. EL
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